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AU-many. clon José, en autos con la Comisión de Fomento 
del pueblo de Baravehú. sobre reivindicación. Recurso 
ile hecho 12^ 

Alvarez. Carlos. criminal, contra, por homicidio 

Anwrfong, doña Amalia Saravia de (su sucesión), en au- 
tos con la Municipalidad i& Rosario, sobre tndemn¡«a- 
ción . Recurso de hecho 255 

Arias. Angel, criminal, contra, por bomieidio 1W 

Audino. don Francisco, en autos con la Caja Nacional de 
Jubilaciones y IVnsiones Uancarias. sobre devolución de 
aportes. Recurso «le lucho 256 



Kaiico, doña Lucrecia, en autos con la Muniii|>alidad de 
la Capital, sobre expropiación. Recurso de hecho 1-7 

Cauco Ksnafml del Rio de la Plata contra la Provincia de 
Mendoza. (;or cobró de |H-sns e incotistitucionalidad de la 
lc\ número X54 
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Viwinm 

Berasategui. ftoti Clemente, «ti autos con don Manuel Zap- 
patini, por cobro ejecutivo de peso*. Contienda de com- 
petencia 

> Hergés. <!<»n Pedro, contra el «iobiern.» Xacit.ua], por re- 
posición en él cStp de profesor titular de la Universidad 
de Buenos Aires cu la Facultad de Agronomía y Vete- 
rinaria 2M 

lioniianni y Coni|)an¡a contra él Ferrocarril Central Ar- 
gentino. jM»r cobro de pesos 2KI 

llrocolli. don l«Yli|K\ en autos con la Sociedad Philips South 
Ameritan Export Cía., sohrc cohro de pesos. Contienda 
de coni|>ctencia 337 

Borrego, don Rafael (su sucesión) contra la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, 
sobre fiensión. Recurso extraordinario 250 

líoyer. don Andrés, en autos con el Fisco Nacional, por 
cobro de pesos ¡ : ¿jg 

Buenos Aires Town and Docks Tranways Ltda.. S. A., 
contra el Fisco Nacional, por repetición de pago 396 



c 



Cáceres, don Enrique Juez Federal <lel Rosar* 
medidas relacionadas con el funcionamiento de la Secre- 
taria Electoral y Archivo 1 >4 

Caja Nacional de Jubilaciones Bancarias, en autos con don 
Agustín Garona, sobre jubilación. Cómputo de bontfi- 
i aciones |í>o 

Cija Nacional tic Jubilaciones y Pensiones «le Empleados 
Ferroviarios, en autos con don Antonio Faiena (su su- 
cesión), sobre indemnización 

Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados 
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Ferroviarios en autos con Cipriano I). J. Rimoldi. 

>ohn devolución de a|>ortes i** 

l aja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados 

Ferroviarios en auto* con don Eduardo i \. Jone*, snlnv 

devolución de a| orte> • *^<> 

C»j¿« Nacional «le Inhibiciones y Pensiones de Empleados 

Ferroviarios en auto* con don José Di Main . ísu snce- ^ 

l aja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados 
Ferroviarios, en au os con don Pablo Echarle, (su suce- 
sión |. sobre indemnización 

CVja Nacional de Jubilaciones y Pensiones dé Empleados 
Ferroviarios, en autos con don Raimundo de Miguel. ( su 
sucesión), sobre indemnización 302 

Cantam, don Salvador, fin ñutos con don Felipe Fossali. >->- 
bre ejecución hipotecaria. Recurso de lucho 

C..tnpañia ¿te Klectriculad M la Provincia ele Buenos \i- 
m , on.tr;. la Municipalidad del Azul. j&ír repetición de 

\m* 4I/ 

Compañía de Omnibus Unión Nacional' . en autos con el 
Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, por cobro de pesos; 

sobre competencia - 

Compañía de Segur** "La Continental*' contra la Empresa 
del Ferrocarril Central Argentino, sobn cobro de pesos 
<■ m.lunni/ación de daño* y perjuicios 45 

Córdoba, don Autolin Salomón (su sucesión), en autos con 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Em- 
pleado* Ferroviarios, M>hre pejisión. Recurso de lucí».» £§i 

Corte*, don Lon.ii/o (sus suci sores), en autos con los Fe 

rrocarriks del Estado, por expropiación I** 1 * 

Costantini. Luis, hijos de. Sociedad, contra la Provincia de 
Mendoza, sobre cobro de pesos 
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Crece, don Agustín A., en autos con el Pisco Nacional 
de pesos 




IJeferrari H 

o. 



autos con el Ferrocarril Central 
:tón de fletes. Recurso de hecho 
Díaz Vele*, don Eugenio, contra la Provincia de Iluenos 
Aires, por devolución de dinero ggg 

l>¡ Mauro. José' (su sucesión), contra la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, por 

indemnización ' 

4.ÍJ 



B 

Echarte. Pablo. <„,, sucesión», contra la Caja Nacional de 

£J*g2¿ l . > f nSÍüWS de M Ferroviarios, so- 

zacion 4,V> 

E'ichiry. don Pedro y otros, contra la Provincia «le Huern* 
Aires. m devolución de una suma de dinero ¿44 



r 

Faicnza. «Ion Antonio, (su sucesión contra la Caja Nació- 
nal «le Jubilaciones y Pensiones «le Empleados Ferrovia- 
rios, sobre indemnización jg§ 

Fehling. don Reinaklo G. y otros, contra la Mtinici|>ali«la<l 
«!«• la Capital, sobre «xpr«>piación; (su desistimiento » ó» 

Ferrari h-banartc. doña Felisa, en autos con don Domingo 
Repetto. sobre ejecución hipotecaria. Recurso extraordi- 

° 
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Wjrln. 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Antonio 
Caknta, sobre devolución de fletes. Recurso de hecho ¿55 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con los señores Bon- 
nani y Cía., solire cobro de pesos 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con la Compañía de 
Seguros "L* Continental", sobre cobro de pesos e indcni- 
nt/ación dé daños y perjuicios 45 

Ferrocarriles <lel Estado contra don 1-orenzo Cortee, (sus 
sucesores), por expropiación HP 

Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, contra la Compañía de 
< hnnibus "Unión Nacional", por cobro de pesos; sobre 
competencia 240 

Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, en autos con don Juan 
Turban. |»or indemni/aeión de daños y perjuicios, Cpm- 
|iet encía * 

Ferrocarril < teste de Buenos Aires, contra la 
iW la Capital, sobre cobro de pesos 

Fisco Nacional, contra Agustín A. '0mm # 

^ 



1¿K 



Fisco Nacional, en autos con Buenos Aires Town and 
Docks Tramvays Ltda.. S. A., por repetición de pago 3% 

Fisco Nacional, contra los señores Harteneck. Proske y 
Oí*., solire expropiación 

I •itípaldi, don V icente, en autos con la Sociedad Anónima 
Instituto Italo Argentino de Seguros Generales. |»or co- 
lín i de SCgUTO. Uecurso de hecho • 254 

l'reixas. don Antonio, coutra don Alicio Pérez y otros. 

por imitación de niárca. Contienda de comprenda 34í. 

Freso», Luis M.. en la causa Seguida mi m contra, por fe- 
>iones. Recurso de hecho ¿57 



i ii 

*»*" 




DE JUSTICIA PE LA NACIÓN 445 

***** 

Frey, don Emilio, en autos con don Rodolfo Martínez y otro, 
l»or usttqwctón de marca. Recurso de hecho 132 

Fropp y Compañía, contra Ewnldo E. Mathesius. sol>re 
usur|wción de marca 126 

o 

(¡aruiia. |M| ^^^^^Ij^^^efc^^^S 

< iobierno Nacional, en autos con don Nkolás V. Marino. 

por devolución de derechos aduaneros ...... 182 

<johicruo Nacional, en autos con don Pedro licrgés, |>or 
re|N>sición en el cargo de profesor titular de la Universi- 
dad de Humos Aires en la Facultad de Agronomía y Ve* 
urinaria 264 

«iobierno Nacional, en autos con don l'oticar|>o Kuiz de 

los Llanos, sobre cobro de pesos 276 

«iobierno Nacional, en auto** con doña Sofía Ferreyra de 

«¡ohieruo Nacional, en autos con «lona Sofia Victoria Or- 
ina, sobre (tensión 373 

tiónu / Romero, don Eduardo, en auto? con doña Enuua 
Sturla. por defraudación. Recurso de hecho 130 

«joya, don Francisco, en autos con doña Ernestina Espil 
de « >jea. por desa!ojaiiiiento. Recurso de hecho 252 

< ¡reco, Juan, criminal, contra. |*>r falso testimonio. Con- 

tiemla de competencia . . 

193 

H 

Iluruueck. Proske y Cía., en autos con el Fisco Nacional, 
sobre expropiación 27 
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lláñez Mor* don Adolfo, contra la Provincia <k 
Aires, sobré inconstitucionaltdad del impuesto a la he 

renda w 

Itneroní, don Félix y otro, contra la Provincia de Bueno* 
Aire», sobre repetición de una suma de dinero \i¿ 

Irigoyen, don Hi|>ólito. (¿estión de nulidad $ 

j 

latib. «Ion Manuri, en autos con don Carlos del Campo. jüf 
injurias. Recurso de hecho 

[áuregui. «Ion J. J. y «uro. en la causa seguida en su contra 

. . . o J_ 



.... I«» ■ 

Jones, don Eduardo G.. contra la Caja Nacional de Jubila- 
ciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre de 
volucióti de aportes 3¡© 

Juez Federal del (fosará doctor Enrique I. Cáccres, soli- 
cita medida» relacionada* ron la Secretaría Electoral y 
Archivo 

fuéz Letrado efe la Pampa Central, doctor Luis González 
Warcalde. solicita medidas de superintendencia, sobre la 
Secretaria Electoral 2|8 



L 

l.ffiu. criminal, contra. \»tr homicidio 102 

I .«-guiña. «Ion lízequiel. contra la Munici|Kilida<l di- la Ca- 
pital, sol .re levantamiento «le embargo .HO 

Levit. don Julio y Mares, en autos con don Antonio IV 

> 
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itiiik . sohre tiMirpncioi. v indehido uso de ,„arc.. .le co- 



tlUTCIl 







....... 



9| 

I.iikm Vtetor. criminal, contra, pí homicidio \y t 



M 

Marino. ,|,„, Xicolá^ V.. contra el GofóeriMi Xaci.-.u]. 
devolución de derechos aduaneros IK? 

Martínez, don Ismael, en autos con don Elíseo Hoy», sohre 
moro ejecutivo tic |>e>os ggu; 

is>a. doña Jirna T. de. en autos con doña Margarita 

np¡ |», r calumnias e injurias. Recurso de lucho IX, 
liwaldo K.. en autos con \m Sres. Fropp v 
Compañía. iiMirpación de marca '. ]>,, 

Maycr. doña Kinma l . Palma de. v otra, en autos con el 
Xuevo Uanco Italiano, sohre nulidad de ac.naciones. kV- 
t tirso <!«• hecho 







Ala//ulli. doña Octavia J. ¿% ? tn fe£ autos lianco K! lil^tr 
Argentinc contra la ««cesión de tf6ñ a Atilinta Mazzolli 
Recurso «ir hecho 

Aliyníiqm j Compañía contra la t^ovincía de Uueilos Ai- 
res. jM.r inconstituciomlidad del impuesto ¡i! capital en 
■ Wi ' ,ro |í><; 

Múniei. Rumittnclo de ím sucesión/, contra la (aja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensione* de Empicados Fe- 
rroviarios, sohre indemnización m> 

Mon K iardini. don Allierto. en los autos Allnrio Mondar - 
dini, ¡«»r diferencia de calidad de mercaderías f cania* " 
Rccnr.Hi» de hecho jjg 

Moiuauto. Carmelo, su extradición. «¡«ilicitada jtift la Real 
l.mhajada ile Italia 
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Montero, don Manuel, contra la Provincia dé Buenos Aires, 
por devolución de una suma de dinero 

Montero. Rafael. ía) El padentrano'\ criminal, contra, 
por homicidio 

Mora. Guillermo, criminal, contra, por homicidio 

Moyano. don Angel Lucas, en autos con la Caja Nacional 
de JuWlacíones y Pensiones de Empleados Ferroviarios. 
Recurso de hecho P* 

Municipal ¡dad del Azul, en autos con la Compañía de Elec- 
tricidad de la Provincia de Buenos Aires, sobre repetí- 
ción de pago 4 

Municipalidad de la Capital, en autos con don Ezequiel 
Leguína. sobre levantamiento de embargo **P 

Municipalidad de la Capital, en autos con el Ferrocarril 
< >este de Buenos Aires, sohre cobro de pesp» IM 

Municipalidad de la Capital, en autos con don Reinaldo Ih 
Fchling y "tros. por expropiación (su desistimiento > í>- 

Muscilio. don Amonio y otros, en autos con el Fisco de la 
Provincia de Buenos Aires, sobre protocolización. Re- 
curso de hecho m 



Negri. don kuúl F.. etl aittos con don Arturo BarecVi. míím 
cnitargu preventivo. Recurrí i «le hecho 

Xolasco. Sofía Femyra de. contra el Gobierno Nacional, 
sobre ampliación de jubilación " 



I >nna. dona Sofía Victoria, contra el Gobierno Nacional, 
sobre pensión ■ 
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Outes. don Diego F. y llorús, «Ion Adriano, contra la Pro- 
vincia de Córdota. por cobro de honorarios 148 



País, don Enrique y Cía., contra don Pedro Recee. sobre 
cobro ejecutivo de pesos JUu 

Pérez, don Alkio y otros, en autos con don Antonio Frci- 
zas, por imitación de marca. Contienda de coni|iete»oia 346 

Pérez, don Domingo, en la causa seguida en mi contra, 
jjor desacato 293 

Perrone, don Antonio, contra don Julio y Marcos Levit, so* 
l>ro usurpación e indebido uso de marca de comercio . . 91 

Rézo, Ignacio, criminal, contra, ¡hw homicidio 127 

Pizatro l^tra. Angel U.. sumario instruido en su contra, 
por defraudación. Competencia negativa 177 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Adolfo Ibá- 
ñez Mors, sobre ¡nconstitucionalidad «leí impttesto ;i la 
herencia • • 383 

Provincia de Buenos Aires, en autos edil don Kngenio Díaz 
Vclez, sobre devolución de dinero * 3P 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Félix Imero- 
ni y Antonio Lcttieri. sobre devolución de una suma de 
ditwro 132 

Provincia «le Buenos Aires, en autos con don Manuel Mon- 
ten», sobre devolución de una suma de dinero 253 

Provincia de Buenos Aires, en autos con \o$ señores Mig- 
naqtty y Comi«ifiia. |mr inconstitucianalidail del impuesto 
al capital en giro 10» 



Provincia de Buenos Aires, en autos con don Pedro Eli- 
de una suma de dinero ... 244 



P 




PAf.LOS Dft LA COUTK SUPREMA 

Provincia de Córdoba, di autos con úpn P%0 thttes 
y don Adriano lif»rú^. [iot cobro de honorarios 14* 

Provincia de Corrientes, en auto* con clon Víctor M. Ruiz. 
KxccpCton de di feCtQ legal ÍM 

I 'rovitu i;*, de Mendoza, es autos con el Hamo K>|:aíioÍ del 
Rio d« la Pinta, por cobro de pesos e inconstitucionalklad 
de la ley número 85.4 8o 

Provincia de Mendo/a. en autos con don Osear Zaeffercr 
Silva. por col»n» de una Mima de dinero e ¡ticümtitltcio- 
nalidad de las leyes número* 758. 759. 810 y 854 84 

Provincia de Mendo/a. en autos con la Sociedad " H*j»s de 
I «iiis (. oMantini". sobre cobro de |k»sos 8° 



i 

Kecce. duti Pedro, tu autos con don Enrique País y Cía.. 
Mibre coliro ejecuiivo de jmísüs 

Kimotdi, don Cipriano J. I>. <su sucesión), contra la t aja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Pe- 
rroviarios. solov devolución de aporto 144 

Rodrigue/ i >rtega, don Kduardo J.. en auto* con la Compa- 
ñía Sud Americana de Finanzas. |jor cobra hipotecario. 
Recurso de hecho 129 

Royo, doii ICIiseí). contra don Ismael Martínez, sobre co- 
bro ejecutivo de |>esos ¿5** 

Rui/, de los Uanos. don Policatpo. contra el <¿obieru<» Xa 
cioiial. sobre cobro pe$PS «27* 

Rui/, don Víctor M.. contra la Provincia de l'orri» ■mes. 
KxcejH-ión de defecto legal #4 
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> Cuma, Rielando de imu resolución de Aduana. 
Kt?curso de hccliu 3K 

Santa Cruz Etchever. Alejandro, cu la causa seguida en su 
contra, por defraudación. Contienda de c««n|ietencia . . . 323 

Segovia Caballero, criminal, contra. |x>r «Jefraudacion y 
otros delitos 128 

Sociedad Anónima Cincuiauigráfica "Matuanera". en autos 
c«wi ihm Gustavo l-a|>ortt\ sobre desalojamiento. Kmir.M» 
«le hecho 2§3 

.Suciedad hijos de Afilio Massone, contra don Posé Pe- 
demouic. sobre oposición al registro de una marca. Re- 
«.tirso extraordinario * , 250 

Sociedad "Hijos dv Luis Gistantiiu' contra la Provincia 
de Mendoza, sobre cobro «le peso» (H 

Sncieda«I Mappin y Webh South .América Limitada, en au- 
tos con la Administración de Impuestos Internos, sobre 
ini|irocedencia «le multas. Recurso «le heclu» 25h 

Sociedad Philips South American Kx|xirt Cía., contra don 
Felipe Brocolli. sohre cobro de |>es«>s. Contienda «le c«mi- 
petencía X\7 

Staropoli t Domingo, en la causa seguida en su contra, por 
homicidio. Recurso <le hecho ... ¿? I 

Stelli», don Oointín N.. en autos con don Lino R. Turre», 
«ibrc calumnias c injurias. Recurso de liecho 1,10 

T 

The Jaeger Company Limited contra Wilhem. lienger 
Sclione. sobre registro de marca I«W 
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Página 

Tomasello. Salvador, su extradictón. a solicitud de las au- 
toridades del Reino de Italia 173 

lurbau. do» Juan, contra el Ferrocarril Oeste de liueima» 
Aires. |»*>r indemnización de daños y |*rjuicios. Com- 

peténcia • ^3 



V 

Valle, tlm Rodolfo del. (mi sucisióuj. Contienda de com- 

l*etcncia 

Veláz«|ue*, Anselmo, criminal, contra, iwr homicidio 127 

\ illafaftc. doña Mercedes K. de. en autos con doña Ksthcr 
Soca, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 252 

VÍHiipS y Compañía, (su quiebra). Contienda de compe- 
tencia 2£0 

■ 

w 

\\ ilhem. Uctlger Schooe, en autos con The Jacger Gmi- 

pauy Pmitwl, sobre registro de marea M* 

t 

/ai ttVrer Silva, don i >sear. contra la Provincia de Mendo- 
za, !>or cobró de tina suma de dinero e iiuonstituckmali- 
dad de las U yes números 758. 750. 810 y 854 84 

/appattni. don Manuel, contra Clemente lUrasategui. por 
cobro ejecutivo de peso*. Coatienda de competencia % 

/elaya, «Ion Néstor U., denuncia a las personas que compo- 
nen la ''Legión Civica Argentina", |>or el delito de aso- 
ciación ¡licita. Contienda de coni|>etencta MI 

/uaiu. «Ion IVdro. en autos con don Alan V. Maelachalan. 
sobitá téreeria de dominio kectirso de hecho l!fl 



INDICE ALFABÉTICO 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CLXVI 



A 

. ItumuiiH tón de juicios. — Corresponde la acumulación del jui- 
cio ejecutivo seguido contra el concursado, a los autos del 
concurso, en un caso en que si Inen en aquél se había dicta- 
do sentencia, ella lo fué desjmés de seis meses de iniciado 
y conocido éste |M>r los interesados. Página 96. 

.¡tracción de fueros. í/í« caso de quiebra), — Véase: Acumu- 
lación de juicios. 



C obro de honorarios. — La <Iiferencia en el inonto de estimacio- 
nes de honorarios formulada ante un gobierno provincial sin 
resultado, y ante la justicia, no se explica satisfactoriamente 
en un caso en que no hay motivo ¡ara creer que los peritos 
so equivocaron en su con* ra. El aumento en el monto de la 
estimación dclie. por consiguiente, tenerse como máximo 
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<tel valor fijado, jwra hacer su definitiva regulación. fil- 
ena 148. 




de competencia entre Jueces de diversa» Seccionen de acuer- 
do con lo prevenido por el articulo 19 de la ley 4055, co- 
rresponde a las Cámaras Federales, debiendo la contienda 
ser pasada a la Cámara de la jurisdicción del Jim que pri- 
mero hubiese conocido en la causa, como lo ha resuelto la 
Corte Suprema en reiterados casos. 

I-a circunstancia de que en el caso, la Cámara Federal 
de la Capital haya conocido por vía <le ablación en el in- 
cidente de inhibitoria planteado, cuando en realidad era a la 
Cámara Federal de La Plato a quien corres|wndía resol- 
verlo, no modifica la facultad de decidir atribuida por la ley 
al ultimo de esto» tribunales (Articulo 19. lev número 4055 >. 
PáRina 53. 



Compelen, ¡a. — K« silbando dt- los antecedentes del caso, que el 



del Ministerio de Guerra, esto es. en un lugar donde el Go- 
bierno Nacional tiene exclusiva jurisdicción, el «««¡miento 
«le auuél corresponde al Juez Federal. (Artículo J\ inci*. 
4". ley número 4K> . Página 193. 

( emf*kmw. — Corresponde a !a justicia federal el conocimien- 
to de un juicio entablado por una empresa ferroviaria, en el 
se líersigue uai imlemnización |Mtr destrucción de torre- 
ras «le un |«ío a nivel, iiortpte si bien tal hecho puede cons. 
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tituir un cielito, importa siempre, por otra parte, la realiza- 
ción de un acto atentatorio a la sigurklad del tráfico y a las 
oMigacíones «le las empresas ferroviarias establecidas por la 
lev 2873. ( Art. 5*. inc. jf), Página 240. 




correctivo y por in- 

fu n .-i m i-_ 

y 

fuesen cometido» en ellas. 



de la de las Provincias en 
l*ira sn conocimiento. Página 



í omptuan ta. — 1 Votado en d juicio que d causante residió con 
su esposa en esta Capital con anterioridad de tres años al día 
<le su fallecimiento, debe decidirse la contienda para enten- 
der en la sucesión a favor de! Juez de ésta, no obstando a 
ello la circunstancia de que aquél hubiese desempeñado en 
otra localidad cargos públicos y ejerciese actividades chiles. 
Págirei 314. 

í omprtatcfa. — No pudiéndose deierminar en un caso el lugar 
donde el delito fué cometido, corresponde el conocimiento del 
proceso al Juez «leí lugar donde se arrestó al acusado. Pá- 



C<>Mf>ct< mia. — Imputando*, a lo» acusados onnpoiiiuUs de la 
Legión Cívica Argentina la comisión de los «Mitos señalados 
por los artículos 236 y 227 del Código Penal contra los po- 
deres (xjhlicos y el orden institucional, el conocimiento de la 
respetiva denuncia compete al Juez de Sección de acuerdo 
con lo qiu <Iís|miih. el artículo 2J. inciso .V M Código de 
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Procedimientos en lo Criminal y su concordante el 3\ inci- 
so 3 V , ley número 48. Página 331 . 





Competencia. — Resultando de los antecedentes de un caso, que 
la cuestión de competencia trabada no lo ha sido entre dos 
tribunales nacionales de segunda instancia, desde que uno de 
ello», en virtud de una apelación desistida, no ha llegado a 
pronunciarse sobre aquélla, del* considerarse que el conflic- 
to jurisdiccional se ha producido entre dos Jueces de sec- 
ción. En estas condiciones la cuestión debe ser dirimida con 
sujeción a lo dispuesto en el artículo 19 de la ley numero 
Cámara de la jurisdicción del Juez que primero 
en la causa, ya que no encuadrando la si- 
dentro de las que contempla el articulo 9* 
de la ley aludida, la Corte Superna se halla ¡m¡>ed¡da prji 
conocer en ella. Página 346. 

Competencia federal. — A los efectos de determinar en un jui- 
cio el fuero federal, debe considerarse una sociedad anónima 
constituida en el extranjero, aunque fuera reconocida como 
tal |>or el Poder Ejecutivo, como persona extranjera, ya que 
de acuerdo con el índice de interpretación que da el articu- 
la lev número 48, es el lugar de su creación el que 

et de jure, su nacionalidad . 

Concesión tranviaria (interpretación de cláusula). — Véase: De- 
mandas contra la Nación. 
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Cosa juzgada (su improcedencia en pedido de extradición). — 
Es improcedente, asimismo, en d caso, la defensa de cosa 
juzgada opuesta, ya que no asumiendo la extradición el ca- 
rácter de un verdadero juicio criminal, el conocimiento de 
aquélla atañe al Juez territorial de la causa. Página 17$. 

Costas, (Su imposición cu juicios de expropiación). — Véase: 
Kxpropiación. 

Comedón 



Ihtño producido por choque marítimo. — Persiguiéndose en el ca- 
so, el resarcimiento de un daño producido a raíz de un pre- 
tendido choque marítimo, es de aplicación el articulo 1269 
del Código de Comercio, que determina que las diferencias 
que se produjeran con motivo de choques o abordajes, sean 

sometidas al juicio de peritos arbitradores. Página 138. 

• 

Defecto legal, — No procede d recurso extraordinario dd ar- 
tículo 14. ley número 48. en un caso, en que la cuestión plan- 
teada fué resuelta por razones de derecho y de hecho, que 
independientemente consideradas, son capaces de sustentar 
el fallo recurrido. (Caso de las explicaciones a que alude d 

nefa to legal. — Encontrándose en un caso llenados substancial- 
mente los requisitos legales que prescribe el arriado 57 de 



la lev número 50, y no siendo óbice 
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mencionarse ¿I valor de los cupones y el número y valor «mi- 
de éstos tiene cada titulo, por cuanto la índole de estos do- 
cumentas oficiales suficientemente individualizados para ni» 
hacer incurrir cu contrataciones a la pane demandada, ha- 
cen que aquellas circunstancias no puedan ser ignoradas i>or 
los funcionarios de las provincias de que emanan, procede 
desestimar la excepción de defecto legal opuesta. Página *M. 



Penurias contra la Nación. — Us relaciones jurídicas «leriva- 
das de la condición «le empleado público (nombramiento, re- 
moción, retribución, etc.). de un profes«»r universitari... no 
están regidas por el derecho común en concepta «le loenctón 
«le servicios, sino por el derecho a«Iministrativo. y el (¿atado 
" procede en ellas cwnn |»«xler Público y no como Persona 
Jurídica. 

Eliminada ¡a cátedra «le uu plan de estudios adoptado 
por la autoridad legal, queda de hecho eliminado el profesor 
que la dicta, siendo inadmisible que un poder extra»»., venga 
a declarar lo contrario en mimbre de un derecho iwrticular 
presuntivamente afectado, pues ello importaría la supedita- 
« ión e ingerencia «le un |xjder a otro y la prevalencta de un 
interés priva«lo sobre el interés su|«rior de la institución 
B%hn ZA. 



Dcntandas Mitra ¡a Xitiión. — No existiendo suficienies elemen- 
tos en aut«» |»ara «letenninar la cantidad y valor de l«>s ma- 
teriales de propiedad «leí actor que fueron empleados por la 
.Nación en la construcción «le un camino, «lebe deferirse al 
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juramento estimatorio dr aquél la 
276. 



he inundas contra ta Nación. — 1.a renuncia a la jubilación ex- 
traordinaria que le correspondía al causante, efectuada por 
la madre de la demandante, sea en su carácter de curadora 
de su marido, sea en el ejercicio de la |*tria («testad que 
tenia sobre su hija, no afecta los derechos de ésta |nra per- 
seguir el cobro de una pensión a que le da derecho la ley 
número 4349. ya que aquélla, de acuerdo con lo que dispone 
el artículo 49 de la misma, «o pudo legalmente efectuar tal 
renuncia sin estar autorizada judicialmente. fagina 373. 




— I«a empresa 
su 

ruyó la faja de pa 

al pago de la posterior ¡lavimeiitacióu que efectúe 
m Nacional. Pácina 396. 



que de 
ti de 




el Gobier- 



Dvrtrltos admitiros. (Su devohuumj. — Las tapas fiara bote- 
llas hechas de hojalata con su respectivo corcho, no pueden 
considerarse incluidas en la partida 1179 de la Tarifa <le Ava- 
lúos, ya que el material metálico empleado, forma parte fie 
una pequeña pieza manufacturada pora un determinado oso 
industrial en combinación con un troxo de corcho, lo que 
impide aplicarles dicha partida, sin proceder previamente a 
la M-paración de sus elementos. Página 182. 
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mero 1190), se refiere a ta» diligencias del juicio en <|tie 



secretarios actúan como 
escribanos que los mismo sestán a 




Devolución de impuestos. — (Véase: Repetición de impuestos» 



Embargos de fondos 



Embargo de sueldos. (Ley 9.511). — Siendo la ley núnun» 9.511 
ampliatoria del Código Civil. las leyes provinciales deliro 
abstenerse de legislar sobre su materia. Página 259. 



Empleado nacional. — (Véase: 



contra la Nación ) . 




Excepción de defecto legal. — (Véase: Defecto legal » . 

Expro%ación. — Existiendo divergencias considerables en las 
conclusiones a que llegan los peritos en un juicio de expro- 
piación, corresponde apreciarlas con arreglo a la competen- 
cia de ellos y demás elementos de convicción que resulten de 
autos y de otros que han servido para el 
de las tierras a expropiarle en casos anteriores. 

Habiéndose planteado en un juicio de expropiación cues- 
tiones jurídicas y otras circunstancias que justifican la asís- 
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leticia dé letrados |jara dilucidarlas convenientemente y la 
necesidad de la re|>resentación. corresponde aplicar la san- 
ción del artículo 18, ley número 189, comprendiendo en la 
imposición de costas no solo el monto de los- honorarios de 
los peritos y el sellado de actuación, sino también los he 
Horarios y derechos procuratorios que reclama el expro- 
piado. Página 27. 

Extradición. (Su improcedencia). — Resultando de los antece- 
dentes del caso, que ha transcurrido según nuestras leyes 
el tiempo necesario para la prescripción de la pena impuesta 
al requerido (Artículo 8*, Tratado sobre ta materia con el 
Reino de Italia), no procede la extradición solicitada. Pá- 
gina 23. 

Extradición. (Su procedencia). — Procede hacer lugar al f adido 
«le extradición, en un caso en el que alegada la pre>cr¡i**ión 
del derecho de acusar, no aparece ella cumplida según las le- 
yes argentinas, ni demostrado hahersc o|>erado con arreglo 
a las italianas. Página 173. 



r 

Paita de jurisdicción. — (Véase: Nulidad) . 

Fuero federal. — No procediendo el fuero federal por 

vecindad, sino cuando ambos litigantes son argentinos, debe 
desestimarse en un caso, la defensa deducida y fundada en 
aquella circunstancia. Página 281 . 
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Garantía ionstitucional. — (Véase: Inconstitucbnalidad de or- 
denanza municipal) . 

Garantía constitmional, art. 16, Constitución Nacional. — (Véa- 
se: IiKonstitucionalidad de ley, art. 16. inc. 9, ley .Wtt de 
la Provincia <le Buenos Aire»). 




Iloñtíciilh. — Resultando de las constancias del proceso, que no 
concurren en el caso con respecto a la persona del inculpado 
de homicidio, los indicios de cargo llamados "capacidad de 
delinquir", y debiéndose presumir por otra parte que fue la 
victima quien, fiados sus antecedentes y demás circunstan- 
cias conexas al hecho, atacó al procesado dando origen a la 
legitima defensa de éste, debe absolvérsele de culpa y cargo. 
Página 5. 

Honorarios. — (Véase: Cobro de honorarios». 

i 

IffHaldad en lew impuestos y cargas públicas. — (Véase: Incons- 
tittK-ionalidad de ordenanza municipal) . 
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Incomlihuunudidad de ley. - (Véase: Embargo de sueldo»). 

/ monta ueionalidad de ley. (La número 3904 de la Provincia de 
Buenos Aires). - La ley número «04 de la Provincia «le 
Buenos Aires en cuanto estaMece impuestos sobre productos 
«pie son objeto de venta fuera de su jurisdicción, es violat«- 
ria de la Constitución Nacional. (Artículos 9. 10. 67. inci- 
sos 12 y 108. C. N.). Pagina 109. 

iHconstitucioHaHdad de ley. — El articulo .W. inciso 7* «le la ley 
«le la Provincia de Buenos Aires, sobre transmisión gratuita 
«le bienes, vulnera el principio de igualdad en el impuesto, 
consagrado por el artículo 16 de la Gmstitmióii Nacional. 
Pagina 244. 




*ro. 



de ley (art. 16. me. 9\ ley .W0.1 de la I 
de H*e>tos Aires). — El articulo 16. inciso 9> «ie la 
.W03 de la Provincia de Buenos Aires, no sí- 
tana en |.u K ..a con el principio de igualdad de los impuestos 
garantizado por el articulo 16 de la l «mstitucum Nacional, 
en cuanto establece «pie el impuesto a la trasmisión gratuita 
«fe bienes debe liquidarse en las sucesiones tn.nú,a«las fuera 
de la provincia, «le acuerdo con la ley « n vig«,r en el momen:.. 
de exteriorizarse en ella y si bien en un cas.», el actor ha ju- 
gado en dicho concepto una suma may«»r que la que hubiere 
correspiiiKlido según una ley anterior, <sa desigualdad «|e- 
rivada «leí cambio de legislación anual no puede servir «le 
fundamento para declarar h invalidez de la cláusula obje- 
tada. ya que en condiciones análogas «le tiempo o de fecha. 
m «letermina .«téntico gravamen para los contribuyentes. Pá- 
gina .183. 
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Inconshtnciotuúidad de ordenanza municipal. — Estableciendo la 
ordenanza municipal impugnada, contribucionee iguales lia- 
ra todos los contribuyentes que se hallen en idénticas condi- 
ciones, no puede prosperar la inconstitucionalidad alegada. 
I 'agina 306. 

Inconstitucionalidad de ordenanza municipal. — La Ordenanza 
Municipal del Azul, año 1925, que exige determinada con- 
trilHKión a empresas que explotan servicios públicos, (elec- 
tricidad, en el caso), por espacios ocupados en las calles, no 
es atentatoria de los principios consagrados en los artículos 
14 y 16 de la Constitución Nacional, porque ella es exigida 
en concepto de arrendamiento, no de impuesto, y porque los 
privilegio* o monopolios establecidos en favor «le tales em- 
presas, no menoscaban los derechos civiles que reglamentan 
los Códigos. Página 417. 



Indemnización de daños y perjuicios. — (Véase: Demandas con- 
tra la Nación). 



Inscripción de marca. ~ ( Véase : Oposición al registro de marca ) 




- (V, 

Jurisdicción federal. (Su 
¡miados a mn exHÓmut 
dicción federal d 
cónsul amwnino. que 
juicio de pvtkulMw, 
cargo. Página 177. 




en casos de delitos Áfe 
la juris- 



» un ex- 



cometidos sólo en per- 
aquél <k»cm,.efi» el referido 




Jurisdicción originaria de la Corte Suprema (sn 

— La disconformidad existente entre los actos del Poder 
Ejecutivo de una Provincia y las sancione* legislativa» de 
no Dtieden ser materia de revisión por el Poder 
sino después de agotada la jurisdicción 
y únicamente en el caso de encuadrar la situación, en 

14 «le b ley núnw- 

Legitinm defensa. - (Véase: Homicidio). . 

LevanlauúcHlo de embargo. — No resultando de los anteceden- 
tes del caso, que el tmlnrgo de ciertos fondos 
imposibilite el funcionamiento de la Munici|nl 
tampoco que aquéllos hubieran estado afectados para 
facer impostergables necesidades públicas, corresponde des. 
estimar el pedido de levantamiento formulad». Página 340 
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L 

Lty JV> 2873, (interpretación itl art. 9», ktciso »). — La inter- 
pretación mái razonable a atribuirse al artículo 5*. inciso V 
de la ley N» 2873, es la de qne loa ferrocarriles deberán am- 
pliar tos medm de protección indwpnwhiw, ealo es, barre- 
ra* o guarda ganados, según loa caaos, con arreglo a las ne- 
cesidades del tráfico local, ya que la mstalación de barrera» 
en lagares aanolado* y de escaso tráfico no tendría otro re- 
sultado que el de encarecer la explotación ferroviaria con 
perjuicio directo del público. Página 45. 

Uy JV 5315, («n. 8»). Sm btnefkio. — El beneficio aludido 
por d articulo 8» de la ley numero 5315 soto comprende los 
impuestos probamente dichos y no las tasas por servicio» 
de carácter municipal. Página 133. 

Uy N* 4156, artktdo 58. — De acuerdo con lo que dispone el 
artkaSo 58 de la ley número 4156. la declaración de quiebra 
atrae al Juagado de la misma todas hs acciones judiciales 
contra el fallido en relación a so» bienes, debiendo entender, 
se que tal fuero de atracción abarca todos los pleitos civiles 
o coinerciales y aun los radicado» ante la jtmsdkción fede- 
ral, aunque ellos hubieran llegado al estado de ejecución de' 
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sentencia Lo» juicios hipotecario» o prmiegMdo» (en «. 
cepejón de h prenda agraria), sufren asimismo la faena de 
atracción de I» quiebra y aunque indrpniilii iiUimiai . deben 
tramitarse ante el Juet que conoce en aquefla. Página 220. 

(Véase : Embargo de sueldo) . 

Ley 10Ü50, articulo 24. (tus beneficios). - Procede acordar los 
instituido» por et articulo 46 de h ley numero 
los herederos del cansante, en un caso en que, si 
bien aquél no formaba parte del personal ferroviario de ana 
empresa, en el momento del deceso, había sido separado con 
anterioridad por rasones ajenas a su voluntad. Pagina 144. 

Ley N* 10.650. art. 24. — No corresponde nt devolución de 
aportes a que alude el articulo 24 de la ley rmmero 10.650. 
en un caso en que la cesantía del obrero no se ha taimado 
en una decisión «te h empresa rnottvada por razona de eco- 
nomía o en ser innecesario» sus servidos, sino por la forma 
en que ésto» se prestaban ya que aquel restringe 
beneficio a un d e tei s mn a do numero de circm w tand as. 



Ley A" 10.650, m. 46. — Procede acordar los banefirioa insti- 
tuidos por el articulo 46 de la ley numero 10.650, a los he- 
rederos del causante, en un caso en que, si bit-n aquél no 
formaba parte del persona! ferroviario de una empresa, en 
d momento del deceso, habla sido separado con attferioridad. 
por «sones ajenas a ta voluntad. Pagina 302. 



m rwm w la cok» mouma 



9*9 f WéJft. ar». 46. — Procede acordar loa beneficio, im- 
ataMaa par al attkaa» 46 de la ley número 10 .69» a lo. he 
redama dal oaaaaat*. em m caaa en que, ai Uaa aquél no 
fataadM par*» del ecraoaal ferro», ; V * de ana empresa en el 
mu — mu de au deceso, había sido separado con anterioridad 
por razones ajenas a as aohtntad. Página 452. 

Ley fT 10.6S0. articulo 46. — Procede acordar loa beneficios 
«attoridoa por d articulo 46 de la ley número 10.650, a los 
aamduu a del causante, en un caso en que, ai bien aquél no 
formaba parte del personal ferroviario de una empresa en 
d mmmn del deceso, había sido separado con an terioridad, 
por razone» ajenas a su voluntad. Página 436. 

U\ 10.650, art. 46. — No les alean» el beneficio acorda- 
do por el artículo 46 de la ley número 10.630» a loa here- 
deros de tm obrero que en la fecha da su muerte no f orna- 
ba paite df|| personal ferroviario, habiendo dejado da perte- 
necer aI nusnip por sn propia voluntad. Página 365. 



LeyN* 10.657. — No siendo la ley número 10.657 intaqmta- 
ttva de la número 5315. las exenciones por ella tabicadas 
n» «henean» los h np u s rtu i devengados y pvmkkta con an- 

laaraiaaiá^aaa il ■» PÍ m j mm 141 

ttrwnswa tm vigencia, vagina im. 

, ■ 

Ley HT 11.575 (ar/. 7\ su tmerpreiació*). - Atenta la finali- 
dad perseguida por el arriado 7» de la ley lateara 11.575 
en d sentido de precisar el concepto del vocablo "sueldo" 
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a que alude el artículo T de b ley número 11.2J2. y re- 
suelto por el Tribunal que las remuneraciones suplementaria* 
forman parte de aquél, no deben en un caso limitarse las 
Jwnificaciones legales desde la sanción de la ley 11.575. la 
que. como se dice, sólo precisa en este punto un concepto 
aludido en h ley anterior. I %ina 169. 

Ley A* 3904 4UiU*rfZc7r9r-ltbn s A«es. _ < Véase: In- 
coostítucionalidaddeley). 



Medidas disciplinarias. — (Véase: 



Validad. — No deduciéndose en un caso, acción alguna que en- 
cuadre en las prensiones de los estatutos legales que or- 
ganizan la jurisdicción originaria de la Corte Suprema (Ar- 
tículos 101, Constitución Nacional, l'ley 48 y 2>, 1y 4055 ,. 
y no encuadrando tampoco el pedido de nulidad deducido, 
en h jurisdicción apelada, QtgMssnds por d articulo 3» de 
la ley 4055, toda «es que no adate pendiente dd conocí- 
Mimo dsj Tribunal, juicio alguno respecto dd aoKritante 
susceptible de darle base, procede declarar que «te carece 
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«le jurisdkcHMi |«ra t-onueer «i el pedido formulad». Pá- 
gi-87. 




Oposición rf registro 4* marta. — Retobando de k» antacadm- 
tas de un cuo que % h fecha en que se formuló d padkfo 

** — -t »« - t_ rt át»i — j_ - » -« - t — 

■snuaaou en ta unenp ae marcas, emanan otras igue- 

les o seasejante». qne impedtaa d otorgamiento del registro 
ea su favor, y en d que, por olía parte, después de su ven- 
dBBieat© y antes de c u slq u it r gestión de terceros se soMdtó 
tma nueva mscrtpoón. debe desestimarse la oposición for- 
mulada d registro. Pagina 199. 

Ordenanza municipal, (su inconstitucionaluiad ) . (Véase: In- 
coroutucionalidsd de ordenanza, (la de Aaul. de 1925) . 

Pavimentación. — (Véase: Demandas contra la Nación. 

Pensión. ~ (Véase: Deniandas contra la Nación). 

******* civil. (Ley 4349, mi. 26 y Ity 11.027) . - No habién- 
dotele computado al causante, en un caso, yak» efectos de 
la jubilación ordinaria solicitada, los acnridos que prestó 
con anterioridad a los diez y ocho aftos de edad, conforme a 
lo que dispone el articulo 26 de ta ley número 4349. porque 
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los descuernos de sueldos le fueron efectuados solo con pos- 
teriorídsd. no procede fe sapUnaón de fe jubilación y de fe 
pensión solicitadas por fe viada, en vista de esas circunstan- 




cias y de no poderse atribuir efectos retroactivos a las dis- 



Peritos (divergencias en sus conclusiones). — (Véase: Expro- 
piación). 



iesor universitario, (su aclamo). _ (Véase: Demandas eon- 



Prottsta, {tondkioms pofu su valides). — Resultando de lus 
antecedentes de un caso, que et interesado tonudo su pro- 
testa a fe liquidación efectuada por la Dirección de Escoc- 
ias de fe Provincia en d respectivo juicio sobro protocoli- 
zación, dicha dretmstancia suple cualquier omisión incurri- 
da en esc sentido al efectuarse el pago del impuesto. Pá- 
gina 383. 



Reconocimiento de firmas. — (Ver titulo ejecutivo). 



Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
articulo 14, ley numero 48, en un caso en que ss na cursrin- 
nado la interpretación a darse a una diaposición de ley Na- 





412 



FALLOS M LA COtTR 3U9UUA 



ctonal (articulo $% inciso 8*. ley número 2873» y la decisión 
ha sido contraria a las pretensiones del interesado. Página 45. 

h'entrso extraordinario. — No procede e! recurso extraordinario 
del artículo 14, ley número 48. en un caso en que los pre- 
ceptos de la ley local número 189. aplicados por el Tribunal 
de Alzada para decidir el punto controvertido, no ha sido 
puesto en cuestión bajo pretexto de ser repugnante* a la 
Constitución Nacional, como habría sido indispensable. Pá- 
gina 62. 

h'eeurso extraordinario. — Resultando de los pagarés acompa- 
ñados en un caso, que aun en el supuesto que ellos tuese» 
reconocidos por sus fírmame*, no constituirían instrumentos 
que traigan aparejada ejecución, por cuauto no acrecen 
suscriptos por el Gobernador de la Provincia de Mendoza. 
Estado a quien se pretende responsabilizar, no procede el 
reconocimiento solicitado, que siempre sería inoficioso. Pá- 
«ma 89. 

h'eeurso extraord'mario de apelación. — Procede el recurso ordi- 
nario de a|ielación ante la Corte Suprema (articulo .V\ in- 
ciso ¿". ley número 4055), en un caso en que el valor del 
comiso ordenado por la Aduana ascendía a $ o|s. 3.666.24. 
o sea $ cjl. 8.332.2T». desde que es necesario reconocer que 
dentro de los términos de aquella disposición legal que fija 
el limite mínimo de la competencia del Tribunal, al determi- 
narla en cinco mil pesos, sin otra excepción, el legislador 



lia querido referir* al valor representado por la mmm ét 

fiduciaria y no por la moneda metálica. Página .18. 

Recurso ordinario de apelación. — No procede el recurso ordi- 
nario del art. >. inciso 2>, ley 4055. deducido contra una 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la Capital. 



pronunciada en juicio ejecutivo y que no asume en conse- 



Retnrso ordinario de apelación. — Al determinar el articulo y, 
inciso 2». ley numero 4055 en anco mil pesos el Invite míni- 
mo de la competencia de la Corte en el recurso de apelación 
ordinario autorizado, el legislador ha .¡uerido referirse al 
valor representarlo por la moneda fiduciaria y no por el de 




Kefetición de impuestos. — Declarada por la Corte Suprema 
la meorntitueiorahdad de las leyes 758. 759. 810 y 854 de 
la PrormcM de Mendosa y reconocida en un caso esa in- 
constítucionalidad por el representante de dicho Estado, pro- 
cede la repetición del impuesto pagado bajo protesta. Pá- 
gina 84. 



Secretorios de los Juagados de Sección, tus derechos araneeh- 
ríos. — (Véase: Derechos arancelarios de los Secretarios de 
los Juzgado* de Sección). 
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m táurn m la com ummuA 

5«v#toritt EUetoruUs ( m s*p«rimt*4*nciá). — (Véwe: Su- 
prnme naencia ) . 

Sociedades mú mmm i (su mriomkdod). — {Véase: Competen- 
cia federal). 

¿'M##rinitodmrt*. — Discutiéndose ea la incidencia producida, 
cuestione* relativas al f unci on ami ento de la Secretaria Elec- 
toral y Archivo dd Rosario, y a la dspmde nd a da loa mis* 
mos de uno de loa Juifados de Sección «pe actúan en dkfea 
ciudad, se trata da un caso de s upir m t and e a ci s que de acuer- 
do con lo que Jiiponen loa artlodoa 19 de la ky número 
4055 y 2f de la ley número W», debe ser resuelto por la Cá- 
mara Federal de Rosario. Página 124. 

Supcrmieuáeuda. — De acuerdo con lo que dispone el articulo 
7? de la ley número 7099. corre sp onde a la Cámara Federal 
respectiva determinar el magistrado a quien le corresponda 
ejercer funciones de Jure Electoral. Página 258. 

Sueldo, (mler prefación de su vocablo). — (Véase: Ley núme- 
ro 1 1 . 575, art. 7*). 



T 

Testación de conceptos que afecta* el decoro y dignidad 4a los 
magistrados. — Afectando las apreciaciones del solicitante, 
tu un caso, el decoro y la dignidad de los magistrados que 
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han in t e r ve ni do en b causa, corresponde testarlas por Se- 
cretaría y hacerle saber a aquél que debe guardar estilo. 
Página 87. 

Transmisión gratuita de bienes, (art. 39 de ¡a ley de k Ptrnu 
de Buenos Aires de 12 de Abril de 1925, i» imeomsiihtcienek 
Hdad). — (Véase: Inconstitucionaltdad de ley). 




lia ejecniwa, (s* preparación), — (Véase: Titulo ejecutivo. 
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( riwimit tiinttú títíiílerma Mam, por hmmvhha. 

SuitMrio: Resultan»!*» de las coligancia» efe) proceso, «¡uc íni con- 
curren en el cas» con receto a la \y rsona del incul|wtd<» 
de homicidio, los indicios de cargo llamados "capacidad' de 
delinquir" y "móvil |wra delinquir**, y detiténdosc prtMtmir 
|hii otra parte míe fué la victima quien, dados sus antece- 
dentes y dunas circunstancias conexas al hecho, atacó al 
procesado «lando origen a L'i legítima defensa efe éste, del* 
al -solvérsele de Culpa y cargo. 

* 

Citso; Lo explican las piezas siguiente-; 



SKXTKNVlA IIKL UvFRADO 

Río Gallegos, Septiembre 30 de 102!». 

Amos y Vistos: 

lista causa seguida a Guillermo Mora, chileno, de treinta 
y tres años de edad, con once «l^.ce^leiicia en el pais. casado, 
con instrucción. de profesión jornalero y alojado en la cárcel 
local, |>or el delito de hmiiicidio en la |>crsotia de Segundo Za- 
pata, hecho ocurrido Cíí el dcfKirlamciito Lago Huertos Aires, jit- 
rUdiccióti de este territorio, y resultando: . 

I. Que a fojas 1. corre el parte preventivo del comisario 
de Lago Ihtenos Aires; a fojas 2 figura la denuncia cié Má- 
ximo SandoVfct; a fojas 5 se encuentra la ins|)eccióii ocular efe! 
lugar del hecho en el que el instructor retata ta forma cóttip 
encontró e1 cadáver de la victima; detención «leí autor y se- 
diestro del arma, instrumento del delito a fojas 6. 




° KAIXOS DE LA CORTE SUPREMA 

\ lajas 9¿ declara Daftagnan Kucci, patrón M ¡iicifl|iaclu 
M< vea, relatando lo que éste le hizo sakr sobre el hecho. 

\ fojas 13 declara el denunciante Máximo Sai ido val. el 
qUc narra qtte el día 5 de julio de 1928 ítilió dé su casa en di- 
rección al campo La Auita. en procura de unos potra**, que 
José l'huhulef le había efedo para domar. (Qs que estaban en 
dicho campo. Qtte acomunado de su hermano Carlos Pííti- 
lla y Segundo Zapata. Que al pasar por el puesto de Isidoro 
Aguilera se encontraron con Félix Pérez, a quien invitó que lo 
acomunara, aceptando, |*.r ser los potros muy ariscos. Que los 
cuatro nombrado» llegaron al puesto de 1-a Atrita a las once 
horas más o menos, y una vez reunidos los potros, los r.rrialnn 
eti dirección a la tranquera de dicho canqu.. pidiéndole el de- 
clarante a Zapata que se adelantara a alirir la tranquera, avan- 
zando Zapata sólo; «pie en esos momentos los |><>tros dispara- 
ron por la planicie; que al volver con loa |n.tr«» en <lirccción 
a la tranquera, «IcmIc una altura vió a ZajKita cerca de la dicha 
tranquera, conversando con otro jinete, y como en esa parte 
el terreno es muy quebrado. lo |>er<H*cron do vista hasta llegar n 
inmediaciones i\v aquélla en que notaron que /apata vacia en 
tierra, advirtieron que el otro jinete d^;*aral>:i hasta un puesto 
cercan.». Que aproximándose al caído lo llamó creyendo que 
hubiera rodado, perp al hablarlo notó que tenia sangre en el 
derecho, y que ¡«recia sin villa. Que al jinete que disparó 
no lo reconoció, y que sólo distinguió que el caballo era rlé pelo 
/aino, más o menos: que le seguían dos »x'rros colorados) o 
in ^ros. y un tercer jwrro que después de haberlo seguülo una 
dutanci.-i. volvió hacia el cuerpo de Zapata, que el declarante 
quiso abarrarlo |>ero no lo consiguió. 

V fojas lo vuelta declara Carlos PiniUa. y a fojas |«> vuelta 
PeliX IVrez: los dos en forma idéntica a la dwlaractón dé San- 
doval. 

A fojas 22 vuelta declara el procesado Guillermo Mora, re- 
latando todas las circunstancias del hecho, las que se analizarán 
debidamente en el cnerdo de esta sentencia. 



■ 
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A fujas 30 vuelta y 32 vuelta declaran Aniceto Córnea y 
José i'incliulef, «juienes ilft salien nada al respecto «leí hecho 
motivo <lcl sumario. 

A fojas 34 y 35 ohran los informes medie»*. 

A fojas 40 corre agregada la |wrtida de defunción «le la 
víctima Segundo Zapata: y n fojas 41 el cro«|u¡* del lugar del 
hecho. 

A fojas 43 se agrega la planilla proutuarial del prncvsa«l» 
y se eleva el sumario a consideración del Triliwnát con nota 
de fojas 44. 

A fojas 46 presta declaración el inculpado ante el Juzgad* ■ 
ratificándose de la prestada ante la instrucción. 

A foja* 47 se dicta prisión preventiva |>or el «leíito «le ho- 
micidio, art. 79 del Código l'cnal. y a fojas 48 corre agregado 
el informe «leí señor médico de los Tribunales, en el cual líate 
notar f|tt)C fiuillermo Mora es un stijct«» normal y responsaMc de 
sus actos. 

A fojas 50 se amplía la «leelaración «leí pr<»cesado, clausu- 
rándose el sumario, y se eleva al otado «le plenario. a fo- 
jas 54. 

A fojas 55 corre la acusación del Ministerio Kiscal pkh'eiulo 
se aplique L't pena de catorce años de prisión, accesorias legales 
y costas, renunciando a la pruclia «le informe *in voce". 

A tojas 58 el defensor pide la ablución «leí procesado, 
y hahtemlo renunciado a la pruelia e informe "in voce" a fojas 
m d« creta autos jara definitiva a fojas 80 vuelta; y 

Considerando: 

!. Que el cuerpo del «lelito y ¡a individualización de su au- 
tor se cuipruelwii en este proceso por la denuncia «le Máximo 
Saudoval de fojas 2 y 13: inspección ocular de fojas 4 vuelta: 
testimonio «le I fcmaguau Bucci de fojas 9; Carlos lanilla de fo- 
jas U> vuelta; Félix Pérez de foja* 19 vuelta; confesión «leí 
prevenido de fojas 22 vttelta, ratificada a fojas 46; informe* 



° FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

médicos de fojas M y 3§, -neta de defunción de fojas In. fie- 
nándose lo* requisitos exigidos |>nr Cl art. 207 del Código de 
IV.HH.liiimi.lns Criminal. 

lí. I*! pi-K-csuIn Guillermo Mora, en su declaración inda* 
gatdria de fojas 22 vuelta, manifiesta *|tw : el día del hecho, cu 
nrcunstancias en que ae hállala di* a caballo. * »' mi púcMn, para 
salir al campo, lleyó iih ta! ( iómez. quien le «lijo que no ¡vnst- 
l>a eiwon liarlo, porque creía que ira un jinete que había fríslw 
' ii el campo; que llamándole la atención ta! noticia, se «Itrt^íó 
al hi^ar indicado creyendo Se traíala de j>ersonas acampadas; 
que al dirigirse |wir la costa ik! fago en dirección a una irán, 
quera, cuando faltarian unos mil quinientos metros pira lle- 
gar, notó que las ovejas corrían de un lado para otro, y a! mi- 
rar hacia el valle vió a una distancia de mil metros a cuatro 
jinetes que il»au al trote, de los cuales se «-paró uno y rottfú 
en dirección del deponente, siguiendo hacia la tranquera al mis- 
mo trettipo que los demás siguieron a la carrera. Oiic a! llegar 
al mismo filo de la borda que queda a tinos cien metros de la 
tranquera, girándose se desmontó y al ir a llegar el declarante 
viílvin a suliir. dándola los hítenos días el declarante, contestán- 
dole él desconocido de mal modo; el deponente le preguntó si 
era ¡tasajero y no o moría la tranquera, replicándole que lio 
hitseahn tranquera, que juin él era tranquera en cualquier ¡«irte. 
Al recibir el interrogado esta contestar ióti un ¡toco violenta y no 
adecuada, creyó que seria un sujeto compadrón, y sin hacerle 
caso le .lijo 'disculpe ukíM. setW. es de por aeí o lejos; yo 
hace muy poco que traltajo y no conozco las |M»l)lacione>". con- 
testándole "i|ué ni... le inif torta a usted <lon<lc vivo"; q«e en 
vista de esto, el declarante dando vuelta a su ealiallu tomó rum- 
U al centro del campo, lo qué hizo a fin «le evitar cualquier 
cosa dcsavradaMe ; que habiendo hecho un trayecto de rinetietmi 
t sesenta metros oyó que el jinete aludido le liahlalta y como 
no ciMiipretuliera lo que le deeia. dáudos* vuelta víó que venih 
ni mi dirección; como creyera que quería Imitarlo, dió vuelta 
xti cabillo y avanzo ¡tara enfrentarse; CuWlO viera que el sujeto 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



castígala su cal «I lo comp atrofiándolo, se paró |»ar:t aten- 
derlo y arreglar su recado, desmontóse, quedándose al lad» iz- 
quierdo (leí caballo; el sujeto aludido *c apfriximo d.l laclci 
derecho cruzando el caimito con el suyo, lo que ie llamó la 8Wín- 
iút'm por lo cual le dijo- "yo creo, señor, que no le he ofendido 
a usted en nada ¡«ra que me atropclle en esa forma, jntes yo no 
lo conozca » usted y usted tampoco a mí", y éste le contest ó: "y 
ahora adonde vas", contestándole el declárame "a recorrer el 
campo"; y ;H|tiél en forma altanera le «lijo; "que vas a hacer, 
te vas a la estancia a alcahuetear tal ve/, que nosotras andamos 
rolKtnd»»". repitiéndole "con alcahueterías vas. |hxo no va* a 
ir", y al mismo tierni». Iiajóse de su caimito. j»f lo que el de- 
clarante disparó: que al darse vuelta vtó al sujeto sacar :tna 
cuchilla y avanzar: al ver ta? actitud sacó su revólver haciendo 
un tiro al aire, dieiéndole que tío lo comprometiera: p¿-ro aquél 
sin Ka&r cas*» siguió atropcIlárHiolo y cuando lo alcanzó te tiró 
tres puñaladas, lo que evitó saltando atrás; qm* t< do r.susiado 
le perita cjlte no lo matara, y en esc ¡listante, sin darse mentad 
sintió un tiro, vieiiilo que su agresor caía en tierra, aprovechando 
el (jeponente montar en su caliallo y retirarse. 

III. Los aconi|Kiñames de la vid i nía Máximo Sihdpval a 
ioja> g§; Carlos ISnila a fojas 16 vuelta, y Félix IVrez a fojas 
1S' vuelta están o nlestes en manifestar los hecho» de quv tie- 
nen coiutcimiemo y que se reheiouan con SqjltÍKlo Zapata. S ui- 
doval dice: que el día del hecho se dirigían los cuatro arreando 
una tropilla de potros en dirección a una tranquera que da sa- 
lida al campo de la estancia l«a Anitsi ; que jara ello pidieron a 
Zapata que se adelantara y abriera la tranquera ; que en esiws 
momentos los potro3 se disj»araroii. consiguiendo volverlos, y 
desdi una altura distinguió a Zapata «rea de la tranquera que 
eonversali;; con otro jinete: esto último no lo vieron l'inilh ni 
l'érez: como el terreno es muy quebrado, lo perdieron ele vista, 
hasta llegar a inmediaciones de I;. tranquera, en que notaron 
que Zapan; yacía en tierra, viendo un jinete que dtspanJia; 
qm al aproximarse lo 1'amaron creyendo que huliicra rodado. 
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| ,r vieron <|MC lénlá sanare en un ojo y |»arecia que el cuerpo 
<!• Zapata estaba sin vida, boca arriba, teniendo en la mano el 
maní;' (leí rebenque em|Hiñado cerca de !a lonja; el caballo 
l -tal :i a unos cíenla metros del cucq*» del extinto cuya rojia 
estáis en orden y el saco abrochado, lio habiendo rastros de 
lucha; que creen qué Zapata haya sicli» herido estando a caballo. 
I cuanto el animal tiene sanare entre la paleta >• el cogote. 

IV. Etl «rtC hecho no (tubo tiin^úfi testigo presencial que fia* 
visiti la ferina y circunstancias como se desarrolló el hecho 
d¡ sangre que cisiono la muerte dé Secundo Zapata; sólo 
rsUu la confesión del procesado, examen ocular c informes mé- 
dico*, cónio cimiento* de pruíba del dtíito, y a ellos hay que 
remitirle, analizando todtW sus pormenores, para lle«ar a la 
conclusión que demuestre la realidad de los hechos, ya que los 
testigo^ di- autos tu» puc<leii hacer mérito de nada desde el mo- 
mento que son testigos singulares que ningún conocimiento di- 
rcev tienen del hecho. 

I.os testimonio.* siii«ulare> no pueden servir como prucki 
díñela 1,1 eoiitra|Hisicmn de una con íes ion que tiene mayor va- 
lor, mayor ichacicm-ia legal que los testimonios singulares y 
f|iie dchc primar sobre ésta. Ilasta considerar que un testimo- 
nio singular no es una pruclw fehaciente, es sólo una iiresim- 
sfón, que del*' completarse po? otros medios de prueba, gjt tanto 
í|iu t:. confesión, j»or si sola y sin necesidad de otras pnielms 
cerro! Mirantes o auxiliares, ¡irodtícé plena proel m, art. 321 del 
C de IV Criminal. 

Kl procesado en su declaración iuda^atoiia dice que oV-s- 
pué* de haher sido insultado y provocado por !a victima es 
agredido en forma imprevista, razón pttr |p. cual tuvo qué lve:er 
un disparó de arma d« fuego con el objeto de atemorizarlo y 
hu---. al escapársele un segundo tiro luiré a su atacante, que 

La ctrainstátM :ia de i|ite a la victima se le encontró e! arma 
en la cintura y el saco abrochado, no es una prueba terminante 
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|kit;i afirmar que no hubo provocación y agresión, pues del* 
tenerle en cuenta <|tte fe inspección ocular practicada por la 
micción en el Uií-rar del hecho, y que curre agrególa a fojas 
-J vuelta, dice : "que el cadáver se cucontrnlia decúbito dorsal y 
tocando ron la maim derretía dtel extinto se encuentra el relien» 
que de los comunes cabe» efe madera forrado de cuero y lonja 
di i-nal tuero*. \** testigos de autos y compañeros <le la vic- 
lima cu sus resin-ctivas di-elaraciones dicen que hallaron el cuer- 
|h. de /ai «ta twca arrilia y el brazo derecho recogido teniendo 
en la mano el relniujue empuñado «leí mango a la altura de la 
lonja. Esté significa que la victima lia intentado hacer uso de 
su n.-U-w|tte. pues es bien sabido de que una persona de campo 
túnica lleva su rebeiique en esa forma, si no es para atacar o 
deKinkrsc: esto hace stt|*oncr que Zapata postlilemcnte ha tra- 
tado de atacar a Mora con el relienque. pues no es otra la exJ 
. iMicación que pipié darse al hecho de tenerlo tomado de fa lonja, 
dejando libre el mango, que es en esa situación un arma de 
ataque 

Asimismo los testigos dicen que la victima no se ha de- 
fendido y eme el matador <]ebe halicrsc encontrado en el rúo? 
imti'.u del disparo a una distancia de cinco metros jw los ras- 
tro- del terreno, circunstancia que carece de todo fundamento, 
rwes el informe médico de fojas 35 vuelta dice que H disparo 
lu sido hecho a una distancia de sesenta a ochenta centímetros 
en su mínimum. 

- I-a única presunción que iiodría desvirtuar el dicho del 
procesado son la* manchas que presenta el caballo de la víc- 
tima. Pero debe tenerse en cuenta como fitndaiuento legal qw 
el iirforrne |>ericiat del médico, corriente a fojas 34 vuelta, dice 
que el catall» de la victima presenta adherida al pelo, al nivel 
de ¡a i «lleta derecha, una sustancia roja obscura y fcqueños 
tro/.« de una substancia «le color del marfil. Esto no es una 
afirmación categórica y terminante que pueda fundar una pruc- 
Iia rea) en contra de Mora, pues el médico en ningún momento 
asi -ura que dichas manchas sean de sangre humana, tínica cir- 
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¿instancia «pt< podría avalorar como verdadera esta sup.-úi,'»u. 

Como oiá demostrado, no hay otras presunciones ijm piie- 
dan considerarse como tales, para que desvirtúen te confesión 
del provenido, y en ausencia de otras pruel*as del* dars< cuino 
verdad j>eal de! héchb las maniftstacirmes .|iie contiene mi <íe- 



Framarino t. 1. |% !7S. dice al reenvío; "El ifmmfa 
que opone tina justificación a una excusa, no tiene la obliga- 
ción de la pruelu completa; liástale hacer creilile su afirma- 
ción, aun citando !:i pruelm de la defensa sea inferior a la de 
Itt acusación, con cjtic llegue a liacer creíble la pro|Miesta justifi- 
cación i excusa, triunfa". 

Xuestro Código Procesal vn su art. 318 expresamente de- 
termina <júc¡ (a confesión un puede dividirse en |K-rjnicio del 
confiante si lio resultan presunciones graves en contra de este. 

Interpretando el alcance de esta disjMisición %gai Jotré en 
siis comentarios, tomo II. pág 40. dice: ' Desde luego, ve 
■pie la ley, después de consagrar el principio de la imlivisiHIidnd 
d« la confesión, fija claramente el caso de exección v exi^c 
k% concurrencia de presunciones graves, para que ac|uélla pueda 
dividirse c imponer al acusado la obligación de proliar los lu- 
chos que lia invocado para atenuar o desviar la a¡iiicación de 
la |»ena. No ¡.asían, pues, meros indicios, y de los que ¡Hurla leri- 
vaíst una sospecha de que la confesión no es sincera; se nece- 
sitan elementos de mayor valor y que hagan que la duda a,esc 
respeto adquiera tales proporciones (pie induzca la certeza de 
qi?C el confesante faltó a la verdad, porque tilicamente no junde 
traducirse de otro modo la exigencia de la ley de que la in- 
crcdulidad de! ludio confesado sólo puede fundarse en grave» 
I>resunc¡ones que b contra* ligan". 

Debe tenerse en enema <pir m es liastante para f mular una 
prtMiiK-ión en contra del confesante, la circuitstsncia de que su 
declaración guarde una correlación exacta y minuciosa con res- 
p&to a los demás elementos de autos. No puede truena- en 
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cuanto a detalles, las mismas exigencias que para con los tes- 
IV h. ixrsonas extrañas al hecho. I* situación espiritual de uno 
y «le otros fiara apreciar la acción en e! momento de producir*: 
ni» es la misma; tampoco lo es su situación de espíritu en el 
iiiMiH'iito dt prestar declaración. Son variantes graves en las 
contesiiine> las que ¡Hieden tomarse como prueba de falta de 
veracidad, |$ro de ningún modo, detalles que no pueden mo- 
dificar sa situación dentro del proceso. Comentando esta cir- 
cunstanch. dice Mit terina ier. í. I. páic- 189; "Toda variación 
urave es un ]>os¡tivn imlkio de falsedad «leí acusado: sin duda, 
después de halier amañado su confesión, ha olvidado ciertos 
^menores <!e ella. Sin embargo, hay algunas comradieckmes 
que tienen muchas vece» su explicación: puede no recaer sino 
sol»r v las circunstancias accesorias, y fácilmente se concibe que 
d acusado sólo haya |>odidt> recordar peco a poco y discurriendo 
en diferentes intervalos alguna* de estas circunstancias. En to- 
dos estos casos, tas coiuradtccioiics se explican de una manera 
lan sencilla que es imposible no tener siempre por verdaderos 
Btttft los hechos contenidos en la confesión, aquellos que se re- 
produzcan uniformemente en todos los interrogatorios. Conviene 
últimamente considerar en su conjunto como un todo único las 
declaraciones consignadas en los diversos interrogatorios". 

Toila» estas circunstancias analizadas itfccedentemente ha- 
cen llegar a la conclusión de que la confesión de Mora deto 
considerarse calificada e iudivisihle (artículos 316 y 318 de! 
Código de rroceílimientos Crimínate >. menos en la "parte que 
detalla la forma <lel ataque <lc su victima, la que debo conside- 
rarse que la Agresión se produjo estando ambos a caballo y que 
( 1 arma usada j*»r Zapata, lo fué su rebenque que tenía tomado 
del lado de la lonja, dado que la irisneráón ocular c informe 
médico hacen constar que la víctima tenía su cuchillo en la cin- 
tura, el saco abrochadlo y la ropa en orden, lo que significa 
que no hubo lucha, como así también lo afirman los testigos 
forma concordante, demostrando decir 1% verdad al respecto, 

de Zapata. 
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V. En esta situación tío puede prosperar la eximente <lc 
legitim? defensa invocada \w ti encausado, pues falta (uto de 
lo$ requisitos indispcnsahles para que la caractericen, y ello es la 
desjwojHírción entre d medio empleado para repelerla o ¡mpe- 
dirla. futes Mora se ha defendido con un revólver de un ataque 
con rebenque, que aun cuando es considerado un arma que 
puedo producir un daño, él no llej.pi al extremo de luicor |>clt- 
jjrar la vida en término inminente para C|uc autorice el uso del 
otro Inmuto cuyas consecuencias son de carácter fatal. 

Tero en camino, como se ha demostrado, hulw ajrrcsión por 
Vane de la víctima. des|»ués de haher provocado en forma ame- 
nazadora a Mora, sin que éste hubiera dado motivo de ninguna 
naturaleza: todo lo contrarío sus procedimientos al interpelar a 
la víctima, los hada en obligación «leí cargo que tenia de cuidar 
v vigilar los interese* <|ue se le hahian | Kioto a su custodia. 

Por estas consideraciones fctecti encuadrar su situación le- 
gal en la disjwsición del artículo 35 del Código Penal, que cas- 
tiga con la |»ena fija<la |»ara el delito |>or culpa o imprudencia, 
en los casos como el presente, en que se hubiere excedido los 
limites impuestos por la ley. por la autoridad o j»or la nece- 
sidad. 

La disposición legal citada legisla sobre el exceso en el 
uso de la legitima defensa, calificándolo como un delito culposo, 
penade |xira l«»s casos «le homicidio por el artículo 84 del Código 
Penal. 

El exceso ile la legítima defensa se caracteriza por la falta 
de concurrencia de tino de los requisitos del inciso del an. M 
del C. Penal. 

En el presente caso, como está demostrado con la pruclw 
legal del hecho, que la victima provocó y agredió al procesada 
con el calió del rehenque. y el encausado repele dkha agresión 
con nn amia de fuego que mata asu atacante; así tcm-m» que 
hay dcsprojwrcióii entre el medio de ataque y el medio empleado 
l«ira impedirla o repelerla, pues no es posible considerar que 
haya relación entre amhas armas, circunstancia que determina 




la calidad del hecho cometido por Mora como exceso de legitima 
defensa. 

La doctrina sobre el exceso de la legitima defensa es con- 
cordante entre todos U»s autores, con respecto a la legislación 
de nuestro código, citando entre otros al |>cnaii*ta italiana Luis 
Magno, en su ''Cummento al códice pénale italiano", t. 1, pig. 
146: "Xo siempre que falta la proporción entre el hecho reali- 
zado y el que lo provocó. desa|«reee la eximente para- dar lu- 
gar a la omdenactón por culpa, pites ello depende del estad»» 
subjetivo del agente. Si tal estado frente al peligro le permitía 
la lil>ertad de sus órganos físicos, de su discernimiento, se ]*>- 
drá afirmar que htil*» exceso. I£ti caso contrario, la despropor- 
ción del medio empleado no excluye la eximente. Conviene re- 
latirlo: d Juc* no debe decidir con el examen frío y posterior 
de los lachos, sino según las condiciones psicológicas en que se 
encontró el agente en el momento que aquéllos se produjeron, 
y de acuerdo a lo qtte haya podido discernir y obrar en présgtv 
cia de! peligro. Si se procede en otra forma, buscando la exac- 
titud matemática entre el hecho que originó la coacción psico- 
lógica y las consecuencias materiales «le la reacción defensiva, 
st creará artificialmente el delito donde falta el delincuente y 
se aplicará |*na que ninguna razón jurídica o moral justi- 
fica-. 

Que en cuanto a la |»ersonalidad individual del prevenido 
resulta ser de buenos antecedentes, según se demuestra por la 
planilla |>rontuaríal de fojas 3 y ser trabajador y tranquilo, con*» 
lo atestigua José Pinchulef en su declaración "corriente a fojas 
i2 vuelta. 

Por todo ello, no obstante lo dictaminarlo \wr el Ministerio 
Fiscal y de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 40. 41. ¿5 y 
«4 del Código Penal, fallo: coiulenando a Guillermo Mora, de 
filiación "ut sopea", como autor del delito de homicidio con ex- 
ceso en la legitima defensa, a sufrir la pena de dos años de 
prisión, accesorias legales y costas. 

iVotifiqucsc, hágase salwr y regístrese. — Jacinto A\ J/i- 
randa. — • Ante mi : Juan Carlos Bcherún, 
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SENTENCIA l>K LA CAMARA FKOKRAL 

■ 

U Plata, Mayo 20 de 1932. 

V Vistos: 

\ms ele loa r»<urs4is <|e ablación concedidos de la sentcn- 
cia de fojas M del señor Juez luetrado de Santa Cru*. en fn 
cattsr seguida por homicidio de Secundo Zafata. contra Gui- 
llermo Mora; y 

Considerando : 

Mué el detito que se imputa al |»reveuido esta legalmente 
prol ado en autos, comí) se ó*csprende de la inspección ocular 
de tojas 4 vuelta, de las testimoniales «le fojas 13 y 16. así como 
dt la profiia confesión drl incul|«do de fojas ¿1 vuelta, ratificada 
;t tojas 46. IJr ésta se infiere que el día 5 de julio de 1928 en 
su recorrida por el campo a mi cuidado, habrá visto a cuatro 
jinetes a la distancia, de los que defendiéndose uno. tomó la 
dirección lucia el ¡ndaRado. Cerca de la tranquera, después del 
sa'udo de estilo, el jinete de referencia, que se condujo desde 
el primer momento en forma violenta e inadecuada a los mo- 
dales usadi* \nn Mora. 90 pretexto de im¡iedtr que éste llevara 
chismes a su patrón. atrofiara a aquél y «lesmontánoW. unien- 
di la iuilal»ra a la acción, extrajo «le la cintura su cuchillo y 
pasando p0 delajo del jvscuezo de su calmlgadura, agredió de- 
cididnmentc a Mora. que en todo momento trató <le evitar de 
rml&tmu el incidente. llegando a huir, a pie. unos veinte metros, 
ion su revólver hizo un disparo al aire |iara atemorizar, mien- 
tra!' tullía no lo coniprometiera. pero alcanzado por su agresor. 
Ic dirigió tres puñaladas que las evitó con saltos atrás; sitmn** 
en actitud de ataque le dirigió otras puñalada», cuando tamliién 
a la defensa, sintió que se le escapó un tiro, viendo caer al 
dcscoJW culo. momento que aprovecho para huir en su calalk». 
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sin volver la mirada. De ser exacta la presente confesión, es 
indudable que el reo estaría am|»rado, como lo pretende la de- 
fensa, por la eximente que prevé el inciso 6* del articulo 34 del 
Código Paial. Pero la» circunstancias particulares de la causa, 
ant< rizan a afirmar que al confesarse el hecho, se ha faltado 
a la verdad, ya que siendo graves las presunciones que existen 
cp. sis contra, el!a resulta divisihle en su perjuicio, a mérito de 
lo depuesto por la última porte del articulo 318 del Código de 
en lo Criminal. 
Dt la inspección ocular de fojas 4 vuelta resulta que el 
cadáver fué hallado con las ropas en perfecto orden, con el saco 
abrochado; en la mano derecha un rdienque común con manchas 
ck sangre recientes; no existen rastros que hagan suponer lu- 
dir, ¿dguna. y oculto en la cintura un cuchillo. 

Todas estas circunstancias están ¡motada* por los testimo- 
nios de SantlovaL Pinilla y Pérez, de fojas 13, 16 y 18 vuelto. 
Y aun cuando el primero de los nombrados depone sin el jura- 
mentó necesario |«ra su validez legal, está plenamente corrobo- 
rado por los dos restantes que son hábiles e inobjetables. D«* esta 
pruel* resulta también que en el lugar del hecho, no existen 
vestigios de lucha, expresando Pinilla, que siendo arenoso el 
terreno, debieran notarse. Afirma que observaron los rastros de 
lo* caballos: "uno de Zapata, al dar vuelta, retirándose hacia la 
•tranquera, y otro a poca distancia, que se dirigió al puesto de 
referencia", vivienda de Mora. Se refieren a la herida y ex- 
|>resan que el caballo de la victima tenía manclta* de sangre >- 
panículas de una substancia de color marfil, en la paleta y pes- 
cutx« <lcl lado derecho. Esta última circunstancia está corrobo- 
ruda \m las informes de fojas 33 vuelta y 34 vuelta de los que 
resulta que b nariz sufrió fractura y perforación de la pared 
os tu derecha. Que examinado el caballo de Zapata, d dia del 
hechc, "presentaba adherido al |«lo, al nivel de la paleta dere- 
cha y cogote del mismo lado, una substancia roja obscura for- 
marlo manchas y pequeños trozos de una substancia del color 
d¿! marfil. Dichas manchas son probablemente de sangre hu- 
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mam. y los fragmentos *»n troitns do hueses que pm!i:Mc- 
mente han sido eliminados \x%r la nariz dispués de haber Mp 
herido p" que !o cabalgaba". 

La referencia que hacen los testigos, como motivo determt- 
naute de su presencia en él cainiMi. en cuanto expresan que arrea- 
ban unos potros pertenecientes a l»inchulef, está confirmóla pót 
este testigo que depone a fojas 31. agregando no extrañarse que 
'os referidos animales se knllaran en el campo La Anita, inies 
allí se criaron. Se concille así la razón de ser «leí dicho (le Sale- 
doval. cuando refiere que |«dió a Zapata que se adelantara a 
ahrir la tratH|uera, motivo por el cual se encontró con Mora, en 
e! lugar y momento a que éste alude en su indagatoria. 

K! procesado, tanto en su recordada confesión como en 
-i! ampliatoria de fojas 50. expresa que las manchas de sangre 
que se encontraron en la catalgadura de la víctima, pudieron 
«r un ardid de los compañeros fie éste: pero es de recordar que 
también se hallaron jtcikicitos ríe huesos que. a estar al informe 
de fojas 34. fueron eliminados por la nariz de Zapata después 
que fuera herido, circunstancia que aleja toda fusibilidad de una 
supuesta coartad de los testigos. 

El prevenido, que expresa con exactitud hasta el número 
¿fe puñaladas que le dirigiera la víctima — tres, dice — al <le- 
faílár que éste lleva!» el cuchillo en una mano y d rcl>enqm en 
otra, mnnifiesta que rio puede precisar en cuál de ellas esgrimía 
el arma cortante. I)c los antecedentes examinados se infiere que 
el Suputado falta a la verdad ; no pidiendo mi confesión gozar de 
los beiieficios ele la indivisihilidad. De ella queda, por no ser 
contrecha en este punto, los insultos de que fuera objeto. Ks 
necesiric; dejar así establecido rjUV en momento alguno fuera agre- , 
li«lo en forma que corriera peligro su vida o su integridad fi- 
utat \*>t lo que el hecho motivo de esta causa, cae baj«» la ca- 
lificación legal que prevé y castiga el articuro 79 del citado 
código. 

Por estos fundamentos, y los del dictamen del señor Fiscal 
de C amira de fojas <>4. se revoca la sentencia recurrida v se 
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condena a (ñtillernio Mora a sufrir doce años de prisión, a 
mérito de sus antecedentes ¡.icrsonales. ;.sí como de los" relacio- 
nada en csU proimncianiitnto; coi» accesoria* legales y costas. 
Notifú|iicse y devuélvase. — &[ Hcncl íeu disidencia). - Luis 
ít. y.crvmK — R. Á\ LajItktíHlÓH. 

Disidencia: 
V Vistos; 

!'< r los {tuidanicntos de la sentencia recurrida de foja* 
#*¿ « fe confinna en todas sus | Kiries. — l\ /feurí. 



FAIXO DE LA COftTt Stn-tBtfA . 

Buenos Airee, Agorto 2« de 1982. 

i. os de h causa criminal contra Guillermo Mora, chileno, 
de treinta y tres años de edad, casado, peón rural. sbIk- leer y 
escribir. |>or liomictdío en la ¡icrsona de ScKtmdo 7a|wta. chileno ; 
hecho ocurrido en "I-a^o Buenos Aires". G«>heniackin de Santa 
Cruz, ai Julio 5 de 1928; causa venida en tercera instancia or- 
dinaria por ajielación de la defensa contra el fallo de la Cá- 
niara Fulera! de ta Plata, que contieno al proeesaílo a sufrir 
d«x\ años <le prisión — fojas 100; y 

Ccnsiclcramlo: 

¡a. Uasc del pri nunciamíemo condenatorio del que se lia 
recurrido ante esta l orie, es la confesión calificada tic Mora 
qui la Cámara "a quo" divide, en perjuicio del reo conforme 
a la facultad que consagra J articulo 318. última fiarle, del 
Procedimiento Criminal, pues según dicho tribunal existen in- 
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iilitóá graves en cuntra del confesante y según dios. Mura 
mató a /apata estando éste a ealtalln. sin sacar cuchillo, sin lu- 
cfts t>cligrosa que justificara la reacción defenso-ufensiva. 

Guillermo Mora declara a fojas» 22 vuelta, ante ti funcio- 
nario instructor cíe la policía, que. desiwés de entregar a Gómez, 
ui su puesto de la estancia ' La Constancia" o Anita". 
unas riendas que aquél fué a buscar, e informado de que an- 
daba guite en la t*>ninsu1a sin el |>ermiso exigido f>or su par 
trón salió a cuerear un anima! lanar muerto y luego se dirigió 
hacia dichr cani|>o de la ficninsula, |>ero antes de llegar vió 
tin grupo m jinetes que ilmn al trote, de cuyo grupo se des- 
prendió uno que marchó hacia la tranquera del alambrado di* 
visoria riel campo, y al encontrarse, a las palabras corteses de 
^0>. el desconocido lo trató descomedidamente con |ialahras y 
:icotiKles ofensivas hasta que, |>or fin, se apeó del caldillo y 
lo atrofió con cuchillo y rebenque en tas manos ; que sacó su 
revólver jmra intimidar y contener al agresor disminuido un tiro 
al aire, sin resultado, jtor lo que disparó otro tiro que dehió 
dar en e! blanco. |x»rque aquél cayó en tierra: que. sin tardar, 
iim ¡ntá a calmil» y salió ligero hacia su casa y luego a la estan- 
cia, a cuyo dueño din cuenta de lo ocurrido. Esta confesión está 
en absoluto de acuenlo con la que ntenckma don D'Artagnan 
Hucci. potrón <lc Mora — fojas 9 — . y en b» i «Tímente, coin- 
cidí con lo que manifiesta Gómez — fojas 30 vuelta - : es 
perfectamente verosímil y los antecedentes del procesado son 
I muios. 

Para flividir la confesión ha sido necesario dar i*»r de» 
mostrad*»; a » <>uc las manchas negruzcas y las lanrinitas color 
<h W*$Í 'l«e en la paleta y cogote «Id te lo dercho tenía el 
caboilip de /apata, eran de la sangre y huesos |>rovenientes de 
Ir herida «le éste: h) Que no huho pelea, porque Zapata tenia 
el cuchillo en la cintura y no se notaban en sus ropas, ni rn el 
«Trjme, signo* de htha. El inflarme riel rloctor Antonelü — de 
tojas ,14 vuelta — comprueba la existencia de esas manchas 
y laminitíis. pero no hay prueha ninguna de que esas manchas 
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sean «le sangre y las taminitas ttteran es«|uírtas óseas del cuerpo 
de /apata; la «Icterminación «fel carácter y íceha «le las manchas 
(le sangre no es asunto- ¿le mera observación empírica y menos 
liara imlucir rcsi>onsabilklad criminal en contra de una per- 
s«)iia. 

Piro, aun aceptando de que el calallo de £a|>ata estuviera 
manchailo con sangre y restos óseos «le su dueño, ilc!» tenerse 
presentí que fueron sus compañeros Sandoval. I'iiúlla y Pérez 
quienes primen» llegaron al sitio en que amias — caballo y ji- 
nete — se eiicotitrahan y que pudieron internar alzar ai segumlo 
o. |>arp venganza contra d matador, ¡Midieron manchar expro- 
feso con sangre y hucsccilbs la paleta y cttcllo del animal. Ivrto 
es lo que tamhién arguye Mora a foja» 50 y no tiene nada de 
inverosímil. |M>r lo que ia justicia no puede rechazarlo. Lo 
mismo calK« advertir en lo referente a la situación en que la 
ms|vccu,i» fmticial encontró el cuchillo «le Zapata y el terreno in- 
mediato al «leí acontecimiento; los compañeros y ctmplkes de 
infracción legal <k Zapata pudieron, sin inconveniente, arreglar 
las cosas para demostrar la inocencia de éste. 

Mi herida única que presentaba el interfecto era de líala, 
con entrada en la l*se del ala derecha de la nariz, surco naso- 
gtniano t itKrustacióu en el occipucio, "región occipit«> frontal", 
dke el médico, acaso por error, pues no hay en ta anatomía 
craneana, punto «le contacto «le huesos frontales con occipitales : 
liero. en fin. es en ef nivel <W cráneo, que debe suponerse es 
la liase, o línea media, cuando menos, y asi la herida siguió una 
trayectoria «le derecha a izquierda, «le addante hada atrás y 
en linea casi horizontal (foja* 35 vuelta i ; y asi. esa lesión de- 
bió ser inf trida encontránclose victima y victimario en el mismo 
jdano. jnies un hombre de a pié que hiere a otro «le a caballo, 
et! In cara, como regla general, imprime una trayectoria de ala- 
jo hwía arriba. La excepción es posible, pero «le»» demostrar** 
por ser excepción y de carácter putmorio. 

En la estimación de las premociones — favorables y des-. 
tavoraUos «' procesa*^ — «lelien tener muy en cuenta Ib* 
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que surgen de los personales antecedentes de víctima y vic- 
timario: Zai«ta cr» un presumo honiicitla cuya captura estaba 
solicitada fíur las* autoridades chilena» (informe de fojas 43). 
circnstancia que no coincide, por cierto, con e! Inien concepto 
que expresan sus cornpañeroi Sandoval, lanilla y l*ére«; y. 
en cambio. Mora carece de antecedentes indicíate* y es muy 
estimado por sus ¡wtrones y gente que lo ha tratado, (mismo 
informe de fojas 43 y dcvlaración de Hucci de fojas 9). 

Xajwta y sus conqwñeros amlalnn incursos. no sólo en vio- 
lación fie la* órdenes del dueño del campo, sino de expresas dis- 
ecciones legales. |Mtes el art. 124 del Código Rural para los 
Territorios Xartonales prohilx- la entrada en campo ajeno, ce- 
rrado, y recoger animales sin jwrmiso de su dueño. Lo <le los 
potros de Pinchtilef. que Sandoval dchta amansar, ni» mejora 
la situación de los invasores Mtbrcptidos. ¡jorque ni Pinchulef 
tafia ninguna autoridad propia o delegada para permitir en- 
trolas y extracciones o .i|Vtrtes en campo de Bucci. ni se ha 
probado que los potros de aquél estuvieran en campo de éste, 
ni que, efectivamente. Samloval y compañía anduvieran arrean- 
dn los potro*. Sorj.rendido, iwes, Zapata en una violación legal 
y temeroso de ser de cubierto como prófugo chileno, es lógico 
admitir que él fué el agresor y no Sandoval. que no lo conocía 
y no tenia motivos personales de malquerencia. Faltan, pues, los 
indicios de cargo que Hilero llama I) "Carjocidad de delinquir *, 
conestente en Aquella cualidad del ánimo inopia de algunos y 
en virtikl de la cual no sólo se inclinan sino que afwireceii dis- 
puestos a obrar mal" y 'las circunstancias que la punen de ma- 
nifiesto son: la Vida anterior y la» cualidades personales de las 
que se puede inducir un liáhito criminoso"; II > y "móvil para 
delinquir", es decir, interés, temperamento, pasión proclive al 
deiito (Cbnf. Micro. "I)c la certidumbre en los junios crimí- 
nale.'. Cap. XIII y XIV). I-a conducta de Mora. posterior al 
hedí.*, prescntámli se inmediatamente a su patrón a quien con. 
Cesó su desgracia y pronto para hacerlo ante la autoridad, afuma 
su corrección, y en el anterior Código Tenal ello era particti- 
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(ármenle computado en favor de la legitima defensa, aun ad- 
mitiendo qne Zapata sólo con el rebenque atacara (lo tenía to- 
mada de cerca de la sotera, como se acostumbra cuando se le 
usa como arma) no* puede concluirse que hubiera exceso en la 
legitima defensa por <!esproporción de arma», \nxvs ni Mora 
provocó la lucha, ni se ha prolwdo que <!is|iusicra de otra arma 
eficaz, ni causó más herida qne la necesaria para detener c! ata- 
que, ni un calió de rebenque, en manos hábiles y lira»» fuerte 
es instrumento despreciable o tolerable. El "maderamen tutela*" 
— dice Crhrllari en "II Códice Pénale per ti Repto d'Italia \ 
tomo III. lógina 508, debe siempre apreciarse según la racional 
opinión de aquel que se vió amenazado en la vkla. libertad, in- 
tegridad, corporal, salud, etc.. y no según el frió cálculo y ma- 
duro examen «Id Juez. El error de cálculo del que se defiende 
no puede equipararse al doloso exceso"; doctrina uniforme y 
cattgórícr-mente compartida |w>r el "Fuen» Jttzgo* (Libro VI. 
título 4", párrafo (í>) ex-Juez Ag&*re (Código Penal de la Re- 
pública Argentina. página 94) Graisard, Pvssina, (¡arraud, Natis, 
tiareon, Chamran el Helie, etc. 

En su mérito se revoca la resolución adíala y se ah*mlvc 
dt cttl|w y cargo al procesado Guillermo Mora. 

Notifiques*' y devuélvanse para su pronto cumplimiento. 

R. Guido Lávame. — Antonio Sa- 
carla. — Julián V. PbRA. - 
Luis Linares. 



Jíxlntdici/tH de Carmelo Moahmfo, MJtkUaia por ta Real Emba- 
jada del Kc'mó de Italia.. 

Sumaría: Resultando de los antecedentes del caso, que ha ¡raus- 
ctirrído según nuestras leyes el tiempo necesario para la 
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prc*cri|ción de la pena impuesta al requerid» (Articulo X* 
Tratado sobre la materia con el Reino de Italia), no procedu 
1» extradición solicitada. 

C<f*>: Lb explican la* pieza» siguientes : 



SENTENCIA DKL JtEZ PKDERAL 

Buenos Aires, Mano 2 de 1932. 

V Vistos: 

Las presentes actuación?* por las que se solicita la extradi- 
ción del llamado Carmelo Montauto, por intermedio de la Real 
KmUijada de Italia — cstalileciénriüse en los recaudos presen- 
tados que el nenilirailo se eiicontralia condenado en rebeldía, a 
sufrir la |*na de cinco años, siete meses y quince días de reclu- 
sión y la multa dé setecientas liras, con ta condenación de dos 
años de reclusión y de la multa total ¡iot los delitos de falsifica* 
dón y quiebra íraiMlulenta iniciados en los meses de abril y 
may- de mil novecientos veinticinco: y 

Considerando: 

Ont de acuerdo con la jurisprudencia sentada |x>r la Su- 
pruna Corte de Justicia en los fallos, tomo 90, página 421, y 
tonta 114. faginas 265 y 271 — la situación legal dd requerido 
ilébc considerarse corno 1a de imputado. |ior cuanto la condena ha 
*ido <licta<la en rclieldía. 

Otie conforme a lo establecido en el art. 8* del Tratado con 
Italia, del* estudiarse el caso c«wi arreglo a las leyes argen- 
tina*. 

'Jue. siendo asi, y re|»rimklos los hechos incriminados con 
jp$ hasta seis años de lesión (Art. 176. Códign Penal), en 
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mérito a !o establecido 011 el articulo 62. inciso 2" y 63 del Có- 
digo fonal citado, la acción penal se encuentra prescripta por 
haber transcurrido el tiempo señalado, con exceso desde Abril 
de 1925 hasta la fecha, y en consecuencia, asi se declara. 

Por ello, oido el Ministerio Fiscal y la defensa, resuelvo: 
Xo hacer lugar a la extradición del requerido Carmelo Mon- 
tante. 

Xotifíqucsc y consentida o ejecutoriada que sea. hágase sa- 
l*?r al Ministerio «le Relacione* Exteriores y Culto para cono- 
cfmiemo de la Real Kmtajada de Italia, con remisión de los 
autos originales, dejándose suficiente constancia de lo actuado 
y ordénese la lil>ertad del requerido. — Mujttct /-. Jantus. 

SENTEVCIA I>E LA CÁMARA FEDKRAL 

Buenos Aires, Junio 27 de 1932. 

Considerando: 

Como ki establece el fallo recurrido desde la comisión del 
ludio imputado a Carmelo Montauto — Abril de 1925. hasta 
tl presente ha transcurrido con exceso el término necesario para 
que te opere la prescripcNin del derecho de acusar, de acuerdo 
coi! lo dispuesto en los artículos 62. inciso 2* y 63 del Código 
Penal. 

El ¡hmIícIo de extradición ni la detención del requerido |wu> 
den interrumpir dicho término, conforme a la doctrina susten- 
tada en el fallo de la Corle Suprema dictado en el caso de Es- 
poueys - Mayo 30 de 1928 — . según la cual "h prescripción 
que «mienta a correr para la acción en el momento señalado 
|»r el articulo 63. se opera por el simple trascurso «leí tiempo, 
fin que causa alguna ni siquiera la tramitación judicial pueda 
interrumpirla*. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada «le fojas 74 que no hace lugar a h extradición de Carmel» 
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Mutuante, solicitada por las autoridades italianas. Devuélvase. — 
Garios <fW Campillo. — \Fwclinc Escalada. — /f. Xasar 
Atulwrcna. - José Manó. — Rodolfo S. Farer. 

- 

FAIXO DT. LA COSTE SL'PKESf A 

Buenos Aire», Aposto 26 do 1932. 

\ v¡st<» ¡ 

Los prisentes si guie los sobre extradición de Carmelo Mon- 
taun a requisición efe la Keal Kmliajada de Italia, por los de- 

C*i:ii>iderando: 

Q«e iW los antecedentes acumulados resulta que el requerido 
ÉStó condenado, en relteldia. |>t»r las autoridades de Italia, a la 
pen? de cinco años, siete meses y quince días de reclusión, ha- 
lláildose prófugo desde el (lía «le la comisión del cleliu» — 25 
Úi Al»ril de l<>25. 

Oue ya se considere al reo Como condenado o sitii|ileinente 
imputado, es lo cierto que desde aquella fecha hasta ahora, ha 
transcurrido, según nuestras leyes, el tiempo necesario |»ara 
l;¡ pre:«cri|jc¡ón de la acción y de la pena (Arts. 62. inciso 2\ y 
6J¡, inciso 3 V del Código Penal), texb veas que en la actualidad 
y liajG las condicione* expresadas seria legalmente hit|H>sifde Li 
formación ante la juslicia argentina de lodo juicio por los de- 
litos de autos o el cimiplitnieiHo de cualquier condena, impuesta 
GOft anterioridad aJ tiempo requerido para h descripción de 
la puia res|»ectna. # 

Oue según el articulo del Tratado suhre la materia con 
el Reino de Italia. "no será acordada la extradición, cuando se- 

gún 1& leyes de! l-stado requiriente. o según las del pais en que 
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el reo se refugiare, se hubiera cumplido la prescripción de la 
acción o de la fiena". habiendo, en el caso, ocurrido esta última 
circunstancia en relación a nuestra legislación. 

Que estos principios fundados en la doctrina universal so- 
bre la falta de interés en la sociedad, para reprimir tardíamente 
los delitos cuyo recuerdo el tiempo ha horrado, o hacer efectivas 
'as fwnas cuando el delincuente está corregido, caso, por el trans- 
curso del tiempo, es de estricta aplicación en el "sub lite" en 
que a|>arcce <|uc Montauto reside en la Argentina desde 1925, 
sin que consten nuevas ini|Hitaciofies en su contra. 

A mérito de lo expuesto, lo dicho por la Cámara "a qíio" 
en la sentencia de foja» «0 sobre interrupción de la ptesertp- 
ción. y oído el señor Procurador General, se confirma dicho 
tallo. Xotiííquese y devuélvanse. 

ROBERTO RtPfcTTÜ. — R. ÜUIDO %%• 

valle. — Antonio Sacaina. — 
Julián V. Peía. — Luis Lixakes. 



Fisco Xaaoml tome los señores Hnrtcncrk. Brosfcc y C'uk. so- 
bre expropiación. 

.Sumario: V Existiendo divergencias considerables en las con- 
clusiones a que llegan los ¡íeritós en un juicio de expropia- 
ción. corres|xmde apreciará* con arreglo a la competencia 
de ellos y demás elementos de convicción que resulten de 
hjs antecedentes de autos y de otros que han servido fvira 
el justiprecio de las tierras a expropian* en casos ante- 
riores. 

& Habiéndose planteado en un juicio de expropiación, 
cuestiones jurídicas y otras circunstancias que justifican h * 
asistencia de letrados tara dilucidarlas convenientemente y 
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ia necesidad «le la representación, corresponde aricar la 
sanción del artículo 18, ley numero 189. comprendiendo cu 
!a im|*»ición tic corta» ni» sólo el monto <le los honorario* de 
los peritos y el sellado de actuación, sino tamben lo» hono- 
rarios y derechos |>roctiratorios que reclama el expro- 
piado. 

toro: I*<* explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA ÜÉL JUEZ I.K7RAOO 

Resistencia. Noviembre 21 de 1930. 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos |*>r el Fisco Xacional contra los se- 
ñores Hartcneck. l.'roskc y Cía., sobre expropiación, de los qin* 
resit'ta: 

a) Que se prest-tita d señor Procurador Fiscal del Terri- 
torio |M>r el Gobierno de ta Nación, demandando a los señores 
Ifartuicck, Proskc y Cía. |*ir expropiación del inmueble sito en 
\i¿ manzana 17. solar F. C. (i. I. y L. comiHiesto de una superficie 
de 2..XJ6. * : ñus. 2. con su correspondiente edificación, según 
consta en el plano que. adjunta. Acompaña comprobante de de- 
pósitp ¡*>r S 5.672.58 mooula nacional de acuerdo a lo dis- 
puesto en el artículo 4 V de la ley número 189 Pule se le dé 
1* .sesión de la propiedad y se señale la audiencia dispuesta en 
ti art. 6" de la citada ley. 

Íj) Dado conocimiento de ta acción* se presenta la demandada 
pi r medio <k aitodcrado. manifestando su disconformidad con 
el precio ofrecido por el Fisco y planteando dos cuestiones: 1* 
si es caso de expropiación, y 2? de serlo cuánto del*» abonar s» 
a mi mandante, de acuerdo a la ley. Que allánase a la primera 
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cuestión |H»r ser las obras a realizarse de utilidad nacional que 
cncuadran en lo» términos del art 2511 del Código Civil, y art. 
I v de la ley 189. Que en cuanto a lo demás, es menester inter- 
pretar el alcance de las leyes aplicables al caso y asi el art. 
2511 ya citado habla de "justa indemnización", no sólo el pago 
<lel valor de las cosan sino también el perjuicio directo <|tte venga 
«U la privación de la propiedad. Extendiéndose en diversas con- 
sideraciones para demostrar el escaso valor apreciado en pro- 
porción a los precios pagados en las inmediaciones en los úl* 
timos tiempos, en furnia ascendente, estima en $ 25 moneda na- 
cional por ronm cuadrado el precio actual de su propiedad y 
dada la superficie de ésta, corresponde abonársele $ 71.462.75 
moneda nacional, C¿ue en cuanto a lo edificado b considera en 
$ 29.000 moneda nacional, debiendo agregarse a estas sumas, el 
perjuicio directo que surge de la privación de la propiedad que 
lo estima en 9 5.000 moneda nacional. En total la suma prcten- 
didá asciende a $ 105. 462. 75, con más las costas. 

c) Abierta la causa a prueba, se producen |*>r partís, tas 
que «ibran en los cuadernos respectivos y corrido un nuevo 
trasudo por su orden, se llama autos para sentencia; y 

ComidcraiKlo; 

V Que en el "swb lite" la única controversia acerca de In 
cuotiún. está en cuanto ál jirecio que delie fijarse en concepto 
de indemnización por la expropiación de los solares F. C. G. I. 
y L. de la manzana 17 del pueblo de Barranqueras, afectado 
|Hir la construcción del puerto; pues mientras la expropiante 
lo e*tima en $ 5.672.58 moneda nacional, la expropiada lo 
aprecia en $ 105.462.75 moneda nacional. 

\a divergencia, motivó la apertura ele la causa a pruelia y 
di 'sigilación de perito tasador, por cada ¡arte y un tercero de 
oficio, quienes en sus informes llegan a la siguiente conclu- 
sión: Fisco, terreno $ 11.345.10 mjn., o sea a razón de $ 4 
min. el mt. 2 y las mejoras en S 21.976 m¡n.; demandada, te- 
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rreno $ 56.725.29 mjii. a $ 20 mjn el mt. 2 y la edificación 
en $ 25. 512. 12 mjn., y el tercero en $ 32.617. 33 ¿rtjtt. v\ te- 
15.493.28 mnne<)a nacional. 

2* Que de la prueba tlocuniental producida, cada parte tra- 
ía ile demostrar que los precio* pagados en operaciones de tie- 
rra» por las inmediaciones del bien a expropiarse, favorece su» 
pretensión!**, agregando la actora informes de las oficina» téc- 
nicas del Ministerio de Obras Públicas de la Nación, jan. de- 
mostrar que el valor actual «le la tierra en Barranqueras se 
debe a las diversas obras realizadas por el Gobierno. 

La demanda-'* a su vez recurre a los informes de la Mu- 
nicipalktad, oficina de Tierras y Colonias. Receptoría de Rentas 
v Policía |«ra acreditar su derecha 

En la prueba |iericial existe una marcada discrepancia en \m 
valores asignados por los peritos tanto al terreno como a las me- 
joras, y es por ello que el Juzgado, tomando tS o* informes como 
iK-mentos ilustrativos y teniendo en cuenta el precio fijado ai 
juicios similares en las cercanías del bien cuestionado, y ade- 
más las comunicaciones «le fojas 50 vuelta y 83 vuelta, estima 
el valor «le la tierra en $ 10 moneda racional el mt. 2. 

Que en cuanto a la edificación y «lemás mejoras conteni- 
das dentro «le ese terreno, su precio «lebe ser fijado teniéndose 
presente el carácter y estaílo de las mismas, que como se «les- 
l»rende de las fotografías agregada» a fojas 63. 66, 67 y K5 a 
°d . son de construcción precaria y bastante uso por cuya causa 
y como lo reconoce el perito tercero arquitecto Del Momeo. 
l«>s materiales empleados han sufrido un apreciante deterioro 
y depreciación que (Hiede calcularse en un 30 j>or ciento a 40 
l>or ciento. * En consecuencia y considerando el suscripto más 
aceptable y equitativa la avaluación del perito citado, debe fi- 
jarse el precio «le las mejoras en $ 15 .493. 28 m¡n. 

Que en lo que respecta al perjuicio directo reclamado por 
la demandada como indemnización, no procede reconocerlo. |wr 
cuanto de acuerdo a la jurisprudencia existente, la suma que se 
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lije e$ total sobre la liase <lel valor de la tierra expropiada, es 
la qi*e corresponde alionarse en concepto de única indcmni* 
zación. 

Por tales consideraciones y dispcwiciom-s |*rtinentes, fa- 
llo: declarando expropiado a fav<»r del Fisco Nacional, el in- 
mueble compuesto por los stolares F. C (í. I, y L de la man* 
zana X? 17 «leí pueblo de Barranqueras, con una sujwrficie de 
«los mil exhortemos treinta y seis metros cuadrados, con veinte 
y nueve centímetros, previo pago de la suma «le cuarenta y 
tres mil ochocientos cincuenta y seis pesos, con diez y ocho 
centavos moneda nacional, con intereses y costas (art. 18, ley 
número 189). a los señores Hártentele. Proske y Cía. — Jém 
i. Scsareyo. — Ante mí: Sétmrdo G. Escobar. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Paraná, Abril 4 de 1932. 

Y Vistos: 

E*te. juicio seguido |*>r el Fisco Xacional contra* los seño- 
re? Harteneck Proske y Cía., por expropiación, venido j>or los 
reenr^j de a¡ielacióii interpuesto por las |*rtes a fojas 131 y 
fojáa 132 contra la sentencia de fojas 127 a 130 vuelta; y 

Considcramlo : 

Que el recursp de apelación que hit entunen el demandada 
y cí representante <le! Fisco, según lo manifiestan tersamente, 
es sóío en cuanto al monto de la indemnización, y lo repite el 
<U mandado, en el memorial de fojas 149. por lo cual la senten- 
cia. s#lo del* pronunciarse sobre esa única cuestión. 

Que concretándose a ese punto la disfnridacl de aprecia- 
ción, de las partes, causa asombro, pues mientras el Fisco va- 
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lúa el bien en fifSty riítcfl mi! seiscientos setenta y dos moneda 
nacional ion cincuenta y ocho centavos ($ 5.672. 5K m!n.. to- 
jas I ), e! expropiado la eleva a f«'í»j ciento cinco mü cuatro- 
cientos set.nia y Jos cor setenta y ciueo eent:m>s moneda na- 
ciomil ($ 105.462.75 m(ik« íojas 18), c igual ocurre con los 
Iperita je* de autos, pues fifi tanto el ¡íento designad" pdr el 
representante del Fisco hace sn estima global en pesos treinta 
y tres mil treseientos veintiuno con dita centavos tic igual uto- 
neda {$ 33.321.16 m{n.) conf. peritaje de foja» 45 en Ta 
íojas 48 "in fine", el perito de la demandada (fojas 02» en 
la íojas 97, conceptúa que el valor «le esa propiedad es tle 
finios ochenta y cinco mi/ doscientos treinta y siete con c«u- 
renta y MU centavos (S 85.237.41 mjn.i y el |>erito tercero desig- 
nado de oficio |Mir el "a 0,110" lo estima en pesos cuarenta y ochó 
mié ciento Ji&s con sesenta v un centavos de ¡a misma moneda 
(S 48.110.61 mjn.), 

One debe observarse, con respecto a Lis ¡araonas <le los 
peritos: a) que el fiel demandado Eduardo Delovo «ti titulo es 
perito mercantil, y actualmente es industrial (según su afirma- 
ción), y e! perito tercero don Bruno del Mónico es arquitecto 
(según él», tle la Academia tle Bresa. Milán. sin reválida en la 
República Argentina. Iludiendo «lado examen en la Municipa* 
litlad de Buenos Aires, etc. (conf. a fojas 163) y el |>erito del 
FiSOO es ingeniero agrónomo. Kl Agente Fiscal, observa que 
el perito Delovo es 'comerciante, práctico o idóneo en íacrica- 
ción tle aceite", sin que a esto haya contestado una palabra la 
l»artt c|iie lo propuso, (conf. fojas 117 vuelta) y jior el con- 
trario a fojas 121 vuelta tajo la firma del apoderad" y letrado 
del expropiado, se confirma que es un "industrial acreditado" 
tle todo Iti cual resulta que los peritos no tienen título tle tales 
en la industria sobre el punto rcsjxrcto al cual han tic espedirse 
(art. 164 del Código de IV». en lo Civil, ; I») el art. 172 del 
mismo código, manda que los irrito» han tle practicar unidos 
la diligencia, y los señores Fernández Rut* y Delovo no han 
dádO cumplimiento al precepto legal: el los peritajes tle fojas 



K JUSTICIA DE LA NACIÓN 



33 



92 y l€0 4 no <tati los fundamentos en virtud de 1<m cuales lic- 
úan a las apreckckmes que confian, se limitan a afirmar, ta- 
sados en generalidades, que tales y cuales cosas tienen tal va- 
ÍQtí esto ocurre principalmente en el peritaje (fojas I vuelta), 
de' perito tercer»; ambos han olvidado que los peritos son tes- 
tigos y que como tales dehen «lar la razón <le sus dichos, pues 
l;t ley manda "que el dictamen contendrá la opinión futulada 
de los peritos" (an. 175 del Procedimiento), resultando de to- 
estas anomalías, no solamente la enorme diferencia de sus 
apreciaciones, sino también la carencia de valor protatorio de 
esos jieritajes en la forma qia' la ley lo exige, vale decir, corno 
elementos verídicos e iniparciales para llevar al ánimo de los 
jueces el fundamento justo de su fallo. 

<¿Ut el perito del F¡sco( ingeniero Fernández Kuiz flojas 
44). hace un resumen de los antecedentes del puerto de 15a- 
rranqueras, describe los edifick» existentes en el terreno a ex- 
propiarse, consigna algunos precios de venta de lotes próxi- 
mos en otras manzanas. |mr enajenaciones particulares : exwesa 
t|UC te piMikrión de los lotes expropiados es privilegiada, no es 
óptima, dice el i*rito - da las razones que lo conducen a tal 
conclusión y atribuye a la tiesra itn valor de cuatro pesos M<h 
ttvda iwcioiwi el metro cnadrado. Ahora bien; si se tiene en 
cuetitr. que esos terrenos fueron adquiridos a razón «le /» .\wv #/iV*r 
cada uno de los solares que llevan las letras C. f¡. L. 1. y en 
igual precio el lote F. — tocios de la manzana 17 — . adquisi- 
ción que hizo el señor ( kto Wulff el año 1909 — ver informe 
de fojas 170 de h Dirección Cieneral de Tierras — y del cual 
los adquirió la sociedad a quien hoy se expropia, no es ad- 
misible que hoy se pretemla obtener. desjMiés de veintkUi* rulos, 
mi* de mil seiscientas veces el precio originario, es decir, de 
cincuenta pesos a mis «le ochenta y cinco mil; y tomando el 
valor de la tierra solamente, el valor inicial que tm|>ortó cin- 
cuenta pesos se devana a más de mil cien veces esos mismos 
lotes fueron adquiridos por Harteneck. Proslce y Cía. de don 
•Otto Wulff en diciembre, del afto 1924 (ver testimonios de 
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autos tic foja» 25 si foja» 29 y vuelta) re nucir mil tmt rocíenlos 
cuarenta pesos eon cincuenta centavos monedo nacional, lo que 
arroja un promedio de tres pesos y centavos el metro cuadrada: 
A a esto se agrega lo especificad» en los informe» de auto» ex* 
pedidos por ios escribano», con respecto a otra» venta» de lotes 
en Itairanquera», y las tmjenaciones directas que se han hecho 
al Fisco de terrenos de esa misma zona, es un justo precio es* 
timar la unidad de medida en pesos irts eon enarmta centavos 
moneda nacional, o sea más de un trece por ciento de aumente» 
sobre el precio del metro cuadrado, teniendo en cuenta, como lo 
Iw declarado la C. C. 2» de la Capital Federal en agosto 20 
de 1928 que la expropiación no puede ser. para el expropiado, una 
tilinte de ganancias, pues su esencia es la compensación jtista 
del valor de lo que se expropia y "que según ta ley de exco- 
riación no debe tomarse en cuenta para la indemnización el au- 
mento de valor que los bienes adquieren por razón de la obra 
púMk-a que motivó su expropiación" (S. C. tomo 37. página 
iw ), o sea en este caso el puerto de Barranqueras. 

Qí% en cuanto a bs mejoras, los fundamentos en que lasa 
si? estimación vi perito Fernández Rui*, comparándolos con los 
qia exponen Eduardo Dclovo (fojas 93) y Bruno Del Mó- 
nic (fojas 100), del análisis de los mismos y demás elementos 
«le criterio que existen en autos, y a los cuales se ha hecho 
utei encía ameriormente. incluyendo las fotografías «le foja* 
é6 a fojas 72; de fojas 47 a fojas 53; surge, claramente, que el 
qui más se aproxima al precio justo con respecto a las cons. 
tanciaí que se estudian es el del primero. No sólo expone torio* 
íoi antecedentes del bien a expropiarse desde la fundación de 
Barranqueras, sino que también detalla cada una de las cons- 
umo» iies que avalúa, en su metraje, clase de materiales, nú- 
mero de piezas, forma de las «instrucciones y su distribución, 
t.oV lo cual ilecide al Tribunal a acqrtarlo. conclusión a que 
también se arriba teniendo en cuenta la ubicación topográfica 
«leí inmueble expropiado y lo» precio* en que esta Cámara ha 
Mimáú otras propiedades expropiadas próximas al de autos. 
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Qnc también es justo estimar los intereses que correspon- 
den a la Mima total que resalte de esta expropiación désele la 
fecha en que fué ocupado el Men tftmueMe por el Fisco, o sea 
desde el 19 de julio de 1929 (fojas 39 y vuelta) intereses que 
se declaran a estilo de lus del Banco de la Nación Argen- 
tina. 

Por ello se resuelve: V declarar que el Fisco Nacional 
abone a los señores Hartcneck, Proske y Cía. la suma que re- 
sulte en metros cuadrados de b superficie expropiada, a razón 
de pssos tres con cuarenta centavos moneda nacional la unidad 
de medida o sea el metro cuadrado, más la de pesos tvhitinn 
mii novecientos setenta y seis de igual moneda (pesos 21 .976 
m|n.), con más los intereses a estilo del Banco de la Nación 
Argentina, en la fecha por la cantidad total ; T se- condena al 
expropiante al pago de los honorarios de los peritos y gastos de 
actuación en ambas instancias y en cuanto a los de los aboga- 
dos se declaran a cargo de rafia parte, en mérito a la jurispnv 
dencia constante de b Corte Suprema de b Nación (t. 20. pá- 
gina 139; t. 26. página 421 ; t. 28. página 205; t. 42, pág. 286; 
t. 5C. pág. 105. y t. 71. pág. 105). y también por lo resuelto 
jjot esta Cámara, entre otros casos en el ele Fisco Nacional v. 
Lantcri Antonia expropiación, sentencia de 27 «le junio de 
1930. Hágase saber, devuélvase y repóngase ante el Inferior. — 
<í, Roiijt. — Jntio A. Ifenitcc. — M. Rnís Morc$to. 
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Buenos Alna. Agosto 26 cb 10*2. 

Y Vistos: 

I-os recursos de apelación ordinaria concedidos a fojas 209 
contra la sentencia ele b Cámara Federal de Apelación de IV 
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rana en el juicio dr cxpnipíación seguido por ti Fisco Xacioml 
contra Hartcncck. Proskc y Cía.; y 

- 

Considerando : 

Ouc dada» la» divergencia!* considéralas existentes tu las 
l«*ricia* t corre«|M>nde apreciarlas con arreglo a la coni|>ctcnc¡a 
<lc los |*ritos y demás elementos de convicción que resulten 'de 
lo? antecedentes de estos autos y otros que nan servido para la 
apreciación de las tierras a expropiarse en casos anteriores con 
ctetino también al Puerto de Barranqueras. 

Qné es necesario, en consecuencia, computar lo que re- 
stituí es|iecialRiente del informe de fojas 64 vuelta sobre avalúa* 
cion fiel inmueble de que se trata en treinta mil pesos moneda 
nadMial |«ra el págo «le los imptiestos municipales, las referen- 
cias e^Mxifkradas a fojas 77, 113 y en lo pertinente también 
lo «pie se desprende "prima facie" de la nota de fojas 83 vuelta 
rtmitkla por la Oficina de Tierras de la Nación. 

QW fwn «le considerarse, además. las conclusiones sentadas 
en la sentencia «le este Tribunal de fecha Noviembre 6 de 1931 
relativa a la ex|>ropiacióu de un terreno situado en la manzana 
inmediata número 14. al cual se fijó el |>recio de ocho pesos 
n» tu da nacional el metro cuadrado — Tomo 163, página 60. 

Oik teniendo en cuenta tales circunstancias, como asimismo 
h> mayor extensión suf>erficial «le la finca aqui expropia y 
su Mayor distancia del muelle habilitado antes de las oliras. co» 
rrvs| tmik fijar como precio del terreno la suma «le seis pesos 
con cincuenta centavos (S 6.50 m¡n.) moneda nacional el me- 
tro cuadrado. 

Otu en ctnnto al valor de las mejoras, su apreciación ha 
sido priuleitcialnicutc fijada en la sentencia, sin ijiie exista razón 
alguna jara modificarla. 

Oue no se han comprobado otros perjuicio que determinen 
fijación efe suma alguna |*ra resarcirlos. 
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Que res|*cto de tas costas, su limitación en h sentencia 
al monto <le h» honorarios <k los peritos y al sellado de actua- 
ción, *e ajusta a lo resuelto por el Tribunal en casos ante- 
riores. 

yue o<rrt»!f|N>fKle shi embaigo la modificación de tal in- 
teligencia del art. 18 de ta ley número 189. porque así lo exigt- 
h necesidad de resarcir todos los gastos justificados, cuya ore* 
vía y total iiKltrmnización dehe ser satisfecha al expropiado, para 
desalterarlo de la |>rupiedad. conforme a los preceptos fun- 
damentales que rigen este di-recho. 

Oue la práctica constante demuestra, en efecto, que pueden 
plantearse en esta clase ile juicios cuestiones jurídicas que jus- 
tifican la asistencia tle letrados para dilucidarlas conveniente- 
mente. 

Que, ]H>r Otra parte, las disposiciones de la ley de Pro- 
vn r«:ión imponen también a los representantes judiciales' dicha 
asistencia en sus defensas y otras actuaciones. 

Que en lo que toca a la representación en juicio, ésta es 
necesaria en la generalidad de los casos, aparte de otros mo- 
tivo». j»or las tramitaciones que en distintas localidades, extra- 
ñas al domicilio del expropiad», deben seguirse para b resolución 
del juicio en las tres instancias que acuerda al efecto la ley 
número 4055. 

[Hw mediando aquí esos motivos de intervención y atenta la 
dispropirción injustificada, entre la suma ofrecida por la ac- 
tora con relación al que fija el perito de la misma, y a la que 
en definitiva se establece en h sentencia, corresponde aplicar la 
sanción del art. 18. coni|>rcndicndo en la im|xi»irión de «r*tas 
fe* lionorariiw y derechos pn»curaf»ri<* que «¡c reclaman. 

Oue dio ni» obsta. >in e mbargo , a que en cada caso se 
apttvie. mi sólo la pniceciencia di* la im|iosición. *iiio también 
h imi»oaai>cia y necesidad de los trabajos practicados a tos fines 

que persigue el juicio. 
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Por estas comideraeiones, se reforma la sentencia apelada 
en cuanta al precio del terreno, que se fija eti seis pesos con 
cincuenta cetnavos ($ 6.50 mlu.) moneda nacional e! metro 
aladrado; y asimismo en cnanto excluye de h ini|iosición de 
costas los honorario» y derechos procúratenos de los letrado» 
y adrados — y se la confirma en lo <lemás. 

Notifiques*, repóngase el papel y devuélvanse. 

Rowkto ReraTTO. — R Guido 

Lavalix. — Amtokio Sacaena. — 
Julián V. Pem — Luis Lí. vares 




Sitios .v Saecónc y G*tóá, afilando de tata resolución de Aduam, 
Recurso de hecho. 

Sumo rio: Procede el recurso ordinario de ablación ante ia Cor- 
te Suprema (articulo 3». inciso 2*. ley numero 4055). en 
un caso en que el valor del comiso ordenado por la A «luana 
ascendía a $ o|o. 3. 6*6.24. o sea $ cjl. 8.¿32¿6. desde que 
es necesario reconocer que dentro de los termino* de aque- 
lla disposición legal que fija el limite mínimo de la cora- 
l*teneia del Tribunal, al determinarla en cinco mil pesos, 
sm otra excepción, el legislador ha querido referirse al 
valor representado por la moneda fiduciaria y no por la 
monda metálica. 



Caso: Va* explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Air**, Junto. 18 de 1932. 

Suprema Corte: 

La presente queja por apelación denegada ha sido formu- 
lada con motiva de la resolución recaída en loa auto» caratulados ; 
"Sacone y Guma. apelando de un fallo aduanero'*, en los cuate* 
I¡» Kxcma. Cámara del Rosario declaró improcedente el recuno 
extraordinario del art. *\ inciso 2* de la ley 4055, por no al- 
canzar e] valor disputado a la suma de cinco mil pesos señalada 
p0r dicho ankulo {ara que haya apelación ante esta Corte Su- 
prema. 

Considero que la inteligencia que se ha dado por la ma- 
yoría de la Excma. Cámara Federal al articulo 3», inciso 2* 
<k la ley número 4055, no es la que corresponde legalmente, 
si se atiende al sentido que comúnmente se da a las expresiones 
que emplea dkho inciso y que dehe ser d que les di» el Corn 
greso al sancionar la mencionada ley. La denominación de pe- 
sos que se emplea al fijarse ef limite de la jurbdkción de ape- 
lación de esta Corte Suprema no puede referirse sino a la 
moneda fiduciaria, o sea a los billetes de curso legal, que con 
arreglo al artículo y de la ley 1734 y articulo 31 de la ley 
2216, tienen fuerza cancetatoria |wra toda obligación que «leba 
ser satisfecha en moneda legal. fx>r su valor a la par. y deben 
ser recíbalos en |wgo de totlo impuesto nacional o provincia!. 
Es en ese mismo sentido que la propia ley 4055 emplea el vo- 
eabh "fiesos" en los artkukm II. inciso 14 y art. 23 en cuanto 
establecen las multas que los tritanales federales pueden án- 
poner* en el art. 17 inciso 1 ' atando se refiere al limite de bu* 
apelaciones ante las Cámaras Federales, y cú e! art. 36 cuando 
fija el sueldo de que gozarán los miembros de dkho» tribunales. 
Por tanto, interprétalo la ley 4055 por su pr°pw> texto, es 
forzoso concluir que a! determniar en su art. í\ inciso 2° el 



« FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

mínimum del valor disputado para que haya lugar al ncurso 
jwira ante esta Corte Suprema, en las causas en que la Na- 
ción sea ¡«irte, entendió señalar una cantidad que represéntala 
un valor conforme a la emisión fiduciaria de billetes de curso 

resolución de la Exenta. Cámara decide que no pmMi 
la apelación del art. 3» inciso T de la ley número 4055, porque 
el monto disputado en esta causa es de $ ¿.666.24 oro. que no 
alcaliza a los 5.000 pssm que exige el citado artículo, y ]üm 
ello adopta la doctrina de que no delw convenirse oro en 
|»í* lli papel a Oto, a los efectos del expresado reeurs... En mi 
sentir, esta doctrina no puede prevalecer, porque llevaría a la 
oirlusión de que el legislatlor ha querido aplicar la> mismas 
denominaciones de pesos a Ja moneda metálica y a la monjía 
fiduciaria. I.. que no es «le pensar, dado que se habría creado 
una situación imprecisa en que <le¡>endería de la especie de mo- 
neda en que se formulara la demanda que esta Corte Suprema 
tuviese i> no jurisdicción de apelación. Hay que creer, por el 
contrario, que al señalar el límite de $ 5.000. se estableció un 
valor fijo y de carácter «enera!, al que se someterían tulas las 
acciones que estuvieran en el caso definido en ese inciso y cual- 
quiera que fuese la especie de moneda que se menciona-e en 
la demanda, porque la equivalencia de una v otra moneda estaba 
lijada en d art. 9» de la ley número 3871, cuando dispone q** 
los impuestos que recite la Xación en |»|>e1 de curso legal o en 
uru sellado, |xxlrán ser satisfechos indistintamente eu |«nel o 
tu orí: al ti¡io fijado til la misma, o sea cien pesos de tos pri- 
meros |M»r cuarenta y cuatro de los segundos. l)e suerte que 
la trina de que no dchc convertirse oro a |>ai»el ni pajx-l 
a oro. está en ojiosieíón con el precepto citado que autoriza ex- 
presamente esa conversión. 

Ksta Corte Suprema ha entrado a conocer en gran número 
de apelaciones que !e fueron sometidas i»r la vía del recurso 
establecido en el art. ¿*. inciso 2* mencionado, pero la única 
vez en que ha examinado doctrinariamente el punto relativo al 
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límite de su comfKtencia conforme a dicha di:q>osic¡ón, fué en 
ti caso que se registra en el tomo 98. página 394 de los fallos, 
en el cual el tríUinal dictó resolución con disidencia en los fun- 
damentos expresado». Xo obstante todo el respeto que me ins- 
piran las opiniones jurídicas de los magistrados que formaron 
h. mayoría, me inciim» a creer que es más acertada la solución 
a que llegó el miembro disidente que lo fué el doctor Bermejo, 
tu cuyo voto se examina el sistema monetario que rige el país 
y se liace notar que. con arreglo a las denominaciones emplea- 
das por el Congreso en las leyes mencionadas después de h ley 
3871. déla: entenderse que la expresión pesos o pesos moneda 
nacional se refiere a los billetes de 'moneda fiduciaria de curso 
legal y que ¡ara designar valores correspondientes a mone- 
da metálica se cínica la indicación de oro sellado, o bien pe- 
sos oro. Por consiguiente, el limite de cinco mil pesos fijado 
en el art. 3* inciso 2* de la ley número 4055. se refiere al 
valor representado jnir los billetes de curso legal e implícita- 
mente a lo que el valor de esos billetes representa en metálico, 
conforme al art. f r «le la ley 3871. o sea dos mil doscientos pesos 
oro sellado. 

I'or lo expuesto y en atención a que el monto disputado 
excede de la suma «le pesos cinco mil moneda nacional, y a 14 
consideraciones desenvueltas por el miembro de la Cámara Fe- 
deral del Rosario que votó en favor de la concesión del recur- 
so «!t ablación, solícito de Vuestra Excelencia se sirva acor- 
darla. 



Horacio 



o R. Lam ia. 



FALLO t* LA 
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COKTE 



SUPREMA 



Buenos Airea, Agosto 2« de 1932. 



V Vistos : 



Los del recurso de hecho deducido por el IVocurador Fis- 
cal <le la Cántara Federal «le Apelación del Rosario contra la 
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rt solución de dicho tribunal qtie <lemega el recurso ordtnarii» de 
apelación interpuesto en los autos Saccone y Gtima sobre apela- 
cí&i de un fallo aduanero; y 

Considerando: 

\hw en los autos citado» se revocó ppf el Juez Federal .«le 
Rosario la resolución de la Aduana local que imponía una pena 
de comiso cuyo valor di*|Hitado es de $ ok 3.M6.24. <• >ca 
$ cfl, 8..U2Jf>. haciendo la conversión al tipo fijado por la 
ley número «Wl. Confirmada dicha sentencia por la Cámara 
Federal dé Ablación, se interpuso contra la misma por el 
l^rocnrador Fiscal, fiara ante esta Corte Suprema, el recurso 
ordinario que autoriza el inciso 2". art. 3 V de ta ley número 
4055. siéndote denegado tal recurso en razón de que la suma 
cuestionada no alcanza en oro sellado al mínimum determinado 
por dicha disposición leg»' 3 ífifitoi r l" e según la reiterada ju- 
risprudencia de esta Corte ih» fiel» a los fines de la misma 
convirtirse el oro a papel, ni reducirse a oro las obligaciones 
de pnf>el moneda. Esa resolución dictada \*or mayoría de votos 
del Tribunal de Ablación, ha motivado la presentación del Pro* 
curador Fiscal a fojas 5 en la que interine el recurso de hecho 
autorizado por el art. 229 de la ley numen» 50. 

Oue planteado así el caso, ha de considerarse y resolverse 
nuevamente la cuestión que motivara el fallo publicado en el 
tomo <tf\ página 394, cuyos fundamentos con ligeras variantes 
circunstanciales, lian informado las resoluciones dictadlas ¡nir es- 
ta Corté con posterioridad. 

Ota en dicho fallo la mayoría del Tribunal estableció que 
Isf palabra "pesos" que emplea el art. $*, íikíso 2* de In ley 
número 4055. se refiere a ios «le finidos por el art. l v de la ley 
número 1130 y "que en consecuencia no del* convertirse el 
tiro a pai>cl para determinar en su caso si una obligación o 
valor disputado excede de cinco mil peso*", ni las obligaciom-s 
o valores a papel "mlucirse a oro con igual objeto, porque los 
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bilkus de curso le^al en tanto no llegue la oportunidad seña- 
lad?, vn la ley número 3871 representan legalmente en general 
lus pisos antes mencionados**. 

Owc esas conclusiones a las cuales se llegara mediante un 
estudio ponderado de la legislación monetaria existente en el 
\ms res|)ondew al concepto básico de que la jurisprudencia de 
¡«i- Tribunales Federales no puede quedar subordinada a las 
variaciones fiel cambio dados sus graves inconvenientes, y que 
l«»r lo tanto no han fx»dido tampoco servir de criterio al le- 
gislador en una ley de carácter permanente**. 

Que la disidencia «le fundamentos formulada entonces por 
el Ministro doctor Bermejo, cuya eficacia se mantiene inalte- 
rada, y las consideraciones que en concordancia con la misma 
se han hecho valer en este y otros casos análogos, obligan a una 
revisión de dicha jurisprudencia asustándola en sus alcances a 
los de un nuevo y detenido estudio de la cuestión, resultan con- 
sular mejor la verdadera inteligencia de la ley. . 

Que es necesario reconocer en efecto que dentro de los 
términos de la disposición que fija el límite mínimo de la com- 
{wteucia <le esta Corte "al determinarla en cinco mil pesos, sin 
otra excepción, el legislador ha querido referirse al valor re- 
prrantado por la moneda fiduciaria y no por la moneda me- 
tálie:»**. pí.rque desde la ley número 1734 existe "de hecho y 
de derecho en el país una doMe moneda de curso legal, la me- 
tálica de la ley número 18K1 y la fiduciaria". empleándose in- 
distintamente en la redacción de las leyes por el Honorable 
Congreso "las expresiones pesos moneda nacional de curso legal, 
pesos montóla nacional o simplemente pesos, para designar el 
laiwl moneda o sea la moneda fiduciaria" y "pesos oro sellad» 
o biiit pesos oro ¡»ra designar valores correspondientes a la 
moneda metálica*' y porque el articulo de cuya interpretación se 
trata se refiere exclusivamente a acciones fiscales respecto de 
las cuales el legislador había fijado la equivalencia entre las 
dos monedas "al disponer en el articulo 9 de la ley número 



FALLOS DE LA COETE SUPREMA 



.W71 que los inqniestcH que jiercibe la Nación en |Ki|>c1 de curso 
tegal o en oro sellado podrán ser satisfechos indistintamente 
en pa|»el <» en oro al tqxí fijado en la misma, o sea cien jie- 
sos de los primeros por cuarenta y cuatro de lo* segundo*. por 
manera que la ley número 4055 tuvo fiara determinar la coi», 
petcncia en acciones fiscales una proporción fija «jue la littralm 
de las fluctuaciones del mercado. 

Que |>or tales consideraciones y con mención de prolijos 
antecedentes, se llega a la conclusión también establecida en 
aqueta autorizada disidencia, de que el inciso 2* del art. 3" de la 
ley número -4055 se refiere "al valor representado por los pesos 
de la emisión fiduciaria o* billetes de curso legal". 

Que a las referencias de dicho voto es o|mrtuno agregar 
entre las leyes fmsterinres que han repetido el mismo empleo 
de la fnhbra pesos, al Código Penal en vigencia, cuya acepción 
concordante en tal sentido, es de un significado considerable 
atenta !a índole de la materia y las graves consecuencias qile 
pudiera acarrear un significado distinto, tanto en la aplicación 
de las ]>enas y como en lo relativo a la prescrí|KÍón.. 

Que finalmente, cabe expresar que dadas las distintas opor- 
tunidades en que se emplea |*>r la propia ley cuestionada la 
tatabra 'pesos", sin otra e*f>ecificac¡ón en el sentido indudaMe 
<le la moneda fiduciaria, especialmente en el artículo 26. no es 
posible atribuir otra inteligencia al artículo 5\ porque de la 
interpretación «le la ley por su mismo texto, es la que sin duda 
traduce fielmente el |>ensamiento y Va voluntad del legislador. 

Por estas «mi sideraciones, atento lo dtetamiruílo por el se* 
flor Procurador General y lo conconlantemente expresado en 
los fundamentos de la disidencia del doctor Alvares en la re- 
sohieión que motiva -esta queja, se la revoca, declarándose en 
consecuencia mal denegado el recurso — , y encontrándose el 
expediente en el Tribunal. Autos y a la oficina a los efectos 
del artkuío & de la ley número 4055. Scfiátanse los días lunes 
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> viernes o d siguiente día hábil si alguno de aquéllos no lo 
fuere jKtra unificaciones en 

Roberto Rererm — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Sagakna.— 
JuuAn V. Pera. — Luis Linarks 




Com/añia de Seguras "La ( o ¡i tinenta I" contra /« ¡impresa del 
Ferrocarril Central Argentino, sobre cabro <fc pesos e /«- 
ticmnhucióH de daños y perjuicios. 

Sumario: |* Procede el recurso extraordinario <lel artículo 14, 
ley número 48. en un caso en que se ha cuestionado !a in- 
terpretación a liarse a una disposición de ley Nacional í ar- 
tículo 5». inciso 8» ley número 2873 > y la decisión ha 
ykk> contraria a las pretensiones del interesado. 

2* I-a interpretación mas razonable a atribuirse al ar- 
ticulo 5'-'. inciso X" de la ley número 2H73. es la de que 
los ferrocarriles deberán ampliar los medios de protección 
indis|*n*af>les, esto es, barreras o guarda ganados, según 
los casos, con arreglo a las necesidades del tráfico local, ya 
«nte la instalación de barreras en lugares apartado* y de 
escaso tráfico no tendría otro resultado q Ue el de encarecer 
la expiración ferroviaria con perjuicio directo del f¿$* 
blico. 

Caso : Lv < 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aire», Noviembre 7 de 1981. 

V Vistas: 

Im promovulo* |wr la Compañía de Seguro» La Conti- 
nental contra la Empresa <lel Ferrocarril Central Argentino, 
swbre indemnización de ilaííos y perjuicios; y 

Considerando: 

i* Oiu- la acó ra manifiesta en su demanda de fojas 7. 
que Ricardo Figueroa manejaba su automóvil marca Colé \mr 
un camino «|ue conduce a la estación- Monte Leña de la de- 
mandada, y al llegar, en Abril de 1929, al paso a nivel sin ha- 
rrera. guarda ganado ni elemento que indicase una curva de la vía 
ao.ntcció que al rc|wchar el paso a nivel y cambiar «le velocidad 
e! auti«uóvil. se detuvo y ante la proximidad de la llegada «le un 
treti. s^ lia jaron los ocupantes de! automóvil, salvándose, fien» 
el vehículo quedó destrozado, 

Expresa la actora que |*or haber asegurado el coche y |«- 
gadi el imi»rte del seguro, está en condiciones «le promover la 
anión. Imputa res|>tmsahilidad a la demandada por haber con- 
travenido diversas disposiciones de la ley número 2873, que 
indica, y luego de citar varios prece|*os del Código Ovil y 
lev mencionada, solicita se condene a la empresa al pago de 
Gliátro mil pe«^s moneda nacional en concepto «le indemnización, 
con intereses y costas. 

Contesta la demandada a fojas 21 manifestando oue al ac- 
cidente narrado |»r la actora. ocurrió por la temeridad del 
conductor del automóvil, pues no oltstante los anuncios de pe* 
íigfo alados por el maquinista, continuó la marcha en la creen- 
cia de que |wdría atravesar el paso a nivel, pero le falló el 
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motor «n Figueroa y ele ahi el accidente, debiendo admitir que 
es probable su im|>er¡c¡a para manejar automóviles. 

Niega cualquier clase <h responsabilidad ,y en ta hipótesi» 
de una comlena. sostiene que hahria resjxMisabiltdad concu- 
rrente. Por lo demás, afirma que la suma reclamada es «wme 
y contiene rubros inadmisibles. 

Pide el rechazo de h demanda, con costas. 

2* Que la competencia "ratione malcrié" de h justicia fe- 
deral para conocer y decidir esta causa, es incuestionable — 
véase entre otros casos análogos al presente, los de Ramos y 
Mignonc v|. F. C. Pacífico; Zoppb y Pádies. Elkcche y Ler- 
ga v|. F. C Sud: Vidal. llevilaqua, López. Carchesi Cey y I-iny 
v¡. F. C. Oeste; Delose, tomín, Carballeda, Urdinales y Sánchez 
v¡. F. C. C. Argentino; Pérez v|. F. C. G. Argentino; Prieto v|. 
F. C. C. Argentino; Craviotto v|. F. C. C. Córdoba, etc.. etc.. 
cuyas sentencias del suscripto. Cámara Federal y Suprema Cor- 
te, figuran publicadas en la "Gaceta del Foro"* números 1035, 
1365, 1804. 1951. 1097. 1853. 5730. 3774. 1816. 1956. 2590. 
1860. 1965, 2582. 1593, 1847, 2W8. 2858. 2966, 3513. 3611. 
1693. 1436. 1571. 1967. 2307, 2940, 4748. 3973. 4892. etc.. etc. 
Así se declara una ver. más. 

í- Que al resolver la presente cansa, observa el suscripto 
que ante la formal y categórica negativa de la empresa en su 
contestación de fojas 21, correspondía a la adora comprular 
la exactitud de todas sus afirmaciones, acerca <le la culiKthili* 
dad de la demandada. 

Y bien ; ninguna prueba ha traído a su cuaderno, la actora 
*n apoyo de sus aseveraciones tan precisas de fojas 7 debiendo 
IHHierse de manifiesto que no la favorece en modo alguno las 
conclusiones del expediente adnmiistrativo levantado por la Di- 
rección General de Feracarrtles con motivo del accidente de 
autos. Ver actuaciones adjuntas. 

En mérito de lo expuesto corresponderá traer a cuenta 
tu que ensefta el conocido aforismo: actor non probando, retís 



« pallo» tm la corra ummu a 

al-st.lvitur, condénsalo en la ley primera, título catorce partida 
ttrecra y lo que reproduce el alefato «le la demandada a fojas 
el vuelta y 62 vuelta, |»ra rechazar las pretensiones de la ac- 

UTU. 

Cor la» conskferackmes que preceden, fallo: rechazando, 
con esta», la demanda instaurada por la Compañía de Seguros 
"U Continental" contra la Empresa del Ferrocarril Central Ar- 
gentina so*>re indmnización de daños y perjuicios de que ins- 
tnm el escrito de foja* ?. Notífíquese. repóngase el sellado y 
• >j» -romamente archívese, previa devolución del expedeínte a«l- 
ministrativo adjunto a su procedencia. — Sanl M. Escohn. 



FAIXO I»: LA CÁMARA KKItfvBAI. 

Bueno* Airea, Hayo 13 de 1932. 

Kstos auto* seguidos por la Cotn|ttma de Seguros l-a Con- 
tincntal contra la Empresa del Ferrocarril Central Argentino: y 

Considerando : 

Ouc la falta de barrera» a que se refiere la expresión de 
agravio* <k fojas 75, no liarla para imponer ta responsabilklad 
de la demamtada. cuandp ellas no son necesarias como en el 
|iaso a nivel en que coiKurrió el accidente, pues la obligación 
a que se refien- el art. 5'. inciso H* es alternativa: torreras o 
guarda xauatfti*. las primeras deben establecerse cuando la in- 
tensidad <lel tráfico lo exige, como lo ha resuelto la Corte Su- 
prema en las causas que se registran en los tomos 139. página 
328 ; tomo 142. páginas 185 y 238; tome» HX ingina 389; to- 
me 145; página 39; tomo 152, página 111; tomo 153, página 
201 y 159. página 39fi y en eua Cámara en casos análogos 
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Por ello y fundamentos de la sentencia de fojas 66. se 
te confirma con costas. Devuélvame. — Carlos del Campillo. — 
Mam-lino Ese toda. — fi. A. A'flwr Aitchon m. — José Mar- 



DICTAME» OH fMCVBAm CBlOHUtL 




Suprema Corte: 

Se discute en la presente causa seguida por la Compartía 
de Seguros "I-a Continental" contra la Empresa del Ferrocarril 
Central Argentino, sobre indetmitsación de daños y perjuicios 
ocasionados por un accidente ferroviario, si la empresa de- 
mandada tenia o no la obligación legal de tener nefariamente 
protegidos con barren* ios posos a nivel de su vía. 

I-a |)arte actora ha sostenido que el incumplimiento de 
ta; obligación, impuesta por el art. 5» inc. » de la ley nú- 
mero 2873, sobre ferrocarriles nacionales, determina, en el 
caso de autos, la re*|mnsahil¡dad de la empresa ferroviaria de- 
mandada. 

La causa ha sido decidida por sentencia definitiva de la 
Cámara Federal de Apelación «le la Capital, en sentido contrario 
i las pretcnsiones de la actora. 

Resulta asi ¡tanteado en autos el caso federal que autoriza 
la iiuervenctóu de V. E. en e! recurso extraordinario de apela- 
ción creado por el art. 14 de la ley 48. 

En- tal sentido creo que el mismo es procedente y ha sido 
nuil «ietiegado fiara ante V. E. 

En cuanto al íondo del asunto; 
El único punto que puede m isarse en el recurso deducido 
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el indicado, relativo a la interpretación y aplicación que 
rrc<|viiKle «lar al art. 5 V , me. 8* de la ley 2873 citada. 

Al res|)ecto, la doctrina ele V- K. es uniforme en el sen- 
tido en que la causa ha quedado resuelta por el Tribunal ape- 
lado Í152W; 153:202). 

Las dunas razones en que se furnia la sentencia para tic- 
clarar la irresponsabilidad de la empresa, relativas a tn iñíen- 
Mdad del tráfico en el !ugnr del accidente, son de hecho y 
1 tueha irrevisiblcs en c! recurso de puro derecho federal traído 
a esta Corte Suprema. 

Soy por ello de opinión fltw coi-responde confirmar la sen- 
mm aislada en la parte que ha podido ser materia del re- 
curso. 

Horacio R. Larrctít. 



FALLO DK LA CORTE SCPIKMA 

Bueno. Aires, A«o*o 31 de 1932, 

y mm 

« 

El recurso de queja |*>r derogación del extraordinario tn- 
:er|niesto contra la sentencia de la Cámara Federal de Ab- 
lación dt la Capital, por la Compañía de Seguros "La Conti- 
nental" en autos con la empresa del Ferrocarril Central Ar- 
gentino sobre tmlenmúación de «liños y perjuicios; y 

ConsMlerando: 

Otie en la presente causa ha sido planteada la cuestión re- 
urente « la resixmsnhilulad de la empresa, determinada por el 
incumplimiento dt- las obligaciones que imponen In !ev mime- 
ro 2873. 
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Que <leci<lkta m sentido contrario a las iwctenskmes de 
Ir. ¡.arte actora que planteara el caso, la |>rocedeiKÍa del recurso 
extraordinario es evidente. l*»r lo que asi se declara. 

En cuanto al fondo del asunto, cabe consignar; que esta 
{fcr& tiene rmteh» (Fallos: tomo 153. página 202. entre otros) 
"chic !a interpretación más razonable en presencia del texto 
legr:! y de tos |>ropósitos que informan la disposición (art. 5". 
inc. 8 de la ley número 2873) es ta de que los ferrocarriles 
deberán ampliar los medios de protección indispensables, esto 
ex, terreras o guanta ganados, según los casos, con arreglo a 
las nmsidades del tráfico local, ya que la instalación de I*- 
rrerav en lugares apartados y de escaso tráfico no tendría otro 
resultado que el de encarecer la explotación ferroviaria con per- 
juicio directo del público \ 

yuc la actora no ha probado en forma alguna tal necesi- 
dad y resulta en cambio en su contra las actuaciones de la Di- 
rección (ieneral de Ferrocarriles (fojas 9 del expediente agrega- 
do i. donde se cstalilecc que las terreras no son necesarias en 
virtud del poco tráfico que existe y no existir ningún obstáculo 
<|tte impida la visual. 

Oue no pudiendo revisarse tales conclusiones sobre puntos 
de btcho y prueba en el recurso extraordinario de puro dere- 
cho federal, resulta inobjetable la aplicación hecha por la Cá- 
mara Federal de la disposición cuestionada de la ley número 
2875. 

i'or ello se declnra mal denegada la apelación deducida y 
se confirma la sentencia de fs. 79 en cuanto lia podido ser ma- 
teria del recurso. 

Xutifiquese y devuélvanse los autos, reponiéndose el papel 
f* é Juzgado de origen. 

R. Guido Lavaixe. — Antonio Sa- 

CARNA, — JtTUÁN V. P&KA. — 

LtriS Lt XAHES. 



i* FALLOS DE LA COtTB 8UFSRMA 

Pisco Ntiaomt contra rrwi Agustín A. Crece* sobre cobro de 

Sumarie: No procede el recurso ordinario del art. .V. inciso i"-'. 
»ey 4055. deducido contra una sentencia de la Cámara Fe* 
deral de Aiwlación de la Capital, pronunciada en juicio eje- 
cwivo y que no asume en consecuencia caracteres de de- 
finitiva. 

C aso: to explican las piezas siguientes: 



FALLO TO? LA COSTE SUHKM A 

Buenos Aireo, Septiembre 2 de 1932. 

V Vistos: 

El presente juicio ejecucivo seguido por el Fisco Nacional 
contra Agustín A. Cruce; y 

Considerando: 

En cuanto a la procedencia del recurso ordinario de ab- 
lación concedido a fojas 135: 

í)uc según resulta de los antecedentes de autos, la pre- 
sente acción ejecutiva foé deducida como consecuencia de cier- 
tos cargos y reclamos formulados por la Aduana de la Capital. 
lk|UHÍact<>nrs m que ella había intervenido. 

yue contra la sentencia pronunciada de la Cámara Federal 
<li la Capital se ha interpuesto el recurso del art. 3». inc. T de 
h\ ley número 4055. autorizado contra las sentencias definitivas 
y en los casos que la misma ley determina. 

Out como se ha consignado en casos análogos al presente; 
tratándose «le abrir una tercera instancia, el legislador sólo la 



m jumo* se la nació* » 

autoriza respecto de las semencias definitivas y por tales se 
entienden las que dirimen b controversia poniendo fin al pleito 
o haciendo imponible su continuación, o sea, como lo exprcsalm 
la l-ey de Partida, aquella "que tanto quiere dexir como juvrio 
ucahado que da en ta demanda principal fin, quitando o conde- 
nando al demandado** (Ley 2* tn fine, Titulo 22, partida 3» Fa- 
llos: tomo 126. página 292, considerando T del voto en disiden- 
cia de fojas 297; tomo 132. página 401). 

Que en el caso corresponde considerar asimismo, que con 
arreglo al artículo 278 de la Ley de Procedimientos en lo Fe* 
dtral, cualquiera que sea la sentencia en el juicio ejecutivo, que- 
fiará -tanto al actor como al reo. su derecho a salvo para |>ro- 
mover el ordinario, precepto del cual se desprende con evidente 
claridad, y asi lo ha establecido la jurisprudencia de esta Corte, 
que la sentencia dictada en juicio ejecutivo no causa estado, no 
es definitiva ni hace cosa juzgada, sino cuando el juicio ordi- 
nario no se promueve en el tiempo y en el modo que la ley 
determina (Fallos, tomo 25, página 437; tomo 122, página 40¿. 
considerando final página 436). 

En mérito de las precedentes consideraciones se declara 
nial concedido el recurso de apelación ordinaria deducido a fo- 
jas 133. 

Notifiques* y devuélvanse al Juagado de su procedencia. 

Roberto Remoto. — R. Guido La* 
valle. — Antonio Sagabna. — 
Julián V. Pbba. — Luía Linaie*. 



Don luán Turba* contra el Ferrocarril Ocsle de Buenos /lirrs. 
Por ¡ndemmaación ie daños y perjuicios. 

Sumario; El conocimiento de las cuestiones de competenc ia en- 
tre Jueces de diversas Secciones de acuerdo con lo prevenido 



« FALLOS K LA COtW SUPtEMA 

por el articulo 19 de la ley 4055, corresponde a las Cámaras 
Federales, debiendo la contienda ser pasada a la Cámara 
ile la jurisdicción de! Juez que primero hubiese conocido 
en la causa. omn> lo ha resuelto la Corte Suprema en rei- 
terados casos. 

U circunstancia de que en el caso, la Cámara Fe- 
deral «le la Capital haya conocido por via de apelación en 
el incidente de inhibitoria planteado, cuando en realidad era 
a la Cámara Federal de l-a Plata a quién correspondía re- 
solverlo, no modifica la facultad <le decidir atrihuida por 
la le> al último de estos tribunales. (Articulo 19. ley nú- 
mero 4055). 

Caso: \m explican las jwezas siguientes: 



VISTA FISCAL 



Setíor Juez 



la acción de un masi-iicUto que se dice ocu- 
rrid*, en jurisdicción de la provincia de Buenos .Aires, de acuer- 
do con la reiterada jurisprudencia de la Suprema Corte Na- 
cional y \m)T los fundamentos del auto transcripto a fojas I. 
estimo que L\ S. debe desestimar la inhibitoria planteada. — 
.Vhríl 4iW0. - U. Orth Pircyra. 



FEDERAL 



Buenos Airas. Hayo 14 de 1930. 



V Vistos; 



Paira resolver la inhibitoria deducida i»or el F. C*. Oeste, 
en el juicio que |>or 
aiité el Juez Federal de Mercedes. 
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Considerando: 

Que la acción promovida a fojas 4 tiende a obtener la rc- 
1>arac¡ón de un daño «pie se le haliía causado al actor en Carlos 
Casares (juriwlfcrión del Juez de Mercedes) en las lineas «le! 
ferrocarril Oeste. Tal acción es personal y se dirige a exipt el 
cumplimiento de una obligación que emana «le un hecho ilícito, 
es decir, de una de las fuentes admitidas por el derecho civil. 

No existiendo disposición sobre competencia en la ley nú* 
mero 50, «le»*- aplicarse como supletorias las del Código de Pro- 
cedimiento* Civiles de la Capital Federal, con preferencia a 
las d* las leyes es|>añolas antiguas — en el caso la ley 3* tit. 15. 
I'arv. 7* — .a mérito de lo establecido en la ley número 3981 
«pie mollificó e! art. 374 de la ley 50. 

Teniendo la Empresa «letnandacla su cknmrilto en la Ca- 
pital Federal y tratándose de un juicio iniciado por violación 
de la ley de ferrocarriles, el Juez competente pora entender 
en él. en el que se ejercita una acción personal, es el Juez Fe* 
deral «le la Capital de la República. 

Por ello v de acuerdo con la doctrina sustentada |x>r la 
Suprema Corté Nacional (tomo 103. página 29. y tomo M>7. 
página 212). y Cántara Federal de la Capital ("Gaceta del 
Foro", tomo 78, página 319, y tomq 80. |»ág¡na 260), «mío el 
señor Procuraclor Fiscal, declárase competente el suscripto para 
entender en el juicio seguido jior Juan Turhau contra el Fe- 
rrocarril Oeste, sobre daños y perjuicio*. En consccueiKia. lí- 
brese oficio al señor Juez. Federal de Mercedes en la forma 
ordnada por el art. 14 de la ley 50. Rep. la foja. — Bdmrio 
Samticnto. 



FALLO* DE LA CMTB SUMIMA 
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VISTA URL FISCAL PE CÁMARA 

Buenos Airea, Junio 20 de 1930. 

Exima. Cámara: 

El actor, al pedir se notificara la demanda a la Empresa 
del Ferrocarril < teste, denunció como domicilio de este, la Es- 
tación Once de Septiembre de la Capital Federal. No se trata 
del caso previsto en el ait. 205 del C. de Comercio. 

La acción que se inicia es personal y civil, por indemniza* 
ción de daños y perjuicios, por lo que debe decidirse que es 
Juez competente el del domicilio del demandado (Art. 4 V del C. 
de Ptm de la Capital». 

Itdo a V. E. confirme el auto apelado. — JnHán Pas. 



mmmm la i amaba pedral 

Buenos Aire», Agosto 18 de 1930. 

Y Vistos: 

IV acuerdo con lo dictaminado |»or el señor Procurador 
Fiscal de Cámara, siendo arregladlo a derecho el auto de fojas 
17 y atento el domicilio .de los demandados, se declara que 
corrcsiiomle a la jurisilicción tW Juex de Sección <le esta Ca- 
pital entender en el juicio promovido por Juan Turbau contra la 
Kmpresa del Ferrocarril Oeste de Buenos Aires Limitada» so- 
bre daños y |ierjuic¡os. Repónganse hs fojas en primera ins- 
tancia. — José Marró. — MarccNuo Escatod*. — fí. A. Sosar 
Antkércna. — /. P. Luna. — KoJolfo S. Ferrcr. 
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VISTA FISCAL 

Señor Jaez: 

Sin perjuicio (le la ratificación o rectificación oportuna de 
«ta demanda por parte del menor actor, quien de aquí a breves 
días llegará a la mayor edad, estimo que persiguiéndose en el 
caso sub judice el cobro de daños y perjuicios provenientes 
de acto» calificado» de ilícito*, esto es, de nn cuasi delito, es 
U. S. competente para entender en la demanda, como Juez del 
lugar donde el hecho se produjo, de conformidad con lo re- 
sucito reiteradamente por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (Tomo 68. página 76; tomo 72, página 95; tomo 87, in- 
ginas I JO y 263). 

Por otra parte, habiéndose producido los hechos generado* 
res de la obligación de indemnizar, dentro de la jurisdicción 
«te este Juzgado en ta cual la prueba "existe" y a la demanda 
m le es imposible tener representación legal, sería U. S. asi- 
mismo Juez competente pan entender en esta demanda en que 
se ejercita una acción personal, con preferencia al del domicilio 
ríe ta demandada, de acuerdo con lo establecido por el artículo 
1212 y correlativos del Código- Civil, y como lo tiene también 
reiteradamente resuelto la Corte Suprema de Justicia de b Na- 
ción (T. 42. pág. »; 45, pág. 101 ; 92. pág. 330; 113. páginas 
152. 356 y 392). — A C. Tabosi. 



AUTO OBI* JUEZ FEDERAL 

Mercedes, Junio 23 de 1981. 

Y Vistos: 

I*ara resolver la contienda de competencia jwr inhilmuria 
platinada en el exhorto de fs. 47; 



FALLOS m l-A CORTE ! 



Considerando : 

I' Que tratándose ílc una acción por indcmni/arinn de 
«liños y lerjuickw que se dicen producidos |K>r nn hecho ílí- 
cit<\ ho rige la regla general que establece la competencia del 
Juez del domicilio del demandado, sino que. como lo dispone 
el artículo 3*, titulo 15. partida 7, es competente el Jue* del 
lugar donde ocurrió el hecho. Asi lo ha entendido el suscripto, 
entre otras caso*, en la causa "Ojeda Julio O. contra la Em- 
presa del Ferrocarril Oeste. |»ur daños y perjuicios", resolu- 
ción «pie fué confirmada |*>r la Excelentísimo Cámara Federal 
«le 1.a Plata. 

2- Que no es de aplicación el art. & del Coligo de PWfefcr 
diinicntos «le la Capital. por cuattto esa disposición legal, como 
lo explica la sentencia de la Excita. Cámara en el caso men- 
cionado, se refiere únicamente al ejercicio de las acciones per- 
sonales imanadas de las obligaciones contractuales. "Basta leer 
el mencionado articulo — si* dice en esa resolución — . para con- 
vencerse de que están excluidos de sus diqmsfciunc* las accio- 
no jH-rsonales provenientes de otras fuentes que no sean los 
contratos, y analmente las derivadas de lo» delitos propia- 
mente dichos, de orden criminal, o cuasi delitos o delitos del 
derecho civil". 

Pof ello y reclamándose Jtor la acción que promuevo don 
Juan Turliau. una indemnización <le «latios y i*rjuicios que se 
dicen Maridos a consecuencia de un accidente ferroviario ocu- 
rrido en las vías del Ferrocarril Oeste, en el |»artído de Car- 
io-. Casares, de fa jurisdicción territorial de este Juzgado a mi 
Cárgi . resuelvo mantener la cunqHrUncia del suscripto y ha- 
ce** saber al señor Jueá Federal de la Capital con testimqriio 
del escrito de fojas 4 € ». de los dictámenes de fojas 52 y 53 y 
de la presente resolución, recalándole, de acuerdo e«»n lo dis- 
puesto por el articulo 51 de la ley número 50. se sirva ci'muv» 
nfcr.r al suscripto si insiste eti mi comtieieiuia, en cuyo ca><» 
tlevíO-á las actwacionefl a la Kxcma. Cámara Federal de La Plata 



m jvmoA m la baciók 



jara que resuelva en definitiva b contienda. (Articulo 10. ley 
número 4055). Hágase saber y líbrese e! exharto necesario. - 
.1. Lascano. 



TOTA OBI. FISCAL DB CAMARA 

Excma. Cámara: 

El actor persone en este juicio la indemnización de da- 
ños y jierjuicios derivados de! accidente ferroviario ocurrido en 
Carlos (.Vares, el 1* de febrero del ano próximo pasado, y 
a «msecitenria del cual falleció su hijo natural Juan Manuel 

Turba*. 

Entiendo que el Juez competente |iara conocer en esta clase 
cfc cuestiones emergentes de un hecho ilícito es el del 1n«ar 
donde éste se produjo, vale decir, el Juez de Mercedes, con ju- 
risdicción en Carlos Casares. Para dio me fundo en el prin- 
cipio general en virtud de! cual las acciones personales, como 
la de autos, deben ejercitarse ante el Juzgado sobre el lu^ar en 
que ocurrió e! hecho ilícito. Es ante ese Juez, donde el deudor 
contrac la obligación de reparar d daño. 

En su mérito y reproduciendo las atinadas consideraciones 
invncadas en el auto de fojas 54 vuelta, soy de opinión que co- 
rresponde mantener la competencia del Juez de Mercedes, con 
estas. — Jf \ Ocampo. 



! LA 



La Pata, Diciembre 21 de 1932. 



Y Vistos: 



Por los fundamento* fiel auto de fojas 54 vuelta de con-' 
forniidad con el dictamen del señor Procurador Fiscal de Cá- 
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niara y lo resucito por el tribunal en reiterados casos — entre 
otro* en el "Novell don José c|. F. C. Central Córdotia si. «la- 
ñor y perjuicios" — . se declara que el conocimiento de esta 
causa corresponde al señor Juez Federal de Mercedes, a quien 
se devolverán los autos, con noticia «Id señor Jttex Federal de 



[ha no ¡Hiede <lesconocerse que se trata en el presente caso 
de una cuestión de competencia por inhibitoria suscitada entre 
il Juez Nacional de Sección de la Ciudad de Mercedes, Pro- 
vincia de Buenos Aires, y otro de igual clase de la Capital Fe- 
deral con motivo del juicio promovido ante el primero ¡wr don 
Juan 1 'urbau contra la Empresa del Ferrocarril Oeste sobre in- 
demnización de daños y perjuicio». 

Qui el conocimiento de tales cuestiones entre jueces de di- 
versas secciones o entre los jueces de los territorios nacionales 
\ entre éstos y aquéllos de acuerdo con lo prevenido |Hir el Alt. 
Vj de la ley número 4055 correspoivle a las Cámaras Fedé- 
ralo debiendo la coniinula ser |>asada a la Cántara de !a juris- 
dicción del Juc¿ «pie primero hubiese conocido en la cansí, co- 
me lo ha resuelto esta Corte en reiterados casos. — Fallos, 
ionio NI. |«kí™ 2H4; tomo 123. páginas 85 y Íf>7; tomo 150. 



Qtié «le acuerdo con lo expresado en el considerando ante- 
rior, correspondía a la i amara Federal de La Plata «lirronr : ;t 
cuestión «le competencia suscita<la en estos autos y el hecho di- 



que la C ámara Federal «le la Capital lwya conocido pót vía 




fallo i» la corra suprema 



Buenos Aires, Septiembre 5 «le 1*32. 



Amos y VisU»s: Considerando : 





DE LA NACIÓN 



de ablación en el incidente de inhibitoria planteado ame el 
Juez de su jurisdicción para confirmar la resolución de éste, 
íto empece ni modifica la facultad <le «leckiir atrílmkla por h 
ley al primero de aquello* tribunales. 



Qms 9 en efecto, la recordada immención de la Cámara de 
la < npital no ha ¡>odido cambiar la naturaleza originaria del 
conflicto jurisdiccional transformándolo en una cuestión de com- 
petencia entre dos Cámaras Federales y a la cual, como se sos- 
iieiK. la fuera aplicable lo dispuesto por el inciso a) del art. 
9* de la ley número 4055, toda v*z que siendo aquéllas de jn- 
i isdicción apelada con arreglo a la organización que los atribuye 
la ley citada, el conflicto previsto en el susodicho inciso sólo 
es posible en la h¡i>ótesis de que ambas afirmen o nieguen la fa- 



cuitad de conocer ,>or vía de apelación en un litigio delermi- 



Ouc. con independencia de esta razón de carácter general, 
tampoco la resolución pronunciada por la Cámara Federal de 
la Capital ha podido alterar la jurisdicción de la de I-a Plata 
pan*, resolver e! conflicto planteado entre dos jueces, desde que 
la ablación en cuya virtud fué aquélla dictada era a todas lu- 
ces improcedente. Efectivamente, como el Juez de la Capital ad- 
mitió la inhibitoria de la resolución no cabía recurso alguno, ni 
par?, el que intentó aquélla, desde que su pedido había obtenido 
reatado favorable, ni ¡«ra el Procurador Fiscal, jwr cuanto le- 
jes de limitar el auto <lel Juez la jurisdicción la mantuvo en 
mi integridad (Cantvmtes, Libro I. página 355). Y esta so- 
lución es la adoptada por 'el articulo 416 del Código de Procedi- 
mientos de la Capital aplicable al caso c<*no supletorio de ctm- 
íonnirtad con lo dispuesto i>or la ley W 3981. 

Que en estas condiciones la cuestión traída a la decisión de 
eáfe Corte se reduce a un conflicto de comiwtciicia entre dos 
jueces dt sección decidida definitivamente de acuerdo con la 
\v\ y la jurisprudencia i>or la Cámara Federal de Ia Mata, 
cuya jurisdicción en el caso resulta asi indiscutible. 



nado. 
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Que no es óhice para tal conclusión el reparo de carácter 
nanamente procesal de no haberse remitido los autos del in- 
cidente de inhibición por el Jnei de la Capital a la Cantar^ 
<Ie La llata, porque en primer lugar ese requisito quedó suIh 
sanado por el auto de fojas 65 del Juez de Mercedes, y además. 
(Mirquc los testimonios enviados a este reproducían inte^n. mente 
las constancias del juicio. 

En mérito de estas consideraciones, de conformidad con 
lo dictaminado en lo fundamental por el señor Procurador Ge- 
neral, se declara: Primero : Que no existe en el caso cuestión 
di? competencia entre dos Cámaras susceptible de ser dirimida 
como tal por esta Corte, y ScgmJoi Que la planteada entre los 
dos jueces de sección mencionados ha sido definitivamente re- 
sueRa por la Cámara Federal de Apelación de 1.a Plata. Kn 
consecuencia, remítanse estos autos al señor Juez Federal de 
.Mercedes, comunicándole esta resolución a las Cámaras Fe- 
itérales de A|jclacióii de la Capital y de 1^ Plata y al señor Juez 
Federal «pie conoció en la inhibitoria, debiendo rqioner.se el 
peí ante el primero. 

Roberto Repetto. — R. Guido L.\- 
valle. — Antonio Sacar xa. — 
Julián- V. Pera. — I-ris I.inakks 



Dmt Rttm'Jo (¡. Fthünf/ y otros, contra la M miieipaUiiati de !a 
CapitJ, por expropiación (sn desistimiento). 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley número 48. en un caso en que los preceptos de la ley 
local número 189. aplicados por el Trílninal de Alzada |>a- 
ra decidir el punto controvertido, no ha ski» puestos en 
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cuestión liajo pretexto de ser reiiugnanfc* a la Constitución 

NTaciunal, como habría sido iudis])en*aMc. 

- 

Caso: Ij) expücan las piezas siguientes: 



DICTANTES DEL PBOCUKADOK GEMEIAL 

Buenos Airee, Noviembre 19 de tOSt. 

Suprema Corte: 

\,v. cuestión controvertida en este litigio se refiere al de- 
sistimiento que ha hecho la Municipalidad de la Capital de su 
derecho a expropiar la finca de lo» actores, quienes han impug- 
nado ese desistimiento sosteniendo que la Municipalidad está in- 
halñlitada |>ara formularlo. Contra la resolución <lictada |ior la 
Kxcma. Cámara Primera de Ablaciones, que acepta dicho desis- 
timiento se ha interpuesto el recurso extraordinario ]»ra ante 
esta Curte Suprema, el que ha sido formulado en la circunstan- 
cia rie <|tie el fallo apelado íes violatorio del derecho de ¡tro- 
piedad consagrado en ím artículos 14 v 17 de la Constitu- 
ción. 

(. (•asidero que el recurso que se trae a conocimiento de V. 
K. es ini|>rocedentc en nuón de que la materia en delate, o 
sea la facultad de la Munki|>alidad de la Capital para desistí* 
de los juicios de expropiación, está regida por !a ley número 
I«Bí acerca de la cual esta Corte Suprema no puede ejercer 
sk jurisdicción de apelación por cuanto, en lo» casos en que 
es aplicada a las expropiaciones realizadas dentro del Munici- 
pio <le la Capital, dicha ley deja de tener carácter nacional pa- 
ra convertirse en ky local, del propio modo que toma carácter 
provincial cnxndo las provincias la adoptan y por lo tanto rige 
!<• rv Mallo reiteradamente en e! sentido de que la interpretar k>n 
y aplicación de las leyes relativas al gobierno y administración 
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di b Capital. corresj>on<le exclusivamente a los tribunales del 
fuero común y no puede «lar lugar a! recurso extraordinario 
fuera de los casos determinados ¡»r el articulo 90 de la ley 
número 1893 (Pallo», tomo 121. página 413; tomo 123. páginas 
103 y 127). 

Mor otra paite, m es ]x»iMe afirmar que el desistimiento 
formulado por b Municipalidad implique una transgresión a 
la garantía de la inviolaliilklad de b propiedad, «lesde que ese 
desistimiento ha sido admitido |»r una semencia de un tribu- 
nal <!e justicia, a mérito de las dis|x>siciones legales y -le b 
doctrina jurídica que la fundan, lo que aleja la idea de que 
pueda tratarse de un pacto arbitrario de dtspojo. 

Por ello pido a Vuestra Excelencia se sirva declarar que 
no procede el recurso extraordinario concedido en estos au- 
tos. 

Horacio fi, Larrctu. 
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Y Vistos: 

I-os del juicio seguido |»or don Reinaldo Fchlin^ y «tros con- 
tra la .Municipalidad <!e la Capital por expropiación: venido i*»r 
recurso extraordinario «leí actor contra el fallo de la Cámara Pri- 
mera de Apelaciones en !o Civil de esta ciudad, que hace hsgaf 
al desistimiento de la expropiación; y 

Considerando: 



Que la ley número «855 ordenando la expropiación de los 
inmuebles materia del presente juicio dispone que en el proce- 
dimiento a aplicarse para obtener aquélla regirá b ley mime- 



t* JUSTICIA m LA NACIÓN 



ro 180. Ta? disiwstción convierte a ta ley nacional número 189 
en una ley local para la capital cuya interpretación, por consi- 
guíente, comsixinde a las autoridades judiciales de h misma. 

Que el apelante sostiene que la sentencia pronunciada |>or 
I?. Cámara Civil Primera de esta Capital desconoce su derecho 
fie propiedad, no obstante la inviolabilidad garantizada por 1<* 
art*. 14 y 17 de la Constitución. Pero el derecho de ,>ropicdad 
que 86 dice desconocido no es el de dominio respeto de los in- 
mucMcs «,j c tos a expropiación. pues la plenitud de éste en pre- 
sencia de los términos amplios del desistimiento de la Munici- 
palidad (escrito de fojas 130) no puede ser más absoluto, sino 
el que habría imcido jwra el expropiado del hecho de haberse 
dictado sentencia en ambas instancias en el juicio correspondiente 
fijando el valor de los inmuebles. El derecho desconocido sería 
el de obtener el cumplimiento <lt aquel proimiKiamíento que es 
un bien incorporado al patrimonio del expropiado y «leí cual 
no intedc verse jirivado \x>r vía del desistimiento peilido por Ir, 
Municipalidad. 

esta úhima cuestión es la única decidid:! |»r la m* 
recurso. Para hacerlo en forma negativa la Cámara 
se ha Kmitado a interpretar la ley local, en el taso la nú- 
mero m\ declarando conforme a lo dísjwesto |wr los arts. K 
y 9 de aquélla que el juicio no se encuentra definitivamente ter- 
minado y no existe. i>or consiguiente, el derecho de invocar 
el efecto «le la cosa juzgada en relación a esa sentencia mien- 
tras el precio de la expropiación no se halle recibido o judkial- 
ntnte cemignado. El crédito nacido de la sentencia no constituye 
pues mi derecho de propiedad que haya entrado en el lutrimo- 
nio del expropiado, porque aquélla no tiene el carácter defini- 
tivo de acuerdo con la ley que «obtenía e! p**edimieut« de la 
cxpr«>ptac¡ón. 

Que tales presepio* de la ley local número 189 aplicados 
por la Cámara para decidir el punto controvertido no han sido 
pin stos en cuestión bajo pretexto de ser impugnantes a ta Oms- 
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tUuctón X'acional corno habría sirio necesario jmra liacer vtahlc 
el recurso. 

Ouc la pruila <lc que el a|)ckitite no lia tenido esa inten- 
ción resulta del lu cho de haher fundado el recurso extraordinario, 
no en r\ inciso & del art. 14 de la ley número 48, como corres- 
pondía en tal hipótesis, sino en d inciso 3*\ como si el estatuto 
aplicad* |Kira dilucidar la cuestión huliiera sido directamente la 
d nstiiución. un tratado o una ley del Congreso. 

En mérito de estas consideraciones y de acuerdo con lo dic- 
taminarlo por el señor Procurador General, se declara m^pTOCc- 
déiitc el recurso. 

Notifiquesc y devuélvanse, reuniéndose el pape] en el Juz- 
g?do de origen. 

Roberto Repktto. — R. Guiño La* 
valle, en disidencia. — Antonio 
Sagarna, en disidencia. — Julián 
V. Pera. — Luis Linares, con 
ampliación de fundamentos. 



I>!SII>KNCI.\ 

Buenos Aires. Septiembre 6 ik- 1932, 

é 

Y Vistos: 

M>» airtos'^1 juicio seguido por" don Reinaldo Feliling y 
t tnu contra la Municipalidad de la Capital sohre expropiación, 
venidos por la vía del recurso extraordinario interpuesto por 
el actor centra la sentencia de la Cámara Primera iU Apela- 
cíqnes en !<• Civil, en cnanto hace Ittg.tr al desistimiento de !a elfi 
pr optación; > 
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Considerando: 

Que el allante sostiene que la sentencia «le referencia — 
foja» 182 — confirmatoria <le la de foja» 163, lesiona su de- 
recho de propiedad garantido por los arte. 14 y 17 de la Ctms- 
titución Nacional, por cuanto la interpretación que »c ha dado 
n la ley de expropiación número 189 al permitir el desistimiento 
por izarte de la Municipalidad, echa por tierra la sentencia de 
foja» IOS, que dió término ul juicio de expropiación y que tie- 
ne la autoridad de la "cosa juzgada"; sentencia que acordal* 
al actor un crédito exiffibte, incorporado ya a su patrimonio, co- 
mo resultado final de aquel juicio. Que tal interpretación fué 
desde el primer momento impugnada por el mismo como vio 
latoria di fas cláusulas constitucionales invocada» y que ha* 
hiendo sitio ¡tuestas éstas en tela de juicio, corresponde e! re- 
curso extraordinario, tle acuerdo al art. 14. inc. 3* de la ley 
número 48, contra la sentencia que denegó la garantía. 

Que es perfectamente exacto que dichas cláusula* cons- 
titucionales am|Miran el derecho de propiedad en el sentido más 
alto, extendiéndose a todos ks bienes que forman el patrinvinio 
tle una persona, inclusive los derechos creditorios que una sen- 
tencia pueda reconocerle, según lo ha declarado esta Corte Su- 
prema en numerosos casos. Concordante con este concepto, la 
Suprema Corte de los Estados Unidos decía: ' La palabra pro- 
piedad comprende todos los intereses apreciares que un horn* 
l.ri pueda poseer fuera tle si mismo, fuera de su villa y <Íe su 
libertad". 

Que no es menos cierto que las leyes de carácter local, 
así como los Códigos Civil, Comercial, Criminal y de Minina. 
del>en ser aplicados e interpretados por los tribunales del fuero 
ordinario del lugar dónde se ventilan las contiendas judiciales, 
según que las cosas o personas cayeren bajo las respectivas jvt- 
risdiccionis, sin que las sentencias que se dictaran puedan origi- 
nar el recurso extraordinario en razón de la ñitcrpretacsón que 
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m m\*m dado a dichas leves. (Art. 67. ÍiK. II de la Constitn- 
ción NTacional; Patios tk la Corte Suprema: tomo 1, página 17; 
itmtt! 26. página 140; tomo 4o. lámina 122; tomo SO. página 
26: tonto 53, página 359; tonto 4!, |úgtnn 349; tomo 104. pá- 
gñía 293: tonto 48. páginas 71 y III : tonto 71. página 258: tomo 
II' rállina 134. entre otros). 

\ )\\v la ley número «855, que ordena la exjiropiación de los 
terrenos objetos de este juicio, es ele aquellas que el Congreso 
«!* b Nación dicta en su carácter ele Legislatura local de la 
( ;ipital proveyendo a las necesidades de su gobierno. Al esta» 
l-lteer esta ley que hj» procctlimitiitos de la expropiación han 
«I rfegfati |H>r la ley nacional número 189. convierte a esta ley 
en una ley iocr.l. también, en cuanto se refiere .ni caso en cues- 
tión: corrcs|Min<lií-n<|i> >u aplicación c interpretación a la jus- 
ticia ordinaria. 

<Juc en esta clase de juicios únicamente puede surgir el 
recurrió extraordinario cuando tales leyes en algunas de sus cláu- 
sulas hayan sido impugnadas como contrarias a la Constitu- 
ción, a una ley del Congreso o tratado cun las naciones extran- 
jera» y la deckión haya sidó favorable a las mismas, cuando 
tu el pleito se haya puesto en cuestión la valide/ de un tratado, 
tfc una !i \ del Congreso, o de una autoridad ejercida en nom- 
1 n de la Xaoión y la decisión haya sido contra la valide*, o bien 
cuando la inteligencia dé alguna clausula de la Owstitucióii. de 
\ r tratado o lev (leí Congreso, o una comisión ejercida en uum- 
Ijh tU la autoridad nacional, haya sido cuestionada y la de- 
cisión sea contra la validez del título, derecho, privilegio o exen- 
ción que se íunda en dicha cláusula y sea materia del litigio 
(Sóu los casos previstos en los tres incidís «leí artículo 14 de la 
le;, numero 48 1. 

Hik' en ninguno de estos casos encuadra el n curso ¡n- 
U ' ptie-ti d apelante, quien no ha pretendido, ni pretende 
impugnar las leyes de expropiación números 8855 y 189, apli- 
cabas en este cas*. |>or los tribunales ordinarios de la Capital. 
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Misitntcmlo que «can contraria» a la Constitución Nacional. Sos- 
tknc. si. que !a interpretación errónea o arbitraria que se ha 
lucho tic algunas <!c sus cláusulas, lesiona su lairimonio ampa- 
rarla |)or los arts. !4 y 17 de ta Constitución, lo que es dife- 
rente. El funda, sin embargo, el recurso en el inciso 3» de! 
articulo 14. corno si la Constitución Nacional y no las leyes 
<L referencia, hubiera tenido directa aplicación al caso. 

Que la interpretación acertada o errónea de las leyes lo- 
cales y (le los Códigos, hecha por los tribunales del fuero or- 
dinaria en el ejercicio de su jurisdicción pruína, no puede dar 
mareen al recurso extraordinario, por el cual se llega a au- 
torizar la revisión de las sentencias de última instancia de aquel 
tuero. Por su índole y objetivo es él esencialmente restringido 
« los» fines de mantener la primacía de la Constitución, de las 
leves del Congreso y de los tratados, como leyes suprema* de 
ta dación. 

mo es para corregir todos los errores que ¡Hiedan deslizarse 
m ios más altos pronunciamientos «le la justicia. I.os jueces, 
por alta que sea su jerarquía, pueden, al aplicar los Códigos 
comunes, cometer grandes errores que menoscaben o aniquilen 
el imirtmoiiio de un hombre. ¿Deberá por ello acordarse siem- 
pre contra las sentencias fiel Suprior Tribunal de un listado 
Federal d recursi> e.\traor<linario. en nombre fiel art. 17 de la 

Si asi se hiciera. lodos loa pleitos que se ventilan en el país 
P «trian llegar a la revisión de este Tribunal. 

Intponarh ello una su|«ri¡tación depresiva liara la justicia 
de los Estados autónomos, que acusaría su importancia para 
llenar uno de los fines primordiales de su existencia. 

M> saina organización de la justicia nacional fiada por ta 
Constitución y ajustada después inir leyes sucesivas que ta han 
interpretado, deja asegurado el ini|x-rio de las instituciones fe- 
derales y a la vez |iermite a los Estados tener su justicia pro- 
pia e itule|>endicntc. flotada fie los órganos adecuado*, para re- 
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solver con garantías ele acierto todos \m caso» del fuero común 
que |iu«lan presentarse dentro de sus respectivas jurisdicciones, 
con !a aplicación <Ic sus leyes locales y de lo* Códigos a que se 
refiere el art. 67. inciso II. que no jx>r ser nacionales alteran 
la jurisdiccjóii local. Y solamente en casos excepcionales, cuan- 
do puedan afectar al orden federal sus fallos llegan a la re- 
visión de este Tribunal por la vía del recurso autorizado por el 
art. 14 de la ley número 48. 

yuc, en el caso "sub lite", no habiéndose pretendido que 
'as leyes números «855 y le» que se aplicaron al caso planteado 
por el desistimiento de la Municipalidad «le íojas 130. sean 
contrarias a la Constitución, bien o mal imerpmadas ]x>r el 
más alto triWmal civil de la Capital han decidido de la contienda 
y h\ han concluido |>or sentencia firme. 

Oue. |*>r otra fiarte, como no era la Constitución el esta, 
tutu que del ña aplicarse a la expropiación, no puede decirse 
«pie en este pleito haya sido cuestionada la interpretación de 
sus cláusulas, por más que el recurrente opusiera los nrts. 
14 y 17 a ta interpretación, en su concejHn errónea, qux- SC 
dalia a la ley de la materia. En todo caso, serían las cláusulas de 
ésta las que han sido cuestionadas. El caso no está. pues, com- 
prendido en el art. 14, inciso 3* invocado. 

Que la tesis que antecede, es cierto, no concuerda cotí la 
que este Tribunal ha sostenido en el caso de Juan Catanellas 
contra ta Municipalidad de Rosario (Tomo 159, |tág¡na 220). 
Su d^trina abre una puerta jwliErosa a la tendencia de traer 
'as cuestiones locales y de fuero común a conocimiento de la 
Corte Suprema, con mengua de. las justicias de Provincia, ya 
que es fácil que el litigante vencido encuentre el pretexto de tina 
pretendida errónea interpretación de las leyes, en perjuicio de 
su patrimonio, para fundar el recurso extraordinario y crearse 
asi una tercera instancia. 

lis también contraria a la jurisprudencia hecha por la Corte 
Suprema a través de muchos lustros, en que constantemente se 
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el recurso en casos 



, según lo hemos visto an- 



teriormente. 

<>e la tesis de la sentencia de cate Tribunal acordando el 
recurso en la causa Leonardo Mango versus Ernesto Traba (to- 
mo 144, página 230). de que se ha hecho mérito, no se opone 
3 la que se sostiene en ésta, pues en tal causa se había tm.mgna- 
do ele inconstitucional la ley de Alquileres número IIJW. pro- 
rrogativa de la ley número II . 157, en cuanto permitía en ciertos 
caso* volver contra la autoridad de la cosa juzgada y violaba 
asi el principio «leí resiieto a la propiedad privada. 

I'or estas consideraciones y de acuerdo con el dictamen del 
señor Procurador General, se declara improcedente el recurso. 
Notifiquen- y devuélvanse, repuliéndose los sellos en el 



DISIDENCIA 

Buenos Aires, Septiembre 5 de 1932. 



Y Vistos: 



Los del juicio seguido |>or don Fehling Reinaldo y otros 
colitis te Mtmici|Kdidad |wr exprofiiación ; venido por recurso 
extraordinario del actor contra el fallo de la Cámara Primera 
de Ablaciones en lo Civil que hace lugar al desistimiento de ta 
expropiación: y 

Considerando: 

a¿ Eii cuanto a ia procedencia de! recurso: 

La eireutiManeia de que la ley número 189 sea considerada 
'■ea!, en cuanto se aplica a bienes situados en la Capital Fede« 
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ral. no es óbice a la procedencia (le la ablación extraordinaria 
I jorque, debiendo conformarse las leyes — tanto nacionales 
como provinciales — a los principio*, declaraciones y ¿aran* 
tías de la Carta Fundamental — arts. 28 y 31 — y habiéndose 
objetado el pronunciamiento en recurso, en tiempo y forma, 
corno viulatorío de una de esas normas — la contenida en el 
ar.\ 17 — , el caso federal está previsto claramente en los incisos 
I* y ? del art. 14 de la ley número 48. 

Xo es el amparo de la ley número 18<>. ni de la especial 
de afiertura de la Avenida Norte-Sur número «855, que el 
recurrente invoca, sino el de garantía de propiedad del art. 17 
de la Constitución Nacional como Metí se expresa a fojas 146. 
179 vuelta — 188 y le» de estos autos y fué por esa niÍMm 
razón que esta Corte concedió el recurso extraordinario en 
il caso registrado en el tomo 159, página 207. en qite se trataba 
de la aplicación de la ley provincial de expropiación de Santa Fe, 
con menoscabo del derecho de propiedad. 

Asimismo, la Corte resolvió en el caso registrado en él io- 
nio 144. página 219, «pie la aplicación de una ley. con efect$ 
retroactivo, a un asunto definitivamente fallado, y que privaba 
de un derecho patrimonial adquirido de acuerdo ¿On la .semen- 
cía pertinente, hacia procedente el recurso extraordinario de] art. 
14 de la ley número 48. si en tiem|Mi y forma se argüyó que 
esa aplicación legal contrariaba la garantía del art. 17 de la Cou?»- 
titución: y no pueden ser diversos el criterio y la conclusión 
ruando no se invoca una ley contra la sentencia firme sino una 
me™ resolución judicial interpretativa del derecho de desistir. 
extctniMiráneamente ejercitado. sejnin el apelante. Una cosa es 
e! |»romiiicia!itiento que. sobre el fondo mismo de la cuestión 
haga el Tribunal, favorable o desfavorcblc a la tesis del re- 
curso, y otra es la o|M>rt unidad que el mismo debe tener para 
examinarla conforme al art. 100 de la Constitución Nacional, 
?«• U * ¥ l*v número. 48. y articulo 6 de la ley número 
4055. 
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En su mérito y oiilo el señor Procurador General, se declara 
pr« iccciente el recurso. 

b> En cuanto al fondo del asunto: 

i'ara su mejor inteligencia, el caso iwede sintetizarse así: 
Fehling X Hermano* demandaron a la Municipalidad para que 
exiíroiáara su finca en virtud de estar ella afectada al trazado 
ifc in ley número 8855; trabada la litis y substanciado el juicio, 
i? magistrado lo falló: "Declarando transferido en favor de la 
MuniripaKdail de la Ciudad de Buenos Aires el inmueble a que 
se n tieren estas actuaciones, de propiedad de los señores Fehling. 
previo pago de b suma de un millón cuatrocientos setenta y 
odm mil quinientos sesenta y seis pesos con treinta y siete cen- 
mm moneda nacional../' — fojas 87 a W — : sentencia con- 
firmaih por la Cámara Primera de Apelaciones en b Civil en 
9 «í< septiembre de 1930 — fojas 105 — notificad! en 12 del 
mi*m» i»-- y aAo — fc»jas 107 — ; recién en octubre 22 se 
presentó el escrito de desistimiento que motiva el fallo recu- 
rrid,. — fojas 130 a 134 — . El seflor Juez en lo Civil, sos- 
tiuu-, al hacer fugar al desistimiento, que "siendo el derecho de 
ext rañación una facultad |>rivativa del Estado, queda ¡¡lirado 
a su arbitrio el ejercicio de la misma" 'aun cuando existiera 
prnmnciamiento definitivo- en los procedimientos res|iectivos. 
i-orquc, de acuerdo con el art 4 de la ley número 1» y juris- 
pritder»c¡a de esta Corte Suprema, la expropiación no se perfec- 
ciona hasta la consignación del precie» y de la indemnización 
c« rres|K:ndiente; que no están afectados intereses privados, por- 
que la Miiuici|«ilidad concedió la linea negada antes del juicio 
y que no hay agravio al derecho de propiedad garantido en el 
un. 17 de la Constitución, porque se restablece el pleno impe- 
rio del dominio de los actores sobre su finca — fojas 163 — 
Recurrida dicha sentencia, la Cámara "a quo" la confirmó con 
ampliación de fundamentos — fojas 182 — . El actor y recu- 
rr.nte sostiene, fundándose en la doctrina del fallo de esta Corte 
Suprema inserto en el tomo 137. página 47, que el crédito de 
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legitimo ¡bono que cu su favor remita de sentencia pasuda en 
atiturithcl de tota juzgada, tiene el ani|iaro y la garantía del 
ar». 17 «le la Constitución — fojas 146. 1*8 y 199. 

Desde luego, se advierte que no es una meta cuestión pro- 
cesal la que se trae a conocimiento de esta Corte cuando se ana- 
na». |N>r la» |iartea y los fallos recurridos, la posición jurídica 
<k: los actores relativa al crédito emergente de sentencia firme 
<(ttc lo fijó como resultado de un juicio de expropiación, trami- 
tado y resuelto de conformidad inobservada con la ley nacional 
número 189. pues si la cosa juzgada se tiene por verdad, esta 
Corte ha declarado reiteradamente que los bienes «le cualquier 
naturaleza que fueron objeto de ese pronunciamiento, entren — 
como derecho adquirido — en el |atrtmnnio de su titular recono- 
cido y tienen la garantía del articulo 17 de la Constitución. (Fa- 
llos: tomo 144, pagina 219 y los que allí se citan). 
• 

Ni el Código de Procedimienu» de la Capital Federal, ni 1a 
Ley de Expropiación número 189 tienen prccejrto alpina que 
consagre el derecho de desistir fuera de los términos en que el 
juicio se tramita y resuelve con carácter definitivo y tampoco 
puede la doctrina sustentar un trámite, articulación o incidencia 
procesal cuando el juicio mismo ha fenecido |x>r el pronuncia- 
miento inconmovible de la justicia, que deja a las jarte* clara- 
mente asignados sus derechos y en condieioms de proceder a 
su ejecución (art. 535 del Procedimiento Ovil). 

El art. 4* de b ley número 189 no deja aliierto indi Huida- 
mente un término para que el expropiante siga. |*ralice o desista 
de la expropiación, b que importaría un exceso injusto y la 
rectificación misma del principio constitucional del art. 17; es, 
pdffi el contrario, b consagración reglamentaria de dicha garan- 
tía, pues en resguardo del propietaria, expro]»ado. preceptúa que 
•Ir. expropiación no se perfecciona mientras no haya sido en- 
tregado o judicialmente consignado el precio o la indemnización" 
que es decir, el dueño no será privado de su l»en sin el previo 
pigo; pero no dice que el expropiante no quede obligado a ese 
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l*K" cuando la justicia ha fijado su monto en forma irrevoca- 
ble, y ése es el claro sentido de las tatabras del miembro in- 
formante, eti el Senado, del proyecto que es hoy ley número 
|Mies en la página 378. decía el doctor Rojo: "Así con» 
cedida la segunda parte del articulo (4»), queda en perfecta 
lousonanca con la primera, al mismo tiempo que deja per- 
fectamente garantido también el derecho de propiedad que es el 
objeto esencial de «ta disposición", concepto* categóricamente 
reiterados en la )>ágma 388, 1* columna; y ello porque, como lo 
advertía el senador Frías, la Constitución Argentina es más 
exigente que la de EE. UIL en materia de garantirá de la pro- 
piedad, desde que exige k indemnización previa y aquélla que 
la indemnización sea jmsta (página 379). Así pues, cuando el 
senador Rojo afirmaba que "no debía haber lugar a ninguno 
de los derechos que son inherentes a la propiedad" — página 
37* — , se refería al expropiante que no se substituye en plenitud 
al expropiado sin el previo cumplimiento dei requisito del jKgu 
o consignación; no sustentaba una inversión de los términos 
v fines de la garantía fundamental y dejando al dueño a la mer- 
ced del Estado, institución o empresa que obra a su nombre, 
sin ningún amparo para la efectividad del pronunciamiento ju- 
dicial de su derecho, pues como el desistimiento no le impide 
renovar ulteriormente tos trámites de expropiación, mientras la 
ley subsista y el correlativo derecho de volver a desistir si 
il precio fijado no le conviene o por cualquier otra causa, cla- 
ramente se advierte la precaria situación de quien es reconocido 
l*« tíi ley — reglamentaria de la Constitución — con potestad 
para ejercer sobre la cosa el imperio de su voluntad — y acción 
con carácter de exclusividad y perpetuidad — arts. 2506 y si- 
guientes del Código Civil — . Ninguna ley, ninguna interpre- 
tación de ley tutéele llevar al extremo de alterar o desnatura- 
lizar bs derechos, principios y garantías de la Constitución (ar- 
tículo 28). 

La doctrina de las Cortes Americanas, cuyos fallos extrac- 
ta Lvuis no es uniforme, y ello depende, en parte, de pre- 
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céptoa cxpcrcsos de la» leves locales que se aricaron, j*to aun 
tu la tesis aceptada |>or el autor, la más favorable al derecho 
del expropiante. |iara desistir, se concreta en el fallo del Juez 
Beasley, Presidente del Tribunal de Aplación de Nueva Jer- 
sey, que dice asi. en lo pertinente: "Al interpretar una ley que 
autoriza una cié esta» obra*, debe hacerse con la intención ra- 
zonable de no interpretarlas en un sentido que colocara a! in- 
terés público en una falsa posición. Kl efecto legal de esas leyes 
dclierá interpretarse que obligan al propietario de un inmueble 
suministrar el bien al precio fijado; y cuando dicho iirccfc» 
haya sido finalmente establecido, la autoridad pública tiene m 
término razonable dentro del cnal puede elegir entre aeeptar o 
rechaza ¡a oferta"; pero leyes y fallos de New York. Xehras- 
ka. Mainc. Tenessee. Pensylvania. New Jersey, establecen que. 
«lcs|Htés de la sentencia definitiva, firme, que fija las condicio- 
nes de ex|>ropiación o <lel plazo que se determina para el pago 
del precio o imlernnízación, éste no puede eludirse |>or desis- 
timiento (Coní. "Eminent Domam* — 3* edición, página 1673 
y siguientes. Parágrafo 955). El mismo autor expresa que la 
doctrina inglesa es mucho más restrictiva de la facultad del Es- 
tado y más efectivamente tutelar del propietario en casos si- 
iii llares de expropiación. (Con i. Parágrafo 959. pág. I7G0). 

Cuando esta Corte, en los casos registrados en el ton» 137. 
páginas 47 y 294. y tomo 144. página 219. declaró que ni la ley 
misnia podía modificar las conclusiones de una sentencia firme, 
que había fijado uro incorporación patrimonial, porque, en esos 
casos, el principio de la no retroactividad aik|uiere el carácter 
de un principio constitucional, que se confunde con la garantía 
<lel art. 17 relativo a la inviolabilidad de la propiedad, expresó 
una norma o criterio interpretativo de más estricta aplicación ni 
caso de autos, pues la voluntad y las conveniencias del expro- 
piante tu» pueden merecer mayor trascendencia que la volunta*! 
del legislador, para modificar derechos adquiridos, y no en mera 
espectativa. Y no se trata, en el caso, de una intervención de 
la Corte en la exégesk que el Jue* local hace de su propia ley 
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procesal o «le la ley común, substraída al recurso extraordinari.» 
(art. 15. ley número 48) ; se trata de que el Juez o los jabees 
afilados se pronunciaron fuera del juicio jara privar al ex- 
|>ro|>iado de flu legítima propiedad — que rio es ya el bien raiz 
sino su justo precio — es decir, hay desaixKleramiento sin e! 
tluc prwcs of latí' de la jurisprudencia americana y argentin-u. 
El amparo último y esencial que la Constitución y la lev lian 
puesto en manos de esta Corte Suprema (art. 100 de la Cbití- 
thuekSn Nacional y art. 14 de la ley número 48). seria ilusorio 
si los jueces de provincia o tic la Cantal pudieran sustraerse 
ai contralor aludido invocando leyes e interpretaciones locales 
con privación de derechos y garantías que están por encima de 
aquéllos (art. 28) , |>ues asi, lo accesorio y Mqwditado, primaria 
sobre lo principal. 

En su mérito y oído el señor Procurador General, se de- 
clara que el derecho de Fchling al precio e indemnización fi- 
jados en el juicio de expropiación seguido contra b Municipa- 
lidad, quedó definitivamente incorporado a s»u iKttrimonio y ga- 
rantido por d art. 17 de la Constitución Nacional, y, en con* 
secuencia, se revoca la sentencia apelada en cuanto pudo ser 
materia del recurso extraordinario, todo conforme a los arts 
14. inciso 2> y 16 de la ley número 48. 

Xotifíquese, repóngase el papel y en su o)K>rtunidad de- 
vuélvanse los amos al tribunal «le su procedencia. 

R. Guido Lavalle. — Antoxio Sa- 
gabna. 



Doña Sofía i'vrrt'yra de Nvhsvo contra d tíobkrtw Nacional, 
sobre ampliación ie jubilación. 



Sumario* So habiéndosele computado a! causante, en un caso, 
y a fot efectos de la jubilación ordinaria solicitada, los ser- 
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vicios que prestó con anterioridad a los diez y ocho años 
de *dad, conforme a lo que dispune el artículo 2Ti de la ley 
número 4349, porque lo» descuentos de sueldos le fueron 
í fectoados sólo cotí |M>stcrtoriiIad. no procede la ampliación 
de la jubilación y de ia pensión solicitadas |*>r la viuda, 
en vista de esas circunstancias y de no |>oderse atrib.ir efec- 
tos retroactivos a las <lis)Kj*ick)Ucs de la ley 11.027. 

(\.s>:: Iaí explican las pie/as siguientes : 

SENTENCIA DE!. Jl'EZ FEDERAL 

Buenos Aires, Abril 30 de 1931. 

Y Visto*: 

Estos aillos caratulados "XoJasco Sofía Ferreyra contra la 
Nación sobre ampliación de jubilación", de cuyo estudio re- 
sulta ; 

I Don Alfredo liadell a fojas 2. tu representación de la 
actora, «U manda al («uhteroo de la Nación para t|ue se amplíe 
la jubilación a (pie tenia derecho su «*sposo Alfredo Xolnsco y 
derivadamente la {tensión que goza aquélla y sus hijos. 

Dice que Xolaseo acreditó ante la Caja Xacitmal de Julu- 
loeionei y Pensiones, la prestación de 2* años 6 meses y un 
día de servicia % nacionales y solicitó jubilación ordinaria que 
?e fué dentada |N>r no computarte la Caja. 3 años, 3 meses y 
up din <le servicios prestados antes de los 18 años de edad. 

Sostiene que el art. 26 «le la ley número 4349 es inaplicalik- 
a su caso y que los servicios prestados con anterioridad a di- 
cha ley le M»n todos com|nitahtes, porque las leyes que im- 
peraban sobre la materia y que fueron substituidas |»or ::quélla 
no contenían disposición restrictiva sobre el {«anicular, como lo 
ha entendido el P. E. en numerosos casos. 
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Invoca la ley número 11.027 que mandó formular cargo a 
los jubilados y ilusionistas |»or el importe del cíiko jwr ciento 
de los sueldos no (Ilimitados cu cualquier época de la presta- 
ción de servicios y habiendo el causante sufrido ese descuento 
es iiicnntrovertiMc el derecho que le asi si ¡a dé que se !c soin- 
initen los servicios de <|ue se trata, pues la prcscrifriún legal ct- 
tada es derogatoria de la del art. 36 de la ley 4349. 

Cita varó» antecedentes administrativos favoraWes a sus 
pretensiones y pide se condene al Gobierno de la Xación a re- 
conocer la ampliación de jubilación y pensión reclamada, con 
sus intereses y costas, haciendo presente que Nolasco pidió y 
olxuvo jubilación extraordinaria reservándose el derecho de se- 
guir tramitando la ordinaria que había solicitado primeramente. 

2" El sefior Procurador Fiscal a fojas 13 contesta la de- 
maiula. Cita el dictamen producido por é Procurador del Tesoro 
en el exiiediente administrativo en el que se dice que en la épica 
de la jubilación «leí causante Xolasco. regia el art 26 de la ley 
434 ft . que establecía que no se computarían los servicios ante- 
riores a los diez y odio años y que los precedentes en contrario 
carecen <le vali>r |)or contrariar el texto lega!. 

Afirma que |wra que tuviera aplicación la ley ¡msterior 
11.027 a los casos ya juzgados, era necesario que lo hubiera 
establecido expresamente y que derógala el art. 26 de la ley 4.U9. 
lo que no dispone aquélla. ( Arts. 3 y 4 del C. Civil). 

Sostiene que Xolasco reconoció la procedencia de la jubi- 
lación extraordinaria en vez de la ordinaria, y que la actora 
dio su conformidad a la pensión de que goaa sin halier hecho 
■-al vedad alguna. 

Finalmente |mle se rechace la demanda, con costas. 

3* Abierto el juicio a pruelm se produjo la certificada |M>r 
el actuario a fojas 25 vuelta, y habiendo alegada amlias par- 
tes a fojos 27 y 30. quedan estos autos en estado de dictarse 
sentencia. 



80 



FALLOS DK I.A CORTE SUPREMA 



Considerando: 

V I3e! expediente administrativo agregado sin acumular, 
rtfttilta qué don Al [retío Xolasco presentó a la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensione» Civiles, solicitud de juliilación or- 
dinaria: <|t!e mientras se tramitaba ésta pidió se le acordara la 
extraordinaria sin perjuicio del derecho de reclamar aquélla; 
C||t< la Caja le concedió con fecha 14 de Mayo de 1918. juhj- 
larión extraordinaria siendo aprobada esta resolución por el 
\% E. en decrete» de 22 de Junio del mismo año; que luego pi- 
dió reconsideración sosteniendo que le correspondía jubilación 
ordinaria, pues debía computársele los años de servicios pres- 
tados con anterioridad a los diez y ocho años de edad, des? 
a timando tal pretensión el I*. !£. en <lecreto de Agosto 18 
de 1923. 

2 1 -' Fallecido el señor Alfredo Xolasco, el I*. E. por decreto 
de 19 de Febrero de 1927 aprobó la resolución de la Caja d$ 
J-' rlc Enero del mismo año. en virtud de la cual se dispuso 
acordar por el término de quince años, pensión de la mitad del 
valor de la jubilación de que gózala el causante, o sea. la suma 
de trescientos veinticuatro jiesos moneda nacional, a doña Sofía 
Ferréyrá de Xolasco, Mercedes Zuletm, María Adela, I.uis Jor- 
ge Ernesto, Matías Edgardo y Angel Horacio Primitivo No- 
lasco, viuda e hijos legítimos del ex jubilado, don Alfredo 
Xolasco. 

I'or medio de la presente acción la actora. viuda del cau- 
sante, persigue la ampliación de la i>ensión de que goza, sos- 
teniendo que a su esposo le correspondía jubilación ordinaria, 
a cuyo fin deben tenerse en cuenta los servicios prestados an- 
tes 1 de que cumpliera los diez y ocho años. 

4" 1.a (tensión de que goza la actora le ha sido irtorgada 
en mérito del derecho qué le reconoce el art. 41 de la ley nu- 
men r 434 l > al disfumcr que "en los mismos casos en que con 
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arreglo a tas dis^fciánps de la presente ley haya derecho a 
R mv ffc jubilación y ocurra el fallecimiento del empleado o ju- 
Mfejgb tendrán derecho a pulir prisión en la proporción y con- 
•ii i- Mes establecida* en el procure capitulo: la viuda, los hijos. 
\ m mi defecto los ¡adres del causante". 

Aluna bien, al causante se le acordó jubilación extraordina- 
ria. con un cómputo ile veintisiete afios y catorce <Iías (£s. 7J, 
e\p. agremio), y teniendo presente el art. 20 de la ley 4349 que 
IT • permite la acumulación de los .servicios prestados antes «ie 
qjjjc cumpliera los diez y ocho años de edad. t¿A acloca como ilu- 
sionista de su tóí¿»p, debe seguir el derecho que éste tenia en 
pUt y que en cuanto a su jubilación estaba regido por la lev 
m>, vfceiiu- aWíftto inicio sus trámites y obtuvo la jubilación 
extraordinaria. En esc caso c! rebordado art. 2f> excluía expresa- 
mente del cómputo de servir!, s los prestados «mes de tener diez 
y ocho años. 

1.a ley X" tl;027 que la adora invoca a su favor y t .ji con- 
tra cié lo previsto en el citado art. 35 de la ley 4349 es tnaplica- 
hlí aJ caso sub lile, por cnanto su sanción fué posterior a ta íc- 
<h \ en t|tíc Xoian-o se acogió á las beneficios de la mencionada 
!tfj 4349 (arts. $ 4 y -Kí44 eje) C. Civil;. 

5" l...s casos adininiMraiivos resueltos favorablemente de 
acuerdo a fcs pretensiones dé la actora son meros anicce.leiito 
■h>irativos que el Juzgado no está obligado a seguir, cuando en- 
benele qúcj ellos son c^nirarfe a los preceptos de la que debe 
aplicar. 

& E« >ímesi>: Ej señor Xolasco solicitó v obtuvo los lléne- 
nnos de la ley 4349 estando ésta en vigor; El art. -Y» de la ini>- 
m:i tlü a<lmite ¡a conmutabilidad de los servicios prestada cu 
anterioridad a los diez y ocho años de edad. .Mientras las nuevas 
leyes dt jubilaciones dis]K>ngnn fc> contrario, ellas no son apli- 
cares a los casos resueltos conforme a los prece^os de las an- 
terior s. Tal es e] caso de autos con respecto a la nueva ley que 
s< invóca, la \"' 11.027 y, en consecuencia, no siendo aplicable. 



82 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



l;\ actor;* carece de derecho |>ara obtener qae so tome en cuenta 
ios servicios prestados píff su esposo, bien desestimados por la 
Caja. 

Esta es la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la 
Xación. que surge del caso que se registra en el tomo 150. pá- 
gina 19 de sus fallos, cuando dice: "Que de estos antecedentes 
es forzoso deducir que la jubilación extraordinaria ha definido 
y resuelto una situación legal, de heclio y de derecho, ipie no guar- 
da relación de continuidad con la jubilación ordinaria, que se pre- 
tende, sino a condición de que se les atribuye efectos retroacti- 
vos a las disposiciones de ti ley 11.110 invocadas en el caso. < hn? 
como se ha sostenido \ror la defensa de la |>arte demandada, nin- 
guna disposición expresa de la ley y ni expresión alguna que re- 
vele el espíritu de la misma (Fallos, tomo 145. página con- 
siderando final), autoriza a asignarle, en casos como el tic autos. 
l¡i rctroactividad que se alega". 

Por los fundamentos que anteceden fallo: Rechazando la de- 
manda, con costas. Xotifiquese. repónganse las fojas y archívese 
oportunamente, previa devolución con oficio del exf>edieiuc a»re- 
gáde. — Eduardo Sarmiento. 



SENTENCIA M LA CAMARA FftDftftAt 

Buenos Aires, Abril 1» de 1052. 

Y Vistos; 

Pof sus fundameiuos. se confirma, sin costas, la seutenciu 
apelada de ís. 32. que rechaza ta demanda instaurada po* Sofía 
l-Vrrevra ite X'olnseo contra la Xaeión. sobre ampliación de ju- 
bilación. Devuélvase. — Carlos rftf Cumplió. — fí\ . /. X.^tr 
Anchprcmu — Márcétim Escoda. — José Mar/Ó, 
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V Vistos: 



rAIX© DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 5 de 1932. 



El recurso éxtftordiliarfo miento contra In semencia dé 

¡one? 1 C F? T ' a ^ ' ,C V Pe- 

piones sobre ampliación <ie jubilación ¡ y 



Que «SÉ, resulta del expeliente administrativo tgmgm. 
«J causante Xu.asco al solicitar de h Caja su itKWoSlh*- 

los" SSS^l '««-go. I» km invocando 

^ derechos denvados de la lev 4349. y bajo el imperio de la 
misma fuero,, dictados los decreto, de fs. 78 y 100. p e acord» 
tan a aquel la suuacion de jubilado extraordinario. 

Que el m 26 de la citada ley estatuye terminantemente 
«I* no se amputaran los servicios, prestados antes de los diez y 
cello anos salvo para los ,„,c desde su incorporácígi, „i sm . ic ¡;, 
con m*m. hayan .s„fri<b el descuento del cinco por dentó en 
stts sueldos. 

Que el causante sólo sufrió descuentos después de cumplir 
los diez y odio años. 

Que las disposiciones de la ley f? 11.027 „„ ¿on aplicables 
a sub ,««/„•<■ por cuanto su sanción fué muy posterior a la fe- 
cha en que Xolasco se acogiera a la ^sividad 

Chte en consecuencia es forzoso deducir ,,uc la frmm 
| •xiraordiiKiria que ü acordara, resolvió una situación legal ,k- 
(techo y derecho que no guarda relación de continuidad con fe 
ordinaria qm Sl . preténdiá* sino a condición de atribuírsele etec- 
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tos retroactivos a la lev X ' 11.027 invocada, y ninguna di>po.si* 
ción de la misma autoriza el asignárselos. 

Ppt ti\ÍQ y demás fundamentos de la sentencia <le fs. 32. se 
confirma la resolución apelada en cuanto lia podido ser materia 
«le! recurso. Xotifiqucsc y devuélvanse los autos al tribunal de 
mi procedencia. 

Kokkhto Kkpktto. — K. Grroo La- 
VÁtfcB. — Antonio S.u;arna. — 
Julián- V. IVra — Lt;is Li.vakks 



¡twffcrffl Sifw emir» U: ¥rovinm rfr Mcmfom 9 /\»r 
cobro tic una sumé tl¡n?ro. fwMslituaoihtfídad ti*- bis t¿~ 
\v.v mWwm 758. 75". 810 v SS4. 

Smmríúi Declarada por la Corte Suprima la inconstúucioiiali- 
dad de las leyes 758. 759. ¡S10 y 834 de la Provincia de 
Mtndo/a y reconocida en un caso esa iiUMUiMitucionalidad 
por el representante ¡Jé dicho K>iadn. procede la rep. lición 
del impuesto pagado bajo IWlesWu 

CiiSOl Lo explica el siguiente: 



DICTAMEN Dr.!. PBOCL'RADOR GENERAL 
Buenos Aires. Diciembre 30 de 
Suprema Cortes 

Dados los términos en qüe se contestó la demanda por el 

representante de la provincia demandada. ,y la coitl 
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ta.!.-, con respeto a la prueba prodockb en la estaría» oportuna. 

P*** " uc '•'» **«Sn «Hablada debe ser declanula procedente en 

todas sm partes; 

Horaria A". Larrelá. 



FALLO I>E LA CORTE SUPREMA (I) 

Bueno» Aire*. Septiembre 1 4 f 



U* promovidos |»r Oscar Zaetíercr Silva contra la Pro- 
vmcia de Mendoza ix»r devolodón de mu suma de diner... «»«.- 
veniente del jago de impuestos; v 



: 



Que a fs. 4 se presenta el actor cjcrcitaiMlo derechos here- 
ditarios que le fueron cedidos por el doctor Angel Catey y su 
hija Rosa Godo» de ton» en la sucesión dé dona Blanca Ba- 
rraquero de Godo? y también los propios, y demanda a la IVo- 
vincw de M>end««a por devolución de la suma de cuarenta y cin- 
co mil quinientos setenta y seis |iesos con setenta y tres centavos 
moneda nacional más las estas y costos. Funda su demanda en 
el hcch.i de «pie los iiagos efectuados a la Provincia lo han sido 
en virtud «le los diversos impuestos establecidos |wr las leyes lo- 
cales números 758. 759. 810 y 854. y en la circunstancia de que 
estas leyes han sido declaradas inconstitucionales por los fallos 
de esta Corte Suprema míe menciona y detalla concretamente, 
afirmando, asimismo, «ate «Helios jwgos se hicieron o|H>rtima- 
mente bajo las respectivas protestas. 

í^ue corrido el traslado la «lcmanda«la la contesta a fs. 18 
cxixmitnno su presentante, el «loctor Tcrán. <|Uc su rvpresei* 
tada se allana al «wdklo «le inconstitucionalklad de la» leves nú- 
meros 758. 759. 810 y 854. como también a la 'devoluc'ión re- 
clamada, siempre «pie se acrediten los ,wg,»s y hs protestas en 
•|uc ésta se funda. 



■ 
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«¿lie abierta la causa a pruelia a fs. 22 vta. se |*odujo la 
certificada a i*. 147 vta., alegando las ¡iartes a fs. 149 y 151. 
llamándose autos |*ra sentencia a fs. 159 vta.; y 

Considerando: 

Que la Provincia de Mendoza, pqr intermedio de su repre- 
sentante sé ha allanado a la demanda en su contestación de fs. 
18. reconociendo la iiiconstitucionatidad de las leyes lócale» nú- 
nitros 758. 759. 810 y 854. declarada, con anterioríilad por esta 
Corte Suprema (Fallos; Tomo 1.17. pág. 212; 139. iiág. 358; 
149. pág. 77: 157, pá^. .W ). 

<Jue. en cnanto a lo» hedió* ha reconocido, igualmente, la 
eficacia de la pntclia producida \wr el actor, en el alegato de fs. 
151. solicitando que la causa sea fallada, de acuerdo con la 
acción promovida, excejito en la aplicación «le las costas. 

Qm » resfiecto. atento a la naturaleza <le la causa y no 
halitoso la provincia negado el fundamento |>rincinal de la de- 
manda, es de justicia su relevación de las costas. 

IW esto, las consideracium» aducidas en tus fallos citados, 
y de acuerdo con lo dictaminado por el sdtor Procurador Gene- 
ral. h- «leclara que la Provincia «le Mendoza está obligada a de- 
volver al actor, en el plazo de treinta días, la suma reclamada 
de cuarenta y ciño» mil quinientos setenta y seis pesos con se- 
tenta y tres centavos moneda nacional, con más sus intereses a 
estilo de lo* que colira el Banco de la Nación Argentina, com- 
j Hitado* desde la notificación de la dt-manda. sin costas. Xotifi- 
quese. re])óngase el fiajcl y archívese. 

R. ÜL'ino Lavaixe. — Antonio Sa- 
car ha. ~ Jn.iÁx V f . Peía. — 
Li is Linares. 

<1> En doce del mismo, la corto Suprema a» pronunció en 
teuar sentido, «a la causa seguida por el Maco Español del Rio 
«le la Plata contra la misma Provincia, por meon*fc**is«aliéad de 
la ley S" 864. y eobro de la rama de quine* mil sois pesos con 
catorce centavo» moneda nacional. 
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Don Hipólito Ir'ujoycn. Gestión de nulidad. 

Sumario: I* Xo deduciéndose en un caso, acción alguna que en- 
cuadre en las previsiones de los estatutos legales que orga- 
nizan la jurisdicción originaria ele la Corte Suprema (Ar- 
tículos 101. Constitución Nacional, l* ley 48 y 2*. ley 4055). 
y no encuadrando tami»oco el |>edklo de nttlulad deducido, 
en la jurisdicción apelada, organizada por el articulo 3? de 
la ley 4055, toda vez que no existe pendiente del conoci- 
miento del TriUma!, juicio alguno respecto del solicitante 
susceptible de darle has?, procede declarar que éste carece 
de jurisdicción para conocer en el pedido formulado. 

2* Afectando las apreciaciones del solicitante, en un 
caso, el decoro y la dignidad dé Ion magistrados que han in- 
tervenido en la causa, corrcs|)omle testarlas i»r Secretaria 
y hacerle salier a aquél que del* guardar estilo. 

Caso: Lovxpüca el siguiente; 



KALL0 DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aim, Septiembre 12 de 1932. 

Que en e! presente escrito no se deduce acción alguna que 
encuadre en Lis previsiones de los estatutos legales que organi- 
zan la jurisdicción originaria de esta Corte, establecida por el 
art 101 de la Constitución Nacional y reglamentada por los arts. 
1 y 2 de las leyws números 48 y 4055 respectivamente. 

Que el pedido de nulidad tampoco puede comprenderse en 
fe jurisdicción a|»ehda organizada por el art. 3 de la 1ey N* 
4055. y por h cual también se pone en ejercicio la facultad de 
juzgar de este Tribunal, toda vez que no existe pendiente de su 
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conocimiento juicio alguno rcs|icct» fiel solicítame susceptible de 
darle tasé. 

Qttc el proceso incoado al señor Irigoyen se encuentra ra- 
rlicaclo ante el Juez Federal de Sección de la Capital. hallándole, 
irnr consiguiente, dentro de la jurisdicción dé aquél y mera de 
l;M|H-lada de esta Corte, siendo allí donde el peticionante puede 
todavía hacer valer todas las defensas que repute óportüitts pa- 
ra demostrar su inocencia (ley X v 4055), 

i>ue el hecho de que el Tribunal haya intervenido en el 
aludido juicio finde|)endicutemcnft' de toda apreciación sobre la 
observancia en el pedido de nulidad dé los requisitos exigidos 
por los arts. ¿W. 234 y 235 de la ley de Procedimientos Nació- 
nales) no puede crear la competencia que se le atribuye para 
obtener la declaración de nulidad del proceso <lesde qite con- 
forme a la naturaleza del recurso extraordinario al cual se debió 
aquella intervención, la facultad de conocer en la causa terminó 
con la decisión recaída sobre b cuestión de derecho constitucio- 
nal que lo hahia suscitado ( arts. 14 y If) de la ley N" v 48) . 

<¿ue es de observar, asimismo, que la sentencia pronuncia- 
da por esta Corte en el incidente relativo a la nulidad del de- 
creto de indulto que el mismo señor Irigoyen planteara ante e! 
Juez Federal reconociéndole la c<wi|>ctencia que ahora le niega; 
fué el resultado de la apelación extraordinaria inter|Miesta i*»r 
el Ministerio Público de la resolución de la Cámara, la misma 
que no fué objetada entonces |«r el señor Irigoyen en cnanto a 
fe invalidez procesal que ahora tan exteniporáiKanunte le 
imputa. 

Que. a mayor alindamiento, calve observar que el ejercicio 
<le las acciones y recursos judiciales se encuentra reglada por las 
leyes de organización judiciaria y procesal y el aimiriimicuto es- 
tricto de éstas, sin excepciones de ningún género en favor de 
personas o de clases, constituye el único medio conocido de poner 
fin a Lis contiendas de todo orden llamada* a suscitar la inter- 
vención de los jueces. ( >bservadas aquellas leyes, otilas y consi- 
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«leradas las defensas que los litigantes han creído conveniente o 
necesario formular, agotadas todas las instancias ordinarias v ex- 
traordinarias, la justicia pn sabiduría o con error, habrá "cuín- 
piído su misión y las resoluciones, procesalmente. tómatíse de- 
finitivas resurto de lo* litigantes «pie han intervenido en ellas 
íwriiuc asi lo requiere el orden y la paz social. Y tal es la con- 
dictón actual del |>roceso seguido al señor Irigoycn tanto v n 
cuanto a la incidencia sobre competencia de la justicia federal 
p& juzgarlo como en relación a la imiwocwlcncia constitucional 
del indulto. 

En mérito de estas consideraciones, se declara que esta Cor- 
te carece de jurisdicción para conocer en el presente podido de 
nulidad. Y notando el Tribunal que en el escrito sé formulan 
por el señor Irígoyen apreciaciones que afectan al decoro v la 
dignidad <le los magistrados que han intervenido en la causa, tés- 
tense por Secretaría las palabras subrayadas, haciéndose saber 
a su firmante que debe guardar estilo (art. 19, ley X o 48). 

Notifique*? y archívese. 

Roberto Repetto. — R. Guido La- 
valle. — Antonio Sacarka. — 



Sitaniad ' /fijos de Luis Coslaiitmi" contra h Proimdo Je 
Jaso, sobre cobro Je pesos. 

Smmmot Resultando de 1<» iwigarés acompañados en un caso, 
que aun en el supuesto que ellos fuesen reconocidos |wr sus 
firmantes, no constituirían instrumentos que traigan apa- 
u/iñib. r ucución. por cuanto no aparecen suscriptos ¡wr el 
de la Provincia de Mendosa. Estado a quien 



W FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Se pretende rc*¡x>nsal>i1¡/.ar, no procede el ñrconociniiehto 
*o'iicitaoo. que siempre seria inoficioso. 

C*4ó: Lio explica rl siguiente: 

FAl.l.O HE U CORTK SCPREStA (1) 

Buenos Aire», Septiembre 1-1 ile lí>32. 

Autos y Vistos: 

¡engásele cu el qitárter qae Invoca, a mérito ctel jioder 
acunipaSaufe, que se le «levoherá. dejándose constancia en autos. 
|M«r coA&itnick» su d*.niici!t<» lc$*al y |*>r acreditada, en cuanto 
hubiere !u«ar por dercelio. la jurisdicción originaria «le esta Cor- 
ita Suprema, atento lo <¡ue resulta de la información precedente. 

V Considerando: respecto del procedimiento que se pretende 
impoiier a esta causa: 

Qáe el reconocimiento solicitado se eticainína a prejwrar 
!;» vía ejecutiva contra la lYnvincia demandada (art. 250. ley 5ü». 

Que los ¡lagares de fs. 1 a 6, aun en vi supuesto de que fue- 
ren reconocidos por sus firmantes, no constituyen instrumento 
que traiga aparejad ejecución. |*»r cuanto elfc» no están sus- 
criptos |?or el setuir f Gobernador áe la Provincia de Metnloza. 
Único representante constitucional de dicho Estado. (Articulo 
12S de la Constitución de Mendoza; Fallos: Tomo 160, página 
SO y los allí citados). 

Qtie siendo inoficioso decretar medulas i»rocesales que nía- 
ni f testamente no conducen a la finalidad legal que autoriza stt 
producción, el reconocimiento solicitado es iniproce<krme. (Fa- 
llos: Tomo 157. página 24). 
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Por ello, no ha ligar a lo solicitado v hágase saber. Re- 

Roberto Repetto. — Antonio Sa- 
carna, — Julián V. Pfám — 
Luis Linares. 

u*eJiá * ,R 'í' 9 " 1 » fech * I» Corte Suprema se pronunció en 
iftua! mlm e " CaUÍ * ae * u,d * co ^«» >*« partea por 



Jutomo IWronc ¿Mira don Julio y Muiros LcvU, sobre 
usurpación c iikitbüto uso if* nunca de cowrdo. 

Swmrio: No proc«Ie el recurso extraordinario del articulo 14. 
!ey número 48. en un caso, en que la cuestión plantearla fué 
resuelta \*>r razones «le derecho y fie hecho, que indqxi»- 
dtcMcmente consideradas, son calces de sustentar el fallo 
recurrido. (Caso de las explicaciones a que alude el ar- 
ticulo 58. ley 3975), 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DKL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 17 de 1932. 

Suprema Corte: 

La cuestión que se debate en esta» actuaciones se refiere al 
uso indehido (le marca de fábrica, previsto por el art 48 inri- ' 
sos 5' y f de la ley 3975, sosteniendo el querellante que el que- 
rellado comercia con mercaderías que llevan la marca registra- 
da a su nombre, lo que hace iwocedente la aplicación de las penas 
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establecidas en el citad» artículo, tas sentencias dictadas en pri- 
mera y segunda instancia absuelven, al querellado en razón de 
<W h procedencia de h mercadería con que este comercial* 
impide consulerar que se trate de mi producto con marca falsi- 
ficada. Contra la sentencia dictada ¡wr la Exenta. Cámara Fe» 
tteral se lia interpuesto el recurso extraordinario que acuerda el 
art. 14. inc. ¿" ele la ley 48 y art. 6* de la ley 4055. que es pro- 
cedente en razón de halarse - Mocado un derecho |>rotcgido ¡M>r 
la ley 3975 y ser la decisión recaída contraria a ese derecho. 

En cuanto al fondo del recurso, me limito a reproducir las 
razones expuestas en la causa Lemonier y Cía. contra Marcos 
Simsilcvich y Luis Hendler. en la que se lia estudiadlo el régimen 
legal creado por la ley 3975. según el cual la propiedad de tina 
marca tle comercio acuerda a su dueño el derecho exclusivo de 
usar en los objetos de contercio el signo distintivo que constituye 
la marca, con la (acuitad correlativa de ejercer las acciones ig- 
uales corresjjondíente contra los que usuran esc derecho. Con- 
forme a ese régimen, no es admisible, que dentro del territorio 
de la República, un comerciante del» tolerar qtte otros utilicen 
la marca que está registrada a su nombre, sin tener el derecho 
<k ejercitar los medios legales para impedirlo, no pidiendo ser- 
vir de excusa fiara eludir el acatamiento a Lis prescripciones de 
la ley N v 3975. la circunstancia de que los productos sean ad- 
quiridos en el extranjero a un fabricante que tenga registrado 
xjllá el uso de la marca que los distingue, puesto que si ese fa- 
fricante no podría vender aquí esos productos desde que la mar- 
ca |>erteriece a otro comerciante, tampoco pueden hacerlo los «pie 
se digan autorizados \utt cliché comerciante. 

Por ello y Lis consideraciones de la sentencia de fecha I ! 
de Diciembre ppdo. dictada en la causa citada, pido a V*. E. se 
sirva revocar el fallo de la Excma. Cámara Federal, condenando 
al querellado a la pena que establece el artículo 48 de la ley nú- 
mero 3975. 

Horacio Si Larrcta. 
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Bueno» Aires, Septiembre 14 de 1032. 



Los «leí recurso extraordinario interpuesto por dóíi Antonio 
INrrotic. ett la causa C|iic sigue ante la justicia federal de la 0¡- 
¡•ífcál contra Julio y Marcos I-cvit sobre usurpación y uso inde- 
bido de la marca tic comercio "(Hornaltiiia Wander", contra la 
scjitcitci.'í de la Támara Federal de Apelación que absuelve a los 
procesados; v 

Considerando : 

Que el tribunal u-i¡¡w, aceptando la interpretación leen! ¿la* 
da por el aefior Juez de I" Instancia a los preceptos discutid** 
m k ley &» 3973, MMcHM "que la intr.Klucción y venta de ar- 
ticulas coli marca legitima, es decir, adquirida o procedente del 
propio fabricante en el extranjero, no autoriza a quien ha re- 
gfctTWÍo t<Sí * niisma marca en la República Argentina, a ¡ktsc- 
ííttir criniinahnente al comerciante que los introduce y vende, 
pites este hecho no está comprendido en las dtsfMisicioncs ^na- 
les de fci ley do marcas de fábrica" (considerando 4 f del Fallo 
do ts. 52) : p&& la Cámara agrega "que el querellado ha dado 
las explicaciones a que se refiere el art. 5S <lc la ley N* 3975 
jw todo lo ct»!, como se dice en el exordio, absuelve á los que 
reliados (fs. 163), 

Oue si (jfeti el primer fundamento transcripto es de puro 
derecho e interpreta — contrariamente a la jurisprudencia de 
esta Corte —•los prece|Hos tic la ley que el querellante invoca 
en favor de su acción y |M.r tal concepto seria vial)lc el recurso 
del art. 14. inciso 3* de la ley X* 4X: es verdad también que el 
segundo fundamento, es decir, el qne se refiere a las explicacto- 
nes que permite el art. 58 de la ley X" 3975 como mi tíct entes pa- 
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ra eximir de pena, es de hecho y tiene eficacia tostante. |«>r si 
solo, |xira decidir !a causa y es extraño a la naturaliza de! recurso 
extraordinario como Jo ha consagrado esta Corto en su constante 
jurisprudencia. 

lín su mérito y oído el señor Procurador General así m de- 
clara. 

Hágase saber y devuélvanse, donde se repudra el papel. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Saoarna. — Julián V. Pera. 
Litis Lin-ares. 



Don ¡"tetar .!/. Ruh. contra ht Ihtn-mcht de Corrientes. K.vccf- 
eüm de defecto IcgaL 

Sumarlo: Enccmtrándose en un caso Hena<kis sulistancialuicute 
los requisitos legales cjtit prcscritic el articulo 57 de la ley 
mimen» 50. y no siendo óhice a ello, el hecho <k- no mencio- 
nar*.- el valor de los cupones y el número y valor que de 
éstos tiene cada titulo. ]>or cuanto la índole de estos docu- 
mentos oficiales suficientemente individualizados para no 
hacer incurrir en contradicciones a la ¡wirtc demandada, ha- 
cen que aquellas circunstancias no puedan ser ignoradas jmh- 
los fmiciotiarios de las provincias de que emanan, procede 

desestimar la excepción de defecto legal opuesta. 

■ 

Caso*. Lo e: 
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Buenos Aires, Septiembre 26 lie 1932. 

V Vistos : , 

de defecto legal opuesta n fs. 27. y 
Considerando: 

Que en d escrito de denuncia se ciufttentnm llenados subs- 

iey nacional de procedimientos número 50 en su *nHf7. 

Que no es óbice a ello, el hecho de no mencionarse el valor 
de los cupones y el número que de éstos tiene cada titulo y su 
valor. |*ir cuanto la índole de estos documentos oficiales sufi- 
efentememe individualizados |Kira no hacer incurrir <» contra- 
dicciones a la parte demandada, hacen que aquellas circunstan- 
cias no puedan ser ignoradas por los funcionarios <!e Jas provin- 
cias de que emanan. 

Que en lo que respecta a que no se encuentren en Secre- 
taría los títulos sobre que versa el litigio, es de ntwervar que cí 
actor en su escrito de demanda solicitó el hacerlo, o en su de- 
fecto conservarla en su poder en calida*! de depositario, obli- 
gándose a presentarlos en el acto de serle rcc1ania<k>s. 

Que esos títulos se encuentran defioskados en Secretaría 
(provifkncia de te. 34 vía.). 

Por lo ex|Miesto. no se hace lugar a la exección opuesta e 
intímese: h Provincia (le Corrientes, conteste derechamente ln 
demamla. Repóngase el paj)cl. 



k — R. Guido La- 
valle. — Antoxio Sacarxa. — 
JrnÁx V. Pera.— 
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Ihui Manuel Zappattini muirá tion demente hewsutetjui. por 
cobro * '*u'"tk'o He pesos. Contienda de competí nch. 

Su nutrió: Corresponde la acumulación del juicio ejecutivo m- 
gtiido contra e! concursado, a los autos del concurso, en un 
caso en que si bien i» aquél se había dictado Sentencia, ella 
lo fué después de seis meso de iniciado y conocido foté por 
los interesados. 

Cuso: Lo explican las pie/as siguientes: 

VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

A mérito dé las consideraciones aducidas en 1©$ eser¡iM> 
| ¡evidentes, a los cuales adhiero. >oy «le opinión que L\ S. cleííé 
hacer higa? al pedido formulado por el sindico y librar él oficio 
inhibitorio. — / Vfatf Maricoitdc. 

Fiscalía, Agosto ! i de lí»31. 



AUTO OKL JI KZ KX I.O CIVIL V COMfcUCIAL 3a. NOMINACIÓN 

Córdoba, Septiembre f> de 10U1 . 

A mérito de lo solicitado por el síndico a fs. 22. y la confor- 
midad prestada |x>r el señor Aírente Fiscal, líbrese exhorto inhi- 
l.itorio, acompañándose los testimonios que indica el articulo 
1C05 del C. de P. C. — De Ui Torre — Ante mí ; Mu/ucl A. Posse. 
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VISTA FISCAL 

Señor Jik z; 

IV las presento constancias de autos gg» desprende: !' ífue 
la sentencia de trance y remate fue dictada él «lia II <]<• %osio 
de y 2í. ujite el concurso del ejecutarlo fué aliúrto el dfe 

6 de Alar/:.» de 1931, (véase fs. 20 y fs. 43). 

IV manera cjuv el concurso se inició antes do estar dictada 
I;- sentencia tlí? trance y remate en este juicio, secún resalla <& 
la confrontación de las fechas dé tino y de otra. 

Xo es. pues, el caso de autos similar a la jurisprudencia 
diaila en el berilo efe fs. 4<>. es absolutamente distinto, y en- 
tiendo, a coutrtiría si ttsu. «pie corresponde hacer Ui K ar al pedido 
ikl Jut/ exhortante, sin i|tfé a ello obste» las constancias de Li 
eseritur;. Invocaría «pie ceden al fuero de atracción del jti¡elu 
universal. 

Ontcra l*. S. asi disponerlo. — /•". />\/mv/<?rcfw. 
Noviembre 2 de 1931. 



AI TO DEL JI'KX EN LO CIVIL 

Buenos Aires. Noviembre 19 de MSI. 
Autos y Vistos: 

Para resolver la cuestión dé »>conii>ctencta por inhibitoria 
planeada en estos autos i*>r el señor Juez de i" Instancia en lo 
Civil y Comercial «le | a dudad de Córdoba. 

1 <Jue. según resulto de las constancias de autos, la pre- 
sente ejecución fué promovida el de Diciembre de 1930 (fs. 
4). Iiahitmlo <|uedadn terminada, con sentencia de trance y re- 
mate, el día 1 1 de "Agosto del corriente año. (ver fs. 20> . 
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2* Que la constante y reiterada jurisprudencia <lel Superior 
lia dejado establecido en numerosos fallos, que las cuestione* ile 
comp<*encta sólo pueden referirse a juicios pendientes y no co- 
rrfsponden a los ya fenecidos, cuyo conocimiento no puede ser 
materia de una cuestión de esta Índole. (Fallos: Tomo 151. pá- 
grna 69. "(¡aceta del Fon»", tomo 74, pagina 129). 

3 f Que. además, el fallo citado jior el actor (ver fs. 49 vta. >. 
es de aplicación al caso «le autos, por cuanto en él se resolvió 
«pie "el fuero de atracción del concurso civil, no alcanza a los 
juicios contra el concursado terminados con sentencia de trance 
y remate" ("C'iaeUa del Foro". I" de Mayo de 1929, página 1). 
como ocurne en los presentes autos. 

En consecuencia, atento las consideraciones precedentes, se 
declara efe la competencia del infrascripto el conocimiento de 
estos autos, no haciendo lugar a la inhilntoria planteada, con 
costas. Regulo los honorarios del letrado doctor Amoedo. en la 
suma de cien pesos, y los derechos procoratorios de Germán 
.Martín Yáfu-z. en la de cuarenta y hágase saber al señor Juez 
exhortante. Rep. la foja. — ft. Ptrasso Xaón. — Ante mi: í\ 
Romero. 



DICTAMEN DKL PROCL'RADOR GENERAL 
Buenos Aires. Agosto 

Superna Corte; 

Ahierto el concurso civil de <lon demente iierasategui ante 
los trihuiutles de la chutad de Córdota el señor Juez de 1" Ins- 
tancia y 3» Nominación en lo Civil y Comercial de dicha ciudad, 
«pie conocía en los autos respectivos, ordenó al flanco de la Na- 
ción Argentina fueran puesto a su disposición ios fondos dqm- 
sitados |x>r el Uanco Hipotecario Nacional en concepto de re- 
manente de la venta de un inmueble de propiedad del concur- 



DB JUSTICIA DE LA .VACIÓ N 



99 



sa«|... tm meticiohados fondos iuvum embargados por mandato 
del señor Juez de Primera Instancia en lo Civil «k- la Capital 
Federal, en la ej«eución por: cobro de segunda hipoteca, promo- 
vida por <|r.n Manuel Zappatüni e««ira rfon demente lierasate- 
ÍÍUl. V con eec mQ(¡VO el señor Juez de Córdoba promovió con- 
beoda de competencia por inhibitoria, sosteniendo que la men- 
cionada ejecución .lebia acumularse al concurso civil, que por su 
carácter «le juicio universal atrae todas las acciones que se si- 
gan contra el deudor. El señor Juez de la Ca|»tal Federal no hi- 
zo lugar a la requisitoria por cuanto la ejecución en trámite ante 
su juzgado habia termiando con la sentencia de trance y remate 
dictada el día 1 1 de Agosto de 1931. con lo nal dcsa|«recian los 
efectos ilel fuero de atracción. Llenadas las formalidades de la 
«•"tienda, ,,e « a • | " ,a "l"»rtuimla«l de que V. E. entre a cono- 
cer en la misma, de acuerdo con lo que dis^me el art. 9". me. d ). 
lev numero 4055. 

La consideración en que se funda el señor Juez «le la Ca- 
|.ital Fe«leral |«ra no «lesprendersv de la ejecución que le está 
soimiMla. carece «le valor i*,r cuanto, si bien es cierto que V. E. 
h« <leclarado rq*-tidamcntc <,ue las cuestiones «k- competencia 
sólo rueden referirse a juicios pendientes y no enmienden a U.s 
ya íeneciílo*. en el presente caso la ejecución que se siguió ante 
ti meiiciona<li, Juez I.» fué después de tener conocimiento de la 
apertura el c«mcurso civil (escrito «k- fs. 16). no distante lo cual 
se «helo la sentencia de trance y remate con audiencia «Id deudor 
y sin «lar intcrvenck'm al sindico del concurso. Esta circunstan- 
cia quita mérito a la sentencia dictada para rqwtar que en sn 
Virtud han terminado los trámites de la ejecución. 

Por otra jarte, según lo ha esaMecido reiteradamente V. 
*' l " ca * w «» que existen intereses encontrados entre acree- 
«fcres hipotecarios y acreedores quirografarios, para aplicar la 
«hst-«.ición del art. 3938 del Código Civil, conforme al cual lo* 
acreedores hipotecarios no están obligados a esperar los resulta- 
do* «leí concurso general para proceder a ejercitar sus acciones. 

esas actuaciones al concurso 
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-cutral, dado que sofo ante d Juez de éste puede cumplirse la 
disposición final dé) citadlo articulo, o sea la determinación de 
la cantidad que *' juzgare suficiente i«ra él ¡miro de los crédi- 
tos que sean privilegiados, la qué del* ser consignada o a lianza - 
<la. a la caución de acreedores tic mejor derecho a que aluden las 
levus procesales. (Fallos; Tomo 152. i^ina 181; Tomó 1«>. 
página -MI). 

Con arreglo a esa doctrina se lia decidido que los juicios 
por eol.ro de créditos hq literarios delieti acumularse al juicio 
universal de concurso a jx'sar de los convenios entre las |»artes 
relativos a la constitución de un domicilio esjHvial para el cum- 
plimiento de la» ohiigacinnes impuestas, desde que esos conve- 
nios no pueden sobreponerse a las facultades que |Kir las leyes 
corresponded a los jueces del concurso sobre los bienes de los 
concursados. (Fallos: Tomo 137. i>ágina 95; fbilío 152. trigi- 
na 181 ; Tanjo 160. fúgina 231) . 

Por lo expuesto pido a V. E. se sirva dirimir la presente 
contienda de competencia, declarando procedente la inhiliitoria 
planteada por el señor Juez d¿ Primera Instancia de ta ciudad 

de t'ónMw, a quien se remitirán las actuaciones producidas. 

- 

Horario K. Lmréta. 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Buenos Aires. Septiembre 26 de 1932. 
Autos y Vistos; 

Los de contienda de competencia por inhibitoria tratada en- 
tre el Juez dé 1* Instancia y Tercera Nominación en lo Civil y 
Comercial de Córdotia y otro en lo Civil de esta Capital |iara 
o m:cer en eJ juicio ejecutivo seguido por don Matute! Zapi>atti- 
ni contra Cimiente Hcrasatcgut: y 



Considerando : 



Qui-.la vista del señor IWmulur General ha rclack.nado 
aciTi.i.l.iiiui,ic los hechos que han dad» lugar a esta contienda 
y puede bien afirmarse «pie tanto la ejecución deducida ante el 
Juez de la Capital como el concurso civil del deudor son la con- 
secuencia del depósito hecho |wr el Itatico Hijxrfecario Xnci.»- 
nal «leí sobrante <lel precio del inmueble h¡|>otecado. 

Que. la circunstancia de haberse dictado sentencia en la 
ejecución cuando el Juez del concurso pidió su acumulación al 
juicio universal no es ólifce para acceder a ello fundado en qué 
las cuestiones de competencia sólo pueden referirse a juicios 
iwmhentcs. |»orque en la fecha del pronunciamiento. 1 1 de Agos- 
to de 1931. hacia ya más de seis meses que el concurso se hahia 
iniciad., y de ello tenian conocimiento los interesados, según pue- 
de verse a fs. 16 del expediente ejecutivo. 

Que en atención a este antecwlente y a la doctrina de la 
Oírte contenida en los fallos, tomo 152. pág. 181 ; tomo H». 
iag. 231 ; tomo 137. pág. 95. corresponde la acumulación del 
juicio ejecutivo al expediente de concurso civil del duedor. 

En su mérito y <le conformidad con lo dictaminado v pedido 
j or el señor IVocurador General, se declara que el Juez' compe- 
tente fiara conocer del juicio ejecutivo es el de la chalad «le Cor- 
niola, a quien en ««secuencia se le remitirán los autos, avisán- 
«lose al «le la Capital en la forma «le estilo. Remugase el papeL 

Roberto Rektio. — R. Guno 
Lavaixe. — Antonio Sagakna.— 
Julián V. Púa. _ Lt 
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Criminal, cQtttm Segundó Lcfiit, por kóMíMm 

Sumario; Resultando efe los antecedentes de autos, qtté es im- 
posible formar convicción alguna ¡«ira afirmar la cul|tahili- 
fiad del procesado |M»r homicidiox delie aceptar*;* la indivisi- 
v i'idad de su confesión y declarar íni|>rol>ada su imputación 
jH.r haber procedido eri legitima defensa do su |K.-rsoiia. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE!, JUEZ LETRADO 

Viedma. Noviembre 4 de 1*30. 

V Vistos : 

(ÍSta causa incoada contra Segundo I-efui, sin sobrenombre 
ni a|¡mlu, argentino, de diez y nueve año* de edad, soltero. j>eón 
di campo, analfabeto y domiciliado en el |iarajv denominado 
"(."liaiinl". iVpirtamento 25 de Mayo de este territorio, a quien 
acusa el fiscal en su requisitoria de fs. 55. a cumplir doce años 
de prisión, costas y accesorias legales, como autor del delito de 
homicidio, articulo /*> del Código Penal. F.l defensor en su es- 
crito de fs 58, pide la alwolución de culpa y cargo de su defen- 
dido, invocando el art. 34, inc. 6* del mismo Código; y 

Considerando: 

• 

QÍK5 en la mañana del 1* de Febrero del año en curso, en 
"Cliaiíul". i)q>artaim-nto 25 de Mayo de este territorio. Segun- 
do l.efiú hirió gravemente en el séptimo espacio intercoatal de- 
recho, tic un balazo de revólver, a José Huemtl. el que falleció 
a las cuatro y media horas del siguiente día. «le iieritonitis y he- 
morragia interna, consecutivas a la lesión recibida, hecho que se 
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acredita con la |»rti«la de defunción de ís. 23. la ptrfcia ... 
de ís. 41 vta.. el secuestro «Id anua instrumento de] delito la 
confesión «k- ís. 17. ratificada a fs. 49 y las dnnás «instancias 
sumariales. Arts. 207. 321 y 358 del Código de Procedimientos 
en materia criminal. 

El procesado califica su confesión aduciendo haber sido ob- 
jeto «le agresión improvisa |*>r larte «le la victima armada de 
pistola, a la que rcsjxmdió con un disiiaro «le revólver, ¡«ra att- 
morizarhi. después de b cual y por nn tei»er mas |>royectiles en 
su rev«>lver. huyó, en cuyas circunstancias Huenul le hizo dos 
disparos más sin lograr herirlo. El Ministerio Fiscal conceptúa 
divisible esta confesión e impula para hacerlo «los presunciones 
graves en su contra: la declaración de la victima corriente a fs. 
3 y la «le su concubina. Catalina Atufan, corriente a fs. 29. se- 
gún las cuales el ataque partió repentinamente del procesado, en 
momentos en que. de manera casual. cncoiUráronse en la huella. 
El defensor, en cambio, restando valor a esas |ircsiincioncs. 
computa jura desautorizarlas, el secuestro «le las armas y el nú- 
mero de capsulas recogidas en el lugar. 

Estimo que la confesión es divisible y que al proceso incum- 
bió probar la eximente de pena que invoca. En efecto, la victima 
en su declaración de fs. 3, corrobórala por la <le su concubina 
Catalina Anttnao, corriente a fs. 29, afirma que la agresión |»r- 
tió repentina e ilegítimamente del procesa«to. y a esta» «los |irc- 
siinciones gra.*» agrégase, en mi concejito, el secuestro de una 
sola cápsula vacia, recogida en e! lugar del hecho, ««respondien- 
te a la pistola usada |»r Huenul. la que se secuestró descargada, 
de suerte, si como afirma el reo, los disparos hecho» por la vic- 
tima fueron varios, allí debieron encontrarse las restantes cáp- 
sulas, aromáticamente expedidas por el arma. El secuestro «tel 
revolver de Lefiú, contrariamente a lo argüido por la defensa, 
demuestra que «I acusado mintió al decir que el arma se le ha- 
bía extraviado en el camino y esta mentira y sobre todo el haber 
liodido disparar el arma a su arbitrio, hace de ningún valor la 
circunstancia de haber encontra«lo el arma conteniendo una sola 
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cápsula vacia. Además él mismo prevenido confiesa c{iie en otra 
ocasión concurrió a la rasa de su victima a provocarlo a pelea, 
circunstancia eorrolinradu por las declaraciones de Hucnul y <!• 

la xmm 

Kn suma y ¡>or todo ello, divido la confesión del roo. decla- 
rando prulkada la exÍMcncia dt'l delito de homicidio, art. 7 l K l'ó- 
rJigíi IVnal y rosponsaMo a Secundo itt O'in» único autor ilpl 
mismo. 

•\ los efectos de los ans. 40 y 41 do este Código, l^iigr» tu 
rm iii.i la normalidad clej acusado, fs. 54 vta.. su minoría di- edad 
y el tratara <|e un delincuente primario. 

IW esto> fundamentos tallo; Condonando a Segundo Lt- 
íifi. SifitktF del delito do homicidio, a cum|)lir doce años «le pri- 
-iói,. cosías y accesorias Urales. Xotifi«|Uese y registros-. — 
k'otihhi Üorr'uja. Ante mi: fjtiis /. /-V/./.v. 

skxtkxcia l>K ÍíA camaka FEOEttAI. 

Bahía Blanca, Mayo 1!* de W*2. 

V Vistos: 

Ksta causa contra Secundo I.eíiú. por homicidio contri José 
líuiiutl se encuentra justificado el cuerpo del delito y la per- 
sona del delincuente, |>or c*| parte de fs. I. constancia de fs. 6. 
partida de defunción de fs. 2¿ t croquis «lo fs. 28 e informe me- 
dio ilc* fs. 41 y por las declaraciones <le la victima, confesión 
del imputa*!" y testimonios de Catalina Antinao. concubina del 
muerto, Aguat/m Casiano. Juan de . Dios Oirw|ues v Andrés 
Mtllán: y 

Considerando: 

QiW la confesión del procesado debe ser dividida cti cuanto 
a las circunstancias con que pretende calificarla, mas está com- 
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|h.i la misma confesión la imputación de la victima «fe 
•|.k ,-., „..:, anterior ^mmmi, Lefia fué a su casa a provo- 
carlo; foto no ha explicado la razón «fe su presencia en el tugar 
m hecho a ¡iimedíacíones (le la m..ra<la dé Htiemil. ¡linirrienclo 
al respecto tu coiitradicciónes, pues primero dijo mu- venia líe 
cas- del tcstip,, Cárdenas y Cuando éste manifiesta mu- hacía 
uias «fe tiii mes que no lo lu*l»í u visto, aclara que rara «fe su pro- 
pío domicilio; ha mediado ocultación del arma homui.la que «•> 
secuestróla «lesjHtés «pie ti procesado dijo haberla perdido y por 
ultimo es i-*,, prulKil.lt- que siendo | a victima la que llevara la 
agresión haCiemín fuego antes y «IcsjHiés. haya recibido el dis- 
jaro mortal con la trayectoria que expresa la pericia medica y 
m <>tra parte, ««teniendo Hucnul que sólo hizo un disparo de 
defensa al ser herido con un arma que expele atiunimticaiiwnte 
las cápsulas, el examen «leí terreno lo confirmó, pues sólo se en- 
eontro una cábula: debe |*,r lo tanto tenerse iK.r resjH.nsabte 
del homicidio al reo. conff>rme a la imputación de la victima 
antes d«¡ fallecer y di- su concubina y testigo único. 

<Jue el hecho encuadra en el art. 7*> del Código IVnal y la 
pena impuesta consulta en debida forma las circunstancias 'atc- 
nuanies invocantes. 

I'or el mérito «fe cuyas consideraciones, confirmase la mi- 
tencia a|*lada «le is. 62. que condena a Segundo l.efiú a la pe- 
na di doce años de prisión, costas y accesorias legales. Notifi- 
<pwse. regístrese y devuélvanse cu cas., de ser consentida. - 
Brnctíó S<> U rr«„m,: — l/.Utor </,- la Puente. - Exct/uicl S. 
(#«' Ofciio. 
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Buenos Aires, Septiembre 26 de 1932 



Y Vistos: 



feos «K- la cansí Segundo Leíiú. argentino, menor «le c,la«l. 
peón de cam}». soltero, analfabeto, |M.r homicidio en la pmona 
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• 

ríe José lltiontil, chileno, mayor de edad, ocurrido en "Hualuul 
Niveo". CioUrnación <Ic Rio Xcgro, el día 1 Q de Febrero de 
1930: causa venida en tercera instancia ordinaria |»or apelación 
de la detcnsa contra el fallí» de la Cámara Federal de Apelación 
di- Bahía Blanca que condena al procesado a sufrir doce anos 
de prisión y accesorias de conformidad con los arts. 40. 41 y 79 
del Código IVnal; y 

Considerando: 

íiíi muerte de üitenul a cení secuencia de la herida por arma 
de fuego inferida \*>r Letiú. está plenamente demostrada en au- 
tm y no ha sido discutida en el curso del pn»ceso — Declaración 
de H\«m¿ f>- ¿: de Uefió, f*. 17: lartida de defunción, ís. 
certificado e informe médico. ís. 41. — No ocurre lo mismo en 
lo re ferente a la res|NMisal>i!idad |»enal del procesado ]H>rque victi- 
ma \ victimario se inrputan mutuamente la primera agresi«m j*'- 
li^r.tsa y (pie. se»ún sea la decisión sohrc el punto, determinará 
ta absolución o condena «le I.efiú. 

Anilos hicieron uso de sus amias «le fuego y amWs relatos 
clel ao'iinrimient" son verosímiles, dehiendo agregarse «pie la 
situación de la Herida de Httemil </' espacio intercostal «IcneclK», 
linea mamilar» corresponde bien a la i>osición «le un homhre «pie 
agrcílc daiulo un u'rcio de flanco para «liri^ir su arma contra el 
adversirú» y en ese instante es. i>or éste, lesionado. 

Kl arma secuestrarla a Lefiü, tenia una sola cápsula en el 
LamU>r c|v l«»s proyectiles y cstaUi sin líala — fs. 36 vta. — 1«> 
que coincido con la declaración «leí procesa«lo. cuando afirmó ha* 
her hecho un solo «lisparo y huido luego por no taier más líalas 
en su revólver, mientras rectifica la imputación de la victima «le 
Itaber sido ohjeto «le varios «lisjwros más. Xadie lia sostenido «pie 
«■1 revólver «le Lefiü fuera descargado después «leí acontecimien- 
t«*. ni presentara signos «le «rtrus disparos recientes, lo «pie. conw» 
es «ahido. es muy fácil compmliar por los residuos de la defla- 
gración de la iHilvora. 
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kn cambio, la pistola que usó Hucnul y que éste dejó en 
su RÜñ cuando |»asó herido a lo «le Agustín Casiano, fué cn - 
contrada sin una sola líala o proyectil — ís. 16 — y su «huno no 
luí dicho, en su declaración de is. 3. c|iic llevara la pistola Ta- 
ralellttm ' cargada con una sola hala. ¿fjirién la descargó? ¿Cunti- 
do? [Satos uitcrrogaiUes no se pueden contestar en forma de car- 
gfes al procesado, pues, por el contrario, la condición cu ífttc el 
anua fué secuestrada coincide con la confesión de 0(0, quien 
afirma — fs. 17 — halicr sido objeto de varios disparos. 

Es cierto que Lefifi ha faltado a la verdad cuando <|jjo — 
en su declaración jK>ütial — que había percibió el revólver des- 
pues del incidente y que al encontrarse «¡oh Hucnul. venia de en* 
sa de Miguel Cárdenas y represalia a su casa; p ro la primera 
inexactitud carece de toda inqiortancia, ¡mes la realidad del hecho 
no contríUuye en nada para caminar su |>ostción jtfridica. I<a se- 
gunda, sí, es de valor oral, pues si U-fiú venía, en verdad, cié lo 
de Cárdenas y tenia que pasar forzosamente por lo de Huemil 
para retornar a su casa, su confesión tendría un fuerte a|x>yo 
explicativo del encuentro con su adversario: |*ro. la inexactitud 
— que éí procesado explica de manera no satisfactoria pero lío 
inverosímil tanil*>co a fs. — no es suficiente presunción pira 
dividir la confesión del reo abonada, como rtliedá demostrado, por 
otras circunstancias. 

Por otra |>arte. si era notoria la enemistad entre I.eíiú y 
Huemil. ¿\M>r qtié y pnt qué salió este último, armado, de sti ca- 
sa, viendo al primen» a muy jioca distancia de la misma? (Cro- 
quis de fs. 28). I-a simple manifestación de ir a lo de su vecino 
Díaz sin expresar objeto iv> es tostante pora excusar !a impu- 
dencia. 

El testimonio de la concubina ele Muenul no puede apreciarle 
como prueba «le cargo contra el procesado, paes le alcanzan ta- 
clias graves del art. 27 G del Procedimiento Criminal; no es el 
vínculo legal o religioso el que inhabilita a dos personas que vi- 
ven como marido y mujer ¡«ra dar testinumios válidos qnv no 
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sean de favor, sino el vínculo efectivo, la comunidad de vida y 

de intereses. 

Q£ÍÉ de acuerdó con coligancias y oinsidera.ciones ex- 
presadas, fluyentes de estos autos, puede afirmarse, no existe, 
dentro de ellos, priu-ki \£gfr] ni moral de que el reo sea imputable 
dfel ht'inicidi*» |H>r él coínctidi), en ti concepto de su rc.qxiusaliíli- 
i\:u\ criminal. Póí el contrario, producidos los hechos yin testi- 
gos intachable* que lo hayan visto, entre dos hombres enemista- 
dos, <pié se encuentran cti vi camino y. sin desmontar de sus ca- 
l^álgáduras, cambian, uno. dos o más taibizos. is bien difícil es- 
tahlecer quién fué el provocador del inckleute. ante las declara- 
ciones opuestas de victima y victimario, que se inculpan mutua- 
mente, ya que *i el dicho de aquella tiene el respeto de toda úi- 
tiiria man i testación en presencia de la muerte próxima, la confe- 
sión di éste cuenta con el amparo de la ley «pie protege su indi- 
visibilidad, en los. términos del articulo 3t8 <H Código de IYo* 
eeditiiieiH<»> Criminal. 

One las* contradicciones resultantes de autos, apre.-iadas. pjr 
el fue/ y la Cámara, en contra de la con festón del reo i «ara di- 
vidirla, en su mmoscalio, no revisten el carácter de presunciones 
graves. i*w 4 t cuanto ño perjudican la verosimilitud de aquélla, en 
lo princi]¿il. tu- si- fundan en hecho* probados ni se trata, en el 
cas*», «le un individuo de malos antecedentes conocidos. 

QhCi «'i' consecuencia, es imjMjsihle formar convicción alguna 
para afirmar la culpabilidad de l.efiú. de cuya |w>sición lej*al en 
ote proceso emergen, |>or lo menos, dudas que toman vacilante 
e| juicio, muy U jos éstas, por cierto, de la seguridad con que ha 
de pronunciarse una decisión condenatoria, a liase de pruelias o 
indicia claros cual la luz meridiana, como enseña ta ciencia pe- 
nal, en resguardo de un error de la justicia o de la InVrtad de 
los homhres tarr. J$ ilel Código de rWcdiinientos Criminal ). 
l>el»e aceptarse. |»ues. como indivisible la confesión del procesad» 
y en su mérito, declarar improl-ada su imputabilidad |K>r haber 
pn -cedido en legitima deíetis'i dé su |»ersona. al dar muerte a Jo- 
sé II tunal (art M del Código Penal)* 
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Y»r estos fundamentos y los concordantes de la defensa en 
as instancias, se revoca la sentencia ajwlada de ís. 76 y se 
le atipa y cargo a Scgúndo Lcfiú. 

Y-tiiúpusc y devuélvanse en el día para sn inmediato ciuti- 
plimiinto. 

Roberto Repetto. — R. Suido 

Lavalle. — Antonio Sagarna. — 
Ji:máx V. Pera. — Luis LinaríSs 



Scumcs Uh/noauy y mwfaük catira la Prpvbicja tic /tumos 
. I tor hhonstitHchmiUthnl dd ¡ui fucsia al capital yfró. 

Sumario; U lev número 3904 de la Provincia de Imcnos Aires 
e« cuanto establece impuestos solnv productos cinc son oli- 
jcfc> de venta fuera de su jiirísdimón. es violatoria de la 
Constitución N'.-.ciotial. (Artículos % 10. n7. incisos 12 v 
IOS. (. X./. 

CilSú: \a> explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DFf. PROCCRADOK GENERAL 

Buenos Aires, Airtwto 5 de 1931. 

Suprima Corte: 

1.a presente demanda versa sot.re !a ilegalidad del cobro cjuc 
la Provincia demandada ha exigido a la sociedad adora, en con- 
cepto de impuesto al comercio v industria, tomando en conside- 
rad**] jtftra la fijación del monto de] impuesto Jas operaciones 
convenidas en la Capital Fc<k?rai y ejecutadas en el territorio de 
la Provincia. 
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Para decidir la controversia planteada hay «pie |>artir de dos 
circunstancias en torno a las cuales giran lo» argumento* aduci- 
dos por las partes litigante*. La primera se refiere al lu«ar «le 
la celebración de las n|x*racmnes de venta, si hien la provincia 
demándate sostiene que en ella recibieron cumHimiento. La se- 
gunda se relaciona con el lugar en que se cno.oiraUoi almace- 
nadas las mercaderías, ipie se ha prol>a«lo mediante los informes 
traídos al expediente qye es un depósito habilitado como aduana 
|M»r el Gobierno .Vadonnl y sujeto exclusivamente a mi juris- 
dicción. 

Con respecto a la primera circunstancia expuesta, cal*? ohr 
scrvai que las o|*?racioncs <k' comercio a que se refiere este pleito 
consisten en contratos de compra-venta por los átales la .sociedad 
actora enajena a compradores radicado* en la Provincia las mer- 
caderías que tkne almacenadas en su* «kpósitos. Ahora liien. sien- 
do el contrato de compra-venta, por su naturaleza, coraensual, 
queda termiua<lo desdé que las partes se lumen de acuerdo ac rea 
del precio y la cosa vendida*, de suerte que es de ttxla evidencia 
que si los contratos realizados por la ttetédad aetora lo fueron 
en su escritorio de la Capital Federal, es allí dpncÉ se ha realiza- 
do la operación de comercio correlativa, «le manera «pie la Pro 
vincia na puede ini|>oner un gravamen ¡*»r e$& acto |K>r«juc al ha- 
cerlo afecta o|H-raciones efectuadas fuera de *u territorio, con lo 
que invade una jurisdicción extraña. 

La consideración alegada por Li Provincia demandada al 
sostener su derecho de gravar la o]k-raei<>n realizada en razón «le 
qiu ésta recibe su cumplimiento en la Provincia, no es valedera* 
po* cuanto si se autoriza el cobro de un ini|mesto por el hecho 
de que la mercaderia «Ick- ira-aportarse |*»r el territorio de la 
Provincia |Wa llegar a |K.der «leí comprador, vendría a estable- 
cerle mi tributo que recoimceria c«mv» causa originaria la cü-cu- 
Iación territorial, lo qué siria contrario a la prohibición qué con- 
tiene el articulo 10 de la Constitución. Es doctrina adoptada por 
estr. Corte Suprima aplicatulo la cláusula conftitUcioiial. «pie la 
facultad impositiva de las provincias gofo comprende los articu- 
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le* di producción territorial y todo otro que. procedente del ex- 
toriin o de otra provincia, se haya incorporado a su propia rique- 
za general y sea materia de traraacdoites dentro de su jurisdic- 
ción. (Fallos, tomo 149, página 137: tomo 152, página 72). de 
suerte que en el caso de autos la Provincia demandada no puede 
encomiar una justificación para el impuesto que exige en ta cir- 
cunstancia <le que !a mercadería «lela circular por su territorio, 
desde que cuando ocurre esa entrega las mercaderías ya han si- 
do objeto del acto que se grava, y i*>r tanto, no puede decirse 
que con ese acto, se incorporen a su riqueza general. 

La segunda circunstancia de que he hecho mención, se vin- 
cula con un argumento aducido en la resolución del gobierno 
provincial transcripta a fs. 30, y aunque no aparece regida en la 
contestación a la comanda, pienso que debe ser examinada pa- 
ra no dejar en pié un razonamiento que pudiera servir de lase al 
impuesto controvertido. Desde luego, la consideración desenvuel- 
ta en los ¡wrrafos anteriores acerca de que no es admisible que se 
grave con un incesto hs operaciones efectuadas fuera del te- 
rritorio, hace ocioso ocultarse del lugar en que se encuentran las 
mercaderías, por cuanto cualquiera que sea este lugar, aunque 
Ib fuera el mismo territorio, el impuesto a la operación de co- 
mei¡eio no se justificaría. Pero, con presrindencta de esa consi- 
deración, no es posible acedar que una provincia se considere 
en aptitud de imponer gravámenes a las mercaderías que se en- 
cuentran en depósitos fiscales habilitados como aduana, por más 
que estén situado* en territorio provincial, dado que hs provin- 
cias carecen de jurisdicción sobre las aduanas, que están sometí* 
«las a la autoridad nacional, con arreglo al artículo 67, inciso 9 
de la Constitución. 

El. argumento de la demandada sosteniendo que si se exone- 
ra del impuesto a los comerciantes que no tienen agencia en la 
Provincia se les creará una situación de privilegio con relación 
a los que la tienen, no puede ser útil, desde que, en términos ge- 
nerales, no puede decirse que sea lo mismo a los fines comer- 
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cióles tenor o no instalada una casa en -el lugar di las operaciones, 
pito aún en d Mijttiesto de que |>or razón ilc circunstancias espe- 
ciad* »«> comerciante se halle en aptitud CÍC realizar sus operacio- 
nes desde una jurisdicción distinta, el ]rt juicio que con «116 pue- 
da causarse a otros comerciantes no autoriza a gravar con mi im- 
puesto un cantal que se- desenvuelve fuera <le la jurisdicción en 
que se exige. (Fallos, tomo 157, págilia 72). 

Por las consideraciones expuestas, soy de o|miiióii. que el im- 
puesto exigido a la sociedad adora, es violatorio de la l'imstiui» 
ción Nacional y que corres|x»nde liacer lugar a la demanda en- 
tablada. 

Horado A\ Lanr/u. 



VALIO DE LA COKTE SUPREMA 

, Bueno» Air**, Septiembre 28 de lí>32. 

Y Vistos: 

lisia causa seguida por Xltgnaqtiy y Compañía contra la Pro* 
viñeta de Buenos Aires sobre iiio>tistituciotialid¿id del impuesto 
al capital en giro y repetición, de la cual resulta: 

Otte a fs. 19 ti tnparece don Carió? Schatz en representación 
tic la smiedad actora inicia tioo demanda contra la Provincia de 
Buenos Aires para que se la condene a «kvolver a sus mandantes 
la sutná ele ciento cinco mil seiscientos ochenta y un pe«os, vein- 
tinueve centavos moneda nacioiial ($ 105.681.2» m ( 'ti>. que le 
fueron pandos Iwjo protesta el 17 de Septiembre de tíSSi más 
la de veintisiete pesos, cuartilla y ciuco centavos moneda cional. 
<S 27.45 m n), ini|M>rte «le la comisión de gir» o impuesto de 
sellos, sus intereses des* aquella fecha y las costas del juicio. 

C>ttc fundando la repetición expresa que el impuesto al ca- 
pital en giro aplicado a sus representados |M>r la Provincia de Bue- 
nos Aires sobre los inflamables introdiwidos i*»r la Aduana de 
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Halda Blanca, Puerto de Ingeniero Whitc y a cuyo pago reS|>otide 
la suqu objeto de tackitianda es inconstitucioiwd": a). pirque gra- 
va actos ele comercio realizados en la Capital Federal a donde «o 
alcanza la jurisdicción impositiva de la Provincia y afecta el co- 
mercio imen»n>vmcial — art. 67. incisos 27 y 12. y art. IOS — ; 
h). porque grava la intnxhKciún de mercaderías hecha |K>r una 
aduana exterior mayor o de depósito — U rts. 9. 10. 11. 67 inciso 
|* y JOS — : c );. pirque grava las mercaderías en plena circulación 
y antes tic halarse incorporado ellas a la riqueza provincial — 
arts. 10. 1 1 y 108 «fe f a Constitución Nacional. 

Qxtv la casa Mignaquy y Cotiipafiía. comerciantes ini|x»rta<lo* 
res. consigiiatarins y mayoristas, tiene sti única sede en la Ca- 
pital Fedrral, donde se hallan inscriptos y matriculados romo ta- 
les, tragando a la "Administración General de ContrilMición Te- 
rritorial. Patentes y Sellos" la fíateme correspondiente. Sus re- 
laciones con d depósito hahilitado como fiscal en el Puerto fie 
Ingeniero White son puramente de orden administrativo y ajus- 
tadas a las leyes y ordenanzas de aduana. Mignaquy y Cía. des- 
tace, en aquel Puerto un cmi>lea<lo sulalterno. cuya única misión 
consiste en controlar el desembarque de los inflamables y su co- 
locación en el <ie|M*»tto y gestionar de las autoridades aduaneras 
la salida a pinza de dicha» mercaderías según las órdenes que re- 
cilie «le aquí. |>or correo, en formularios impresos. Ese empípelo 
no concierta ni concluye operaciones comerciales de ninguna das*. 

<¿ue con lates antecedentes no es posible afirmar que ese de- 
pósito habilitado como fiscal constituya una sucursal o agencia 
de Mignaquy y Cía. y menos »n organismo comercial con vida 
propia, cuyo movimiento de mercaderías, meramente administra* 
tivo. mecánico y de tracción, pueda ser gravado por la ley de im- 
puesto al comercio e industria X* 3904 de la iWincia. Este im- 
puesto grava pn>|Hircifjnalmeiite todo ramo de comercio e indus- 
tria que se ejerza en la Provincia y para estimar ejercidos en la 
Provincia los actos de aquel carácter del»e entallecerse que la^ 
operación de venta, consignación. ¡icrniMa. etc., se celebre den- 
tro th su jurisíIicd.'m. reaHzán<lose el contrato en el asiento del 
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comeré io, en sus sucursales tí agendas, sin tener en cuenta el des- 
tino de la mercadería respecto al lugar ile venta o IalK>ración . 
V* es ésta, a su juicio, la solución que corresponde «le acuerdo con 
los arts, fi7 inciso 12, y IOS de la Constitución Nacional y con 
la jurisprudencia de esta Corte que extensamente examina. 

®u? |H*lria argüirse que las transacciones o ventas de infla- 
malvíes realizadas |x>r la actora en su única sede de In Capital 
l*e<kr;d se perfeccionan 4Sti el territorio de la Provincia j*ir la 
tradición fie las mercaderías, jkto tal objeción no es valedera; 
a». jK.rque el contrato de compra-venta es consensual y queda 
concluido (fcsde que las partes se |mnen de acuerdo sobre el pre- 
cio y la cosa, esto es, en los almacenes del actor en esta Capital ; 
h». porqué hiera «le eso. el impuesto se cobraría en plena circu- 
lación ttTritorial y antes de que las mercaderías se hayan incor- 
fM>rado a la masa general de bienes; c). porque la tradición «fe- 
las mercaderías vendidas por el. actor en esta Capital es una tra- 
dición simbólica obrada i*>r la carta de porte que libra el F. C. 
de! Sud en las puertas mismas del depósito habilitado como fis- 
cal en Ingeniero White, es decir, fuera de la jurisdicción de la 
demandada, ya que los puertos exteriores y tas aduanas son #x- 
clusivamente de jurisdicción nacional; d). porque el principio de 
Uis arts. 10 y 67 inciso 12 que confiere a la Nación el poder de 
reglar el comercio internacional e interprovincial protege también 
las operación*» auxiliares del comercio y por consiguiente, el 
transarte de las mercaderías enajenadas. 

Que la sociedad Mignaifuy y Cía., que gira en la Capital Fe* 
dcral introduce inflamables |M>r la Aduana de Bahía Manca. Es 
sabido qir no hay más aduanas que las nacionales (art. 9» de 
la eotistfcurión Nacional) y que sólo la Nación tiene poder para 
habilitar puerto» y crear y suprimir aduanas (art. 6/ inciso 9*), 
siéndoles prohibido expresamente a las provincias el ejercicio de 
esi facultad i art. 10») . Por ley número 480 la Nación habilitó 
para el comercio interior y exterior y como aduana menor el puer- 
to de Kahia Blanca y ixisteriormente fué declarada aduana mayor 
o de depósito. Y como esta carecía de depósitos los actores de 
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aeuenlo con lo cstaMecido por los arts. 300, 369 y 270 de las ( >r- 
«lenanzas de Aduana, solicitaron y obtuvieron «leí Gobierno <k la 
Nación, previa aprobación de planos, autorización para construir 
un depósito |»ara inflamable* en el Puerto de Ingeniero White 
(decreto «le II de Agosto de 191 S) y el mismo que fué «lesjntcs 
habilitado como debito fiscal \yor «lecreto de >l de Marzo 
de 1916. 

Que desde esa fecha tal depósito quedó sometido exclusiva- 
mente a la jurisdicción federal que es la que corresposde a las 
aduanas, y stt funcionamiento se ajusta a las disposiciones de las 
leyes y ordenanzas aduaneras, jhkm los depósitos, tanto generales 
como particulares están bajo la inmediata dependencia y vigilan- 
cia «le la Aduana, se hallan e«rui|xirados a los fiscales y le son 
aplicables los mismos principios. Pretender que la Provincia «le 
Hítenos Aires puede gravar en cualquier forma toda* o algunas 
de esas oraciones, es admitir «pie las provincias tienen jurisdic- 
ción en las aduanas, es otorgarles el poder «le reglar el comercio 
marítimo y terrestre con las naciones extranjeras y «le las pro- 
vincias entre sí; es autorizarlas a establecer derechos de impor- 
tación con violación «le los arts. 9, 10. 11, 67 inciso I". y 108. 

Que. no se concibe, además, que la socie«lad Mignaquy y Cía. 
di la Capta! Federa! pimía importar mercaderías (inflamables 
procedentes «le los EE. UL\ de Norte America» por la Aduana 
exterior de <kf)ósito «le Bahía Blanca o por cualquier otra de la 
República, sin que pue«la a la vez transportar esas mercailerias 
desílc h Aduana al lugar de su «testino definitivo en cualquier 
punto interior «le la República. Ese transporte no constituye «le 
|>or si un acto independiente, es una prolongación del acto «íe ¡m- 
IM>rtaci«ín. Mientras dura y se ejerce ese acto, ni las mercaderías 
ni la acción de transporte pueden ser gravados por la Provincia 
en ninguna de las hipótesis imaginables según los arts. 10. 11. 
67 inciso 12 y sus correlativos. Es sólo al arribo de esas merca- 
derías a su destino definitivo que las provincias pueden ejercer 
sus facultades impositivas. 
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{ h\v. además, la mercadería que está en ti Aduana efe Ba- 
hía lílanca no se encuentra incorporada a la riqueza <lc la Pro- 
vincia J « ! lincho de que se cargue y transporte en wagones q ca- 
mii nes tales mercaderías ¡«ira runitirlaN desde aquella .vina na a 
Ioí comerciantes que la lian a<li|uiri<Io en la C apital Kederal no 
liao (Pasible de impuesto a la firma vendedora <n la Capital IV- 
deral. Um Kisitos <le este hi^ar cofiío los de l.a Ottiaea y los 
de Bahía Blanca son iodos dqwsuos de aduanas nacionales, cfc nía- 
mientr:.* la mercadería es introducida |M»r una tirina 
matriculada en ia Capital Federal y durante está almacenada en 
una aduana, esa mercadería no se lia incor|H»ra<lo a la riqueza de 
"WSlinO provincia y « ineorjiorará recién con su radicación dc- 
íiniiiv.-. en >us puntos de destino, ya |>ara ser consumida, ya para 
ser vendida ulteriormente. 

[Hit- por ñltimii y después de sostener la iucoustitucinualidad 
»!< I art. .V' di- la Ley número $HU de la Provincia de Buenos Ai- 
res fundada laminen en qiic él iiii]>orte delegar cf) el P. I!, la 
l acuitad uuúunt.nMrtc legislativa de fijar el porcentaje o mtiii- 
i" de! impuesto, delegación qoe pugna con el art. 99 de la (Anis- 
t unción <!<• la Provincia de BuieiiOS Aires y dé señalar el concepto 
di \i rjiu d« -l»e entenderle ¡Kir "comercio" y jjor "comercio iuter- 
I n.vincia!". reitera su pedido de rqjetirión d.- lo fugado indelñ- 
dainente. invocaiulo a ese efecto los arts. 7*)2. 79$ y 794 del Có- 
digo Civil. 

<Jin corrido traslado de la demanda fué evacuado a fs. If* 
poi el diH'tfir Huberto Parry, representante de la Provincia de 
Huciio* Aires, pidiendo el rechazo tk' aquélla con costas y ex- 
poniendo : 

Que es verdad «pie la actora abonó el ¡mpuc-*n cuya devo- 
lución reclama e hizo el despacho telegráfico cuyo texto trans* 
cribe. 

( hie es asimismo exacto, míe presentó los escritos en el ex- 
pidieiipc administrativo, en el cual recayó la resolución del 8 de 
A$j osto de 1920 y cuyos fundamentos dá i>or reproducidos a fin 
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«1i t|tw sean tenidos como |«ite integrante <lcl presente escrito 
de contestación. 

Qíití iip es cierto que la totalidad de las venta* de mercade- 
ría:» efectuadas por la actora hayan sido |*Ticcciona<las en la 
Capital Federal. Kl gravamen tiene en cuenta las operaciones 
efectuadas en la Tinvim-úi y en el cómputo se excluyen los valo- 
ro no incorporado* a la riqueza provincial. De allí que el fallo 
dictad., por esta Oírte en el caso Gátli y ÚW& pMfc ser 
t iicazmente invocado por la actora. 

Qtte niega también i|iie la Provincia grave la introducción 
de mercaderías ni el trans|n»rtc de las mismas. \o es inconstitu- 
cional el imrme.stp establecido sobre frutos qué transitan dentro 
de la misma provincia y tampoco lo es el impuesto que no grava 
el hecho del tránsito. 

QfK vil cnanto al art. 99 de la Constitución de la l'rovin- 
cia y su pretendida violación sostiene que esta Corte no es el 
Tribunal encárenlo de velar por el cumplimiento de las cons- 
tituciones provincial* y que i>or lo lauto carece de jurisdicción 
p:.ra conocer sobre el punto propuesto. 

Ouo a ís. 50 vta. atirióse la causa a pruclia, produciéndose 
por la parte actora la que expresa el certificado de fs. 145. A fs. 
147 y fs. 159; respetivamente, alegaron" sobre el mérito de la 
producida, llamándose autos para definitiva a fs. 165 vta.: y 

Con.-iderando: 

[}i\ts como resulta de la procedente relación fie la causa, la 
I«rte actora sostiene, en síntesis, la inconstitucioualidad del im- 
puesto al comercio y a la industria establecido |x>r la ley núme- 
ro 3904 de la Provincia de Buenos Aires a mérito de lo dispues- 
to por los ara, 9, 10, 11, 67 incisos 1. 12 y 27 y art. 108 cfc la 
Constitución Nacional en cuanto se le ha aplicado y hecho efec- 
tivo sobre su |»trimonio el gravamen señalado m aquélla, no obs- 
tante las circunstancia* particulares en que efectúan las o|>cracio- 
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lies que le han dado causa, oí asiento de tas mercaderías y el lu- 
gar de la cekhración cíe aquellas, extrañas en absoluto a la juris- 
dicción impositiva de la Provincia de Buenos Aires. 

Qttte las indicadas circunstancias | articulares que han sido 
materia de una esmerada y completa prueba dentro del jüMo se 
hallan constttuMis |*>r los siguientes hechos cuya enunciación 
previ.-, conviene formular: a), b casa .Mi^naquy y Cía., comer- 
ciantc % imf>ortado!vs. consignatarios y mayoristas, tienen su única 
>cdt en la Capital Federal, donde se hallan matriculad* »s e ins- 
críptOS como comerciantes y donde pa^an la latente corres|H»n. 
diente. Xo tiene sucursal ni agencias en la Provincia de Buenos 
Aires; 1>>. cumpliendo el giro de sus negocios iutnKluce infla- 
mables pgr la Aduana de Bahía Blanca. Puerto de Ingeniero 
White. Y COfÜO esta aduana can-cía de depósitos, la sociedad Ac- 
tora solicitó y obtuvo del Gobierno de la Nación autorización 
para construir el que le hacía falta, la que le fué acontada hahi- 
luándoselo como depósito fiscal por decreto de 21 ele Marzo de 
19Í6{ ei. el funcionamiento de ese depósito está sometido al ré- 
gimen fiscal y las oraciones que en ¿I se efectúan son exclusi- 
vamente las previstas, autorizadas y reglamentadas t>or las leyes 
nacionales y ordenanzas de aduana; d). la sociedad Mignaquy y 
Cria, vende inflamables en la Capital Federal, los introduce por 
la Aduana de Bahía Blanca y los destella i>or ferrocarril y a 
nomlire del contador que puede ser un comerciante o un parti- 
cular radicado en la Provincia. 

Oue la jurisprudencia de esta Girte ha señalado en reite- 
rados casos <erl significado y alcance de los arts. 10. II. e inciso 
12 del art 67 de la Constitución invocado* por los actores en 
este jUicb. Partiendo dd principio de que en materia de comer- 
cio intcroiadual la Xación constituye un solo territorio sujeto 
a un sistema de regtibcloñ unifornto y no a la multiplicidad pro- 
veniente del número de provincia* que la integran Mié decla- 
rad» ■ que éstas, tu ejercicio de sus junlcrcs de lejíisl.M'ión inter- 
na, no se hallan auiori/adas para dictar leyes o reglamentos di- 
carácter «cutral o municipal (pie comporten directa o indirecta- 
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mente tralar o perturbar «| e cualquier modo que no signifique 
el ejercicio de sus derechos de |x»licia. la libre circulación terri- 
torial „ puedan afectar el derecho de reglamentar el comer- 
cío. conferido al Congreso de la Nación con el carácter de una 
facultad exclusiva. Fallos: tomo 149. jág. 137. los allí citados y 
sentencia de 30 de Diciembre de 193! en la causa "Chiossone 
Gabriel contra la IWincia de San Luis". 



Que la determinación del momento en que las provincias 
adquieren el derecho de estaWecer impuestos a las mercaderías 
y efectos introducidos a su territorio |>rocedci.tes de otras pro- 
vincias o del extranjero, constituye un factor esencial dentro del 
sistema ado¡>tadi» |wr la Constitución y la jurisi»rudencia y la 
doctrina se han apresurado a señalarlo con todo cuidado, advir- 
tiendo justamente que si la circulación territorial y el comercio 
mterestadual asegurados jjor aquellas cláusulas no tuvieran ja- 
mas fin no habría momento alguno en que los bienes, mercade- 
rías o productos de iwocedencia extranjera o de fabricación o 
producción .acional que forman su objeto y que son ¡ntroduei- 
dos de una provincia a otra o |»or medio de las aduanas, pudieran 
ser legítimamente gravados por los gobiernos estaduales. Y por 
eso ha sentado como principio uniforme que cada provincia re- 
cobra su caiwcidad impositiva a fiartir «leí instante en que las 
mercaderías, géneros o productos llevados al territorio, llegan a 
confunebrse y mezclara con la masa general de bienes existentes 
en el |»orque ya entonces no jiuede afirmarse con verdad que el 
impuesto asienta sobre el mero hecho de la introducción de los 
bienes. ET intervalo de tiempo entre el despacho aduanero y la 
incor|M»ración de los efectos a la masa general de bienes corres- 
ponde a la circulación territorial, exento como tal. «le todo gé- 
nero de tributos. 

Oue la doctrina señalada se halla coroplcmcntatla todavía 
con las dos siguientes, consecuencias deducidas de los preceptos 
constitucionales examinados: a) no basta que los efectos se ha- 
yan incorporado a la masa general de valores de una provi 
|«ra que sea legitima la contribución, sino m condición de 
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después d« producida aquella e| impuesto «o establezca distin- 
ciones entre los bienes úitroducidos con los ya existentes en el 
territorio. iM.npie entonce* el derecho sería difereuvial v como 
tal imprudente (Fallos: Tomo 149, jáffina U7 y los allí ci- 
tados); l>) un gravamen estadual produce el mismo efecto eli 
cuanto a su invalidez constitucional, sea que se aplique directa- 
mente a las mercaderías, o. con la designación de intente, a los 
depósitos qitc las contieiien. |K>rqtte recaen en uno u otro caso 
sobre el precio de venta de aquéllas (Fallos: Tomo 101. página 
5: tomo 125. página 333). 

Que. aunque e! artículo l? de ia !ey número .MU de h 
Provincia de Buenos Aires en cuanto autor i™ a gravar e! ejer- 
cicio de toda actividad comcreir.1 o industrial que se ejerza den- 
tpp de ella se ajuste en sti letra a los pritv:ipios constitucionales 
inwK'a<los i>or el actor y a lo precedentemente expresado, no 
puede, sin embarga decirse lo mismo «le la inteq>retación que 
a aquella disyunción le lia sido atrilmuLi |x>r la Dirección Ge- 
neral de Rentas y por el Ministerio de Hacienda, interpretación 
que. visiblemente lia ido mocho más lejos de lo périnitido por 
el tcxt<- legal, comprometiendo asi fundamentales preceptos de 
la Constitución de la Nación. 

Q&f «■ efeito. es desde luego evidente que la facultad ini* 
|H»sitiva de las provincias no se extiende más allá de los limites 
a <Juc alcanza su jurisdicción y asimismo que el jjoder de reblar 
«! comercio marítimo y terrestre con las naciones extranjcra> 
y de las provincias entre sí ha sido expresamente atribuido al 
Congreso de la X:ición artículos 67 ¡ocié» 12, y IOS de la 
Constitución. 

One la Sociedad actora tiene su asiento comercial en la ( a- 
pilal Federal y carece de toda sucursal, oficina o agencia den- 
tro del territorio «le la Provincia de Hítenos Aires. luis opera- 1 
tu nes de comprn-venta sobre los inflamables debitados eñ la 
Aduana de I taina Manea se conciertan en esta Capital v tí' 
contrato consiguiente queda perfecto <lesde que las partes ¿tan 
convenidas en el precio y en la cosa (articulo 1341 del Código 




- 
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Civíh — Fallos: Tumo 149, página 137. — Es verdad que esas 
ofK-raciones tienen por objeto la entrega «le mercaderías depo- 
sitadas en la Aduana Nacional de Bahía It lauca. Puerto de In- 
geniero White. perú también lo es que tales mercaderías mien- 
tras se hallen dentro de aquélla están sometidas a la autoridad 
naciDiial y |»r consijíaiiite ftiera de la jurisdicción de la Pro- 
vincia «le Buenos Aires con arreglo a lo dispuesto t»r los ar- 
tículos 07 inciso 9 y 27 «le la Constitución Nacional Y ««nlavia 
nuis; si <fc acuerdo con el articulo 10 la circulación territorial 
solo c< miema después que los genero* y mercaderías hayan si«k> 
desdichados en las aduanas exteriores, y aquélla es libre de 
«lerccUw, puede liien decirse que la jurisdicción nacional existe 
a los efectos de excluir la impositiva provincial, no sólo curato 
las mercaderías están dentro «le las aduanas, sino también «les- 
pttés de salir «le ellas y «hirantc todo el tiempo que iwrdure la 
circulación territorial. 

One las mercaderías desechadas en las aduanas exteriores 
pueden serlo |xir d ini|>ortador mismo para llevarlas a sus <le- 
nósi*>s propio* destinándolas a la venta dentro de algunas de 
las provincias: «> pueden serlo jx>r algún comprador de tales 
mercaderías, qttieit las ad«|uiere del inii>ortador con el mismo 
fin. antes «le su salida «le la Aduana. En cualquiera «le las 
dos hipótesis y hasta que aquéllas lleguen al jnmto definitivo 
«le destino elegido, la circulación «le tales efectos es libre «le 
derechos «lentro «leí territorio de la República que se considera 
a este respecto como un solo Estado — artículo 10 «le la Cons- 
titución Nacional. 

Oue como se lia visto la mercadería importada |>or Migna- 
quy y Cía es enagenada cuando todavía {íermanece dentrfe de 
la jurisdicción aduanera y esa «>perarión comercial es anterior 
y extraña |x>r completo a la jurisdicción de la Provincia de 
Hílenos Aires. Al interpretar ésta la ley. gravando operaciones 
rcaljzadas fuera de su territorio, actúa más allá de su potestad 
jurisdiccional, invade otras jurisdicciones y podría llegar a 
establecer reglas al comercio inteq>rovincial, en tanto la juris- 
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prudencia de esta Corte ha consagrado invariablemente, que él 
impuesto establecían por tina proviiKia sobre productos que muí 
objetn de venta, fuera de la jurisdicción de la misma, es vío- 
latorio de la Constitución -- artículos 9. 10, II. 67 inciso 12 y 
I0K — Fallos: Tomo 157. página 72; tomo 134. páginas 259 
y3&7. 

( Hu\ ¡«ira que la circulación comercial pueda ser pavada, 
es necesaria como se luí dicho, que los efectos objeto de aqué- 
lla se hayan mezclado y confundido con los demás bienes de la 
Provincia de Buenos Aires, es» decir, que comience el tráfico, 
la venta, la permuta, que constituyen y definen esa circulación. 
En la hi¡>ótcsis <Ie estos auto», la acción fiscal se ejerce no sólo 
antes de <fu« la incorporación a la masa general de bienes se 
hay;: producido por obra de quien las destinaba al comercio den- 
tro de la Provincia, sino que va más lejos todavía y se le hace 
recaer sobre, el vendedor del introductor que no tiene ningún 
punto de contacto oon el fisco local, pues ha oficrado fuera de 
lá Provincia sobre efectos mercantiles que. porque no habian si- 
do desechados en la aduana de Había Blanca, se hallaban pro- 
tegidos pofi la libertad de circulación territorial pre$cri|*a fwr 
el articulo 10 de la Constitución. 

Que en la hipótesis de que la tradición de las mercaderías 
vendidas en esta Capital por la Sociedad Mignaquy y Ga. se 
luciera en el actb del despeno aduanero por la Aduana de Ba- 
hía Blanca y no ñu-díame un acto de tradición símtiólica de lo» 
previstos en el artículo 463 del Código de Comercio anterior a 
aquél, como en vendad sucede, debe observarse que la Provincia 
de Buenos Aires estaría inhabilitada para tributarla, aun en 
aquel suimcsto. desde que las mercaderías se hallarían en la 
iniciación de su circulación territorial, que es libre de todo de- 
recho liasta tanto el comprador no la haya incorporado a la 
masa general de bienes del Estado, con arreglo al art. 10 v a la 
interpretación de la jurisprudencia. 

Que el acarreo de los efectos desde la Aduana al lugar de 
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destino goza también del beneficio ele la exención de cualquier 
gravamen provincial. 

Todo propietario de tramporte. como- todb habitante, puede 
ser gravado, ha dicho esta Corte, en relación al valor de su 
!>r«|>iedad o a la cuantía de sus renta» sin atender a la fuente 
de la cual aquéllas derivan, sea el comercio, la banca, la indus- 
tria cualquier «ra actividad; pero; en el régimen |>ol¡t¡co y 
económico de la Constitución, el principio deja de ser verdadero 
cuando un tributo llega a ser establecido por una provincia so- 
bre las entradas derivadas del transporte de mercaderías y j»- 
sajajos conexos con el comercio interprovincial o exterior, por- 
que ello importaría desconocer los artículos 10 y 67 inciso 12 
de la Carta Fundamental. Y tal sería el caso de la Suciedad 
actora o del comprador de sus efectos, pues el acarreo de los 
inflamables al punto de destino forma parte de la circulación 
territorial tamj>oco jxxlría la demandada basar en aquél ei im- 
puesto cobrado. — Fallos: Tomo 149, página 137. 

Que en presencia de estos antecedentes, debe llegarse a la 
conclusión de que el gravamen objetado afecta no solo al prin- 
cipio de que las aduanas son nacionales y se hallan sujftas ex- 
clusivamente a la jurisdicción de la Nación, sino también d de 
la libre circulación de los efectos ini|mrtados. violándose, en 
consecuencia, los artículos 67 incisos 9 y 27 y 9 y 10 de la Carta 
Fundamental. 

Que, por consiguiente, acreditado en autos el requisito le- 
gal de la protesta formulada por la actora en ocasión de los 
lagos indebidamente exigidos |>or la Provincia de Buenos Aires, 
corresponde ordenar su devolución conforme a lo prescr?i*o jun- 
ios artículos 792. 793. 794 y sus concordantes del Código 
Civil. 

En mérito de estas consideraciones, de conformidad con 
h dictaminado y |ied¡do por el señor Procurador General y 
por los fundamentos concordantes de los escritos de fojas diez 

y siete, se declara que el impuesto 
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colwado a la actora es violatorío de la Constitución Nacional y 
se condena, orwno consecuencia, a la Provincia de Buenos &ife$ 
a restituir dentro del .plato de treinta días la suma de ciento chico 
mil seiscientos ochenta y un pesos con veinte y nueve centavos 
moneda nacional que aqyél inquirta. con sus intereses a estilo de 
los que col>ra el Banco de la Nación, desde el «lia de la notifica- 
ción de la demanda- Sin cosías, atenta la naturaleza de las 
cuestiones dcl*tida*. 

\otifk|uese y repuesto 




Repktto. — A nto x 10 
garna. — Julián V. Pera. 



Juec Federal de Rosario, doctor Enrique /. Cáceres. solicita me- 
diáis relacionadas con el funcionamiento la Secretaría 
electoral y archivo. 

SuuMrio : Discutiéndose en la incidencia producid*, cuestiones 
relativas al funci. «amiento ile b Secretaria Electoral y Ar- 
chivo «leí Rosario, y a la de|x-ndeuc¡a de los mismos de 
mío de los Juzgados «le Sección que actúan en dicha ciudad, 
se trata de, un caso de superintendencia que de acuerdo con 
lo que disponen los artículos 19 «le la ley número 4055 y 
r «le la ley número 7009. debe ser resuelto por la Cámara 
Federal «le Rosario: 

C«*r«j>: l.o explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DE!. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1»32. 
Suprimí C'ortc.- 
Se discuten en este expediente cuestiones relativas al fun- 
cionamiento de la Secretaria Electoral «leí Rosario de 
Fe. y a la dependencia de la misma de uno de 
Sección que actúan en dicha dudad. 

Se trata de cuestiones de superintendencia a cargo de la 
Cámara Federal de Apelación respectiva dentro de cuya juris- 
dicción ejercen sus funciones los citados magistrados. las que 
corresponden a dicho tribunal en razón de lo dispuesto por 
el arríenlo 2> de la ley 7099 y como ya lo decidiera el mismo en 
anteriores oportunidades y casos análogos, de que informa el 
existiente agregado 503/28. 

Creo, por tanto, que estas actuaciones deben ser devueltas 
». a sus efectos. 

Horado ti. Larrcta. 
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Bueno. Airea, Septiembre 28 de 1932. 



De acuerdo con los fundamentos del precedente dictamen 
del señor Procurador General, y la doctrina sustentada |*:r. el 
artículo 19 de la ley número 4055, aplicable al presente, de- 
vuélvanse los antecedentes a la Cámara Federal del Rosario, 
que es quien debe entender y resolver la cuestión de superinten- 
dencia planteada. 

Roberto Repetto. — Antókxó 
Sagarna. — Julián V. Pera. 
Luw Linares. 




FALLOS M LA COSTE SUMEUA 



X O T A S 

■ 

C<m fecha «los «le Septiembre «le mi! novecientos treinta y 
<¡d*. la Corte Suprema. de «informidad con fc> dictaminad» por 
el Procurador General declaró mal coiKedido |wr la CamaVa 
Federal de Apelación de la Capital, el recurso deducido fwr los 
Sres. Kropp y Cumpañia contra Kwaldo E. Matthesius. sobre 
usur|«ción de mafrea. da<k> que al interponer el recurso para 
ante el tribunal, el recurrente se limitó a decir que apelaba, en- 
tendiéndose que se referia al recurso ordinario de ablación del 
articulo 3- de la ley 4055. y no al extraordinario del articulo 6* 
dt la misma ley: agregándose adema* que el de apelación no 
procedía por no encontrarse omiprendklo en ninguna de las si- 
Citaciones previstas en el mencionad» articulo de la citada 
ley. como tam|ioco procedía el extraordinario por no haber sido 
interpuesto con arreglo a lo que dis|ione el articulo 15 de U 
ley 48. 



En cinco «leí mismo, no se hizo lugar a la queja deducida 
l«or duna Juana T. de Massa en autos con doña Margarita Mar- 
tintngo. |*>r calumnia e injurias. j»r inferirse de los antece- 
dentes relacionados que la resolución origen del remedio federal 
intentado, no asumía los caracteres de sentencia definitiva en 
l<»s términos «leí articulo 14 «le la ley 48. 



En siete «leí mismo fué confirmada por la -Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
«le Bahía Blanca, la que confirmó, a su vez. la dictada por el 
Jtaz Letrad«i «leí Territorio Nacional «leí Rio Negro, que con- 
denó a Víctor Lugo, a sufrir la pena de diez y ocho años «le 
fisión, costas y accesorias legales, como autor del delito de 
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homicidio ,>er|)etrado en la persona de su hermano Carlos Uro 
tn el ,»raje denominado "Laguna del Barro", jurisdicción del 
expresólo territorio, el dia ' 
tinueve. 



En doce del mismo, fué confirmada por la Corte Suprema 
7 P^""™ 5 "'» P°r la Cámara Federal <le Ablación 

del Tirana, la que a su ve* confirmó la dictada por el señor 
Juez I-etrado del Territorio Nacional del Chaco, que condenó 
a Anselmo Velázquez a sufrir la pena de diez y ocho años de 
reclusión, accesorias legales y costas «leí proceso, como autor 
<Iel delito de homicidio perpetrado en la persona <le literato 
Nunez. en "Machagay". Colonia Presidente Urihuru. jurisdic- 
ción del expresado territorio, el dia 1" de Junio de 1929 



la misma fecha, fué confirmada, igualmente, la senten- 
cia |*onunc¡ada por, la Cámara Federal de Apelación de Bahía 
Manca, la que condenó al procesado Ignacio Pezo a sufrir quince 
años de reclusión, accesorias legales y costas del juicio, en vez 
de veinte años de prisión que le fuera impuesta por el Juez 
letrado del Territorio Nacional del Rio Negro, como afeor 
dri delito de homicidio perpetrado en la persona de Manuel 
Martínez, el dia 6 de Octubre de 1929. en el paraje llamado 
"Quiebras de Blancura", sito en Mencoé. 
partamento El Cuy. de dichc 



En la misma fecha. la Corte Suprema no hizo lugar a ta 
queja deducida por doña Lucrecia Bafico y otros en autos con 
la Municipalidad de la Capital, sobre expropiación, de confor- 
midad con lo dictaminado por el Procurador General, y en ra- 
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¡ron dt tratarse de un pedido «le desistimiento, admitido poí la 
Cámara Civil i Viniera de Ablaciones de la Capital, formulado 
por Mun¡ci|>alidad. respecto a la expropiación en trámite. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la <|iteja deducida 
jxir don Alfarto Mon^ianlini en los autos " Alberto Mondar* 
dini — por diferencia de calidad de mercaderías (carpas)", por 
inferirse de los antecedentes relacionados y resoluciones re- 
caídas, que las cuestiones planteadas, que dieron lugar al re- 
medie federal intentado, fueron resueltas por razones de he- 
cho, situación ajena a las que contempla el art. 14 de la ley 
número 48. 



Kn la misma focha la Corte Suprema, de conformidad con 
lo solicitado |»or el Procurador General, ordenó se remitieran 
al Juez de Instrucción de la Capital, las actuaciones formadas 
en la cuestión de competencia trahada entre el Juez Federal en 
lo Criminal y Correccional de la Capital y el de Instrucción de 
la misma, para conocer en la causa criminal seguida contra Raúl 
Segovia Caballero, por defraudación y otros delitos, en razón 
de que ya, |x>r auto anterior, el tribunal había ordenado la remi- 
sión de las mencionadas actuaciones al señor Juez «le Instrucción 
en turno, por atrihuirle jurisdicción jsara el conocimiento de 
las mismas. 

Con fecha catorce fué confirmada por la Corte Suprema, 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de Bahía Hlanca. que condenó al procesado Carlos Aivarez (a) 
"El Correittino \ a sufrir la pena de diez y ocho años de pri- 
sión, accesorias legales y costas del proceso, en vez de la de 
prisión perpetua que le fuera impuesta por el^uez Letrado 
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<lei Territorio Nacional del Rio Negro, como autor del delito 
«le homicidio |)er|>etrado en la iwrsoua «le fcusehio Ala*toay. en 
"Ciñadóii Escondido", IX|>artamcnto de "l'tlcaniyetr, 
é&Ü de diclio territorio, el día 31 de Octubre de Í930. 



En diez y seis «leí mismo fué confirmada \k>t la Corte Su- 
pretor, la sentencia pronunciada |w la Cámara Federal de Ba- 
hía Blanca, la «pie coiuleini al procesa«l«> Angel Arias, a sufrir 
la |K.tia de doce años de prisión, en vez de la de nueve años dé 
la misma |«na, accesorias legales y costas, <jue le fuera im- 
puesta ,*»r el Juez Letrado del Territorio Nacional de la Pampa 
Central, como autor del delito de homicidio perorado en la jier- 
soua <lc Antonio Lucero, en Intendente Alvear. jurisdicción «le 
dicho territorio, el día 4 de Noviembre de 1928. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida i>or 
don José Alemany en autos con la Comisión de Fomento del 
pueblo de Bémvelió. sobre reivindicación, por resultar de los 
antecedentes acom|*ña«los. que la cuestión < )U c dió origen al 
remedio federal intentado, fué resuelta por aplicación ile «lis|*>- 
siciones de «lerecho comttn y circunstancias de hecho y prucl*, 
to<Io lo cual es ajeno a la índole dd recurso extraordinario que 
autoriza el articulo 14 de la ley número 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por «Ion Eduardo J. Rodríguez Ortega en autos con la Compañía 
Sud Americaiia de Finanzas, por cobro hi(>otccario, |x>r inferirse 
de los antecedentes relacionados que la resolución que «lió ori- 
gen al remedio federal intentado, no asumía caracteres «le sen- 



tcntía definitiva en los términos del articulo 14 de la ley nú- 
mero 4tf. 



Con fecha diez y nueve nu se hizo lugar a la queja dedu- 
cida |m»i don Kduardo Gómez Romero en autos con doña Kmma 
SturU. |»or defraudación. |>or aparecer de los antecedentes ex- 
puestos, «fiie la resolución motivo de la queja no revestía el ca- 
rácter de sentencia defintiva (exigencia del articulo 14. ley 48), 
jnies stilo se trataba de cuestiones relativas a la procedencia 
<> improedencia de medidas de prueha, es decir, puntos de dere- 
cho común extraños al recurso extraordinario ele puro derecho 
federal. 



Kn la misma freha no se hizo lugar a la queja deducida por 
doñ Quintín X. Sotello. en autos con don Lino R. Torres, sobre 
calumnias e injurias, por no resultar de los antecedentes relacio- 
nados, que el recurrente Hullera interpuesto para ante la Corte 
Suprema, recurso alguno que le hubiese »tdo denegado. 



Kn veintiuno del mismo no se hizo lugar a la queja dedu- 
cid;», pof ios señores Deferrari Hermanos en autos con el Fe- 
m Carril Central Argentino, por devolución de fletes, |x>r re- 
sultar d< los antecedentes relacionados, que la cuestión i>'an- 
teadn que dió origen al remedio federal intentado, fué restaba 
por aplicación e interpretación de principios de derecho co- 
mún, suficientes |w*r si solos para sustentar el fallo recurrido. 



Con fecha veintitrés no se hizo lugar a la queja deducida 
¡Kjr doña < taavia J. de Mazzolli, en los autos caratulados "Han- 
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ra K\ Hogar Argentino contra la sucesión cíe doña Aminta Maz- 
zolh". por inferirse de los antecedentes relacionados y copias 
acompañadas, que la resolución de la que se recurre en queja 
usando el remedio federal del articulo 14 de la lev número 48. 
resolvió la cuestión ^antwula. por razones de orden procesal 



En veintiséis del mismo la Corte Suprema. |»»r los fun- 
damentos del dictamen del Procurador General, no hizo lugar 
a la queja deducida por doña Enana C. Palma de Mayer y 
Sara Pahua de de los Santos, en autos con el Nuevo Banco 
Italiano, en razón de no tratarse de una sentencia definitiva 
tic acuerdo con lo dispuesto por el artículo 14 de la ley número 
48. dado que se trátala de una incidencia sobre nulidad de ac- 
tuaciones en virtud de atribuirse las peticionantes derecho a par- 
ticipar en la causa. la que se había tramitado sin su intervención; 
siendo resuelta en definitiva tal incidencia, por razones de de- 
recho común, de hecho y prueba, dejándose establecido que la 
parte recurrente no fué oída, por cuanto la acción no fué diri- 
gida «mira ella, por lo que las actuaciones no le concernían y 
tamjwo podían comprenderle o afectarle Jas decisiones que en la 
misma se dictase. 



Con fecha treinta no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Pedro Zuain. en autos con don .-Man V. Maclachalan, sobre 
tercería de dominio, por no aparecer de la propia exposición del 
recurrente, que éste hubiera interpuesto para ante la Corte Su- 
prema, el recurso extraordinario que autoriza el articulo 14 de 
la ley 48. con los requisitos prescriptos por el articulo 15 de 
la misma. 



En la msuna fecha y de conformidad con lo dictaminado 
pe* el Procurador General no se hizo lugar a la queja deducida 
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pm .1. J. Játircgui c Isaias Band. en la cansa seguida en. su 
contra. |»or adulteración de documentos, cu razón ele no tratarse 
«le tina sentencia definitiva — articulo ~|4. ley 48 — . dádb que 
después di dictado en la causa el sobreseimiento definitivo, aqué- 
llos formularon incidente solicitando se declarase que la denun- 
cia fjlte motivó el proceso era calumniosa y <|tic se impongan 
las costas al denunciante. Desestimado el pedido en amias ins- 
tancias, se apeló para ante la Corte Suprema, habiéndoles sirio 
denegado el recurso. 



Fn !a causa segukla |M>r don Félix lm:-roni y don Antonio 
Lettieri. contra la Provincia de Buenos Aires, por redición de 
la «Htw ele $ 11.004.2! monwla nacional, que dicen halwrle sido 
cobrada indehidameute en virtud de la ley número 3915 jnir con- 
cepto de afirmado del camino de. I-a Mala a Avellaned;.. la 
Corte Suprema con fecha veintiséis de Setiembre de de 
conformidad con lo dictaminado |*>r el Procurador General y 
!>or'!as consideraciones contenidas en pronunciamientos anterio- 
res en casos anúlaos, registrados en el tomo 156. jiágina 425. 
y tomo 160, ¡m^íiu 239. aplicaliles en un todo al caso de autos, 
resol vio la causa, declarando que la Provincia de. Buenos Aires 
está "Migada a devolver a los actores la suma de ocho mil ocho- 
cientos cincuenta y cuatro |ksos con veintinueve centavos mo- 
ned? nacional, con sus intereses a estilo de los que cohra el Ban- 
co de la Xarión. desde la notificación de la demanda, ixif ha* 
l>erse excluido tina (tartida. en razón de que la nVotesta fué rea- 
lizad;* con |M>sterioridad de diez dias a la fecha del pago de la mis- 
ma: ordenando <jwe las costas se ni uñasen en el orden causado. 
.Mentas las cuestiones debatidas v resultado del nronunriamientn 



Eh treinta del mismo no se hizo lugar a las quejas dedu- 



dun ÉmillP Frey en autos con don Rodolfo Martínez 
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i a °" JíUTÍ, V ]Mr " s «ri«ci«.i de niarca, por inferirse de 

Z 1*0?*. rdac " ,na,i " s »» res»!„ci«„, motiv» de las 
«¡.ujas. naife sido resuefta ,*,r razones de hecl.o. pruel* v de 

**** sllflflentcs IH , r si Sülas ^ sustt . nt{(r j ¿* y*- 



rocarríl del Oeste de ¡hu nos Aires, contra la Al u,, id pálida J 
de la Capital, sobre cobro de pesos. 

h mWr X «tr!° ,a ' Cy nÚnK ' r ° 10657 de 
ia numen» 5315. las exenciones ,x,r ella establecidas no al- 
canzan a l«s impuestos devengad y ^rcihnlos con ¡inferió. 
nda«l a su vigencia. 

2» El beneficio aludido por el articulo 8» de la ley nú- 
mero 5315 solo comprende los impucsti 
y iv» las tasas por servicios de carácter 



Caso; explican las piezas siguientes: 



Y Vi 



SENTENCIA DEL JVBZ FEDERAL 

Buenos Aires, Julio 28 oV 1931. 



istus : 



Estos autos seguidos 
Aires I .imit.-.da. contra la 
bro de pesos, de los cuales 



ril <lel Oeste de Buenos 
. sobre co- 



l'rimcro: El Ferrocarril del 
lidad de la Capital, ,»ur repetición _ 
«pie flice ab«»nó bajo protesta como 




a la Municipa- 



de afirmado. 



Expresa que ¡?fi Agl»to de 1917 la demandada licitó la cons- 
trucción del adoquinado de granito en la calle Flores entre Ha- 
bía Blanca y Seguróla, lado §\v& de la vía férrea de la actora. 

Terminadas las obras, la Municipalidad exigió que & ífrfo- 
carril pagara las cuentas que detalla > que ascienden a $ 5.23K.26 
m n. y luego, fué obligada a |«igar en efectivo $ 130 |>or cuanto 
la demandada exigió «le que los títulos que se fe entregasen en 
pago llevaran adheridos los anones ven-idos el 15 de Julio 
de YHH. 

El ferrocarril, no obstante considerarse eximido del pago de 
dicho impuesto. por estar acogido a los arts. X 7 y 9* de la ley 
5315, satisfizo las cuentas per» dejando constancia de que se re- 
servaba eligir sus derechos en juicio ordinario. Agrega. f|ue la 
improcedencia del impuesto resulta evidente frente al esjHritu y 
la letra de los arts. 8» y de la ley 5315 que establecen que las 
impresas di- ferrocarriles de jurisdicción nacional están eximidas 
del ¡Migo de todo impuesto sea nacional, provincial o municqial. 
A cambio de esta concesión, las empresas están obligadas |>or im- 
litno de la ley al |ttgo de un impuesto o contribución equivalente 

blecido coiKluyentemeute que el cobro de afirmado sólo procede 
en las plantas urianas y en la pro|K>rción qm* corres¡>ondc a las 
estaciones y esto siempre que la empresa no o|«are por construir 
el |>avimcnto por sus propios mnlios. 

El afirmado, que la empresa fué obligada a satisfacer, fué 
construido a instancias <fc la Policía de la Capital y de la Silb- 
intendencia de Vélez Sársfield, en una extensión de dos cuadras 
y no comprendía ninguna estación un la fecha de sus trabajos, 
lo qm comprueba con el plano que presenta. 

Pide intereses y costas. 

Tunda su derecho en los arts. 8° y 9* de la ley 53 
I", inc. 2? ele la ley número 10.657. 



y ai 
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Segundo: A fs. 13 se contesta la demanda, pidiéndose s„ 
rechazo c.,„ costas. Dice m la lev 10.657 no es aclaratoria de fe 
fc* II» smo «na nueva ley. como lo ha Q&fr reiteradanu,,- 
tc la Suprema Corte, tribunal que también tiene resuelto crac 
aquella no del» aplicarse retroactivamente. 

aphcaWe e* la 5315 y que napelo de ésta, existe reiterada juris'- 
prudeneia en el sentid., de la exención que contiene su art. g> no 
se ha podido referir a la rctrilmción de mejoras de la naturales 
M afirmado. | KM - |« mismo que estos gravámenes tienen un ca- 
rácter articular, según asi l„ exprés.', o,,«rtui«in.nte el miembro 
•níonnante del |>royecto .le ley. 

Tercero: AMerto el juicio a pruela, ninguna de las partes 
ropuso Wgmm, ''resonados los alectos a f s . 19 v 20. se 
torno autos para sentencia: y 

Considerando: 

Ogt * de la precitada ley de 1917 en que se fon* la ac 
non. uice: los materiales y artículos de construcción y explota- 
ción que ae introduzcan al ,aís. serán libres de derechos de Adua- 
na. debiendo regir la franquicia hasta el I" de Enero de 1947 
N empresa pagara durante «te mismo plazo y cualquiera qfte 
sea la techa de su concesión, una contribución única igual al tres 
por canto del producto liquido de sus lineas. Redundo exonera- 
das por el nusmo tiempo de tmto otro impuesto nacional, provin- 
cwt y mumeipai..:: ' 

U Suiirema Corte de Justicia de la Nación, en un fallo que 
*c regara en el tomo 113. pág. 165 - Municipalidad de TuAi- 
man contra K C. Central Argentino y Buenos Aires y Rosario - 
ha resuelto con fecha 7 de Junio de 1910... "los antecedentes ad- 
ministrativos e interjM-etativos de la Constitución establecen lo «,«.- 
ts un servicio y |„ que es un impuesto: el inqniesto tiene un ca- 
rácter general, mientras que el servicio tiene un carácter ¡articu- 
lar: lo paga el que lo recibe. El impuesto es general, y lo paga 
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to«l«, aquel «fue reeil»e o no sus hcnef icios. Por consiguiente, lo 
que so ha consignado en este artículo son los impuestos «le !a con- 
irilmción, aqtrll"* «|tte tienen «jue ser |ta^a«!«>s |n>r todos y taml»ien 
|H>r los ferrocarriles, si no fuesen exonerados por la ley. IX* ahí 
«monees que los servicios «le carácter comunal «pte !>encficun a 
l«»s ferrocarriles, jmr l«» mismo que tienen un carácter i articular, 
ios ferrocarriles particulares tendrán que alionarlos" ( Diario «le 
Sesiones". Cámara de Diputados. 1907. lomo 1% paj*. 130)). 

Kn el caso "Ferrocarril «leí Stul contra Municiiwilidad «leí 
partid, «le llolivar". «n 2 «le Mayo «le 1921. t. 134. |úg. 57, «lijo: 
"... I»i <\v$' la ley 10.657 no es ley interpretativa y «pte, jn»r lo tan- 
t»-. nt pueele fiársele efecto retroactivo... pues como ensena Mer- 
eadé: "cuando el INider Legislativo, en vez de limitarse a expli- 
car «I texto difícil ]H»r me«lio «le expresi«mes «pte rcprixltucan 
cun mayor clari«lad la misma idea, sanciona jior el contrario una 
disj:osici«'íti ntrva que no contenía el anticuo precepto, no hay in- 
terpretación de la ley anterior, sino alineación «le esta ley y 
creación «le una ley distinta" (tomo I, pág. 47 "in íine">. 

Por estas c«»nsideraciones. fallo este juicio seguido j>or vi Fe- 
rn carril «leí < >csU de lítanos Aires Limitada, contra la Munici- 
palidad «le la Capital, sohre cobro «le jk\s«>s. reclia/an«lo la deman- 
cfa ttl todas sus partes, con oistas. — iu/nurdo Semiento. 

SENTENCIA DK LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires. Abril 21 de 1932. 

V Vistos: 

Por Ais fundamentos, se e«m firma, con costas, la sentencia 
apelad;: de ís. 54 «pte no hace lugar a la demanda instaurada por 
la empresa del ferrocarril < tete «le Unenos Aires fcttla, contra la 
Munici¡>alidad «|i la C apital Fe«leral por repetición de la suma de 
cinc** mil trescientos sesenta y ocho j»cs«>s con veintiséis centavos. 
— ( arlos del Campillo. — Marcelino li sodada. — IK 'A. Wicar 
. htthor&m. — José ,l/«rr<«>. 



■ 

ra JUSTICIA 

DICTAMEN DEL noCUIADOI GENERAL 

Buenos Aires. Septiembre 28 de 1932. 

Suprema Corte: 

ka cuestión que ila liase al recurso extraordinario interpues- 
to |»ra ante V. K. se refiere a la inteligencia que dche atribuirse 
< al articula 8» de la ley 5315. en el «,ue se apoya la parte recurrente. 
!«ra considerarse eximida le abonar el af ¡rmado cuyo paco le fué 
exigido 1)0 r la Municqwlidad de la Capital. 

La mencionada cuestión ha sitio resalta reiteradamente por 
esta Corte Suprema en el sentid., de que la exención proscripta 
por la ley 5315 no revela a las empresas ferroviarias del pago de 
. los servatos que representa un traigo |articular. como lo es la 
construcción de pavimentos. (Fallos, entre otros, tomo 120. pági- 
na 372: tomo 127. |>ágiha í»j; tomo 141. |»gina 78) . 

En mérito de ello considero que la sentencia recurrida debe 
ser confirmada. 

Horacio K. Lam ia. 
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V Vi, 



Buenos Aire*. Octubre 3 de 1932. 



lo interpuesto y concedido en los au- 
tos seguidos por la empresa del Fwrucarril Oeste de Buenos Ai- 
• res Ltda.. contra la M un ¡civilidad de la 



i; y 



Considerando: 



Oue la actora ha invocado con el propósito de obtener la de- 
volución de lo alionado en concepto de coniril.tuión de afirmado 
la exención de impuesto acordada |>or el art. K" «le la ley núme- 
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ro 5315 y art. P inciso 2* ele la número 10.657 que considera 
aclaratoria e interpretativa de a<fué!1a. defensas éstas, que desesti- 
ma la sentencia «le fs. 34. «|iie por sus fundamentos confinna la 
resolución «le la Cámara Federal «le fs. 47. 

Ot* esta Corte en reitera«Ia jurisprudencia ha fijad» tanto 
el carácter, de la ley número 10.657 como e! alcance «leí art. K" 
de la número 5315. estahIeci«-ndo < Fall«»s. tomo 141. pág, 7K y 
tos allí citados», que no es a«|ue)1a una ley interpretativa de esta 
última. |>or lo «pie no pue«le aplicarse a impuestos «lévenla l«»s y 
percibidos con anteri«»rt«la«l a su vigencia. Ouc el art. 8 V citado, 
-.ni». rxinv del |ki^o «le W impuestos propiamente dichos, no es- 
tando (hh lo tanto c« >niprendidos en la exoneración l«s tasas jmr 
"servicios o mejoras ele carácter nuinici|>al. cuyo c«»hro se justifi- 
ca por el heneficio es|»ceial «fue recil* «k- ellas el contrthuy« nte. 

F.u su mérito y de con formulad con lo dictaminólo por el se- 
ñor Procurador General, se confirma la sentencia apelada de fs. 
17 en cuanto ha podido ser materia «leí recurso. 

i<|t*se y «levuélvanse. re|M.iúéii«l«>se el m&U 



Uolll.KTO Repetto — . Jii.iáx V. 
I'kk.v — Hite 



Pisco X'adonal ctuitra . fiiíftés f'oycr. por cobro tic pesos, 

Smnafio : IVrsiguicticlosc en el caso, el resarcimiento «le un «laiio 
producido a rafes «le un pnteiidtdo choque marítimo, es de 
aplicación el artículo I2*V) «l«-l Código «le Comercio, que de- 
termina qué las diferencias que se produjeran con motivo «le 
choques o alK»r«Iajes. sean sometidas al juicio de peritos ar- 
hitra«lt>res. 



Caso: t*i explican las piezas siguientes : 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 



Buenos Aires, Abril 7 de 1932. 



Estos autos caramel.* "Pisco Nacional contra Andrés llo- 
ver, sobre cobro de jicsos". de cuyo estudio resulta. 

1» El señor Procurador Fiscal en representación «leí Gobier- 
no Nacional entabla a fs. 77 demanda contra el s;ñor Andrés llo- 
ver en su carácter de agente «leí va,»» "l.utetia", ,H>r el «obro de 
la suma de dtet mil treinta y tres pesos con noventa y cuatro cen- 
tavos moneda nacional en concepto de averías ocasionólas por 
vapor a la "Chata quinientos setenta y cinc*»" — A — del 
«le Obras 




actuaciones que acompaña tasadas en las 
las en el lugar del hecho, el pontón "Qu¡. 
mentos setenta y cinco" — A _ se hállala amanado en perfec- 
tas coiHlici«>nes al va«»r "Reina Victoria Eugenia" en la Dárse- 
na A. de Puerto Nuevo y que durante la noche del dia 30 de Ene- 
ro de 1929 el "Lutetia". halándose amarrado al costado opuesto, 
y debido a que se cortaron sus calww de amarre se recostó s«.bre 
el pontón, y al acetarlo contra el "Reina Victoria Eugenia" 
provocó su hundimiento. 

I)e«luce la acción por la vía ordinaria que funda en l«>s arts. 
1 109 y 1 113 «le! C. Civil y pide se coiulene al demandado al J«- 
8° <«-• la suma reclamada con intereses y costas. 

* A fs. 80 el señor Raúl E. Scotti, en representación «le don 
Andrés Boyer. contesta la «leman«la y dice: El 30 «le Enero ele 
1929 el va,K,r Lutetia" se enc«,ntral« en el muelle Sud de la 
Dársena A. «le Ilícito Nuevo, amarrado en «««liciones «le segu- 
ridad que en circunstancias mirmales eran absolutas. A la 
21 más «» menos se desencadenó un violento huracán que 
cortó algunos calx>s «le amarre sino que impefió la proa hacia el 
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interior (le la Dársena, consiguiendo al>rir el buque del muelle tu 
que si- encontraba. 

\o fe consta que el naufragio <W la Chata ''Quinientos seten- 
to referido del "Lutetia". |>or lo que no puede rmmocerl» y el 

Expresa que aún admitiendo \*n cierto el hecho no jMHlria 
generar resj>onsahilidad para el "Lutetia". desde que la proa de 
éste quedó desamarrada como consecuencia directa e im^revisi- 
h!e del huracán temante, y i>odría invocar en su favor la eximen- 
U di caso fortuito o ímrza mayor autorizada |»>r los arts. 513 

Hace notar que en la noche en que se produ jo el huudúnic 
to dé la "Chata (Quinientos setenta y cinco" — A — . ésta se ha- 
llaKt algodonada, contraviniendo lo dispuesto j»or el art. 35 det 
Regfcmentti del Tuerto de ta Capital; agrega que en el supuesto 
«le que la rcsiH>nsahilidad del "Lutetia" existiera, no le consta que 



que se demanda que es exagerada, desconociéndola también |w»r 
consiguiente, y finalmente, fcide el recha/.o de la demanda. con 

costas. 

3* Abierto el juicio a pruelw se produjo las certificadas por 
el actor a fs. 23 vta.. habiendo alegado amUis partes a fs. !24 
y 12o; y 

Considerando: 



V One habiendo el demandado negado que el hundimirmo 
de la chata "Ominemos setenta y cinco" — A — se haya |*odlt- 
« ido como consecuencia del movimiento o maniobras hechas por 
• I vajM-r ' Luletia" el dia 30 de Knero <le 1M29, corres|M»ndia al 
actor aiM»rtar a los autos las pruekis de tal hecho. 

A este resjwcto cal*? observar que el sumario tramitado ante 
el Juzgado federal con motivo del Imnditiiientu de la mencionada 



DE JUSTICIA DE LA 



141 



clwta y que corre |*ir cútala separada, se «Heló sobreseimiento 
provisional, no existiendo en «lidio autos <leclaraci«»ms «le testaos 
|.r«>encialts ni otros element«»s ! dc juici. que permitan establecer 
la torma en que «wnrri,', el citado naufragio, ni las causa» ,,,,c lo 

Se llega f«»rz«»samente a tal concfcuión estn«liat«lo las actua- 
ciones administrativas agregadas a estos autos, pues ellas, en lo 
qm res|*cta al heclio "suli ju.lice". si- basan en averiguaciones 
recocías en el lugar, según se ex|»resa a fs. ! y se ratifica en la 
«lemanda «le fs. 77. 

Ademas como en el |>erío«lo «le pruelw. el actor no lia pr:.- 
«hifiido otra n\mm que justifique *„* aserto». ,.r«»cedc «lesesti- 
mar la demanda. 

2 Conviene «lejar establecido que de hal>er el actor justifi- 
ca<l. el hecho afirmado en su demanda «h? que el "Lutetia" "«k- 
bíilo a halvr corta«l«» sus calK»s «le amarre se recosto contra el |h»ü- 
»on. apretámlolo «.ntra el vaimr "Reina Victoria Eugenia" y pro- 
v<a-an«|o su hundimient.» la presente acción por cobro del un. 
p« iu «h averias, que se «licen ocasiona«las |K)r ese hecho «leí cual 
se responsabiliza al dcmamlado. inijurtaria el resarcimiento «le un 
«laño causmlo por un choque, en cuyo caso la «^terminación «leí 
cansante «leí mismo y el monto «le aquél no son «le la competencia 
«Ul juzgad.» en mérito «le lo dispuesto en el articulo 1269 del Có- 
digo «le C«w*reio. Como consecuencia «le ello es evidente «pie la 
demanda ancamina«la jwra qtic el juagad» se pronuncie s«.bre esos 
puntos es improcedente, debiendo también |K,r tal raz«'»n s«r re- 

Por l«,s fundamentos qnc antece«len. fallo: X.. hacien.lo ju- 
gar a esta «lemanda de«htci«la |>or el Fisco Racional entra el se- 
ñor Andrés Boyer, s«»bre colín» «le r*eso$ sin costas. Xotif ¡«pa- 
se. retMinganse las fojas y archívese previa devolución con oficio 
«le los expedientes agregados. — Eduardo Sarmiento. 
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Y Vistos: 



Buenos Aire*. Agosto 8 de 1932. 



Por sus fiiiu lamentos, se confirma la sentencia a|>elac!a d? ís. 
ÍM que rechaza la demanda deducida |»r el Fisco Nacional con- 
tra «Ion Andrés lioyer. por cobro «le pesos, sin costas. Devuélvanse 
— Carlos m Campillo. — li. A. Sacar Anchor, na. — Jos,- Mar. 
có. — Rodolfo S. Vcrrer. 



FALLO DE LA COME ! 

Buenos Aires, Octubre S de 1932. 

■ 

Y Vistos: Considerando: 

Oue según se infiere de los antecedentes de autos, B 
fel huncKmiento del poqtón nacional 575 A. en la Dársena A cN 
l'ncrto Nuevo de la Capital, se presentó el Procurador Fiscal 
a fs. 77. y fundando su acción en las <lis|Misictones de los arts. 
110". 1113 y correlativos del Código Civil, solicitó se condenase 
al Agente del vapor "Lutetia" al i»go de la sunta de diez mil 
treinta y tres |>esos con noventa y cuatro centavos moneda nació, 
nal. importe de las averías cisionadas por dicho paquete a aque- 
Ha etnliarcación. 

Otu al contestarse a fs. 8$ la demanda instaurada. si bien 
m- conviene jipi parte del Agente del referido transatlántico, que 
m la fecha del hundimiento del pontón 575 A. el "Kutetia" surto 
en el muelle Sud de la Dársena A del Puerto Xucvo dé la Capi- 
tal, cortara las amarras de proa que lo sujetaliaii a tierra, «lehido 
al violento huracán que se desencadenó, y que en esas circuiKtan- 
¡thputaado |»or el mismo hacia el interior del dique. 
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desconoce en cambio <,ue el naufrago de aquél se haya pnxluci- 
llo a consecuencia «le dichos hechos. Agrega asimismo que aun 
«le admitirse como ciertos los antecedentes puntualizad.» en la «Je- 
manda, no caliria atribuirle res|ionsahili«la«l alguna en el cas,,. 
|n»r encuadrar él en las situaciones contempladas por los artícu- 
los m y 514 «leí CíVdigo Civil, «pie lo eximen «le aquélla. 

Oiie la sentencia «lictada por el señor Juez "a-«|u«>" corriente 
a h, 13.?. confirma«la por el tribunal «le alza«la a ís. 144. resuelve 
el rechaz.» «le la demamla jx.r «los razones; esto es: por n«» hakr 
«leniHstra«l«» el actor en tos aut«>s que el hundimiento «le la chata 
rf? A se hubiese producido como consecuencia «leí movimiento 
«• maniobras efectuadas ix>r el •Lutetia". y porque aun en el su- 
puesto «le halierse a|»rtado al juicio la demostración de esos ex- 
trem«>s. el juzgado sería incom|»etente para |>rommciarse sobre 
e! resarcimiento «le daños producidos por un cheque de embarca- 
ciones, a mérito de lo dispuesto |>or el artículo I3W del Coman 
«le Gmiercio. 15 

Que dados los -términos en que quedó j»lantea«la la "litis" con 
la demanda y su contestación, cabe observar que |>ers¡guién<tose 
en el "sub IhV por parte del actor, el resarcimiento de un daño 
producido a raíz de un pretendido choque maritim... tal situación 
se halla contemplada expresamente i»r el art. 1269 del Códig«> 
de Gmiercio que dispone que: "Todos los daños causados por 
choques «) abordajes serán valua«los por arhitnutores. Asi en el 
caso «leí art. 1264. como en todos los demás que ocurrieren, re- 
lativamenfc a abordajes, las diferencias serán sometidas al juicio 
«le |«ritus arbitradores. que determinarán, con la menor dilación 
iwsihle. cual de los buques ha shIo el causante del «laño, sujetán- 
«lose a las dis|iosiciones de tos reglamentos de puerto, y a los 
usos y prácticas del lugar". 



CHic dada la «toctrina sustentada por la referida disposición 
, y aun eri el supuesto de admitirse por vía de hipótesis que 
rtsiiltaBe demostrado que fuera el vapor "Lutetia" quien impul- 
sólo |H>r el viento y después «le cortar las amarras que |« suje- 
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talxin al muelle. huhicsc embestido al pomón 575 A. provocando 
su hundimiento, correspondería aceptar la solución a qt|e arriba 
la sentencia en recurso, ya que la demanda de fs. 77 no aparece 
deducida con sujeción a lo «líspuestf» jwir d referido articulo I2ó<> 
ild Código ik- Comercio . 

En su mérito, si- rechaza la demanda |x>r las razones ex- 
(atestas en este pronunciamiento y sin perjuicio de la acción que 
pueda corres|>onder al Fisco a los efectos del art. 12f>9 del CYi- 
di#o de CVnm-rcío. Sin costas asimistuo en esta instancia. «luda la 
forma en que se resuelve el pleito. 

Xotiííquesc y devuélvanse los autos al tribunal de su pro- 
cedencia . 

RoitKKTO RkI'KTTO. — ANTONIO S.\- 

<;arxa. — Jn.iAx V. Pkka. — 
Luis Linares. 



¡Um Cipriano IK J. Rhnaltli (su sucesión), contra la Caja .Y..W"- 
nal de Jubilaciones y Pensiones tle Eíltfitetídos Ferroviarios, 
sobre tlivoltteión dé aportes. 

Sumario: IWtdc acordar los beneficios instituidos por d articu- 
lo 4o de la ley número I0.o50 a los herederos del causante, 
en un caso en que. si hien aifuél no formaba parte del per- 
sonal ferroviario de una empresa, en el momento del deceso, 
había sido serrado con anterioridad |H»r razones ajenas a 
mi voluntad, 

d.so : Lo txpHeail las piezas sij-uieutes: 
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RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

Bueno* Airo», Diciembre 7 de 1032. 

Visto que Iqs sucesores «M cx-empleado fcrroviari»». don Ci- 
priano Domingo j. RimoMi. solicitan la indemnización estable- 
o-I;.. \m el articulo 46 de la ley número 10.650: y 



Que de las constancias «le autos se comprada que el causan- 
te a la fecha «le su «leceso. ocurrido el 5 de Enero de 1922. no 
formaba |wrte del ik.ts.mki] ferroviario, habiendo «leja«lo «le p.*r- 
tentcer al mismo con feelta 17 «le Octubre de 1921. 

Que del texto «leí art. 46 «le la ley 10.650. se desprende que 
|«ra que el causante deje a sus sucesores derecho a la indemniza- 
ción, es necesari.» ( ,ue a la ficha «le su 'ullecimicnto forme parte 
«le! pers«»nal <lt las empresas comprcmlulas en el régimen «le la 
precitada ley. desde que textualmente dice el recordado articulo 
Mtie tendrán derecho a tal Iwncíicio los sucesores del empleado u 
ohrer«> que no «leje derecho a |x-nsión. es «lecir. cuyo tiemp.. de 
servicios presta«bs no alcance al minimun «pie establece la lev 
número 11074. 

Que siendo la imlcmnización del articulo 46. un Iteneíicio 
«pa tiene el carácter «le subsidio y es «le naturaleza especial, no 
pue.lt ser «liscertmli» a los deudos de una persona qué; habiendo 
dejado «k f«.rmar parte «le la empresa con antelación a su muerte, 
no revestía la condición «le em,ilea«l«» u obrero requeri.la por esc 
eoncept.» y estala, por «>tra jarte. desligado «leí régimen jubila- 
torio, «letrina ésta c«Mif¡nna«la fx.r la jurispru«lenco establéenla 
por la Orne Suprema «le Justicia «le la X'ación. al fallar el recur- 
so extnionlinario interpuesto por esta Caja en el caso «le los su- 
cesores «le don J«wé Thicry (Exp. I'ens. Ti 225. |Wg. 928). 
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Ouc. |Mir otra partí-. tam|>oco titilen derecho los recurrentes 
p. la indemnización prevista |Hir e¡ artículo 24 «le la ley. por cuan- 
to, de acttenlo con el fallo de la lurte Suprema de Justicia de ta 
Nación, tti el caso de don Miguel < >|»olko l.utycz, la cesantía «leí 
causante. jM>r enfermedad, no es de las previstas por el recordado 
precepto tgal. > la devolución por tal causa tío es procedente. 

IW estos fundamentos, atento lo dictaminado |«*r la Aseso- 
ría Legal, lo aconsejado \n>r la Comisión de Hacienda y de con- 
t- «unidad con lo resuelto por él Directorio en su sesión del 15 
del corriente: 

l* Deniégase el pcdkio de indemnización del articulo 46 de 
la U v número ÍOXiSO. formulado por doña Knternesea Kstela Mogp 
gis d< Kimoldi. en su carácter de viuda del ex-etnpleado del Pe- 
rr carril del Sud. ihm C ipriano Domingo J, Rimoldi. 



J* Xotiííquese y archívese. — Ludo l \ Láp 



SKNTI:M1.\ OK I.A CÁMARA KlíOKRAL ÜK APELACIÓN 

Buenos Aires, Abril 27 de 19-12. 

Y Visto>: 

tonto lo resuello jMir este tribunal en el caso de Domingo 
Untíno. fallado el .*> de Marzo del corriente año. y |»or sus fttn- 
ilaniento» concordantes, se confirma la resolución apelada de fo- 
jas $3 «pie deniega la indemnización del articulo 46 de la ley nú- 
mero ID.OSCé solicitada |Hir doña Knternesea Kstel« Moggia de 
Rimoldi. en su carácter de viuda de don Cipriano Domingo J. 
Kimoldi. 

Devuélvanse sin más trámite. — Carlos dtl Campillo. — ■ 
\litn'cthH> tisciilúdft. - /». ./. Wtzar Anchorcna, — José Marcos 
— Rodolfo S. /Yi'vr. 




» 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires. Septiembre 28 de 1982. 
Suprema Corte : 

Li recurrente interpuso el recurso extraordinario para ame 
Vuestra Kxcelettria fundada pít t\\\v la sentencia de la Kxcma. 
Cámara de*e,noce el derecho acordado jH.r el articulo 46 -le la 
lev 10.650. K n su mérito pienso <|m- el menciona* l<> recurso ha 
sido bien concedido. 

De las constancias de autos si» desprende q}W é caucante, 
a la fecha de su fallecimiento, no formaba paite del |Hrrsonal 
ferroviario, habiendo sido serrado del servicio pof rabones de 
enfermedad. Kn tal situación es aplicable la doctrina establecida 
|*»r V. K. conociendo tjttfe si bien el articulo 46 de la ley 
número 10.650 se refiere a los emplados u obreros que revis- 
ten ose carácter en el momento de producirse el fallecimiento, 
otras dis|K»siciones de la misma ley. consideradas en su letra y 
ni su espíritu, autorizan a tina excepción a aquella regla, cuan- 
do l;i cesantía se ha producido por cansas ajenas a la yo'ttitfafl 
«• a la convicta del empicado, pues si ello no hubiera. ocurrido 
la muerte habría tomado al obrero en el ejercicio <lel car-,, i Ka- 
lit.s. tomo 154. página 421; tomo E0& página 308; tomo 162. 
página 21 ). 

m ello considero que del* revirarse la sentencia recu- 

¡/orado A\ I Mr reta. 
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Buenos Aires, Octubre 10 de 193* 

Y Yistos; Considerando: 

Hite careciendo el causante Cipriano I). J. RinoMt de de- 
rechos a la julnlación. su viuda luí impetrado el Innefictó que 
actienin el artículo 46 de la ley 10.650. 

Qífc el caso actual se trata de un obrero que en la fecha 
de su deceso m formata parte «leí jarsonal ferroviario, habien- 
do dejado «le |Hrtetucer a! mismo |n»r enfermedad comprolwla. 
>eiíún asi resulta del certificado cié fojas 3. 

Otte en consecuencia, es de apticac¡<»n a! *aU judice la doe- 
trin. sustentada por esta Corte en casos análogos (entre otros 
fallos, tomo l<& pá»ina 21 : tomo 100. página m, etc.). 
qm corrcsjHmde rcv«>car la sentencia apelatla en cuanto ha po- 
dida ser iñateria <lel recurso, y declarar que eorrespotule a la 
viuda la indemnización que solicita. Y asi se resuelve. Xotiíí- 
quesc y devuélvase. 

RoitKkTO Rrpetto. — Amonio S.\- 

«¡ARXA. — LmS I.INARKS. 



Pan DiéfjQ /■". Quies y don Adriano Bérús contra la '¡'roviinia de 
Córdoba. % por cobro de honorarios. 

Sumario : tji diferencia cti el monto de estimaciones de honora- 
rias íorniulada ante un gohienut provincial sin resultado, 
y ante la justicia, no se explica satisfactoriamente en un 
caso en tfuc no hay motivo |>ara creer que los írritos se 
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«pnvr*ar.in en su contra, lil aumento en el monto de la 
estimación debe, por consiguiente, tenerse como máximo 
valor fijado, para hacer su, definitiva regulación. 

Casa; Lo explica el siguiente: 



V V 
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Buenos Aires. Octubre 17 de 1932. 



tos autos seguidos por los ingenieros Diego W, t hites y 
Adriano Borús contra el Gobierno de la Provincia de Córdolá. 
tU juicio ordinario, por Cobro de honorarios corresiwndientcs a 
trabajos profesionales «le los mismos, y 

Resultando: 



o 



«hit los ingenieros mmibrados se presentaron «Icmamland.. 
|!i 24 de abril de 1929 a la Provincia de Córdo!« por pago de 
los honorarios «pie dicen les c«>rresp.mrlen en virtud «le los *s- 
ttiilios y trabajos «le ingeniería que realizaron por encargo del 
Gobierno, según «lecret.i del 19 «le Abril «le 1926, y «pie ellos 
estiman en la suma «le «pimientos «Hez v siete mil «.chocicut»»* 
pBos moneda nacional íf 5I7.«00 m ,.:, aflicaWdó el arancel 
vigente en dicha IWincia. «. en su defecto, el «pie se determine 
|H.r árhitms. «le acuer.lo al articulo 1627 «leí Código Civil, con 
costas. 

Dicen «pie en enero «le 1926. el aumento ines|xra«lo v rápid.» 
«le nivel de tas aguas «leí di« |H e «le San R«m,uc. debido a fuer- 
tes lluvias, puso «le manifiesto fallas en la» llamadas "Obras de 
Oinsolidactón y s«>bre elevación del Dique San Roque", y con 
t*Ho sobrevino una gravísima situación «le peligro para la ciudad 
«le Córdolia. que indujo al gobierno a tomar medidas extremas. 
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» Ver Dique Córdoba. Obras de Emergencia, Publicación < ti i- 
eial. pá*r>. 5 a .W). Oue ¡tasado el peligro inmediato, consideran- 
do él i ¡uhier.no indispensable realizar "un estudio de revisión 
de fundí " (te esas ultras. por 'injjemeros de capacidad técnica 
y experiencia acreditados jtrir las obras públicas que han dirigido 
y la posición científica que octt|)an en el cuerpo de ingenieros 
de la Nación", resolvió |*»r decreto del 3> de Abril nombrar a los 
demandante* <n comisión |«ra que hicieran esc trabajo, con 
indicación de los siguientes puntos: a) Causas del mal estado de 
las obras; b) Cambios o melificaciones a introducir en el sis- 
urna de consolidación y sobre elevación; c) TraUijos inmediatos 
a ejediitafs( para preservar al dique de todo ¡«élitro en previ- 
sión de los próximos emítales extraordinarios. Que lo.-* injíe- 
nieros designados, dado su carácter de funcionarios de la Xa- 
ciión. solicitaron previamente autorización del P. K. para ae*p- 
lar la delicada misión, la que les fué acordada inir decreto del 
17 de Abril de Í93&. Luego ellos aceptaron la comisión, y. des- 
pués de un informe preliminar en que habían aconsejado la in- 
mediata loralización efe las obras en construcción, se expidieron 
el 25 de M;m» del mismo año sobre el punto c) con un pro- 
vecí- de Obras de Emergencia", para preservar, por de pronto, 
al Dique y a la ciudad del pelero en que se hallalum. Que el 
Gobierno de la Provincia el o de Julio del mismo año .¡.probó 
ott proyecto, no sin hacer constar en el decreto qm la resp^n- 
sabihdad por *¡i coticejK'ión y ejecución eorres|Mindia exeltisiva- 
metiit a la ( omisión, dada la gravedad y trascendencia del caso, 
y. en consecuencia, ordenó que su ejecución fuera inmediata y 
se hiciera bajo la dirección de !a misma, i Publicación Oficial 
citada, páginas I7<> y I8D). Que los ingenieros Outes y ttoríis 
aceptaron esta nueva tarea, con la rCsjKmsahilidad consiguiente 
• le asegun.r en breve término el dique y la ciudad de los riesgos 
«le un desastre, venciendo muchas dificultades, entre ellas, la 
<h conseguir la rescisión del contrato con la empresa *\Vay> y 
l ; reitag". q$ft« tenia la ejecución de las obras de Consolidación 
y sobre elevación"; a cuya efecto iniciaron las gestiones del caso 
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y asesoraron al (¡ohierno con resultado satisfactorio. (Xotas 
153 y 393 del 29 de Julio y 10 de Agosto «le 1936 Id 
é <>»ras PAMícas a la Comisión. nota riel 2K de Julio 
de la Empresa al Ministro; Decreto de rescisión. 14 de Agosto 
do 1926 y otros documentos > . Que las obras de "Emergencia" 
se concluyeron a su tiempo, llenando cumplidamente su objeto, 
durante los tres años corridos, período que se consideral»a ne- 
cesario liara llevar a cá)» las. obras definitivas. Que después efe 
realizadas, sobrevinieron las crecidas del 5 af H de Mar/o de 
1927. que pusieron a dura prueba la consistencia y virtualidad, 
lo que fué reconocido por varios órganos periodísticos de Cór r 
»tólia y por el propio (¡ohierno en su mensaje a la Legislatura 
del 17 <|e Junio del mismo año. 

Que en 25 de Diciembre de 1926. los actores se expidieron 
solire los puntos a) y b). presentando el proyecto <Ie obras com- 
pletas que. en su concepto, resuelven en forma completa y de- 
finitiva los problemas relativos al Dique San Roque y Río Pri- 
mero. (Ver Dique San Roque — Nuevo Proyecto — ( 'órdoba 
— 1927 — Publicación Oficial). Con fecha 22 de Abril ele 1927 
se aprobó dicho proyecto de obras, y en 17 de Junio subsiguien- 
te el l\ E. mandó un proyecto de ley a la legislatura ptopn* 
niendo su ejecución. Qué para ilustrar a la opinión pública y 
desautorizar publicaciones tendenciosas y erróneas, ellos prepa- 
raron un estudio intitulado "I-a Seguridad de Córdoba", que se 
editó en esta captial y que lo remitieron al Ciohierno de Corrióla 
en 192H. como un antecriente más. El I*. E.. a su vez. \h*t men- 
saje «leí 13 rie Abril del mismo año. lo hizo llegar al I\ L.. 
considerándolo como un elemento «le mayor ilustración. Los 
actores, agregan, que los trabajos que les fueron encomenda- 
dos se consideran en la ingeniería como los más dificultosos y 
ele mayor rcs|>onsahiliriari. dada su ¡m|»ortaucia. su enorme tras- 
cendencia y las circunstancias en que tuvieron 
El Dique San Roque, dicen, construido en 1886 a 
matulo un receptáculo de gran ca|»aciriad. ha sid<» t 
|>or eminentes maestros en la materia que lo estudiaron. i>or su 
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perfil insuficiente, y |M»r lo mismo priigrnso parí* la tranquili- 
dad } la vida de Gkclolfc*. Las dív£r&s comisiones q\u ira- 
tefefWi |H>r encargo «Id Ciohierno étl épwins sucesivas, w lle- 
garon a «na solución >atis(a:tori;t y comprensiva efe los diversos 
proInYmas que involucra esta ol>ra en su faz científica y eco- 
notnica a la vez. Los actores creen que su proyecto es él qijt* 
responde mejor a la seguridad de las obras, a las necesidades 
ilé la irrigación. |M»r el aumento del embalse, al aprovechamiento 
de la caida de las ¿iguas para el desarrollo de la fuerza eléctrica 
y a la recular evacuación de los cauces naturales de las mismas 
en previsión de las más gratules corrientes «pie pudieran sojife- 
venir. Otu. además, ellos han señalado y prevenido en el pro-* 
yeto el |*Hgro de las avalanchas (te agita que pueden traer los 
arroyáis "Saldan" y La Cañada', en casos excepcionales al 
unir mis caudaks con il del Río Trímero, cuyo cauce resultaría 
insuficiente. 

Luego los actores hacen la aplicación directa o jior analogía 
lis|M»>icH ius del Arancel viente de Córdolia |«ira justi- 
prccfcit sus traltiijos. y llegan a la conclusión de que pueden >er 
regulad»* en la suma que es ohjelo de esta demanda. 

I>iein tamhióu -fu- en |S de Ahril etc l u 2S dios s. diri- 
gieron al Gobierno de Córdolia presentando stí cuenta «le IWtáo* 
rario* y manifesiaron qué, apartándose del arancel lega!, en per- 
jttfcfo propio y en hciicíicit» de la Provincia, se darían por sa- 
lisícchos si los recularan en rsas circunstancias en S 200, 000 
moni-da nacional. i)w en M) de Noviembre mismo año. a ! 
ver que nada se resolvía, volvieron a dirigirse al Clotiícriijii por 
ñola recálmndn pronto dcsiKichn. sin obtener resultado alguno. 
ijm después (h cs|K*r;ir un tiempo más. han resuelto, muy a 
su p*s;,r. presentarse demandando al Ciohierno de CórdoÍ« m 
la forma que lo hacen, no ya por doscientos mil pesos moneda 
íiacion.-J. siihi p.r la Mima que conceptúan se les debe él j\is- 
iicia. di' acuerdo con la Ley de Vraúce! que rije en C>nhba 
para éstos i análogos trabajos. 

Kl Gobierno detnantlado contola la demanda a fojas 40 v 



sirfUivotc^ recünociiiHlo í||*c efectivamente la Provincia halria 
querido los seretes profesionales de los actores a bs fines \mr 
dh« expresado»; juro que 110 es cierto que sus trabajos hayan 
hmiúv la tmiH.rta.icia. amplitud v eficacia que ellos Ies atribu- 
yen, orne asimismo <jue hayan presentado ningún proyecto que, 
respondiendo a los objetivos mencionados en los agriados a) y 
•M 11 «ÍMírtto d*l 19 cíe Abril de 1926, peda llamarle con;- 
| Ui-;. pues al presentado le fallan varios requisitos que se se- 
ñalan. 

pite las ol>ras de emergencia fueron, también, deficientes 
■ y justamente criticadas |>or !a Dirección General de Kíego. y mi 
eficacia no fué jamás prolxula. no obstante la opinión del ex 
gobernador doctor Cárcano, cuyo sa!n>r en la materia no re- 
conocí. Agrega que no fueron ellos quienes hicieron el estudio 
di la eajKicidad real del dique, pues que su determinación se 
hizo merced a 1o s estudios y datos que tenía la Dirección de 
Riego. Tacha luego el sistema de la retención de las crecidas 
por la Revancha" de imeve a diez metros sobre el nivel del em- 
balse normal. |>or no haberse estudiado |ireviameitte el régimen 
del Kíb y la capacidad del lago, lo que recién se estaba haciendo 
png la Dirección de Kiego. 

-Niega, después, que sea ti caso de aplicar el Arancel de la 
Provincia, ni ntr,o alguno, a los trabajó* de que se trata, con*» 
después lo demostrará. 



Igualmente niega que los actores tengan derecho a ningún 
orari» jx.r su intervención en el contrato efe rescisión con 
la empresa Ways y Krtitag, |>orque |>crmíticroii que ésta se be- 
neficiara sin hacer la obra y ellos pretenden cobrar estos emo- 
lumentos sumando a los que |>crcihian como empleados nacio- 
nales. I., q IK . está prohibido |>or la ley 10.223. 

Sin cmltiirgo. la IVovincia está y lia estado dispuesta, dice, 
a |Kigar los servicios prestados por lós demandantes de acuerdo 
a lo convenido entre ellos y el doctor Cárcano, ex gobernador 
de la Provincia, razón ¡Mir la cual reconviene a los mismos por 
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otunplimicnto de contrato. Furnia la reconvención en ffffe, ha- 
biendo Jos ingenieros < hites y Kurús presentado su cuenta de 
honorarios por S 200.000 moneda nacional, el GoMcnto !a acep- 
té, debiendo hacerse el pstgp CI1 un plazo incierto, o sea cuando la 
Legislatura votara los fondos necesarios. One se había formali- 
/ado asi un contrato con sensual perfecto |M»r acuenlo de volun- 
tades y que. conforme al mismo, debieron lus actores dirigir su 
acción pata que ese plazo incierto se fijara por la justicia v iki 
pretender, como lo han pretendido, que se reculen y manden 
payar los honorarios: ptíeg las |»artes están obligadas a resanar lo 
convenido, colijo a la ley misma. Artículo 1197 del Código Civil. 
Deduce de lo expuesto que hay f*hi$ petitio t*>r el dolile concepto* 
de pedir más de lo que se déte y de exigir el pago atibes r|fe 
t!ini|M;. 

Termina pidiendo: l"' (Jue se rechace la demanda y se haga 
Tu^ar a la reconvención, con costas; *• Que siendo incierto el 
plazo, sea fijado por este Tribunal, teniendo en cuenta que la 
Legislatura del* votar previamente al iiago, los fondos. 

Corrido trasla<lo de la reconvención, lus actores refutan las 
observaciones formuladas par la parte demandada tendientes a 
restar im|M>rtancia v eficacia a los servicios profesionales de 
que se trata, citando diversos actos del Gobierno de Córdola 
qiu los ha reconocido en forma amplia y aduciendo además al- 
gunas consideraciones de orden «eneraí. técnico y económico, 
relacionados con la gravedad del momento en que Ies locó ac- 
tual y con lo> gratules intereses que estaban en juego, para ha- 
cer resaltar la trascendencia que tuvo su misión y cómo se llegó 
a soluciones satisfactorias. 

Refutan la alegación de que ellos no hubiesen presentado 
provectos definitivo* y completos salvo los puntos indicados en 
el decreto de su nombramiento. En cuanto al a», dicen, han in- 
formado sobre los hechos cuya investigación se les encomenda- 
ra; en cuanto al U) y c>. han presentado los proyectos que co- 
rrespondía con todos los elementos esenciales para definir las 
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obras y su costo. Que ésto* consisten en c| proyecto de obras 
con los planos que las representan en su forma y dimensiones 
precisas; los principios hidráulicos que las informan; la memoria 
explicativa ele stt concepto técnico y funcionamiento, y s.i pre- 
supuesto. Que no es exacto que se hubiera dejado de hacer el 
cálculo deF perfil «Id dique nuevo. El cálculo ha sido lucho, pu- 
blicíulo y comeniado. (Ver Nuevo Proyecto. |»ág¡uas 6K a 75 y 
la "Seguridad de Córdoba). El perfil adoptado ha sido verifi- 
cad- por los ingenieros de la Dirección de Riego, que lo clasifica- 
ron de excelente, y confirmado |*,r el renombrado profesor Al. 
Konnet í\ er Alíñales des Ponis et Chattssées, París 1927). Que 
tamjMico es exacto que no hicieron cómputos métricos y análisis 
de prea<& fiics sin ellos habría sido imposible calcular el costo 
de la obra. Que tratándose* de obras de grande importancia, 
que requieren el estudio de ingenieros esj^íaliAulos. como son 
las de los embalses. deben ser proyectadas jior éstos en todas 
sus iwrtes esenciales, dejando' las accesorias para los funcio- 
na™.* técnicos de orden común encardados de su ejecución. 
|Kira no recargar demasiado e inútilmente su costo. One con este 
criterio ellos han procedido, y en kt cuenta que fopnulan lia- 
cen los desatentos que corresponden a esos trabajos accesorios 
o mi esenciales. Xiegan. también. que su intervención en la 
rescisión del contrato de la empresa Ways y Frcitag hubiese 
beneficiado a ésta, dándole ganancias |>or obras no ejecutadas: 
Piies ésta solamente cobró |*>r las obras ya ejecutadas, sin nin- 
guna indemmxación por las que faltaban realizarse según con- 
trato. Por último, niegan que liaya habido acuerdo de volun- 
tades entre ellos y el Gobierno de Córdoba solwe la cuenta de 
honorarios que formularan a pedido del mismo en 1927. Abril 
18. Afirman que ello*, en atención a la confianza que les había 
disjK-nsado el Gobierno del doctor Carean», presentaron la cuen- 
ta de doscientos mil pesos, no porque la creyeran ajustada a 
Arancel, sino |iorquc. como lo hicieron constar, no «(«crían apa- 
recer "aprovechando en beneficio propio la circunstancia de 
no haber habido un acuerdo sobre honorarios, previo a la rea- 
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lización de tos trnhajos" One el Gobierno ih> manifestó liasta 
la fecha -le la demanda su conformidad con la ruerna. Oue |«í- 
ra «lio tenia que preceder un prommeiamieuto de la* Legis- 
latura, la «|ue. >i bien se pidió, no se prohijo jamás. En cuanto 
al plazo, no estando -concertado |>or acto alguno, es el que está 
lijado |Hir el art. 1636 ¿el Código Civil y no por. el ticni|M. 
«pie la Legislatura quisiera tomarse para <\\|>edirse. Su pro- 
puesta amistosa no pogia tener carácter de j>er|tttua. Debió 
caducar desde el nioiuetuo que no fué aceptada en tul tér- 
mino razonable o prudencial, y éste no puede ser el largo in- 
tervalo corrido desde la presentación del 18 de Abril de V>27 
hasta la demanda del 24 del mismo mes «le 1929. Que siendo 
así. pindén los actores pedir «pie se regulen sus honorarios de 
acuerdo con el Arancel que está y estalw en vigencia en CYirdol»a 
cuando se requirieron sus servicios, ya que su monto no fué 
previamente fija<lo. 

Al torta la cansa a prueha y vencido el término, se hizo su 
certificación a fojas 3SÍ t haciende» constar que es la que corre 
de fojas 70 a M f Después, las partes alegaron de hien pro. 
U'ido; y 

Considerando: 

Que la primera cuestión que habría que resolver es la de 
sibu si Imito o no acuerdo de voluntades entre los actores v el 
Gobierno de Córdoba fijando el mutuo de los honorarios que se 
cobran, y en caso afirmativo, solire el plazo para el |>ago. de 
acuerdo con lo sostenido |>or la demandada, desde que resuelta 
ésta en sentido (MMiitiyo quedarían de hecho eliminadas mías las 
demás cuestiones planteadas en la "lites contestatton". 

Om , K ira que haya habido acuerdo, seria necesario que a 
la presentación de la cuenta de honorarios formulada f*»r los 
actores en nota, fojas 36. dirigúla desde aquí el 18 de Abril 
ile 1<>2X. hubiese seguido la aceptación del Gobierno de Cór- 
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ddl» y que ésta hubiese sido cnmuicada a los demandantes <ar- 
¡ici.los 1144. 1147 y 1154 .leí Código Civil. - Ver nota del 
i "dificador a los artículos 1150 a 1154). 

Xo consta i|tte el tiobiern,, de Cónlolm contestara esa no- 
ta. I tucamente consta que. a los uk-os .lias de redimía, el asütt- 
to fué llevado a la consideración de la Legislatura. »ro,M»niendo 
una ley que autorizara el pjgó «le la cantidad cobrada: mas. ésta 
no <e pronunció. 

Ni. como es verdad, un goberruidor «le provincia no |x..¡¡a. 
sin autorización legislativa, contratar l«.s hfmorarms «le que se 
trata, no !»<lía tampoco aceptar en forma definitiva la propuesta 
de los ingenieros; aceptación que era indispensable para produ- 
cir el acuerdo de voluntades. (Véase Fallos Corte Suprema: to- 
mo 7. página 19; tomo 10. página 59). 

I-a Legislatura no pudó, por su parte, «lejar en suspenso su 
proiiunciamienm por tiempo indefinido, sin exponer*.* a la ca- 
«lucHla«| «le I» propuesta. Su contestación debía producirse en 
un termino razonable, entendiéndose por tal ei necesario para 
que. dentro de las buenas prácticas parlamentarias, pudiera tra- 
mitarse y sancionarse la lev res t iectiva. Desde el 18 «le Abril 
de 1928 basta d 24 del mismo «le 1929. hubo el ticmixj más 
que suficiente ¡«ra ello. Su silencio «lebia interpretarse tonto 
talla de voluntad. 

En t.Kl» caso, es innegable que l«»s «leman«Iantes )MM lian re- 
tractarse «le su propuesta mientras no hubiesen redimió contes- 
tación. V. como ésta no se produjo jamás, bien han podido, al 
entablar el juicio, prescindir «le la misma. (Véase el articulo 
1150 y su comentario por el doctor Llerena). Auhry-RaM. ci- 
tado c.mM. c«.nc«.r«lante p«»r el tod¡f¡ca«l«»r. en el pirraío 343 
dice: Lúa oferta es insuficiente |wra ligar por si misma al 
que la hace; ella puede, en general, ser retracta«la mientras no 
baya sido aceptada". Ni por el texto, ni txir el espíritu de la 
mm <lel 18 «le Abril. |mede creerse que los proponentes hayan 
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querido dár a su propuesta el carácter de perraanc ntc o trn- 
vocahle. liv consecuencia, se trata de una manifestación de vo- 
luntan no aceptada en tiempo fKtra pnKlucir el icuctdo o con- 
vención en que funda la demandada su contra-demanda. 

ÍJajo otro punto de vista, aun en fo hipótesis de halar ha* 
huí acuerdo de voluntades, no ¡uniría fundar una contri-dcnnn- 

de.-et «nocid* ti violado. Kn el |iresente caso solamente hal»ría tina 
otfigadón de dar una Minia de dinero, sin c.Tgo, constituida a 
favor de los mismos, y al reclamarla no podrían ser fiasililes 
di una contra-acción. Kn el mejor <le l*»s casos, podría opoiicr- 
les la convención cotilo una exce|>ciún si la demanda no se Jftj- 
l.ie< ajustado a ella, en cuanto a la cantidad o al término. 

Qm resuelta la primera cuestión. <,tieda a considerar si. 
pn sentada una cuenta por trahajos profesionales, puede el pre- 
sentante melificarla después al llevarla a la justicia. 

Kn tesis general, esa facultad es un derivado lógico del 
derecho de retractación que se ha reconocido en el párrafo an- 
terior, siempre qué de los antecedentes y de las circunstancias 
del caso no resultara excluida la |HJSÍhilidad de <|tu\ ptít UUH 
consideración especial, se hubiera cobrado menos de lo qué se 
crcia valia el trabajo realizado. 

Tal seria el caso planteado j>or los actores a estar a los 
términos con «pie ellos han instruido la demanda, según los cita- 
l<3*, sabiendo que tenían derecho a un honorario mayor, coliraran 
uno menor en consideración a la confianza recibida, y esrwramlo 
del < lohicrito de Córdoba tina actitud de igual consideración, la 
que no resultó. |N>niéu<lo|os en el caso fie recurrir ; 
pues <t bien el I*. K. ejercido entonces por el doctor C 
pasó un mensaje a la Legislatura en ese sentido, ésta se mo< 
remisa para pronunciarse. 

iVro examinado cuidadosamente el sentido de la comtuii- 
cacioti del IS de Aferíl citada, se llega al cotiveucimienlo de (pu- 
no es así. y que la estimación que los actores hicieran a sus ho- 
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Horarios en doscientos mil pesos moneda nacional es la expre- 
sión fiel «le lo qiu ellos tensaron c,ue valían por todos los tra- 
baos realizados; pues afirmando que ningún Arancel |>odia apli- 
cárseles, por la. singular e$|>cciali«lad «le los mismos. es|>erataii 
llegar con é liohicruo dé Córdoba a una regulación satisfactoria 
<le vqttnlad. a cuyo efecto presentaban aquella estimación. (Xota 
de fojas M a J3>. Como se ve. no presentaron, en su propio 
sentir, una estimación rebajada o de complacencia. I*re*ema- 
ron la l|lle creyvrtm de equidad y justicia. 

Nadie con mayor conciencia y exactitud puede apreciar el 
valor de su traltajo que bis mismos peritos que lo practicaron. 
Xo tey motivo jwra creer «pie se equivocaron en su contra, ni 
que desconocieran las dís|xisiciones del Arancel al cual «pusie- 
ron referirse, (auto mas cuanto «pie m ley en la Provincia dr 



aumento en el monto de los honorarios, en este caso, no 

consiguiente, tenor- 
como máximum del valor 





Que definida asi la situación en «¡«fe los actores se han co- 
locado, falta saber si el cobro de sus honiirarios.es legitime», ya 
rplíe la demandada desconoce expresamente que tengan ningún 
decrcho mientras no se dicte una ley jior la Legislatura de Cor- 
dote, que los* reconozca, fundándose en la forma eoni«» los tra- 
bajos fueron recomendados y en defectos o fallas que se les 



Para dilucidar esta faz de la cuestión, conviene relacionar- 
los antecedentes con prescindencia de la forma cómo una y otra 
parte los han expuesto, tajo la sugestión de sus propios inte- 
reses, |mra ajustarse a la verdad resultante «le los autos. 

Consta «pie en Enero «le 1936. estando en ejecución \wr la 
empresa Ways y Freitsg la sobras «le consolidación y sobre ele- 
vación <lel Dique «le San Roque, sobrevinieron grandes tormén- 
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tas cjite pusieron de manifiesto fallas fundamentales en este* 
trabajos y crearon jior el rápido aumento del nivel de las aguas 
tifia situación de inminente peligro para la estabilidad de la obra 
a Colisa de] funde m.vmiento deficiente de los omínelos de des- 
car-a. La Diu.ción de Obras Kiltós Hizo notar al Gobierno 
l« t|lfe acontecía, y se autorizar* n las primeras medidas. Mas. 
al :it tii|mi. advertido éste de la gravedad extrema de la situa- 
ción pidió auxilio al GubieriKi di- la Nación, eptien mandó al 
ingeniero Utiles? Vice- Director de las Obras de Irrigación de 
la Nación, para tpie aconsejara a! Gobierno ele i ordolm í- in- 
I orinara al cíe la Nación sobre la* medida* a tomar. Kl ingé- 
niero < >ute> cumplió sil misióti aconsejanelo, previa ana consulta 
a destarados ingenieros de la Provincia, los trabajos de mayor 
nrpucia y de inmediata realización. \ señaló a !a vez los de- 
fectos graves «pie. a su juicio, tenía el proyecto de obras <pic se 
estaba ejecutando. Dio cuenta, igualmente, al GobieriiO de la Na- 
ción di los resultados de su misión. 

MI Gobierno de Ceinlolia. en atención a las «ipimemes ver- 
tidas y a la angustiosa situación creada, ordeno la Mts|>et]s¡on 
«le las obra-» de consolidación y sobre elevación a la empresa cons- 
tructora y ilió el decreto del l*> de Abril, relacionado fielmente 
en kt demanda, en «pie >e cncargalra a los ingenieros Otiles v 
lleirús los cs&idieis de ijtie se trata. (Véase fojas 2U. copia del 
dtereto». Éstos, antes de aceptar, obtuvieron |htu*íso del I'. K. 
Nacional, para contratar sus servicios, sin perjuicio ele seguir 
desempeñando sus liincioiies en el Departamenio N. de Irriga- 
cu. n. i Vice -Director el tino e Ins(HCtur Zona Norte e.l eitro). De- 
creto, tv IM; elncunienios, ís. Ii»5 a 171. 

\ceptada la misión, el (iobiern.» le-* confió además el exa- 
men de los trabajos v\\ ejecución y la f£esiión para arreglar la 
rescisión fiel contrato om la empresa coiist rucie ira. cuva ini|ior- 
taucia « ra de |#S),K47Jk> pesos m II., y de los cuales se habían 
realizado y certificado ya |Hir un valor ele 1.496.550.63 |>esos 
tnoiieiL't nacional. 
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Esté comp r „|„,| ,, M e ellos tramitaron este arreglo y lo fi- 
mq«„ar.m de acuerdo o,„ el Gobierno, c«,ns, k n,ic„,b se dieran 

ti /tííi • "'demnizacion por la parte , |IIC « ra . 

• feeñ^rszt^c 233; fs - 142 a fs - ,s3; fs - 

i,rov t vln 2 Lt X 'r VO f añ ° ,0S aCt0fCS l ,rf *««aron el 

•rom «de las „ hras de «Emergencia", de acuerdo «„, el apar- 

do* MMM en la ,»rte central de los vertederos hasta lie- 
gar .1 la cota 29. para que. en combinación con los sifones, diera 
« la tvatuacion de fas aunas ,lel Dique | a me< Iida conveniente y 
«cesaría a sn propia segurklad. e inyx.rtal.an las mismas treinta 
y seis nnl p,, ;)S , W decreto «leí 6 de Julio fué aprol«do el ,,r«, 
yecto y mandado ejecutar l«jo la ¡ns,*cc¡«Vn inmediata de s «s 

m 25 de I)kie,nl,re siguiente los ingenieros presentaron el 
l-rmec „ de Dtque mi0V o. creyendo con éste res,.»..,ler a los 
apartad»» a) y I.). después de haberse expedido en varias C* 
"."nuaciones en contra dé la ¡de;, de reforzar y ampliar el viejo 

.nn<íaciún r tM aU ' ,,ci,i » aI # «» 

Con la nueva obra a «alisarse aguas abajo «le! Dicnie ac- 
tual, crean [os proyectistas satisfacer el propósito fundamental 
«pie e! Gobierno había tenido al encomendarles el estudio, y con 
obvia seguridad para lo futuro a la ciudad de Córdoba, al mismo 
tiempo «pie resolvían en la forma mejor posible todas las cues- 
tiones conexas con esta grande obra: aumento de las aguas para 
5 f " CM,t « rí «. 'Ht'joramiento «le las «.estiradas al consumo de la 
ciudad, instalación de una gran usina hidroeléctrica, que apro- 
vechara sus caídas. 

El nuevo dique «leí* tener una cota de embalse «.«linaria 
de 35 metros y el nivel puede subir hasta ta cota 45, formando 



* 
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así un depósito suplementario de 200.000.000 metros cúbicos, el 
que |>ermitiría. en los casos extremos, regular la evacuación de 
las aguas, para evitar la conjunción ¡wligrosa con las de los arro- 
yé» "Saldan" y *La Cañada", que constituye tina pn^lpación 
bien fundada. (Véase fs. 309 vta.>. 

El proyecto está constituido de tres partes : Obras del Em* 
balse. instalación de una usina hidro-eléctrica y desviación de la 
línea férrea del listado. Su costo total calculadores dé f>.200.UX> $. 

El 22 de Abril de 1927 el Gobierno lo aprueba (decreto 
fs. 209) y en Mensaje del 17 de Junio del mismo año !o somete 
a la consideración de la Legislatura (Mensaje, fs. 210). seña- 
lando su conveniencia bajo los rías dh'ersos puntos de vista* así 
cuino la urgencia de su construcción, |>ara la seguridad definiti- 
va (le Córdoba. (Véase fs. U>7 a 173; fs. 193 a 22. Informé, fs. 
223 a 224: fe 295 a 300) , 

Este proyecto es tenido en cuenta después, cuando renova- 
dos til I\ % t y la Legislatura |>or la elección de 1 4 >2S. el nuevo 
Gobierno vota una ley de Empréstito en 1**29 de 72 millones, 
incluyendo la obra entre las que debían realizarse con sil produ- 
cido. (Mensaje I*. E. y actas Legislatura, fs. 115). 

Con todos estos antecedentes, el ajtoderado del Gobierno <lc 
1 ordolra no podia desconocer él mérito de los estudios y obras 
realizados por Jo* actores, desde que babian sido aprobados y 
basta elogiados |»or su mandante en los decretos a que se ha he- 
cho referencia. Nadie más autorizado que el Gobierno de C'ór- 
dolKfc, con los medios que le son propios, ha |*xhdo apreciar los 
trabajo*, realizado». sea para aceptarlos como buenos, sea para 
rechazarlos si resultaran con fallas o defectos. 

El tribunal no dchfc en consecuencia, tomar en considera- 
ción las observadme^ formuladas al respecto en este juicio. Pe- 

QlK el servicio prestado \hjt los ingenieros < hites y Horús. 
siendo «le «iquellos que corres] nm« Un a su profesión y modo de 
vivir, característicamente, debe considerársele que era a titulo 
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oneroso (art. 1627 del Código Civil). U \ ev número 10.223. art 
4.*. iip se opoiK en este caso. Dicha Lev <le Presupuesto, refiere 
su prohibición a los nombramientos «le oficio luchos por las 
autoridades nacionales a profesionales con sueldo de la Nación 
a quienes no Ies puede ser licito col.rar m.s cnjphmentOs ,n,r 
senicHis prestados a la entidad de quien recital mi súé!tío o 
•d*1 pitMico ai cual debe» sus servicios. IVn» tratándose .le pres- 
tur s rvicios en un Estad» Federal, fuera del lugar en «pie el 
profesional <^ s «"|H'ña su cargo, y en materia extraña a la ór- 
liita di s„s funcione* el .caso es' distinto : no hahria razón par* 
c«p,.|«rarlo. Tanto incite, cuanto (pie en este caso el I» E 
Naci-nn! hal.ia autorúsuki a los ingenieros nombrados a aceptar 
el trabajó que se les ofrecía, sin perjuicio de seguir atendiendo 
mis cargos, seguramente porque no quiso privar al Gobierno 
de Córdoba de sus luces en circunstancias tan graves, (Notas 
y Decretos, fojas 164 a 169). 

Se ha alegado en la defensa «pie los actores no han realizado 
sus trakij. s de acuerdo con los enunciados a), b) y c) del de- 
cr i. del 19 de Abril y «pie el proyecto del nuevo dique es ex- 
traño los mismos. Electivamente, «pu. realizado el provecí., 
«<• cnwrgcncia. debiau I..s ingenieros hacer un est tdio a fondo 
del dique existente y pn.jH.ner un nuevo sistema <le consolida- 
do,, y sobreelevado,», consultando su seguridad, ante todo, en 
previs,.,,, «le ,K,s,bles embalsas extra«,rdinari.,s. I'ero. como se 
ha dicho ya. ellos llegaron a la convicción que esto no era po- 
sible y asi lo expresaron al gobierno oportunamente, y creyeron 
que no cumplirían el pronto esencial de su intervención, "si ño 
presentaban en reemplazo un proyecto «pie resolviera satisfac- 
toriamente los anhelos del gobierno de Córdol» y volviera la 
tranquilnlad a sus habitantes |wra lo futuro. El provecto del 
nuevo dique fué su consecuencia. 

Asi lo entendió también el propio gobierno que encomendó 
el trabajo, cuando lo aprobó por decreto del 22 de abril de 1927 
(fojas 209). diciendo que los proyectistas habían interpretado 
los designios que el mismo tuvo en su designación y agregaba 
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conceptos elogiosos para su acierto y eficacia. ¿Quién pudo con 
mayor autoridad juzgar si ellos se habían ex|>cdido dentro o 
fiura de la misión delegada? 

Ks evidente, |>or otra parte que la construcción del nuevo 
di(|ue es lo «jue dará tina seguridad definitiva y resolverá el 
complejo problema planteado. (Publicación Oficial - Proyecto 
nuevo Dique. página "8. InfoniK's peritos, |úgma 309. contes- 
tación 8* pregunta). 

Que en el alegato de bien prol>ado se ha traído un argu- 
mento nuevo para demostrar la ilegalidad «leí cobro, y es que 
los honorarios de los actores no fueron contratados con sujeción 
al art. 83 inc. 13 de la Constitución de la Provincia, correlacio- 
nado con los arts. 48. 49 y 52 de la ley de Contabilidad; pues 
si bien el decreto del 19 de abril fué mqnitado a la ley núme- 
ro 2829, que tenía fondos suficientes y visado después |*ir la 
Contaduría y el Tribunal de Cuentas, la mayor parte tic los 
honorarios que se cobran provienen del proyecto del nuevo di- 
que que no entralia en los enunciados de aquel decreto, y, ix»r 
lo tamo, la visación de esas instituciones, que es necesaria a 
la valide*, no alcanza a legalizar esta parte de los honorarios 
y hace necesario, como consecuencia, un pronunciamiento fa- 
vorable de la legislatura, que mientras no tenga lugar, no puede 
nacer el derecho para exigirlos. 

La observación falla por su base si se considera que. se- 
gún se lia demostrado precedentemente, el proyecto del nuevo 
dique es una consecuencia lógica y necesaria de los fines funda- 
mentales del decreto mencionado. Y su visación debía enten- 
derse que se extiende a todo lo que el mismo coni|>rende ex- 
presa o virtualmeute. < Ver Memoria Ministerio Obras Públi- 
cas, año |$Sp y 1929). 

Ks. bajo otro punto de vista, inadmisible que si el gobierno 
c!» Córdoba debe los honorarios, tenga la Legislatura el dereclío 
de fijarlos cuando y por la suma que le plazca, siendo ella uno 
de los nocieres constitutivos del gobierno deudor. Kilo importa- 
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M í'r r . a '1 * <kMdür ,a sucrte * ,os trechos 

SSi a Rr ^ 1 ^ ,w d ar,ÍCM, ° 1627 ^ c«i¡- 

, JS^S^if**** ttK,a el ,ra, »Ío realizado está 
4^ XÍ W ,a ^mandada a fojas 

4¿. párrafo 2». cuando dice: "La Provincia está y ha estado 

ÍnfS 3 'r St ' rVÍCÍOS ,>reS,a,,OS ^ S demandantes 

(no hace txcepaon) , pero de acuerdo con todo lo convenido 

por los nusmos demandantes y ex gobernador doctor Ramón 
j. «.arcano . fc s . 8in duda, una declaración categórica de eme 
se del*. aunque se la refiera a un convenio que insistió T- 
Kun antes se ha demostrado. Corresponde que el Tribunal se 
pronuncie sobre el "quantum", o establezca el procedimiento p¡! 
ra fijarlo. 

•» 

LmS& ™ d . Ca8 ° " SUb ,ite " e,cmcmos ^ juicio suficientes, 
acumufodos en h amplia substenciación de la causa, para que 

eliiant """T* **" <« Punto en forma defmhrra, 

evitando a las partes los trámites costosos y acaso tardíos I 
un nuevo juicio arbitral. * dlOS * 

ñor rTrilfj , ¡TT'T 5 l r K, ° <|Me ,OS I"*" "^orados 
por el Tnhunal han hecho de los trabajos cientifictos de los ac- 
tores; « ¿y* mtK0 . Ia jfajfa a , m¡smo (|e hs 

no estaba» en sus previsiones; el hecho de que su dictamen sea 
hnL-SÍ Sí!? ^ °P ínkínes: b Propia estimación de 
HPíaSP*^ * artores v cI P^ecto de ley que 
Miscno. ,od« este conjunto de circunstancias, habiliten al (Tri- 
bunal para hacer por si mismo ta definitiva fijación de los 

STJl^JL* St dem ? ,Klada - Mi lo ««* en su escrito 
^ de h fffifcg el caso que la sentencia, re- 

conocerá a los actores la legitimidad del col™. La juriateruden- 
e-a m los casos de regulación de honorarios de pro Se. 
con trtuk. universitario autoriza este temperamento^ fX¿ 



166 FALLOS DE LA COITE SUPftEMA 
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S.: Tomo 72. página 290. Juri^nidencia Argentina. Ton... V. 
pág. 68). 

Para regular los honorarios, es necesario contemplar la mag- 
nitud y trascendencia de los trabajos proyectados y en parle 
realizados jxir los actores. a£í como la responsabilidad que com- 
pprtan. Se trata del embalse artificial más grande qué tiene el 
país, cuya seguridad se vincula a la vida de una ciudad tan 
hllpáltante coinn l'ónloha y de algunas |*oblaciones más. como 
también al reguardo de incalculables intereses. Sirve a una zo- 
vadosísima e intensamente poblada y trabajada. Resuelve el 
proyecto en conjunto l**las la* cuestiones involucradas con el 
rumien del Río Primero, lis lo <|ne resulta, en síntesis. de los 
aiiUccdeuics acumulados cu autos, continuólo por el informe 
de los tres gritos. Mercan. I'itz Simón y Kallester. nombrados 
a iniciativa de la demandada ¡>or esta Corte Suprema, con la 
cutiíormidad de ambas partes.- 

MI valor de un trabajo científico ha de guardar relación 
siempre con la confianza <|ue inspira la es|Kcia! cvm|HUncia del 
que !<• realiza, y en este caso era cxee|»ciona!. según se des> 
prende de los términos del decreto del 1<> de mayo y «le otros 
que se lian examinado. También debe guardar relación con la 
resjH»n>abilidad que comporta, la cual, en este caso, es sin- 
gular. 

Los peritos Mite> nombrados, debiendo pronunciarse sobre 
el valor ¿Je los trabajt»s de que se trata, aplican las reglas del 
Araticel |H»r analogía, y llegan a la conclusión de que pueden 
avaluarse en $ 308. ¿56. 77 moneda nacional, excluyendo el ho- 
norario que les eorrrcs|»ottdtria por su intervención en la resci - 
sión del contrato con la empresa VVays y Kreitag. por no teiur 
elementos de juicio para regularlo. 

Hay en autos el antecedente del honorario pag«do |»or la 
Provincia demandada a los ingiiiieros González. <»avier y Du- 
clout en 1915 j>or un proyecto análogo. pero menos comprensivo 
que éste, que fué de $ 1A>.45¿.— moneda nacional (fojas 2M ». 
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Con estos antecedentes, el tribunal considera que la csti- 
¡ón ele honorarios que hicieron los ingenieros ©uíos y Boi^s 
insta y equitativa, tal «,nio ellos lo creyeron al presen- 



I or estas razones, se resuelve : Hacer lugar a la demanda 
en I.. principal, condenando a la Provincia de Córdola a pagar 
a los amores en el término «le treinta dias la suma de doscientos 
nuí fesos monedo nacional. Las costas, por el orden causado, 
en razón de la naturaleza de las cuestiones debatidas; 

X«KÍfíqucsc. repóngase el iwpel y en su oportunidad ar- 
chívese. 

Roberto Repetto. — R. Guido La- 
valle. — Antonio Sagarna. — 
Julián V. Pera. - Luis Linares 



aclaratoria 
Buenos Aires. Octubre 28 de 1932. 



Visto 



El pedido formulado \mr el ingeniero señor Adriano Borús 
de aclaración «le la sentencia definitiva de fojas 410 |¥.r sus pro- 
pios «lerechos y ios «le su eo-demandante. Ingeniero Outes. re- 
lativo a los intereses que. según él, corresponde a la suma de 
doscientos mil |w*os en que han quedado fija«los sus Imnorarios 
y cuy.» valor se manda a pagar en la sentencia, a c«»rrer desde 
la fecha de ta demanda hasta su |>ago; v 



Considerando: 



Qfte no teniendo el presentante poder para representar al In- 
gtmero tintes en este juicio, su ««.licitud n«. puede ser tomada 
en ««sideración sino en cuanto se refiere a sus propios do- 
rechos. 
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Que en este concepto, el tribunal declara que la sentencia 
no se refirió a los intereses «le que se trata, porque, mandando 
pagar una cantidad muy infrior a la que los actores reclamaran 
en la demanda, consideró que de hecho quedaban eliminados. 

KfivtivamcnUv cuando en una obligación de «lar sumas de 
dinem, no se han estipulado intereses, no se deben sino cuando 
el deudor ha incurrido en inora. Los intereses en tal caso reem- 
plazan ; los daños y |wrjiticios producidos por la mora del deu- 
dor en las obligaciones que tienen jwir objeto otra clase ¿lo pres- 
taciónes. (Nota al art. U22 del Código Civil». 

Veto |»ara que la mora se Iriya producido (ti este caso, ha- 
bría sido necesario que la interpelación judicial, que lleva con» 
SÍgO la demanda, hubiese sido por una cantidad determinada o 
precisa que tío fuera su|>erior a la que la sentencia rralnoce 
como legitima, féh >tc casi» no ha podido tener lugar. Los hono- 
rarios no cstaUtn fijados antes de la demanda. IX-hian fijarse 
efl el juicio iuímiio. y si- lia necesitado todo el tiempo que media 
entre la d« manda y la sentencia para dilucidar y rcsolvtr la 
abierta divergencia en que las partes se habían colocado al res- 
|iecM. 

\'< m fnicde decir que )H»r falta del dtudor la obligación 
tto > cumplió al iniciarse el juicio, como se requiere para decla- 
rarlo en inora, desde que jx* la sentencia se reducen en mucho 
los honorarios reclamados- lo que justifica en la otra parte su 
negativa a reconocerlos" y pagarlos en el im-menio de la con- 
testación de la demanda, (Arts. 50$ 5W. Sil del C. Civil con- 
cón .laules art. 622). 

Por estas consideraciones: Estese a fo resuello. 

T y rc|H>ngasc el ]>apel. 

Roberto R epktto. — A nto n io 
Sacarna. — Julián V. I'era. 
Luis Linanks. 
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* 

Don Agustín C. Carona contra la Caja Nacional de Jubilaciones 
llaucanas, sobre jubilación. Cómputo de bonificaciones. 

Sunumo: Atenta la finalidad |*crscguida |wr el articulo 7" de 
la ley número 11.575 en el sentido de precisar el concepto 
del vocaWe "sueldo" a que alude el articulo 2» de la ley 
numero 11.232. y resuelto por el Tril.unal que Ia.s remunera- 
ciones su|>lementar¡as forman parte de aquél, no delien en 
un caso limitarse las bonificaciones legales desde la sanción 
d< la ley 11.575. la que como se dices sólo precisa en este 
punto un concepto aludido en la ley anterior. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



RESOLUCION m. LA CAJA BASC ARIA 

ordinaria. — Sobre 




ViSIÍ» el exigiente C,\2SHm2 en el cual el ex empleado del 
Itanco Anglo Sud Americano señor Agustín C. Garone. solicita 
jubilación ordinaria estableciendo que la misma «Míe acordarse 
en Iwse al sueldo y lanificación que percibió desde el año 1917 
mao empleado del Banco referido, el Directorio haciendo suyo 
el dictamen del Asesor Letrado, resuene: que a los efectos de 
| jubilación solicitada, la bonificación que el Banco ,\„ g l s u «l 
Americano concedía a! |>et¡c¡onantc .sólo del*- ser tomada como 
sueldo, a partir del f, de diciembre de- l<>2«>. fédn en que el art. 
7» de la ley 11.575 cstr.Uceió que la misma del* considerarse 
como parte integrante del sueldo, no asi con anterioridad, tior 
cmnfe» la Kxcma. Cámara Federal de Apelación interpretando 
'a ley I1.2.Í2. lia establecido qué dichas lanificaciones ,,» podrán 
considerarse como f >arte integrante <J y l sueldo. (Giso Banco 
Anglo S;,d .Americano, sobre lanificaciones). - /•'. A. Bi+roc 
taveña. 
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SENTENCIA 08 LA CAMARA Ff ¿ERAL M APELACION 

Buenos Aires, Mayo 20 de 1932, 

Y Vistos: 

IH- acuerdo con lo resuelto |>or este Tribunal en el caso del 
Hamo Angto Sudamericano fallado el 24 de diciembre -de 1931 
y fundamentos concordantes, se confirma !a resolución apelada 
de fojas 8 c|ue dispute se compute como sueldo la bonificación 
que gozaba Agustín C. Garone desde el 6 de diciembre «U* 
1929. 

Devuélvanse sin mis trámite. — Carlos del Campillo. — 
Marcelino Escalada. — fí. A. Nácar Anclwrena. — José Mar* 
có. — - Rodolfo S. Ferrcr. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Ai^es, Agosto 6 de 1M2. 

Á 

Suprema Corte: 

El recurso deducido en estos autos toma de liase lo re- 
suelto por la F.xema. Cámara Federal en el sentido de <|tie las 
lanificaciones que como saeldo se liquidaban al recurrente, sólo 
deben computarse a los efectos de la jubilación desde el ft «le 
diciembre de 1929. Sosteniéndose «¡ue esa 'resolución contraria 
el art V «le la ley número 11.575 según la cual todas las can-» 
tidades «pie se pcrcüian mensualmente deben considerarse como 
sueblo. y con arreglo a esas cantidades lijarse el promedio de 
los sueldos durante los últimos cinco años. Kn atención* a ello, 
creo <|ue el recurso ha sido bien concedido. 

lín cuanto al fondo del recurso, pienso que no es fundada 
la 'impugnación que se tace a la resolución «le la Kxema. Cá- 
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niara Pederá), dado c, !U - en dicha resolución se aplica el art 
7* de la ley número 11.575 en la forma que lo pretende el re- 
cúrrente, vale decir, computándose- todas las cantidades percibi- 
das mcnsualmente. y la pretensión de que ese cómputo se efec- 
tué desde un tictm>o anterior a la sanción de la mencionada ley. 
no esta amparada en el citado art. 7'. que sólo rice desde dicha 
sanción sin (,ue se le pueda acordar efecto retroactivo. 

Creo de aplicación en el caso la doctrina sentada por V. E., 
en d fallo contenido en el tomo 15$. página 232. con rcs|>ecto 
a la ley 10650. modificada interiormente por la ley 11.308. 
acerca de la cual expresó que ante el silencio de esta ley debe 
entenderse que dispone j»ara lo futuro y no tiene efecto retro, 
activo, conforme a lo dispuesto ,»r el articulo 3» del Código 



pido a V. E. la confirmación «le la sentcn- 

& Larrcta. 



cia recurrida. 



D> LA CORTE SUHtEMA 



Buenos Aires, Octubre 17 de 1932. 



Y Vistos: 



Los del recurso i xtraordinario concedido en los autos Ga- 

r«»m Agustín C. contra la Caja Xacional de Jubilaciones fia,»- 

canas; y • 

Considerando : 



ic el recurrente reclama en estos autos se le conqniien 

S Sff* a 1 ,os .;. f ^ c, . os de fi i ar Predio de los último» 

mensualmente se le han aeor- 
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dado durante ese término en la casa tunearía en que prestara 

sus servicios, según resulta de la planilla de fojas 19. 

<Jue la resolución a]>elada ordena se coni]»uteii dichas lio- 
nificaciones solamente desde el 6 de diciembre de 1 € >29. fecha 
de la ley número 11.575 <|iie definió en su art. 7 el concepto 
de sueldo a los efectos de la jubilación, con arreglo al cual se 
incluyen las bonificaciones de que se trata, y a contar «k-sde 
cuya fecha también se han verificado los afines, como resulta 

Qm\ desdé luego, esta Corte Suprema tiene establecido en 
su resolución de fecha julio 22 próximo pasado, dictada en 
los autos seguidos contra la misma Caja |*ir el Itanco \nglo 
Sud .-Vmcricano donde se prestaron esos servicios. que las re- 
inuin raciones suplementarias forman parte del concepto de suel- 
do a que se refiere el art. 7 de la ley 11.575. 

Oite se ha resuelto, asimismo, en cuanto a los aportes, que 
éstos deben efectuarse por Codo el término señalado por la ley 
para invocar sus Iwticf icios, como resulta del fallo, tomo KiO. 
página 222 y resoluciones dé fecha 2f> de febrero y 13 de al»ril 
del año corriente en los juicios promovidos por Aramliarrí y 
Itcrtulctti contra la misma Caja, aun dentro del concepto de 
la disidencia (expresado en amlxis. 

One atento lo anterior, no cale limitar las bonificaciones 
a las corrvs|xuulientes a la ley número 11.575 que al fijar las 
condiciones de que se acordarían los beneficios conforme a lo 
dispuesto p0r el art. 2 «le la ley liásica número 11.232. no ha 
tenido por fin acordar un derecho sólo ínvocahle |«ra lo s*^ 
cesivo. sino determinar el concepto del vocablo sueldo incluido 
en la anterior ¡«ara evitar dificultades de interpretación. >egún 
lo expresa la misma Caja en su memorial en esta instancia. 

Qtlé no sje trata en modo alguno de acordar efecto retroac- 
tivo a tal beneficio, sino señalar dentro del carácter reglamentario 
y orgánico de la nueva ley en este can» el concepto fund.'.nnuial 
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«kl vocablo sueldo, comprendido en la ley básica anterior |x>r 
ser indispensable para determinar tos 1»eneí¡cios y los aportes. 

Por estas consideraciones, se revoca la resolución apelada 
en cuanto ha |wd¡do ser materia 



Roberto Repetto. — R. Guido La- 
vai-i.e. — Antonio Sacarna. — 
Julián V. Pera. — Luis Linares. 



Sahvdor Tómasela, su cxtr,„Hcum. a solicitud tic las auloriduda 
del Reino de " 



Sumar,»; p Procede hacer lugar al jxfdido de extradición, en 
un caso en el que alegaba la prescri|»ción «leí derecho de 
acusar, no aparece ella cumplida según Lis leyes argentinas, 
ni demostrado haberse operado con arreglo a las italianas. 

2* impnicedente. asimismo, en el caso, la defensa 
de cosa juzgada opuesta, ya «|uc no asumiendo, la extradición 
il carácter «le un rodadero juicio criminal, el conocimiento 
«le a«piélla ataña al Juez territ«»rial de la causa. 

Ceso: Lo explican las piezas siguientes: 

SKXTKNCIA DEL JVKX FKDKRAI. 

Bahía Blanca. Abril 14 de 1932. 

. Autos y Vistos ; Consulcrando : 

Que el tratado celebrad» con Italia en 1886. establece en 
su articulo 12. «pie el pe<lido de cxtradci.'m será ac«im|iaña<l«) 
om la co|»ia de las .disposiciones legales aplicables al hecho ¡m- 
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pululo, sillín la lalación del país requiriente, y en él art. 
X* que "no será acordada la extradición cuando según las leyes 
de» Kstí.do requiriente o según las del país en que el reo se re- 
fugiase, se hubiere cumplido la prescripción <le la acción |ienal 
o de la pena 1 **. 

Que habiéndose omitido la transcrij»ción de las disjxisicior.es 
de la Legislación Italiana $o\m prcscrijictón. los documentos 
áccMpafiádos m cumien con las exigencias de la convención, 
desde que muí insuficientes jmra decidir si se ha operado la 
prescripción, como lo dispone el articulo 8'. 

Por estos fundamentos no se hace lugar al j>e<lido de extra- 
dición de Salvador Tomaseüi formulada j>or la Em1*jada de 
Italia. 

N'otifiquese y consentida o ejecutoriada que sea, póngasele 
en libertad y liábase salwr al Ministerio de Relaciones Exteriores 
y Culto. — BÉajnici S. tk Otaso. 



SENTENCIA 0E LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Bahía Blanca, Agosto 3 de 1932. 
Vistos y Considerando: 

yue es requerida por la Kmhajada de Italia la extradición 
de Salvador Toiraselli, Hijo de Salvador y María Canale, nacido 
en Ciroítei distrito de AgriRento. Italia, e! 12 de Febrero de 1X82. 
en virtud de mandamientos de captura: a) |Hir rabo agravado 
il treinta bovinos cometido el 6 de septiembre de 1922 (tra- 
ducción de fojas 5 y originales de fojas 21 a 23;» l>> por "corre- 
it;V en homicidio es .'.ificado en perjuicio de Salvador Di Mino 
(fojas 10 y IS a 20,, el 9 de febrero de 1<>24; e> por avia- 
ción para delinquir hasta el S de enero de 1^28 (fojas H y 15 
a 17). 
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Que la indagatoria de fojas 33 establece la identidad de la 
persona reclamada. 

Que la acción |wr ninguno de los delitos incriminados se 
encuentra proscripta según la ley argentina, concretada en los 
arts. 62. inciso V y 2* 63, 167. inciso § y & 80 y 210 del 
Código de la materia. 

Que, en efecto, la acción jwr robo calificado prescrilie a los 
10 años: la "coparticipación" en homicidio calificado (tal es «i 
'Wreitá'* o "complicidad", como traduce la Oficina deludien- 
te de nuestra Cancillería), a los doce años (seria lo mismo en 
el caso de complicidad) y la dé asociación ilicila. a los cinco 
años. 

Que en cuanto a si !a prcscri|)ción ha podido obrarse <le 
acuerdo con la ley italiana, es ante nuestra ley una cuestión "de 
facto". cuya pruclia incumlie a quien lo alega, siendo de notar 
que la defensa no lo lia hecho ( Fallos, tomo 154. páginas 157. 
256 y 332) y en articular, no se exige en el tratad o cotí Ita- 
lia, de 16 de junio de 1886, copia de las dicciones vigentes 
sobre prescripción (Ver art. 12). |**r lo que su omisión no es 
fundamento suficiente |>ara denegar la extradición solicitada. 

Que no está comprobada la existencia de la cosa juzgada 
|wr sentencia absolutoria en lo que atañe al homicidio de Sal- 
vador IM Mino, puesto que na<la demuestra !a identidad de causa 
que se pretende i»r la defensa y si, como la parte lo rec#moee. 
en amias legislaciones existe la misma garantía, b presunción 
lógica es que el pronunciamiento a que se refiere el certificado 
penal (prontuario) de fs. 25, no es por el mismo lucho que ori- 
gina la solicitud de extradición. 

Oue aparece como probable que los hechos de asociación ilí- 
cita pueden haber ocurrido en Italia y sido imputables a un aso- 

estas actuaciones examinar en qué lia consistido. 

Por tales fundamentos, la doctrina de los fallos de la Corte 
Suprema ya citados y la de los tomos 146. pág. 389 y 149. pág. 
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311. se resuelve: revocar la resolución de ís. 41 y conceder, en 
consecuencia, la extradición de Salvador Tomaselli. Xotifiqiusc. 
rástrese y devuélvanse. — Ernesto SonrrottilL: — Julio Mello. 
— Juan Curtos ¡haz. 
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Buenos Aires, Octubre 17 de 1932. 

Y Vistos: 

Los de extradición del súlnlito italiano Salvador Tomassc- 
lli. solicitada por la Real Embajada de Italia; y 

Considerando: 

Que uno de los delitos imputados al requerido |>or las auto- 
ridades competentes de Italia es e! de complicidad o |«irticip;ción 
en el homicidio calificado dé Mino Salvación, cometido el 9 de 
Febrero de 1924. 

Que entre dicho día y e! presente no ha transcurrido el tiem- 
po necesario jara la prescripción ele) derecho de acusar, según las 
leyes .-.rgentiuas y no se ha probado que aquella se haya operado 
con arreglo a las italianas (arts. oi. ?> y HO del Código l'ena! . 

Que la defensa di cosa juzgada, i puesta a liase efe !a anota- 
ción de ís. 14. es impn védente ante los tribunales del país re- 
fiiiéridc, piu s su conocimiento atañe al jileas territorial de la cai- 
sa. *!en tro del proeeso eorresprnidiente. y la de extradición no 
con>tiiuye un verdadero juicio erimiml. sino un mero procedi- 
iñieiiao |)ara tstalftfeécr la identidad del reí» y para comproliar el 
cumplimiento $lc los tratados o leyes vie ntes respectivas. Ks por 
tal ra/ón que esta Corte lia podido decir: "Que en las actuacio- 
nes sobre extradición, tendientes a perseguir el juzgamiento de 
criminales o presuntos criminales jx>r los tribunales del país en 



que han delinquido, el criterio judicial debe ser favorable a aquel 
propósito, ck beneficio universal, y que. por tal concepto, no ad- 
mite otros reparos que los derivados de la soberanía de la Na* 
ción requerida y de las condiciones fundaméntale* escritas en las 
leyes o tratados". (Faüos: Tomo 156. pág. Iíi9). 

c " conseatencia. y con relación al caso fie autos, puede 
decirse que la duda nacida de la absolución alegada de Salvatore 
Totnasselli y sugerida aquélla por su defensor, no dclie influir 
para la negativa de su entrega sin otro fundamento legal, ya que 
esta negativa sustraería de la justicia a un presunto delincuente, 
cerrándole, asimismo, el camino de su justificación. 

Por esta» consideraciones, las concordantes de la sentencia 
de fs. 46 de la Cámara Federal de Ablación de Kahia Blanca, 
y de acuerdo con lo dictaminado j>or el señor Procurador Gene- 
ral, se la confirma, en cuanto hace lugar a la extradición solicita- 
da. Xotifíquese y devuélvanse para su pronto cumplimiento, pre- 
vio registro. 

R. Guiño Lavalle. — Antonio Sa- 
«akxa. — Jii.ián V. Pera. — 
Lris Linares. 



Sumario instruido a Angrí h\ Pisarno Lustra, por ikjramhnián. 
Competencia negativa. 

Sumario: Ks ajeno a la jurisdicción federal i! conocimiento de 
delitos imputados a un ex-cónsul argentino, que habrían si- 
do cometidos sólo tu perjuicio de particulares, mientras aquél 
desempeñó el referido rargo. 



1T8 



FALLOS DE LA COtTE SUPREMA 



VISTA FISCAL 



Señor Juez: 



La justicia local de la Capital es incompetente para entender 
en el liecliu delictuoso «|ue se denuncia. 

En efecto, si el delito |*r|wtra<lo compete en cnanto a su jus- 
gamiemu a las autoridades argentinas en razón de la deposición 
del inciso 2 V del artículo l v del Código Penal, 4o es i>or ser |wr- 
petrado por agentes o empleados de autoridades argentinas en 
desempeño de su cargo, y como consecuencia de la ficción de ex- 
tensión territorial de la jurisdicción nacional, cuando se trate de 
representaciones diplomáticas, consulares o administrativas en el 
extranjero. 

Se trata entonces de un lugar sometido a la exclusiva juris- 
dicción nacional — inc. 4 V del art. W «le la ley 4X — ; y donde 
aparecen prima facie comprometidos los intereses de la Nación; 
inc. 3* del artículo citado. 

En mérito de ello, el suscripto reputa que U. S. es incompe- 
teuu |Kira intervenir en este proceso, que debe ser remitido al 
señor Juez Federal «fue corres|Minda en orden de turno. 

Abril 29 de 1932. 



AfTO DEL JV£¿ DE INSTRUCCIÓN 

Buenos Aires, Mayo 2 de 1932. 

Autos y Vistos: 



La presente denuncia 
Lastra. |»or defraudación: 



Considerando: 



Tratándose s.gún las actuaciones agregadas por cuerda, de 
imputaciones de estafa. ejecutadas en perjuicio de la Nación, 
por un Cúnstfl de la misma, es evidente que el caso de autos csr 
%m « ! * «impetencia de la justicia ordinaria. 

Por ello, de conformidad en un todo con la vista precedente, 
resuelvo: I>eclararme inconi|>etente |»ra entender en esta csusa 
y remitirla al señor Juez en lo Federal, doctor Migue! L. Jantus 
• en turno en .-upu-lla jurisdicción. |>ara su conocimiento. Hágase 
saber. — /. A. Malbrán. — Ante nú : Horado Pinero. 



VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

IX' las constancias acumuladas resulta prima facie. que el 
ex -Cónsul argentino en Estambul, señor Angel K. Tizarro Las- 
tra, ha estafado a |>ersonas del lugar invocando la representación 
uc la República que ejercía, vafe decir, lia delim|iii<lo en el des- 
m&m ilc sus funciones. 

Por lo tanto, tratándose de un delito de doble jurisdicción 
de conformidad a lo que dispone el art. 1". iuc. 2* del Código 
Penal, el triluna! de L\ S. es competente. — E. L. Con cales. 

Mayo 9 de 1932. 



ACTO DEI- JUEZ FEDERAL 



Buenos Airea, Junio 6 de 1932 



Autos y Vistos: 




res por deudas contraídas en Sptit y en Stambul por el ex-Cónsu! 
en «Helias ciudades Angel R. I'izarro lastra; y 
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Considerando: 

V Que las constancias «le Mitos <lel referido exiliarte 
resulta evidente que las «leudas contraídas en Stambul revisten 
carácter |>arT¡cular, y que la contraída en Split. originariamente 
]H>r veinte mi! «linares, al quedar reducida a tres mil doscientos 
dinares y aceptar el acree«lor el |>agaré de fs. 6, único documen- 
ta habilitante que puede presentarse en juicio, no tiene carácter 
oficial y en forma alcana puede hacerse valer c«mtra el Ksta«lo. 

I' Que siemlo ¡a jurisdicción fe* lera I un fuero de c.\ce|x'ión. 
m debiendo entender los jueces federales más que en lo* casos 
expresamente establecidos en lo artículos 3* de la ley 48 y 23 <lel 
Código de Procedimientos en lo C riminal, y no estando compren- 
dido en dichas «lis|Misici«>ties leales el presente caso, ni atribu- 
yendo jurisdic.Rm, «le ser aplicable v) art. l'\ inc. 2' del ( YmIí^o 
IVnal. «leciárase la inc«»mi»etencia de la justicia federal para en- 
tender en este asunto. — Ja$\tus. 



OICTAMEV DEL PROCURAIWR GENERA! 

Buenos Aires, Septiembre 26 de 1932. 
Suprima Cañe: 

Se procesa a Angel K. Pizarm List ra. ex-tVmsuI argentino 
en Split i Víigoeslavia ) y en Kstambul (Turquía), |>or el ifelito 
«le defraudación que habría c«jmetid«> a estar a lo que resulta «le es- 
tas actuaciones, en |*rjuieio «le |wrticulares mientras «!esemjKiV> 
el eafjjó reíeri«lo. 

X«. apawwft comprometidos l«is bienes «le la Nación en es- 
ta causa. 

Se trata, pues, del juzgamiento de un particular |w»r la co- 
milón de delitos comunes que castiga d Código Penal de la Na- 
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de autos en razón de lo dispuesto por 
carece, así. de competencia para conocer 




ción. Jey aplicable 
el art. l v , inciso 

La justicia 
en la causa. 

En tal sentido, soy de opinión que corres|x>nde dirimir ta 
presenté contienda de com|>ctencia negativa tratada entre el se* 
ñor Juez Federad en lo Criminal y Correccional de la Capital de 
!a Nación y el de Instrucción de la misma Capital. 

Horado ¡i. tórrela. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, Octubre 17 de 1932. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del señor 
ProAirador General y no hallándose comprendido el caso de au- 
tos en lo disjwcsto por los artículos 3* de la ley número 48 y 23 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, se declara que no 
corresponde entender en el conocimiento de este proceso al se- 
ñor Juez Federal en lo Criminal y Correccional de la Capital. 

En consecuencia, remitanse estas actuaciones al señor Juez 
de Instrucción de la Capital, avisándose al primero en la forma 
de estilo. 

Roberto Repetto. — R. Guido La- 
valle. — Antonio Sacar na. — 
Julián V. Pera. — Lius Linares 



t 



1W FALLOS K LA COtTE SUPREMA 

Ihm Meólas 1'. Marino contra h Nación, por devolución de de- 
rechos aduaneros. 

Sumario ; Las tapas para hendías hecha» de hojalata eoií*su res- 
jMctivu corcho, no pueden considerarse incluidas en !a i>ar- 
tida U7<> de !a Tarifa de Avalúos, ya que e! material me- 
tálico empleado, forma parte de una pequeña pieza manu- 
facturada para un drterminado uso industrial en eomlnna- 
ción con un trozo de corcho, lo que impide aplicarles dicha 
partida, sin proceder previamente a la separación de sus ele- 
mentos. 

Caso: Lo explican las piizas siguientes: 



SENTENCIA DEL Jl'KZ FEDERAL 

Buenos Aires. Mayo 2 de 1931. 

V Vistos: 

Los promovidos por Nicolás V. Marino contra la Xación 
sohn devolución de pesos |Mir derechos aduaneros indebidamente 
exigidos: y 

í'on>iderando : 

I" Oue actor manifiesta en su demanda de fojas 4 que 
mediante documentos de despacho y por los vajxires que expresa 
I;. p'anilh id junta ha recibido y pedido el desdicho de diversas 
partida* de tapitas de hojalata y corcho para botellas con d 
valor qijt? indica esa planüla. 

•Vu^^a qw l*° r tratarse de mercaderías de valor declarado, 
tu. ci»m->|»ondi:i aplicárseles ¿I recargo del trt> |Hir ciento csta- 
l.hrido cu el articulo II de la ley número líMí que rige para 
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las tarifarias. Interpuesto y fracasado el reclamo del caso ante 
!a Aduana de la Capital \ Ministerio de Hacienda |wra lograr 
no se aplicare el recordado recargo del 60 por ciento y devolu- 
ción de la suma indebidamente exigida por dicho concepto y po- 
gada con proteste, sefiala el actor que acude a la justicia en de- 
manda de devolución de la cantidad de siete mil trescientos treinta 
y un pesos con setenta y cinco centavos moneda nacional indebi- 
damente cobrados por aquel recargo. 

Invoca el articulo 11 de la ley número 11.281 y solicita se 
condene a la Nación a devolverle dicha cantidad, con intereses 
y costas. 

Amplia la demanda el actor a fojas 20 |x>r la cantidad de 



Contesta la demanda el señor Procurador Fiscal a fojas 36 
manifestando que la mercadería importada por el actor, fué ob- 
jeto de pagos de los derechos aduaneros, cuando ya existían 
resoluciones del Ministerio de Hacienda, que establecían el tra- 
tamiento aduanero que le correspondía ¡«ra despacharlas |x»r la 
I*rtida 1179 de la tarifa cuyo aforo es de $ 0.35 el kilogramo, 
mas un «mentó de $ 0.10 jxir kilogramo, debido al corcho, 
y si a esa partida es aplicable el aumento del 60 por ciento del 
artículo 11 de la ley 11.281, es tógko que deba ser aricado 
a la mercadería del actor. 

Resulta por lo tanto para la Aduana una mercadería tarifada 
y no sujeta al despacho "ad valoran". 

Agrega que debe regir en el caso el art. 148 de las Orde- 
nanzas de Aduana y que por todo lo expuesto debe rechazarse, y 





2» Que al resolver el presente caso, recuerda el suscripto 
que en Agosto 29 de 1928 tuvo orortunidad dé sentenciar el 
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ción ele derechos aduaneros indelmlamente colorados con motivo 

autos, es decir, tapitas de hojalata y corcho pm botellas. 

Dicho juicio ha sido traído como |>rtu*ha a! presente por el 
actor y corre aj^rc^ado |»or cuerda a estos autos, desprendiéndose 
de tu actuado en dicho juicio y en el presente, que la mercade- 
ría en cuestión es «le valor declarado y no de tarifa. 

Teniendo en cuenta entonces lo resuelto |»or el suscripto 
en el juicio de referencia, y confirmatoria de la Cámara Fe- 
dcral de la Capital por sus fund;.metttos. fecha junio f de 1929, 
corresfMnulerá admitir en principio la demanda. 

En cuanto a la suma a devolverse al actor, es de ohservar 
que no ha quedado justificado en autos la exactitud de! reclamo 
de fojas 4. en vista efe lo reconocido |>or el actor a fojas 64 
vuelta, por lo que deherán sujetarse las partes a la liquidación 
que ulteriormente ha de verificarse. 

Y acerca de las costas, es de indiscutible jttsticia y equidad 
decidir sean pagadas \wr su orden en mérito de que la Aduana 
y Ministerio de Hacienda han podido razonablemente estimar 
que la mercadería de autos es snscetihle dentro «le mayor *» 
menor alcance a ser considerada como tarifada y por ende, existe 
fundamenta |iara reputar que administrativa y judicialmente ha 
|H»lido discutir el Fisco sin temeridad, su posición en este asun- 
to, aparte «le que el actor incurrió en «lemasia al «lemandar con 
mi ampiación. lijen que en el r.le^ato pusiera de ir tnitiesto el 
ern r en que dice incurriera. 

iVír las consideraciones que preceden, tallo: declarando que 
la Nación cjelie devolver al actor Nicolás Y. .Marino, las canti- 
dades *\\u resfctíten d«* la liquidación que dehera efectuar la Adua- 
na dt la ( ípital en concepto del recargo del (O j$r ciento «»- 
lirado» |inr los despachos indicados en la demanda. Con interese* 
estilo Itálico de la Nación sobre la suma «pie resulte, a contar 
desde la notificación de !a demanda. Costas |>or su orden, a 
mérito de lo >eña!ado en el párrafo precedente. Notiííqucse. 
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rqióngase el sellado y o|x>rt unamente archívese, previa devolu- 
ción <le los ex|>edicntcs ag regados a su procedencia. Ikijo cons- 
tancia. — Saúl M¿ Escobar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Diciembre 11 de 1931. 

Y Vistos: 

l*or sus fundamentos, se confirma la sentencia afilada de 
fojas 70. que declara que la Nación déla* devolver al actor Ni- 
colás Y. Marino l;.s cantidades <|ue resulten de la liquidación 
que deberá efectuar la Ad.iana de la Capital en concepto del re- 
cargo ilel ó0 por ciento cobrado por los desdichos indicados en 
la dimanda. C on intereses estilo Hanco de la Nación sobre la 
sum:. que resulte. 

Al* inense las costas en ambas instancias en el orden cau- 
sado. — l¡, .-/. NüSitr Amlwrma* ■ — Marcelino Escalada. — José 
Manó. — Rodolfo S. Ecrnr. - Carlos del Campillo. 

FALLO DK LA CORTE SI TRKMA 

Buenos Aires, Octubre 17 de 1032. 

Y Vistos: 

bis del recurso ordinario interpuesto contra la sentencia de 
la Cámara Federal de la Capital, recaída en la demanda de D. 
Nicolás V. Merino contra la Nación por devolución de dere- 
chos aduaneros cobrados de más ; y 
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Que se trata en este cas» de sáber si ha sido bien o nial 
aplicada la ley de Aduana número 11.281 al incluir en la par* 
tul» 1179 la mercadería importada por el actor, consistente en 
tapas para Mellas, hedías de hojalata con su respectivo cor- 
cho, habiéndose sostenido ante !a Administración y después en 
este juicio por el interesado que fío le corresponde esa clasifica* 
ción. y. como oensecuencia, tampoco el recargo del oO |>or ciento 
esiab'ccido |>ara las mercaderías taritadas; pues en su concepto, 
es ésta una mercadería **ad vaJorem". no incluida en !a tarifa y 
a la cual le es aplicable distima imposición menos onerosa. 

Que. «lados los términos en que está concebida la citada 
disposición, cuando dice "traln-ijada" (la hojalata^ en cualquier 
'-•r.-.a inclusive !a pintada o charolada, con excepción de la 
comprendida en "mercería" y la esjx-ctficada en otras partidas, 
unidad kilo, aforo 0.35 $, se refiere a los casos en que la tw» 
jalata. cualesquiera que fuera la manipulación a que hubiese sido 
dontetida se mantenga sola, o sin combinación con otro material 
o substancia, o no forme parte de un efecto comprendido en 
<t ramo de mercería. En el presente caso la hojalata fornta parte 
de una |X<pieña pieza, manufacturada |«ra un determinado uso 
industrial, en combinación con un pedazo de corcho, y su pe- 
sida no podría hacerse a 'os efectos de aplicársele la partida 1179 
sin procederse a la previa separación «le los «los elementos «le 
que está constituida. 

Que el Ministerio de Hacienda, a! pretender incluir esta 
mercadería eti la partida mencionada, ha tocado, sin duda, con 
ese obstáculo, y ha tenido «|ue establecer que se c«ihre sobre s€i 
p.so a razón «le $ 0.45 ]>or kilogramo, en hijear de 0.35 con 
qtic .stá gravado por ley. refiriendo la diferencia al vafoí cal- 
culado del corcho (IXrrcto de 23 de abril de 1925). Que al 
proceder en esta forma, en vez «le interpretar y regimentar la 
ley. ha creado un nuevo impuesto, bien distinto |»r su forma 
y monto de! que faculta cobrar la ley de avalúos partida 1179. 

Vale decir que tal decreto, determinante único de la reso- 
lución de la Aduana, excede de las facultades que tiene el P. E., 
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&WO ejecutor de las leyes, e invade la órbita dé acción que 
corresponde al f\ L. (articulo 86. inciso ? «le la Constitución 
Nacional). 

Oue asi se explica que los altos funcionarios <!c la Aduana. 
.1 quienes delw sujxmérselcs pericia en la materia, se h'av^n ex- 
pedid*» elí sus informes en el sentido de que la mercaderuh-^lc 
«pie se trata delie considerársele futra «le las previsiones de 
la tarifa, no oleante las d¡s|*.siciones de ese decreto. (Véase 
los informes de fojas 10. II y 12 de la Contaduría. Inspección 
ile lni|fust< -v expediente Marino \. V. Vista de Aduana Al- 
cántara, fojas 23. exp. Marino contra la Xación). 

Oue siendo en realidad una mercadería a ;a nw! no |Uedc 
aplicársele la tarifa marcada en la partida 1179, aforo 0.35 
por kilogramo, es de aquellas a que se refiere el artículo 134 
de tas Ordenanzas de Aduana, lev 5 de octubre de 1876. (Ley 
número 4933. art. 15). N ? o le es aplicable, jior lo tanto, el art. 
11, 'ey número 11.2X1, que se refiere a las mercaderías incluidas 
en la antigua tarifa del IV <le enero de 1906 y a las cuales, 
|Kira actualizarlas, se les hace un recargo del 60 jxir ciento. 

Oue el actor para fijar el va!or actual «le la mercadería ha 
presentado las facturas «le compra y ha ofrecido \WM a «lisi>o- 
sición los libros «le su casa de comercio. Procediendo así. el in- 
terés fiscal hien entendido está cumplidamente resguardado y 
aun se conforma mejor con la verdad económica |>or«|Ue, si hien 
no se recarga la mercadería con el adicional 'extraordinario, crea- 
<lo al fin antes expresado, se la toma en el valot; real y ao 
tual. para gravarla con el derecho que la ley ha querido im|»- 
nerle. 

Que las «lisjxwiciones consigna«tas en los artículos 137 y 
148 «le las Ordenanzas «le Aduana no pueden ser tin ohstáculo 
jiara <|ue l«>s contribuyentes damnificados por imposiciones erró- 
neas o abusivas, puedan redamar su repetición ante la justicia. 
Pese a los términos categóricos en que están concebidas, no 
pueden extender su imperio fuera de los procedimientos admi- 
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nistrativos. ya que está en la esencia <le nuestras instituciones 
tjue la justicia, entre otros fines, tiene e1 ele ofrecer un amparo 
al derecho individua] frente del |x*!er público, que. aun con la 
mayor inspiración, puede incu r? fácilmente en exceso, error o 
abuso como consecuencia del inevn.ihle roce de los intereses opues- 
tos. (Ley X* 3952. Arts. 33. 34 y 42 del Código Civil y su 
comentario). 

El Estado no puede cobrar un derecho mayor ni distinto 
de aquel que está autorizado j>or ley. desde que toda imposición 
corres|>otuU al ejercicio de facultades k-gislativas. (Art. 67 de 

En este caso, estando la tarifa de A valgo establecida |>or una 
ley. no le era permitido al P. E. apartarse de sus términos pre- 
cisos, so pretexto de interpretarla. |wra recargar la mercadería 
con un derecho mayor. Y si el exceso se hubiera consumado, 
lógico es í|ue se pida su reparación ante la justicia, que repre» 
senta e! poder esencialmente moderador. (Fallos Corte Supre- 
ma: Tonto 136, página 287. caso Pinasco contra la Nación; to- 
mo 156. página 10! y siguientes). 

Tur estas consideraciones y las concordantes de la senten- 

. por haberse planteado 



la cuestión |*>r primera vez. 

N'otifiqucse y devuélvanse los autos al tribunal de su pro- 
cedencia. 

Robkrto Repetto. — R. Gt'IDO 
¡.avalle. — Luis Linares. 
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Ferrocarriles del Estado contra don l.eouco Cortes (sus suce- 
sores), por expropiación. 

Sumario: La supresión de los derechos arancelarios (ley nnnx*- 
ro 1190). se refiero a las diligencias del juicio en c¡;*e los 
secretarios actúan corno actuarios, ]xro no a las funciones 
de escrilianos que los mismos están autorizados a 



Caso: Lo explican Lis piezas siguientes: 



DECRETO DEL JUEZ FEDERAL ( f S. 51 Vta.) 

Córdoba, Diciembre 23 de 1931. 

r Secretaria las copias solicitadas, previo |x*gr> 
de los derechos corres|>ondientes. — Otero Capdevila. 



Y 



AUTO DEL JUEZ FEDERAL 



Córdoba, Febrero 29 de 1932. 



I*os recursos de reposición y apelación en subsidio, inter- 
puestos jK>r la parte actora contra el decreto de fs. 51 vta.. en 
los autos "Ferrocarriles del Estado contr- sucesión de Leonzo 
Cortez — expropiación'*: y 

Considerando : 

corresponde a traliajos que efectúa no en el carácter de tal. sitio 
en el de EscTtlwno. los que está facultado a practicar en virtud 
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cíe l< dispuesto en el articulo 9 V del Reglamento ¡Je los Juzga* 
iÍóé Ked. rales. (|tte lo autoriza a llevar sa protocolo, habiendo 
establecido ki jurisprudencia f|Uü éste está formado no sólo por 
"as escrituras qtie se extiende, sino también por los expedientes 
d i*: Secretaria a su cargo. 

íjm !íi sentencia de ív $1 se encuentra ejecutoriada, y 
ella estab'ecc b forma dií la inscr¡i>eión de la transferencia d.l 
dominio a favor de la ]>aru- adora, «pie ordena se efectué por 
• ficto ai Rc^istn* ti.ueral de Propiedades, de donde resulta eví- 
deiité i\xiú las copias que & soliciten no pueden tener por fin 




(Ví| <Mas consider.cionrs y las concordantes de las tpie 
obran en te resoluciones de este Tribunal y de la Kxcma. Cá* 
niara [•ederal, de fechas f$ fie Junio y 3Q de Jimio de 1931* res- 
j-e \ivamt nt( . dictadas m los autos seguidos jaftr los H'\ (V. 
del Kst'ido. contra Santiago' Kossi y Ambrosio Ulangetti — cx- 
propííjcioii - Resuelvo; rio hacer lugar al recurso ¡te reposición 
interpueslo. manteniendo en todas sus partes el decreto de ís. 
51 vta. * (íitc¿í|e¡H en icl;:eión el de apelación para ante la Kxcma.. 
(aman ÍMíUtral. doiúk deU'rá comparecer el recurrente den- 
tro del tercer día. llágase saber y elévense los autos. — í'itlar 
Palacio. 



SKXTKNCIA l>K r.A TÁMARA KKOKKAL DE APELACIÓN 

Córdoba, Mayo VJ de 1932. 



MI recurso de apelación subsidiariamente tnterjniesto por el 
apoderado de los Kerroearriles del Estado, contra el decreto de 
23 di I >iciembre del ano ppdo., corriente a fs. 51 vta.. dictado 
por el señor Juez Federa! dé esta Sección CY>rdul»a, en el juicio 
seguido i** acfué.los contra la sucesión de Leonzo Cortez. so- 



i»re expropiación, y en el que se resuelve: ordenar se expidan 
por secretaría las copias solicitadas previo pa#> de los derechos 
correspondientes; y 



íjue como lo tiene establecido la Corte Suprema, en el fa- 
llo que se registra en <?l tomo 108. página 7U. los derechos de Se- 
cretaría suprimidos |>or la ley 11^0 del año 1882. no pueden ser 
otros que Ic* ^ a las actuaciones de 

- 

One en e! presente caso, las copias cuyo pago se objeta, no 
¡ion indisjiensables al interesado para el cumplimiento de tas f¡- 
nalidades relativas a fas actuaciones de la causa misma, <lesde 
que como se dispon? pe* el inferior en la sentencia de f>. SI. !a 
inscripción de la transferencia del dominio a favor de la parte 
actora debía efectuarse por medio de oficio al Registro General 
de Propiedades y no de las copias <|ue a ese fin se solicitan. 

Que siendo esto asi. no es posible eludir el pago de esos de- 
rechos devenidos como se lia dicho por actuaciones extrañas 
a las necesidades extrínsecas de la causa. 

Por esto y las concordantes del auto de ts. 54 en que pro- 
veyendo al pedido de reposición del decreto recurrido se resuelve 
|Hir el inferior mantenerlo en todas sus fiarles, se confirma, con 
costas, la providencia aislada. Hágase saber, transcríbase y 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire». Octubre 17 de 1932. 
Suprima Corte: 

U cuestión qm ^ri K inó la resunción traída im apelación 
rifle V . Km si vincula cíiii el pálido formulado a ís. SO |Mir la 
parte aciora, solicitando que el señor Secretario expida «los co- 
pias di la 111 encía que decretó la expropiación, con objeto de 
aiintai i ii ti Registro de la Propiedad el dominio sobre la frac- 
ción expropiadn a nombre de los Ferrocarriles del Kstado. De- 
crvíacla por el J\i/gado la e xpedición de los testimonios, previo 
¡Xjjjtf de lo* denchos corre>pon<lieiites. el recurrente se <*¡>tiso 
a ese piagó invocando lo dispuesto en la Ly 1190 que suprime los 
derechos de arancel de los Secretarios de los Juzgados eje Sec- 
ción, y además ¡»or estar la repartición actora exenta del pago 
di itnpucslos. 

I on respecte» a la invocación de la ¡ey 1190 teísta recordar 
que, como lo ha establecido V. E. en un caso análogo, supre- 
sión de los denchos arancelarios se refiere a las digilencias del 
juicio en que los Secretarios actúan como actuarios, pero no a las 
funciones de Fscrilianos qué los mismos están autorizados a des- 
cnt|ieñar (Fallos: Tomo 108. |>úgina 73). En el caso de autos la 
doctrina sentada en la resolución <jue iiknciono es de perfecta 
aplicación, por Cnanto no es ififlis|ieusal)le que los testimonios 
solicitados sean ex|K'didos |»or el Secretario, pudietido serlo \**r 
otro escrilttiio, y servirán a la parte interesada de instrumento 
público ¡«ra acreditar el dominio sobre el inmueble adquirido. 

Kn cuanto a la exención de impuestos que invoca también 
l.i parte recurrente, no puede servir |Kira excusar el jKtgo de lo 
que no es un impuesto, sino la retribución de un servicio. 

Por lo expuesto, pido a V. E. la confirmación de la reso- 
lución apelada. 

Horado R. Lar re ta. 
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Buenos Airi-s. Octul>rc> 11» di- l'j:i¿. 
Y Vistos: u 

| "i l»s fundámonos del precedente dictamen de VeiW í«fo- 
curtidor General, se confirma la rcsoíuaón rcmirrklá de fojas 58 
"< cnsnte ha podido ser ,„at*r¡a .le recurso. Xotifiouese v fecho 
dcvTtelvaftse 'os . titos al triliUlitil «te su procidencia. 

Roiierto Repetto. — R. Griix» La- 
valle. — Antonio Sacarna. — 
Jri.iÁx V. I'era . — Jais Li- 
nares. 



fifm a, lo frímiml. rmm &rf« (ir.ro. t ,,r falso testimonio. 
( onliendu tic competencia. 

émmfai Resultando «le los antecedentes de! caso, que el delito 
imputado :,l procesado, fué cometido al prestarse declara- 
ción . lite el Tribunal de Justicia Militar dependiente del Mi- 
nisterio de (¡tierra, esto es. en un l mr donde el Gobierno 

jurisdicción, el conocimiento de 
Federal. (Articulo 3». inciso +\ 

ley iiúiiii 

Caso: Lo ex 
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VISTA FISCAL 

Señor Júez: 

foír ra/*o»<s de jfiri^iicción. L\ & vio es competente para 
entender éti la presente causa y (lebc remitirse a sus efectos, a 
la Justicia Federal. — Arrulfo. 



AVIO DEL JUEZ DEL CRIMEN 



Autos y Vistos: 

El precedente dictamen «le! señor Asente Fiscal, lo determi- 
nado |K»r el Código de Justicia Militar en su articulo 127 y lo 
dispuesto |*>r el artículo 3* de la ley nacional número 48. resuel- 
vo: Declararme iiu-í*npetcnte ¡mra actuar en estos autos y re- 
mitirlos sin más trámite al señor Juez Federal. Copíese y no* 
tifiquesc. — José Marta HomfoiL 



Vista fiscal 

Señor Juez: l\ S. no es coni|>ctente para entender en este 
proceso* ix>ri|ue no resulta previsto en ninguno <le los casos es- 
tal Mecidos en el articulo ? de la ley número 48 que determina la 
competencia fvileral en materia criminal. Se trata de un presunto 
delito eje faSo testimonio cometido ante los trilmnales militares, 
los cuale* no han podido juzgarlo |»r la disposición contenida 
en el artículo 125 del Codito de Justicia Militar. Siendo la ju- 
risdicción federal restrictiva y de exección, improrroKalilc y de 
orden público, soy dé opinión que el Juez del Crimen de la l*n- 
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viuda es e¡ llamado a aviarse al conocimiento y decisión del 
¿ié jutihw |M»r lo ijáe proc.de devolverle sin más trámite estos 
atííos para qite reasnma la jurisdicción de que se ha desprendido 
¡»»i resolución íle fs. 17. — Oscar Gitiñacú. 



AUTO DBL JUEZ FDOAL 

Mendoza, 13 de Alfosio de 1932. 

Y Vistos: 

K>t.-'. cansa 'Tiscr.l contra Juan Greco; |*»r falso testimo- 
nie/, remitida |M>r e | señor Juez a cargo dJ Primer Juzgado 
del Crim.n dé la l^vinria. a mérito de halarse declarado mcom- 
petituc (ara entender en la misma por autos de fs. 17; y 

■ 

Considerando: 

Oue fe jurisdicción federal en materia criminal, atribuida 
os señores Jueces tU- Sección, se halla determinada en los ar- 
tículos J» de ta ley 4* de Septiembre 14 de 1863. y 23 del Có- 
digo de rWedimientos en lo Criminal siendo tila de orden pú- 
l:!io. t improrrogable. ror ser el fuero federa! restrictivo y de ¿x- 

Ce|>eión. 

Que el snt> jttdicr. no encuadra en ninguno de los delitos 
enumerados en las citadas dis|»osic¡oucs legales, habiéndose por 
otra |>arte presuntivamente cometido ame ttn Tribunal Militar. 

Que el hecho de que el art. 127 del Código de Justicia Mi- 
litar preceptúe que en cas» de complicidad en la comisión de 
un delito, en paraje sujeto exclusivamente a la autoridad im- 
itar, los militares serán juzgados jwr los Tribunales Militares 
y los particulares j>or los ordinarios, esto último no puede en- 
tenderse que ello se refiera a los Tribunales Federales, porque 
se trata de un delito román, y no reúne los requisitos consi- 



CORTE 



minutes, ya Sea po? razón <U* la materia o del lugar paja que 
determine la competencia federal, a lus fines «le su conocimiento 
y decisión. 

Que pcít tínfets estas consideraciones, citas légalo* y oído 
el sinor Procurador Fiscal, se resuelve: lXeiar;:r la incoinpe- 
tencia de este Juzgado |>ara entender en la causa mandando 
su devuelvan las actuaciones, con oí icio al señor Juez del t ri- 
men, haciéndole salwr que si insistí- en su mc<rtni>eHnctT. se 
sirva elevar lo aciua<lo a la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. |>ara resolver la contienda tratada, con arrcgfo a lo 
proscripto |*.r el art. <>" de la ley 4055. Cópiese. reinm-ase y 
hágase saber. — M. Atraya* ' 



DICTAMEN ÜKL PROCCRADOK «¡ENERAI. 

Bueno» Aires. Octubre 14 üe 1932. 



Suprema Corte: 



Se procesa a J 




por el delito de falso testimonio. 

a estar a lo qne resulla de las 
es. en ocasión de prestar <¡rceo 
que se tramita ante un 



Hahriase 
constancias de estas acti 
declaración como 
Tribunal Militar. 

D< clarada la inc<«np.tencia de la Justicia Militar plt* 
cesar al imputado, por tratarse de un particular no sometido 
a dieta jurisdicción, las actuaciones fueron remudas al Juez del 
Crimen de Mendoza, el que su vez declaró su mconif^tcu^. 
remitiendo (a causa al Juez Federal de dicha ciudad, quien ha 
producido ta misma resolución negativa de competencia. 

Kntre estos dos últimos magistrados se ha tratad», asi. con- 
tienda de eom|n-taicia, la que se eleva a V. É. a quien con\s|>on- 
de dirimirla atento lo -««■«■«•«t.. «mr e\ articulo W 
mero 4055. 
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Considera al respecto el )wz Finiera! que el delito cometido 
por el procesado es de earácler común. 

IW su parte, el Juez del Crimen, atento el lu^ar donde 
aquel carece cometido, estima que su juzgamiento corresj>onde 
a la justicia federal. 

Adhiero a esta última conclusión. 

En efecto, eoi*rcs|>ondc a loa Jueces de Sección conocer en 
los proceros |>or crímenes de toda esjiecie que se cometan en 
lugares donde el Gobierno Nacional tenga absoluta v exclusiva 
jurisdicción (ley 48. art. 3» inc. 4'). 

Ks evidente que el local donde tiene su sede y funciona un 
tribunal de Justicia Militar. inijiera necesariamente. |>or razón de 
su destín», la jurisdicción militar. 

Y siendo ello así. el Gobierno Nacional ejerce allí jurisdic- 
ción alisoluta y exclusiva (S. C. N. 103:403). 

Resultando, pues, cometido el delito |>or el cual se pro- 
cesa a Greco, en jurisdicción nacional, |*»r aplicación de la dis- 
posición legal |>reindicada. el conocimiento de la causa que se 
inicia con tal motivo corrcs|>onde al Juez de Sección de Men- 
doza. 

En ta! sentido, soy de opinión que debe dirimirse la pre- 
sente contienda de competencia. 

Horacio R. Luneta. 

■ 

FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1032. 
Autos y Vistos: • 

Ijw relativos a h contienda de com|)etencia entre el Juez 
del Crimen de la ciudad de Mendoza y el de Sección «le la mis- 
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tita, para entender en los autos caratulados "Fiscal contra Juan 
Greco, por falso testimonio"; y 

Considerando: 

Que según resulta de los antecedentes remitidos, el delito a 
que ellos se refiere, fué cometido jxir el procesado Greco en 
circunstancia de prestar declaración ante el Tribuna! de Justicia 
Militar cim sede en la ciudad de Mendoza, en el local del mismo, 
de|>emlenc¡a úé Ministerio de Guerra, lugar donde el Gobierno 
Nacional tiene exclusiva jurisdicción. 

(Jue el art. 3*\ inc. 4' de la ley número 48 establece que. 
corresponda a tos jucas de sección A>nocer en los procesos por 
crímenes de toda especie que se cometan en tales lugares, y 
este tribunal tiene reiteradamente resuelto que la jurisdicción 
competente jwra el juzgamiento de delitos comunes se dtermina 

|H)i la del sitio ni que éstos han sido cometidos. (Kntre otros 

fallos: tomo 103. i>ág. 403). 

Por estos fundamentos y de conformidad con Ib dictami- 
nado |¡or el señor Procurador Genera!, se declara «pie el cono- 
cimiento de esta causa contra Juan Greco corresponde al Juez 
de Sección de la Provincia de Mendoza, a quien, en consecuen- 
cia, se le remitirán los autos, avisándose al Juez del Crimen de 
la misma en la forma de estilo. 

Roberto Repetto. — R. Guido 
Lavallb. — Jvuks V. Pera. 
Luis Linares. 
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The Ucyer Cowfiuy Linñtcl contra U UIu m. Qmget Sclw„ e , 
sobre legisíro de marca. 

Sumario: Resultando de los antecedentes «le un cas., «,ue a la 
fecha en que se formuló el pedido de inscripción en la Of¡- 
CMa de mareas, existían otras iguales o semejantes, que 
impedían el otorgamiento del registro en su íavor. y en el 
que. por otra parte, después de su vencimiento y antes de 
cualquier gestión de terceros se solicitó una nueva inscr¡|>- 
cion. debe desestimarse la oposición formulada al regis- 
tro. 

Cota: Ia> explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL J 

Buenos Aires, Julio 29 de 1930. 

Y Vistos: 

Estos autos caratulados "The Jaeger C. Ltda. contra Wi- 

1^%^ oporici6 ° * * ** — • 

I* Don José. Alheño Quintana, en rqiresenfactón de la 
sociedad anónima «The Jaeger Company Limited", deduce de- 
manda a fojas 22 para que se ordene k renovación o registro 
de las marcas numero, 43.784 y 45.795 a que dice se ha opuesto 
mdebidamente la firma Wilheb, Benger Sohne, según consta en 
tos expedientes de la Oficina de Marcas formados con las actas 
números 113.260 y 113.259, respectivamente. 

Explicando los antecedentes dice que en 1865 se fundó en 
Londres una compañía denominada "Dr. Jaeger»» Sanitary Wo- 
Hen System Co. Limited", para la falmcación de tejidos y ar- 
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deudos de lana, cuyos productos fueron acreditándose paulati- 
namente, no tardando en producirse la dinamia del público en 
nuestro |>aís. 

En 1W5 obtuvo, por medio efe sus represe rutantes en ésta, 
el uso exclusivo de una marca igual a la qtie tenia registrada 
desde 1884 en Inglaterra, esto es. con la inclusión de su propio 
nombre social "Ur. Jaeger's Santtary Wollen System Co. Li- 
mited", destinada a distinguir los artículos de l;.s clases 45 a 55 
d< la clasificación que regía. EJ registro fué aconlado tejo el 
mimen» 15.5H5 el 17 de enero de 1906. Transcurrido un de- 
cenio obtúvose la renovación «le que instruyen los dos títulos que 
acomuna, designados cOti los números 43.704 y 43.705. 

En a los catorce años de lina posesión tranquila y pa- 

cífica de su marca, la cotnfKiñía inglesa, que acaba de cambiar 
su primitivo Hombre |»or el de " The Jaeger Company Limited", 
fué sorprendida con !a noticia que una fábrica similar alemana. 
"Wilhelm Bcnger Sohnc". pretendía registrar otra marca casi 
idéntica, pregándose así a una competencia desleal. !o que 
con una oportuna «^sición. 

la la situación con el desistimiento al registro de 
la marca, se creyó que nada pidria perturbarla en ade!ante. Sin 
cmlmrgo. a principios dé 1926 su representad fué víctima de 
un engaño criminal, y !a sociedad alemana, en ajxirente quietud, 
pretende recogér el provecbo de ese engaño y vuelve a 
eje súbito rrpr.Mludendt ; su tentativa de seis años atrás. 

El plazo de la primera renovación de las marcas 
43.705 y 43. 70» debía vencer el 28 de febrero de 1926. 

Varías semanas antes, el 3 do ese mismo mes, el señor 
Walnr EcomíiH re|«resenu.nte comercial de " The Jaeger Cont- 
jKiny Limited", encargó al señor Wílliam Watson, asante de 
marcas de fábrica, que realizara las gestiones |>ertinente* ¡«ra 
obtener la segunda renovación, y el día 9 dicho señor escribió 
diciendo que hacia las gestiones, que había pagado el impuesto 
y que las marcas estallan seguras. El JO de Marzo el señor El- 
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comíu-M. m hai,¡a redimió en ej intervalo otras «artas «leí se- 

"¡L^rH i T , r" CÍá, " hle M-"' aS aC * aS ha, ' Ír,n S¡,, ° I***» 
Boletín Oficia! pora su jHibluacio.i". se imponía con toda sor- 

presa que era fabfa lo ,„ : „,i festado po* su «gente de mareas y 

falsa tana** la tarjeta de archivo enviada por el „«*„„>. no 

"listante la attt.ntiei.lad del sello estampido sobre ella. La solí- 

citad de renovación se había presentado recién el 29 de marzo 

bajo actas números 113. ¿5» y 113.260. sindicán.|,*e amio au 

ti ir nintunnl .l,.t — ■ i* 



El señor Elcomfield pidió inmediatamente c,„e la solicitud 
m renovación se considerara formulada en la fecha de la "tar- 
jeta de archivo", pero elevados los antecedentes al Ministerio 

í;^*"!' E * « ó '« r ^«ción que aparece en el 
uoietin Uficial denegando el pedido, no obstante reconocerse 
el engaño, y entonces la sociedad Wflhelm llengcr Sohne. con- 
sHlcraiKlo que no se tratalw ya «le una renovación «le las marcas 
de fhe Jaeger Co. Limited, puesto que el plazo de la anterior 
oonceston venció el 26 «le febrero, sino una nueva inscribió» 
independiente de las anteri«,rcs. se presentaron a la Oficina de 
Marca* ,»ra que se registrara la que pi«lió y almidonó el año 

Como consecuencia de ello esa sociedad alemana formuló 
oposición al otorgamiento de las marcas solicitadas bajo actas 
números 113.359 y 113.260. basa«las: V que ella es la única 
autorizada para el uso del nombre, retrato y firma del «loetor 
JacK«;. pudiciulo. por «««guíente, emplearse en distintivos 

Z «ÍÜL : so,kiUKlas: * m W propietaria «le la marca 
w.WB registróla |»r primera vez en este |iais en 1H88. la cual 
lleva también la misma rúbrica del profesor doctor Jaeger; 3» 
que tiene solicitado con anteriori«lad. bajo acta 74.967, el regis- 
erderecbTdr^reL^ lM,k,H *>> P° r Io «anto. reconocérsele 
Sostiene la actora oue no nlwtan»» h.iu.». ._ . 
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43.705 un ñus después de vencido el término de cfea? años, 
contador desde la ieclia <le su anterior renovación. no debe con- 
siderarse extinguido el derecho de propiedad de las mismas, lo 
que funda en el art. ¿NO del Código Civil. Dice í\mv esa de- 
fensa no importa insistir en la petición ya desestimada admi- 
nistrativamente. 

Se extiende en otras consideraciones refiriéndose a los 
tres fundamento* invocados en la Qixtóieión de la demanda, di- 
deud" "brevitati" causa" respecto <le la primera, qu.' sttpOlje 
que su representada conservará la autorización del doctor Jae- 
ger para el uso cte su nombre, retrato y firma, p;ro en previ- 
sión de que pudiera haUrsc extraviado invoca d hecho de! si- 
lencio cardado por la demandada ante aquel uso público d.sde 
l'HV» hasta 1920, Respecto a la segunda causa, sostiene que den- 
tro del régimen de nuestra ley. pueden coexistir dos marcas en 
cuya etiqueta figure el misnu» nombré, siempre que se adtipte 
alguna melificación que haga quv ese nombre sea distinto de! que 
usa la casa o establecimiento preexistente, y además que no hay 
derecho para reclamar la exclusividad del nombre cuando se ha* 
dejado transcurrir más ife un año desde el dia en que empezó 
a usar pot otro (art. 44. ley &7$). K1 tercer argumento lo 
contesta dk-iencfc» que sólo podría hrcerse valer contra la marca 
número 43.705 para artículos de la case 15 y que al solicitarse 
la marca i*>r acta número 74. W7 y ojionerse la actora, la de- 
mandóla «uardó silencio y desistió de su pedido. 

Pide que se declare infundada la ojiosición de la deman- 
dada y se haga lugar a la ¡nscrii»ción de las marcas pedidas |)ur 
la actora. con costas. 

2* Don José rernas. j*>r tos señores Wilhelm Benger Sohne, 
:i f<»jas 29, pide el recltazo de la demanda, con costas. Kxpresa 
que el doctor Jaeger se hizo célebre en el mundo por su sistema 
de vida natural y que idee» una serie de normas de vida, dán- 
dole una manada preferencia a los tejidos de lana animal, pero 
qiie bnub nenró aue su sistema midiera convertirse en un mo- 
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tivi, de aprovechamiento comercial. Dice que sus mandantes fue- 
ron ios primeros en pensar dar a las ideas y métodos del ilustre 
profesor un aprovechamiento comercia!, fabricando y vendiendo 
los tejido» de Irma y premias ds vestir «le acuerdo con las ñor- 
mas preconizadas por él. 
« 

Los demanilados olnuvieron en el siglo pasado que el doctor 
Jaeger les autorizase a fabricar ropa interior de acuerdo con 
su método y a usar exclusivamente su retrato y firm* y qtK 
ti pnmer convenio que se hi/o al efecto fué en el año lt&9- 
que los demasiados como concesionarios y únicos autorizados' 
por el doctor Jaeger realizaron a su vez un contrato con la an- 
tecesora de los dimandantes jwr el que se acordó a ésto, d 
derecho de vender únicamente en Inglaterra y sus dominios las 
prendas de vestir ideadas por el doctor Jaeger. La antecesora 
de la actora se fundó con ese solo objeto y fué autorizada por 

S lte,,RCr Sohne a us -' r '"«"l^. retrato v rúbrica del 
doctor Jaeger ,,ero no en la República Argentina'. ,>or, lo que 

f® 705 regis,rdr m 1905 *** ***** ,,ámeros 43704 

Agrega que la actora no sólo registró a su nombre una mar- 
ca constituida por el nombre del doctor Jaeger. su retrato y f ir- 
nía. sino que no teniendo concesión pira ninguna parte del múñ- 
elo respectó «le los artículos comprendidos en la clase 16 soli- 
dó también •.„, registro en nuestro ,«¡s. queriendo con ello 
usurpar los derechos de la demandada. , 

Dice que esas maniobras de la compañía inglesa iiermane- 
cieron secretas ,»ra Wilhelm Benger Sohne. que .i» suponía 
siquiera que su concesionaria para !a venta de determinados ar- 
tículos en Inglaterra y SU9 dominios, había cometido la desleal, 
tad comercial de obtener en Buenos Aires el registro del retrato, 
nombre y f.rma del doctor Jaeger. Agrega que la antecesora de 
la actora cuando solicitó amias marcas soló manifestó que es- 
tal** constituidas princi,»lmente de una viñeta, con el retrato 
de busto <|e un hombre, ocultando que era el doctor Jaeger. con 
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lo que ifiiiso eludir lo dispuesto etl el artículo ¥ de la ley nú- 

mm ¿975. 

Expresa que las demandados solicitaron en l<>20 el registro 
de la marca acta número 76. %7 constituida por una viñeta en 
la que aparece el retrato, nombre y firma dd doctior Jfceger, a 
ta que se opuso ¿a aetora. y fué recién entonces que se cono* 
cieron sus maniobras. Wilhelm Hengcr Sohne buscó el medio 
de recuperar esas nvircas y afieló a los oficios privado* ante 
los directores de la compañía inglesa, pero no fué atendda su 
reclamación. Teniendo lá aetora registrólas mareas desde 1°05 
y aun cuando ésta» habían sido otorgadas contraviniendo expresas- 
disposiciones legales, su existencia era de tenerse in cuenta hasta 
lanío no si- declarara su nulidad. La demandada antes de pro- 
cedí r al ataque de esas marcas necesitaba comtmtair antecedente*, 
ele. Luego de otras consideraciones legales, ratifica su \m\ufa 
de que se rechace la acción con costas. 

.V Abierto el juicio a prueb:. se protllljo la certificada por 
el actuario a fojas .V><>, habiendo alegado las partes sobre su 
mérito a fojas 1003 y 1018. 

Considerando: 

l f -0el minucioso estudio de este voluminoso exjK'dieute se 
coiícluy qm los puntos en discusión presentan además de la 
faz legal común a todos !os pleitos, otra moral, y que amltas 
se relacionan o vinculan tan intimamente que delmi eontcm- 
] liarse en la sentencia. También tiene muy presente e! Juzgado 
que. como lo exprésala en un fallo el doctor Gelly, Vocal «le 
la Kxcma. Cámara C ivil y a cuyo concepto se adhirieron los 
demás miembros del Tribunal, en tenia contienda judicial Itay 
una cuestión de derecho y otra cuestión «le equidad y que la 
misión «leí magistrado es hacer entrar las proscri|*-¡ones legales 
dentro de los |iriucipios de equidad del caso. 

T l>ada la forma en que se trató la "litis contestado" co- 
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tmwm determinar en primer término si las solicitudes de 
marta formuladas jwr la acn.ra bajo actas números 113.259 
y 113.200 en la Oficina respectiva deben considerarse como 
<le renovación de las marcas números 43.704 y 43.705 (art 
13. ley 3975). o como m-didos nuevos (arts. & y siguientes de la 
misma ley). 

El suscripto llega a la conclusión de que. ya se considere 
3 esas dos solicitudes contó de renovación de las marcas 43.704 
y 43.705 o como jjedidos nuevos, la demanda debe prosperar y 
declararse infundada la oposición hecha ,»or la firma \\ ilhelm 
nitiger Solmc. como quedara demostrado más adelante. 

3* Por expediente número 15.585 agregado como proel», 
la firma "Ur. Jacgcr's Sanitary Wollen Systun Co. Limited", 
domiciliada en Londres, Inglaterra, solicitó el registro de una 
marca constituida de una viñeta con el retrato .le busto dé un 
bon.bre. ornado «le ,,„ circulo debajo del cual se encentra la 
ruhnca "Prof. Dr. G. Jaeger" y arril« "Solé conces.siom.'ries" 
dentm <le una faja ««ululada. Todo está encerra«lo en una láñ- 
ela rectangular en ana jarte suprior ajarecc el nombre «le 
Dr. Jaegcr's Sanitary Wollem System Co. Limited"; al pie 
de la tanda están unas anuas dentro de un escudo, y debajo 
de todo una cinta con las palabras "Puré YVarrantcd Wool" 



Esta marca se solicito v obtuvo el 17 «le enero de 1906 
jara distinguir los artículos «le la clase 44 a 55. de acuerdo con 
la anterior clasificación «leí «lecreto de 2 de junio «le 1903. Al 
vencimiento de la marca la firma ,»ropietar¡a pidió su rem»va- 
cion «HorgaiHlosele dos títulos, fojas 14 y 17. bajo bs números 
43.704 y 43. /ib «le fecha 29 «le febrero «le ,ara las 

clases 15 y 16. res|>ect¡vameiite. «le acuerdo con la nueva cía- 
sificacion establecida por decreto del 30 de julio «le 1912. 

En los primreos días de febrero de 1926 el representante 
de la turna The Jaeger C o. Ltd. «lió instrucciones al agente de 
manas don William Watson para que renovara las marcas nú- 
meros 43.704 y 43.705. «, u ien contestó con carta de 9 do fe- 
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breró cid mismo año, diciendo que ya había hecho 1< »s jicdidos 
cu la ( jfScina de Marcas y fe incluía las tarjetas de archivo cjue 
en tales casos otorga la mesa de entradas (e.\]>. agregado del M. 
de Agricultura V. </>72. 1926, ís. 29 a 35). 

gó a establecer que no se habían presentado las solicitudes <le 
renovación; que los informes del agente Watson se debían a 
datos falsos que le había dado uno de los empicados encargados 
de las secciones ante la Oficina de Marcas y que este había 
falsifica*, la "tarjeta de archivo- a que se ha hecho reíe- ' 
rencia. 

Ante esa eomprokición. se procesó criminalmente al em- 
pleado autor ele aqucla maniobra, y e' representante de la adora 
se apresuró a presentar las solicitudes dé renovación de las mar- 
cas, lo que hizo el 2"> de marzo dé 1926 (exp. citado, fs. -IX a 
55). Además, el 9 de abril del mismo año. dicho representante 
presentó el escrito de fojas 36 (exp, citado, a! scíior Comisario 
de Marcas, relatando lo sucedido y pidiendo que las solicitudes 
fueran consideradas cpm£ presentadas el .? de febrero de 1*126. 
fecha de la tarjeta que ácott:|>afia. 

lisa sojícituel nwitiW» la resolución del IV K. de 5 de julio 
de l 1 >2') (exp. citad»». (s.¿jfiP) , *n la que. entre otras cosas, se 
dice: "que el hecho de que el solicitante haya sido victima de 
ün engaño \pr parte de su ap«Mlcrado en estos autos, señor 
Humberto Victorio Sanio, como ha quedado plenamente com- 
prohadi* en estas actuaciones* consistente en establecer en una 
lar jeta de expeliente semejante a la que usa la Dirección de 
Patentes y Mrrcas, un número <ic acta imaginario y una L-cha 
"5 de febrero de 192$*, también supuesta, con el propósito de 
usufructuar por un tiempo una suma de dinero de su mandante, 
no pm-dc en ningún casi» invocarse ¡tato hacer valer esta última 
fecha sti|*iesta. creada jxir el engaño, sobre la verdadera del 29 
de marzo de 1926. que determina el acta". 

Administrativamente era ésta la única solución posible, pues- 
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to que en la solicitud se pedia se diera a las actas una fecha 
distinta a la en que fueron Libradas. Sin embargo, ninguna in- 
fluencia puede tener en la sentencia judicial, puesto que lo que 
en ésta delie considerarse es e! dercho mismo a obtener la re- 
novación de las marcas. 

El art. 14, inc. 2* de la ley número 3975, dice que el dere- 
cho de propiedad de una marca se extingue cuando e! interesado 
"ha dejado transcurrir el plazo de diez años sin efcct'uar su re- 
novación", y respecto a la ínter pretación que del*- darse en el 



No hay ninguna duda sobre el hocho de que " The Jaeger 
Co. Ltd." cotí bastante antici|tación dio instrucciones |>or inter- 
medio de su representante, a un agente de marcas de plaza pám 
se hicieran los trámites necesarios |>ara la renovación de 
las «los marcas. Aun más, de los documentos de fojas 29 a 35 del 
expediente agregado (M. de A., letra P. 6672, 1926). resulta 
que usó debida diligencia |>ara informarse sobre las gestiones 
que encomendó al agente cíe nnreas. Xo puede pretenderse que 



miento* s|*viales, <lebió recurrir al agente de marcas, como 
es costumbre, y del>e proceder ibda persona cuidadosa. 

No habiéndose presentado Con interioridad al vencimiento 
de los diez años y anteriorulad al 29 «le marzo de 1926 ujn- 
gima solicitud de las dos marcas que se prctewlen ca<lucas. el 
Juzgado considera proec«Jer con equidad al decúlir que las so- 
licitudes actas números 113.259 y 113.260 deben considerarse 
«mío ludidos de renovación. I*ara pronunciarse en tal sentido 
tiene en cuenta, además, que ha sido la comisión de un delito 



por parte «le un tercero la única causa <|tte impidió a la actotx/ 
formular el pedido dentro de los diez años. 

4' Pero es el caso de que aun en el supuesto de que esas 
dos solicitóles formuladas por actas mimen* 113.259 y 113.260 





FALLOS DE t.A CORTE SUPREMA 



no se consideran como de renovación «le las marcas números 
43.704 y 43.705, sino como | olidos nuevos. corres] Hendería 
hacer lugar a éstos. 

La (»|M>sición de Wilhelm Benger Solme al otorgamiento de 
marca solicitada |»or acta numero 113.200 si- funda (fojas 2. exp, 
judicial agregado) en qtlff ellos son los únicos autorizados («ira 
el uso del nombre, retrato y firma del doctor Jaeger, sejjún cío- 
cutntntos que presentarán o|>ortuuamcnU' y además cu cjúe * >on 
propitarios «le la marca número f>0.04X registrada )w»r primera 
vez en este país en el año 1886. la cual \hvu también la misma 
rúbrica del profesor doctor Jaeger. y en vista de haber solicitado 
también bajo acta 74.967 el registro de mm marea igual a la 
qtife ahora se solicita". Al pedido j»or acta número 113.359 se 
hizo o|m»sícíóu fundada en la misma causa, menos en la pane 
reativ. a la solicitud acta número 74*Kt7 (fojas 2). 

O»rrcsponde, entonces, estudiar los fundamentos de esas 
oposiciones, _para lo cual es necesario pasar revista a los di- 
versos contratos agredidos como pruclta. 

Kn el de fojas 4X9 a 492. traducido a fojas 898 y siguientes, 
de 30 de octubre de 1879. celebrado entre Wilhelm (knger Sohne 
y el profesor doctor Gitstav Jaeger, éste cedió a M|tiéíUw el de- 
recho |iara la fabricación y venta exclusiva, tanto en Alemania 
como en su exterior, de la camisa normal |»ir él inventada, y 
al efecto los autorizó para obtener la protección legal de mues- 
tras para el rubro "Ci.misa de tricota Normal", como también 
solicitar la ¡átente del Reich sobre el cierre singular de dichas 
camisas (art. V). En el resto del contrato no se habla de que se 
ceda el uso del nombre, retrato, firma, etc. 

De fs. 496 a 514 y de 515 a 533, corre copia de otro contra- 
to celebrado entre las mismas partes el Jf» de 'Julio de 1887 ítm 
IXN" como dicen los demandados en su alegato, fs. 1031 vta.), 
traducido de fs. «102 a «*>>. en el cual se amplían los artículos 
C|tte comprende la concesión. Se expresa en el art. i*: "ICI objeto 
y contenido de la concesión son: l-a facultad exclusiva de:'!" 
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proveer los articulo* comprendidos dentro de la concesión y su 
embalaje de la tmm de come reio qtft podrá llevar el tu ml.re. 
facsímil y tutu-rafia del doctor Jaeger; 2* referirse en avisos, 
circulare*, catálogos, etc., a esta concesión y al control y a la 
garantí.-», que el doctor Ji.eger ejerce sobre esta mercadería, v ha- 
cer uso de los emblemas citados, etc. Además, el ductor Jaeger 
se obligaba a proteger a la casa \V. Kengcr Sobne en cuanto 
al ejercicio de 'os derechos que por el contrato le corresponda, 
contra usur|>acióu o abusos de terceros, ya sean concesionarios 
o competencia, en cualquier fonna que legalmente V«»ce<la. y 
obrar a su criterio, judicial o extrajudkialmcnte contra el abu- 
so dd nombre, stt retrato o facsímil, etc. 

I>e lo anterior se desprende <|ue \Y. Bcnger Sohne \nalr& 
usar el nombre, retnito y facsímil de la firma del doctor Jaeger, 
|kto que en caso de que hubiera abasos |K»r parte de terceros 
en el uso de esos distintivo*, debiera ser dicho doctor quien 
tendría que tomar las medidas necesarias ¡«ira |x ner'.s fin. Más 
adelante se estudiará lo referente a! derecho de la actora o de 
su antecesora |«ra registrar marcas con aquellos elementos. 

5* Lá o|N>sjición fundada en el registro anterior de la marga 
número oü.048 es también improcedente, como se demuestra a 
contmttacton. 

Kl 24 de al»ril de 1888 los señores W. Henger Sobne so'ici- 
tanr 0? registro de (á marca cuyo facsímil corre a fojas 5 del 
e.\|iedttnte agregado con carátula del Ministerio de Agriculttra 
kijo el número 125.213 para hilos de tejer y bordar y artículos 
de vestir de lana, "que ellos fabrican". Lá marea se otorgó liajo 
c! número 1444, y consiste en las glabras "Dr. Jacger's Normal 
YVoll Systcnr qtie circunda el diseño <le un ancla en indio de 
un cuadro irregular, ni que sohre|xtsa un casco heráldico que 
sirve de liase al busto de un maniquí que Heva en la mano de- 
recha otra attcla. Son accesorios (véase descrqxrión de fojas 4, 
exp. citado) las firmas "Prof. Dr. G. Jaeger" y *\Y. Benger 
Sohne" y la advertencia sobre domicilio y concesión de los fa- 
bricantes. 
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El 26 dé niayo <le 1898 se pidió la renovación ele esa marca 
por acta número 7481 (cxp. caratulado azul número 2771. le- 
tra M.. página 7». la que se otorgó i>or el número 6Ü.04M. y que 
en marzo cíe l c *08 se solicitó la renovación «le esta última (acta 
mimen» 22.75N) que se concedió bajo el número 30.711. El 22 
dC marzo dé 19IK se pidió otra renovación (acta número 61.340). 
fjitt: sí otorgó por el número 60. 048 y que es en !á que se fimda 
la oposición, alegándose que pueden confundirse con ella las 
om pidió The jaegér Ltd. por actas 113.25** y 113.260 
(informe de fojas 315 >. 

Para demostrar la falta de fundamento de esa o|>osición. 
bastará referirse a los antecedentes de .as marcas números 
43.704 j 43i?6S qm rtígístró fe* firma inglesa •'Dr. Jaeger's S;> 
nitary WoIIen System ("o. Limited", que embistieron con la nú- 
mero G0;64íJ de W illielm Hender Sohnc y las anteriores de 
ésta. 

III 2 de diciembre de 1905 la firma "Dr. Jacger's Sanitary 
Woüen System Có. Ltd." solicitó \yor acta número 16.801 una 
marea cx»n>titui<k. de una viñeta con el retrato <fe "" s|u 3c un 
bombre. mnado de un circulo debajo del cual se encuentra la 
rúbrica "Prof. Dr. ti. Jaeger". arriba léese "Solé coucessiona- 
rie>" dentro de una faja ondulada. Kl todo se encuentra en- 
cerrado dentro de una banda rectangular, en cuya parte 'supe- 
rior aparece el nombre de '•Dr. Jaeger's Sanitary Wollcn Sys- 
Utú Go¿ Ltd." Al pie de la Unida están unas armas dentro de 
un escudo. iX'lh-tjo de todo una cinta con las ¡«labras "Puré 
W'.-.rranted Weel". 

.Vo obviante la similitud con la de Wilhelm Ucnger Sohne. 
éstos no bicieri)n objeción alguna y se otorgó liajo el número 
15.585 para las clases 44 a 56 inclusive, de acuerdo a la an- 
terior clasificación. Antes de los diez año» se pidió la renova- 
ción de esa marca, la que se otorgó también sin oposición, es- 
pidiéndose los títulos números 43.7<W y 43.705 para las clases 
15 y 16, resj>ectivamente. de acuerdo a la nueva nomenclatura, 
con ficba 29 de febrero de 1916, según consta a fojas 14 y 17. 
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S» las marcas 15.585 y las renovaciones 43.704 y 43.705 
do la adora, coexistieron durante . tantos años con la número 
60.048 <jc Wilhelm Hender Snhne, jara distinguir las mismas 
clases de articulo*, no es posih!e admitir que recién ahora, después 
de más «le veinte años, se atedie qtíe dan lugar a confusiones. 
Como se vera mas adelante, todo hace presumir que son otras 
las causas que han inspirado aquella o]M>sición. 

Durante la vigencia de las marcas números 43.704 y 43.705 
se producen dos hechos que confirman que la oposición de la 
demanda no se inspira en la posibilidad de confusión con la 
que ésta tiene registrada, sino en otros motivos. El 21 de marzo 
de 1920 los señores Wilhelm Bengcr Sohnc solicitaron jx>r acta 
número 74.967 el registro de una marca casi idéntica a la 
de The Jacger s Co. Ltd. para artículos de clase 15. fo que ori- 
ginó que esta firma hiciera la corresjwudicntc o|*>sición e! 23 
de julio del mismo año. El a|>odcrado de los solicitantes pidió 
un plazo especial de 120 días i»ra recibir instrucciones, y pa- 
saron varios años sin que formulara petición alguna, abando- 
nando con esa actitud el ]>edido primitivo. 

Kl otro hecho es el siguiente: The Jacger's Co. Ltd. pidió e! 
15 de abril de 1923 por acta número 93.683 el registro de :a 
marca "Jaegir" para distinguir artículos de la ciase 16. El 17 
de agosto del mismo año, fuera del término legal, el represen- 
tante de Wflha'm Bcnger Sohnc hizo oposición diciendo que 
éstos eran los únicos que tenían derecho a usar el nombre del 
do.uor J aeger, y agregalia: "Actualmente se ha pedido ante la 
justicia federal la anulación de los dos registros de imrcas nú- 
meros* 43.704 y 43.705 indebidamente concedidas a la "Dr. 
Javgers Sanitary Welkm System Co. Ltd.Vl*w cuanto ni se 
les exigió el derecho al uso de !a firma fiel doctor Jacger". 

Kl señor Comsiario de Marcas, en resolución de 24 de 
enero de 1924 rechazó la o{M>sición diciendo: "Visto el escrito 
que precede y resultando que la |>eticionante es la actual pro- 
pietaria de las marcas números 43.704 y 43.705. en c*iyos di- 
seños figura la palabra "Jaeger'\ la que no sólo constituye b 
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istica de su rubro, sino que también formal)» |«irtc prin- 

del escrito de oposfctón ele fojfts 9. carecen de personería, en 
primer lugar. |>orquc se han presentad» casi dos meses después 
de halier expirado el término que jiara tales casos establece el 
ar;. 21 de la !ey de la materia, y en scgMndo |>orquc la solicitud 
d« marea acta número 74.967 que invocan a su favor se en- 
cuentra protestada |*ir los antecesores de la firma que solici- 
ta la que olijetan; «pie. por otra fiarle, sí los o|*ineutes triunfan 
en los juicios tic nulidad de las marcas números 43.704 y 43.705. 
que dicen haber iniciado ante la justicia federal, no tienen i*>r 
qué temer que se acuerde a la misma demandada la que pide 
inscribir en este expediente". 

Ahora bien: en los precedentes autos no hay resolutamente 
ninguna constancia «le que el año 1923 o desjiués. Wiihelm Béti- 
ger huburau iniciad*» demanda alguna de nulidad de las marcas 
números 43.704 y 43.705. lo que hace presumir que no era 
exrcto lo que afirmaron en aquel expediente. 

Ka última objeción de Wiihclm lU-iiger Sohne al registro 
de Lis marcas solicitados por The Jaejjer Company Limited jJSlf 
acta* números 113.259 y 113. 2u0. se funda en que t>or acta 
número 74.%7 pidieron el registro de una marca igual. Para 
demostrar que dicha causa de objeción carece de liase, es su- 
ficiente referirse a las constancias del expediente del Ministerio 
de Agricultura núim-ro 125.213. El 21 ele mayo. M.iehall e Hi- 
dalgo, invocun la representación de Wiihelm Benger Sohne. jkto 
diciendo que o|mrt unamente presentarán el poder, pidieron el 
registre» de una marca de viñeta casi idéntica a la número 43.704 
de la firma "Dr. Jaegcr's Sanitary W'ollem System Co. Ltd." 
I»ara distinguir artículos de la clase 15. por lo que ésta la pro- 
testó según escrito de 23 <le junio del mismo año. El 2 de agosto 
Muchall t Hidalgo mampafiáron el poder anunciado, y d 31 
del mismo mes presentaron escrito pidiendo un plazo esjxria 1 
de ciento veinte días |Kira recibir instrucciones «le sus mandantes 
y poder contestar la protesta. El plazo se les concedió, y en esa 
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situación dejaron paralizados los procedimientos hasta el 19 de 
en que presentaron un escrito diciendo que ha-, 
la marca número 43.704. ya nada se oponía a 
que se hiciera lugar al registro de la marca que solicitaron |*ir 
acta numero 74.967. 

Ese pedido de 19 de abril de 1936, después de haberse 
ahandona<lo prácticamente los trámites, no puede servir para ftm- 

<Iar la oposición, sobre todo cuando la Oficina de Marcas no se 
L en espera de k> que se decida en el "sub 




& Al contestarse la demanda se dijo que la firma ii 

,4 Dr. Jaeger's Sanitary Woltem System Co. Ltd." violó el con- 
trato con W'ilhelm Henger Sohne al extender sus actividades a 
nuestro pais y registrar marcas, agregándose que estos últimos 
ignoraron todo eso. De la prueba acumulada resulta que ello 
no ha sido asi. Sin necesidad de entrar al estudio del contrato 
mencionado puede concluirse que la firma actora extendió sus 
actividades a nuestro pais y registró mareas con conocimiento de 
1?. demandada. Kn efecto, en primer lugar es inadmisible que ha* 
hiendo Wilhehn Henger Sohne registrado su marca en 1888 
por primera vez, la que renovó |ieriódicamente hasta la fecha; 
teniendo además un reiwesentante jara la venta de las merca- 
derías de su fabricación, ignoran el registro de la marca de 
la firma w Dr. Jaeger's Sanitary Wollem Systun Co. l-td." 
en el año 1905 y sus sucesivas renovaciones. 

í 'ara abreviar hasta referirse únicamente al último con- 
trato celebrado entre "Dr.. Jaeger's Sanitary Woltem Co. Ltd." 
y "Wilhrim Benger Sohne" el 30 de Abril <le 1909 (fs. 457 a 
467. traducido de ís. 299 a 2MS vta.). Kn ese contrato se deja 
constancia de que Wtlhelm Henger Sohne obtuvieron la conce- 
sión exclusiva irrescindible del Dr. Jaeger para la fabricación y 
venta de las mercaderías de su invención, y que aquellos, por 
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contrato del 19 de Septiembre de 1863. la transfirieron a la fir- 
• nía inglesa |«ira el Imperio Británico (art. 4 V ). Por el art. 13 
la firma inglesa se ohliga fabricar y vender únicamente dentro 
«leí territorio que le eorresfMindc, |K?ro "a dar aviso con respecto 
a las tramitaciones con respecto a nuevas relaciones comerciales 
para la venta de ropa interior normal o géneros../', lo que de- 
muestrr. que no había un;, prohibición absoluta para <¡ue exten- 
diera sus actividades en otros p.aises. bastando el aviso, si bien 
podría suceder epte una vez «lado éste la firma alemana opusiera 
re|xiHt>s atendibles. 

A fs. 81 y 109 (traducción de fs. 231 ) corre copia de la car- 
ta que en 14 de Octubre de 1905 escribió la firma- Dr. Jaeger's 
Sanitary Wollem System Co. Ltd. de l.ondrcs y Wilhelm Ben- 
ger Sohuc de Alemania, eft la que a éstos dicen: "Hemos reci- 
bido la circular adjunta que se refiere al registro de Marca de 
Fábrica en la República Argentina y pues no estamos seguros 
'si Uds. ya lian registrado la Marca 4? Fábrica en dicha Repú- 
blica, les dirijimos la presente nota de aviso. Kn vista de !o con- 
tenido en la circular de referencia creemos que Uds. deben re- 
gistrar su Marca di Fábrica y </nc debemos registrar nuestra 



Si en esa carta la firma inglesa manifestaba su propósito 
de registrar en la Argentina la marca que le era propia, lo na- 
tural habría sido que ja firma alemana, a! contestar a«|.ié!*:i, hi- 
ciera presente su o|>osteión, nada de lo cual hizo. La carta fué 
conestida el 19 de Octubre de 1905 (fs. 81 y 110), traducción 
de fs. 2M vta. \ diciendo: "Recibimos su atta. de 14 «le Octubre 
juntamente con la circular que se refiere al registro de Marcas 
de Fábrica en la República Argentina y les agradeceremos mu- 
cho los informes fie Uds. Nuestra Marca efe Fábrica Alemana 
"Ring mit Selveiíe" queda registrada en dicha República desde 
1888 y «3 registro fué renovado en 1898 j>or diez anos más. Con- 
firmando la rteepción de su atta. de 17 «le Octubre que contenta 
la copia de la carta de la "Xaínon Mille" somos de Uds. sfcis 



marco 



altos". 
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Pero aun en el supuesto de' que el silencio guardado en esa 
carta sobre el aviso dado por la firma inglesa de que era su pro- 
pósito registrar la marca en la Argentina no fuera suficiente pa- 
ra demostrar el consentimiento de la firma alemana, hay en 
autos otros elementos de convicción más terminales. A fs. 82 y 
111 (traducción de fs. 232) corre copia de otra carta escrita el 
21 de Octubre de 1905 por el Dr. Jaeger's Sanitary Benger 
Sohne. diciendo: "Les agradecemos su atenta de 19 del corrien- 
te en contestación a nuestra carta de 14 del mismo mes y daré* 
mos histruccwws a $tnestn> Agente de Patentes para mji 
nuestra marca de fábrica en ta República ArtjenlhuT. 

Xo existe en estos autos constancia alcana de que la firma 
demandada hubiese contestado haciendo oposición al registro de 
marca de fábrica anunciado en aquella carta. 

A fs. 238 corre la traducción de la declaración que prestó 
el 3 de Octubre de 1927, mediante exhorto el señor Carlos Stump. 
apoderado comercial de la firma Wilhelm Benger Sohne de 
Stuttgarc, quien entre otras cosas y con relación al punto que se 
está estudiando, dijo: "La firma Wilhelm Benger Sohne no 
tenía interés alguno en impedir que la coni|»ñia (se refiere a 
la inglesa > haga registrar en cualquier jarte marras por estos 
otros artículos; al contrario, tenía interés en que la compañía 
prosperase todo lo más posible por del>er ella a la firma Wilhelm 
Benger Sohne tanto dinero. La firma Wilhelm Benger Sohne 
j»or eso no interiJuso o|>osición. eu.Muk> la compañía con su car- 
ta del 14 de Octubre propuso que elia quería registrar su marca 
en la Argentina", 

7* En la contestación de la demanda (fs. 30, cap. VIH) se 
mérito contra la actor* de que ésta cuando solicitó el re- 
gistro de las dos marcas en cuestión, a pesar de que atnlias os- 
tentaban el retrato del Dr. Jaeger, omitió hacerlo presente en la 
descri|x:ión. en la cual dijo que estaban constituidas de una vi- 
ñeta con el retrato de busto de un hombre. Agregaron que con 
esta declaración capciosa evitaron la aplicación del art. 4 V de la 
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Esta disposición legal establece que "los nombres los re- 
tratos üe la* personas 110 podrán usarse corno marca sin el con* 
sentimiento de rquéllos o «te sus herederos hasta el cuarto grado 
inclusive", fie modo que caería tajo la objeción de la demanda- 
da no sólo la falta de autorización con res|)ecto al retrata sino 
también en lo que se refiere al nombre •'Jaeger \ 

En primer término cabe olwcrvar que la falta de autoriza- 
ción tanto para usar el retrato como el nombre del Dr. Jaeger 
sólo podría ser aducido por éste o sus herederos dentro de la 
linútación^estahhvida en la ley. de modo que hecho |*»r Wilhelm 
Bcnger Sohn carece de valor o fuerza legal. 

En segundo lugar, como se ha resuelto en el caso que cita 
la actora en su alegato cap. IV, el art. 4* de la ley 3975 se re- 
fiere a las personas que habitan el territorio nacional o que ejer- 
cen o luyan ejercido en la República un ramo de comercio o de 
industria \w sí o por apoderado, etc. 

Por último es de hacer notar que cuando Wdhelhi Benger 
Sohne obtuvo la marca número 1444 y sus renovaciones tajo 1°* 
números 20.711 y 60.048 tampoco presentó autorización 

del Dr. Jaeger para justificar la inclusión del nombre de éste. 
Aun más. cuando por acta 74/XJ de Mayo 21 de 1920 pidieron 
una marca de diseño casi igual a la registrada jx>r la actora par., 
la clase quince, en la descrijicióu dijeron: "I-a presente marea 
está constituida |K>r un cuadrad»» de «lublts lineas, en la |x>stción 
de un rombo, leyéndose entre amtas líneas y en la parte media 
superior "Dr. Jaeger Sanitarv\ de un latió... En el centro del 
cuadrado se encuentra. la figura de un hombre dentro de un |>e- 
queño circulo, representando el retrato del famoso profesor Dr. 
Jaeger. inventor del sistema que lleva su nombre. Míen pues, a 
pesar de decirse que la figura que forma jarte de la marca es 
el retrato del Dr. Jaeger. la demandada no presentó autorización 
alguna de éste junto con (a solicitud ni siquiera hizo referencia 

8* Calie aún referirse a otro hecho invocado |»or la actora 
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en su alegato (fs. 1016) para demostrar la falta de influencia 
en la omisión de autorización para registrar una nianra de fá- 
lirica con el retrato del Dr. Jaeger. En efecto, si la marca nú- 
mero* 43.704 y 43.705, resultado de renovaciones sucesivas, se 
registraron en 1906 y estuvieron en vigor ¡vicifico durante más 
de quince años, es evidente que es de aplicación lo dispuesto en 
el art. 44 de la ley 3975. 

IW los fundamentos que anteceden, fallo: haciendo lugar 
a la demanda y declarando infundada la oiiosieióii hecha |mr 
\\ ilhelm Ifcngcr Soline al registro de las marcas solicitadas |*>r 
actas números 113.259 y 113.260, con costas. 

Consentida que sea la presente, precédase como indica el 
art. 36 de la ley 3975. 

Rejwnganse las fojas y oj*>rtunamcnte archívese. — Eduar- 
do SimnU uto. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 




Y Vistos: 

Estos autos seguidos |»r The Jaeger Co. Ltda. contra 
helm licnger Sohne sobre oijosición al registro de marcas. 

Considerando respecto al recurso de nulidad: que éste no 
ha sido sostenido en esta instancia, ni la sentencia ado!ece de 
vicio o defecto que autorice a declarar su nulidad. 

Por ello, se lo rechaza. 

Y respecto al de ablación : 

Que el pedido de registro hecho por la demandada en 1920, 
por acta número 74.967, cuando estaban en vigor las marcas 
de la actora, no puede tener el efecto de gozar de prioridad so- 
Ire la nueva solicitud de registro hecho por la actora el 29 de 
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marzo de 1926. después <le caducada* sus marcas, pirque no 
habiendo caducado a la sazón (en 1920) los dercch'os de la ac- 
tora. aquella solicitud de la demandada era innocua. El "sub 
lite", difiere del caso Del Río. Salaya y Cía. v./ Manuel Ro- 
dríguez a que se refiere la demandada en su exiwesióii de agra- 
vios, de fojas 1090, pues en ésta la solicitud de registro de 1a 
marca "I-ujó" así como renovación de la anteriormente con- 
cedida a Del Rio Salaya y Cía. fué presentada un mes desjxiés 
de solicitada pot Rodríguez, quien a su vez la solicitó después de 
haber nucido el plazo de 10 años de vigencia del primer re- 
gistro a favor de Rodríguez, tó que no ocurre en el caso de 
autos. 

X'u son, |«;ies, de aplicación a este caso las consideraciones 
aducidas en aquél, porque los hechos difieren fundamentalmente. 

Por ello y las consideraeiones de la sentencia de fojas 1062, 
se la confirma con costas. 

Devuélvanse y rq>óiigase las fojas en primera instancia. — 
li. A. Sacar Anciumm. — Marcelino Escalada, — Carlos del 
Campillo. 



KAI.ro DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 24 de 1932. 

Y Vistos: 

Los del recurso extraordinario concedido en los autos ca- 
ratulados "The Jaeger Cothptkhy I.imitcd contra Wilhclm Bcnger 
Sohnci sohre 0|K>s¡ción al registro de una marca"; y 

Considerando: 

One los recurrentes invocan la prelación que con arreglo 
al art. 22 de la ley número 3975 dicen corresponderles. en vir- 
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tud del pedido que formularon en 1930, fecha en cjue aun se 
encontraban en vigencia las marcas otorgadas a la contrallarte. 

Que este última, cuyos derechos caducaron en 28 de febrero 
de 1936. además de los circunstancias de hecho cuya aprecia- 
ción es extraña a hi resolución de esta Corte Suprema en el 
recurso extraordinario, invoca a su vez la solicitud que pre- 
sentara en 29 de marzo de dicho año. con anterioridad al pedido 
que formularon los recurrentes más de veinte días después, en 
19 de abril de 1936. 

Que el Tribunal tiene establecido como regla de interpreta- 
ción al rcsf>ccto que "la presentación de la solicitud a que se 
refiere el art. 16 de la ley número 3975 sobre marcas de fábrica, 
constituye en el sistema adoptado por la ley el punto de par- 
tid-. ¡iid¡s|>cnsable para el registro de una marca, y desde ese 
momento adquiere el presentante un derecho indiscutible, su- 
peditado a la doble condición de que no se hubiera otorgado 
antes otra marca semejante o igual y de que nadie se haya 
opuesto a la concesión, art. 21: determinándose el mejor de- 
rechi a a propiedad de !a marca en caso de concurrencia de 
solicitudes |xir el día y hora de su presentación a la oficina, art. 
22". Tomo 144, página 32; tomo 160, página 30. 

Que ti» consonancia con dicha interpretación en el primer» 
de esos faBos se decretó la anulación de la marca otorgada a 
favor de un solicitante posterior, no obstante existir una soli- 
citud anterior con* la pr elación establecida en la ley. 

Que en el segundo de los casos átacfos>, la anulación se 
decretó también, teniéndose presente que la solicitud de ins- 
cripción fué reiterada por los nuevos adquirentes después del 
vencimiento del plazo legal, que hizo caducar los derechos an- 
teriores, no renovados. 

Que ninguna de esas circunstancias concurren en el caso 
presente, en el cual a la fecha de la primera presentación de 
los recurrentes en la Oficina de Marcas existían otras iguales 
o semejantes que impedían el otorgamiento del registro en su 
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tevop y porque, después del vencimiento «leí filazo y antes de 
cualquier gestión de li>s mismos se presentaron lew* ¿clores requi- 
riendo nuevamente !a inscripción. 

Que en tales condiciones, la prclación del articulo 22 de la 
ley numen» 3975. corresponde a quienes les ha sido reconocida 
en la sentencia, porque sólo ha podido tener la eficacia que la 
mencionaila disposición legal reconoce, aquella solicitud que se 
presentara cuando era |xwible olitener la propiedad en los tér- 
minos <lel articulo 16, es decir, que no existiera otra marca ins- 
cripta, constituyendo un óHice insalvaMe para su despacho, des- 
de que. como se ha establecido, en los fallos expresados, no 
pueden coincidir dos marcas idénticas fiara distinguir los mismos 
productos. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la sentencia 
apelada, se la confirma en cuanto ha podido ser materia del pre- 
sente recurso extraordinario. 

Xotifiquese y devuélvanse, reviniéndose el papel. 

Kokerto Repetto. — R. Gvxm La» 
vallk. — Antonio Sagarxa. - 
Juman V. Pera. — l&is Li- 



ScBpres Villegas y Compañía (su quiebra). Contienda de rom- 
perencia. 

Sumario; IX* acuerdo con lo qtfe dispone el artículo 58 de h 
ley número 4156. la declaración de quiebra atrae al Juz- 
gado de la misma todas las acciones judiciales contra d 
fallido en relación a sus bienes, debiendo entenderse que 
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merciales y aun los radicados ante ia jurisdicción federal, 
aunque ellos hubieran llegado al estado de ejecución de sen- 
tencia. Los juicios hi|M>tccarios o privilegiados (con excvp- 
cíón de la prenda agraria), sufren asimilo la fuerza de 
atracción <fc la quiebra y aunque imlependientenu-nie. di lien 
tramitarse ante el Juez que conoce en aquélla. 

Caso: Lo explican hs |>iezas siguientes: 



AUTO DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Septiembre 16 de 1932. 

Proveyendo el escrito que antecede, autorízase al señor mar- 
tiliero designado en estos autos para nombrar el personal ne- 
cesario a fin de resguardar y remover las mercaderías a silbas- 
tarse y para efectuar los gastos necesarios |>ara el mejor éxito 
del remate. — S. M. Escobar. 



ACTO DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1932. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que en el préseme juicio de apremio seguido por el Fi^:o 
nacional contra J. S. Onagoity y Cía., sobre cobro de fiesos, se 
ha dictado sentencia de venta a fojas 19 vuelta, con fecha julio 
26 |ipdo. 

Que designados los martilieros para que procedieran a la 
venta de bis bienes embargados en autos, se presentan aquéllos 
con fecha de ayer, manifestando que se ven imposibilitados para 
realizar la subasta dispuesta para esa fecha, en razón de ha- 
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hers< clausurólo el local donde aquélla il¡a a verificarse, por 
orden del señor Juez de Contercio de la Capital doctor Faré, 
con motive» de un auto de quiebra dictado contra la firma Cesar 
Vü'egas Zúñiga y Cía. 

Qué e\ señor Procurador Fiscal, en el escrito que antecede, 
funda con detenimiento su solicitud de que si* procedí- a la rea- 
lización dfeí rímate «le referencia, a cuyo efecto pide se señale 
dia 20 <lel corriente. 

Qtté en el casó presente, rige el art. 23 de la ley nacional 
núnvn 37ó4. cura primera parte dis|N>ne que en los casos 
de sentencia 'condenatoria, se procederá sin más trámite ú su 
ejecución contra ki faite demandada. 

Qttt atento lo exfHiesto en bs escritos que anteceden, co- 
rre$poude, a juicio del suscripto, adobar las providencias del 
caso para la realización del remate solicitado por el Fisco Na- 
cional, en la prestóte causa, ¡endiente solamente de semejante 
diligencia. impedida de llevarse a la. práctica por la clausura del 
local, dispuesta |w>r el señor Juez de Comercio. 

Que tratándose de un juicio de apremio, terminado |¿ir 
sentencia de venta, corresponde a este Juzgado velar para que 
esa sentencia se cumpla, removiendo los obstáculos que a tal fin 

se opusieran. 

Que en consecuencia, procede solicitar al señor Jjaz de 
Comercio docto*] Faré se sirva disponer lo |>ertinente a los fines 
solicitados por d señor Procurador Fiscal en su escrito que an- 
tecede, sin perjuicio de que los acreedores de la firma apremiada 
discutan oportunamente privilegios con el Fisco Nacional, sobre 
el producido del remate decretado y a punto de realizarse. 

Por lo ex|Hiesto, resuelvo: librar oficio al señor Juez de 
Comercio de la Capital doctor Santo S. Faré, secretaria Herre- 
ra, solicitándole se' siva ordenar la entrega inmediata de los efec- 
tos embargados por este Juzgado existentes en el local Brasil 
3669, a 'los martilieros Benito y José Tiscornia encargados de 



su venia en reñíate público, e! cual deberá realizarse el <lia 30 
del corriente, previa nueva publicación de avisos jx>r tres días 
en el "lloletín Judicial" y "I-a Prensa". Xotiftqucse. — Saát 
.1/. Esrobar. 

VISTA DEL AGENTE FISCAL 

Señor Juez: 

Corresponde dar cumplimiento a lo solicitado en el exhorto 
de fs. 59. En cuanto al acta que antecede, nada tUngo que ob» 
servar. - Septiembre 23 de 1932. - H. H. Dobrauuli. 



ALTO DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Septiembre 26 de 1932. 

- 

Autos y Vistos: Considerando: 

h Declarada la quiebra de la firma Villegas y Cía., a mé- 
rito de lo dispuesto por los arts. 44. inc. 4 # y 71 de la ley N* 
4156. el Juzgado dispuso la clausura de ta fábrica de la entidad 
fallida, y a raíz de ello, el señor Juez 'Federal doctor Saúl M. 
Escoltar, por el oficio de fs. 59, solícita del proveyente !tt '•en- 
trega inmediata" a los. martilieros señores Benito y José Tis- 
corriia. de los bienes o efectos embargados en el juicio dfc apre- 
mio que ante él sigue el Fisco Nacional contra la sockdad nom- 
lirada y que se encuentran en la fábrica mencionada, cuyo remate 
ha sidb ordenado por dicho magistrado, con fecha anterior a la 
dt c'aración de quiebra aludida. 

II. Oído tí señor Agente Fiscal, se adhiere a lo solicitarlo, 
en su dictamen de f s. 60 vta. 

III. Dispone e! art. 58 de la ley citada, que "la declaración 
de quiebra atrae al juzgado de la' misma, todas las acciono* ju- 
diciales contra el fallido con relación a sus bienes", y a su vea, 
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¿1 arl. HÜ r« -.firma ese principio, al estatuir que "la declaración 
¡le quiebra suspende eí ejercicio de las acciones contra el fallido 
y mío i Huirán intentarse o continuarse con el concurso". De ahí 
que aparte de la jurisdicción propia del Juez de la quiebra, res- 
pecto del procedimiento de falencia, tiene además la jurisdicción 
<Ieternini;.da por la "vis attractiva", como consecuencia del prin- 
cipia de universalidad de! juicio con relación a todas las con- 
troversias, cualquiera fuere el estado de los juicios respectivus, 
reJativas a \á$ bien.s del deudor. Tanto la ley (artículos citados 
y ley 927 . como la doctrina M Murrio, ''Estudios sobre qute- 
liras". edic. anotada |>or el doctor Carlos C. Malagarriga. t. I, 
pAg, 14, X" 7; Scgovia, arts. 13K7 y nota 445 7 ; Martin y He¿ 
rrera. t II. |)ág; 275, y Malngarriga, t. í\. |*ág. 243, núins. 237 
y siguientes. 3» edición), y la jurisprudencia (S. C. X.. f. lo, 
pág. 142; t. IV, pág. 2S3; t. 20. jügs. 241 y 245; t. 30. pág. 146; 
t. 47. pag. 151 ; t. 75. pág. 27'J; Juris. Trib.. Marzo de 1911. pág. • 
5 y Agosto de 1914. |>ag. 36, y numerosos fallos cií igual sentido 
de la Kxcnn. l'ámara de Apelactohes en lo Comercial, que. |>or 
V: divulgación, estima c. suscrito innecesario eitr.r». han inan- 
tmido rígidamente *l principio de !a universalulad y cíe la "vis 
attráetivja" de) juicio da quiebra, salvo en lo que se refiere, úni- 
ranuínte, a h ejecución del certificado d. premia agirria. en vir- 
tiul de una disposición expresa y categórica de !a ley tic ¡a ma- 
teria. 

El precepto contenido en el art. 23 de la ley 3764, que 
invoca la resolución del señor Juez oficiante, no juega ningún 
rol en el presente caso, desde que no se refiere |Kira nada a la 
oi,ni|tetencia del Jiiez de la causa, ni del Juez de la quiebra. 

Por ^stos fundamentos, y no obstante lo dictaminado por 

el señor Agente Fiscal. resuelvo: hacer salier al sefior Juez ofi- 
ciante. |>or nota en la <f*ie se' transcribirá el presente auto, que 
no c<*rres|»omlc acveder a la entrega de efectos requerida, y qiu\ 
si mantiene su resolución, se digne decían r trabado e! p.rti- 
ninte conflicto de com|ictencia. disponiendo, en consecuencia, 
la elevación de los autos a la Suprema Corte Xacional. y ofician- 
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«lo al suscrito a los efectos consiguientes, — Santo S. Faré. — 
Ame mi: R. L, Hirnra. 



* 



Al-TO PE PHIMKRA INSTANCIA 

Buenos Aire», Septiembre 28 de 1932. 

.Autos y Vistos: 

U expuesto y pedirlo precedentemente por A señor Procu- 
rador R$cal ; y 

Considerando: 

I . Que cu efecto, como lo exjresa e! escrito antteedente. 
e! señor Juez de Comercio de la Capital doctor Santo S. Faré. 
no 1» entestado ni acusado recil» hasta este momento al oficio 
fecha ¿1 del corriente, que le remitió el suscripto a raí* leí 
auto dictado a fs. 65. 

2* Que dicho auto y sa consiguiente oficio, tendían a solu- 
cionar la situación planteada con motivo de halarse clausurado 
e! Ideal donde se encuentran I.w bienes emlargados en estos autos 
e impedido por lo tanto la realización de la sulmsta dispuesta en 
este juicio, en cumplimiento «le la sentencia de venta de f s. 19 vta. 

3>. Que en vista del süencio leí señor Juez de Comercio, 
estima el suscripto que ha esperado lo suficiente como para po- 
der adoptar las medidas que la situación impone y que solicita 
precedentemente el señor Procurador Fiscal. 

Por las consideraciones que preceden, atento lo expuesto 
1>or o' Ministerio Publico y de conformidad con lo q Ue indica 
y so'icita el señor Procurador Fiscal y bajo la responsabilidad 
de .Nación, ordeno al oficial de justicia del Juzgado proceda 
r. port«r en posesión del local Brasil 2Cj69 y bienes emlargados 
en este juicio existentes en ese local, a los martilieros designa- 
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rio IUnit«. > José Tiscoraia. quienes deberán Iknar su cometido 
como está ordenado en autos, señalándose los días 3 y 4 de Oc- 
tubre ptáxíiWo venidero para «jt» se verifique éj remate de re- 
íerencia. debiendo pul»'ic;.rse los avisos del caso en h forma 
cstabeVida en el auto de fs. 65. Facúltase al oficial de justicia 
pani que, baga uso de la fuerza pública en caso necesario y diri- 
ja* oficio ;.l señor Jefe de Policía de la Capital, a fines de <ps 
adoptt 'as providencias de estilo para que se dé estricto cumpli- 
miento a lo que este auto dispone. Xotifiquese. — Sttá! M. 



AITO Í»F. PRIMERA INSTA MÍA 



Buenos Aire», Septiembre 20 de 1932. 



Autos y Vistos; Considerando: 

I . < >ue en él «lia de ayer, conforme con to rosne* to ipdr el 
Juzgado m d auto de fs. 63. se dirigió oficio al señor Ju.z Fv- 
deral doctor Kseoliar. haciéndole s;.l>er que no era i>osible acce- 
der la entrega de los bienes de presente quiebra, a que alude 
el requerimknto de fs. 39, en virtud de los principios lega'es 
iit ipte infurtí» dicha resolu:ión. A! mismo tkmpo, romo lo 
dispone ésta, se invitaba al magistrado nombrado a «pie. en caso 
de insistir en su resolución, diera i>or tralnula la j>ertinente cues- 
tión de competeneia. 

II. ii\K m obstante ello, según resulta de! prec. dente ofi- 
cio del señor lele de Policía, el señor Juez nombrado ha urde- 
nad« «pie el oficial de justicia de su Juzgado, c»n auxilio de la 
tiurz." pública, proceda a poner en posesión a los martilieros 
señor .? limito v José Tiseornia del local cale Krasil W* 2(569. 
negocio de la ffim fallida, pe el suscripto mandó clausurar en 
virtud d ín díspue to por los ^rts. 44. inc. +' y 71 de la lev- 
di quiebras y conforme a lo ordenado l>or el auto de falencia 
de ts. 58. 
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III. . Que dichos artículos y demás concordantes «le la ley 
di la materia, confieren jurisdicción propia v exclusiva a! Juez 
de la quiebra sobre los bienes del fallido, y atrilwyen al mismo 
'a cust.idia de elliw |>or intermedio de tos funcionarios que la 
Ky señala. 

IV. Que igualmente resulta del mencionado oficio, que ia 
medula referida lia sido ejtcuta<la con intervención de la Policía 
de la Capital, encontrándose actualmente el citado local en po- 
sesión de los rematadores nombrados, según asi lo denuncia d 
sindico a fs. 1 19 y el escriliano inventeriador designado a fs. 118. 

V. Que 'a medida tomada por el señor Juez doctor Escbbar. 
ini|>orta una invasión de hecho sobre la jurisdicción de este Juz- 
gado, respecto de la cual el suscripto carece de |wdercs y atribu- 
ciones para dejaKa sin efecto, por cuanto, con gran previsión, el 
legislador ha provento las normas a seguir, a objeto de evitar 
el choque de las jurisdicciones y sus consecuencias dañosas para 
tos intereses en juego y los prestigios de la justicia. Tales nor- 
nvs son las estituklas en tos arts. 419 y 420 dd C. P. C. C, que 
vstab'eccn e! conocimiento inmediato de la Suprema Corte Na- 
cional y !á suspensión de los nro;«limientos mientras subsista tí 
conflicto. 

VI. Que. ademas, la medida de referencia autoriza al pro- 
véjente a considerar trabada la consiguiente cuestión de compe- 
te. i.-ia a ixsar de no halwrse recibido aún contestación al ofi- 
cio dirigido al señor Juez doctor Escoliar, de que se ha hecho 
mención. Por ello, resuelvo: declarar tralmdo el conflicto a que 
se ha hecho alusión, y en consecuencia: elevar estos autos a la 
Suprema Cuite Nacional, con nota de atención, y hacer salier 
por oficio al señor Juez doctor Escolar, la presente 
con transcriijción de la misma. - Sanio S. Pare. - 
K. L. Herrera. 
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AUTO DE PRIMERA INSTANCIA 
• Bueno» Aires, Septiembre 30 de 1932 

Autos y Vistos: 

Él presente oficio fecha 28 del corriente, de) 
de Comercio de la Crpital clocar Santo S. Karé: y 




Considerando: 

r (Jue eíl e! auto fecha 
cho oficio, decide el referido 
solicitud formulada por el 



del corriente, transcripto en di- 
ñor magistrado, no acceder a la 
mediante auto y oficio de 



2' Qfte el auto de este Juzgado Federal y su consiguiente 
oficio, tendían a solucionar la situación planteada j>or el Juzgado 
de Comercio al clausurar sin más trámite el local donde se en- 
etuutran los bienes embargados en estos autos e impedir por lo 
tanto, la realización de la subasta dispuesta en este juicio, en 
o.impiniiento de la sentencia de venta dictada en Julio 2f> p|*|o. 
a f¿ 19 vta. 

Qfie atento lo que se sirve expresar el señor Juez de 
Comercio en su aludido oficio, debe el suscripto manifestar a su 
vez. que lio conceptír. valederas las razones allí expuestas por el 
sefió* magistrado oficiante, desde que es regla de- derecho |*r- 
ficiainente consagrada, 'a de que no cal* plantear cuestiones de 
competencia, cu¡ wlo promedia, cómo en este caso, un juicio, que 
es el prest nte. terminado por sentencia de venta en pena eje- 
c.ición v que aótb ha podido dejar de cumplir monu-ntáneamente, 
por el res|»eu» y consideración que ¡e merecen al Juzgado, las de- 
cisiones de otros magistrados. 

IVn». en virtud de lo que consigna il oficio del señor Juez 
de Comercio, ol suscripto considera que ya no puede continuar 
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existiendo obstáculo que impida la 
adoptadas |M>r este Juzgado, ch el pleno e 
■le sus atribuciones. 

M* Señor Juez de Comercio sostiene que la jurisdicción del 
Juez tic la quiebra, respecto del procedimiento de falencia, tiene 
además la jurisdicción determinada |*,r la "vfe attractiva". como 
consecuencia de» principio de la universalidad del juicio, con re- 
lación a todas las controversias, cualquiera fuese el estado de los 
juicios res|>ectivos. relativas a bis bienes del deiutor. 

Sanejante afinnación. tan categórica y alisoluta. no conven- 
ce al suscripto. 

La Corte Suprema ha estudiado el punto en cuestión, y al 
res|iecto ha dicho ló siguiente : "que en la contención promovida, 
no ha sido en realidad materia del debate, el fundamento básico 
que sustenta el auto del Juez «le la Capital, en cuanto sostiene 
que el juicio universal de concurso atrae todas las acción, s con- 
tra los bienes del fallido, las que por tal motivo son de la com- 
petencia privativa y excluyeme del Juez del concurso - tesis 
consigrad.-. por expresas d¡s|iosic¡ones legales y por reiterada 
jurisprudencia que se invoca — . limitándose el |H»ito de la di- 
sidencia, a determinar si e! aludido poder de atracción del juicio 
universal subsiste siempre, sea cual fuere el estado de la causa 
que se intente acumular al concurso o si en determinada situación 
de tos autos requeridos, dicha acumulación es improcedente". 

"Qte en casos que guardan completa analogía con el "sub 
judicc" y que en jiarte se anotan en el dictamen precedente, la 
jurisprudencia de esta Corte ha establecido que las cuestiones 
«k- la naturaleza de la promovida en estos autos, sólo puede refe- 
rirse a juicios pendientes, y que en consecuencia no comprenden 
a los ya fenecidos como ocurre con un juicio ejecutivo concluido 
|xir sentencia de trance y remate, cuyo conocimiento no puede 
ser matcaia de cuestión de esta Indole, que presupone siempre 
la existencia de dos litigios no resueltos". Caso sentenciado en 
* 15 de 1929 que figura en "Gaceta del Foro" número 4180. 

pagina 274; to- 
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mo 121. página 327; tomo 136, ingina 215; tomo 137. (tágina 
335; tomo 147. página 414; tonui 149, página 333, etc., y fallos 
Cámara Civil Capital Federal, '(¡aceta del F«ro'\ torno 88. pá- 
gina 272 y otros. 

Como si ve |H»r lo transcripto, es bien discutible, p» lo 
menos. *u tesfs «pie sostiene *n turma tan absoluta el señor Juez 
m Comercio. 

Por lo demás, conviene añadir, que el ari. 1436 del Código 
de Comercio, citado por el señor Jaez oficianU. habla «le las 
acciones judiciales contra el fallido, con relación a sus bienes, 
refirícndosí sin duda, a los juicios pendientes de sentencia con- 
tra una |»erson; declarada éii quiebra, y el art. 1458 también ci- 
tado jM»r dicho señor magistra«lo. aclara el concepu», pues esta- 
Mee- que la declaración de quiebra susjicnde el ejercicio ele las 
acciones contra el fallido y sólo ¡«Miran intentarse o continuarse 
con el concurso, es decir, iniciarlas o proseguirlas ante el Juez 
de la quiebra |»ara obtener el reconocimiento del derecho litigioso 
mediante una sentencia. Si a ello se agrega que tí art. 1467 de 
ese Código establece que los acreedores privilegiados ejercen sus 
acciones sobre los bienes afectados. ¡ndejKudienteinente del con- 
?.irso. delierá convenirsi- en que el fuero de atracción de !a quie- 
bfñ no rige para juicios determinados fl[Sr sentencia firme y en 
plena cjeeirión. como el presente, en el que horas antes de pro- 
cCfjcrsM al remate de los bienes emlargadüS, se clausuró ;l local 
donde si encentraban, sin darse ¡.viso a'gtum a este Juzgado, 
siquiera ftie¡% 2 «le atención. 

I.. solicitud tic quiebra fué formulada por la misma apre- 
miad; e: di;» 16 del corrimte ñus. días antes del señalado fiara 
V. celebración de' remate fijpilp en estos autos para el día 20 de 
este mes y días antes ífe la reunión de acreedores de 1% convoca- 
toria fijada para el 22 «leí corriente; la declaración de quiebra 
fué dictada el «lia 19 y ¡a clausura del UklI Brasil 2HÉ> se llevó 
a calió en las últimas horas «le la tarde de ese mismo «lía, vís- 
pera del remate. Son. pues, circunstancias producidas coa evi- 
dente |iosteriofidad a la sentencia «le venta «le fs. 19 vta.. fecha 
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io 26 pjxlo.. y ciertamente detall reputarse hechos nuevos, que 
no pueden ni «lelieii modificar la situación migrante en este jui- 
cio. Aparte de <|uc la falta de publicación del auto de quiebra 
en c¡ "Holetin Judien " hasta ti dia de hoy 30 de Sepiicmtae 
incaisive. implicaría que dicho ¡.uto de quiebra no está firme 
todavía, y tls consiguiente, no estando firme, no habría en lo 
presente fu ro de atracción, según !o ha resuelto la Cámara Gfe 
nvre¡a« dv la Capital en el caso jiibltcado en el tomo 92. página 
3Ú? de "Gaceta del Foro*". 

Además según manifiesta precedenUmente el señor Pro- 
curador Fiscal, ocurriría <|tie el auto fecha 26 ele] corriente del 
señor Juez d¿ Comercio, no ha sido consentido por el señor Ageii- 
tc Fiscal di !a justicia ordinaria, cuyo funcioiiamieiito dictaminó 
ir favor tk la t sis tk esie Juzgado Federal y en contra de !o 
te >mV i i.i é señor Juez de Comercio. Este antecedente consti- 
tuye otra causa de falta de firmeza en el auto del señor Juez 
de Comercio fecha 2o del corriente, desde que todavía es sus- 
ceptible de apelación |>or jKtrtc del referido señor Agente Fiscal 

tión alguna de c< m|>eteiicia hastatanto no estuviera firme su au- 
to mencionado. 

Mx istia y txisk cu este juicio, un orden de cosas preestable- 
cido, que no pudo ni debió alterarlo la solicitud de quiebra alu- 
dida, ni su inmediato proveimiento judicial, asi como lampmo 
habtr alterado ese orden de cosas, la solicitud de convocatoria 
de acreedores, tenia vez que el art. 138K de! Código de Comercio 
señala que la orden de sus|>ensión de toda ejecución que hubiera 
llegúelo al estado de embargo de bienes, no rige cuando se trata 
del cobro de créditos privilegiados, como acontece en este caso. 

Asimismo, bueno es hacer constar, como ya lo dijo el sus- 
cripto en el auto de fs. 65. que los acreedores de la firma apre- 
tinada, ningún i>erjuicio han de sufrir en sus intereses, desde 
que podrán discutir oportunamente con el Fisco Nacional el me- 
jor derecho a cobrar sus créditos con el producido del remate a 
verificarse en estos autos, y no hay para qué decir» que cuando 
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muy menos, ¡guates garantías párá todos los acreedores de la 
apn miada han de ofrecí r. lauto un rímate ordenado |>or uu Juez 
a pedido del Piscó Nacional y k'ijo su responsabilidad, como un 
r man dispuesto jn.r el síndico liquidador, y ¡.cerca de este pliH* 
t«v convendrá anotar do paso, qtte la pronta realización .le los 
bienes di* un deudor consulta mejor los intereses di- todos los 
acreedores; por los gastos de toda indulc que evita y que convie- 
ne ii" acrecentar ni rejietjr. y desde que fatalmente ha de irs.' a 
fe suhasta de aquel'os bienes, sea en este juicio y de inmediato, 
séfc interiormente y tu» se sabe cuándo en e! dé quiebra, no hay 
menuvenunte alguno, y si. positivas ventajas para los acreedo- 
res — entre t ilos e! Fisco Nacional — en que cuanto antes sepan 
qut es 'o que fes corresponde percibir y lo |>ercil>an de una ve/. 

Nada impide entonces, que quien corresponda pida cinl>ar- 
fjtt o ]o decr.tc y sia traliado intuedi; tamentc. sohre el producido 
de' nmau a verificare en estos autos, con cuya medida queda- 
rán absolutamente garantizados hhIos los intereses en juego. 
Lf>S conflictos de !a naturaleza del que se suscita, no conducen 
más que a comp'icar el asunto con publicaciones extempiráncas 
y á demorar la solución. 

4' Que (xir último, no calie atribuir a esta discrepancia de 
criterios entre el señor Juez de Comercio y el suscripto, los ca- 
racteres de una contienda de conqietencia positiva, no sú'o |»or la 
circunstancia antes mencionada de que esa clase do cuestiones 
sól<* procedt» cuando hay dos juicios fundientes, y tal no es el 
cásii sino también j»or la circunstancia de que los trámites se- 
guidos y provifleucias adopta<las pnr el Juzgado de Comercio de 
la Capital, desde Julio 2U p|n|o . feclia de !a sentencia de venta 
de otólos y aun desde el 19 del corriente, fecha del auto de quie- 
bra, o sea la víspera del rcniMc dispuesto |x»r este Juzgado, hasta 
ti moni. uto presente, constituyen hechos *'a posteriori", que no 
pueden tii deben modificar el estado y trámite de esta causa. 

Los acontecimientos succMvanientc desarropados, como ser 
la sentencia de venta, la solicitud de convocatoria de acreedores, 
la verificación de créditos íija<la jwra el 22 del corriente, la so- 
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iwclkla por la misma apremiada el «Iíü 16 cuan- 
dé sabia que se realizaría el remate el «lia 20, la extensión del 
prendimiento úi «invocatoria al de falencia, la decaración ju- 
dicial de ésta con fecha V) y la clausura de! local en la larde de 
isv día. víspera «Id rtmate. son tactores que demuestran con inne- 
gable verdad, que este Juzgado Federal no ha invadido !a órbita 
<Ie atrili.icioncs del luzgado de Comercia. Todo lo contrario. 
U mm de la justicia federal se ha visto trabada por tina clau- 
sura sin aviso alguno, que ¡nexcusabkmcntc debió y pudo dár- 
sele, en virtud <le un attto de quiebra dictado el mismo diu de 
la e'ausura, no publicado hasta el día de hoy. y |x*r el silencio de 
tlitr. semana observado ¡nir el Juzgado ils Comercio a! cnbo de 
cuyo tieni|io se hace sa1>er al suscripto qlié se deniega la cortés 
solicitu:! de cntnga Ule los efectos emlwirgados. 

hsr. dentara, determinó entonces a este Juzgado, previa |>e- 
♦ición üé\ Fisco Nacional y dictamen del Ministerio Público, a 
adoptar la toma de posesión del local clausurado en la forma 
expuesta. s;« A-aguardando <lc esta suerte e! rcs|>cto de sus deci- 
siones, haciéndolas cumplir serena y firntemente, dándose cuen- 
ta calwl <L las modalidades del caso. 

Por consúmente, ha |mhIíc1o y debido este Juzgado, retro- 
trae; el estado del asunto al momento tn «pie sin noticia «leí Tri- 
buna' Fwlerr.ll, se procedió a la clausura del local donde se en- 
cont ralirm W bienes cintairgados en arjtos. cuya medida solicitó 
t: f señor Pr«ieura«lor Fiscal en nombre de !a Nación y bájo la res- 
ponsabilidad de ésta, y con cuyo parecer coincide el otro señor 
Procurador Fiscr.l en su dictamen admitido en el carácter de Mi- 
nisterio Público, siendo «le advertir <¡ue el señor Agente Fiscal 
mi. interviene en el juicio «le quiebra de ta apremiada, se ha ex- 
pulido también en sentido favorable a la tesis sostenida jnir este 
Juzgado ^Federal, con motivo «le! oficio librado el 21 «leí co- 
rriente i*ir el suscripto al señor Juez «le Concreto, y elidid señor 
Agente Fiscal no ha consentido todavía lo resuelto por el señor 
Juez «le Comercio en el oficio «|ue motiva este auto. 

Este Juzgado, no tiene. jwcs. por qué someterse a la sitúa- 
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eiór. pisildctiHiite provocada a designio. f»or la firma apremiada. 

Por las q nsid¿ raciones que premien, alentó lo expuesto por 
el Ministerio Público y de conformidad con lo que indica y so- 
Ifcifí c señor Procurador Fiscal y tajo la responsabilidad de la 
Nación, ordeno se esté a lo resuelto a fs. 71. Líbrese oficio al 
svín Juez de Cinnrcio de la Capital doctor Santo S. Faré. con 
transcripción del presente auto y demás piezas con él relacíona- 
das. haciéndole saber que el suscripto no conceptúa él caso sus- 
iitr*fo Como Ai contunda d.* competencia positiva* y que en vir- 
tud de elfo Hará cumplir la sentencia dictarla en estos autos a fs. 
|í' vía. con fecha 2ft de Julio ppdn.. iludiendo e! señor Juez de 
Comsreio nombrado, si o tiene por conveniente, disponer él em- 
bargo úé producido del remate, si considera que dicha medid* 
es k qiu ajrresponde al estado del juicio que se -ventila «nte su 
jurisdicción. Xotifíquese. — Saúl M. Escobar. 

AUTO OEL I'KKSIOKXTK DE LA t'OKTK Sl'PKKMA 

Buenos Aires, Octubre V de 19:12. 

I oí recibidos, hágase sal*r al señor Juez Federal de la Ca- 
• ¡tal d&eíor Saúl M. Escoliar, q«e si insiste en su competencia 
¡ :ir¡' seguir entendiendo en los autos "Fisco Nacional jontra 
1 S. i «nagoity y Cía,, hoy sus sucesores Vilíe^as ZúnÍRa y Cía., 
sobre cobro de pesos \ debe remitir a esta Corte Superna dichos 
autos e invítesele a Misf»cnder tocio procedimiento incluso e] re- 
mate ordenado en los iiiímhos. Ke|iúnxase el papel. — R. Rk- 
PKTTO. 

At'TO DE P IXSTA3ÍCIA 

Buenos Aires, Octubre 1* de 1932. 

Autos y Vistos: 

Atento lo expuesto precedentemente y defiriendo a la invi- 
tación de la Corte Suprema, suspéndase- el remate decretado en 
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mitos y remítase el expediente a la Corte Suprema, pues el sus- 
cribí sostiene que no del* desprenderse del conocimiento de es- 
tos autos. — Saúl M. Escobar. 



DICTAMEN" mu I'KOí TRAMOR GENERA!, 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1032. 

Suprema Corte; 

1.a presente contienda de competencia ha sido planteada j*>r 
el señor Juez de Comercio de !a Capital Federa! en !»s autos 
de la quieta de la razón social Villegas y Cía., sosteniendo su 
jurisdicción sobre !os efectos existentes en la casa de comercio 
de «lidia razón social y o]x>niéndose a que se cumplan las órde- 
nes que con respecto a los mencionados efecto? han sido impar- 
tidas |«i el señor Juez Federal de esta misma Capital, en la 
ejecución seguida por el Fisco Nacional contra J. S. Onagoity 
y Coni|Ktiiia. 

Las razones aducidas jior c' señor Juez F.dera! para man- 
tener su competencia en la ejecución en trámite ante su Juzgado 
e insistir consecuentemente en que dchen cumplirse las órdenes 
expelidas en dicha ejecución, están apoyadas ¡íbf una jurispru- 
dencia ^ reiterad» de V . K. en h que se ha establecido el principio 
de la improcedencia de las contiendas de competencia cuando se 
trata de juicios terminados, en los cuales no hay lugar a discu- 
sión acerca de ta jurisdicción a que corresponden. Esc princi- 
pio rige en el presente caso, desde que la sentencia de trance y 
témate fué dictada en la expresada ejecución con fecha 26 de 
Julio de 1932, vale decir, con anterioridad a la iniciación de Itos 
procedimieneos de la quiehra de los deudores, la que fué decla- 
radr. con í celia 19 de Septiembre del mismo año. 

Por consiguiente, si la situación en que se encuentra el jui- 
ante el señor Juez Federal impide que se aparte a 
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estjs magistrado del conocimiento que le corres|M>nde. es conse- 
cuencia ele din que no lia podido . hstaculizarsc el cumplimiento 
de las órdenes que han sido exjkdidas a fin de llevar a ejecución 
la semencia dictada en dicho juicio, puesto que si este juicio, 
¡M>r las razones antes expresadas, no cae tajo la jurisdicción del 
Jtt£2 de la quiehra. tampoco pueden caer tajo dicha jurisdicción 
los bienes afectados al mismo. 

POr I» expuesto y las resoluciones de esta Oírte Suprema 
de las que se ha hecho mención (Fallos, tomo 136, pág. 215; 
tomo 137. pfigi 335; tomo 147. |>ág. 414; tomo 149, pág, te: to- 
mo 154 |iá& 2ié)t pido a V. K. se sirva dirimir la presente con* 
tieud;-. de competencia declarando improcedente la inhibitoria sus- 
cita» l;«. [iOV el sciVr Juez de Comercio de ¡a Capital Federal. 

Horacio R. Lamia. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 28 de 1932. 



Autos y Vistos 



Los dé contienda de competencia planteada |*>r el señor 
Juez de Comercio de la Capital Federal en los ranos de la 
quiebra de la razón Villegas y Compañía sosteniendo su juris- 
dicción jKira conocer en la ejecución seguida |»r el Fisco Na- 
cional contra < taiagoity y Coni|>añh de la cual es sncesora la so- 
ciedad concursada, por ante el señor Juez Federal de la Capital 
doctor Saúl M. Kscotar: y 



Qite del examen de los anttvedentes traídos a conocimiento 
ckl Trihunal resulta que la quiehra de la firma Villegas y Cía., 
y de! miembro solidario de la misma don Cesar Isaac Villegas 
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fué declarada por el señor Juez de Comercio el 19 de 
Septiembre di- 1932 ordenando, entre otras cosas, la ocupación 
de torios Ion bienes y i*ertenencias de los fallidos {fs, 51. expe- 
diente de la quiebra). 

(Jik- entre l«.s acciones judiciales |>cndientes contra el fain- 
os existia el juicio de apremio seguido por el Fisco Nacional 
contra J. S. Onagoity y Cía. y Villegas y Cía. (fs. 14). estos 
u timos, como adqu i rentes de la fábrica de cigarrillos de pro- 
piedad de aquéllos, en cuyo juicio, después de dictarse sentencia 
<le trance y reñíate con fecha 26 de Julio de 1932. se había or- 
tlcnado la venta en remate público de los enseres, máquinas, etc.. 
inventariados a ís. 34 j*ir los martilieros designados en el auto 
de fs. ¿6 vta. el 9 de Septiembre dé 1932. 

í w htc cuando 'os martilieros se dis|>onian a realizar el rema- 

tocontralar. |,or orden de! señor Juez de Comercio y como con- 
sentencia de la quiebra. 

IJav en ese estado ftiéle dirigido a aquél por el señor Juez 
Federa 1 el oficio decretado |*>r el auto de fs. 63 vta.. solicitán- 
dole :a entrega inmediata de los efectos emliargados para pro- 
ceder a su venta sin |)erjiiic¡o de que los acreedores de la firma 
¡¡premiada discutan oportunamente sus privilegios con el Fisco 
Nacional sobre el producido del reñíale decretado y a punto de 
rerdízarse. Esa comunicación fué contestada j>or el señor Juez 
de Comercio húciendo sal>er que no correspondía hacer entrega 
<lc los efectos requeridos |>or las razones apuntadas en el auto 
que transcribe, pidiéndole, caso de mantener su resolución, ele- 
vara los autos a esta Corte dando por trabado el conf licto de coiti- 
|>ct encía. 

Qje, ello no obstante, e! señor Juez Federal ordenó y ohtu* 
v« por medio de la (Milicia la entrega de las mercaderías conside- 
rando que no existía una contienda de comiwtencia y 
correspondía hacer cumplir la sentencia de trance y remate 
tada |»or él. 

Que la jurisdicción primativa y excluyeme del señor Juez 
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Federal ¡«ira conocer en las causas especif iradas en los arts. 1. 
2 y 3 «fe la ley numen» 48. y. por consiguiente, en !a de apremio 
que da lugar al presente conflicto, cede por expresa disposición 
de! art. 12 de aquella anu la del Juez <le la justicia ordinaria de 
la Capital llamado a entender en el concurso de acreedores del 
deudor cualquiera que fuese la nacionalidad ó vecindad d? los 
directores interesados en él y aunque se deduzcan ailí acciones 
fiscales de la Nación. 

Que tsta dis]>osirión de la Ley Federal a partir de la fecha 
<lel concurso del ejecutado cotaca la solución de h cuestión 
vjncu'ada al conflicto jurisdiccional producido entre amitos jue- 
ces dentro de 'as reglas y principios que gobiernan e2 régimen 
(1. la quiebra en el derecho común, únicas aplicables en virtud 
de la excepción establecida por el art. 12 de la ley número 48. 
Y en tal sentido la invocación del art. 13 de ésta sólo será pro- 
cedente, en il caso, de que la Ley de Quiebras mantenga !a com- 
petéricia del Juez Federal. res|wcto del juicio de apremio segui- 
do ante él. una vez producida aquella. 

Que de acuerdo con lo dispuesto |>or el art. 58 de la ley 
mitin ro 415o la declaración de quiebra atrae al juzgado de la 
misma todas l»s acciones judiciales contra e! fallido en relación 
a sus bienes. Según la letra de este pr^epto todos l»s pleito, 
contra el quebrado, civiles o comerciales y aún los radicados ante 
el fuero federal, (art. 12 citado. . dclnn ser tramitados y re- 
sueltos jMir el Juez de la quiebra. Y tal fuero de atracción abarca 
ni su generalidad no sólo las acciones en si mismas entabladas 
coiura el quebrado sino también los procedimientos de ejecución 
de las sentencias pronunciadas en aquéllas con antelación a la 
fecha de la declaración <le la falencia. 

Out: « sta interpretación fluye no sólo de la letra del art. 58 
y d. sus antecedentes (Véase Se^ovia. nota a! art. 1387...), sino 
también de la naturaleza del juicio de quiebra que se pro-jume 
convertir en una masa única constituida en vista de la liquida- 
ción colectiva regida e igualitaria de! patrimonio los derechos 
indiviíljalís de los acreedores. 
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individual de perseguir al deudor continuando o iniciando las 
acciones del caso ante los distintos jueces posibles no quedaría 
asegurada te igualdad entre los acreedores, se habrían multipli- 
cado los gastos y s? habría restado a la liquidación la homoge- 
neidad indispensable a su mejor rendimiento. (J. Perccrou. Fai- 
üitos, N* 748; Bontlli. Del Falümento. N v 297. pág. 500). 

Que la existencia de acreedores hipotecarios o de acreedores 
privilegiados con privilegio especial (con prescindencia de h 
pruidr. agraria), no establece excepción a su res|>ecto en cuanto 
a 'a fuerza de atracción del juicio de quiebra. La facultad que 
h ley les reconoce (art. 89) de ejercer sus acciones sobre los 
bienes afectados independitntemente del concurso es indudab?c 
pero ella debe realizarse ckrntro de la jurisdicción del Juez d¿- 
!?. quiebra, conforme al texto expreso del art. 58 combinado con 
e! art. 80, según el cual, la decoración de quiebra suspende el 
ejerciáo de las acciones contra el fallido y sólo podrán intentarse 
o continuarse contra el concurso. 

Qiu- de te circunstancia de haberse pronunciado la sentencia 
de trance y remate con antelación a la declaración de la quiebra 
!r. ¡aoV. conseojencia que cabe inferir es !a de que esa sentencia 
y lar. actuaciones posteriores (Hiedan ofxmerse a ¡a masa de 
aeradores, pero no impide el efecto de atracción o absorción 
de! concurso respecto de todas las causas pendientes i f e realiza- 
ción definitiva ante las distintas jurisdicciones. 

Qu. si la de:lar«vión de quiebra i>roduce. entre otros efec- 
tos, ej de sulwtituir el deudor jx>r el síndico en todos los liti- 
gio. |>cndientcs centra aquél, es evidente que en el procedimien- 
to d. apremio seguido ante él Juzgado Federal, el deudor desde 
la fecha de la declaración de la quiebra carece de capacidad legsl 
parr. intervenir en él. y. por consiguiente, no la tendría siquiera 
para dar ¡u ? probación al remate ordenado o para observarlo 
válidamente, y. a su turno, el síndico tampoco podría hacerlo 
desde que él. tratándose de acciones judiciales contra el fallido, 
esté oh'igado a actuar, representándolo ante el Juez fie! concur- 
so a la inversa de lo que ocurre cuando el deudor es actor, art. 
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5S Xo se vé, pues, cómo sin la remisión del juicio al Juez de 
la quiebra, podría tener aquél, adecuada terminación. 

Oue la teoría de que los conflicto* de competencia tío pue- 
den subsistir respecto de juicios concluidos por senUtieia firme, 
examinada de nuevo sólo encuentra explicación lógica cuando la 
¿alta de jurisdicción atribuida al magistrado viene desde e! ori- 
gen il la causa. |»ero tío puede invocarse en los casos en que la 
coñi] eí encía ha existido y se la reconoce y admite hasta eí uto* 
lilVItto de producirse la declaración de la quiebra. Kn el juicio 
.le apremio. qiu da causa al presente conflicto, la jurisdicción 
Icdcr;/ exiM.nte hasta la fecha del auto de quiebra del* cesar 
en virtud del principio de atracción y en obsequio de la más 
regida v etica* liquidación del patrimonio del deudor y de los 
inicíese* iU los acreedores. 



Kn *« mérito, oído el señor Procurador General se declara 
mu. el j\m continente (tara conocer en la causa de apr.mio 



f ,r>i> lt trri! til (>..</■ */<• Buenos Aire* (üitírü la Compañía tic 
Omnibus "i'nioH \'#C¡pñat'. por cobro </-■ pcso.<; sohr 



Sitmano: lorrcspoude a la justicia federal el conocimiento de 
un juicio entablado jx>r una empresa ferroviaria, en el que 




Repóngase el jKipel. 




t t >mpcU i!cia. 



* 
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se persigue una indemnización por destrucción de barreras 
de un |>aso a nivel, porque si bien tal hecho puede constituir 
un delito, importa siempre, por otra parte, la realización de 
un acto atentatorio a la seguridad del tráfico y a las obliga* 
ciones de las empresas ferroviarias establecidas, por la ley 
número 2873. (Art. 5 9 . inc. 3 f ). 

Caso: I-o explican las piezas siguientes: 



VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

De conformidad con lo dispuesto en el articulo 2» inc. I» 
de la ley número 48. U. S. es competente ratione materioc para 
entender en esta causa, debiendo seguirse el procedimiento seña- 
lado en e! art. 60 de la ley número 50. — E. L. Consoles. 

Mayo 12 de 1031. 



Al TO DE!. JV& FEDERAL 

Buenos Aire* Mayo 20 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Tratándose en el presente caso de una actión por resarci- 
miento de daños y per juicios regida por las dis|>osiciones del de- 
recho común» en la que no son aplicables los preceptos de la ley 
nacional de ferrocarriles, no obstante lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador Fiscal, declárase el Juzgado incompetente (art. 
3' de la ley número 50) . Rep. el papel. — Eduardo Sarmentó. 



* 
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VISTA DEL FISCAL DE CÁMARA 

Bueno» Aires. Pobrero 24 do 1932. 
I? xana. Cámara: 

V. E. mi anterior dictamen de f s. 2 vta. 




SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aire*, Junio 8 de 1932. 

Por sus fundamentos, se confirma, sin costas, el auto ape- 
lado de fs. S. que declara la incompetencia de la justicia federal 
para entender en esta causa. Devuélvanse. — Marcelino Esca- 
lad*. — B. A. Nasar 




DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 17 de 1932. 
Suprema Corte: 

Todo acto atentatorio a la seguridad y el tráfico ferrovia- 
rio corresponde ser juzgado por tos tribunales fcdcfeles, toda vez 
que se trata de la violación de una ley especial del Congreso, la 
número 2«73 f y por consiguiente de la competencia rátione «o- 
terioc, de dichos tribunales. 

Tal doctrina es de estricta aplicación al caso de autos en el 
que se denuncia la rotura de barreras á 

y lanado jior el art. 81 de la referida ley. 
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seguridad y el tráfico ferroviario, 
que pueda ser la causa de la 
guridad de ese tráfico. 

V. E. en una causa análoga asi lo tiene decidido (Fallos, 
tomo 145, pág. 411. y jurisprudencia allí citada). 

No puede modificar esta conclusión la circunstancia de de- 
mandarse en esta causa daños y perjuicios ocasionados por el 
accidente que motivó la rotura de las barreras, ya que d caso 
deberá juzgarse dentro de las disposiciones legales que prote- 
gen la segundad de los transportes ferroviarios. 

En tal virtud, soy de opinión que corresponde resolver el 
presente recurso, revocando la resolución de fojas 12, que de- 
niega a la Empresa del Ferrocarril dd Oeste d fuero federal 
que ha invocado en esta demanda que inicia contra la Compañía 
de Omnibus "La Unión Nacional". 

Tal es mi dictamen. 

florado R. Lamía. 
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B »eno» Aires. Octubre 31 de 1938 



El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra la 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la Capital por 
la Empresa del Ferrocarril Oeste de Buenos Aires en autos con 
la Compañía de Omnih... "ITtiíAr» v-l—i» ^ ^ £ 



pesos; y 



Considerando: 



a 



Que el hecho de destruir las barreras existentes en los pasos 
-' de una vía férrea, cualquiera fueren las consecuencias 
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del mismo, puede constituir el cielito de daño (Alt. 183. Código 
Penal), c importa, siempre, la realización de un acto atentatorio 
a la seguridad del tráfico y a las obligaciones respectivas de las 
empresas ferroviarias impuestas j»r una ley nacional, ya que 
en resguardo de aquélla se ha establecido, en la número 2873. el 
cierro de los caminos férreos en los sitios, extensión y forma 
que corresponden. (Artículo 5". inciso 8*). 

Que si bien es cierto que en el caso no se promueve una 
causa criminal, lo es igualmente que la dv manda instaurada se 
funda en hechos cuya averiguación atañe a la justicia federal. 
rationc nuitcrioc. por las razones expuestas. 

Por esto y lo dictaminado por el señor Procurador General 
se declara cpj el presente Juicio corresponde a la justicia fe- 
deral, revocándose, en consecuencia, el auto' de fs. 12. Notifí- 
quese y devuélvanse. 

Roberto Repetto. — R. Guido La- 
valle. — Antonio Sagaena. — 



/>, // fattro lüichiry y otros contra la Provincia de Humos Aires/ 
por devolución tic un í suma de dinero. 



Sumario: Kl articulo £$¿ inciso 7 9 de la ley de la 

Huncos Aires, sobre transmisión gratuita de bienes, vulnera 
el principio 

artículo 16 de la Constitución Nacional. 



Caso: Lo explica el siguiente: 



f 
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Buenos Aires, Octubre 31 de 1932. 

Y Vistos: 

El presente juicio seguido j>or don Pedro, Juan, Fran- 
cisco. Fernando Elichiry. Teresa Klichiry de Barraque, María 
E'ichiry de Orclíana y Graciana Elichiry de Anne. contra la 
Provincia de Buenos Aires, por devolución de una suma de di- 
nero, de! cual resulta: - 

Que a fojas II comparece don Agustín A. Farrand en re- 
presentación de los actores, jíidiendo se condene a la Provincia 
de Buenos Aires a devolver la suma de $ 5.492.55 ritjii, con 
sus intereses des<le el día del pago y las costas del juicio en caso 




la demanda expresa: Que los actores protocoli- 
zaron ante un registro provincial sus respectivas hijuelas, con 
respecto a los bnnes que les fueron adjudicados en la jurisdic- 
ción de la Provincia de Buenos Aires, en la sucesión de su se- 
ñora madre, doña Mariana Arroqui de Elichiry, tramitada |R>r 
ante un Juzgado de esta Capital. 

Que al efectuarse el pago de la liquidación presentada |x>r 
el Representante Escolar, que ascendía a la suma de $ 10.451.35 
moneda nacional, se hizo bajo protesta, por conceptuarse incons- 
titucional e! impuesto qae gravaba la transmisión gratuita de los 
bienes heredados, de acuerdo a lo resuelto por la Corte Suprema 
tn los autos "Drysdale y Seré contra la Provincia de Buenos 
Aires en 18 de Noviembre de 1927. 

Que de conformidad a la ley de 12 de Abril de 1923 a la 
que se refiere la ¡nconstitucionalidad del fallo aludido, se liquidó 
y obligó a pagar a sus mandantes el impuesto del 3 ?o corres- 
pondiente al monto total de los bienes de la sucesión, cuando 
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«libio aplicársele en una proporción del 1.75 % sobre cada hi- 
juela. En esa forma, e! impuesto a pagarse qje sólo debía al- 
canzar a la suma de $ 4.958.80 moneda legal, ascendió a la de 
$ 10.451.35 moneda nacional, abonándose por consiguiente con 
exceso la cantidad de $ 5.492.55 de igual moneda, pur cuya 
devolución entabla la acción, solicitando se haga lugar a día con 
sus intenses- lega'es desde el día del pago y las costas del juicio 
en caso de oposición. 




Que a fojas 22 comparece don Luis U. de Mondo en re- 
presentación de la demandada, y contestando el traslado conferi- 
do, expresa : Que la acción deducida no debe prosperar en razón 
de que la actora no determina el articulo ni !a ley cuya inconsti- 
tuctonalidad persigue, habiendo asimismo omitido adjunt ir la 

invocado. 

Agrega, asimismo, que en e\ supuesto de cumplirse tales 
extremos. corresponde tan sólo hacer lugar a la demanda por la 
suma <k- $ 4.497.15 moneda legal, y no por la de $ 5.492.55 
qiL- se |>trsigue. |M>r cuanto !a escala aplicada |>or la Dirección 
de Escuelas al liquidar el impuesto, fué del 3.50 c /c que sobro el 
monto total de los bienes situados en jurisdicción provincial |>e- 
sos 298.010 m¡n.. constituye la sama de $ 10.451.55 motuda 
legal exigida y satisfecha |>or .os actores. 

cala debió tomarse exclusivamente en cuenta ti monto de c;.da 
htjuc'a, y no el total del acervo hereditario, el impuesto ascende- 
ría a la Mima de $ 5.972.20 m|n. correspondió ndo devolver tan 
solo la cantidad de $ 4.479.15 de igual moneda. Y en e! su- 
puesto de que la escala aplicable fuera del 1.75 *}í como lo pre- 
tenden los actores, resultaría qiu el importe del impuesto sobre 
el monto total imponible ($ 298.610 m|n.) sería de $ 5.225.67 
ni n. y no $ 4.958.80 que se expresa en la demanda. 

Que en consecuencia so'icita el rechazo de !a acción, o en 
*u defecto» que la solución del pleito se ajuste a los fundamentos 
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para el 



con vv0k«w| 
caso de que se condene a la 
interposición de la demanda. 

Que abierta la causa a prueba a fojas 25 vta., se produjo la 
que expresa el certificado de fojas 36. a!egando sobre su mentó 
amitos litigantes, fojas 40 y fojas 41. A fojas 45 vta. se llamó 
auto para sentencia; y 



• i 



Que como surge de la precedente relación de la causa, se in- 
tenta en estos autos una acción de repetición de !a suma de cinco 
mil cuatrocientos noventa y «los pesos ¡pon cincuenta y cinco cen- 
tavos moneda nacional, diferencia entre la cantidad de di z mil 
cirtmcLntos cincuenta y un i*sos con treinta y cinco centavos 
cobrados por la Provincia de Buenos Aires en el ju.cio sucesorio 
de doña Mariana Arríiqui d.* Klichiry y la de cuatro mi! nove- 
cientos cincuenta y ocho pesos con ochenta centavos que en opi- 
nión de los reclamantes es la que legalmente se hs ha jiodido 
exigir. 

Que desde luego los actores han comjwoliado con !os testi- 
monios de fojas 28 y 31. su carador de herederos de la causante 
con que actúan en el presente, como así también que verificada 
la liquidación del impuesto a la transmisión gratuita de bienes 
por la Dirección General <K Hso.ielas. alionaron aquella cantidad 
formulando la corresfiondiente protesta, cumpliendo con eKo la 
formalidad requerida por la jurisprudencia de esta Corte. |iara 
adquirir el derecho de pedir la devolución «le las sumas que re- 



Que por otra parte, la circunstancia de que los actores al 
fundar su acción hayan aludido tan sóV> a la ley de 12 de Abril 
de 1923. como resulta del escrito de fojas 11, omitiendo determi- 
nar ta disposición aplicada y objetada, no puede tener el ahpnce 
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!¡U\ siempre que los demás antecedentes contenidos en la presen- 
tación, permiten individua: izarla perfectamente. 

(Jue la procedencia o improce<lencia de la rc|Ktición intenta- 
dla se llalla en consecuencia vinculada a la cuestión de saber si el 
inciso 7* de' artículo 39 de la ley a la trasmisión gratuita «le bie- 
nes contenido en el articulo 24 de la ley «le impuestos sancionada 
con fecha 12 de Abril de 1923 en la Provincia íle Buenos Aires, 
es o no violatorio de! principio de igualdad «pie consagra como 
bise de íodó impuesto e; articulo 16 de la Constitución Nacional. 

Qüc como lo ha resuelto este Tribunal en casos análogos al 
presente, el artículo 39, inciso 7* de la ley citada, al disponer que 
"la tasa aplicabY a cada hijuela se determinará por el monto del 
cauda! sucesorio y no por tí de aquélla, introduce un nuevo ele- 
mento en la clasificación por obra de la cual, los comi>onentcs de 
cada tuto de los diversos grupos (herederos en linea recta, des- 
cendientes, colaura'es, etc.. etc.», no resultan considerados del 
mismo modo pora el pago de! impuesto a j>esar de hallarse co- 
locados en las mismas circunstancias y condiciones, y vulnera el 
principio de igualdid en el impuesto consagrado en el artículo 
16 de la Constitución Nacional. (l-Vlos Suprema Corte, tomo 149. 
página 417 y causas a que .Vude la nota página 427) . 

Ouc en lo aferente a la cuestión p'anter.da al Tribunal jior 
los actor, s, reativa al porcentaje con que el impuesto ha sido li- 
quidado en cada caso, cabe observa* que la equivocada interpreta- 
ción de la ley respectiva ;i! aplicar aqiiéí a las hijuelas de los he- 
rederos, asi como los posib!es errores de cálcalo "no pueden dar 
lugar a la jurisdicción qüc *' s tá ajrihutda a esta Corte Suprema 
jxir l<»s artícu'os 100 y 101 de la Constitución, en los cuales se 
defiere a su conocimiento y decisión !as causas que versen sobre 
turnios regidos por la Constitución y |H>r las leyes de la Xaeíón. 
de manera que se Italia fuera de esa jurisdicción el examen de las 
leyes que dicten las provincias, que está reservado a los tribunales 
que organicen para su régimen loéal. de acuerdo con lo que pres- 
cribe tí articulo 105 de !a Constitución. ÍS. C, FaMos. tomo 154. 
lúgina 250; tomo 155. (Kigina 226; tomo 158, página 5). 
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Que cu constírucncia y atento lo manifestado por la actora 
en la |>:irtc final de! escrito de fojas 40. la cantidad que deberá 
«integrar la dimandada, alcanza a la suma tic $ 4.430.40 mone- 
da legal, ya que como puede ol«crvarse, ella es inferior a la que 



ñor Procurador General, se declara que el artículo 39. inciso T> 
de la ley «le la Provincia de Buenos Aires de 12 de Abril do 1923. 
solnv !a trasmisión gratuita de bienes, vulnera el principio de la 
igualdad en é. impuesto, consagrado i»r el articuló 16 de la Cons- 
titución, lin consecuencia y de acuerdo con lo dispuesto |»or los 
artículos 792. 794 y concordantes del Código Civil, se condena a 
la nombrada provincia a devolver a ios actores en el plazo d.- 
treinta días, la suma de cuatro mil cuatrocientos treinta pesos con 
cuarenta centavos moneda nacional, con sus intereses a estilo de 
los qu. cobra el lían. o «le ia Nación «les«le la fecha de la notifi- 
cación «le la demanda. Las cost.-.s en el orden causado, atenta ia 
naturaleza de la cuestión debati.la y la f«.rma en «pie ella se rc- 
Mie ve . N r Otifíques¿ y repuesto el |»a|icl archívese. 




Roberto Rkpetto. — R. Guido La- 
vai.le. — Antonio Sagarna. — 
Julián V. Pera. 



NOTAS 



Con fecha tres de Octubre de mil novecientos treinta y dos, 
la Corte Suprema, de conformidad con lo dictaminado |>or el 
Procurador Genera!, declaró mal concalido |*>r la Cámara Fe- 
deral «le A|>elación «le !a Capital, el recurso extraordinario <le«lu- 
cido por la Socie«lad Hijos «le Atilio Massone contra don José 
Pedemonte, solire ojK>sición ;.l rvgiscro de una marca, en razón 
de que la reso\teión apelada había resucito la cuestión planteada 
l»or razones «le hecho, pues se limitó a decidir qu¿ la palabra 
"Croitina". no es nombre de fantasía, y <|tie por consúmente no 
jmkIí;'. servir para el registro de la marca de com.rcio so'icitada 
|H»r los actores, a mérito de lo cual fué rechazada la demanda 
instaurada. 



Kit cinco del mismo y por los'fund'imenUis «leí «lictamen del 
Procurador (¡eticral. se dcc'aró mal concedido jwr la Cámara 
Federal de la Capital, el recurso deducido |>or la sucesión «le don 
Rafael Borrego contra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
aiones do Entpte&dos Ferroviarios, sobre peiístón, por no halierse 
cumplido con los requisitos exigidos a ese efecto |wir el art. 15 de 
la ley X v 48 según ti cual, la «pteja delie «ied.icírse en fonna cpie 
su fundamento ;.|xirezca de los autos y tenga una relación di* 
recta e inmediata con las cláusulas constittu tonales o legales en 
disputa. 



En la misma fecha, y de conformidad con lo dictaminado 
|x>r e! Procurador Gen; ral. se declaró bien denegado por la Cá- 
Primera en lo Civil de la Capital, e! recurso extraordina- 
¡x>r doña Felisa Ferrari Oyhanarte en autos con 
Repetto, sobre ejecución hipotecaria, dado «pie la 
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roso «cien apelada se había limitado a decidir el punto contro- 
vertido por razones de he.ho y prueba y por interpretación de 
los términos <jg un contrato, aplicando deposiciones de derecho 
común relativas a la exigibilid id de lis ob'igacioms. al alcance 
del mandato irrevocable y de 'os derechos hipotecarios; cuestiones 
que no admiten revisión en la instancia extraordinaria acordada 
por el ;.rt. 14 de la ley X 9 48. para casos de puro derecho federal. 



En !a misma fecha no se hizo lugar a la <|ucja deducida por 
don Antonio Muscil'o y otros en autos con el Fisco de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre protocolización. j>or inferirse de 
los antecedentes .relacionados y copias acomi*arhd;.s que 'a cues- 
tión planteada que dio orig.n al remedio federal intentado, fué 
resuelta en segunda instancia por aplicación e interpretación de 
principios de orden procesal inob jetados; situación extraña a las 
que contempla el artíou.o 14 de la ley N v 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a !a queja 
dedui ida por Domingo Staropoli. en la causa seguida en su con- 
tra, por homicidio. jx>r no encuadrar la situación expuesta, den- 
contempladas por el art. 3 ? de la ley K' f 4055. 



En siete del mismo se dcc'aró improcedente la queja deduci- 
da por don Antoín Salomón Córdoba (su sucesión), en autos con 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones <b Empleado* Fe- 
rreviarios. sobre pensión, en razón de no haberse cumplido con 
el requisito exigido a ese efecto por el ah. 15 de la ley N* 48. 
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según e! cual la queja debe deducirse en forma que su fundamen- 
to aparezca de los autos y tenga una relación directa e inmediata 
con las cuestiones constitucionales o legales en disputa. 



Con fecha catorce no se hizo lugar a la queja deducida por 
iloña Mercedes R. ele Vi'lafafic en autos con doña Esthcr Soca, 
sobiv desa'ojatniento por resultar de los antecedentes relaciona- 
da v copirs acompañadas, que la situación pinteada no em*ta- 
dratia en ninguna de tos previstas por el articulo 3* de la ley 



cipios de orden procesal inol>jct;.dos. 



En la causa crimina? seguida contra Rafael Montero (:%) "El 
radon: rano'*, como autor de. delito de homicidio («rpetrado en 
(á persona d. Joaquín Castro, ocurrida en 4 B- jo Gualicho", De- 



dil Rio Negro, el día 30 de Oetuhrc de 1928 el Jaez Letrado 
del expresado territorio falló 'a causa condenando al procesado 
p. sufrir la pena de cato-ce años de prisión, costas y accesorias 
Ie«Vcs sentencia qué fué confirmada por la Cámara Federal de 
Ape ación d.- Ilahia HIanca. Elevados los autos a la Corte Supre- 
ma, el tribunal, con fecha 17 de Octubre de 1932. y de confor- 
midad con lo dictaminado por el señor Procur; dor Genera*, mo- 
dificó, a su vez. la sentencia recurrida, imponiendo al procesado 
la de diez años de la misma pena. 





partimento de San Antonio 



. juris<licción del Territorio Nacional 



Con fecha diez y siete no se hizo lugar a la queja deducida 
l*>r don Francisco Goya en autos con doña Ernestina Espil de 
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Ojea, por desalojamiento, |*>r resultar de las copias acompaña- 
das que la cuestión planteada, motivo del remedio federal inten- 
tad^ fué resuelta por razones de hecho, esto es, por haberse des- 
alojado al locatario del inmueble arrendado, situación ésta que 
no encuadra dentro de las que contempla el artículo 14 de la 
ley 48. 



Don Ricardo Fernández Urrizola. en representación de don 
Manuel Montero, interpuso demanda contra la Provincia de Bue- 
nos Aires por devolución de la suma de dos mil setecientos se- 
senta y tres pesos con cinco centavos moneda nacional, que dice 
pagada l>ajo protesta en concepto de lo exigido ¡»or la ley pro- 
vincial de 30 de Diciembre de 1907, autorizando la construcción 
del camino adoquinado de I<a Plata a Avellaneda. Corrido tras- 
lado «le la demanda, el representante de la Provincia manifestó : 
que ésta acepta lo resuelto por el tribunal sentando jurispruden- 
cia, en casos jarticulares, pero con verdadera generalidad, y qi* 
en el caso. |»ra que corresjHinda la devolución, el actor debe pro- 
liar que ha formulado en tiempo la protesta respectiva, y en tal 
caso, no se opone a que prospere la demanda, ni a verificar la 
devolución, sin costas. La Corte Suprema, fallando la causa en 
definitiva con fecha 19 de Octubre de 1932, declaró inconstitu- 
cional el impuesto de referencia, y que la demandada elche devol- 
ver a la actora dentro de! término de diez días, la suma declama- 
da, con sus intereses a estilo de los que cobra el Banco de la Na- 
ción Argentina, desde la fecha de la notificación de la demanda; 
ordenando que las costas se alionasen en el orden causado, aten- 
ta la índole ele la* cuestiones debatidas y la forma en que fue 
trabada la litis. 

■ 

Con fecha diez y nueve no se hizo lugar a la queja deducida 
l>or la Sociedad Anónima Cinematográfica Hispano Americana 
"Manzanera", en autos con don Gustavo Uporte, sobre desalo- 
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j amiento, por inferirse tic la exposición de la recurrente, que la 
resolución que motivó el remedio federal intentado, se fundó en 
el art. 13, inciso 3* de la Ijty de Justicia de Paz de 1a Capital 
que no fué |>acsta en tela de juicio su validez constitucional, y 
no puede ppr lo tanto dar tugar al recurso extraordinario. (Art, 
14, ley X'48). 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
Vicente Fiti{»aldi en autos con la Sociedad Anónima Institu- 
to Italo Argentino de Seguros Generales. |*>r cobro eje un se- 
guro, por inferirse de los antecedentes relacionados, que la cues- 
tión planteada, relativa al alcance e inteligencia a atribuirse a los 
términos de un contrato, que ha «lado origen al remedio federal 
intentado, fué resuelta por aplicación c inteqiretación de princi- 
jmos de derecho común, situación ésta ajena a hs que contempla 
el articulo 14 de la ley X* 48. y que por expresa «lis|)osición legal 
se halla fuera de los limites del recurso extraordinario. (Art. 
15 de la misma) . 




don Manuel Jatib en la querella que le sigue don Carlos del Cam- 
jxí. |*»r injurias, por inferirse de los antecedentes relacionados 
y copias aconi|Kmadas, que la cuestión planteada que ha dado ori- 
gen al remedio federal intentado, fué resuelta pof interpretación 
del art. 501 del Código «le Procedimientos en lo Criminal de la 
Capital, ley local, cuya validez constitucional sobre el 
no liahía sido puesta en tela de juieio. 



K« la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Angel Lucas Moya no en autos con la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre jubila- 
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ción, por inferirse de los antecedentes relacionados, que la cues- 
tión planteada, que (lió lugar al remedio federal intentado, fué 
resuelta i»r apreciación de la prueba aportada: situación ésta 
ajena a las que contenida el atiento 14 de la ley N* 48. 



Con fecha veintiuno no se hizo lugar a ía queja deducida por 
ém Amalia Saravia de Amelong (sus herederos), en autos con 
la Munici{>alidad del Rosario, sobre indemnización, p6r resultar 
de !«s antecedentes relacionados y copias acompañadas que b 
cuestión que dio origen al remedio federal intentado, fué resuelta 
|>or aleación c interpretación «le principios de derecho común, 
suficientes por si solos para sustentar d pronunciamiento redu- 
rrido. con prescindencia de otros de naturaleza federal que pu- 
dieran haberse invocado. 



En la misma fecha no se hizo tugar a la queja deducida por 
don Raúl F. Negri. en autos con don Arturo IJarcctó. sobre em- 
bargo preventivo, jx>r inferirse de los antecedentes relacionados 
y copias acompañadas, que la cuestión planteada que ha dado ori- 
gen il remedio federal intentado, fué resuelta por interpretación 
del articulo 463 del Código de Procedimientos en lo Civil y Co- 
mercial de la Capital, norma procesal ésta. Cuya validez consti- 
tucional no aparece puesta en tela de juicio. 



En la misma fecha y Se conformidad con lo dictaminado por 
el señor IYoe tirador General, no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida |Mir el Ferrocarril Central Argentino, en autos con don An- 
tonio Calentó, sobre devolución de fletes, por resultar de los an- 
tecedentes acom|Kiñados, que la cuestión planteada, origen del re- 
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medio federal intntado, fué resuelta por razones de hecho, pruc- 
I*. y por ap icación c interpretación de principios de derecho co- 
mún y mullías procesales inohjetadas, suficientes |>or si solas 
para sustentar el pronunciamiento del Tribunal «le Alzada, con 
prescindencia de Lis cuestiones de naturaleza fulera! que pudiera 
haber invocado la empresa demandada. 



Ett veintiséis del mismo se declaró nuil concedido por la Cá- 
mara Federal de Ablación de la Capta/, el recurso iiucrpucst» 
por la Sociedad Mappin y Wcbb South América Limitada, en 
autos con la Administración de Impuestos Internos, sobre impr»>- 
ccdeitcm de multas, por inferirse de los antecedentes raciona- 
do*, que ta cuestión planteada, origen del remedio federal inten- 
tado, fué resuelta por interpretación y aplicación fie principios 
del Código IVnal. suficientes i">r 51 solos |K*ra sustentar e. fallo 
recurrido, con independencia de cualquier otra cuestión invocada. 



Con fecha veintiocho y |*>r los fundamentos del dictamen 
de! Procurador General, no se hizo hijear a la queja deducida por 
don Salvador Cántaro, en autos con don Felipe Fossati. solire 
ejecución hipotecaria. i»or acrecer del informe expedido por la 
Cámara de Ablaciones del Departamento de Costa Sud de I5u- 
hia Pilanca, que él recurrente había renunciado al fuero federal 
en el contrato testimoniado, y en tal virtud es improcedente la 
queja traída por denegación de la ablación interpuesta en la causa 
principal, toda ve/ pe el fuero federal invocado en la misma 
|Kir el recurrente, no le ha sido negado por razones de derecho 
federal. 



En la misma lecha y de conformidad con lo dictaminado 



|x>r el Procurador General, no se hizo lugar a la queja deducida 
por «Ion Francisco Andino contra la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones Bancarias. sobre devolución de aportes, en razón 
de que la resolución apelada de la Cámara Federal de la Capital 
se limitó a rechazar 1a jKtición formulada, en atención a existir 
cosa juzgada a su respecto; y tal consideración impide al Tribu- 
nal ejercer la jurisdicción de ablación que le está atribuida jx>r 
el art. 14. ley N v 48. desde que no se había puesto en cuestión la 
validez o inteligencia de alguna cláusula de la Constitución Na- 
cional o de una ley o tratado del Congreso. 




En la misma fecha y de acuerdo con el dictamen del señor 
Procurador General, ni) se hizo lugar a la queja deducida por 
Luis M. Fresco, en la causa seguida en su contra, por lesiones, 
dado que la resolución afielada se habla limitado a declarar, por 



ta ha sido mal concedida, y tal decisión es irrevisaMc en el re- 
curso extraordinario acordado por el art. 22, inc. 2* del Código 
de Procedimientos Criminales, concordante con el art. 14 de la 
ley N* 48. toda vez que aquélla no contiene pronunciamiento al- 
guno de carácter federal. 
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Juez Letrado de la Pampa Central, doctor Luis González H Yr- 
cahle. soNcito medidas de superintendencia, sobre la Secre- 
taría Electoral. 

Sumario : De acuerdo con !o que diseñe el artículo 2» de la !ey 
núni ro 7099. corresponde a la Cámara Federal respectiva, 
determinar el magistrado a quien 1c corresponda ejercer 
(unciones de Juez eketora!. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENE* AL 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1932. 

Suprema Corte: 

F.l señor Juez Letrado de la Pampa Central consulta a V. E. 
si le corres|wnde ejercer las funciones ifc Juez Electoral en su 
carácter de magistrado más antiguo de esa jurisdicción. 

Cuestión análoga lia resuelto revientementc esta Corte Su- 
prema, de aeucrdo con el diezmen «le esta Procuración General, 
en el conflicto suscitado entre los Jueces de Sección del Rosario 
res¡>ecto de la Secretaria Electoral de dicha ciudad. 

V. E. con fecha 28 de Septiembre pi*lo. ha atribuido la de- 
cisión a tomarse en asuntos dé esta naturaleza, a la superinten- 
dencia de las Cámaras Federales dentro de cuya jurisdicción 
ejercen sus funciones los Jueces respectivos, atento lo dispues- 
to |>or el articulo 2* de la ley 7099. 

Opino, por tanto, que delie mantenerse dicha doctrina en 
el presente caso. 

Julián Paz. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 4 de 1032. 

Aulos y Vistos: 

IX- acuerdo con los fundamentos del precedente dictamen 
del señor Procurador General, y la doctrina sustentada jwr el 
artículo 19 «le la ley número 4055. aplicable al presente, remí- 
tanse los antecedentes a la Cámara Federal de Bahía Blanca, 
«pie es quien delw entender y resolver la presente consulta. 

Roberto Repetto. — R. Guido La- 
valle. — Julián V. Pera. — 
Luis Linares. 



Pon Elísea Royo contra don Ismael Martines, sobre cobro eje- 
cutivo ilc f>csos. 

Sumario: Siendo la lev número 9511 ampliatoria del Código Ci- 
vil, las kyes provinciales delien abstenerse de legislar soluv 
su materia. 

Cuso : I.o explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL JVEX DE PAZ (fs. 14 Vta.) 

San Nicolás, Diciembre 10 de 1931 . 

Autos y Vistos; 

IX- conformidad con lo solicitado y lo que dis|x*iie «•! art. 
495 del Código de Procedimientos Civil y Comev. !. ¿Íc*r¿l3 c 
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ejecutado 



em1»rgo en la cuarta parte del sueldo que 
don Ismael Martínez, como ethpleado de la 
pafc hasta cubrir la cantidad de cuatrocientos ochenta y un pesos, 
cuarenta centavos .moneda nacional, con fitas la de cincuenta pe* 
sos de ¡i^ual moneda presupuestada para gastos y para su ano- 
tación, diríjase oficio al señor Comisionado Municipal. — Ho» 
nulo fíasaldáa. — Ante mí: Carlos A. Booth. 



Al'TO DEL JUEZ DE PAZ 

San Nicolás, Enero 29 de 1932. 

Atento lo solicitado a fs. 21 y lo que diseñe la ley nació- 
nal número 9511. modificase el auto de fs. 14 vta. que dispone 
el embargo de % etiarta parte del sueldo que goza el ejecutado 
Ismael Martínez, i»r el diez por ciento que corresponde a la 
asignación mensual de ciento ochenta pesos moneda nacional que 
el mismo j»ercil>e como empleado municipal cíe acuerdo con lo 
que dispone el artículo 2*. inc. h) de la citada ley número 9511 
y a sus efectos líbrese oficio al señor Comisionado Munic¡<>al a 
fin de que practiqite en esa forma los descuentos ordenados y 
no alterando en nada la enmendatura de la fecha a que se re- 
fiere prevedenttmente no ha lugar. — Horado Basahlúa. — Ante 
mí: Curios A. fíooth. 

AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL Y COMERCIAL 

San Nicolás, Febrero 23 de 1932. 

Autos y Vistos: 

Que de acuerdo con lo dispuesto |*>r el articulo 495 del Có- 
digo Tle Procedimientos, en los casos de proccdcrsc al embargo 
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asi 



contra honorarios, pensiones, jubilaciones, sueldos, comisiones o 
salarios, sólo 3 ««Irá hacerse efectivo hasta la cuarta porte. 

Que el articulo 2* de la ley número 9511, invocada en la 
resolución de te 22 es aplicable únicamente a los empleados na- 
cionales. 

* 

Que tratándose en el presente caso de un empleado de la 
comuna dichos beneficios no le alcanzan. 

Por ello, revócase el auto apelado de f s. 22 y declárase que 
el cmtargo debe hacerse efectivo sobre la cuarta parte del suel- 
do que percilie el demandado. (Articulo 495, C. citado). 

Regístrese y devuélvase al juagado de su procedencia donde 
se repondrá el salado. Sirva este proveído de atenta nota de re- 
misión. ÍVoveo jxir disposición de la Suprema Corte. — /. /*/- 
carro Lastra. — Ante mi: Erasto Nogmira. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 21 de 1932. 

Suprema Corte: 

1.a queja jwr ablación denegada que se interpone en estas 
actuaciones es procedente, por cuanto el recurrente invocó opor- 
tunamente un derecho acordado por una ley del Congreso, que 
le fué desconocido a mérito de lo dispuesto en una ley provin- 
cia!, de suerte que se ha dado prevalencia a esta última ley, lo 
qtlC autoriza el recurso extr lordinario para ante V. E. que au- 
toriza el articulo 14. inc. 1*' de la ley N« 48 contra las sentencias 
definitivas que dicten los Tribunales Supriores de iWincia. 

En cuanto al fondo del recurso, pienso que éste se baila 
justificado, en atención a que la ley 9511 forma parte de la le- 
gislación común que dicta t\ Congreso Nacional y que las auto- 
ridades i>rovinciales delwn acatar como leyes Supremas ;lc la 
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Nación, de acuerdo con lo que dispone el artículo 31 de la Cons. 
titución. 

I£n mérito de ello y a lo resuelto |x>r V. E. en casos análo- 
gos (Fallí», tomo 159. página 100), solicito se recoque la reso- 
Ilición apelada declarando que el eml>argo tratado sobre el suel- 
do del recurrente debe sujetarse a lo que establece la ley 9511. 

Horacio R. Larrcta. 
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Buenos Aires, Julio V de 1932. 

Autos y Vistos; Considerando: 

Que según resulta de los autos, la cuestión plantearla y que 
lia dado origen al remedio federal intentado fué resuelta jpor dis- 
ecciones de orden local, en contra del derecho sustentado por 
el recurrente que invócala en su apoyo preceptos de la ley nú* 
mero 9511. que le han sido desconocidos. 

Oue. en tal virtud, con arreglo a lo dispuesto |x>r el art. 14. 
itu\ 2' de la ley X* 48 y de acuerdo con el precedente dictamen 
del señor Procurador General, declárase mal denegado el recur- 
so extraordinario interpuesto, y encontrándose el expediente r.n- 
tc este Tribunal, autos y a la oficina a los efectos del art. * de 
la lev X v 40*5; señalándose los días lunes y viernes o el si- 
guutite día hábil si alguno de aquellos no lo fuera para notifica- 
ciones en la Secretaria. Kcj>óngase la foja. 

K. Girino Lavalle. — Antonio Sa- 
gakxa. — Juman V. Pera. — 
Ltfis Linares. 
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Aires, Noviembre 4 de 1932. 

Y Vistos: 

el recurso extraordinario contra el fallo del 
señor Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del 
DeDartamenta del ¿forte «le la Provincia de Rueños Aires, en el 
juicio Royo Elíseo v. Ismael Martínez, jxir col.ro de pesos: y 

Considerando : 

Que la cuestión sometida a consideración del Tribunal por 
vía del recurso que consagra el artículo 14 de la ley N» 48. re- 
conoce su origen en el hecho «le haberse trabado en la presente 
ejecución* «nlwRo del sueldo del ejecutado, de acuerdo con las 
disjwsicioiies de la lev procesal local, que a juicio de éste se la- 
ilán en pugna y deten ceder ante las disposiciones de la lev tm* 
mero 951 ! que determina una partí- menor del sueldo cralar^ado. 

Qiík tumo lo ha declarado esta Corte Suprema en otras 
oportunidades "con la sanción de esa ley (la 9511) el Honorable 
Congreso se propuso, sin duda, complementar las disposiciones 
del Código Gvil relativas a la extensión de la fcs|M>nsfthi1i<!ad 
que pesa sobre los bienes del deudor jwra el cumplimiento de 
sus oMigaciones, o sea. reglamentar los efectos que atribuye a 
éstos de <lar. entre otros, al acreedor el derecho tic emplear los 
medios legales para que el deudor le procure aquello a que se 
hñ obligado (art. 505). es|>cc¡alizando su reglamentación respec- 
to a aquellos bienes que. consistan en sueldos, salarios, pensio- 
nes y jubilaciones". (Fallos. S. C. tomo 138. pagina 413; tomo 
159. pagina 100 y otros). 

Tratándose pues de una ley ampliatoria «leí Código Civil, 
fe ley provincial delie detenerse ante los términos claros de aque- 
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Ha, porque cualesquiera que sean las disposiciones del Código 
local de Procedimientos, la ley 9511 es de aplicación preferente 
etí el cas». (Constitución, artículos 31 y 67. inciso 11). 

En su mérito y de conformidad con lo dict.minado por el 
señor Procurador General, se revoca la resolución aislada en 
cuanto ha podido ser materia del recurso. Haga e sal>er. repón- 
gase el pa|Kl y devuélvanse. 

Roberto Repetto. — R. Cr ino 
La valle. — Julián V. Pera. 
Li is Linares. 



Don Pedro Hcrtjés contra el Gobierno Xacionai. por reposición 
en el can/o de profesor titular de la Universidad de Buenos 
Aires en la Facultad de Agronomía y Veterinaria. 

Sumario : l v Las relaciones jurídicas derivadas de la condición 
de empleado público (nombramiento, remoción, retribución, 
etc.). de un profesor universitario, no están rígidas p»r d 
derecho común en concepto de locación efe servicios, sino 
|w>r el derecho 

administrativo, y el Estado procede en ellas 
como Poder Público y no como Persona 



2* Eliminada la cátedra de un plan de estudios adop- 
tado pffi la autoridad leg»l. queda fie hecho eliminado eJ 
j:roí.sor que la dicta, siendo inadmisible que un i*>dcr ex- 
traño venga a declarar lo contrario en nombre de un dere- 
cho particular presuntivamente afectado, pues ello impor- 
tan;-, la supeditación e ingerencia d." un poder a «tro y la 
pre va Inicia de un ínteres privado sobre el interés i 
de la institución. 



Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Octubre U de 1930. 

Y Vistos: 

Los promovidos por el cfoctor Pedro Hergés contra la Na- 
ción sobre mt!i<ia<l de ordenanza efe la Universidad Nacional de 
Unenos Aires, nulidad de una resolución del Ministerio de Jus- 
ticia e Instrucción Pública, reintegración en el cargo de profe* 
sor de acuella universidad, cobro <fe sucMos y reconocimiento 
de l>cnef icios inherentes al profesorado universitario; y 

Considerando: 

b Que el actor interrjone «le fs. 1 a 76, demanfla ordinaria 
contra la Nación y solicita se dicte sentencia: a), declarando 
nula la resolución de la Universidad de Buenos Aires fecha 2 
de Agosto de 1926, confirmada por resolución ministerial, por 
la cual se pretenda privarle del cargo de profesor titular de la 
Facultad de Agronomía y Veterinaria y de los sueldos anexos 
a la cátedra, e igualmente se reconozca sin valor la resolución 
del Ministerio de Justicia e Instrucción Pública fecha Noviem- 
bre 30 de 1926 que desechó el recurso de aj>elación interpuesto 
contra lo resuelto por la Universidad; b), resolviendo que con- 
tinúa siendo profesor titular de aquella Facultad y en conse* 
cuencia se condene a la Nación a abonarle los sueldos que como 
tai fe corresponden y dejó de percibir desde Marzo !* de 192!. 
los cuales deben al>ouársc!e hasta que sea repuesto en su cargo 
de profesor; c). declarando que le corresponden los beneficios 
«le que gozan los profesores titulares en ejercicio por aumentos 
«le sueldo y en cuanto al ticm|x> para los efectos «le la jubila- 
ción; d), acordámlole intereses s«»brc las sumas a percibir y eos- 
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2* Que con» fácilmente puede advertirse, el actor trae a 
juicio a ia Nación corno demandada, y |>rocura se declare R» nu- 
lidad de la ordenanza dictada en Agosto 2 de 1936 |"ir la Uni- 
versidad Nacional de Buenos Aires y se declare asimismo la nu- 
lidad de la resolución dictada por el señor Ministro de Justicia 
e Instrucción Pública en Noviembre 30 <le 1926. que desechó el 
recurso' de apelación interpuesto i»r el actor contra lo que lia- 
Lía resuelto la Universidad en Agosto 2 de 1926. 

El suscripto ha tenido oportuni«lad. en Junio 20 de 1927 «ie 
manifestar en un juicio promovido |>or el actor contra la üni, 
versidad Nacional de Buenos Aires sol.ro nulidad de ordenanza 
- (la misma arriba citada) — y cobro «le pésoS. que la justicia 
federal carece de potestad O iniiH.rium" para rever las orde- 
nanzas universitarias corno las que mueven al actor a demandar, 
v menos declarar su nulidad l*»r vía de recurso o de acción, pues 
ón lo «pie concierne al caso de autos, cal» señalar que el nom- 
bramiento y conservación de una cátedra universitaria es materia 
ajena al dcnolio común y no constituye un contrato entre la 
l Diversidad y el profesor. Véase doctrina de los fallos de la 
Lorie Suprima, tomo 99. página 315; tomo 102. página 202. y 
tpiUO 45. |ñ K itia 18% Véase testimonio de fs. 2. 

Manifestó también el suscripto en aquel juicio, que el actor 
decín haber apiado anu- e) l'oder Ejecutivo «le lo resuelto p«.r 
ia Universitlad en la ordenanza impugnatla y que el Ministro 
resolvió desechar el recurso. Si ello es asi. agrégala el suscripto, 
ni? ca&c «luda «ine el Poder Ejecutivo constitucionalmente hablan- 
do. ik> ha adoptaflo decisión al rcs«>ccto. desde «pie una resolución 
ministerial, no significa un «lecrct.. del I*. E. P«>r lo tanto, con- 
cluir, el firmante, cabria traer a cuenta sobre el jwrticular. lo «pie 
establece la Suprema Corte en el fallo «leí tomo 124. página 299. 
Véase testimoni«> «le fs. 2 vta. 

En opinión «leí «pie suscruV la sitii:.ción no ha vari:id<» dcs- 
■ lc aquélla Oportunidad, basta lo presente, a no ser el cambio de 
entidad dt mandada - la Nación — y la venia legislativa para 
i raerla a juicio. 
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Mantiene el Juzgado su modo de ver en lo referente a que 
no es posible declarar la nulidad de la ordenanza dictada con fe- 
cha Agosto 2 de 1936 por la Universidad de Buenos Aires y 
mantiene también su afirmación, de que .una resolución minis- 
terial, como la de Noviembre 30 de 1936 — aludida a fs. 4 — 9 
no significa constitucionaltnente haMando, una decisión del Po- 
der Ejecutivo. 

Si la ordenanza de Agosto 2 de 1920 hubiera sido apro- 
Uncla por el Poder Ejecutivo, o si a su respecto, éste hubiera 
adoptado por decreto, alguna resolución que implicara solida- 
rizarse con ella en cualquier forma» es evidente que se habría 
suscitado el caso determinante de la intervención de la justicia 
federal, desde que entonces habría llegado la oportunidad de exa- 
minar si el actor estuvo bien o mal eliminado de su cátedra, si 
la Facultad de que formaba parte ajustó o no a la ley, estatuto, 
justicia, equidad y rectitud sus procederes, si la Universidad se 
condujo o no en igual forma, etc., pues en definitiva todo ello 
podría haberse examinado en virtud de haber servido de base o 
fundamento para que el Poder Ejecutivo se pronunciara dan- 
do por bien hecho todo lo actuado, con to cual, ¡a Nación habría 
podido ser traída a juicio jiara exigirsele la rqiaración corres- 
pondiente 

Si en vez de conformarse el actor con la escueta resolu- 
ción ministerial aludida a fs. 4, hubiera perseguido un pronun- 
ciamiento del Poder Ejecutivo, mediante decreto del Presidente 
de la Nación y Ministro respectivo que contemplara su recla- 
mación, y rechazada ésta reproduciendo o no los términos de la 
resolución ministerial, recién el actor se hallaría en condiciones 
de acudir ante la justicia federal, en razón de que ya no le que- 
<laria posibilidad de que el Poder Ejecutivo le reconociera sus 
derechos y en consecuencia, la justicia federal podría dictar la 
decisión |iertinente con toda amplitud. Véase doctrina del fallo 
de la Corte Suprema, tomo 124, página 299. 

De lo expuesto se desprende, que no se podría declarar ju- 
dicialmente, en este juicio contra la Nación, que ésta debe con- 
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timiar omsiderando al actor como profesor titular de la Facultad 
de Agronomía y Veterinaria de la Universidad de Buenos Aires, 
dcsile que no es posible salwr con exactitud si la Nación por in- 
termedio de su preciso organismo constitucional correspondien- 
te, le ha <lesconoc¡do al actor su carácter de profesor titular con- 
ferido |*>r decreto de Junio de 1907. Véase doctrina del tallo 
de la Corte Suprema, tomo «0. página 202. 

lis indispensable por consiguiente, promedie una decisión del 
poder Ejecutivo, que permita inferir fundadamente que le des- 
conté al actor la calidad de profesor con que lo ha investido, 
para |>oder apreciar en un juicio contra la Nación si ese desco- 
nocimiento lia sido adoptado di conformidad a lo que preceptúa 
la Constitución, la ley y el estatuto universitario, examinar si se 
observaron o no en d caso del actor los requisitos establecidos 
par* la cesantía de profesores, anali/ar si el procedimiento se 
ajustó n no a las normas expresamente consagradas en la legis- 
lación y reglamentación positivas ¡mra tales casos y declarar, en 
fin. si asiste derecho, justicia y razón al actor en sus preten- 
siones. 

1.a circunstancia «le que tanto el actor como el señor Pn>- 
eurador Fiscal, no hayan puesto efe relieve la situación estudiada, 
no priva al suscripto de hacer mérito de ella y decidir lo que en- 
tiende corresponde en el caso presente, ya que no es posible ol- 
vidar qtu si bun es cierto que lo» jueces del »en resolver los 
pleitos seyúu la intención formal de las partes, de acuerdo con 
lo alegado y prol>ado, prescindiendo «le los ápices del derecho, 
no es nnnos cierto que jefe) cuasi contrato de la litis conhstalio 
tiene que resultar con suficiente claridad la relación de dere- 
cho entre las partes litigantes y en este pleito se advierte que la 
entidad Xación. j>or órgano de su representante constitucional 
y legitimo, vale decir, el Podér Kjecutivo. no ha realizado el acto 
necesario e hulisperu*bíe. esto es, el desconocimiento de los de- 
i .cho> que invoca el actor creando asi el "caso" que permita la 
¡ romoeión de un juicio y su respetiva decisión f»or la justicia 
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federal de acuerdo a lo establecido en el art. 2\ ¡nc. & de la 
ley número 48. 

I-a Nación no ha sido parte en los hechos que motivaron la 
demanda de fs. 1 a 76: luego, pues, si la demanda se caracterial 
por lo que se pide, si el actor solicita se resuelva que continúa 
siendo profesor titular y que la Nación le alione sueldos, le reco- 
nozca U-ncficios y |Kigue intereses, no será |M>sible en este juicio 
pronunciar tina sentencia que declare obligada a la Nación a 
reconocerle al actor su carácter de profesor y Iwncficios inhe- 
rentes y le pague sueldos con intereses, toda vez que no ha dado 
motivo calxd jwra ser demandada hasta el momentu de iniciarse 
la acción que iodo eso insigue contra ella, y no |>odria |x>r lo 
tanto, darse cumplimiento a lo dispuesto en el art. 13 de la ley 
número 50 en cuanto a fijar a la Nación como |>ersona con- 
denadá. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: declarando que 
la Nación no ha podido ni debido ser traída a juicio j>or el actor 
doctor Pedro ilergés. a los efectos expresados en el primer con- 
siderando, en virtud de no existir fundamento constitucional y 
legal que permita su|»oncrla res|>onsalile y obligada hacia el ac- 
tor. Llámase la atención del actor y letrado patrocinante acerca 
de lo inconveniente de ciertas apreciaciones contenidas en el ale- 
gato corriente dé fs. 444 a 654 y remuérdeseles que tienen el 
deber de guardar resjieto a los funcionarios públicos, y denun- 
ciando eti ese alegato halarse cometido los delitos de falsedad. 
usurjKición de autoridad, ocultación de documentos, etc.. pin- 
gase tales circunstancias en conocimiento del señor Procurador 
Fiscál a los efectos que hubiere lugar — art. 164 del Código de 

penal. — Saúl M. Escoltar. 
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SENTENCIA W. LA CAMARA FEOKRAI. 



Buenos Aires, Abril 1' de 1932 



Vistos y Considerando: 



«I juicio en esta instancia: 

en realidad un acto del 
I demandante y que pueda dar fundamento a una de- 
manda contra la Nación. 




inconducente la a^rtura de la causa a 
prueba en esta instancia y asi se declara. 

En cuanto al fondo de la cuestión: por sus fundamentos 
se confirma la sentencia apelada de fs. 702 que declara qtte la 
Xacipn no ha i>odido ni debido ser traída a juicio por el actor 
doctor Pedro Bergés a los efectos expresados en el primer con- 
siderando, en virtud de no existir fundamento constitucional y 
legal que (termita suponerla responsable y obligada hacia el actor. 

En cuanto a! llamado de atención del actor y letrado patro- 
cinante hecho |K>r el "a qtto" rendándoles que tienen el deber 
de guardar respeto a los funcionarios |>úblicos. tales observa- 
ciones no son afables de acuerdo con lo resuelto por el Tri- 
en casos análogos y así se 




la naturaleza de la cuestión resuelta aliónense las 
costas de ambas instancias en el orden causado. — Carlos del 
Computo. — Marcelino Escalada. — B. A. Nácar Anchorcm. — 
José Marcó. 
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Buenos Aires, Noviembre 7 de 1932. 



Y Vistos; 



Que en los presentes autos seguidos en juicio ordinario con- 
tra el Gobierno de la Nación, el demandante pide que se le re- 
linga en la Facultad de Agronomía y Veterinaria de la Univer- 
sidad de Buenos Aires, en el ejercicio de la cátedra que tenia y 
de la cual fué privado arbitrariamente el 1» de Marzo de 1921. 
a cuyo efecto deduce nulidad contra la resolución del 2 de Agos- 
to de 1926. dictada i»r el Consejo Suprior de la Üniversidad, 
que confirma esa medida, asi como del decreto del Ministerio 
de Justicia e Instrucción Pública del 30 de Noviembre del mismo 
año. por el cual se desechó el recurso que el interpuso de esta 
última resolución. Pide, además, que se Je reconozcan y manden 
iwgar todos los suelítos que dejó de |*rcibir desde aquella fe- 
cha, con los aumentos que hubieran tenido lugar, v también se 
declare el derecho a computar el tiempo transcurrido a los efec- 
tos de la jubilación como si hubiese estado en el ejercicio del 
cargo. Solicita, asimismo, que se dejen a salvo las acciones que 
le comben por los daños y iK-rjuicios matcrhilcs o morales que 
ha experimentado, tanto respecto a la Nación como a los fun- 
cionarios que hayan concurrido a producir los hechos, con más 
los intereses y costas. 

Que c<»no se observa |»or lo expuesto, el objeto principal 
de la (Un unida es reclamar la reintegración del actor a su cargo 
de profesor en aquella Universidad, del cual cree ha sido pri- 
vado en contra «le disjwsiciones legales que garantizan su inamo- 
vilidad. y. como consecuencia, las reparaciones |iecuniarias a 
que se ha hecho referencia. 

Oue el cargo «le que se trata es de aquellos que directa «. 
indirectamente tk|)cn«len «leí Poder Ejecutivo, contó «pie está en 
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trc el personal administrativo de la Nación, cuyo nombramiento, 
secación p cesantía ha sido librado a! arbitrio de este J>oder 
de Estado, con arreglo al principio de la división e independen- 
cia de las tris ramas del Gobierno (art. 86. incisos V y 10 de 
la Constitución ) . Sea que se trate de una destitución o de una 
simple cesantía |>or no ser ya requeridos los servicios del em- 
pleado, la cuestión entra en la órbita de las atribuciones propias 
de! Poder Ejecutivo, aun en el caso que se alegara la transgre- 
sión de leyes que reglan el procedimiento para organizar la ad- 
ministración ; pues, no habiendo en ello un derecho particular 
lesionado, sus responsabilidades solamente pueden hacerse efec- 
tivas en el juicio político. La justicia no tiene mía misión tu- 
telar respecto al Poder Ejecutivo en el manejo de la cosa pú- 
blica. Y cuando este poder nombre, remueve o declara una ce- 
santía, procede como eniidad pública, encargado de «lar las di- 
rectivas «pie crea conveniente a los negocios de Estado, y no 
como persona jurídica o entidad del derecho privado. 

Sus relaciones de 'derecho entre aquella entidad y el em- 
pleado público, no nacen «le un simple contrato civil de libra- 
ción de servicios, sino de un acto de imperio o «le mando, en 
virtud «leí cual, sin ningún acuerdo previo, el listado inviste al 
empicado nombrado dé la función pública, reglamentada por le- 
ves, decretos y disi*»sici<>nes del suprior que le marcan sus <le- 
hen s. atribuciones y derechos y que constituyen en su conjunto 
el derecho administrativo «pie le es aplicable. (Notas del Código 
Civil a los arts. 3? y 35 J. 

Así lo ha declarado esta Corte Suprema. (Tomo 99. pág. 
*>9:tomo Í26, pág. 62). 

Je/e. en su obra «le Der«vho Administrativo <pág. +16), 
atiene el mismo principio y cita las glabras de Tartlieu con 
(lité explica en <]tté sentido el Consejo «le litado ha considerado 
las relaciones del Gobierno con los empleados. "Seguramente — 
íficc tío se trata pura y simplemente del contrato de tralwjo 
del Derecho Civil. A diferencia «le lo «pie ocurre en Derecho 
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privado, las partes no tratan en un mismo plano. El Estado se- 
ñala a su gusto? y en vista del mejor funcionamiento ]>osihlc 
del servicio público, las diversas cláusulas del contrato. Deter- 
minan nn ¡lateralmente, sin discusión ni previo acuerdo con los 
aspirantes a funcionarios. los derechos y obligaciones que ha- 
brán de tener sus agentes. Fija igualmente los sueldos, las ven- 
tajas, las pensiones, las licencias, las correcciones disciplina- 
rias, el procedimiento para su inifK>sición, por mera decisión de 
su voluntad. Y no solamente incumlie al Estado determinar uni- 
taterabnente las condiciones del empleo, sino que aun se reserva 
el derecho de modificarlas en la ejecución del mismo,. . Final- 
mente, posee también el Estado derecho de suprimir el ser- 
vicio y. |x>r consiguiente, el cargo../*. 

Oue esta tesis es igualmente exacta, ya cuando el P¿ Ejicu- 
tivo procede directamente, como jefe de la Administración, ya 
cuando lo hace por intermedio de los organismos que la ley ha 
creado para el manejo de determinados intereses, con más o me- 
nos autonomía, juro siempre bajo la alta dirección y superinten- 
dencia del mismo, como es el caso de las Universidades Nacio- 
nales, encargadas de orientar y dirigir la instrucción superior e 
investidas |>or la ley llamada Avellaneda de extensos poderes. 

Entre éstos está el de que cada Facultad, organismos com- 
jionentes de aquéllas, debe proyectar y sancionar sus planes de 
estudio, creando o suprimiendo asignaturas, según lo crea con- 
veniente, con la aprobación del Consejo Suprior de la Univer- 
sidad. (Inciso +\ articulo 14 de los Estatutos. Decreto 11 de 
Septiembre de 1918. Inciso 4*. articulo 1*. ley número I.V>7). 

Oue cuando un organismo de esta naturaleza declara «.ue 
un servicio público no es necesario, en este caso, una cátedra, o 
que debe sulwtancia!mcnte modificarse en el nuevo plan de estu- 
dios, aprobado por la autoridad superior, es inadmisible que un 
poffcr extraño, venga a declarar lo contrario en nombre de un 
derecho particular presuntivamente afectado, como seria la re- 
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renda de aquél en funciones ajena» a su competencia técnica, 
sino que sería hacer prevalecer un interés privado sobre el in- 
terés superior de la institución misma, l-as cátedras no se crean 
ni s t mantienen para el servicio o beneficio del profesor. |M>r 
buenos y respetables que sean sus títulos, sino para res|»on<ler 
a los altos propósitos encomendados al cuidado de la Universidad, 
compuesta I*»r hombres espectátizados en las diversas ramas de 
las Ciencias y de las Artes que ellas abarcan. 

Eliminada la cátedra del plan de estudios adoptado ¡> r la 
autoridad lejjal, queda de lucho eliminado el profesor que la 
dietaki. sin que ello impím una destitución, ni un agravio mo- 
ral o mal erial. 

Es lo qtte en este caso ha tenido lugar. El doctor Herpes 
dictaba la cátedra «le Higiene en la Facultad de Agronomía «le 
la Universidad de Hítenos Aires hasta 1921. año en que fué su- 
primida, con aprobación del Consejo Superior, y quedó así ce- 
sante. Entablada la reclamación del casi» pajf el profesor, fué 
desestimóla primero por la Facultad y después jnir el Consejo 
Sujvrior en sesión del 2 de Agosto de 1926. (Véase acia de 
fs. 6). Con esto. quedaba concluida la cuestión. 

Se ha alegado que es inconstitucional la facultad acordada 
por la ley Avellaneda a las Universidades para proyectar, .san- 
cionar o modificar los planes de estudios de sus Facultades res* 
pectivas. p.»r cuanto corresponde esta función al Congreso por 
precepto del art. 67, inciso 16 de la Constitución. 

Las razones exjHiestas extensamente por el Ministerio Fis- 
cal en primera instancia, demuestran la inconsistencia de la oli- 
servaeión . 

Kl texto <le esta cláusula constitucional no ha jwidido ser 
interpretado tu el sentido de que el Congreso, de composición 
numerosa; y de procedimientos lentos, donde falta el elemento 
técnico especializado en la diversidad de los altos estudios, sea 
el que. año pcff ano y momento jx>r momento. del*a otar preocu- 
pado de dictar planes de estudio para todas las Facultades o Ins- 
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lo : j el * 

ha entendido que cumplía su misión 
lincamientos dinerales dentro de lo» cuales debe desenvolverse 
la instrucción suprior al sancionar una ley orgánica como la 
mencionada, en donde están trazados aquellos y en donde se crean 
los organismos adecuados a tales fines, sin perjuicio de que las 
Cámaras Legislativas, en cualquier momento, puedan dictar las 
providencias que crean conveniente a su mejor dirección. Esta 
ley lleva ya cuarenta y siete años de respetuoso acatamiento, lo 
que al Higa en pro de su consistencia. (Véase "Diario de Sesio- 
nes" C. D-, año 1884, y Fallos: Tomo 148. jiág. 430*. 

Es de hacer notar que, al tomarse por ía Universidad aque- 
lla resolución, confirmatoria de la cesantía del doctor Bergés, 
se adujo que el nombramiento de este profesor en 1907 en la 
cátedra de Patología del Instituto de Veterinaria, fué cuando 
éste dependía directamente del Ministerio de Agricultura y por 
lo mismo no estaba comprendido en las garantías de la ley Ave- 
llaneda. Que después, cuando fué incorjiorado a la Universi- 
dad de Buenos Aires en 1909, d profesorado del Instituto debió 
ser confirmado por los procedimientos establecidos en esta ley, 
como lo fué en parte, elevando las ternas al P. Ejecutivo jíara 
su nombramiento. Que respecto al profesor Bergés no se siguió 
este procedimiento, razón por la cual no se podia considerar re- 
gularizada su situación. Que en 1912 se suprimió la cátedra de 
Patología y recibió el encargo verbal del Decano de dictar la de 
Higiene, sin protesta de su parte. Y que con este título precario 
dictó su cátedra hasta la reforma «le 1921, que produjo su ce- 
santía. 

Cualesquiera que sea el valor que tenga esta última conside- 
ración y prescindiendo de ella, es lo cierto que el P. Judicial no 
puede, sin extralimitarse en sus facultades, intervenir en el go- 
bierno de una Universidad Nacional, revocando la resolución to- 
mada «le acuerdo con la ley y sus reglamentos en que «leclara 
cesante al profesor. No hay en una resolución de esta natura- 
que im|>orte la lesión del derecho privado que pue«la 
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requerir el amparo de la justicia» como no hay en las cesan- 
tías que a diario se declaran en la Administración por razones 
de interés público o de mejor servicio. Tanto más. cuanto que 
el nombramiento en 1907 <lel doctor Bergés, que invoca, no te- 
nia ni t>odía darle el carácter, siquiera fuera relativo, de inamo- 
vible en sus funciones, siendo como cualesquiera otro de los que 
el P. Ejecutivo acuerda de ordinario. 



Por estas consideraciones: 



Se confirma la sentencia de fs. 746. l.as costas |*>r el orden 
ado, dada la naturaleza del asunto. 

Xntifiquese y devuélvanse al Tribunal de origen, donde 



Roilf.KTO RllPKTTO. — R. Gt'IDO 
La VALLE. — Jt'LlÁN V. PKkA. — 

Luis Linares. 



Don Polkarfo Rltis d- los Ututos contra 
sobre cobro de pesos. 



Nacional, 



Sumario: Xo existiendo suficientes elementos en autos |«tra de- 
uTininar la cantidad y valor «le los materiales de propiedad 
del actor que fueron empleados por la Nación en la construc- 
ción de un camino, del* deferirse al 
de aquél, la apreciación de su 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 



Buenos Aires, Diciembre 31 de 1030. 



Y Vistos; 

Los promovidos por Policarpo Ruiz de los Llanos contra la 
Nación jK>r cobro de pesos; y 

Considerando: 

P Que el actor manifiesta en su demanda de fs. 22 que la 
Nación por intermedio de sus agentes, ha extraído más de cien 
mil metros cúbicos de piedra de siete canteras de un terreno 
«le propiedad del actor, sin consentimiento de éste, para utili- 
zarla en la construcción del camino público que cruza su finca 
denominada Cuesta del Obispo o Tipal. en el Dqartamen:o de 
Chicoana, provincia de Salta. 

Alude al fracaso de su reclamación administrativa tendien- 
te a lograr el pago de la cantidad de ocho mil |)esos moneda na- 
ckmal. en que estima el valor de la piedra extraída y rebate di- 
versas argumentaciones que formuló la administración nacional 
en el reclamo de referencia; sostiene que su caso no está regido 
|K>r la ley provincial de Salta y afirma que ese derecho está re- 
conocido |xir diversos artículos <lel Código Civil que menciona. 

Solicita se condene a la Nación a pagarle el valor de la 
piedra extraída de sus canteras, el cual se determinará |H>r apre- 



Contesta el señor Procurador Fiscal \n>r la Nación, la de- 
manda a fs. 29. expresando que el actor era principal interesado 



en la construcción del camino y ofreció verbalmente al ingeniero 
Cornejo nula clase de facilidades, entre ellas la provisión de 
piedra. 
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Señala que la piedra empleada en el eamino, se extrajo del 
terreno del mismo y que <le las tituladas siete canteras que men- 
ciona el actor, no se extrajo más de cincuenta metros cúliicos 
de piedra suelta de valor insignificante. Dice que para extraer 
lo que expresa el actor, habría súlo necesario instalar maquina- 
rias eluviales, lo que no ocurrió. Agrega que se trata de una 
región montañosa, de piedra aluindante. il la que tm camino 
cnnio el de referencia sólo reporta beneficios al actor y habi- 
tantes del lugar. 

Solicita en definitiva se rechace la demanda, con cortas. 

2* Que al resolver el suscripto el presente litigio, tiene en 
cuenta qut el actor reclama el precio de cien mil metros cúbi- 
icos de piedra, que dice extrajo la Nación sin su consentimiento 
de siete canteras abiertas exprofeso en stt heredad. 

l«-t Xación negó esos extremos al contestar la demanda, y 
con el prepósito de probarlos el actor acudió a la prueba testt- 
munial que obra en autos de fojas 42 a 54 y «! a 74. 

Esas declaraciones no determinan ni con mediana aproxi- 
mación la cantidad, peso y cantidad de piedra extraída, ni el 
númi ro de canteras. 

De ellas se desprende, en cambio, que se trata de un paraje 
en el que abunda la piedra suelta y adherida al suelo en j*ro- 
I m »rci« mes considera! Jes. 

V.w estas condiciones, tomando en cuenta el contexto de So 
declarado en autos |»or el ingeniero Cornejo, lo actuado en el 
exjn cliente administrativo adjunto y cuanto se expresa en la con- 
testación a la demanda, será factible recontar lo establecido en 
la constante jurisprudencia del Juzgado. Cámara y Corte Su- 
prima, a los fittes de dejar sentado que el actor merece en prin- 
cipio una indemnización del valor de la piedra que haya podido 
tomarle la demandada, de conformidad con lo que preceptúan los 
artículos 4%. 499. 50.1. 505. 2506. 2511. 2513. 2515. 2516. 2518. 
2521". 2522. 2523 y concordantes del Código Civil. 
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En cuanto a la fijación del valor de esa indemnización, catie 
señalar que no hay constancia en autos acerca de la calidad y 
cantidad exacta de la piedra en cuestión, |ior lo qtte crarespon- 
derá hacer regir el tcmjx a ramento preconícelo en el artículo 220 
del Código de Prendimientos de la Capital. 

Por las consideraciones que preceden, falle»: declarando que 
la Nación está obligada a pagar al actor Poltcarpo Rtiiz de los 
Llanos, en concej>to del valor de la piedra extraída de la finca 
a que se refiere la demanda, la cantidad que el citarlo jure den- 
tro de la de un mil pesos moneda nacional, que se fija como li- 
mite máximo del juramento cstimatorio que se le defiere. Sin 
intereses sobre la suma que resulte, j»or no halterios solicitado en 
la demanda. Costis por su orden atenta la naturaleza de la cau- 
sa. Xotifiquese. re|M»ni;as.- el sellarlo y oportunainente archíve- 
se, previa devolución riel e\|tediente administrativo adjunto a mi 
procedencia. — Saúl *!/. Escobar; 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1932. 

Estos autos seguidos por don l'olicarpo Kuiz de los Lla- 
nos contra la Nación, por cohro de j>eso$. 

Considerando: 

Oue el aclor no ha prokido la cantidad, clase, ni valor dé 
la piedra que se extrajo de su campo. ]>ara la construcción de U 
carretera que cruza su finca sita en C'hicoana. Provincia de 
Salta. 

Oue es indudable que el actor se ha lineíiciado con Ja 
construcción de ese camino, |>or el mayor valor que éste produjo 
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en su finca, lo <|tte explicaría que el Gobierno le cobrara trd lie- 
m ficto aunque éste no alcanzare a cubrir el costo del camino. 

< w >ue el demandado confiesa habrr extraído cincuenta me- 
tros cúbicos, pero nada reclama por el mayor valor a i|tte se hace 
referencia. |>or lo que este fallo del* limitarse a fijar el valor 
de la piedra. Y como de autos éste no resulta probado corres- 
ponde <leferirlo al juramento del actor, como lo resuelve la sen- 
tencia a|>e1ada. 

Por ello y fundamentos concordantes, se confirma la sen- 
tncia de fs. 9|i en cuanto declara que la Xación dcl>e pigar al 
actor Ja suma dentro de la cual éste jure ser el precio de ¡n pie- 
dra, y se la modifica en su límite máximo cute se fija en dos- 
cintos pesos moneda nacional, sin intereses. ]w>r no lialierlos de- 
mandado, y sin costas, en atención a la naturaleza de la causa 
y al resultado del pleito. Devuélvase. — Carlos del Campillo. — 
fí. Ai Nácar Anchorena. — Rodolfo S. /vrrer. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1932. 

Y Vistos: 

Los presentes autos seguidos |wr don l k olicar|>o Rut?, de 
los Llanos, contra la Nación. por cobro de pesos; y 

Considerando: 

<Juc la acción intentada p$r el actor en el sul> jitdice. tiende 
a obtener ck* la demandada el pago de la piedra extraída de su 
linea 'Cuesta del < tttfspo" o "Tipal", Departamento de Chicoana. 
Provincia de Salta. |wra la construcción del camino nacional 
proyectado, que atravesando su propiedad, se dirige hacia loé 
valles calcbaijiiies. 
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Qxíl- si bien de la pruel» aportada, como asimismo de las 
propias manifestaciones de la demandada, se infiere, que en la 
construcción de <licho camino y demás ohras accesorias, se apro- 
vechó de la i«edra existente en propiedad del actor, caite olwer- 
var, que ante la disparidad de opiniones de |>artes respecto a su 
cantidad y valor, como así también, la falta de elementos en autos 
ixira qiK- el tribunal pudiera determinarlos, se impone la solu- 
ción a que llegan sobre el particular las sentencias de primera 
y segunda instancia, en cuanto defieren al juramento estimatorio 
del actor la apreciación de su importe. (Art. 220, C. de P.). 

Que es de hacer notar asimismo, que si el actor a cuyo car- 
go se hállate el ontis probandi en presencia de los términos en 
que la acción fué contestada, no aportó como ya se lia e 
ningún elemento que sirviera de Iwse jara apreciar 
nar el valor <le su crédito, esa circunstancia delw lógicamente re- 
dundar en su perjuicio, como una consecuencia de aquel prin- 
cipio. 

I£n su mérito se confirma la sentencia recurrida de fs. 106. 
Sin costas asimismo en esta instancia, atenta la naturaleza de la 
cuestión detiatitla y la solución que redi*?. Notifiquese y «le- 
al Tribunal de su procedencia, donde se re|x>ndrá el 

Roberto Repetto. — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Sacarna. — 
Julián V. Pera, 





Señores Bonmmti y Compañía contra el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, por cobro Je pesos. 

Sumario: V 9 A los efectos de determinar en un juicio el fuero 
federal. del>e considerarse una sociedad anónima constitui- 
da en el extranjero, aunque fuera reconocida como tal |»r 
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el Poder Ejecutivo, corno persona extranjera, ya que de 
acuerdo con el índice de interpretación que <!a el artículo 
9» dé la ley número 48, es el lugar de su creación c! que de- 
termina presuntñ. mente juris el de jure, su 

2* Xo procediendo el fuero federal i>or distinta 
'dad, sino cuando ambos litigantes son argentinos, delie 
desestimarse en un case», la defensa deducida y fundada en 
aquella circunstancia. 




Caso : Lo 



■ 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 



Tucumún, Diciembre 10 de 1931. 



Y 



lM excepción de inca 
por el a|MHlerado de la 




Considerando 



Que |Kira que surta el fuero federal, no hasta la distinta 
vecindad de los litigantes, se hace necesario e indispensable, que 
anil«»s sean argentinos (Jurisprudencia de Tucumán. tomo V, 
página 474). 

Que la expresión de "distinta vecindad" se refiere sola- 
mente a los ciudadanos argentinos (Jur. de Tucumán. tomo V. 
página W>. 

Que probado como lo está en autos, que los miembros com- 
ponentes de la razón social adora son argentinos, ya que esta 
nacionalidad K- ha sido aceptada en forma expresa \x>t la parte 
demandada, fs. 22, y ésta lo es extranjera |*>r tener su sede 
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principal en Londres, como lo acredita el testimonio glosado de 
fs. 29 a 35. la competencia de este tribunal es indiscutible atento 
a las jurisprudencias ya citadas y a las consignadas en !os to- 
mos II! y I!. páginas 447 y 710. resistivamente. 

Oue habiendo aceptado en numerosos casos por jjartc del 
a|MKkrailo d¿ la com|>ama demandada la jurisdicción ordinaria, 
se hace más inaceptable la evcejH'ión opuesta, razón |>or la cual 
y atento a los fundamentos aducidos |*>r el actor en su escrito 
«losado a ís. 23 a 26, resuelvo: rechazar, con costas, la excq>- 
ción de incomjMencia de jurisdicción opuesta por el represen- 
tante del P. C. C. Argentino, en !a ejecución que por cobro de 
pesos le sigue Monnanni y Cía., y ordenar en consecuencia a la 
empresa demandada conteste drcchaiiKntc la demanda. Hágase 
salier. — Mendosa Padilla. — Ante mí: l : ¡lemán Robles. 



DICTA MKX DEL FISCAL DE CÁMARA 

Excma. Sala: 

Por tratarse de una sociedad comercial argentina con domi- 
cilio en Tueumán, que demanda a una entidad comercial extran- 
jera con representación central en la Capital Federal, ejercitando 
una acción |>ersoiiaI emergente de contratos de tran^xirte cum- 
plidos o a cumplirse en esta provincia, fija la jurisdicción de los 
tribunales locales, en virtud de lo dispuesto i»r el art. 2», inc. 
2* de mostró Coligo de Procedimintos en lo Civil, y los con- 
signarlos en los arts. 187. 188 y 205 del Código de Comercio. 

L*a circunstancia de ser la sociedad anónima demandada ex- 
tranjera como está proludo. con domicilio central en Rueños 
Aires y la actora argentina domiciliada en Tueumán, no crea la 
jurisdicción federal y la aplicabilidad del art. 100 de la Consti- 
tución Nacional y art. T de la ley nacional min.cro 48. jxjr cuan- 
to la interpretación del vocablo 'Vecindad" que en ellas r*c em- 
pica, se refiere a la nacionalidad argentina, según lo establecen 
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reiteradas y conocidas jurisprudencias de la Suprema Corte Na- 
cional, de los Tribunales de !a Capital y de esta provincia, na- 
cionalidad en la q«e no se encuentra comprendida la Central Ar- 
gentino Raihvay l.imited. constituida con personería jurídica, ca- 
pitales, cuerpo <le administración, asamblea de socios y domici- 
lios constituidos en la ciudad de Londres por no contener Jos 
requisitos establecidos en el art. 286 del Código de Comercio j«- 
ra ser considerada como sociedad nacional. 

Por estas consideraciones y los fundamentos del fallo re- 
currido, soy de opinión que procede su confinnación. — .-/. B, 
Colambres, 



SENTENCIA DE t.A CÁMARA DE APELACIONES 



Tucumán, Abril 27 de 1932. 



V Vistos: 



El revurso de apelación interpuesto a fs. 46 en los autos: 
'•Jkmnanni y Cía. contra el F. C Central Argentino, sobre co- 
bro de ]*sos"; y 



Oiie la ley nacional <*i0u2 que autorizó la fusión de los fe- 
rrocarriles Buenos Aires al Rosario y Central Argentino no pue- 
de en manera alguna alterar a los efectos del fuero, la clara 
disposición contenida en el art. 206 del Código de Comercio, mo- 
dificado |>or la ley nacional 3528 <le Septiembre 30 de 1897. 

Oue siendo esto asi, no habiéndose prohado los requisitos exi- 
gidos |n»r el texto legal arriba citado, para que la empresa de- 
mandada pueda ser considerada como de nacionalidad argenti- 
na, por ello y consideraciones aducidas |>or el Ministerio Fiscal a 
fs. 58. corres|»onde confirmar la sentencia arlada, y así si 
clara. 
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Que en cuanto se refiere a los honorarios regulados at le- 
trado R. Martínez Zavalía. estimados por el Juez 'a quo" en la 
suma de trescientos pesos mh. y arlados |x>r altos, en atención 
a la naturaleza de la incidencia y trabajo profesional realizado, 
es justo y equitativo reducirlos a la cantidad de doscientos pe- 
sos moneda nacional. 

Que en cuanto respecta al recurso extraordinario para ante 
la Corte Suprema Nacional, interpuesto por la empresa deman- 
dada antes de la sentencia definitiva de segunda instancia, no 
estando autorizada por la ley. la apelación anticijiada y condi- 
cional de las resoluciones judiciales, salvo el caso del art. 783 del 
C. de Procedimientos Civiles, no ha lugar. 

Por lo tanto se resuelve: t, confirmar con las costas del 
recurso la sentencia afielada corriente a fs. 44. cuya parte dispo- 
sitiva dice: "rechazar, con costas, la excepción de inconi|ieten- 
cia de jurisdicción opuesta j>or el representante del F. C. C. Ar- 
gentino, en la ejecución que por cobro de |»esos le sigue Bonnanni 
y Cía., y ordenar en consecuencia a la empresa demandada, con- 
teste derechamente la demanda"; II, reformar la regulación de 
los honorarios del al>ogado R. Martínez Zavalía fijada |»r el 
aefior Juez "a quo H en trescientos pesos mjn. f bajándolos a dos- 
cientos: III, no hacer lugar' al recurso extraordinario. Regú- 
lansc en esta instancia los honorarios de los abogados R. Mar- 
tínez Zavalía y A. C. Padilla y procurador B. Centeno, en ochen- 
ta, sesenta y treinta pesos m/n.. respectivamente. Hágase salnr. 
— Luís A. Moyana. — C. Alberto de la Vega. — M. Usando 
Borda. 

ALTO DE m CÁMARA DE APELACIONES 

Tucumán, Abril 16 de 1932. 

Autos y Vistos, en acuerdo extraordinario: 

Kl recurso extraordinario interpuesto por el procurador B. 
Centeno en los autos "Bonnanni y Cia. contra F. C. C. Argyn- 
sobre cobro de pesos*'. 
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Considerando: 

Que habiéndose discutido el alcance e interpretación de las 
leyes nacional, s números 48 y 6062, el recurso extraordinario pa- 
ra ante la Corte Suprema Nacional procede, y así se declara. 

I'or tanto, se resuelve: conceller el recurso extraordinario 
para ante la Kxema. Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
interpuesto por el procurador Benjamín Centeno. 

Repúlanse los honorarios del doctor V C. I Valida y de! 
procurador II. Centeno, en cuarenta y veinte pesos m|n. Hágase 
saber. -- Luis ./. Moyana. — C. Alberto de la tfcgff. — M. LU 
sondo Horda. 



DICTAMEN l>KL PROCURADOR GENERAL 

Suprema G»rte: 

Los señores Bonnanni y Cía. interpusieron demanda contra 
la empresa del Ferrocarril Central Argentino, ante los Tribu- 
nales ordinarios de la ciudad de Tueumán. y de acuerdo con lo 
que dispone el art. 205 del Código de Comercio, solicitaron fue- 
ra notificado el jefe de la estación de la mencionada ciudad. 
La empr.sa detmndada dedujo la éxéepctón de incompetencia 
de jurisdicción sosteniendo que correspondía conocer e?* dicha 
demanda a los Tribunales federales. jn>r razón de la distinta \v- 
cimlad, iladó que los actores mtá argentinos y estaban domici- 
liad»* en la referida provincia, y la empresa demandada, «pu- 
es una compañía argentina, tiene su domicilio en la Capital Fe- 
dera!. Rechazada la excejjción <letlucida. la empresa demandada 
interpuse el redirá extraordinario para ante Y. E. que fué de- 



DC LA NACIÓN 



287 



clarado procedente en atención a halarse desconocido un pri- 
vilegio amparado en una ley nacional. 

En todos los casos análogos al de autos que han sido traí- 
dos a conocimiento de V. E., se ha declarado que al establear 
d art. 305 del Código de Comercio que las acciones que resulten 
del contrato de transporte por caminos de hierro |>odrán ser de- 
ducidas ante la autoridad judicial en que se encuentre la esta- 
ción de partida o la de arribo, se ha referido a la autoridad con 



tratándose de una empresa ferroviaria que delie ser reputada ar* 



gemina y vecina de la Capital de la Rt pública en que se halla 
establecida (art. 9* de la ley 48, art. 90. inc. 4° del Código Civil) 
y vecinos de la provincia en que se promovió el pleito, éste co- 
rresponde al fuero federal, de acuerdo con lo que prescrilx: el art. 
2*. inc. 2> de la ley número 48 y art. 1* de la ley número 1467 
(Fallos, tomo 96, página 279; tomo 113, inginas 10 y 235; y 
tomo 115, página 215). 

En el mismo sentido resolvió V. E. que un interdicto enta- 
llado contra una empresa ferroviaria domiciliada en la Capital 
Federal |K>r una institución municipal con asiento en una pro- 
vincia, es de la competencia de la justicia nacional (Fallos, to- 
mo 147, página 304). 

En su mérito, pido a V. E. se sirva revocar la resolución 
apelada, declarando (pie la causa corrcs¡>ondc al conocimiento 





Horacio R. Larrcta. 
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recurso extraordinario deducido contra la sentencia dictada jxir 
la Cámara tk Ajiclaciones de lo Provincia de Tucumán: y 

Considerando: 

Que la demanda de fs. 13 deducida por la sociedad comer- 
cial Honuanni y Cía., vecina de la ciudad de Tucumán. es diri- 
gida a obtener de la empresa del Ferrocarril Central Argentino 
la indemnización de los perjuícros derivados del retardo en el 
transporte de ciertas carcas que debieron serle entregadas en la 
estación de la nombrada capital. 

Que la Constitución de la Nación por el art. 100 ha esta- 
blecido la jurisdicción federal en las causas que se susciten en- 
tre vecinos de diferentes provincias. Y la ley número 48, art. 2. 
inciso 2*. atribuye a los Jueces nacionales de sección el conoci- 
miento de las contiendas civiles en que son partes un vecino de 
la Provincia en que se suscite el pleito y un wcino de otra. A 
su turno, la ley número 1467 ha declarado que el fuero federal 
comprende a los vecinos de la Capital de la República en los 
casos determinados |n>r el inciso V del art. 19 y el inciso 2* del 
art. 2» de la ley de 14 de Septiemlire de 1863 sobre jurisdicción 
y competencia «le los Tribunales nacionales. 

Que el aludido art. 100 de la Constitución Nacional «lis- 
tingue los casos m que los litigantes son vednos de distintas pro- 
vincias de aquellos en que el uno es vecino de una provincia y 
el otro es un ciudadano extranjero, de donde se deduce clara- 
mente que la vecindad hace relación a la que tienen los ciuda- 
danos ar#. minos y nó a la residencia de los extranjeros que no 
los despoje de su calidad de tales y que habitando en la Repú- 
blica no pueden dejar de ser residentes de algunas do sus pro- 
vincias. l ; allos. tomo 1. página 451. A ¡artir de esta decisión 
de la Corte se ha entendido invariabkmente que el fuero fede- 
ral por distinta vecindad no surge sino cuando las dos jwrtes 
son argentinos. 
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sometida a los Triliunales de Tucutnán cañ- 
en saber si la empresa demandada debe reputarse nacional 
o extranjera a los efectos del fuero, porque sólo en el caso de 
revestir el primer carácter, con arreglo a la jurisprudencia in- 
vocad.-, en el considerando anterior. airresjiontleria el conoci- 
<K la caMsa a k justicia federal en razón de la distinta 



<Jue. en este sentido, del testimonio corriente a fs. 29 re- 

rgentino es una compañía anó- 
iwra establecida en la ciudad de Londres, debidamente consti- 
tuida y registrada según las leyes vigentes en Inglaterra bajo 
la denominación de Central Argentine Railway Limited; b) Que 
<l reconocimiento legal de tal sociedad en la República emerge 
del decreto del P. Ejecutivo Nacional de 25 de Agosto de 1874 
y de la escritura pública otorgada en cumplimiento de la ley nú- 
mero Ó002 c) 9 de Enero «le 1909. 



- de los arts. 100 y ,...„ 
le la Constitución no contiene precepto alguno que directamente 
prevea lo relativo a la nacionalidad de las sociedades anónimas 
constituidas en el extranjero. El art. 9> en el cual funda su 
tesis la excepcionante al establecer que las corjwraciones anóni- 
mas creadas y haciendo sus negocios en una provincia serán 
populadas. |iara los efectos del fuero, contó ciudadanos vecinos 
de la provincia en que se hallen establecida, cualquiera que sea 
la nacionalidad de sus socios actuales se refiere exclusivamente 
* lr,!i sociedades anónimas domésticas, esto es. a las creadas y 
nacidas a la vida jurídica por acto de los gobiernos estaduales 
«. del I. Ejecutivo Nacional en su carácter de gobierno local lia- 
ra la Capital. 

Que tal interpretación se encuentra alionada en el antece- 
dente que ha dado origen al art. 9 constituido por la jurispru- 
dencia sentada por % toru- de los Estados Unidos en una fecha 
anterior a la de la saií.ión «le la ley número 48. En efecto, la 
en el caso 1 i:mk of United States versus Devcaux 
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(1X09> 5 Cranch 61, de que el derecho de una cor|»ración jara 
litigar ante la justicia federal de|>ende del carácter de los miem- 
bros que la comjxinen y que una eor|M>ración como tal no jmede 
ser un ciudadano en el sentido de la constitución, fue caminada 
en el caso l> mis vil 1c versas Letsott, (1844) 2 Howard 497, suhs- 
títuyéndosela |n>r la siguiente: "Cuando una corporación es erra- 
da |*>r las leyes de un Estado la presunción legal es la de que 
sus miembros son cituladanos del Estado en el cual aquella ha 
tenido existencia legal ; y un juicio |»r o contra una corporación 
como tal se presume ser un juicio por o contra ciudadanos del 
Estado que la ha creado, sin que ninguna prueba contraria sea 
a<lmisihlc |«ra el propósito de substraer la causa de ta juris- 
dicción federal. Ohio y Mississippi versus Wheeler. 1 Black 286, 
Tavlor. 'Jurisdiction'and I'rocedure of the Supreme Court". 
página XXX. Felipe A. Espil. "Jurisprudencia Argentina", 1920. 
T. 5. pág. 196. 

Que con esta presunción convertida en ley por el art. 9* de 
la ley número 48 se ha obtenido que las sociedades anónimas na- 
cidas a la vida jurídica por actos de los gobiernos locales parti- 
ción del fuero federal por distinta vecindad; el lieneficio de es- 
ta que hubiera correspondido individualmente a cada uno de 
los asociados se extiende a la entidad jurídica que todos han 
concurrido a formar, sin admitir |>ruel»a en contra acvrca de la 
ventad objetiva de la susodicha presunción. 

Que la jurisprudencia de esta Corte Suprema, no olwtante 
algunas decisiones aisladas se ha orientado definitivamente en el 
sentido de decidir que el recordado articulo nueve 
a las sociedades anónima; 
y nó a las que se constituyen en países extranjeros con sus ca- 
pitales levantados en ellos y teniendo sus directorios y asam- 
bleas fuera de la República. Fallos: Tomo 102, pág. 153; to- 
mo 132. pág. 215; sentencia de 20 de Mayo ppdo., causa "Sata- 
nowski Marcos versus Western Electric*'. 

Que eliminado el art. 9* de la ley número 48 como texto 
adecuado jara sostener la tesis de la nacionalidad argentina de 
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las sociedades anónimas constituidas en el extranjero a los efec- 
tos « fuero, podría decirse, sin embargo, que tales sociedades 
por el hecho de ser reconocidas por el P. Ejecutivo en su calidad 
de pcrsonsa jurídicas, como ocurre con la empresa del F. C C 
. dehe " ■* I las constituidas en el país, negándose^ 

es. por consiguiente, el beneficio de la justicia federal que hu- 
biera correspondido a las personas de nacionalidad extranjera 
que han concurrido a formarla. 

Que esta teoría al comportar el desconocimiento de la ex- 

l? t !?5? B ) idad de *** ptrsonas ¿««dicas. pugnaría con el a*. 
34 del Código Civil que atribuye aquel carácter a los Estados 
extranjeros, a cada una de sus provincias y municipios y a los 
establecimientos, corporaciones o asociaciones existentes en paí- 
ses extranjeros o que se constituyeren en ellos en iguales condi- 
ciones que las del articulo anterior. Desconocería, asimismo, tal 
doctrina lo dispuesto por los arts. 285 y 287. (reformado por 
la ley numero 8867) del Código de Comercio que admiten la 
validez (egal de las sociedades anónimas constituidas en países 
extraños sin requerirse a su respecto la autorización previa del 
Toder ejecutivo. 

a i S *" !S hSpótesis de 1 UC - aun dentro de los preceptos 
del Ujdigo Civil fuese indispensable el requisito previo del re- 
conocimiento de las sociedades anónimas por el P. Ejecutivo 
para funcionar en el país, tal formalidad respondería lluramente 
a razones de orden |>úblÍco. policiales, económicas o fiscales, pe- 
ro nunca podría producir el efecto de hacerle perder su filiación 
originaria de sociedad anónima constituida en ei extranjero sin 
desconocer el art. 100 de ta Constitución que ha creído indis- 
pensable o conveniente protejer con un fuero especial la persona 
o los intereses de los ciudadanos extranjeros frente a las per. 
sosas o a los ciudadanos argentinos. 

Que partiendo del principio de la extraterritorialidad de las 
«ndes anónimas adoptado por el derecho común de la Re- 
i. el criterio establecido ñor el art. 
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¡urgir entre una sociedad anónima creada por una pro- 
vincia y un subdito de otra dá la pauta |«ira decidir afirmativa* 
mente ta cuestión de saber si las corporaciones constituidas en 
el extranjero han de goasar también del lieneficio de la justicia 
nacional adoptado por el art. 100 <le la Carta Fundamental, no 
en su carácter de entidades ficticias o de mera creación jurídica 
sino en virtud de la presunción juris et de jurr de que la corpora- 
ción se compone de personas físicas cuya nacionalidad es deter- 
minada i»or el |»is de creación de aquéllas. Fallos: Mayo 20 de 
1932, "Satano\\>ky Marcos versus Western Electric". 

Oue tal es la solución que ha dado a la cuestión la juris- 
prudencia <le la Corte Suprema de los Estados Unidos, amplian- 
do la tesis desarrollada por ella en el recordado caso Louisville 
versus Utson y a la cual lógicamente y con mayor razón debe 
llegarse entre nosotros, por cuanto el punto de partida es un pre- 
cedo legal constituido jR>r el art. W de la ley número 48 y no 
un precedente jurisimidencia!. Aquel tribunal ha expresado so- 
bre el punto lo siguiente : "no Imsta só!o decir que si los miem- 
bros individuales de una corjiorafión creada por las leyes de uno 
de los Estados Unidos son a tos fines del pleito seguido por 
ellos o contra ellos ante los Tribunales de la Nación jfresumidos 
juris et de jure ciudadanos del Estado \*x cuyas leyeí han sido 
creados y existe la corporación, corresponde deducir también 
que los miembros de una cor|>oración creada por fes. leyes de 
un Estado extranjero del>en a los mismos fine! considerarse, 
juris et de jure, como ciudadanos o subditos de tal Estado ex- 
v tranjero 1*> U. S.. pág. 118. Natinal Steairfship Cortijiany ver- 
sus Charles H. Tugman. sentencia <le 6 de Noviembre de 1882. 

Que, en presencia de tales antecedentes el reconocimiento 
de laV**»* ría jwMica de la Compañía del F. C. C A. hecho 
por t-1 P. Ejecutivo en la fecha señalada, ni el contenido de !a 
ley número 6062 o la escritura sulfciguiente impiden que ella sea 
tratada a los efectos del fuero establecido por d art. 100 de la 
Constitución como un ciudadano o subdito del pais de su cons- 
titución. 
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Que no procediendo el fuero |wr distinta vecindad, sino 
citando amitos litigantes son argentinos, el invocado por el F. 
C. C. A. en este juicio no es admisible desde que el excepcio- 
nante del» ser tratado o considerado respecto de aquel fuero 
como un subdito del Estado extranjero que autorizó su creación. 

En mérito de estas consideraciones, oído el señor Procu- 
rador General, se confirma la sentencia apelada en la |»rte que 
ha podido ser materia del recurso. 

Notifiques* y repuesto el papel, devuélvanse. 

Roberto Repetto. — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Sacarna.— 
JuliAn V. Pera. - Luis Linares 



Don Domingo Péres, en h causa seguida en su contra, por 
desacato. 

Sumario : Los «Mitos de injurias o calumnias cometidos por me- 
dio de ta prensa, no carecen de correctivo y por interpreta- 
ción del articulo 32 de la Constitución, se ha reconocido la 
coni|>etencia de la Justicia Ordinaria de la Capital y de la dé 
las Provincias en los que fuesen cometidos en ellas, para 
su conocimiento. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA DEL AGENTE FISCAL 

Señor Juez: 

La cuestión sobre falta de jurisdicción que se plantea a fs. 
15 ha sido ya resuelta |»r la jurisprudencia de nuestros Tri- 
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Endcaio análogo al presente resuelto por ü. S.. que re- 
gistra "Gaceta del Foro", tomo 73. pág. 121. la Suprema Corte, 
al confirmar los pronunciamientos de primera y segunda ins- 
tancia, estableció lo siguiente fijando el alcance del art 32 de 
la Constitución Nacional: a) El Congreso no puede legislar sobre 
la prensa pañi toda la Nactón, porque esa facultad es privativa 
«le las sol»eramas locales, b) El Congreso ejercita facultades le- 
gales propias y exclusivas cuando legisla en el Código Penal so- 
bflc la prensa, para la capital y territorios nacionales, pues "sien- 
di- tan ex|>resa y al»soluta la prohibición constitucional impuesta 
al Congreso Federal de dictar leyes para la Nación sobre liber- 
tad «le imprenta, como es evidente la de su jurisdicción legis- 
lativa exclusiva en la capital y territorios nacionales, no es po- 
sible suponer que al dictar tales disposiciones el Congreso haya 
ejercitado como legislatura nacional, facultades que le están ve- 
dadas, sino que ha desempeñado como legislatura local f uncio- 
nes que en tal carácter le están expresamente atribuidas, y de 
ahí qué las disposiciones del Código PVnal que se refieren a la 
prensa no pueden tener aplicación sino en la Capital y Territo- 
rios Nacionales a que se extiende la jurisdicción del Congreso 
en esta materia, con arreglo al art. 32 e inc. 14 y 27 del art. (V 
de la Constitución", c) Al disponer el art. 32 que no se dic- 
taran leyes que restrinjan la libertad de imprenta, no ha querido 
amparar la impunidad de los delitos cometidos por medio de 'a 
prensa, sino reservar su represión, en las provincias, a sus pro- 
pias legislaturas, y en la Capital y Territorios Nacionales, al 
Honorable Congreso, d) El Código Penal, como las disposicio- 
nes procesales que lo reglamentan, pueden ser aplicadas en la 
Capital por loV Tribunales de su jurisdicción común sin vulne- 
rar las garantías consagradas por el art. 18 de la Constitución 
ni contrariar el principio sobre que estatuye el art. 32 de la 
misma. 

Ante estos principios doctrinarios tan claramente sentar- 
dos |Hir la Corte Suprema opino que U. S. es competente para 
conocer en esta causa sobre desacato regida por preceptos 
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Penal y que en consecuencia, del» rechazar la cxccp 
■i a fs. 15 sobre falta tle jurisdicción. - Xf. Echegaray 
Despacho, Julio 18 de 1932. 




KAI.LO DEL SEÑOR JUEZ EN LO CORRECCIONAL UE LA CAPITAL 

Bueno* Aires, Junio 21 de 1932. 

Autos y Vistos: 

Para resolver la excepción previa planteada a fs. 15 por 
la defensa ; y 

Considerando: 

Que es terminante la jurisprudencia sentada en d sentido 
de reconocer a la justicia local la competencia i»ra entender en 
delitos cometidos |K»r la prensa en la Capital Federal y última- 
mente ha resuelto el suscripto un caso análogo cuyos funda- 
mentos da aquí por reproducidos (Causa contra el director «leí 
diario "La Fronda". 22 de Marzo de 1932). 

Por eto, teniendo en cuento la opinión fiscal expresada 
en la vista «|ue antecede el suscripto resuelve: rechazar con cos- 
tas ta excepción de falta de jurisdicción y en consecuencia de- 
clararse amipetente |»ra entender en la presente causa. — V. 
Ortega. — Ante mi : L. M. Ragucct. 



VISTA DEL SEXOR FISCAL DE CÁMARA 

Exenta. Cámara: 

Corresponde, que V. E. confirme el auto apelado de fs. 18, 
por sus fundamentos. — Enrique J. Racedo. 

Despacho, Julio 20 de 1932. 
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FALLO DE 1.A CAMARA DE APELACIONES EN LO CRIMINAL 



Y Vistos: 

Que los artículos aparéenlos en los ejemplares del diario 
de f »? 1 y 2 contienen en la» partes subrayadas expresiones in- 
juriosas u ofensivas a la dignidad o decoro de un representante 
dri Ministerio Público producidas con motivo del ejercicio de 
sus funciones, lo que prima facic hace encuadrar el hecho en la 
previsión del art. 244 dd Código Penal. 

Que la jurisprudencia constante de esta Cámara ha estable- 
cido b competencia de los Tribunales Ordinarios para entender 
en los juicio» por desacato cometido por la prensa, asi como tam- 
bién la aplicaWlidad de las disposiciones pertinentes «leí Código 
Penal, sin que se vulnere la prohibición contenida en el art. 32 
de la Constitución Nacional que invoca el excepckmante. 

Por lo expuesto se confirma con costas el auto apelado de f s. 
18 que rechaza con costas la excepción de falta de jurisdicción» 
¡nterpuesta |x>r el defensor del prevenido en el escrito de fs. 15. 
Devuélvase. — Oribe. — Luna Oímos. — Pcssagno. — Ante mi : 
tgmm Jorge Albarracin. 




y CORRECCIONAL 



Bueno» Aire», Ago«to 5 de 1982. 
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Bueno» Aires, Octubre 26 de 1932. 



Suprema Corte: 



■ 
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sostiene el acusado que para la represión dd «lelito de imprenta 
deT Nación CS 3p ' 01 b Capi,al Fcderal ' d c «%» Venal 

La sentencia definitiva se ha pronunciado contra esta de- 
fensa. por lo que la causa ha sido elevada, en apelación, a esta 

nZ^Z™' atCm ° ,0 dÍSPUeSt ° m d artíCH '° 14 de fa S 

Tanto la proc«lencia del recurso a que este artículo se re- 
fure. como el fondo de la cuestión debatida, han sido uniforme 
y reiteradamente decididos por V. E. acordando el recurso y de- 
negando la impugnación hecha por la parte acusada (causa: Mi- 
nisterio Fiscal contra el director de "La Fronda", por desacato 
semencia de 25 de Julio de 1932 y jurisprudencia allí citada).' 

Como dicha parte, en ningún momento de su exposición ha 
añadido argumento alguno nuevo a los tenidos en cuenta por en- 
te Corte Suprema para establecer la doctrina a que he hecho re- 
ferencia creo innecesario ampliar este dictamen. Imitándome a 
P0t a V h. que. manteniendo dicha doctrina, confirme la sen- 
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R. Urreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Air», Noviembre 9 de 1932. 

Y Vistos; Considerando: 

Que según resulte de los antecedentes del proceso, b cues- 
t.»n planteada a fs. 15 por el defensor de Domingo Pérex. y que 
ha <lado origen al remedio federal intentado, se refiere a la fal- 
te de jurisdicción del señor Juez a quo para conocer en el sub lite. 

Que con arreglo a la jurisi>rodencia establecida por este 
Tribunal, los delitos de ir ! 
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dio de la prensa, no carecen de correctivo y por interpretación 
del art. 32 de la Constitución, se ha reconocido k competencia 
de la justicia ordinaria de la Capital y de la Provincia en los 
que fuesen cometidos en ellas. (Fallos, S. C, tomo 153, páj;. 
195. Causa "Ministerio Fiscal v. director de "La Fronda", de 25 
de Julio de 1932). 

En su mérito y de acuerdo con los fundamentos del prece- 
diente dictamen del señor Procura<l«r General, se confirma la re- 
solución de fs. 24 en cuanto ha sido materia del recurso. No- 
tifique*:- y devuélvanse al Tribunal de su |>rocedencia. 

Roberto Rkpetto. — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Sagaena.— 
Juman V. Peea. - Luis Li- 
naees. 

■ 



Señores Saecotw y Cuma, apelando de nn fallo aduanero. 

Sum:rio : Al determinar el articulo Í\ inciso 2". ley número 4055 
en cinco mil i»esos el limite minhm» de la competencia de 
la G.rte en el recurso de apelación ordinario autoriiado. el 
legislador na querido referirse al valor rei»esentado i>or la 
. moneda fiduciaria y no por el de la moneda metálica. 

Cuso: Lo explican las |Mezas siguientes: 

RfcSOI.CCIÓS DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

Ramio. Acorto 18 de 1931. 

Visto y Considerando: 

El |»arte de fs. I y vta. |>or el que los empleados en comi- 
sión «le esta Aduana en la fecha del mismo, señores Amonio Pe- 
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y Ernesto C. Soutés denuncian, tomo resultado de la con- 
traverificación que practicaran por orden de esta Administra- 
eran en la mercadería pedida a despacho por permiso de impor- 
tación número 8937 de los señores Saccone y Guma. una dife- 
rencia de calidad en 21 fardos con 7.638 ks. "hilo de otras ma- 
terias" de !a partida 1.171 de Tarifa, pedidos como "hilo de 
otras materias típico para toser bolsas de arpillera para cereales" 
(libre). 



fecha 13 de 




no obstante la Sup. 
Enero del cómeme aflo 

nunria de que se trata y ser contemplada en los términos „ . 
leyes y resoluciones que le eran aplicables en la fecha en que se 
comprometió la manifestación que originó la denuncia. 

Que si bien el pronunciamiento dd Tribunal de Vistas de 
esta Aduana obrante a fs. 8 vta. y 9, como asimismo el dictamen 
técnico de la Escuela Industrial de la Nación de la Capital Fe- 
deral consideran el hilo denunciado como "típico para coser bol- 
sas de arpillera para cereales" (Kbre). el hecho es que por la 
Aduana de la Capital Federal se despachaba en la fecha en que 
se pidió, como "hilo de otras materias" de la Part. 1.171 de Ta- 
rifa, norma de despacho que debe seguirse a fin de no establecer 
tarifas diferenciales entre las Aduanas dd país para el despacho 
de ' 



Que la denuncia formulada importa la comisión de la in- 
fracción prevista y penada por los arts. 353 y 1.025 de la ley 
número 810. 66 de la ley numero 1 1 .281 y 175 de su Decreto 
Reglamentar», correspondiendo en comecuenda hacerse efec- 
tiva la sanción que establece d citado art. 66. 

Por lo tanto, y en mérito de lo informado por Liquidacio- 
nes a fs. 9 vta. y d art. 1.054 de fe ley numero 810. resuelvo: 

Imponer la pena de comiso ai total de la mercadería denun- 
ciada adjudicando su importe a los autores dd. parte, sin per- 
juicio del pago de los derechos fiscales correspondientes. ' 
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Notifiqucse, y pase a Contaduría y Alcaidía para su eje- 
cución, reposición por la firma causante y entrega de la mcrca- 

" - ! ~ — /. Gómez 



FALLO DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario. Octubr. 3 de 1931. 

Autos y Vistos: 

La apelación deducida por "Saccone y Gunia" de la reso- 
lución administrativa en el expediente número 242. año 1930 
de la Administración de Rentas Nacionales de esta ciudad, per- 
mis»» de importación número 8937. en cuya resolución se impo- 
ne la pena <k- comiso al total de la mercadería denunciada; y 

Considerando: 

■ 

1* Que la pena impuesta en el fallo administrativo apelado 
tiene como fundamento la supuesta "falsa manifestación" de la 
calülad de la mercadería pedida a despacho, la que ha sido de- 
nunciada a fs. 1 de los autos administrativos. 

§* Que la mercadería de referencia ha sido manifestada co- 
rno "materia especial típica para coser lwlsas de arpillera para 
cereales" y la exactitud de esa manifestación está sufkientemen- 
1 3 «improbada con el informe de técnico «le la Escuela Indus- 
trial de la Nación que obra a fs. 1 1 vta. de los autos administra- 
tivos, concordante con la opinión del vista del ramo y dd Tri- 
bunal de Vistas de la Aduana local. (Fs. 8 vta. y 9 de tos mis- 
mos autos). 

Que comprobado que la calidad de la mercadería estuvo 
bien manikstada, es improcedente la aplicación de la pena con- 
tenida en la resolución venida en apelación, por lo cual debe ser 

revocida. 



tm JUSTICIA M LA NACIÓN 



301 



4* Que en lo relativo 
la autoridad administrativa, no 




Por estas consideraciones, fallo: Revocando la 
<Ie la Aduana local de fecha 18 de Agosto del corriente año, en 
el expediente número 242 (año 1930), en cuanto ha sido mate* 
ría del recurso. Oportunamente devuélvase el expediente ad- 
ministrativo con copia de la presente. Las costas en el orden 
causadas. 
lio Snárer. 
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de 1931. 




Vistos los autps Saccone y Guma. 
ro, (exp. número -452-31 de entrada] 

En cuanto a lo solicitado en los escritos de hs. 25-27 y 
No estando en discusión la calidad sino el aforo de h me., 
ría materia del despacho, el Tribunal considera innecesario re- 
querir nuevo informe. 

En cuanto a fo principal: Por sus fundamentos, se confir- 
ma la resolución de fs. 16, fecha 3 de Octubre de 1931 . 

Notifiquese y devuélvanse. — Benigno L. Infante. — Mío 
Marc. — Juan Alvares. 
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FALLO Di LA CORTE SUPREMA 
Buenos Aires, Noviembre 

Y Vistos: 

Por los fundamentos se confirma la sentencia recurrida de 
fs. 36 en cuanto ha sido materia de 4 recurso. Notifiques* y de- 
vuélvaase fc>s autos al Tribunal de su procedencia. 

Roberto Repetto. — R. Gun» La- 
valle. — i Antonio Sagarna. — 
Julián V. Pera. — Luis Linares. 



Don Raimundo de Miguel (su sucesión), contra la Caja Nacio- 
nal dt Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, 
sobre indemnisacián. 

Sntnario: Procede acordar los beneficios instituidos por el ar- 
tículo 46 de la ley número 10.650, a los herederos dd cau- 
sante, en un caso en que, si bien aquel no formaba parte 
del personal ferroviario de una empresa, en el momento del 
deceso, había sido separado con anterioridad, por ratones 
ajenas a su voluntad. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Airea, Diciembre 11 de 1M1. 

Visto que los sucesores del ex-empteado del Ferrocarril 
Oeste de Buenos Aires don Raimundo de Miguel, solicitan la 
indemnización establecida por d art 46 de la ley N' 10A50; y 



m joma* m la nación 

í 



Considerando: 

Que de las constancias de autos se comprueba que el cau- 
sante a la fecha de su deceso, ocurrido el 26 de Julio de 1930, 
no formaba parte dd personal ferroviario, habiendo dejado de 
pertenecer al mismo con fecha 6 de Mayo del mismo año. 

Que del texto del art 46 de la ley N* 10.650 se desprende 
que fiara que el causante deje a sus heredros derecho a la indem- 
nización, es necesario que a la fecha de su fallecimiento forme 
parte dd personal de las empresas comprendida en el régimen 
de la precitada ley, desde que textualmente dice el recordado 
articulo que tendrán derecho a tal beneficio los sucesores del 
empleado u obrero que no deje derecho a pensión, es decir, cuyo 
tiempo de servicios prestados no alcance al mmümm que esta- 
blece la ley número 11X174. 

Que siendo la indemnización dd art. 46 un beneficio que 
tiene el carácter de subsidio y es de naturaleza especial, no pue- 
de ser discernido a los deudos de una persona que, habiendo 
dejado de formar parte de la empresa con antelación a su muer- 
te, no revestía la condición de empleado u obrero requerida por 
ese precepto y estaba, por otra parte, desligado dd régimen ju- 
bilatorio; doctrina ésta confirmada por la jurisprudencia esta- 
blecida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación al fallar 
d recurso extraordinario interpuesto por este Caja en e! caso 
de los sucesores de don José Thiery, (exp. T. 225. 928). 

Que, por otra parte, tampoco tienen derecho los recurrentes 
a la indemnización prevista por d art. 24 de la ley. por cuanto, 
<fc acuerdo con d fdb de b Corte Suprema de Justicia de »a 
Nación en el caso de don Miguel OpoDco Lutycz, la cesantía del 
causante — por enfermedad — no es de las previstas por el re- 
cordado precepto legal y la devolución,, por tal causa, no es pro- 
cedente. 

Por estos fundamentos ; atento lo dictaminado por la Ase- 
soría Legal, lo aconsejado por la Comisión de Hacienda y dü 
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con lo 



en su 



de 



ayer: 

1* Deniégase el pedido de indemnización del art. 46 de la 
ley número 10.650. formulado por doña Paula Gonzalo de De 
Miguel por si y por doña María, doña Victoria, don Florencia, 
doña Néiida y doña Antonio De Miguel, en su carácter de viu- 
da e 

Aires, don Raimundo De Miguel. 

2> Notifiqucse y archívese. — Lucio V. Lópcs. 



1 ALIO DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Urea, Junio 3 de 1932. 



Y Vistos: 

De acuerdo con lo resuelto i»r este Tribunal en casos aná- 
logos y siendo arreglada a derecho, se confirma la 
ajielada de fs. 24. que deniega la indemnización del art. 
dida por los sucesores de Raimundo De Miguel. 

nito .¡"losar Anchorcna. — Rodolfo Terrcr. — José Marcó. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno. Aire., Noviembre 4 de 1932. 



Sii|>rema Curte: 

| 

1.a recurrente interjMiso recurso extraordinario — art. 14. 
ley número 48 — |»ara ante V. E.. fundada en 
de la Cámara Federal le 
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art. 46 de la ley número 10.650. En su mérito pienso que eJ 
mencionado recurso ha sido bien concedido. 

De las constancias de autos se desprende que el causante 
a la fexrha de su fallecimiento, no formaba parte del personal 
ferroviario, habiendo* sido separado del servicio por razones de 
enfermedad. En tal situación es aplicable la doctrina establecida 
por V. E. reconociendo que, si bien el articulo 46 de la ley nú- 
mero 10.650 se refiere a lo» empleados u obreros que revisten 
esc carácter en el momento de producirse el fallecimiento, otras 
disposiciones de la misma ley, consideradas en su letra y en su 
espíritu, autorizan una excepción a aquella regla, cuando la ce- 
santía se ha producido por causas ajenas a la voluntad o a la 
conducta del empleado, pues si ello no hubiera ocurrido, la muer- 
te habría tomado al obrero en el ejercicio del cargo. (Fallos: 
tomo 154, pág. 421 ; tomo 160. pág. 308; tomo 162, pág. 21) . 

Por ello considero que corresponde revocar la sentencia ape- 
lada en la parte que ha podido ser materia del recurso. — Ju- 
lián Pos. 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 



Buenos Aira, Noviembre 14 do IMt. 



Que careciendo el causante Raimundo de Miguel de dere- 
chos a la jubilación, su viuda ha impetrado para sí y sus hijos 
menores el beneficio que acuerda el art. 46 de la ley núme- 
ro 10.650. 

Que en el taso actual se trata de un obrero que en la fecha 
de su deceso no formaba porte del personal ferroviario, ha- 
biendo dejado de pertenecer al 
asi resulta del certificado de fojas 1. 



3» FALLOS Dft LA COMt SUTUHA 

Que en consecuencia, es de aplicación al sub-judice la doc» 
trina sustentada por esta Corte en casos análogos (entre otros, 
fallo de 10 de Octubre del corriente año — causa Ktmoldi Ci- 
priano D. contra la Caja Ferroviaria — y tos registrados en el 
tomo 162, pig. 21, y tonto 160, pág. 308 de la colección de fa- 
llos de este Tribunal), por lo que corresponde revocar la sen- 
tencia apelada en cuanto ha podido ser materia del recurso y 
declarar que la viuda e hijos menores tienen derecho a la in- 
demnización que solicita. Notifiques? y devuélvanse 

Roberto Rcpetto. — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Sagarna. 
Julián V. Pera. — Luis Li- 
nares. 



Don Enrique Pais y Compañía contra don Pedro Recce. sobre 
cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario : Estableciendo la ordenanza municipal impugnada, con- 
tribuciones iguales para todos los contribuyentes que se ha- 
llan en idénticas condiciones, no ¡Hiede prosperar la incons- 
titucionalidad alegada. 

Caso: Lo explican las {Mezas siguientes: 



AUTO DEL JUEZ DE PAZ LETRADO 

Santa Pe, Abril 22 de 1932. 

Y vistos estos autos que sigue la Sociedad Mercantil Co- 
lectiva Enrique País y Cía. contra don Pedro Recce, por cobro 
ejecutivo de tiesos, de los que resulta: 
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Que con fecha 2 de Octubre de 1931 se presenta al apode- 
rado de los señores Enrique País y Cia., manifestando: Que en 
virtud de instrucciones recibidas de su principal y de acuerdo 
con las disposiciones pertinentes de la ordenanza 2871 de la 
Municipalidad de Santa Fe, viene a iniciar juicio ejecutivo con- 
tra don Pedro Recce. con domicilio en esta dudad, calle Belgra- 
no número 4133, por cobro de la suma de $ 64.21 m|n., sus in- 
tereses y costas. El crédito de su mandante proviene del titulo 
ejecutivo que acompaña, expedido por la Municipalidad a la or- 
den de su representado. El monto de esta ejecución corresponde 
a las cuotas vencidas del respectivo certificado y que el deudor 
no ha abonado, no obstante los reiterados requerimientos que se 
. le han formulado. La demanda la funda en la Ordenanza Mu- 
nicipal 2871, Ley Provincial 2127, art. 979 inciso 2» y 5* del 
Código Civil y art. 976 del C. de Procedimientos Civiles. El 
titulo acompañado está debidamente visado por el, señor Inten- 
dente Municipal. (Art. 14, Ley 2127). 

Citado de remate el demandado en tiempo y forma, el apo- 
derado de éste opone las excepciones de falsedad y nulidad de 
titulo y las fun da me n t a basado en que su mandante jamás con- 
trató con la actora, y este invoca para pretender la existencia 
de un crédito contra su instituyeme, un contrato que se dice 
celebrado con la Municipalidad en el cual ésta permite -a la ac- 
tora. accionar subrogado. Que no hay tal subrogación, no llenó 
el señor Fumo los requisitos de ley al ordenar la pavimentación 
y no estaba facultado para ese contrato. Además éste viola la 
ley de pavimentación de la provincia y los preceptos sobre b 
igualdad en las cargas públicas. 

Corrido traslado de las excepciones opuestas, la parte ac- 
tora solicita su rechazo, por improcedentes, y la amplia por 49.12 
pesos. Abierto a prueba, las partes ofrecen y producen la que 
consta en autos desde fs. 13 a 29. Transcurrido el término le- 
gal, presentan sus respectivos informes y finalmente se llama 
autos para definitiva > y 
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Considerando : 

Excepción de falsedad. I-a parte demandada fundamenta 
esta excepción alegando en que no tiene derecho la com|nñía 
actora |»ara accionar, pues el contrato de concesión fué celebra- 
<lo entre la Municipalidad y la ejecutante, sin intervención |>ara 
nada del excepcionante. 

Ahora bien. Dugnit refiriéndose a la naturaleza jurídica de 
estos contratos, dice: "Las concesiones son ciertamente con- 
venciones. Contienen un elemento de carácter contractual en 
el sentido riguroso; es el que regula únicamente las relaciones 
. de la colectividad otorgante y el concesionario. Pero estos actos 
contienen además (y esto es el elemento más importante) una 
serie de disposiciones que afectan directamente a las personas 
extrañas al contrato: al público, los abonados, los obreros que 
evidentemente no son parte del pretendido contrato de conce- 
sión". «Cuál es el carácter de esas cláusulas? Los juristas ci- 
vilistas se han visto muy apurados para determinarla. Pues es 
im principio el de que los contratos no tienen efecto más que 
uitrc las nartes que ni perjudican ni benefician a tercenas . Coa 
contratos, dice el articulo 1 199 del Código Civil, no pueden o|»- 
uersc a tetveros. ni invocarse por ellos, sino en los casos de los 
artículos 1195 (1161) y 1196 (1162). Y son en sus efectos 
estas disposiciones y las análogas de los artículos 1120 y 1121 
del Código de Xa|M>!eón. sobre la estipulación |»r otro, las que 
los civilistas lian invocado |»ra explicar las cláusulas de las con- 
cesiones de que liablo. De manera general estos textos permi- 
ten insertar en un contrato, una cláusula en lieneficio de un ter- 
cero, la cual produciría sus efectos cuando éste la haya acedado. 

Estimo que estos textos no explican absolutamente nada y 
son alttolutamente extraños al problema de las concesiones. El 
acta, el pliego de condiciones no contiene una cláusula especial 
in beneficio o a cargo de una persona determinada; contiene 
un» serie de disposiciones que i>or vía general regulan por ade- 
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lantando el régimen al cual serán sometidos los actos que se pro- 
duzcan entre al concesionario y los particulares. No hay ahí 
una estipulación por otro; hay solamente la fórmula de la re- 
posteriores. 

Pues bien, quiérase o no esto es una disposición lega!. Es 
una disposición por vía general y eso es lo característico de la 
ley. Es la ley del servicio público que resulta así establecida 
con vene ionalmente. No es la teoría general de los contratos qiie 
es preciso aplicar, se está fuera de sus limites. Aquella ha sido 
hecha para regir relaciones puramente individuales. Ahora bien, 
nos encontramos aquí ante un acto que regula el funcionamien- 
to de un servicio público, convendréis en que es absolutamente 
diferente. Transformaciones del derecho privado desde el Có- 
digo de Xa|xileón. Trad. Posada. Jurisp. Trib. de Santa Fe. 
Mayo, 1928; pág. 124. 

Por las razones expuestas tam]>oco le es aplicable la subro- 
ya que ésta supone siempre un pago, y dentro del 
derecho administrativo tiene un significado y un alcance propio 
y determinado que excluye toda idea de pago. Asi enseñan que 
el concesionario subroga al jxxler público en el ejercicio de tal 
o cual derecho, o que ejercite una situación subrogada. Rodolfo 
Bullrich, 'Curso de Derecho Administrativo" números 475 y 485. 

Que el ejercicio «le esas atrílvilciones subrogadas está cla- 
ramente determinado en el contrato de locación. 

La concesión otorgada a la empresa adora jx>r la ordenan- 
za 2871. establece en el art. S f : El impuesto a que se refiere el 
art. 2* de esta Ordenanza será abonado directamente al contra- 
tista, quien subrogará a la Municipalidad en todos sus derechos 
y prerrogativas legales que le correspondan a tal efecto, pudien- 
do recurrir en su nombre y representación ante los tribunales 
contra los propietarios que resulten morosos en los pagos. Y de 
acuerdo a esta facultad conferida, la empresa al promover esta 
demanda manifiesta: Que en virtud de instrucciones recibidas 
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de su principal y de acuerdo con bu disposiciones pertinentes de 
la Ordenanza 287! de la Municipalidad de Santa Fe. vengo a 
iniciar juicio ejecutivo..." 

Que siendo esto asi. los señores Enrique Pilis y Cía. de- 
mandan en estos autos como subrogado obrando en nombre y 
representación de la Municipalidad. Por consiguiente i a excep- 
ción fundada en ta falta de causa o de acción es improcedente. 

El demandado afirma que el Intendente Municipal no llenó 
los requisitos exigidos por la ley al ordenar la pavimentación y 
no estaba tampoco facultado para celebrar ese contrato, extremos 
que el excepcionante no ha justificado como le correspondía de 
acuerdo al adagio latino: Rcus in exceptione fit ador. Por lo 
tanto debe desestimarse también esta defensa. 

Excepción de nulidad. El contrato de pavimentación dice 
el demandado viola la ley de pavimentación de la provincia, y 
los preceptos de la Constitución sobre la igualdad en las cargas. 
El accionante ha demostrado con la prueba reunida en autos y 
con copia de doctrina y de jurisprudencia que el impuesto que 
se cobra a los propietarios frentistas no viola la ley ni la Cons- 
titución, por lo que se desestima también esta excqwtón. 

Por ello y demás consideraciones expuestas |>or la direc- 
ción letrada de la parte actora en el informe de fs. 50 a fs. 37, 
resuelvo: Rechazar las excepciones opuestas y ordenar se Heve 
afielante la ejecución por el capital reclamado, sus intereses y 
con costas. — Francisco /. Smtcr. — Ante mi : Luis E. Mahku. 

DICTA MKM 0KL VKOCUaABOtt flBMSSAL 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1932. 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario que se trae a conocimiento de 
V. E. ha sido deducido en la ejecución que promovió ante el 
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Juez Letrado de la dudad de Santo Fe, b Sociedad Enrique 
Páis y Cía. contra don Pedro Recce, en la cual d ejecutado ale- 
gó oportunamente, que la ordenanza de pavimentación qué dio 
origen al crédito que se ejecuta era violatoria del principio de 
igualdad en las cargas públicas, que sanciona el articulo 16 de 
la Constitución Nacional. Rechazada esa impugnación, el eje- 
cutado interpuso el presente recurso, que fué concedido en ra- 
zón de ser definitiva la sentencia dictada por el señor Juez Le- 
trado, conforme a las reglas procesales de la mencionada pro- 
vincia, y contener una decisión favorable a la ordenanza ta- 
chada de repugnante a la Constitución Nacional. 

El fundamento aducido por el recurrente consiste en que. 
establecida la contribución de pavimentos de acuerdo con la su- 
perficie de cada propiedad, corresponde igual contribución, tan- 
to a la que está situada en una zona de escaso valor como » la 
que está situada en una zona de mayor valor, con lo cual se 
produce una situación de desigualdad, dado que a valor dife- 
rente corresponde el mismo gravamen. Precisado en esto forma 
el fundamento del recurso, para su admisión sería necesario que 
ol recurrente hubiera demostrado concretamente la desigualdad 
que invoca, puesto que no basta afirmar que ella existe, sino 
que se requiere colocar al tribunal encargado de resolver la cues- 
tión en condiciones de precisar si es efectiva. El recurrente no 
ha aportado a este respecto prueba alguna, no obstante tratarse 
de cuestiones de hecho vinculadas con el valor de cada inmueble 
gravado con el impuesto, y ello obsto al progreso del recurso de- 
ducido. (Fallos, tomo 138, página 161; tomo 142. páginas 
120 y 165). 

Por otra parte, la ley provincial en virtud de la cual se dic- 
tó la ordenanza impugnada en el pleito, fué sancionada por la 
Legislatura Provincial en ejercicio de atribuciones propias, que 
comprenden la creación de impuestos, elección de objetos impo- 
nibles y formalidades de percepción. La ley sancionada en uso- 
de esas atribuciones no afecta la garantía consagrada por el ar- 
ticulo 16 dé la Constitución, desde que esa garantía, en lo que 
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se refiere a materia impositiva, no importa otra cosa que impe- 
dir distinciones arbitrarias inspiradas en el propósito manifiesto 
de hostilidad contra determinadas personas o clases. (Palios, 
tomo 150. página 419), lo que no se ha alegado por el recu- 
rrente. 

En atención a lo expuesto, pido a V. E. se sirva confirmar 
la sentencia recurrida, en cuanto ha ]x»dido ser materia del re- 
curso deducido. 



FALLO IIE ÍJK CORTE SIPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 14 de 1932 

Y Vistos: 



El presente recurso extraordinario deducido en los autos 
seguidos por don Enrique Pais y Cía. contra Pedro Recce, so- 
bre cobro ejecutivo de pesos; y 

Considerando: 

Que según se infiere de los respectivos antecedentes, citado 
de remate el ejecutado en el procedimiento de h ejecución, de- 
dujo entre otras defensas la de nulidad, que funda en hallarse 
en pugna ciertos principios contenidos en la Ordenanza de pa- 
vimentación X o 2871 de la Municipalidad de la ciudad de Santa 
Fe, con la garantía que sobre igualdad en los ffcipuestos y en las 
cargas públicas establece el articulo 16 de la Constitución Na- 
cional. 

Que en primer término cabe dejar establecido que dado el 
im|K>rte del crédito reclamado por el ejecutante, y en presencia 
de lo dispuesto |x>r los artículos 863 y 1213 de la respectiva ley 
local de procedimientos civiles, b sentencia pronunciada a fojas 
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43 que ha dado origen al remedio federal intentado, asume car 
racteres de definitiva en los términos del articulo 14, ley nú- 
mero 48. 

Que sentado ello, dclie tenerse presente que como lo tiene 
fijado esta Corte en numerosos fallos, la interpretación y alcan- 
ce del articulo 16 de la Constitución en lo relativo a la cláusula 
invocada, establece que esa garantía no es otra cosa que el de- 
recho a que no se establezcan excepciones y privilegios que ex- 
cluyen a unos de los que se concede a otros en iguales circuns- 
tancias, de donde se sigue forzosamente que la verdadera igual- 
dad consiste en aplicar a los casos ocurrentes, la ley según las 
diferencias constitutivas de ella, y que cualquier otra inteligen- 
cia o acepción de este derecho es contraria a su propia natura- 
leza y al interés social. (Fallos, tomo 95, pág. 327; tomo 123, 
l>ág. 106; tomo 124, pág. 122; tomo 143, pág. 379, y otro»). 

Que en estas condiciones, la igualdad exigida por el articu- 
lo 16 de la Constitución no puede, pues, decirse violada en el 
jub-judicc por la ordenanza municipal local, que establece con- 
tribuciones iguales para todos los contrilxtyentes que se hallen 
en idénticas condiciones. 

En su mérito y de acuerdo con el precedente dictamen del 
señor Procurador General, se confirma la sentencia de fojas 43 
en cuanto ha podido ser materia del recurso. Hágase saber y de- 
vuélvanse al Tribunal de su procedencia, previa reposición del 
papel. 

Roberto Rsmctto. — R. Guido 

1 «avalle. — Antonio Sacar na, — 
Julián V. Pera. — Luis Li- 
nares. 



Don Rodolfo del Valle (su sucesión). Contienda de competencia. 

Sumario: Probado en el juicio que el causante residió con su 
e$|K>sa en esta Capital con anterioridad de tres años al dia 
de su fallecimiento, del* decidirse la contienda para enten- 
der en la sucesión a favor del Juez de ésta, no obstando a 
ello la circunstancia de que aquél hubiese desempeñado en 
otra localidad cargos públicos y ejerciese actividades civiles. 




VISTA DEL AGENTE FISCAL 

Buenos Airea, Muño 16 de 1932. 

Señor Juez: 

Atento lo que resulta prima jacte de la documentación co- 
rriente a fs. 12 a 16, informe policial de fs. 25, constancias del 
acta de defunción de fs. 2 y de la diligencia de inventarío de fs. 
53, puede U. S. aprobar la información de los testigos Total 
(fs. 23). Balbi (fs. 23 v.). Dommoni (fs. 47), y Pico Estra- 
da (fs. 50), producida con el fin de acreditar que d último do- 
mícilio del causante fué en esta Capital y en su mérito, to dis- 
puesto en el art. 3284 del Código Civil y lo que resulta del ofi- 
cio telegráfico de fs. 63, entablar la contienda de competencia 
por inhibitoria (art. 410 del Cód. de Proc.), librándose el ex- 
horto inhibitorio solicitado. — M. Poccard. 

SENTENCIA DEL JUEZ DE !• INSTANCIA 

Buenos Aires, Mano 18 de 1932 

Autos y Vistos; Considerando: 

Pe las constancias de este juicio (ver partida de fs. 2, tes- 
timonio de poder de fs. 1. documentos de fs. 12 a 16. informe 
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de k Subpref ectura General de Polida de fs. 25, y declaraciones 
de fs. 23, 23 vta n 47 y SO), resulta acreditado que el áltkno do- 
micilio del causante era en esta ciudad, lo que asi se declara apro- 
bándose en cuanto ha lugar la información producida (art. 94 
del Código Ovil), por la cual, de conformidad a lo que pre- 
ceptúa el art. 3284 del mismo Código y el 4 del Código de Pro- 
cedimícntos, corresponde al suscripto conocer en estas actúa* 
dones. 

Según lo que resulta dd exhorto de f a. 63 f se ha iniciado 
con posterioridad la sucesión dd mismo causante en el Juzgado 
de Primera Instancia de lo Civil y Comercial a cargo del señor 
Juez doctor Francisco L. Bilbao en el Depto. de Victoria. Pro- 
vincia de Entre Ríos, procediendo en consec u enc ia , de acuerdo 
a lo dispuesto por los arts. 410, 415 y 417 del Código de Proce- 
dimientos, lo dictaminado por d señor Agente Fiscal a fs. 72 vta., 
librar exhorto a dicho magistrado para que se inhiba de seguir 
entendiendo en aquellas actuaciones, a cuyo efecto se acompa- 
ñarán loa recaudos que determina d art. 417, Código de Proce- 
dimientos citado. Rcp. los sellos. — F. Z>. Quitada. — Ante mi: 
R. Mendoza Pos. 

VISTA DEL AGENTE FISCAL 

Señor Juez: 

En primer término y a fin de aclarar las manifestaciones 
que se hacen a fs. 2 vta., punto 7*, debo recordar que d suceso- 
rio de don Rodolfo Dd Valle se inkió en esta, en mérito de la 
información que acreditó que d causante murió accidentalmente 
en Buenos Aires y de lo dispuesto en d art. 7\t del Proc. O* 
vil local. 

La cuestión a resolver gira alrededor de cuál fué el último 
domicilio dd causante de la succión, la que ha sido iniciada «. 
muháneamente en la Capital Federal y en esta ciudad. Tendiente 
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a ese fin han producida pruebas los interesados ante el señor 
Jucas requircnte y ante U. S. 

Después de examinar amias, estimo que se ha demostrado 
suficientemente que el último domicilio del Dr. Del Valle fué 
en esta ciudad, calle Laprida X 9 23. 

En efecto, se ha acreditado que el causante el año que fa- 
lleció (1931 >. era Presidente Honorario del Comité Departamen- 
tal de! Partido Demócrata Nacional en esta ciudad, (fs. 15-30 
y 30 vta.). 

Con el informe de fs. 17 se acredita que figuró en la lista 
de con-jucces del Juzgado Civil de esta Jurisdicción en los años 
1928, 1929 y 1931 ; que actuó ante el mismo en diferentes jui- 
cios en el año 1931, unas veces como Agente Fiscal ad-hoc, otras 
como {latrocinante, y en nombre propio en otras; y que consti- 
tuyó el domicilio legal en la calle Laprida N f 23 de esta ciudad. 

De los informes de los señorea gerentes de los Bancos de 
la Nación y de Italia y Rio de la Plata se desprende que operalia 
en la sucursal local, habiéndolo hecho .hasta el año 1931, y se le 
remitían los avisos a la calle I^aprida (fs. 21 y 32). 

IX* las constancias de fs. 22 resulta que el causante figú- 
rala en el Padrón Cívico Nacional con domicilio en Victoria, 
l-aprida X' 23. , 

Los testigos: Abel Madariaga, Luis Pérez y Dominga A. 
de Casaravilla. afirman que el Dr. del Valle murió en Buenos 
Aires, donde se encontrala accidentalmente, pues había ido allí 
por su salud quebrantada, pero que se domiciliaba en esta ciudad 
(fs. 23. 24 y 25). 

Kl causante figuraba inscripto en el Registro Cívico de la 
Municifialidad de Victoria, como así también en el Padrón de 
Propietarios de la misma, ante la cual ]«igó patente el año 1931 
por un automóvil y fué Concejal en diversas oportunidades, sién- 
dolo la última el año 1929 (fs. 26 vta., 27. 28 y 29). 

Consta a fs. 27 que los restos del causante fueron sepulta- 
dos en el cementerio local. 
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De este cúmulo de circunstancias concordantes, surge clara- 
mente que la i >artc que la ha producido ha acreditado de una 
manera indudable, a mi juicio, que concurren a ella los dos ele- 
mentos que contiene la definición que nos da el art. 89 del Cód. 
Civil y que constituyen el domicilio real: a), asiento principal de 
la residencia; b) f asiento principal de los negocios. Salva!, "Tra- 
tado de Derecho Civ. Atg" (Parte General), pág. 409. 

De las constancias de fs. 4 vta., 5 y 6, deben inducirse que 
el Dr. del Valle tenia una casa en Buenos Aires, donde resklia 
accidentalmente en sus viajes a esa capitel. % 

No de otra manera puede interpretarse lá circunstancia de 
tener casa en la Capital Federal y en esta ciudad,' pues aquí ejer- 
cía su profesión y tenia todos sus bienes (asiento principal de 
sus negocios) ; aquí ejercía sus derechos cívicos, formaba parte 
de los comités políticos locales y ocúpala cargos electivos (asien- 
to princi|)al de su residencia) ; y por último, aquí fueron traídos 
sus restos para ser sepultados. Por otra parte, es ello una eos- 
tumltre de nuestras familias provincianas que gozan de una po- 
sición económica desahogada. 

Por lo expuesto y de acuerdo a lo que dispone el art. 3284 
del Código Civil, estimo que U. S. es competente para entender 
en el juicio sucesorio de don Rodolfo del Valle, y en conse- 
cuencia delie oficiar al señor Juez requirente, para que dando 
por formada la cuestión de competencia, remita los antecedentes 
a la Suprema Corte (art*. 351 del Proc. Civil local y 419 del 
Proc. C. y Co. de la Capital). — FernU* Albornos ¡obrero. 

Desp. Junio 22 de int. 

SENTENCIA DEL JUEZ DE !• INSTANCIA EN LO CIVIL V COMERCIAL 

Victoria, Julio 20 de 1932. 

Y Vistos: 

El presente exhorto del señor Juez de 1* Instancia en lo Ci- 
vil de la Capital de la República, doctor Francisco D. Quesadn. 
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solicitando me inhiba de seguir entendiendo en los autos suceso- 
ríos del Dr. Rodolfo del Valle, en virtud de tramitarse el mismo 
juicio ante su Juxgado, secretaria N* II, y de resultar de sus 
constancias acreditado que el último domicilio del causante era 
esa ciudad de su jurisdicción, por lo que atento a lo precep- 
tuado por el art. 3284 del Código Civil, corresponde a él enten- 
der tn esas actuaciones, y Considerando; Que recibido el des- 
pacho inhibitorio, a solicitud de parte, se abrió el incidente a 
prueba a fin de reunir los medios «le convicción necesarios, pa- 
ra poder apreciar fundadamente si había motivos legales que im- 
pidieran acceder a la soHcitud del señor Juez exhortante. 

Que del estudio de la prueba rendida resulta : Que el doc- 
tor Rodolfo del Valle era Presidente honorario del Comité De- 
partamental de la Concentración Popular, según resulta de la 
primera («agina del ejemplar del periódico ** Nueva Era", de fe- 
cha 25 de Abril de 1931, agregado a fs. 15; asimismo de ese 
ejtmplar resulta, que el Dr. del Valle publicaba un aviso ofre- 
ciendo sus servicios de ahogado, con estudio en esta ciudad, calle 
I*aprida X v 23. Del informe del secretario de este Juzgado, fs. 
17, resulta que el Dr. del Valle figuró en las listas de con- jueces 
de este partid» judicial, en los años 1928, 1929 y 1931, año de 
su fallecimiento, habiendo actuado como Agente Fiscal *Mor. 
entre otros juicios en el de Da. Rosa Albornos de Obcrti; como 
atxtgado de los herederos, en el sucesorio de D. Juan C. Silva, y 
por derecho propio en el juicio "Del Valle Rodolfo c. Mango 
(¡regona, medianería", constituyendo en todos los casos domi- 
cilio en la calle Uprúb X v 23. A fs. 20 obra el informe suscripto 
por el diputado nacional Dr. Pedro Radio en su carácter de Pre- 
sidente del Partido Demócrata Xacional Departamental, en don- 
de se afirma que el Dr. de! Valle ha sido afiliado a ese partido 
|M>litico en esta ciudad, lugar de su domicilio y de sus bienes 
basta sti fallecimiento en el año 1931. siendo su domicilio en la 
calle Laprida número 23. Qxtv a fs. 21 informa el señor gerente 
fiel llano» de la Nación local, que la corresjíondencia y avisos 
de vencimientos a nombro del l>r. del Valle eran dirigidos a la 
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calle laprida s|n. de esta ciudad y que, su última of*ración se 
efectuó el día 18 de Agosto de 1931 . En igual sentido informa 
el señor gerente del Banco de Italia y Rio de la Plata a fs. 32. 
Que a fs. 22 vta. el Presidente de la Junta Electoral de la Pro- 
viñeta, informa, con fecha 21 de Marzo de 1932. que en el Re- 
gistro Cívico del Departamento Victoria figura Rodolfo del Va- 
lle, abogado, con domicilio en la calle Laprida N v 22. 

Que a fs. 26 el Presidente de la Municipalidad informa q\u 
el Dr. del Valle figura en el Padrón Electoral de la misma, que 
es el de la Provincia; que tiene inscripto un bien sito en la calle 
Laprida y paga impuestos por servicios de alumbrado, limpieza 
y riego; que en el Registro de Patentes aparece inscripto un 
automóvil Dodge con patente paga hasta el año 1931 inclusive, 
a nombre del Dr. Rodolfo del Valle, a quien correspondía la 
propiedad del mismo. Que el inspector general de la Municipa- 
lidad dice a fs. 27. que los restos del Dr. Rodolfo del Valle han 
sido inhumados en el Cementerio de esta ciudad, y que tenia su 
domicilio en la calle Laprida entre Salta y 25 de Mayo. Que a 
fs. 29 vta. y f s. 30 se relatan los cargos que desempeñó dentro 
del orden comunal. Finalmente el testigo Abel Madariaga dice 
a fs. 23, que el Dr. del Valle tenia su domicilio en esta ciudad 
a una cuadra de distancia de la casa del declarante, y que falle- 
ció en un sanatorio de la Capital Federal; el testigo Pérez a fs. 
24 hace igual referencia y que falleció en Buenos Aires y lo tra- 
jeron a esta ciudad, asistiendo el exponente al acompañamiento. 
La señora jefe del Telégrafo declara a fs. 25. que el domicilio 
del Dr. del Valle fué en esta ciudad, y allí iba la correspondencia 
telegráfica, falleciendo en Buenos Aires adonde había ido a ha- 
cerse curar. 

Que esta prueba rendida, acredita plenamente a juicio del 
suscripto, que d domicilio del Dr. del Valle fué en esta ciudad 
hasta su fallecimiento, el que ocurrió en la Capital Federal por- 
que allí halwa ¡do a curarse; el testigo de la i»rte interesada en 
la inhibitoria. Francisco Dominoni. dice a fs. 5 vta. que "falleció 
en el Sanatorio Otamendi-MiroIIi de esta Capital", lo que co?> 
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cuerda con lo declarado por el Dr. Abel Madariaga. Su actua- 
ción en este foro, y el hecho de ser con-juez en el año 1931. para 
cuya insaculación se requiere tener domicilio en el Departa- 
mento, y las demás circunstancias invocadas y proludas en estas 
actuacioncs,%conftrman categóricamente que el Juez que suscribe 
es el Juez comitente |*ara entender en el juicio sntesorio del 
Dr. Rodolfo del Valle, de acuerdo con los arts. 100 y 3284 
efe! Código Civil, y dictamen fiscal de fs. 38. 

Resuelvo: No acceder a la inhibitoria solicitada por el señor 
Juez doctor Francisco D. Quesada cu este exhorto, y dando por 
formula cuestión de competencia, le requiero remita estas ac- 
tuaciones a la Suprema Corte de Justicia de la Nación fwira que 
de acuerdo con el art. 9?, inciso d) «le la ley 4055, dirima la cues- 
tión |>lantcada. Xot. Reg. Rep. y devuélvase con nota a los fi- 
nes indicados. — Francisco L. Dillwo. 



DICTAMEN' DKL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre * de 1932. 

Suprema Corte: 

I-a presente contienda de coni|»etencia que a V. E. corres- 
ponde dirimir — art. 9* ley 4055 — ha sido planteada con mo- 
tivo ile la inhibitoria dirigida por el señor Juez de primera ins- 
tancia cié la ciudad de Victoria (Provincia de Entre Rios"» al se- 
ñor Juez de lo Civil de la Capital Federal, sosteniendo que !c 
oim'NjMinde intervenir en los autos sucesorios de don Rodolfo 
del Valle, en razón de hallarse en su jurisdicción el último do- 
De los antecedentes acumulados a los ex|»cdientes remitidos 
a V. E. resulta que el causante tenia residencia alternativa en 
la Capital Federal y en la ciudad de Victoria, y conforme a lo 
que disiMtue d artículo 93 del Código Civil, debe entenderse que 
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el lugar de su domicilio era donde se hallaba instalada sa fami- 
lia, que la constituía su esposa, no habiéndose discutido que ésta 
residía en la Capital Federal (Fallos: tomo 155, pág. 124). 

Por otra parte consta que en el momento del fallecimiento 
de? causante, ocurrido en la Capital Federal, no existía más he- 
redera que su esposa, cuyo derecho ha sido plenamente estable- 
cido en los autos sucesorios abiertos a solicitud de dicha señora 
ante los Tribunales de la Capital Federal) y reconocido en el ex- 
pediente de Entre Rios. donde habría sido designada adminis- 
tradora provisional de la herencia. 

IX esto se desprende que la presunta hija natural, que ha 
iniciado el juicio sucesorio ante los Tribunales de la ciudad de 
Victoria, ¡tara obtener el reconocimiento de su filiación, ha de- 
lwlr. ocurrir al Juez del domicilio de ta única heredera, una vez 
que t ila ha aceptado la herencia, por ser éste el componente pa- 
ra conocer en la sucesión, de acuerdo con lo que prescribe el art. 
3285 «leí Código Civil y lo ha consagrado la doctrina sentada 
Ihji esta Corte Suprema en diversos fallos: tomo 113. pág. 174: 
tomo 123, pág. 24; tomo 128, pág. 311; tomo 133, pág. 149; 
tomo 160, pág. 116. 

En atención a lo expuesto soy de opinión que corresponde 
resolver la presente contienda en favor de la competencia del 
}m en lo Civil de la Capital de la Nación, por ser a éste a 
quien corres|x>wte intervenir en los autos sucesorios de que 
se trata. 

Julián Pac. 

FALLO DE LA COSTE St'PRKMA 

Buenos Aires, Noviembre 14 de 1932. 
Autos y Vistos: 



Los de contienda de competencia por inhibitoria tratada 
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y el Juez en lo Civil y Comercial de la ciudad de Victoria, Pro- 
vincia de Entre Ríos.' para conocer en el juicio sucesorio de don 

Considerando: 

Oue las pruebas producidas relativas al último domicilio 
del causante si bien demuestran que fué en la ciudad de Y icto- 
ria donde aquél desempeñó cargos públicos, ejerció sus activi- 
dades cívicas y tenia abierto su estudio de abogado, también |»one 
de manifiesto que en esta Capital residía con su es|M>sa en la casa 
de la calle Montevideo número 757, donde el causante fué asís- 
iklo desde tres años antes a la fecha de su fallecimiento (fs. 



■/ * 



Que en la hi|>ótes¡s de que tales circunstancias no aluna- 
ran la afirmación de que del Valle haya tenido residencia Jter- 
nativa en la ciudad de Buenos Aire» y en la de Victoria, debien- 
do. pQf consiguiente, resolverse la cuestión de su domicilio con- 
forme al criterio de los arts. 92 y 93 del Código Civil (Fallos: 
tomo 155. jwg. 214), desde que no se ha discutido que la esposa 
residiera en ésta* aún en tal hipótesis a< 
ser resuelta en favor de la competencia del Juez de la 

Que. en efecto, comprobado en autos, que el dia 
cimiento de del Valle en su domicilio de la calle Montevideo no 
existía más heredera que su es|x>$a, corresjxinde aplicar la dis- 
l*»stción fiel art. 3285 del Código Civil en virtud del cual si el 
difunto no hubiera dejado más que un solo heredero las accio- 
nes deben dirigirse ante el Juez del 
después que hubiese aceptado I; 

Que la jurisprudencia de esta Corte (apartándose de la 
teoría de que tal artículo se refiere tan sólo a las acciones ex- 
presadas en el inciso 4* del art. 3284, como lo decide Zacharie, 
inspirador del precepto), ha establéenlo que tes acciones a que 
se refieren todos los incisos del art. 3284 deben dirigirle ante 
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ni™*™ d ? mici,io ^ hcredcro únkro - Fa,,os: tomo 163 i»k 

En mi mérito, de conformidad con lo dictaminado y pedi- 
do |*>r el señor Procurador Genera!, se declara que el Juez com- 
itente jiara conocer en este juicio es el de lo Civil de esta Ca- 
pital, a quien, en consecuencia, se remitirán los autos, avisán- 
dose al Juez en lo Civil y Comercial «le la ciudad de Victoria 
(Provincia de Entre Ríos), en I4 forma de estilo. 

Repóngase el papel. 

Roberto Repetto. — R. Guido 
La valle. — Antonio Sagarna. — 
Juuán V. Pera. — Luis Li- 
nares. 



Alejandro Santa Cruz Etehever. Cansa sentida en su contra, 
por defraudación. Contienda de competencia. 

Sumario : Xo |mdiéndose determinar en un caso el lugar donde 
é delito fué cometido, corresponde el conocimiento del pro- 
ceso, al Juez del lugar donde se arrestó al acusado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA IHC LA CAMARA DE APKLACIONE5 

En la ciudad de Rosario de Santa Fe. a los catorce días del 
mes de Marzo de mil novecientos treinta y uno. reunidos en 
acuerdo ordinario los señores Vocales titulares de la Primera 
Sala de la Excma. Cámara de Apelaciones, doctores Díaz Gue- 
rra. Casas y .Machado Doncel, con objeto de dictar sentencia de- 
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finitiva en el proceso que se le sigue a Alejandro Santa Cruz 
Kchevert por defraudación a Mario Barrirero. 

Mecho el estudio de los autos, se plantearon las siguientes 



de esta iuris- 




apelada: 



Practicado el sorteo de ley, resultó que la votación 
tener lugar en el orden simiente: Doctores Díaz ímerra. lasas 



A la primera cuestión, el señor Vocal Díaz Guerra, dijo: 
De estas actuaciones resulta que. Alejandre» Santa Cruz Eche- 
verc. empleado dé la casa comercial Barrirero Hermanos, salió 
ni jira h&cia el interior de la República, llevando consigo cuatro 
líenlas cinematográficas |iara exhibirlas en los lugares cuyo 
itinerario se había fijado de antemano, debiendo comenzar \»>r la 
localidad de San Cristóbal y terminar en San Justo, (nublos 
amitos de la Provincia de Santa Fe, que corresponden a la l*ri- 
mira Citvunscriiteión Judicial. Como lo estipulado entre la casa 
y su empleado exigía rendiciones diarias de cuentas y éste no 
lo había verificado, la firma Barrirero Hermanos denunció, por 
intirnicdio de Mario Barrirero, la comisión. ]»or parte de Santa 
Cruz Echevett. de Un delito de defraudación. Detenido el acu- 
sado manifestó que como empleado de la casa damnificada hizo 
una jira pot el Xorte de Santa Fe, Santiago del Estero v. fr- 
na'mcntc. |)or Tucutnán. en cuya ciudad capital alquiló las cin- 
tas de cinematógrafo a Enrique Mattioni. sin autorización |*ra 
ello, no habiendo rendido cuentas ¡xirquc la casa. \tor su parte, 
no le liquidó durante la jira los sueldos y comisiones a que era 
acreedor por sus servicios. 

El tlemmciantc recuperó las cintas en un viaje que realizo 
a la ciudad de Tucumán. 
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IX- lo expuesto resulta, entonces, que los primeros hechos 
que se han imputado al acusado fueron penetrados en juris- 
dicción cíe fe Primera Circunscripción Judicial de Santa Fe, por 
lo cual dchicron ser juzgados conforme a la prescripción del art. 
40 del Código Procesal Criminal. Ahora bien: como lo dice la 
sentencia. Ja última noticia por la cual se comienza a presumir 
ti ¡ncumiJhmento de las estipulaciones del mandato, es la carta 
de fecha diez de Octubre, ta que ha sido enviada desde Resis- 
tencia. Territorio Nacional del Chaco; y por último, aparece con- 
sumándose la apropiación indebida que reprime el art. 173. inc. 
2' del Código Penal, en la ciudad de Tucumán. 



Rige, por consiguiente, la disposición del art. 42 del Código 
Procesal, según la cual correspondería intervenir por hechos co- 
menzados él) un lugar y consumados en otro, a las autoridades 
judiciales de Tucumán. 

K ritiendo en consecuencia, que los Tribunales de esta cir- 
cunscripción Judicial, no son comitentes para entender en el 
presente juicio, y voto por la negativa a la primera cuestión 
planteada. 

Les doctores Gtsas y Machado Doncel se adhirieron a este 

voto. 

A la segunda cuestión, el señor Vocal doctor Díaz Guerra, 
continuó diciendo; De acuerdo a lo expresado con respecto a 
I?. anterior proposición, el pronunciamiento dictado es nulo, co- 
mo lo son todos los procedimientos del presente juicio. (Artícu- 
los 21 y 39 del Código Procesa». Voto por la negativa a la 
segunda cuestión. Los otros Vocales se adhirieron. 

A fe tercera cuestión, el doctor Díaz Guerra, dijo: El pro- 
nunciamiento que debe dictarse, consecutivo a lo resuelto res- 
isto de las dos primeras cuestiones, es el de declarar nula la 
sentencia apelada en cuanto juzga definitivamente a Alejandro 
Santa Cruz Echcvert. como reo de un delito que ha sido perpe- 
trado fuera de la jurisdicción de los Tribunales de la Segunda 
Circunscripción Judicial, debiendo tejar el expediente para que 
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el Juez proceda a remitir lo» antecedentes a los Tribunales com- 
petentes. Asi lo voto. 

Los doctores Casas y Machado Doncel, se adhirieron tam- 
bién a esta última cuestión. 

Con lo qué terminó el presente acuerdo que firman los se- 
ñores Camaristas más arriha nombrados, por ante mi. «pie «loy 
fe: — Carlos J. Díaz Guerra. — Absalón D. Casas. — /. Mr* 
citado Donal - Ante mi: A. Navarro. 

Es copia fiel «le su ordinal que obra al folio 20 «leí Tomo 
15. Libro de Acuerdos y Sentencias Criminales i>crtenecientc a 
la Primera Sala, al que me remito, doy fe. 

Para ser agregada a los autos expido la presente «pie selto 
y firmo en la ciudad «le R«>sario de Santa Fe, a los catorce días 
del ñu s «le Mar/o de mil novecientos treinta y uno. — A. Xararro. 

SKXTEXMA 

Romu-ío, Marzo 14 de 1931. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos «le «pie instruye el Adíenlo que an- 
uvede, la Sala «le Primer Turno de la Kxcma. Cámara de Ajr- 
hiciones. juzgaiulo en definitiva. 

Resuelve : 

Declarar nula la sentencia apelada tu cuanto juzga defini- 
tivamente a Alejandro Santa Cruz Echevert como reo «le un 
dtHtr «pie ha sido perpetrado fuera de la jurisdicción de los 
Tribuna V* de la i* Circunscripción Judicial, debiendo bajar el 
exj t<lieim para qw el Juez proceda a remitir los antece«lentes 
los Tribunales competentes. Hágase saber y bajen. — Carlos 
J. IHas (¿ite ra. — Abs'iión ¡K Casas. — /. Machado Doncel. — 
Ante mi: . /. \<mmú. 
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VISTA FISCAL 

Señor Jue*: 

De las constancias del proceso instaurado a Alejandro San- 
ta Cruz Echevcrt. se desprende que éste se encuentra acusado 
de haber cometido el delito o mejor dicho los delitos de defrau- 
daciones reiteradas. 

El primero de esos delitos es cometido en jurisdicción fe- 
deral o sea en e! Territorio Nacional del Chaco (Resistencia). 
El subsiguiente en jurisdicción provincial (Tucumán). 

En consecuencia y aplicando la disposición de! art. 39 del 
Código de Proc. en lo Criminal deben juzgar primeramente los 
Tribunales Nacionales . 

En ese sentido mi dictamen. — R. Ferrara. 



AUTO DEL JUEZ DE INSTRUCCIÓN 



Tucumán, Mayo 31 de 1932 



Autos y Vistos: 



Esta causa seguida contra Alejandro 
de las condiciones personales que constan en autos, como pre- 
sunto autor del delito de defraudación, a Mario Barrirero; y 



Que o! procesado convino con la presunta victima la exhi- 
bición ele unas películas aneiratogrificas dentro de la Provincia 
de Santa Fe. Consta de autos que Etchevert por el trabajo a 
realizar debía percibir una comisión sobre el producido, además 
del sueldo mensual que como 
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Que Etchevert comunicó, según cartas y telegramas agre* 
gados a los autos, el resultado financiero que iba obteniendo con 
las exhiliiciones en los distintos puntos de la Provincia de Santa 
Fe, y en especial con la de la película titulada "La vuelta del 
Toro Salvaje". 

Oue Santa Cruz Ktthevert al no recibir contestación :i sus 
cartas y telegramas donde requería a Barrirero y a la casa cen- 
tral, el permiso correspondiente para continuar en su jira de ex- 
hibición, va fuera de la Provincia de Santa Fe. resolvió por sí 
pemt al Territorio Xacional del Chaco y Provincias de Santiago 
del listero y Tucumán. contratando la película citada sin enviar 
a h casa líarrirero el valor producido |x>r el ak|uilcr de la misma, 
jwr las distintas exhibiciones. compensándose con el mismo, st? 
suddo y comisión que le correspondía de acuerdo al convenio. 

Que efe los elementos de juicio que surgen de autos y pro- 
nunciamientos judiciales dictados en otro Tribunal, el suscripto, 
«le conformidad a lo dictaminado jx>r el señor Agente Fiscal, de- 
be declararse competente para conocer en las distintas y diver- 
sas defraudaciones que habría cometido Santa Cruz lüchcvert. 



en perjuicio de Alario Barrirero, en la Provincia de Santa Fe. 
en Resistencia, en Barranqueras, Santiago del Estero y Con- 
cepción (provincia de Turuinán), atento lo dispuesto jK>r los 
arte. M* y 39 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Por tanto, el Juzgado resuelve: Declárase incompetente i«- 
ra el Conocimiento de esta causa seguida en contra de Alejandro 
Santa Cruz Etchevert, devolviéndose los autos al Tribunal re- 
mitente, llágase saber. — E. Montenegro. — Ante mi: R. Mar- 
que? . Iturraltlv. 
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DICTAMEN DEL MOCUftADO* GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 2 de 1932. 



Tramitado ante el Juzgado del Crimen de Rosario de Santa 
Fe un proceso por defraudación contra Alejandro Santa Cruz 
Etchevcr y dictada en el mismo sentencia condenatoria en pri- 
mera instancia, fué revocada por la Cámara de Apelaciones en 
lo Criminal de dicha ciudad por considerar que el conocimiento 
de la causa no correspondía al Juez que intervino en la misma. 

Pasados los autos al Juez de Instrucción y Correccional de 
la ciudad de Tucumán por entender de su conijietencia el cono- 
cimiento en el proteso, dicho magistrado produjo, a su vez. aná- 
loga declaración de incompetencia, quedando asi trabada la con- 
tienda cuya resolución se ha sometido a esta Corte Suprema, en 
virtud de lo dispuesto en el articulo 9» de la ley N* 4055. 

Motiva el presente conflicto jurisdiccional la diferente apre- 
ciación que los Jueces hacen del delito imputado y de las cir- 
cunstancias y lugar en que aparece cometido. 

De autos no resulta, efectivamente, establecido esto último 
con claridad. 

Pero tal situación ha sido contentada por la ley a 
«le establecer la jurisdicción competente para el 

la causa. 

Y asi, el Código de Procedimientos en lo Criminal ha pres- 
cribo en su artículo 35 y siguientes, que tal competencia, cuando 
resultase desconocido el lugar en que se ha cometido un delito, 
corresponde al Juez del lugar en que se hubiese procedido al 
arresto del acusado y que, en todo caso, será competente el Juez 
que haya prevenido en la causa* 

Tales circunstancias se encuentran reunidas con respecto 
al Juez de Rosario, toefc 
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en esa ciudad (informe de la Policía, fs. 20) y dicho Juez ha 
prevenido, como se ha visto, en la causa. 

Lo expuesto es suficiente, en mi opinión, |>ara dirimir la 
presente contienda en favor de la competencia de la justicia del 
crimen de Rosario, y asi pido a V. E. se sirva resolverlo. 

Julián Pac. 



FALLO m LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Noviembre 16 de 1932. 

Autos y Vistos: 

Im de contienda de competencia negativa tratada entre la 
Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la ciudad de Rosario 
de Santa Fe y el Juez de Instrucción y Correccional de la ciudad 
de Tucumán |»ra conocer en el |>roceso por defraudación se- 
guido contra Alejandro Santa Cruae Etchever; y 

Considerando: 

l>e acuerdo con las razones expuestas en su precedente dic- 
tamen |K>r el señor Procurador General que el Tribunal repro- 
duce, se declara la competencia, en el caso, de la Cámara de Ape- 
laciones en lo Criminal de la ciudad de Rosario de Santa Fe, a 
quien, en consecuencia, sé remitirán los autos, avisándose al se- 
ñor Juez de lustrtteción y Correccional de la ciudad de Tucumán 
en la forma de estilo. 

Roberto Repetto. — R. Guido Lx* 
valle. — Antonio Sacarna. — 
Julián V. Pera. — Ltns Li- 
nares. 
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Don Néstor B. Zelaya, denuncia a las personas que componen la 
"Legión Cívica Argentina", por el delito de asociación ///- 
cita. Contienda de competencia. 

Sumario; Imputándose a los acusados componentes de la Legión 
Cívica Argentina la comisión de los delitos señalados por 
los artículos 226 y 227 del Código Penal contra los poderes 
públicos y el orden institucional, el conocimiento de la res- 
pectiva denuncia compete al Juez de Secrión de acuerdo con 
lo que dispone el articulo 23, inciso 3» del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal y su concordante el 3». inciso 3», 
ley número 48. 

Casa: feo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PKOCI RADOR FISCAL 
Señor Juez: 

I-a naturaleza de los hechos que constii irían el delito de 
asociación ilícita que denuncia el señor Néstor Zelaya. no son de 
competencia federal. 

De los términos del escrito precedente no se infiere que 
los hechos a que alude, hayan ocurrido en un lugar sometido a 
exclusiva jurisdicción nacional, ni que se trate de ninguno de los 
otros casos que prevé el art. 3* de la ley 48. 

Por ello, y en atención a que la justicia federal es un fuero 
de excepción, estimo que U. S. debe declararse incompetente 
I»ra entender en la denuncia presentada y remitirla, a los efectos 
correspondientes, al señor Juez de Instrucción en turno de la 
Capital. — Fiscalía, Mario 7 de 1932. — /. M. Gondra. 
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ACTO ÜF.L JCEZ FEDERAL 

Bueno* Aire*. Marzo 8 de 092¿ 

Autos y Vistos i: 

Vtii las razones aducidas |*qr el Procurador Fiscal éíi su 
precedente vista, se declara <|tie los luchos objeto de la presente 
denuncia no son del fuero federal; en consecuencia, remítanse 
los autos al señor Juez de Instrucción en turno de la Capital, 
iiwí nota de Mención. JatttM. 



VISTA OKI. .MIENTE FISCAL 
Scfn T |ue/.; 

Mu el escrito de fojas 10 se denuncian hecho> nm m caso 
de m exacto*, ofenderían la soberanía y seguridad de la Na- 
ción, por lo que corresponde que U. S. se declare incompetente 
para entender en otas actuaciones y ias remita al señor Juez 
remitente, de conformidad con lo que dts|>one el art. 23 del C«W 
íjllpi dé PíoeCílimfentOü en lo Criminal. — Desdicho. ||itfto 10 
de - Si'itoritL 



KKSCIt.rriON UKI. Jl'KZ i>i: instriviIon 

Bueno» Aire*. Junio 14 de 1932. 

Autos y Vistos: 

I..- presente denuncia formulada por Xéstor I!. Xelaya con- 
tra |«s personas ciMii|K>nentes de la Legión Cívica Argentina por 
él delito de asociación ilícita; y 
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Considerando: 




y nc según resulta del escrito de fojas 10 a fojas 15, se 
imputa a la Legión Cívica Argentina hechos que el denunciante 
considera dolosos y los que enmadra en las disposiciones con- 
tenidas en los artículos 210, 226 y 227 del Código Penal, es decir, 
que se trataría «le una asociación constituida con fines ilícitos 
par?, cometer los delitos reprimidos en los dos últimos artículos 

comprendidos entre los delitos "contra los 
públicos y el orden constitucional" y textualmente di- 
cen : "art. 226. Serán reprimidos con prisión de uno a cinco 
anos, los que se alzaren en armas |«ra cambiar la Constitución. 
dc]>oner algunos «le los ¡nnleres púMico* del gobierno nacional, 
arrancarle alguna medida o concestón e impedir, aunque sea tem- 
ixiralmente, el libre ejercicio «le sus facultades constitucionales 
o su formación o renovación en los términos y formas legales. . . 
an. 227. Serán reprimidos con las jwnas establéenlas en el artícu- 
lo 215 |*ara los traidores a la patria, los miembros del Congreso 
que couce«lieren al Poder Kjecutivo Nacional y los miembros de 
las Legislaturas provinciales que concedieren a los Gobernado- 
res «le provincias, faculta«tes extraordinarias, la suma «leí poder 
público o sumisiones o supremacía*, por las que la vi«la, el ho- 
nor o la fortuna de los argentinos queden a merced «le algún 
gobierno o de alguna jH-rsona. ( Articulo 2<) de la Constitución 
Nacional). 

Out a juicio «leí infrascripto son tan claras y precisas estas 
<lis|Misicioues. que no cree necesario hacer un análisis o estwlio 
«le las mismas tendientes a demostrar «pie en los hechos denun- 
ciados corres|>on<le intervenir a la justicia federal, intes es in- 
dudable que están comprendidos entre los «jue el artículo 23, in- 
ciso 3 del Código «1c Procedimiento^ en lo Criminal 'ofender ta 
solKírania y seguridad «le la Nación" 

Por ello y «le confomwtad con lo «lictaminado por el 
Agenti Fiscal, resuelvo: 
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Declararme incomjietente para intervenir e» esta denuncia, 
y atento a lo resuelto por el señor Juez en lo Federal, doctor, 
Miguel Janttis a fojas 16 vuelta, lo preceptuado en los ar- 
tículos 43 y m de! citado Código de Procedimientos y dando 
por trafcida esta cluestión de competencia remítase estas actuacio- 
nes con nota de atención a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación jara su resolución. 

Hágase sal»er a quien corresponda. — Manuel Rodrigues 
(hampo. — Ante mi : M. PtktS Padilla. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno? Aires. Octubre .11 de 1932. 

Suprima Corte; 

íníc el Juzgado Federal de la Capital de la Nación lia 
sido <k'iumciada |M>r un particular, la Legión Cívica Argentina 
cotilo asociación ilícita. 

1-i naturaleza «le los delitos «pie a la misma se le in imitan 
han «letcrminado la declaración de incompetencia de dicho juz- 
gado fKira el conocimiento de la causa. 

Esta ha sido remitida al señor Juez de Instrucción en k> 
Criminal «le la Capital, quien a su vez ha considerado ajeno 
. la jurisdicción que ejercita, su conocimiento en la denuncia de 

líii delitos cuyo juzgamiento se pide. 

I .u tales condiciones !a causa ha sido elevada a esta Corte 
Suprema para que V. K,, ejercitando la facultad conferida por 
el art. *' «le la ley -1055. dirima la contienda trabada en la misma. 

A estar a los términos «le la referida denuncia, se atribuye, 
como he dicho, a h Legión Cívica Argentina, el carácter de aso- 
ciación ilícita y se denuncia a sus continentes como autores 
de diversos doblas contra los poderes públicos y el orden c«ms- 
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cu va 

concordantes del Código Pena!. 



en 



i y 



signe y por los medios <le que se vale, pide el denunciante se 
declare ilícito su funcionamiento y se ordene su disolución. 

1.a naturaleza «le los delitos que se denuncian determina, 
en mi opinión. la intervención de la justicia federal, de acuerdo 
a lo dispuesto i>or el articulo 23, inciso 3* del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, concordante con el articulo 3'. in- 
ciso 3» de la ley 48, toda vez que aquéllos, de existir, ofenderían 
la soberanía y seguridad de la Nación. 

Aun en el supuesto de que la expresada denuncia se refiera 
también a la existencia de delitos de carácter común, siempre 
el conocimiento de esta causa correspondería, en primer tér- 
mino, a la justicia federal, atento la regla adoptada fwr el art. 
38 de la expresada lev de procedimiento, que le acuerda oré- 
ferencia jara el juzgamiento de los delitos pertenecientes a dicho 
fuero. 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde dirimir 
la presente contienda en favor de la comjietencia del señor Juez 
Federal. 

Julián Pac. 



FALLO M LA CMR SUMUtftfA 



Buenos Aires, Noviembre 16 de 1932. 




I -os de contienda de competencia negativa tratada entre el 
Juez Federal de esta Capital, doctor Miguel L. Jantus, y el de la 
justicia ordinaria del mismo lugar, doctor Manuel Rodríguez 
< Vampo. para conocer en la denuncia formulada |wr el d'ictor 
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Néstor 14. /clava contra las personas componentes de la Legión 
Cívica Argentina |*>r el delito de asociación ilícita; y 



Qw a estar a los términos del escrito de fojas 10 se atri- 
buye a la Legión Cívica Argentina o a las |>ersonas <|uc la com- 
l>oncn vi carácter de una asociación ilícita constituida con el fin 
de "implantar mediante una tiranía armada" la forma de go- 
bierno "sindicalista o corporativa medioeval cu sustitución de 
nuestra presente organización ]Kilitica e institucional". 

Qut tales propósitos, .a juicio del mismo denunciante, cons- 
tituyen y definen los delitos señalados por los artículos 236 y 
227 de? Código Pena!, esto es. se comprenden dentro de los que 
se cometen contra los poderes públicos y el orden constitucional. 

Que. con este punto de |Kirtida, es evidente la competencia 
•leí Juez de Sección de esta Capital (tara conocer de la denuncia, 
de acuerdo cotí lo prevenido |mr el articulo 23. inciso §> dfj 
Códjgo de IWedimientos en lo Criminal y su concordante él 
articulo 3 . inciso 3* de la ley número 4K. 

Kn su mérito, y de conformidad con lo expuesto y pedido 
¡mu c' señor Procurador General, se declara la competencia, en 
el caso, del señor Juez Federal de la Capital, a quien en Conse- 
cuencia se remitirán los autos, avisándose al señor Juez *le Ins- 
trucción de la Capital en la forma de estilo. 



Considerando ; 




Sacarna. — Jfl.IÁS* V. Pkm. 
Lcis Linares. 
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Sociedad Philips South Anurican Expon. C contra den Felipe 
Brocolli. sobre cobro de pesos. Contienda de competencia. 

Sumario : Ejercitándose en un caso, acciones de carácter exclu- 
sivamente |>ersonal. es competente para conocer en 
mas. el Juez del domicilio del demandado. 

Caso : Iji 



AUTO DEL JUEZ DE PAZ 

25 de Mayo. Marzo 31 de 1932. 

Kn mérito de lo expuesto por el recurrente v de lo que 
disponen los artículos 419 del Qxligo de Procedirnientos <|e la 
Capital Federal y 436 del mismo Código de esta Provincia, das.- 
por formada la contienda de comj»etencia y remítanse los ante- 
tcdirms a la Suprema Corte, cmunicámlose a sus efectos la 
remisión |»r exhorto al señor Juez referido. - José (i. facca- 
'■o. — Secretario: Tintó. 



VISTA FISCAL 



Señor Juez : 

Estipulándose en los documentos agreños que el pago se 
tftetuará en esta capital, considero que IT. S. no delie hacer 
lugar a lo solicitado en el oficio ile fojas 20. — Fro. 171932. — 
/:. Estrada Zciis. 
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SENTENCIA DE|. Jl EZ R\" LO COMERCIAL 

Buenos Aires. Febrero 23 de Í9S& 

Y Vistos: 

Justificándose con las boletas de venta «le fojas 35, Ü y 
35 que el lugar convenido para el cumplimiento de la obligación 
corrcs|»onde a esta jurisdicción, (art. 4 «leí Cod. de l*tos. >. «le 
conf«>rmi«la«l con el dictamen fiscal precedente, no se hace lugar 
a la inhibitoria solicitada y hágase sal»er al señor Juez exhortante. 
Kep. la foja. — Fcritmdo Cennesom, — Secretario: Isttac Lcff. 



DICTAMEN DEL PROCURADO* GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 2? de 1932. 

Suprema Oírte: 

Se ha tralKido cuestión de com|>etcncb entre el Juez de Co- 
mercio ile la C apital «le la Nación y el «le Paz de 25 de Mayo 
(provincia de liuemis Aires». |»ara conocer en la causa que la 
Socieílad I1itli|w lia inicia«lo contra Felipe Brocolli. sobre cubro 
de |>esos. habiéndose eleva«I«i las actuaciones a esta Corte Su- 
prema para «pie. atento los términos «leí articulo 9 de la ley 
♦055. dirima la «-««tienda referida. 

listan de acuenlo los citadus magistrados en que se trata del 
ejercicio «le una acción |>ersonal y en que el deudor tiene su 
domicilio en 25 «le Mayo, «londe. por exhorto, se le ha notificado 
la demanda entablada ante el Juez «le la Capital. 

Corres|)onder!a. por ello, atento los principios conocidos de 
defteho en materia «ie juris«licción, al Juez <lel doniicilio «leí 4c- 
innuiludo. rl c«>norimiento de la causa. 



- 
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Los antecedentes <le autos «o contradicen esta conclusión. 
Antes la corrolioran los boletos de venta de fojas 34 y 35 de 2 
de cuero de 1930. relativos a mercaderías adquiridas en 25 de 
Mayo por intermedio de un vendedor de la actora, y en los que 
M estaldece. para su pago, el (Jazo de noventa días. 

Aunque en dichos lioletos se convenga que las mercaderías 
serán retiradas j»r el comprador, la conclusión «iludida, res- 
|Kctu a la jurisdicción, no se modifica, atento lo dispuesto j¥>r 
los artículos 749. 1411 y 1424 del Código Civil, toda vez que la 
venta no lia sido al contado. 

En ciwnto al lioteto de fojas 33. |mr valor de $ <S8.20. di* 
techa muy |>ostertor (23 de abril del mismo año), si bien con- 
tiene la indicación de que es pigadero en Buenos Aires, ello 
no es suficiente |*ara modificar la jurisdicción donde debe cum- 
plirse la otra obligación pactada en los boletos de fojas 3* y 35 
citados, firmados por el mismo deudor, en su propio domicilio 

Por todo ello, y de acuerdo con lo dispuesto jior los artícu- 
los 100 y 1212 del Código Civil, el ejercicio de la acción i»er- 
sonal que emana de los documentos de fojas 34 y 35. debe lle- 
varse ante el Juez del domicilio del deudor, es decir, el Jmz 
ele Paz de 25 de Mayo. 

Kn tal sentido soy de opinión que eorre.sj>onde dirimir la pre- 
sente contienda de competencia. 

Horacio K. ÍAtrrvta. 



VKUJO DE LA iORTK Sl'PRKM A 

Buenos Aires, Noviembre 18 de 1S»3¿. 
Autos y Vistos : 



La presente contienda de competencia ]»r inhibitoria pro- 
la entre el Juez de Comercio de esta Capital y el de Paz 
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de ta ciudad de 25 de Mayo, provincia de Hítenos Aires. fiara 
conocer en la causa seguida por Philips South American Kxport 
Co. contra Feli|ie Brocolli, sobre cobro de pesos; y 

Considerando: 

Por los fundamentos de la precedente vista del señor Pro- 
curador i ¡-enera?, se declara que el conocimiento de la presente 
demanda corresponde al señor Juez de Paz de la ciudad de 25 
de Mayo, a quien, en consecuencia, se le remitirán los autos avi- 
sándose en la forma de estilo al señor Juez de Comercio de la 
Capital, kejxintínse el nppél. 

ROBKHTO KKPKTTO. — K. (iUIDO La- 

valle. — Antonio Sagakna. — 

Ji ijáx V. Peka. — IMS Li- 
nares. 



mu lis* ■</!«*•/ Lvftiihia tontrn lo M tt un i pululad di la Capital, so- 
hrc ¡ftwtatiíieuip itr embanjo. 

Sumario ; No resultando de los antecedentes del casi», que el em* 
largo de ciertos fondos municipales imposibilite el funcio- 
namiento de la Municipalidad, como tani|>oco que aquéllos 



necesidades públicas, com-s¡x>nde desestimar el |>edido de 
levantamiento formulado. 

Caso: Ijti explican las piezas siguientes: 
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SKXTKN'CIA DEL JI KZ EN LO CIVIL 

Bueno* Aire», Diciembre 2 de 1931. 

1 

V Vistos: 

A los fícctos de resolver la incidencia de fojas 137. 
Considerando: 

K* señor Lcgttina. a raíz de la sentencia <le fojas 125. tratió 
miliario basta cubrir el importe de la liquidación de fojas 12H. 
solire tos fondos de|M>sitados en el Banco «le la Nación. La Mu- 
niei|>a!iilacl «ilícita el levantamiento de dicho emlmrgo, a mérito 
de lo dispuesto ,*»r el artículo 66 de la ley 1260. 

Otit es evidente que los fondos encargados están afectados 
servicios públicos de impostergable ejecución, y el legislador 
al dictar la recordada ley 1260, en su art. 66, lia querido pre- 
venir situaciones extremas que como la presente, lian de produ- 
cirse a menudo, evitando de esc modo que los intereses sup- 
riores de la colectividad, no sean pospuestos por el interés in- 
dividual, muy respetable si se quiere. |>ero que no puede primar 
sotire aquel otm. Entre uno y otro intereses, no puede duilar- 
se, pues a nadie se le oculta, la difícil situación financiera por 
que atraviesan las finanzas de la Municipalidad, como conse- 
cuencia de la falta de un plan orgánico y estable jara responder 
al pago de las mútliplcs obligaciones existentes |x»r razón de 
las distintas expropiaciones resueltas en forma definitiva y en 
vías <le ejecución. 

Ks cierto que el art. 2511 «leí Código Civil y el 17 de la 
institución Nacional disponen que en materia de expropiación 
la indemnización es previa a la desposesión, pero ésta se ha pro- 
ducido y entonces no es el caso de hacer valer una situación de 
hecho actualmente inexistente. Además, a los interesados in- 
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cumbe Iniscar los medios <Ic que se le* |iague. sin errar dificul- 
tades insalvables para el sostenimiento regular de la administra* 
ción pública. 

Por ello, resuelvo: levantar el cmtiargo ordenad» a fojas 134 
vuelta, con costas, a cuyo efecto regulo en sesenta |r\sos los 
honorarios del doctor Adrogtté y en veinte pesos los derechos 
proairatorios de Ramos. Notifique Piran. Rep. — / : . I). QutSW 
tía, — Ante mi: A. Fernández Mouján. 



SENTENCIA OK LA TÁMARA 2* OK APIXACIONKS KX t.O CIVIL 



I Qwv según resulta del escrito «le fojas I.U se ha |«dido 
1 1 einlmrgo de los fondos que la Municipalidad tiene depositada 
en distintas cuentas en el «anco de la Nación Argentina. 

$ Oue el artículo 66 de la ley orgánica municipal número 
12f*i, establece que "no podrán cmlargarse ni ejecutarse las ren- 
tan de la Munic¡|>alidad. ni aquellos bienes destinados al servicio 
general del municipio". El propósito del legislador ha sido ex- 
cluir del arrjiargo aquellos hienes que sé encuentran afectadlos 
al cumplimiento de los servicios púhlicos del municipio, ya se 
trate de dinero o rentas en efectivo; ya de hienes de carácter in- 
muchle. 

3» Que si hien es exacto que la Municipalidad de esta Gi- 
pmí en el carácter de persona jurídica, queda sometida a las 
leves generales, debe tenerse en cuenta, sin embargo, que tra- 
tándose de dinero provenientes del cohro de los impuestos y de- 
recho* qtu las leyes autorizan, ellos están afectados, ante todo, 
al pago dé fe* servicias púhlicos. a cuyo sostenimiento están 
destinados. Ks |Hir eso precisamente, que el art. 2344 del Có- 




Vistos y Considerando; 
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«ligo Civil estaMece «|ue los bienes municipales son embargantes 
en el modo v forma que las leyes especiales lo prescriban; y es 
por eso también. que tanto «m "lo tocante a su enajenación como 
al tmhargu. es |>reciso considerar en cada caso, aun tratan- 
«lose «le bienes «leí <l«minio privado, las leyes y ordenanzas mu- 
nicipales. 

4" Que si bien es exacto «pie la Suprema Corte <le Justicia 
de la Nación. ¡»>r resoluciones mihlica«las en el tomo 121 de la 
colección «le folios, inginas 250 y 330, concordantes con otras 
anteri«ires. han decidido <|ue las rentas municipales podrán ser 
embargadas, debe también reconlarse que en reiteradas resolu- 
ciones anteriores y jiostermres. ese mismo triliunal ha declarado 
«lúe las provincias — lo cual es igualmente aplicable a las muni- 
ci|>ali«lades |or existir análogas razones — no pueden ser pri- 
vadas de los elementos indispensables «le que depende su mis- 
ma existencia y tos «Hueros «leix»itad«>s en la Tesorería Provin- 
cial, como productos «le los impuestos, están es|*cia!mente afec- 
tados al sostenimiento de la administración y de tos senecios 
publiras. i Suprimí Corte Nacional, tomo 97, página 15; 98. 
página 224; 125, página 212. y 131. página 2f¡7). 

IW est«>s fundamentos y los concordantes de la resolución 
apelada de fojas 147. se la confirma, con costas. Rq>. la foja. — 
Tezanos Pinto. — Salval. — Latios. — Ante mí: f£ l\ /><•- 
tjrcef. 



DICTAMEN DEL PKOCl'ltADOJt GENERA!. 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1932. 

Suprema C orte ; 

El recurso extraordinarm «le«luc¡d«» en est«*s autos se funda 
en liaherse imputado la aplicación del art. 66 «le la Ley Or- 
gánica de la Mttnici|ialida«l de la Capital, en atención a «|ue con 
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esa aplicación se contraria lo dispuesto en el articulo 42 de! 
Código Civil, y ser la decisión recaída favorable a la validez 
ile la ley local, con lo que el caso encuadra dentro de lo pres- 
cr¿i*o |wr el artículo 14, inciso 2* de la lev 48 (Fallos, tomo 
161, ,*K¡„a 112). 

En ctianto al fondo del recurso, pienso que la doctrina sen- 
tada por V. E. en el caso que dió lugar al fallo que acabo de 
citar, es aplicable en el presente juicio. |x>r ser idénticas las 
situaciones producidas en uno y otro. En efecto, según la men- 
cionada doctrina, aun cuando en principio son inemliargahles los 
dineros provenientes de impuestos y rentas públicas que están 
destilados af sostenimiento de la administración, ello no obstante 
la solución puede ser distinta cuando median circunstancias de 
hecho que imponen un distinto criterio. Las circunstancias de 
hecho que V. E. tuvo en cuenta en el caso a que me refiero, 
medían t;anhién en el presente, desde que no resulta de autos 
que a consecuencia del embargo trabado se haya int|>osihil ¡tarto 
el funcionamiento de la Municipalidad. tanq>oco aparece que los 
fondos cmlKirgados tengan un destino excluyeme del pago del 
crédito de que se trata, ni aparece que exista una afectación cs- 
pecisi, a lo que se agrega que la Munici])alidad ha ocu^do y 
librado al servicio público el terreno expropiado, sin abonar su- 
ma alguna por la privación del derecho de propiedad, lo que es 
violatorio de lo dispuesto por d art. 17 de la Constitución v art. 
2511 del Código Civil (Fallos, tomo 161, página 112). 

Kn atención a ello, solicito de V. E. se sirva revocar la re- 
solución afielada. 

Julián l>a¿. 
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Noviembre 18 de 1932. 



Y Hstos: El recurso extraordinario interpuesto y concedi- 
do contra la sentencia de la Cámara Segunda de Apelaciones en 
lo Civil de la Capital en los autos seguidos por Ezequiel Le- 

de la Capital, sobre expropiación, y 



Considerando: 

Que de autos resulta que los fondos del emlmrgo cuyo le- 
vantamiento origina el presente recurso, fueron transferidos a ta 
orden del Juez como f>ertencciente a este juicio y no aparece de 
autos que a consecuencia de tal medido judicial se im|>osihilÍtase 
el funcionamiento de la Municipalidad, ni que se imponga ahora 
su reintegración jiara satisfacer impostergables necesidades pú- 
blicas, lo que «lado el tiempo transcurrido no cabe suponer y 
en trwlo caso debió ser alegado y probado en o|K>rtunidad y for- 
ma pertinente y no en la imprecisa enunciación que resulta del 
escrito de fs. 137 ; no aparece tampoco aducido ni demostrado 
según era indisfiensaMe que tales fondos tengan un destino ex- 
cluyeme del pago del crédito de que se trata; no existe tampoco 
en el caso afectación alguna especial que determine la improce- 
dencia del embargo y median los mismos motivos circunstancia- 
les que informaron el pronunciamiento de esta Corte, entre otros 
fallos, tomo 121. pág. 254, último considerando. Que es de te- 
nerse en cuenta sobre todo que en este caso la Municipalidad 
ha ocu|>ado y librado al servicio público el terreno expropiado sin 
alionar suma alguna al recurrente por la privación en tal forma 
«U- su derecho de propiedad, contrariándose injustamente !o dis- 
puesto por el art. 17 de la Constitución y 2511 correlativo del 
Código Civil, que establecen expresamente la previa indemni- 
zación . 
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l'or tanto y de conformidad con lo dictaminado y pedido 
]»vr e! señor Procurador General y lo resuelto por este Tribunal 
en el fallo que se registra en el tomo 161. pág. 112. cuyos fun- 
damentos son de estricta aplicación al presante, se revoca la re- 
solucii'm apelada de f s. 161 en cuanto lia jiodido ser materia del 
recurso. Xotifiquese. re|N»ngase el papel y devuélvanse. 

Roberto Repetto. — R. Guido La- 
valle. — Antonio Saoarna. — 
Julián V. Pera. — Luis Linares 



— 



Don Antonio Freixas contra don AUcio Pérez y otros, por ¡mi* 
titt ión de tiKtrca, Contiendo de competencia. 

Sumario: Resultando de los antecedentes de un casi». que la cues- 
tión de competencia tratada no lo lia sitio entre dos irihu- 
nales nacionales de segunda instancia, desde que uno de 
ellos, en virtud de una apelación desistida, no ha llegado a 
pronunciarse sobre aquélla. de!*> considerarse que el con- 
flicto jurisdiccional se ha producido entre «los Jueces di- 
sección. En estas condiciones la cuestión del* ser dirimida 
con sujeción a lo dispuesto en el articulo \ l ) de la ley nú- 
mero 4055; !*>r la Cámara de la jurisdicción del Juez que 
primero hubiera conocido en la causa, ya «pie no encua- 
drando la situación producida dentro de las que contempla 
el articulo 9* de la ley aludida, la Corte Suprema se halla 
impedida |>ara conocer en ella. 



í'aso: Lo explican las piezas siguientes 
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VISTA VOCAL 

Señor Juez ; El delito que se denuncia en la presente que- 
rella ha sido cometido por violación de una ley nacional, lo que 
haría surtir la competencia federal en virtud de lo dispuesto en 
el artículo f, inc. 3 f de la ley número 48; pero atento a que el 
hecho hahria ocurrido en la Provincia de Santa Fe corres|ionde 
que ocurra ante el Juez Federal de aquella jurisdicción. 

Por lo expuesto considero que U. S. se declare incompe- 
tente para entender en esta causa. — Jorge Af. Goitdra. 

Septiembre 14 de 1931. 

AI TO DEL JI EZ FEDERAL (fs. 8 Vta.) 

Buenos Airea, Septiembre 16 de 1931. 

Autos y Vistos; 

Por las consideraciones aducidas |*>r el señor Procurador 
Fiscal, declárase incompetente el Juzgado para entender en la 
ampliación de la precedente acción, — Jautas. 



VISTA FISCAL 



Señor Juez: 



Mantengo los términos de mi anterior dictamen sosteniendo 
la falta de jurisdicción de U. S. para entender en esta causa.' 

Kl delito imputado al señor Alicio Pérez |wr el querellante, 
es el de haber puesto en venta productos falsificados, en conse- 
cuencia, corresponde entender en la causa al Juez con jurisdic- 
ción en el lugar en que han sido (Htestos en venta 
«n cuestión, lugar en que liahríase cometido el delito. 
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La factura <le fs. $¡ único antecedente en que lasa su que- 
rella el señor Freixas, comprueba que el lugar en que han sido 
puestas en venta la mercadería en cuestión, es la ciudad de Ro- 
sario, donde tenia radicado su negocio los señores Sánchez Ten- 
reiro y Cía., también querellados por el mismo señor Freixas. 

En consecuencia y de acuerdo con lo dispuesto en el art. 
25, inc. 1* del Código de Procedimientos en lo Criminal, corres- 
ponde que U. S. se declare incompetente para entender en esta 
causa. — 7. M, Gondra. 

Octubre 6 de 1931. 



AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Otubre 14 de 1031. 

Amos y Vistos: 

Por las consideraciones aducidas en la precedente vista del 
señor Procurador Fiscal, mantiénesc el auto de fs. 8 vta. y con- 
cédese tu relación el recurso de apelación subsidiariamente in- 
terpuesto, y en consecuencia elévense los autos al Superipr en 
la forma de estilo. — Jtmtns. 



VISTA DEL FISCAL DE CAMARA 

Exema. Cámara : 

RW los fundamentos de! dictamen del señor Procurador 
Fiscál de I* Instancia de fs. 10. estimo que debe confirmarse el 
auto recurrido de fs. 11. en lo que respecta a la ampliación de 
la querella. — £./.. González. 

Febrero 12 de 1932. 
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pró a la casa Sánchez Tenreiro y Cía. de Rosario, con domi- 
cilio en la calle Córdolia 3617-35. según factura que se agrega 
en el mismo acto y que corre a fs. 3. 

En el escrito de fs. 7 se amplia la querella contra dichos se- 
ñores ppr considerárseles también responsables de la venta a sa- 
biendas de mercaderías con marca imitada, infracción que se 
imputó en primer término a Alicio Pérez. 

De lo expuesto surge que el hecho delictuoso imputable a 
Sánchez y Ttnrcirto consistiría en la venta que hicieron a Alicio 



Pérez de la mercadería incriminada, lo que se efectuó en la ciu- 
dad de Rosario, según lo acredita la factura mencionada, corres- 
Itondiendo en consecuencia conocer en esta causa al señor Juez 
de Sección de esa ciudad, conforme a lo dispuesto en el art. 3", 
me. 3 V de la ley número 48. 

Por ello, sus fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado 
por el señor Procurador Fiscal de Cámara, se confirma el auto 
recurrido de fs. 8 vta. que establece la incompetencia del Juzga- 
do para entender en la ampliación de la acción entablada. — 
Carlos del Compitió. — Marcelino Escalada. — B. N. Nazar An- 
cHorcm. — José Mareó. 



Señor Juez : 

En lo que se refiere a la ampliación de la querella promb- 
vkfa por Antonio Freixas contra la firma Sánchez Tenreiro y 
Cía. de esta ciudad, y de la que informa al escrito obrante a 



Bueno» Airea, Abril V de 1932. 
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fs, 7 de estos autos, entiendo que L\ S. es com(>etente pana en- 
tender en esta causa. — Julio Navarro. 

Fiscalía, Julio 3 de 1932. 



AUTO DEL J UgZ FEDERAL 

Rosario, Julio 11 de 1932. 

Auto* y \ istu>: 

La presente querella seguida |>or Antonio Frcixas contra 
Altete Pérez y otros, por usurpación de marca: y 



I Que la presente querella fué iniciada jKir Antonio Frei- 
xm contra Alicio Pérez domiciliado en Li Capital Federal, afir- 
mando se en el escrito de í.v I que eXpCttdc mercadería que lleva 
la marca del actor fraudulentamente imitada. El oficial de jus- 
ticia t ti la diligencia de fs. 4 justificó la existencia de la merca- 
dería incriminada en poder del detnanda<l>. y procedió a su em- 
Kir^ii y secuestro, |H>r mandato judicial. 

2* One en el escrito de fs. 7 el querellante amplió la quere- 
lla contra !a firma Sánchez. Tenreiro y Cía. de esta ciudad de 
Rosario. |*.r haber manifestado Pérez que esa firma le vendió 
dicha mercadería . Kl señor Juez Federal de la ciudad de Buenos 
Aires, se declaró incompetente en razón de ese nuevo giro dado 
a la demanda, remitiendo al suscripto el expediente respectivo. 

3* Qtté la Kxcma. Cámara de Apelación de estos Trilmna- 
les I-Yderalcs. en el ca>o análogo de Henrv Otarles Stephens v. 
Salvador Mariui |*or usurpación de marca, ha estahlecido la ju- 
risprudencia siguiente: a) Que el art. 4K de la ley de Marcas 
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castiga no sólo el hecho de la falsificación de la marca, sino 
también el <le vender o hacer circular mercaderías con marca 
falsificada; !>) Que constando en autos el lugar donde se halla* 
lian y estallan deposítalas las mercaderías y donde se las puso 
en venta, el hecho de que fueran remitidas de otra parte no im- 
pide que aquel lugar sea el sitio donde la presunta infracción 
se halla cometido; y c> Que en caso de duda res|>ecto a la ju- 
risdicción en que se hubiere cometido el delito, será comitente 
el Juez que haya prevenido en la causa, de acuerdo con el ar- 
ticulo 36 del Código de Procedimientos Criminales, concordante 
con la doctrina efe 



4" 



consecuente con esa jurisprudencia, el suscripto no 
de este Juzgado para entender en 
la causa en razón de que tanto Sánchez. Tcnreiro y Cía., de Ro- 
sario, corno Alicio Pérez, de Buenos Aires, han sitio querellados, 
castigando la ley no sólo la falsificación, sino tamhién la venta 
y circulación de ta mercadería con marca falsificada : de que el 
hecho de que la finita domiciliada en Rosario haya vendido a 
Alicio Pérez la mercadería incriminada, no significa que sea es- 
ta ciudad el lugar de la falsificación; y que en caso de que hu- 
biese dudas al respecto corresponde entender en el asunto al 
Juez de la Capital Federal que ha prevenido en el mismo. 

Por estas consideraciones, resuelvo: Ordenar la devolución 
de estos autos al señor Juez remíteme, y para el caso de que 
insista en su resolución, invitarlo a que eleve el expediente a 
quien corresponda para la solución de la cuestión de competencia 
que por la presente queda planteada. Insértese y 
l\ Morcillo Suárcs. 
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VISTA IIEL FISCAL DK CÁMARA 
Kxcrna. Cámara : 

Como Procurador Fiscal en los autos Frcixas A. - Pérez Ált- 
cio. lsur|«ición demarca. (Exp. 816 de entrada), evacuando 
la vista ordenada a fs. 21. a V. E. digo: 

Atento a los términos de la ampliación de la querella 
de t>. 7 y escrito de fs. 9 y no conociéndose el lugar donde se lia 
i tectuado la falsificación de que se acusa, creo aplicable la dis- 
posición de los arts. 35 y 36 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, ya que es en la ciudad de Buenos Aires donde se 
ha lucho el secuestro de la mercadería en cuestión. 

Además, teniendo en consideración lo resuelto por la Su- 
prema Corle en los lomos 113. p&j¡, 56; tomo 121. pág. 295. y 
por ola Cámara en el caso de Salvador Marino (causa X 9 589. 
fallo \" ,M M ( >). infracción ley 3975, encuentro procedente ta re- 
solución de fs. 19-20. |M»r la que se declara incompetente el se- 
ñor Juez Federal ele esta Sección. Estimo rpic clin de!»e ser con- 
firmad.", par sus fundamentos. — Guillermo C. Columbres. 

Fisealía. Julio 19 de 193& 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Ronario. Affo«to 10 do 1932. 

Vistos los autos "Frcixas Antonio v. Pérez Alicio, s. 
usurpación de marca". (Exp. N v 816 de entrada). 

Atento el dictamen del señor Fiscal de Cámara obrante a 
fs. 22, v\ que encuentra procedente la resolución de fs. 19-20. 
( -«timando que ckt>e ser confirmada, lo que importa un desistí- 
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miento de la apelación interpuesta por el Ministerio Fiscal a fs. 
20; y no habiendo, en consecuencia, cuestión a resolver: liajeu 
los autos al Juzgado de la causa a sus eíectos. Hágase salwr. — 
Julio Mure. — Jmm Alvares. — Santas J. Sactonc. 



DICTAMEN DEL PftOCUKADOt GENEKAL 

14 de 1932. 

Suprema Corte: 

Kl desistimiento de fs. 22 formulado por el señor Procura- 
Fiscal ele la Cámara Federal de Ablación de Rosario, fia 
a ésta jurisdicción para conocer en la apelación inter- 
puesta contra la sentencia del Juez Federal de dicha sección ¡>or 
la que se declara incompetente pía intervenir en estas actua- 
ciones. 

Asi lo lia entendido aquel Trilmnal en su resolución de fs. 24. 

lía desaireado, pues, el motivo que pudo invocarse para 
traer a resolución de V. E. una cuestión de competencia trabada 
entre dos Cámaras Federales de Apelación, en los términos del 




art. «r 



número 4055. 



I-a contienda ha quedado asi entablada con un Juez de Sec- 
ción : y es a la Cámara Federal respectiva a quien corrcs|>onde 
dirimirla, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 19 de la referida 
ley (S. C. X., 111.284). 

Soy. |>or ello, de opinión que corresponde devolver estas ac- 
tuaciones al Juzgado de origen, a sus efectos. 

Julián Pac. 
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Buenos Aires, Noviembre 23 de 1932. 
Autos y Vistos; Considerando: 
la contienda de competencia suscitada entre el Juez Fe- 



deral de esta Capital y el de Rosario de Santa Fe. para conocer 
en el juicio promovido ante et primero por Antonio Freixas con* 
tra Al icio Pérez, Jesús M. Sánchez y Emilio Tenreiro, a que se 
refieren los presentes autos, no se encuentra comprendida entre 
las que corresponde dirimir a esta Corte Suprema con arreglo 
a lo dispuesto por el art. 9» de la ley número 4055. 

Que dado el alcance atribuido por la Cámara Federal de 
Rosario al dictamen fiscal de fs. 22 (véase fs. 24>, la cuestión 
planteada no lo ha sido entre dos Tribunales de 2* Instancia de 
< se orden, dado que uno de ellos no ha llegado a pronunciarse 
sobre aquélla, al tener jw>r desistida la apelación. 

Que en consecuencia la situación producida en autos no 
encuadra dentro de la contemplada por el citado artículo nueve, 
y en ausencia de un conflicto de competencia entre dos Cámaras 
Federales de Ablación, ella se reduce a una cuestión entre Jue- 
ces de sección, que de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 19 
de la ley número 4055 y lo resuelto por este Tribunal en otras 
oportunidades (Fallos Corte Suprema, tomo 111, pág. 284), de- 
be Sf* dirimida |>or la Cámara de la jurisdicción del Juez que 
primero hubiera conocido en la causa. 

Que de acuerdo con lo expresado en el considerando ante- 
rior, correspondía a la Cámara Federal de la Capital dirimir la 
cuestión de cotn|>etencia suscitada en estos autos, y el hecho de 
que ella haya conocido por vía de apelación en la incidencia plan- 
teada ante el Juez de su jurisdicción pora confirmar la resolu- 
ción de éste, no cni|>ece ni modifica la facultad de decidir 
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que la ley le atribuye (C. S.. autos "Turbau Juan contra F. O. 
0.'\ «le Septiembre 5 de 1932). 

Que en efrtrto. la recordada intervención de la Cunara Fe- 
deral de la Capital, no ha podido cambiar la naturaleza del con- 
flicto jurisdiccional, transformándolo en una cuestión de com- 
petencia entre dos Cámaras Federales, a la cual le fuera aplica- 



ble lo dispuesto por el inciso a) del art. 9* de la ley número 4055, 
toda vez que el conflicto previsto en el susodicho inciso, sólo es 
l>os¡ble en la hipótesis de que ambas afirmen o nieguen la fa- 
cultad de conocer j»r vía de apelación en un litigio determinado, 
lo que no acontece en el shMHc, en el que sólo una de ellas se 
ha pronunciado sobre el particular. 

Kn mérito de estas consideraciones y de conformidad con 
lo dictaminado i>or el señor Procurador General, se declara: 1* 
Que no existe en el caso cuestión de competencia entre dos Cá- 
maras susceptible de ser dirimida como tal por esta Corte, y 2* 
Que la planteada entre los Jueces de Sección mencionados, ha 
sido definitivamente resuelta por la Cámara Federal de Ajiela- 
ción de la Capital. En consecuencia, remítanse estos autos al se- 
ñor Juez Federal de la Capital, comunicándose la resolución a 
la Cámara Federal de la Capital y al señor Juez de Rosario del 
mismo orden, que conoció en la incidencia, debiendo reponerse 
el i>af>el ante quien corresponda. 




Roberto Repetto. — R. Guido La- 




Don liiuji túo Díaz Vigíes contra la Provincia de /hiatos Aires. 



SiumnUo : 1.a disconformidad existente entre los actos del Poder 
Ejecutivo de una Provincia y las sanciones legislativas de 
la misma, no pueden ser materia de revisión por el Poder 
Judicial de la Nación, sino después de agotada la jurisdic- 
ción local, y únicamente en el caso de encuadrar la sitúa* 
cíón, en alguna de las que contempla el artículo 14 de la 
ley número 48. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1930. 

Suprema Corte: 

r-* - *' 

lín la presente demanda promovida por don Ettgenjo Diaz 
Vélcz contra la Provincia «le Buenos Aires, se |>crsigue devolu- 
ción de las sumsa llagadas en concepto de contribución directa, 
sosteniéndose «pie el cobro del mencionado impuesto no se ha 
ajustado a las normas creadas por la ley Provincial de fecha 10 
iie Junio de 1924. sobre revaluación de la propiedad raíz, las 
que han sido reemplazadas por avalúos citVunstanciales decre- 
tados por el Poder Ejecutivo, con lo cual la percepción del im- 
puesto es inconstitucional por no halwr sido fijado por la le- 
gislatura. 

Para acreditar la competencia originaria de esta Corte Su* 
prema, el demandante invocó los artículos 100 y 101 de la Cons- 
titución Nacional, justificando ser vecino de la Capital Federal 
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liara conocer en los asuntos entre una Provincia y los vecinos 
«le «rtra se ejerce, de conformidad con lo «¡ue dispone el art. \% 
inc. V de !a ley número 48, en las causas de naturaleza civil na- 
cidas de estipulación o contrato # regidas por el derecho común, 
de las «juc están excluidas las que versan sobre la ilegalidad del 



«leí cumplimiento de sus propias leyes no pueden ser sometidos 
al juicio de esta Corte Suprema. (Fallos, tomo 7. página 373; 
tomo 102, página 436; tomo 12!, página 40; tomo 134. página 



nada importa la materia. lo mismo que cuamlo la jurisdicción 
corres|K>nde por razón de la materia son indiferentes las i*rso- 
nas, no puede olvidarse en el caso de ser traída a juicio una 
provincia, la jurisdicción originaria de V. E. está supeditada 
a restricciones que son inherentes al sistema de gobierno esta- 
blecido por la Constitución Nacional y al respeto que merecen 
las autonomías «le provincia en todos los poderes no delegados 
a la Xación. Este es el fundamento de la «loctrina sentada «lesde 
hace cincuenta años por esta Corte Suprema limitando el al» 
canee de su comjietencia cuando se demanda a una provincia 
por razón «le la |>ersona. a las causas relativas a derechos na- 
cidos de estipulación o contrato, vale «lecir, cuamlo la provincia 
es demandada c«*no |>ersoua jurídica, y excluyendo «le esa com- 
IKtemia las causas en que se ponen en cuestión los actos pú- 
Wicos realizatlos |»r los funcionarios provinciles. En el caso de 
autos. la aectón deducida por redición de sumas pagadas in- 
«lebidamente involucra el juzgamiento «le actos administrativos 
realizados j>or el Poder Ejecutivo de la provincia «le Buenos 
Aires en su fuifción de poder público y en cumplimiento «It 




401: tonto 140, página 34). 
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te;«s (te la misma provincia, de lo que se desprende que la pro- 
cedencia o improcedencia de la acción instaurada ol>ligaría a 
V. E. a pronunciarse sobre la validez o nulidad de los actos ta- 
cha* los de nulos mu que se hubiera agotado la jurisdicción 
local para decidir acerca de esas cuestiones, como es indispen- 
sable, quedando reservada a la jurisdicción de ablación de V. 
E. conocer de las decisiones que dicten los tribunales de la pro- 
vincia cuando hubiere lugar al recurso que autoriza el articulo 
14 de la ley 48. (Fallos, tomo 154, página 250). 

El caso que se ha invocado en favor de la competencia de 
V. E. (Fallos, tomo <J9. página 66). no puede servir de argu- 
mento en contra de la doctrina expuesta, dado que el pleito que 
Ib motivó había sido instaurado por una provincia contra una 
Corporación radicada en la Capital Federal, y esta Corte Su- 
prema al fundar la procedencia de la jurisdicción originaria de- 
claró qué los procedimientos especiales creados i>ara el cobro 
de los impuestos constituyen un beneficio acordado al Estado, 
al que éste puede renunciar, por lo que nada obstaba al ejer- 
cicio de la jurisdicción establecida en el art. 101 de la Cons- 
titución. Como se ve. la situación no es igual a la presente, des- 
de que aquí la provincia aparece como demandada y no ha acep- 
tado que el juicio se ventile ante V. E. 

Tampoco puede servir de argumento en contra de la doc- 
trina citada la disposición que contiene el art. 109 de la Cons. 
titución cuando confia a la Corte Suprema la decisión de las 
quejas que una provincia exponga contra otra, porque en tal caso 
la atribución dada a este Tribunal tiende a resolver los conflic- 
tos entre Estados por diferencias de orden político, o sea aque- 
llas que no tienen solución dentro de cada provincia y con los 
resortes de gobierno organizados por la misma, de suerte que 
ya no es el caso de amparar la autonomía de las provincias que 
es el fundamento de la doctrina mencionada. 

Por otra parte, la presente demanda tiene de base la impug- 
nación del régimen impositivo vigente en la provincia de Bue- 
nos Aires, siendo el fundamento de esa impugnación qué los 
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impuestos exigidos a los particulares no se ajustan a la ley 
sancionada por la Legislatura, con lo cual se ha violado el art. 
98. inciso 1* de la Constitución provincial que defiere al Poder 
Ejecutivo establecer los impuestos necesarios para los gastos 
públicos. Dicha impugnación escapa al conocimeinto de V. E. 
desde que la conformidad que exista entre los actos del poder 
administrador de una provincia y las sanciones legislativas de 
ta misma no pueden ser objeto de revisión |x>r el Poder Judi- 
cial de la Nación, sin atentar contra la facultad reservada a 
las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por 
ellas sin intervención del Poder Federal. El art. 100 de la 
Constitución Nacional determina el alcance de la jurisdicción de 
la Corte Suprema y tribunales inferiores de la Nación que se 
extiende por razón de la materia a las causas que versen ? obre 
puntos regidos por la Constitución y las leyes de la Nación, con 
la reserva del art. 67, inciso 11. de manera que si un tribunal del 
orden nacional entrara a examinar si los actos realizados por 
los funcionarios de una provincia están de acuerdo con las le- 
yes locales saldría de la órbita de su competencia, invadiendo 
los poderes reservados a los tribunales provinciales. 

La invocación que se hace de los artículos 5. 16 y 17 de la 
Constitución Nacional no es bastante para autorizar la jurisdic- 
ción de esta Corte Suprema, por no haberse demostrado que el 
hecho que da motivo a la demanda tenga una relación directa e 
inmediata con las cláusulas constitucionales que se dice infringi- 
das, en forma que aparezca con evidencia que éstas han sido 
violadas. El demandante invoca en primer término la violación 
de un precepto de la Constitución provincial al decir que los 
impuestos que se cobran no han sido sancionados por la Legis- 
latura, y de esa violación hace derivar la de haberse infringido 
la Constitución Nacional, lo que induce a la necesidad de juzgar 
ante todo si ha existido la violación de orden provincial para 
examinar después la de orden nacional. Esta situación no puede 
autorizar el conocimiento por parte de V. E. de una demanda 
planteada en tales términos, puesto que habría que entrar en el 
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análisis previo de los actos impugnados lajo el punto de vista 
de su falta de conformidad con la Constitución y leyes de la 
provincia. lo que está fuera de la jurisdicción nacional, según 
se ha visto en el párrafo anterior. (Fallos, totno 153, i>ágt- 
ttó 214». 

I\>r lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar que la pre- 
sente causa no corrc>|>ondc a la eomjwtcncia originaria de Vuestra 
Excelencia. 

Horado ti. /.arn ta. 



VWA.O PE U CORTK Sl'l'RKM A 

Buenos Aire», Noviembre 25 de 1932. 

V Y Utos: 

El presente juicio seguido por don Eugenio Díaz Vele* 
contra la provincia .le Buenos Aires, sobre devolución de dinero, 
del cual resulta: 

Que a fojas f > eomjKirecc don Rafael Argerich j>or el actor 
demandando a la provincia nombrada i>or devolución de la suma 
(le novecientos ochenta y <ios pesos con ochenta centavos mo- 
neda nacional exigida indebidamente en concepto <|e contribución 
directa correspondiente al año 1927 y abonado Ikijo protesta ex- 
presa. Pide además los intereses de aquella cantidad y las costas 
del juicio. 

Que la Legislatura de Buenos Aires con fecha 10 de Junio 
de l'>24 dictó una ley sobre revaluación de la propiedad raíz 
constituida por la oj>eración autorizada de un catastro financiero 
tasado a su vez en un catastro geométrico previo en el cual se 
consignarían los avalúos fijos de cada parcela inmobiliaria y a 
los que delierían pffr último, referirse las tasaciones definitivas 
ile todas y cada una de las propiedades partictthrcs. sobre Lis 
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computados y cobrados el tanto por mil establecido 
por la ley. 

Que los poderes públicos no dieron cumplimiento a esta 
reforma. El catastro no ha sido siquiera iniciado. v en su reem- 
plazo un decreto del Poder Ejecutivo mandó practicar simples 
avalúos circunstanciales, sin sentido técnico ni concepto econó- 
mico. Las tasaciones fueron hechas en cada partido |»r juntas 
Unales y elevadas al jurado central presidido por el .Ministro de 
Hacienda, integrado en su mayoría ,*,r sul.alten.os del mismo 
funcionario e investido de facultades amplias para rever los ex- 
presados avalúos aun de oficio y con derecho de apelar ante la 
Corte local sin admitir relwja suprior al diez por ciento. 

Que su representado no ataca, sin emliargo. al •quantum" 
del impuesto, sino su validez como inconstitucional e ilegal y 
por consiguiente, puede prescindir de los trámites administra- 
dos que se refieren al monto del tributo tan morosos e inútiles 
a sus fines. 

Que de acuerdo con los artículos 5 y 67. inciso 2> de la 
Constitución Nacional y 98. ineiso 1" de la Provincia!, una de 
las condiciones esenciales de la forma republicana de gobierno 
en que la oWigación de pagar impuestos dimane de man- 
nentario. Sin ley que lo sancione no hav tributo exi- 
valuacioncs para 1927 no cuentan con otro antecedente 
que un decreto del P. Ejecutivo. 

Que conforme al expreso texto de la ley. el catastro cons- 
tituye la condición ineludible de la revaluacióñ. Como esa ojwra- 
ctón técnica no existe, el principio legislativo a nadie obliga y 
lo pagado para evitar el procedimiento de apremio del* ser res- 



practicada es ¡legal y el co- 




Que. en síntesis, la 
bro requerido mediante la 
mobiliario a que se ha referido (ordenada por simple decreto) 
es inconstitucional, porque no resulta ser tina contribución fi- 
jada por la Legislatura; y siendo nulas y sin ningún valor tanto 
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el decreto de 5 de aliril de 1926 reglamentario de la ley de 10 
de Junio de 1924, como el aprobatorio de la revaluación pide 
que asi se declare. 

yue. corrido traslado de la demanda a fojas 13 fué eva- 
|M>r el doctor Rolierto Parry en representación de la l*ro- 
i de Buenos Aire* a fojas 22 pidiendo su rechazo, con 
costas, exponiendo: 

<¿ue en la demanda no se invoca cláusula alguna de la Cons. 
titución Nacional ni se pretende que los decretos de 5 dé Abril 
de \926 cuya constitucionalidad im|mgna sean violtatorios de al- 
gún precepto de aquélla o de alguna ley nacional. Se pulo sólo 
la aclaración de inconstitucionalidad respecto de la avaluación 
practicada y de la aplicación de la ley de imiwesto inmoMIiario. 
'porque no resulta ser una contribución fijada jior la Legisla- 
tur;." y porque de acuerdo con el art. 9K. inciso l v de la Cons- 
titución de la Provincia de Buenos Aires, "incumlK- al Poder 
legislativo establecer los impuestos necesarios pata los gastos 
de sen-icio público". Con tales antecedentes sostiene que esta 
Corte es incompetente para conocer de esto demanda. 

Ouc. |>or lo <lemás, el actor reconoce que la tasa del im- 
puesto es inobjetable, que los avalúos practicados por las juntas 
locales fueron sometidds al jurado central sin reclamación alguna 
de su |«trte. Debe además tenerse presente que no existe una re- 
valuación definitiva de la propiedad inmobiliaria, pues la apro- 
Itóda |>or decreto de IS de marzo de 1927 fué sometida a la 
revisión prescripta por la ley número 3916. diligencia aun no 
termitiada. Kl actor lia efectuado el iiago en cumplimiento de 
esta última ley. «le cuya interpretación fluye la imposición de 
una entrega a cuenta del gravamen que resulte, terminada la 
revisión, sin |>erjuicio de los jwgos complementarios o de las 
^respondan según los arts. 5 y 6, 
de relacionar las características legales de la 
ley y decreto impugnados, observa que el actor en vez de recu- 
rrí aíite ía Suprima Corle de la Provincia se ha preséntale» 



■ 
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ante este tribunal, a pesar de reconocer que no puede invocar 
la infracción de ningún texto de la Constitución de la Na- 
ción. 

Abierta la causa a prueba, fojas 30 vuelta, se produjo la 
que expresa el certificado de fojas 171, alegando sobre su mé- 
rito ambos contendientes, fojas 173 y fojas 206. A fojas ¿14 
vuelta se llamó autos para definitiva; y 

Considerando: 

Que como resulta de la precedente relación de la causa, 
persigues? por el actor ta devolución de las sumas pagadas en 
concepto de contrilwción directa en virtud de que su cobro no 
se ha hecho conforme a los preceptos de la ley provincial de 
10 de jumo de 1924. desde que la revaluación ordenada por 
aquélla ha sido substituida por avalúos circunstanciales derota- 
dos <por el P. E. 

Que las garantías y principios de orden constitucional ten- 
dientes a dar fundamento a la acción de rqwtición e invocados 
I»or la adora se reducen a los contenidos en los artículos 5 y 
67. inciso 2* de la Constitución Nacional, y 98. inciso V de la 
Constitución de la Provincia, Este último dispone que incumbe 
al Poder Legislativo establecer los impuestos necesarios para los 
actos de servicio público. 

Que en el fondo y a mérito de la invocación de este pre- 
cepto de la Constitución Provincial, único de aplicación directa 
al caso, se trataría de determinar sí el gobierno de Buenos Ai- 
res al exigir el pago del impuesto de contribución territorial 
lo ha hecho conformando sus resoluciones a las instituciones lo- 
cales, o si por el contrario ha violado preceptos y garantías 
de orden legal o constitucional en vigor dentro de la provin- 
cia. 

Que el examen de la cuestión asi presentada escapa por 
su naturaleza a la jurisdicción originaria de esta Corte, por 
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cuanto, como ésta lo ha declarado en fallo* reiterados, la discon- 
formidad existente en los actos del I'bder Ejecutivo de una pro- 
vincia y hs sanciones legislativas de la misma no podrían ser 
materia de revisión |»r el Poder Judicial de la Nación, a ñu- 
ños de desconocer la facultad reservada a las provincias de 
darse sus propias iastituciones y regirse |>or ellas sin interven- 
ción del INnler Federal. (Fallos, tomo 154. págim 250S entre 
otros). 

Qnv de acuerdo con el articulo 100 de la Constitución Na- 
cional! la jurisdicción originaria de esta Corte Suprema por razón 
de la materia se extiende a las atusas que versen sobre puntos 
regidos |*>r la Carta Fututamental y por las leyes de la Na- 
ción con la reserva hecha en el inciso II del articulo 67 y \*>r 
tos tratados con las naciones extranjeras. dis|>osición que ex- 
cluye la posibilidad de que este Trílmnal verifique el examen 
de los actos realizados por los funcionarios de Kuenos Aires 
para sal*T si ellos están de acuerdo con las sanciones de la 
U-gislatura. Tales actos a<lministrativos cumplidos |*>r el Go- 
bierno de Buenos Aires como poder |)úMko, sólo podrían ser 
traídos al c«Miocimiento de esta Corte después «le agotada la 
jurisdicción local, conforme a lo dispuesto por el articulo 14 
de la ley número 48. 

(Jw en simia, lo que se pretende, bajo la fórmula jurídica 
de i|na acción de repetición, que se dice injustamente pagado, 
es un adeclaración de nulidad de los actos realizados |*>r el 
IVnler Ejecutivo de Buenos Aires en ejercicio de su j*s ¡Mpcrii 
al organizar los procedimientos necesarios para el cobro del tri- 
buto inmobiliario, sin advertir que es previa a toda aleación 
de las disposiciones de la Constitución o leyes nacionales, la 
cuestión de saber si existe, en realidad, la violación de orden 
provincial alegada, la cual del* ser juzgada y resuelta, en pri- 
mer término, por las autoridades judiciales de la provincia de- 
mandada, como se ha dicho. 



Oue. |H>r último, la circunstancia de que el actor tenga 
m domicilio fuera del territorio de la provincia demandada, por 
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si sola no determina la jurisdicción originaría «le esta Corte, 
pues contó *e ha declarado reiterattamente, la jurisdicción fe- 
deral, por razón de las jiersoita*. sólo comprende las causas ci- 
viles entre una provincia y los vecinos de otra, debiendo enten- 
derse |*ir tales los derivados de estipulación o contrato en las 
cuales aquéllas actúan en su carácter de persona jurídica, situa- 
ción que no es la de autos, como ha quedado demostrado. 

En mérito de estas consideraciones y de acuerdo con lo 
dictaminado y pedido por el señor Procurador General, se re- 
suelve: declarar la incompetencia originaria de esta Corte Su- 
prema |Kira decidir la presente demanda. Sin costas, dada la 
naturaleza del asunto. 

N'otifíqucse y repuesto el papel, en su oportunidad archi- 
vóse. 

Roberto Repetto. — R. Guido 
I «avalle. — Antonio Sagarka.— 
Julián V. Pera. — Luis Linares. 



!h*n Antonio Vaienza (su sucesión), contra ia Caja Naeioital 
tic JuMaeiones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, .«>- 
hre indemnización. 

Sumario: Xo les alcanza el beneficio acordado por el articulo 
46 de la ley número 10.650, a los herederos de un obrero 
que en la feclia de su muerte no fórmala parte del |»crsonal 
ferroviario, habiendo dejado de |>ertenecr al mismo por su 
propia volunta*!. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

Bueno» Aire* Abril 2* d* 1032. 

Vistos : 

Que dofia Felisa Carolina Donatucci «le Faienza solicita la 
indemnización establecida en el artículo 46 de la ley 10.650, en 
su carácter dé viuda del ex empleado ferroviario don José An- 
tonio Faienza; y 

Considerando: 

Que de las constancias de autos Se coni|>ruel>a (pie el cate 
santera la fCcha de su deceso, ocurrido el 30 de Junio de 1930. 
no fórmala parte del personal ferroviario, habiendo dejado de 
pertenecer al mismo con fecha 14 de Agosto de 1929: 

Que del texto del art. 46 de la ley número 10.650. se des- 
prende que para que el causante deje a sus sucesores derecho a 
la indemnización, es necesario que a la fecha de su fallecimiento 
forme parte del personal de las empresas comprendidas en el 
régimen de la precitada ley. desde que textualmente dice el 
recontado articulo «pie tendrán derecho a tal beneficio los su- 
cesores del empleado u obrero que no deje derecho a pensión, 
es decir, cuyo tiempo de servicios prestados no alcance al mínimo 
«rite establece la ley 11.074. 

Que siendo la indemnización del artículo 46 un beneficio 
que tiene el carácter de subsidio y es de naturaleza especial, 
no piitift ser discernido a los deudos de una persona que ha- 
bienio dejado de formar parte de la empresa con antelación a 
su muerte, no revestía la condición de empleado u obrero re- 
querida por ese precepto y estaba, j>or otra iwrtc. desligado 
del régimen jubilatorió, doctrina ésta confirmada po r 'a juris- 
prndencia establecida por ta Corte Suprema de Justicia de la 
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Nación al fallar el recurso extraordinario interpuesto por esta 
Caja en el caso de los sucesores de José TWery (Exp. T|225| 

928). 

Por estos fundamentos; atento lo dictaminado por b Ase- 
soría Lega I. lo aconsejado por la Comisión de Hacienda y «le 
conformidad con lo resuelto por el Directorio, en su sesión de 

hoy: 

P Desestimase por improcedente el pedido de indemnización 
del articulo 46 de la ley 10.650. formulado por doña Felisa 
Catalina Donatucti de Faienza. en su carácter de viuda del ex 
empleado del ferrocarril Central Argentino, don José Antonio 

Faienza. 

2> Notifíquese y archive* . — //. González Inmai*. 
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Bueno. Aires, Agwto tú de 1932. 

V Vistos: 

Di acuerdo con lo resuelto por la Corte Suprema en el caso 
de Domingo A* Datino. fallado d 11 de Julio dd comente 
año. y fumlamentos concordantes, se confirma la resolución ape- 
lada de fojas 11. que deniega la indemnización del articulo 46 
solicitada por doña Felisa Carolina Donatucci de Faienza en su 
carácter de viuda de don José Antonio Faienza. 

Devuélvase sin más trámite. — Varios dd Campillo. — R. 
. í. Sosar Anchorema. — José Marcó. — Rodolfo S. Fcrrer. — 
H. l itlar Palacio. 
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DICTAMEN DEL PROCURADO* GENERA! 

Buenos Aires. Noviembre 21 de 




El recurso extraordinario deducido en estas actuaciones es 
procedente por halarse invocado a su «lehido ticm|>o el derecho 
que acuerda el art. 46 de la ley 10.650. y ser la decisión recaída 
contraria a ese derecho, por lo que corrcsjHindc la 
para ante esta Corte Suprema, conforme a lo que corn 
la ablación )>ara ante esta Corte Suprema, conforme a lo que 
prcscriUn el articulo 14. inciso k de la ley 48 y el artículo & 
de la ley 4055. 

Kl causante, empleado del ferrocarril Cení ral Argentino, 
cesó en su empleo el 14 de Agosto de 1929. i>or hatef presenta- 
do su renuncia, y falleció el 20 de Junio de 19.10. sin dejar de- 
recho a |>eusión. 

I* viuda se acoge al Ixriieficio que acuerda el an. 46 de la 
ley número 10.650 a los deudos de un empleado fallecido que 
no cleja derecho a pensión y sostiene que la circunstancia de ha- 
her muerto el causante fuera de su cargo no es óhicc para que 
se le acuerde la indemnización que le concede la mencionada <lis- 
|x»sición legal. 

Creo que la resolución denegatoria dictada |x>r la Caja Na- 
cional de Juhilaciones Ferroviarias y confirmada por la Cámara 
Federal se ajusta a derecho, jx»r cuanto, si bien es cierto que la 
circunstancia de no pre .ar servicios en el momento de morir no 
priva, en todos los casos, de los In-nef icios que acuerda la ley 
número 10.650. el mantenimiento de esos l>encf icios para los em- 
picados y, en su caso, para los deudos de los mismos, se pro- 
duce cuando la cesantía nhedece a causas aj< 
o sea en los casos previstos en el art. 




BE JUSTICIA M LA NACIÓN 369 

refieren a los fallecidos después de haber sido declarados cesan- 
tes por no requerirse sus servicios o por razones de economía, 
pues en cualquiera de esas dos hipótesis, como lo ha dicho V. E.. 
es razonable suixmcr que a no mediar esas circunstancias, la 
muerte habría tomado al empleado en el ejercicio de su cargo. 

No ocurre lo mismo atando la cesantía se produce por re- 
nuncia, por cuanto esta circunstancia no está comprendida entre 
las que menciona el art. 24 de la ley número 10.650. que es de 
interpretación restrictiva, como también lo ha dicho V. E. y por 
consiguiente, si el empleado no hubiera tenido derecho al bene- 
ficio de dicho artículo, sus deudos tampoco pueden tener el que 
concede el articulo 46 invocado por !a recurrente. (Fallos, to- 
mo 155. página 5; tomo 161. pagina 240; tomo 162. pagina 306). 

En mérito a lo expuesto, pido a V. E. la cmf ¡marión de 
la resolución apelada en la parte que lia |>od¡do ser materia del 
recurso. 

Julián fas. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire; Noviembre 25 de 1032. 

Por los fundamentos del precedente dictamen del señor Pro- 
curador (Jeneral y los que sustentan los fallos de esta Corte re- 
gistrados en el tomo 161, página 240 y tomo 162, pagina 306. 
que |x>r ser innecesario repetir se dan aquí por reproducidlas, se 
confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia 
del recurso. * 

Xotifíquese y en su oportunidad devuélvanse. 

Roberto Repetto. — R. Guido La- 
valle. Antonio Sagarna. — 
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pallo* os la corra suruitA 



Dan iidmrdo G. Jones contra la Caja Nacional de Jubilaciones 
V Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre devolnáón 



Sumario: No corresponde la devolución de aportes a que .ilude 
el articulo 24 de la ley número 10.650, en un caso en que 
la cesantía del obrero no se ha fundado en una decisión de 
la empresa motivada por rayones de economía o en ser in- 
necesarios sus servicio*, sino jH>r la Corma irregular en que 
estos se prestaban, ya que aquél restringe dicho beneficio 

a un determinado número de circunstancias. 

"*---• 

Caso: Lo explican las 




RESOLUCIÓN BE LA CAJA FEMOVIAIIA 

Bueno* Airea, Julio 4 de 1932 

Visto que «Ion Eduardo G. Jones, 
carril Central Argentino, reclama la devolución de los aportes 
l«ra el fondo de la ley número 10.650. y considerando que el 
artículo 24 de dicha ley que rige el caso, sólo acuerda el dere- 
cho a la devolución de los descuentos para lo» empleados u obre- 
ros «,ue fuesen declarados cesantes por no requerirse sus servi- 
cios «, ,»or razones de economía, situación en que no se encuen- 
trr. el peticionante, por cuanto su separación del empleo no fué 
motivada por ninguna de las causas mencionadas; atento te dic- 
taminarlo por la Asesoría l-egal. lo aconsejado por la Comisión 
<le Hacienda y de conformidad con lo resuelto por el Directorio 
eh sn sesión «leí 28 de Junio ppdo. : 

T IXniégase el pedido de devolución de aportes f< 
; ir el ex-cmpleado 
G. Jones. 



2 Xotifiquese y archívese. — H. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Airea, Septiembre 30 de 1932. 

Y Vistos: 

# Atento a lo resuelto por la Corte Suprema en el caso de 
Delio Hipólito Marotc. fallado el 17 de Julio de 1931 y otros 
análogos, se confirma la resolución apelada de f s. 9, que denie- 
ga la devolución de aportes pedida por don Eduardo G. Jones. 
Y conteniendo el escrito de fs. 19 términos irrespetuosos, tés- 
tense por Secretaria los que en estos autos se subrayan con lá- 
piz rojo, llamándose la atención a su presentante para que en 
lo sucesivo guarde estilo. Devuélvanse sin más trámite. — 
Carlos del Campillo. — B. A. Nasar Anchorem. — Rodolfo S. 
Fcrrer. — R. Villar Palacio. 



Buenos Aires, Noviembre 21 de 1932. 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido en estos autos se fun- 
da en haber puesto en cuestión el derecho que el recurrente ha 
hecho valer fundado en lo que dispone el art. 24 de la ley nú- 
mero 10.650 y ser la decisión recaída contraria a ese derecho. 

En cuanto al fondo del recurso, considero de aplicación la 
doctrina sentada por V. E. en casos análogos estableciendo que 
el mencionado art. 24 de la ley 10.650 ha restringido a un cieno 
número de causas bien definidas la devolución de los apone*. 

■ 
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f 

por lo que no es posible extenderlas a «tras situaciones que no 
están contendidas en el citado articulo. 

En el caso de autos el recurrente fué leclarado cesante por 
razones de mejor servicio, causa imputable al mismo, y la va- 
cante fué cubierta, lo que revela que la decisión de la empresa 
no oliedeció a razones de economía o a no ser necesarios los 
servicios. 

En atcnc i a ello y a lo resuelto |K>r V. % en casos aná- 
logos. (Failos. tomo 161, página ¿40; tomo 162. páginas 306 
y 405/. solicito la confirmación de la sentencia apelada en la 
parte que ha podido ser materia del recurso. 

Julián Paz. 



FALLO DE LA COETE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 26 de 1932. 



Autos y Vistos; Considerando: 

Qué él articulo 2? de la ley número 10.650 sólo acuerda el 
derecho de pedir la devolución de los a|>ortes a los empleados u 
obreros que huliiesen quedado cesantes por no requerirse sus 
servicios 6 jmr razones de economía. 

Que el |>eticionante en este litigio no se encuentra en la h¡- 
|h"»Us¡s prevista |K>r aquel articulo, desde que la cesantía, impu- 
table o no al olirero. no se ha fundado en una decisión de ta 
empresa motivada en razones de economía o en ser innecesarios 
los servicios, sino en la situación creada por la forma irregular 
en que estos últimos se prestaban. 

En su mérito, atento lo resuelto por esta Corte Suprema en 
caso . análogos (Fallos, tomo 162. páginas 306 y 405 ). y de con- 
formidad con lo dictaminado por el señor Procurador General. 
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se confirma la sentencia 
teria del recurso. 




en cuanto ha podido ser ma- 
y en su oportunidad archívese. 



Roberto Repetto. — R. Guido La- 
valle. — Antonio Sacar* a. — 
Julián V. Pera. — Ltis Li- 



Doña Sofía Victoria Orina contra el Gobierno Nano mí. sobre 
tensión. 

Sumario: Im renuncia a la jubilación extraordinaria que le co- 
rrespondía al causante, efectuada i»r la madre de la deman- 
dante, sea en su carácter de curadora de su marido, sea en 
el ejercicio de la |*tria potestad que tenía sobre su hija, no 
afecta los derechos de ésta para perseguir el cobro de una 
pensión a que le «la derecho la ley número 4349. ya que 
aquélla, de acuerdo con !o que dispone el articulo 49 de la 
misma, no pudo legalmente efectuar tal renuncia sin estar 
autorizada judicialmente. 



Caso: Lo 



sentencia del juez federal 



autos caratulados 'Ornar Sofía Victoria contra la 
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I* Don Mamicl Novoa en rcpresei."ao : ón de la actora de* 
manda a fs. 3 a la Nación a fin de que * ■ declare el derecho 
de su mandante a la tensión que le correstwnde desde Abril de 
1916 como hija de «Ion Litis María Orma, ex-empleado jubilado 
del Banco de la Nación, con $ 240 mensuales. Dice que la nega- 
tiva del Gobierno al reclamo de la actora se funda en la renun- 
cia efectuada por la señora Sofía Oneto de Orma, madre de 
la primera y que no la obliga porque fué hecha acatando una 



acordarla el P. E. exigió a su esposa y curadora (la madre de 
su mandante), la ojición entre la jubilación civil ya concedida y 
la pensión militar y además la renuncia de aquélla; habiendo lue- 
go el P. E. y la Caja declarado extinguidos todos los derxhns 
l»ara Luis María Orma y sus sucesores. Sostiene que esas re- 
soluciones son arbitrarias porque la curadora no jiodía hacer re- 
nuncias «le los derechos del insano sin autorización judicial. 



< Arts. 475. 450. 2312. 18 y 443 tnc. 5* del Código Civil). Ade- 
más la madre no imdía renunciar a derechos futuros y iktho- 
nalisimos de su hija menor que ta ley de tensiones establece como 
de orden público, y por último, no hay ley que prohiba la acu- 
mulación de una jubilación civil y una |>eusión militar, cunto 
resulta dé las leyes 4707 y 4349 Manifiesta que el derecha a 
pensión que acuerda la ley a los hijos nace cuando el jubilado 
ha fallecido y no pudo alterarlo la renuncia exigida a la madre 
de su representada cuando ejercía la cúratela de su señor padre 
e insiste que en ningún caso la madre fué autorizada a renun- 
ciar ese posible bien futuro de su hija. 

Pt«fc se le acuerde a su mandante la pensión que le corres- 






lo sucesivo a razón de $ 120 por mes. más los intereses y las 
costas del juicio. 
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2* El señor Procurador Fiscal contesta la demanda % fs. 
22. Expresa que la actora incurre en ptns-pctitto al reclamar una 
¡>ensión de $ 120 mensuales por cuanto la jubilación de su padre 
era de $ 240 y la pensión de 120 correspondía a la madre de 
la actora en concurrencia con sus hijos. (Art. 42, inc. V de la 
ley número 4349). y no constando que aquélla haya fallecido 
el máximo que podría reclamar la señorita de Orma como pen- 
sión sería $ 60. Esta suma corresponde igualmente en el caso 
de demostrarse dicho fallecimiento, dado que la señora Cwma 
renunció a la jubilación de la ley número 4349 en el año 1915 
y la acción de nulidad que pudiera tener contra dicha renuncia 
s t halla prescripta según el art. 4023 del 

Aún reducida la 
desde Mayo de 1929 en que cumplió treinta años de edad (art. 
52. inc. 3\ ley número 4349), y antes de esa fecha tampoco por- 
que estalxi cobrando otra pensión. 

Manifiesta que era necesaria la opción que en su é|>oca hi- 
zo la señora Orma entre la jubilación que correspondía a su 
esposo y el retiro militar, a fin de poder cobrar una de las dos 
pensiones (art. 49. ley número 4349), y entonces la renuncia que 
hiciera no constituía una disposición a título oneroso o gratuito 
de bienes de un insano sino un requisito exigido para el trá- 
mite de la jubilación o del retiro y, en consecuencia, la renuncia 
hecha por la curadora fué válida y extinguió cualquier derecho a 
la jubilación de Luis María Orma. 

Finalmente pide se rechace la demanda con costas y |>ara 
la hipótesis de que se admitiera en parte la misma, solicita se 
tenga presente a los efectos de las costas, la ptus-pcUtio en que 
ha incurrido la actora. 

3» Abierto el juicio a prueba se produjo la certificada |x>r 
el actuario a fs. 38 vta. sobre el mérito de la cual alegaron las 

piirtes a fs. 39 y 54. 



PALLÜS de la corte suprema 



Considerando: 

I" KI r. & por decreto <k fecha 12 de Abril de 1915 aprolw 
la resolución de la Caj;. Nacional de Jubilaciones y Pensiones 
Civiles de Mar/.o 2f* «U-t mismo año. corriente a fs. 22 del ex- 
pediente agregado sin acumular, en virtud ele la cual se «corito 
ít don Luis María Qrtna jubilación extraordinaria de doscientas 
cuarenta pesos moneda nacional mensuales. 

A ís. 2X la señora %úthi ( hu ta de Orina. COtffO curadora 
de su esposo insano don Lilis Marta Orna, según el testimonio 
que acompaña, se presenta ante la Cija, expresando: One go- 
zando en la actualidad de los recursos suficientes fiara atender la 
subsistencia de su es|ioso. señor don Luis María Orina* hace re- 
nuncia <le la jubilación que hasta la fecha ha recibido de esa II. 
Institución. 

La l aja no hizo lugar a dicha renuncia |H>r las razones qíi*' 
da en la resolución de fecha 20 de Septiembre de 1915. y en 
cambio, en la misma dispuso: "Téngase por hecha la oj)CÍón de 
que habla el art. 49 de la ley número 434$ pnxediéndosc en con- 
secuencia a la eliminación del Registro respectivo del jubilado 
mencionado, considerándose totalmente extinguidos los derechos 
dispuestos en el presente expediente, para sí y sus sucesores". 
Está resolución fué afirolada por el P. K. c<m fecha 20 de Oc- 
tubre de 1915. después que la señora de Orma manifestó a ís. 
33¿ qtie optó por la pensión militar en lugar de la jubilación ex- 
traordinaria que ha percibido hasta el 31 de Agosto del corriente 
;mo" (1915) , 

Tallecido el MÚor Orma y haciendo mérito de los antece- 
dente, expuestos la Caja denegó el fiedido de pensión que hizo 
s U viuda a favor de su hija Sofía Victoria. (Resolución de Ma- 
yo 30 de 191o j. 

2" La recordada opción que hiciera la madre de la actora 
& la principal defensa que se invoca contra la procedencia de la 
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pensión <n*e en estos autos reclama la señorita Sofía Victoria 
Orma en su carácter de hija legitima del jubilado Luis Ma- 
ría Orma. 

I-as dis|M>s!Ctottes legales sobre menores de edad citadas |x»r 
la actora no son aplicables al caso sub-judicc porque cualquiera 
sea el alcance de la renuncia ti opción que hizo su señora madre 
como curadora del esposo de esta última, lo cierto es que en ella 
no se trataba de transacciones sobre derechos de la entonces me- 
nor, boy la actora, ni se disponía de bienes de ésta, pues no los 
había en discusión, ya que el derecho a pensión que ahora re- 
clama recién ha nacido con el hecho del fallecimiento de su pa- 
dre, (Alt. 41, !<■>• número 4349). 

El derecho que tenía Orma a jubilación y retiro en mérito 
de las leyes 4349 y 4707 y entre tos cuales optó su esposa como 
curadora, no impórtala adelantar pronunciamiento alguno sobre 
la precedencia legal del derecho a pendón que la actora pudiera 
tener a raíz de la muerte «le su padre, dado que aquella era una 
situación |x-rsotial de < huía que debía contemplarse y resolverse 
en vida del mismo para poder cobrar uno de los dos beneficios, 
según el IV E. 

I-a resolución de la Caja, ya citada, en la f|ue. a raíz de 
la opción que hizo la señora de Orma se consideran extinguidos 
totalmente los derechos dis|«testos en el exjK'diente para él y sus 
sucesores, no tiene valor respecto a la actora ni la puede per- 
judicar ]>orquc el derecho a pensión se adquiere con el falleci- 
miento del jubilado o del que tenía derecho a serlo, según lo 
prevé el art. 41 de la ley 4349 y se pierde por las cansas que la 
misma enumera en su art. 52, mas no |»or simple resolución 
de la Caja dictada el 20 de septiembre de 1915, cuando aun no 
había fallecido Orma, hecho que ocurrió el 21 de marzo de 1916. 
(Ver partida de fojas 71, Exp. agregado). 

I-A Caja no podía dar |*>r extinguidos a los sucesores de 
Orma los derechos que según la ley 4349 pudieran llegar a te- 
ner a su muerte, ya que de acuerdo a dicha ley, en vida del padre 
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y en el mímenlo de dictarse aquella resolución sus sucesores 
no tenían ningún derecho y en consecuencia, nial podían de- 
clararse extinguidos derechos que aun no habían nacido. 

$> Para la solución de este juicio carece de interés, saber 
si la opción que hizo la señora de Omia en su calidad de cu- 
radora es legalmente válida, pues aquélla solamente tenia por 
objeto, en vida de su esposo y curado, decidir si cobraban el 
importe de la jit Marión extraordinaria o el de la pensión militar, 
beneficios exclusivos y personales del insano Ürma mientras 
viviera. Arts. 19 y 17, ley 4349 y art. 5 Título IV Cap. I de la 
ley 4707. 

Lo cierto es que de las .actuaciones administrativas agregadas 
sin acumular resulta acreditado que a Luis María Orma se le 
acordó una jubilación extraordinaria de $ 240.— mensuales (fs. 
20 y 22). y el hecho de que renunciara por intermedio de su 
curadora a cobrarla optando por una pensión militar no significa 
otra cosa que lo que dispone el articulo 49 de la ley 4349 al 
establecer expresamente: "Xo se acumularán dos o mas pensio- 
nes en la misma persona, Al ingresado le corresponde optar 
por la que le convenga, y hecha la opcfótl quedará extinguido el 
derecho a las otras". De acuerdo a este texto legal, de ser vá- 
lida la recordada opción hecha gp? la señora de Orma. su único 
efecto era el de que el insano Orma perdía su derecho a cobrar 
la jubilación extraordinaria, pero esta pérdida no puede ni de- 
!>e entenderse que da por inexistente el derecho que tenía Orma 
en un memento dado a la jubilación extraordinaria y que le fuera 
recomido por la Caja y el P. E. 

V Habiendo el señor Orma tenido derecho a la jubilación 
extraordinaria y no obstante que optó por no cobrar su tm- 
pprte, su hija Sofía Victoria (partida de fojas 3, expediente 
de la Caja año 19I6-0*X* 0), lo tiene igualmente a la pen- 
sión correspondiente de conformidad a lo dispuesto en los ar- 
tfetriw 41 y 
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5* El señor Procurador Fiscal sostiene que la actora nun- 
ca podría perciWr pensión con posterioridad a mayo «le 1929 
en que cumplió treinta años de edad, por disponerlo así el ar- 
tículo 52. inciso 3» de la ley 4349, lo cual no puede tomarse 
en consideración, ya que la ley 4870 en su articulo 14 eliminó 
del citado inciso 3» del artículo 52 de la ley 4349 las palabra* 
"o cumpliesen 30 años de edad". 

6* Por otra parte, el demandado no ha justificado su afir- 
mación de que la actora estuviese gozando de una pensión dis- 
tinta a la que reclama en este juicio; siendo de observar que la 
pensión que se menciona en estos autos y en el expediente agre- 
gado es la militar concedida a su j>adre y cobraba jior él o su 
curadora en razón de que caducaba a su fallecimiento. Ley 4707. 
Titulo IV Gtp. I art. 5*. 

7* Res|)ccto a que la (tensión que corresponde a la actora 
no puede ser nunca de más de sesenta pesos, como lo sostiene 
el señor Procurador Fiscal, porque no hay prueba de que su 
señora madre haya fallecido y ¡x>r lo tanto la jwnsión de ciento 
veinte peso? debría repartirse |>or partes iguales entre ambas, 
es improcedente por cuanto la pensión es un lienficio cuyo im- 
porte corresponde repartirlo cuando así lo reclaman quienes jus- 
tifican su derecho a él, y si en el caso "sub judice" solamente lo 
hace la actora debe concedérsele la prevista en el artículo 43 
de la ley 4349. prescindiendo de saber si ha fallecido su señora 
madre 6 los motivos que ha tenido para no compartir el pedido 
de su hija. 

Mientras otras personas no reclamen la proporción a que 
se creen con derecho sobre la pensión que la ley 4349 recono- 
ce |K>r el fallecimiento de Luis María Orma, debe aplicarse 
las disposiciones de la misma a quien se presentó justificando 
sus pretcnsiones, en este caso solamente la actora como hija 
legitima. 

8 V De acuerdo a las constancias de autos y de los expedien- 
tes agregados, y teniendo presente lo establecido en los artículos 
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43 y 48 <le la ley 4348. la actura tiene derecho a percibir, como 
hija de Luis María Orma, una pensión mensual de ciento veinte 
jk'sos durante quince años a contar del día 21 de marzq de 
1916 en que falleció aquél (Partida de fojas 71. exp. agre*?.), y 
como a la fecha han vencido dichos quince años, procede de- 
clarar de legitimo abono el importe total de las mcnMtalidades 
comprendidas en ese lapso de tiempo. 

Por los fundamentos que anteceden, fallo: Declarando qui- 
la señorita Sofía Victoria Orma. en su carácter de hija de Luis 
María Orma. tiene derecho a una pensión mensual de ciento 
veinte pesos a i»rtir del 21 de marzo de 1916 y durante quince 
años: y en consecuencia, que la Xacíun está obligada a tugarle 
< 1 importe de todas las mensualidades comprendidas en dichos 
quince años ya vencidos, con los intereses que correspondan 
desde la notificación de la demanda y sin costas, dada la natu- 
raleza del juicio y las cuestiones debatidas. 

Xotifiquese. rep. las fojas y oportunamente archívese. — 
Eduardo Sarmiento. 



SKXTKXCIA ffi UÁ CAMARA I "EOEKAt 

Buenos Aires, Julio 8 de 1932. 
Vistos y Considerando: 
Kn cuanto a la prescri|>ción : 

Está ño se ha operado, primero |*»r la minoridad de la ac- 
tora y luego por su demanda que dedujo en cuanto llegó a su 
mayor edad, lo que resulta de las constancias de autos y de 
los espedientes agregados que evidencian la intermisión. 

Por ello se la rechaza. 

Kn cuanto al fondo de la cuestión : 
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Siendo arralada a derecho la sentencia de fojas 57 que 
declara que la señorita Sofía Victoria Orma como hija de Luis 
María Orma tiene derecho a una pensión mensual de ciento veinte 
(wsos moneda nacional durante quince años y a partir del 21 
de marzo de 1916, y en consecuencia que la Nación está obli- 
gada a pagarle su importe con los intereses a contar de la fecha 
de la notificación de la demanda, se la confirma, sin costas 
atenta la naturaleza de la cuestión resuelta. 

Devuélvase. — Carlos del Campillo. — B. A. Macar ./w- 
t horma. — José Marcó. — Rodolfo S. I : ernr. 



# Buenos Airea, Septiembre 16 de 1SM2. 
Suprema Corte : 

Por los fundamentos sostenidos |H.r el Ministerio Fiscal, 
que doy |*>r reproducidas, pido a V. K. excelencia revoque 
la sentencia arlada de fojas 77 y desestime en todas sus ¡artes 
la presente causa seguida contra doña Sofía Victoria i >rnia. sobre 
cobro fie pensión. Ion costas. 

Horado K. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE St'PREMA 

Buenos Aires, Noviembre 25 de 1932. 

Y Vistos: 

Los del recurso ordinario de apelación en los autos se- 
guidos por doña Sofía Victoria Orma contra el Gobierno Xa- 
pensión; y 
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Considerando : 

One la actora reclama la pensión de ciento veinte jktsos mo- 
neda nacional mensuales, a partir de Atril de 1916 con más los 
intereses legales, como hija legitima de don José María Orma 
quien obtuvo en vida una jubilación extraordinaria de doscientos 
cuarenta peso? momita nacional mensuales, la que fué renun- 
ciada por su curadora, para optar a una pensión militar a la 
que :< nia derecho cuando cay£ en incapacidad. Dice al efecto 
que tal renuncia no pudo perjudicar sus derechos que delwan 
nacer después «le la muerto clcl jubilado y alega la utilidad de 
1: misma púf no haber sido autorizada i>or el Juez con inter- 
vención de! Ministerio de Menores. 

Que iá prescripción de esta acción de «mlidad deducida por 
«1 Ministerio Fiscal no corresponde, dado que la actora, sceún 
partida de fojas 72 del expediente agregado, cumplió la mayor 
edad en J92I y entabló su demanda en 1028 antes de vencer 
el término de prescripción del artículo 4023 del Código Civil 
que le es aplicable y no la del articulo 4030 del mismo Código, 
relativa a vicios del consentimiento, que son ajenos a la cuestión 
debatida. 

Que en cuanto al fondo del asunto, es de notar que la madre 
de la demandante, sea en su carácter de curadora de su marido, 
sea en ejercicio de la jiatria potestad que tenía sobre su hija, 
no pudo ni renunciar a la jubilación extraordinaria, ni acepta* 
los efectos <lc la opción con arreglo al art. 40 de la ley nú- 
mero 4349 aplicado por la Caja, sin estar autorizada judicial- 
mente al efecto, como lo disponen los artíeulos 297. 443. ¡n¡> 
ciso 5'\ 450. 494 y concordantes del Código Civil. 

Que a falta de aquella autorización, los actos consumados 
en |)erjuicío de los derechos eventuales de la peticionante ca- 
recen de validez legal a su respecto y no pueden por lo mismo, 
imjiedir el ejercicio de los que en ocasión de la muerte de su 
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padre vienen a corresponderle por disposición expresa de la 

ley. 

Que en cuanto al derecho de acrecer, es de rigor también 
sea reconocido, atenta la renuncia de la madre de la actora, 
constante a fojas 30 del expediente administrativo que le ha 
hecho perder su beneficio con el consiguiente acrecimiento a que 
se refieren el art. 46 de la ley y 3811 del C. Civil. 

Que es de notar especialmente al respecto que la posible 
concurrente a la pensión, no sólo no ha intentado ejercitar ac- 
ción alguna durante los quince años trascurridos, sino que ha 
reclamado el beneficio sólo para su hija, como resulta del expe- 
diente administrativo a fojas 46 y siguientes. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la sentencia 
apelada, se la confirma. Las costas por su orden atenta la na- 
turaleza de las cuestiones planteadas. Notifiquese y devuél- 
vanse. 

Roberto Repetto. — R. Guido La- 
La valle. — Antonio Sagamna.— 



Don Adolfo Ibones Xíors contra ta Provincia de Buenos Aires, 
sobre inconstitucionatidad del impuesto a la herencia. 

Sumario : V Resultando de los antecedentes de un caso, que 
el interesado formuló su protesta a la liquidación efectuada 
por la Dirección de Escudas de 5a Provincia en el res- 
pectivo juicio sobre protocolización, dicha circunstancia su- 
ple cualquier omisión incurrida en ese sentido al efectuarse 
el pago del impuesto. 

2* El artículo 16. inciso 9* de la ley número 3903 de la 
Provincia de Buenos Aires, no se halla en pugna con el 
principio de igualdad de los impuestos garantizado por e1 
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articulo 16 de la Constitución Nacional, en cnanto establece 
i|iie el impuesto a la trasmisión gratuita de bienes debe li- 
quidarse en las sucesiones tramitadas fuera <le la provin- 
cia tíe acuerdo con la ley en vigor en el momento de exte- 
riorizarse en ella; y si bien en un caso, el actor ha pagado 
en «lidio concepto una simia mayor que la que hubiere co- 
m^ondido según una ley anterior, esa desigualdad deri- 
vada del cambio de legislación anual no puede servir de 
inudameuto jara declarar la invalide/ de la cláusula oIh 
jetada. ya que en condiciona análogas dé tiempo o de feclia. 
denrminu idéntico grayatjaefl paja los contribuyentes. 

Cusir: Lo explican líts pie/as siguientes: 



DICTAMEN" DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire?. Noviembre 21 de 103!. 
Suprema Corte: 

1.a demanda promovida por don .Violto Ibáíu'Z Mors con- 
tra fe Provincia de Buenos Aires |>ersij;ue la devolución de la 
suma de S 80.766. 16 moneda nacional alionada en concepto efe 
impuesto a la herencia, sosteniéndose como fundamento de la ac- 
ción instaurada <pie ellirticttlo 16. inciso 9? de la ley provincial 
890$* en cuanto d¡s|>onc que el impuesto del>e liquidarse en 
las sucesiones tramitadas fuera de la provincia de acuerdo a 
la ley en videncia en el momento en que se exteriorice en ella, 
es contrarío a lo» principios de equidad, igualdad y proj»or- 
cionaüdad que en materia impositiva otablece la Constitución 
\ucionaI. 

La impugnación que se formula en la demanda se vincula 
con el distingo 'pie hace el artículo 16. inciso 9* de la ley pro- 
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cia c! itn|Hiesto sucesorio se liquidará conforme a la ley vi- 
geiit*- en la fecha en que se dictó te declaratoria de herederos 
o se aprobó el testamento, y que en los juicios tramitados fuera 
de la provincia se aplicará la ley que rija en el momento en 
que esos actos se exterioricen en ella. Para establecer la suma 
cuya devolución se solicita en la demanda, el actor compara la 
cantidad que habría debido pagar en caso de aplicarse el por- 
centaje del 18 por ciento que regia en el año 1922. en que se 
aprobó el testamento de don Benigno Maesas, con la cantidad 
que se le ha obligado a pagar aplicando el porcentaje del 24 
|mk* ciento que es el de la escala vigente en el momento de la 
protocolización de dicho testamento, y sostiene que la diferen- 
cia entre esas dos cantidades, o sea la suma de $ 80.766.16 mo- 
neda nacional representa la cantidad de más que ha pagado por 
haber tramitado la sucesión fuera de la provincia sobre la que 
le habría corresjiondkki abonar en caso de radicarse el juicio 
en esa jurisdicción. 

I-a actora ha concretado la impugnación hecha a la ley pro- 
vincial, sosteniendo que es vioiatoría de lo que disponer, los 
artículos 4, 7 y 16 y 67. inciso 2» de la Constitución. Hay qup 
descartar, desde niego, la referencia que se nace a ios amemos 
4 y 67, inciso 2*. puesto qm aludiendo estos artículos a los 
- requisitos que delien llenar los impuestos que sancione el Con- 
greso, no son aplicables a un gravamen creado por una l-egisla- 
tura de provincia. 

La objeción que se funda en que la distinción que hace 
la ley provincial entre sucesiones tramitadas dentro o fuer» de 
la provincia, vulnera el articulo 7 de la Constitución no es 
fundada, puesto que esa distinción no implica disminuir el valor 
i\m la mencionada cláusula constitucional asegura en todo d 
territorio de la República a los actos públicos y procedimientos 
judiciales pasados en una provincia, y por el contrario, el re- 
qttisko de la protocotiación garantiza fe eficacia jurídica del 
deto que se hace valer en una jurisdicción distinta a aquella 
en que tuvo origen. A ello se agrega que desde el momento 
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que la» provincias se <Ian sus propias instituciones y se rigen 
por ellas, conforme al artículo 105 de la Constitución, están 
habilitadas para crear las formalidades y requisitos de los do* 
comentos que deben inscribirse en sus registros públicos, sin 
que esa exigencia menoscabe la fe que debe acordarse a esos 
documentos con arreglo al precepto constitucional antes citada 

En cuanto a la tacha que estriba en el quebrantamiento del 
principio de igualdad como twse del impuesto y caigas públicas, 
tampoco ha sido demostrada, desde que esa exigencia se cum- 
ple, conforme a la doctrina sentada |*>r esta Corte Sup rema, 
cuando en condiciones análogas se im|x>nen a h>s contrilmyen- 
tcs gravámenes iguales (Fallos, tomo 149, página 417). no ha- 
biéndose alegado en el caso "stib-judice" que se haya exigido 
a unos lo que no se ha cobrado a otros jior razón del impuesto 
a la protocolización. Donde la actora señala que se ha prnlucido 
una situación de desigualdad, es con motivo del recargo que 
sufren los particulares que tramitan los juicios sucesorios fuera 
de la provincia con relación a los que lo hacen dentro de ella, 
pero fácilmente se deja ver que esa desigualdad es consecuen- 
cia del distinto lugar de radicación de dichos juicios, lo que 
es un antecedente suficiente para que sea también distinto el gra- 
vamen que deben soportar los contribuyentes. 

Si puede ser una anomalía que dentro del sistema impositi- 
vo de la provincia de Buenos Aires las transmisiones hereditarias 
jxiguen distinto impuesto según que los actos judiciales se prac- 
tiquen dentro o fuera de ella, no estando comprometido el prin- 
cipio de igualdad que asegura la Constitución, ese distinto im- 
puesto encuadra dentro de los poderes de libre determinación 
que para su régimen local se ha reconocido a las provincias por 
los artículos 104, 105 y 106 de la Constitución. (Fallos, tomo 
147. pág. 402: tomo 157, pág. 395). Como decía V. E. en el 
primero de estos fallo», las cuestiones que atañen solamente a la 
conveniencia Ó a la justicia del impuesto son de la competencia 
del poder encargado de la sanción de la ley impositiva y estáu 
subordinadas exclusivamente a s*t discresión y acierto, pues, se- 
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gún las palabras del Juez Field. de la Suprema Corte de los Es- 
tados Unidos, los inconvenientes o la falta de política de las le- 
yes de Estado, no constituyen necesariamente una objeción a su 
valides constitucional (102, U. S. 704). 

A mérito de lo expuesto, pienso que carece de fundamento 

Horacio K. Larwttt. 

FALLO DE LA COBTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 26 de 1932. 

Y Vistos: 

Esta causa seguida por don Adolfo Ibéñez Mors contra la 
Provincia de Buenos Aires sobre mconstttucionaltdad del im- 
¡Hiesto a la herencia, de la cual resulta: 

Que a fs. 12 comparece Manuel R. Ceballos, en representa- 
ción del actor, promoviendo demanda contra la Provincia nom- 
brada para que se la condene a devolver la suma de ochenta mil 
setecientos sesenta y seis pesos con diez y seis centavos moneda 
nacional, sus intereses y las costas desde la fecha de la protesta, 
a mérito de las siguientes razones: 

Que su mandante fué beneficiado por don Benigno Ma- 
rías con el legado de un campo en el Partido de Necoehea de 
cinco mil cuatrocientas hectáreas más o menos. El juicio suce- 
sorio fué iniciado en esta Capital ante el Juzgado del doctor 
Arturo Seeber el 22 de Junio de 1922, j*ro debido a una serie 
de incidencias producidas en la tramitación del juicio su man- 
dante no pudo protocolizar el testamento ni entrar en posesión 
del campo hasta el mes de Junio de 1927. 

Que iniciado el procedimiento de protocolización en la Pro- 
vincia de Buenos Aires ante el Juzgado del doctor Lucio Moreno 
Quintana, la Dirección de Escuelas presentó una liquidación de 
impuestos que se elevaba a la suma de quinientos cincuenta y 
cinco mil setecientos catorce pesos con ochenta centavos moneda 
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nacional sobre un legado cuyo valor ascendía a un millón ciento 
noventa y cinco mil seiscientos peso» moneda nacional. Observa- 
da tal liquidación a causa de que no se computaba el parentesco 
de su representado con el testador, y. además, en cuanto incluía 
intereses punñorios sobre todo «I tiempo que había durado la 
controversia sobre validez del testamento, al solo efecto de rea- 
lizar d pago v reservándose el derecho de repetirlo, su mandante 
liquidó d impuesto en la suma de doscientos setenta y nueve mil 
novecientos cuarenta y cuatro pesos- moneda nacional. liqui«la- 
ción que fué aceptada" por la Dirección de Escuelas con la sal- 
vedad de que debían cargar los intereses punitorios al 1 % men- 
sual durante dieciseis meses y de que al legado de cien mil pesos 
correaba un impuesto «leí 18 % > no del 17 % «.Inerva- 
ciones que elevaron el impuesto a la suma «le trescientos veinte 
y seis mil cuatrocientos setenta y cinco pesos con cuatro centa- 
vos moneda nacional c«.n la cual se manifestó conformi<lad per., 
reiterando siempre la reserva del derecho para impugnar la ley 
aplicable. 

Qué mientras se pr«Klucian estos trámites la valuación del 
¡Mímenle se aumentó a un millón do*cient«>s cincuenta y «los mil 
den )hm»s nu.ne.la nad««ial. lo cual detemñnó que la ««niida- 
dón se nulificara de nuevo hasta alcanzar la suma «le trescientos 
cuarenta y «los mil doscientos cuatro pesos con sesenta y cuatro 
eentavíw moneda nacional qwe su mandante álamo por inter- 
mnlto del Kscrilwno «l«m . Vierto M. Hawlo. reiterando la i>ro- 
testa hecha anteriormente. 

Que. el art. 9» de la ley número en cuya virtud su man- 
«lanuTse ha visto obligado a efectuar d pago de la suma aludida 
en oM*t-pt» de impuesto a la transmisión gratuita de bienes con- 
traria abiertamente los principios de equidad, j>r«»orc¡onal¡da«l 
e igualdad que la Constitución Nacional consagra en su» arts. 
4. 16 y 67 inciso P como base de todo sistema impositivo. ¡*>s- 
tienc asimismo que dicho articulo 9*. cuando establece distincm- 
iws arl Mirarías entre sucesiones tramitóla» en la IWincia y fue- 
ra «le ella vulnera el art. V «le la Constitución Nacional. 



Que hay falta de equidad por cuanto no puede pedirse 
da que contradiga más la idea de moderación y de justicia 
ílebe caracterizar el impuesto, la escala de la ley en vigor cuan- 
do se aprobó el testamento tn relación al valor del legado era de 
18 % y la existente en el momento de la protocolización para los 
mismos valores, aunque determinados de un modo más oneroso. 
U de 24 %. El solo hecho de haberse tramitado la testamenta- 
ría fuera de la Provincia ha obligado a su mandante a |x.gar 
ochenta mil setecientos sesenta y seis pesos con dieciséis centa- 
vos moneda nacional de. más, sobre lo que habría correspondido 
de radicarse el juicio en esa jurisdicción, contra los más elemen- 
tales principio» <le equidad, igualdad y iwoporcionalidad. 

Que taraixKo existe proporcionalidad si se entiende por tal. 
lid la división del impuesto |>or el numero de contribuyentes que 
deten alionarlo, sino la uniformidad e igualdad en su aplicación. 

Que en presencia de lo dispuesto por los arts. 4' c inci- 
so 2> del art. 67 de la Constitución que impiden al Congreso Na- 
cional dictar leyes de impuestos cuyas tarifas no sean iguales y 
uniformes en todo el territorio de la República, no 

i no < 





Que la ley impugnada olvida ese principio y en su art. 9* 
aplica una diferente tarifa a las sucesiones tramitadas fuera de 
la Provincia que para día sólo existen cuando se exteriorizan 
por medio de la protocolización, sin perjuicio^ reconocer con 
efecto retroactivo esa diferencia cuando se trate de cargarles in- 
tereses pttnhorios infringiendo asi d principio de igualdad. No 
4 -~*se conc ite n i se explica, dice, que el art. 9» de la ky número 3903 
con el mismo fundamento de la transmisión gratuita de bienes 
un impuesto diferente según que b sucesión esté radicada 
que se trate de actos pasados fuera de eHa. 
Que en cuanto a la demora en d pago dd impuesto si se 
trata de sucesiones tramitadas en la Provincia se las grava con 
el interés punitorio del 12 % y el recargo de la avaluación de 
acuerdo ton el momento en que se liquida» si se trata de actos 
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pasados fuera de su jurisdicción se imponen las misma» sancio- 
na y se agrega otro más que consiste en aplicar ¡a escala de por- 
centajes de la ley en vigor en el momento de la jirotocolización. 

Que tarrifa traslado de la demanda fué evacuado a fs. ■¥> 
iwr él doctor Luis U. de Mondo en representación de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, pidiendo el recharo de la acción inten- 
tada con especial' condenación en costas y exponiendo: 

Que ante todo niega la existencia de la protesta exigida co- 
mo requisito indispensable para entablar la acción de repetición 
en materia de impuestos, por cuanto la formalizada por el actor 
a la Dirección General de Escuelas carece de los elementos ne- 
cesarios a aquel fin desde que no contiene la impugnación de 
inconstitucionalidad al impuesto exigida jRir la jurisprudencia 
de la Corte. 

Que la Dirección de Escuelas de la Provincia de Buenos 
Aires apBcó la ley impugnada del año 1927 la cual señala una 
tasa del 24 c /o para los colaterales en 5 T grado que recilien una 
herencia de uno o dos millones. El actor sostiene que se le debió 
aplicar en cambio la del año 1915 que determina!» una cuota 
del 18 c /t en vez del 24 %, I-a diferencia es lo atorado demás 
cuya devolución persigue. 

Que los arts. 4' y 67. inciso T de la Constitución Nacional 
inv'^ados por el demandante se refieren al orden federal sin 
afectar la facultad de las IYovincias para gravar con impuestos 
los bienes sujetos a su jurisdicciÓD sin otras limitaciones que 
las enumeradas en el art. 108 de la Constitución y la de no vio- 
lar las garantías señalada» por esta o de no modificar o alte- 
rar el contenido de los códigos comunes. 

Que en lo relativo al art. V de la Carta Fundamental oli- 
serva que una cosa es que el Gobierno de la Provincia de Bue- 
nos Aires se encuentre obligado en virtud de aquel precepto a 
reconocer los documentos auténticos emanados de la justicia or- 
dinaria de la Capital presentados |«ra la pr< *< cotización del tes- 
tamento de don Benigiw Macias y otra bien distinta es que sea 
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«impelida a aplicar la ley impositiva sancionada en la fecha eu 
que dicho testamento fué declarado válido. 

Qué desjniés de exponer diversos argumentos relativos a 
las razones que median para distinguir a los efectos de la air- 
eación del impuesto entre "la fecha de la declaratoria de here- 
o de la aprobación del testamento" para las sucesiones ra- 
en la Provincia y "el momento en que se solicite la pro- 
tocolización de esos documentos" para los juicios tramitados 
fuera de su jurisdicción, concluye afirmando que uo es necesa- 
rio extremar la argumentación para demostrar que el art. 16 in- 
ciso 9-' de la ley número 3903 no es violatorio del principio de 
^maldad consagrado por el art. 16 de la Constitución Nacional. 

Que abierta la causa a prueba, fs. 52 vta.. se produjo la 
<¡w expresa el certificado de fs. 103 vta. alegando sohre su mé- 
rito ambos contendientes, fs. 105 y fs. 110. A fs. 115 vta. se 
Mamó .-.utos para sentencia; y 

Considerando : 



{¿ue la observación, formulada por el representante ríe la 
demandada a la* condiciones de valide/ y eficacia de la protes- 
ta con que se acompañó el pago del impuesto, es infundada por- 
que aunque los términos del escrito corriente a fs. 8 fueran por 
si solos insuficientes para darla por producida, ella resulta com- 
plementada con las manifestaciones contenidas en los escritos 
anteriores del juicio sobre protocolización y a las cuales el pri- 
mero alude, reiterándolas. Los motivos o razones de carácter 
constitucional expuestos por d demandante en las actuaciones 
de la referencia, para observar el pago que se le exigía, son en 
lo fundamental los mismos que k han servido para instruir la 
presente acción. 

Que según resulta de la procedente relación de la causa la 
actora «luce como fundamento de la repetición, que el art. 16 
inciso <>' de la ley Provincial número 3903. en cuanto establece 
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que el impuesto a la transmisión gratuita, «le (nenes debe liqui- 
darse, en las sucesiones tramitadas fuera de la Provincia, «le 
acuerdo con la ley en vigor en el momento de exteriorizarse en 
ella, c» contraríe» a los principios de equidad, igualdad y propor- 
cionalidad asegurado* jxir los arts. 4, 16, 67 incisos 2» y 7 de 
la Constitución de la Nación. 

Oue en cuanto a la falta de equidad representada por lo su- 
bido y oneroso del tributo, la Constitución, ha dicho esta Corte, 
no ha hecho de la moderación de los impuestos una de las con- 
dicione* al goce y ejercicio de las instituciones provinciales y ha 
excluido. |n>r lo tanto, de los casos de intervención de sus po- 
clrres pnlíiicos por la Nación (art. 6*)., el de abusos po»ibks en 
esta materia, consumados |*»r las Provincias en perjuicio del 
< lesa r rollo de la riqueza )>ública local y nacional. No es admi- 
sible, pues, que se haya querido dejar a la discreción del Poder 
Judicial de la Nació» la facultad de declarar sin valor, en los 
casos concretos, la legislación provincial relativa a impuestos, 
fuera de la hipótesis de confiscación o de otra transgresión de 
una garantía de la Constitución o de algún precedo de la mirt- 
ina, porqué el Poder Judicial es el menos adecuado por su natu- 
raleza, funciones y reglas de procedimientos para decidir sobre 
la necesidad y equidad de las contribuciones y para apreciar !<* 
resultados económicos de ellas, según su monto o la manera de 
ct «tirarlas, en lo que. como se ha observado con verdad no pue- 
de haber cuestión de constitucionalidad o inconstttucionalidad, 
ya se trate de sumas fijas, ya de graduadas o proporcionales a 
los valores s<»hre que recaen y aun cuando puedan afectar indi- 
rectamente la transmisión hereditaria de la propiedad. (Fallos, 
'tomo 100. |iág. 51 ; temió 153. pág. 46). 

Qwb n>rrespondiendo a las Provincia*, como una fuente de 
recursos propios, el derecho de establecer gravámenes fiscales 
a las herencias, de las cuales es una modalidad el llamado de 
transmisión gratuita de bienes, es evidente que ka pertenece 
también la facultad de organizar esos gravámenes dentro del te* 
rrkorio de mi jurisdicción, con toda la libertad que nace de su 
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soberanía, y esta observación autoriza ta conclusión de que tales 
impuestos no pueden ser uniformes en toda la extensión de la 
República, como ocurre con las fuentes de rentas, ordinarias o 
extraordinarias, atrilniídas a la Nación i>or tos arts. 4 y fV7. in- 
ciso T de la Constitución Nacional. 

Que el desconocimiento de la garantía de igualdad atribuida 
al art. 16. inciso 9» de la ley número 3903 no es tampoco fun- 
dada. En efecto, la ley de impuesto a la transmisión gratuita de 
bienes ** de carácter anual y por serlo ha debido señalar un 
criterio para salier qué ley se aplica cuando una persona muere 
durante la vigencia de aquélla y el impuesto se paga uno. dos 
o tres años después. 

Qne es evidente que el inciso 9* ;A adoptar ese criterio no 
se lia separado del principio de la unidad del juicio sucesorio es- 
tablecido por el Código Civil, ni ha desconocido tampoco el art. 
7* <le la Constitución Nacional. Aquel principio, en efecto, se 
refiere a la transmisión de los bienes sucesorios, a las acciones 
l*rsonales relativas a los mimos, a la administración, partición 
y liquidación del patrimonio, cualquiera sea la situación de los 
bienes que lo integran. Los efectos legales que deben producir 
esos actos son los mismos en todo el territorio de la República 
donde tienen idéntica fuerza y valor jurídico. Pero se hallan 
fuera de la jurisdicción del Juez ante quien se han prodticido 
eso* actos, y, por consiguiente, de la regla del art. 7 9 , todo efecto 
o toda consecuencia que excediendo los propósitos de aquel prin- 
cipio de derecho internacional privado convertido por la Consti- 
tución en norma de derecho político, signifique limitar o re<la- 
mentar la facultad tributaria de las Provincias sobre las cosas 
situadas en su territorio. 

Que hasta ese límite solamente llega el imperio del art. 7" 
Este exije que se dé entera fe y crédito en una Provincia a los 
actos y proceuiinie ntos* judiciales oe otra crcmclamentc autenti- 
cada, y además, que se les atribuyan los mismos efectos que 
hubieran de producir en la Provincia «le donde emanasen, jwr- 
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que Itó contrario imjx.mria admitir que los Tribunales de otra 
Provincia o los federales tienen facultad de variar los actos y 
procedimientos judiciales irisados ante otros Tribunales compe- 
tente. (Fallos, tomo 142. pág. 37). 

Que la Provincia de Buenos Aires, al efectuarse ante sus 
Tribunales la protocolización del testamento del señor Maclas, 
tn ningún momento ha desconocido los efectos legales atribuidos 
por los de la justicia ordinaria de la Capital a ese acto de clis- 
]>osicióii. ni se ha negado a <lar fe y crédito a los instrumentos 
qtie patentizaban la existencia de los procedimientos judiciales 
realizarlos con su motivo. Antes bien, los ha reconocido, limi- 
tándose a establecer, con fines de carácter puramente fiscal, que 
el tributo del*? satisfacerse con arreglo a la ley ini|>erante en la 
fecha de su protocolización en el territorio del listado. 

Que la distinción contenida en el inciso 9 7 del art. 16 ob- 
jetado, ni* compromete tanijioco el principio de la igualdad en el 
impuesto, si éste, de acuerdo con decisiones reiteradas de esta 
Corte, consiste en que todos los habitantes sean tratados del 
mismo minio, siempre que se encuentren en idénticas circuns- 
tancias y condiciones, y si en materia inqiositiva ese principio 
se cumple cuando en condiciones análogas se imimncn graváme- 
nes iguales a los contribuyentes. 

Que tn la susodicha ley el punto de referencia i«ra la apli- 
cación del impuesto es el "acto que exteriorice la transmisión 
gratuita y no la muerte". El acto de exteriorización es la decla- 
ratoria de herederos, o en su caso, d auto aprobatorio dd tes- 
tamento cuando se trata de sucesiones iniciadas ante los Tribu- 
nales del Estado. Es la protocolización, en el caso de sucesiones 
incoadas fuera de la jurisdicción de la provincia, pero en cuyo 
acervo figuren bienes situados dentro de ella. El inciso 9 del 
artículo 16 declara que cualquiera sea la ley en vigor, se apli- 
cara la que se encontraba rigiendo en la fecha de los actos de 
exteriorización. La clasificación contenida en los "actos de ex- 
teriorización". distinguiendo entre declaratoria de herederos y 
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auto aprobatorio del testamento por una parte y fecha de la 
protocolización por otra, no es arbitraria, pues adoptado aquel 
punto de partida y no interviniendo los tribunales de la pro- 
vincia en las sucesiones de personas domiciliadas fuera de ella, 
no hay otro momento o fecha equivalente que el de la presenta- 
ción a los efectos de la protocolización. Y admitida la clasifica- 
ción, el principio se aplica automáticamente a todos los que se 
encuentran en la misma condición, sin negar a los unos lo que 
se concede a otros en circunstancias análogas. Fallos, tomo 152. 
!>ág. 268. 

debe observarse a mayor abundamiento que la ley 
y por consiguiente el monto de limpueato será el mis- 
mo en el caso de una sucesión tramitada fuera de la provincia 
y de otra tramitada en ella, cuando la protocolización se soli- 
cite en la misma fecha de la declaratoria de herederos, pues 
ambas sucesiones quedarían regidas por una sola ley impositiva. 
Ciertamente si la protocolización se solicita cuando ya no está en 
vigor esa ley. sino otra que ha aumentado el impuesto, como 
ocurre en el caso, se le aplicar* esta última. |*ro el hecho re- 
vela que la desigualdad natv, en el caso, de la diversidad de 
circunstancias y de tiempo. Si los incidentes relativos a la nu- 
lidad del testamento, de que hace mérito el actor, no hubieran 
existido, es muy posible que la ]>rotocolizac¡ón al realizarse an- 
tes, determinase el beneficio consiguiente a la aplicación de una 
ley más benigna para el legatario, pero es evidente que en la 
causal invocada no tierfe responsabilidad alguna la provincia, ni 
puede^ servir de antecedente para basar una conclusión de des- 

Que el hecho, pues, de que d actor haya pagado en con- 
cepto de impuesto a la trasmisión gratuita de bienes una suma 
mayor de la que hubiera correspondido según una ley anterior, 
marcará, si se quiere, una diferencia entre él y los que exterio- 
rizaron antes, pero esta desigualdad, derivada del cambio de 
legislación anua!, no puede servir de fundamento para decla- 
rar la invalidez de la cláusula objetada porque, como se ha di- 
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cho, en condiciones análogas de tiempo o de fecha d grava- 
men es igual para los contribuyentes. Fat!o citado. 

En su mérito, y de conformidad con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se desestima la demanda. Las 
coscas en el orden causado atenta la natttrazela de la cuestión 
debatida. Notiítqucse, repóngase el papel y archívese. 

Roberto Refetto. — R. Guido La- 
Lavaixe. — Antonio Sagarna.— 
Julián V. Pera, 



Buenos Aires Taum and Docks Tamvays Ltda. S. A., contra él 
Fisco Nacional por repetición de payo. 

Sumario ; l*a empresa tranviaria que de acuerdo con los térmi- 
nos de su concesión (Concesión de 1902, articulo 8*). cons- 
Iruw la faja de pavimento de sus vías en la extensión a 
«¡uie cstal* obligada, no debe contribuir a! pago de la pos- 
terior pavimentación que efectúe d Gobierno Nacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SEXTESCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Airea, Abril 10 de 1981. 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos por Buenos Aires Town and Docks 
Tranways Ltd.. S. A., contra el Fisco Nacional, sobre repeti- 
ción d. pago, de los que resulta: 
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I. A fojas 4 se presenta don Domingo V*. Garímaldi. por 
la sociedad anónima buenos Aires Town and Docks Tranways 
Limited, iniciando demanda contra el Fisco Nacional por cohro de 
la suma de |>esos 358.299 moneda nacional, más intereses del 
juicio y d importe de las costas abonadas en d juicio ejecu- 
tivo a que dice se referirá más adelante. Expresa que d 28 
de agosto de 1915 y por ante el Juzgado Federal a cargo del 
doctor .Manuel B. de Anchorena. secretaria del doctor Legui- 
zamón, el Procurador Fiscal, doctor Ricardo G. Parera. pro- 
movió demanda ejecutiva contra la Compañía de Tranvías Puer- 
to y Ciudad de Buenos Aires, por cobro de pesos 232.749.34 
moneda nacional en concepto de valor del afirmado construido 
en la Avenida (Jeste de Maipú a \ ¡amonte, de Cangallo a Mo- 
reno y de Venezuela a Caray, de acuerdo con d decreto del 
P. E. de febrero 19 de 1902 (art. &). 

Previo embargo de bienes por no haber dado resultado el 
mandamiento, la ejecutada opuso las objeciones de falsedad e 
inhaliilidad de titulo que fueron rechazadas por el señor Juez 
Federal; que la Excita. Cámara confirmó la resolución de !• 
Instancia, por sus fundamentos, que consistieron, en lo substan- 
cial, en declarar que las excepciones deducidas importaban dis- 
cutir la procedencia de hs causales que motivaron la ejecución, 
lo cual era inadmisible en esa clase de juicio. 

En estado de procederse a la venta de los bienes embar- 
gados, el Procurador Fiscal se presentó con la copia de los de- 
cretos dictados por d Poder Ejecutivo el 22 de mazo y 22 
de . mayo de 1919. acordando a la ejecutada el derecho de alio- 
nar d monto de la deuda en diez anualidades iguales, con sus 
intereses a razón del 6 por ciento anual por lo que ta Compa- 
ñía de Tranvías Puerto y Ciudad de Buenos Aires firmó diez 
documentos de $ 28.356.41 moneda nacional, que representaban 
el capital de pesos 232.749.34 más pesos 49.814.74 moneda na- 
cional por intereses al 6 por dentó desde d 22 de agosto de 
1915 hasta d 22 de marzo de 1919, con vencimientos todos el 
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22 de mar/o de cada uno de los años a partir de 1*>20. hasta 

a su respectivo vencimiento. 

Expresa que los derechos y Aligaciones que pudieran per- 
tenecer a la Compañía de Tranvías Puerto y Ciudad de Buenos 
Aires, fueron luego trasferidos a la S. A. Buenos Aires Town 
and Docks Tranways Limited, según decreto de! Poder Ejecuti- 
vo <lel 21 de junio de 1922. agregado en copia a los autos del 
juicio ejecutivo. 

Posteriormente, su representada gestionó y obtuvo del P. 
E. el j*go en efectivo de las letras que aun quedaban en puder 
del Fisco. Por decreto del 3 de febrero de 1925. se autorizó a 
la Contaduría General de la Nación jwra aceptar de su repre- 
sentada el pago de esas letras más los intereses hasta el día de 

'.Sostiene la ilegalidad del crédito del Fisco y dice que el 
luviniciitn fué hecho en las calles de acceso y circunvalación 
de la sección 5» del Puerto de la Capital, en virtud del de- 
creto del Poder Ejecutivo del 3 de mayo de 1912 que asi lo 
dispuso, ordenando que se sacara la obra a licitación pública 
y que la erogación que demandara se imputase a la ley nú- 
mero 5126. Esta ley autorizó al Poder Ejecutivo a contratar 
una serie de obras que nada tenían que ver con la pavimenta* 
ción de calles, y establecía que los gastos que demandara se 
imputarían a la misma. 

Con arreglo a ese decreto de 3 de mayo de 1912, reali- 
zóse la licitación y al aprobarla el Poder Ejecutivo i»or otro 
decreto de 10 de septiembre del mismo año. dispuso en su art. 
f que el gasto total de $ 1.321.822.35 moneda nacional que 
importa osa licitación se imputará al anexo L, inc. 5 V . item 7. 
Partida I del presupuesto general vigente (ley 5126)". 

Construido el pavimento, la Contaduría General de la Na- 
ción liquidó la cuenta de $ 232. 749.34 moneda nacional fornm- 
lando el cargo correspondiente a la Compañía de Tranvías Puer- 
to y Ciudad de Buenos Aires, en virtud de lo establecido en el 
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artículo 8» de la concesión otorgada a ios señores E. B. Gan- 
dulfo y Cía., sus antecesores, con fecha 19 de febrero de 1902. 
Agrega que ese decreto no contiene obligación alguna por parte 
del concesionario, de contribuir al pago del pavimento y que 
por el contrario, el art. 8» a que se alude, sólo le imponía d 
deber de entregar al Gobierno el 5 por ciento de su entrada 
bruta, quedando ademas obligada a construir y conservar en 
lierfecto estado el pavimento que deba hacerse entre los rieles 
y a cada lado de ellos hasta completar una zona de tres metro» 
<le ancho cuando se resuelva adoquinar la calzada. El concesio- 
nario cumplió en su momento con ese deber, lo que dice, consta 
al Gobierno Nacional. Lo prueban, jwr lo demás, agrega, en tér- 
minos que no dejan lugar a dudas, las mismas cuentas for- 
muladas por la Contaduría General de la Nación que sirvieron 
de título ejecutivo, pues allí se cargó a la Gimpañía de Tran- 
vías del Puerto tres partidas por "remoción de adoquinado". lo 
cual significa d más pleno reconocimiento de que el pavimento 
ya existia. 

Habiendo la empresa cumplido en o ( >ortunidad con la obli- 
gación de pavimentar la faja de terreno entre los rieles y a 
los costados de tos mismos, el cobro posterior es ilegal. Ade- 
más de eso, sostiene, no hay ley alguna de donde pueda des- 
prenderse la facultad que se arrogó el Gobierno para cobrar 
a la empresa una parte de la pavimentación de la Avenida < les- 
te y no hay duda alguna, agrega, que sólo por ley dictad;» con 
anterioridad a la construcción del pavimento habría podido el 
Poder Ejecutivo reclamar de la empresa de tranvías su con- 
tribución o ¡«go, lo mismo que para cxigirscla a los vecinos 
Reconoce que el Gobierno dictó un decreto acogiéndose a la 
Scy número 4931. pero sostiene que ese decreto, además de lia- 
berse dado con interioridad a la construcción del iwviniento. 

cobro* tda*'* efíCaC ' a COm ° mCdÍ ° ^ ,a '" iniar el ' ll ' ml, ° : '' 

la ley ejercitando atribuciones que sólo corresponden al Poder 
Legislativo. 
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II. Corrido traslado de la demanda, fué contestada a fo- 
jas 14 por el señor Proairador Fiscal, pidiendo su rechaao con 
costas. Sostiene que la obligación de la actor», como suceso» 
de la Compañía de Tranvías Puerto y Ciudad de Buenos Aires, 
emana del decreto de concesión de la misma «le 19 de lebrero 
<tc 1902. acordada en origen a E. B. Gandul f o y Cía. y que 
,*>■ decreto del Poder Ejecutivo de 15 de mayo de 1907. *e 
transfirió a favor de la Cía. de Tranvías Puerto y Ciudad dfr 
Buenos Aires, a quien el Fisco ejecutó. Dicha concesión fué 
otorgada en virtud de la ley 2371. En d artículo 8* de la con- 
cesión primitiva se establece: "de la entrada bruta que por cual- 
quier concepto perciba la empresa constructora, entregará al 
Gobierno el 5 por ciento, por intermedio de la Oficina de Mo- 
vimiento; quedando ademas obligada a construir y conservar 
en perfecto estado el pavimento que «leí» hacerse entre los 
rielei» y a cada lado «le ellos hasta completar una zona «le tres 
nutro» «le ancho, cuando se resuelva ailoquínar la calle". 

Agrega que fué en virtud de ello que el Poder Ejecutivo 
con fecha 14 de marzo de 1914 y en d expediente administrativo 
.leí año 1913. número 5262. letra D. disposo que la Cía. de 
Tranvía» Puerto v Ciudad de Buenos Aires, antecesora «le la 
demandante, abonara la suma reclamad» por concepto de pa- 
vimentación. La ley 5126 y kw decretos de 3 de mayo y IO de 
septiembre de 1912. dke. no pueden amparar a la actor* para 
•larie derecho a repetir el pago, desde que su obligación está 
expresamente «msignada en la concesión. Agrega que no es 
exacto «pie el decreto del Poder Ejecutivo por el cual se acogió 
a la ley 4391 fué posterior a la ley de pavimento que resolvió 
hacerse en 1912. pues lo contrario resulta del decreto de 13 
de junio «fe 1908. «lebiendn observar que estas leyes y decretos 
m»W> se refieren a los propietarios de fincas y terrenos en las 
callea «le circulación y acceso al Inserto de ta Capital y no a 
'•• «mpresa actora «use por ley y decreto de su concesum esta- 
bjt ..Nidada por el articulo 8* a costear el pavimento. Dice que 
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el 5 piir emito que la empresa está obligada a pagar en «ta 
perjuicio de la obligación de pagar el adoquinado. 

Finalmente, sostiene d seffor Procurador Fiscal que aun 
en el supuesto de que la Compañía de Tranvías -Puerto y Ciu- 
dad de Bueno» Aires, hubiese adoquinado d trayecto recorrido 
por sus vías, con anterioridad al adoquinado general de ja 
calle, dispuesto por d Poder Ejecutivo en 1912, ello en ma- 
nera alguna podía liberaría de la obligación de pagar d ado* 
quinado hecho. Dice que esa obligación debía cumplirse cuan- 
do se resolviera el adoquinado y no antes. 

Abierto d juicio a prueba, fojas 18 vuelta, se produjo la 
que expresa el certificado de fojas 60 vuelta, presentándose los 
alegatos de fojas 61 y 65. llamándose autos para sentencia, fojas 

64 vuelta, y 



Considerando: 



I. Por la forma en que se trató la "litis contestatk>*\ dos 
son la* cuestiones a resolver: a^ si la actora. como sucesora de 
los concesionarios señores E. B. Gandulfo y Cía. estaba obli- 
gada a |iagar el adoquinado de la Avenida Oeste de Maipá a Via- 
monte, de Cangallo a Moreno, y de Venexuela a Caray; b) si 
antes de resolverse la pavimentación de esas calles por decreto 
dd Poder Ejecutivo de 3 de mayo de 1912, los concesionarios o 
sus sucesores efectuaron la pavimentación que les correspon- 
día, es decir, entre los rieles y a cada lado de ellos hasta com- 
pletar una zona de tres metros de ancho. 

La ky número 2371 autorizó al Poder Ejecutivo para con- 
ceder dentro de los terrenos del Puerto de la Capital, el estas 
btedmiento de lineas de "tranwnys" (art. 1'), agregando el art. 
T que las concesiones debían acordarse aplicando las disposi- 
ciones que prescriben las ordénanos municipales de la Capital. 
Por decreto de 19 de febrero de 1902, d Poder Ejecutivo acor- 
dó a los señores E. B. Gandulfo y Ga. (art. 2»), peraúso pa- 



FALLO* M LA COBTt 8UFIEMA 



ni construir por ra exclusiva cuerna, una vía <k*le de tranvía 
que partiendo del Puente de Barracas o sus inmediaciones, re* 
corra la ribera en su más cercana proximidad, pase por d arro» 
yo del Piojo, siga la dársena Sud y continúe la calle paralela 
a los diques terminando en la estación Retiro, siempre costeando 
aquéllos (véase fojas 62 del expediente de ejecución). 

El articulo 8* de ese decreto dice: "De la entrada bruta, que 
por cualquier concepto perciba la empresa constructora, 'en- 
tregará al Gobierno el 5 por ciento (5 o|o), por intermedio de 
la Oficina de Movimiento, quedando además obKgmk a cons- 
trmr y constnvr en perfecto estado el pavimento que deba 
hacerse entre los rieles y a cada lado de ellos hasta completar 
una zona de tres metros de ancho mando se rssuekv adoqui- 
nar la calle". 

Los señores E. B. Gandulfo y Cia. trasfirieron después 
la concesión a la Cia. Tranways del Puerto y Ciudad dt- Bue- 
nos Aire», enajenación que fué aprobada por decreto de! Po- 
der Ejecutivo de 15 de mayo de 1907 (fojas 64. e.\|*e. de 
ejecución y 41 de estos autos), y esta última compañía, a su 
vez, la vendió a la Buenos Aires Town and Docks Tranways 
Limited, lo que aprobó el Poder Ejecutivo por decreto «le 24 
de junio de 1924. fojas 44. 

Lo relacionado es suficiente para concluir que la empresa 
concesionaria tenia la obligación de pagar el pavimento entre 
los rieles y a cada lado de dios, hasta completar una zuw. 
de tres metros. Sobre esto no puede haber duda alguna, «lados 
los términos claros del attkulo 8° dd decreto de concestón. 

II. La actora sostiene que se "cumplió en su momento" 
con la obligación de adoquinar los tres metros de ancho que 
le imponía el contrato de concesión, b que consta al Gobierno 
de la Nación y lo prueban en términos que no deja lugar a 
dudas, "las mismas cuentas formuladas por la Contaduría Ge- 
neral 4e la Nación que sirvieron de titulo ejecutivo, pues 
aHi se cargo a la Compafiia de Tranvías del Puerto tres par* 
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tifia» por f remoción de adoquinado", lo cual significa el más 
pleno reconocimiemo de qne d pavimento ya existía '. 

Aceptando que el adoquinado se hirfwcra hecho como so», 
tiene la adora, ello no podía eximir al concesionario de pagar 
la cuenta que se ejecutó, porque <le acuerdo con el articulo 8* 
de la concesión, la obligación de construir y conservar en per- 
fecto estado el |)avimento en» jmra "cuando se resuelta adoqui- 
nar la calle". 

Antes de que se resolviera adoquinar la calle, al Gobierno 
rio le interésala que el concesionario lo hiciera entre las vías 
v en la zona de tres metros de ancho, y si lo hizo fué en su ex- 
clusiva conveniencia. 

Por <lecreto del Poder Ejecutivo del 3 de Mayo de 1912 
se autorizó ¡«ra sacar a licitación pública la pavimentación de 
las calles de acceso y circulación de la sección 5« del Puerto 
de la Capital y por el de 10 de septiembre dei mismo año. fo- 
jas 46, se adjudicaron los trabajos, los que se efectuaron. 

Al hacerse el adoquinado, no era posible dejar el pavimento 
viejo hecho años antes por el concesionario y naturalmente te- 
nia que renovarse por lo menos el adoquín, como se hizo, según 
resulta de la cuenta detallada que sirvió de base en el juicio 
ejecutivo. 

Por consiguiente, el derecho del Gobierno l»ra exigir del 
concesionario la contribución que le corresponde, no deriva del 
hecho de haberse acogido a la ley número 4391 (número 
4931. como se dice en la demanda), ni de la número 5125, sino 
de los término* claros del articulo 8* de la concesión. 

111. Por las consideraciones que preceden, falto este juicio 
rechazando la demanda, con costas. — Eduardo Sarmiento. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FKDEBAL 

Buenos Aires, Febrero V de 1932. 
Considerando: 

El artículo H» del decreto que transcribe el Juez en la sen*- 
tencia establece para la empresa en términos bien claros y pre- 
cisos, h obligación de pagar en la proporción alü prevista d 
pavimento que se haga "cuando se resuelva adoquinar ta cátk>\ 

La circunstancia de que por conveniencia particular de la 
empresa |>ara asentar mejor sus vías y facilitar el acceso a 
ellas del público, que en otras condiciones podría tomar rumbo 
distinto, hubiese resuelto con anterioridad construirse ?a parte 
de afirmado, no la exime de la obligación de pagar lo que por 
el decreto debía hacerlo atando se resolviese por el poder público 
pavimentar la calle. 

Las obras realizadas por la empresa en su propio l*nc- 
í icio podría haber sido de naturaleza y calidad inferiores a lo 
que la administración considerase como pavimento conveniente 
para la vía pública en el momento de resolverlo. 

Es. pues, infundada la pretensión de la actora de que con 
fas construcciones que realizó quedó eximida de toda obligación 
de pagar el pavimento ordenado después por la autoridad com- 
pcicmc. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de fojas 67, que rechaza con costas la demanda instaurada 
l«or Buenos Aires Town and Docto Tranways Ltd. S. A. contra 
el Fisco Nacional, sobre devolución de una suma de dinero. — 

Carlos del Computo. — Marcelino Escatada. — B. A. Nasar 
Anchorem. — Rodolfo S. Ferrtr. 
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Buenos Aires, Noviembre 28 de 1932. 

Y Vistos: 

• 

Los del juicio seguido por la cnif>rcsa The Buenos Aire» 
Town and Docks Tramvays Ltd. contra el Fisco Nacional por 
repetición, venidos en tercera instancia ordinaria contra el fa- 
llo de la Cámara Federal de Apelación de la CaHta! que rechazó 
te demanda ; y 

Considerando: 

Que los antecedentes de la cuestión que en estos autos se 
ventila, se pueden sintetizar así : El Gobierno Nacional ejecutó 
a la Compañía de Tranways Puerto y Ciudad de Buenos Aires, 
antecesora de la demandante, por la suma de 232.749.; 54 pesos 
moneda nacional de curso legal, en concepto de afirmado cons- 
truido en la Avenida Oeste, sección del Puerto de esta Capital; 
en la estación oportuna, la ejecutada opuso las excepciones de 
falsedad e inhabilidad del tUtdo. fundándose en que el decreto 
de 3 de mayo de 1912, que ordenó la pavimentación cuyo ñn- 
porte proporcional se le cobraba, carecía de ley que autorizara 
la obra y el impuesto combínente, pues la número 5126, que 
autorizaba ampliación de obras en el puerto, cargaba su costo 
a la misma y no hada referencia a pavimentos. Estas y otras 
razones fueron contestadas por c! representante fiscal mani- 
festando que la obligación de h empresa surgía coa claridad 
del articulo V de la concesión a la misma para construir y ex- 
plotar el "tranway" en donde se mencionabB b construcción y 
conservación de tres metros de afirmado en toda la extensión 
de la linea. Las excepciones fueron dfKslinwdai porque no ha- 
bían sido observados en ra autenticidad y legitimidad los do- 
cumentos base de la ejecución, que reunían los requisitos de los 



articulo» 248 y 249 del Código de Procedimientos Federales, 
"qutdándole lila* al ejecutado m acción respectiva para ejer- 
cerla ampliamente en el juicio ordinario que autorixa la ley- 
foja» 72 del juicio ejecutivo incorporado a los amos "sub lite . 
salvedad repetida por el Poder Ejecutivo al acqrtar forma* de 
pago propuestas por la empresa! y en cuya virtud y lo que es- 
tablece el articulo 278 de la ley número 50, ésta promovió juicio 
ordinario por repetición «le 358.299 peso», con más los inte- 
rese» y las costas de este pleito y de la ejecución en que se basa, 
pues la empresa concesionaria del "tranway" cumplió con to- 
fos lu obligaciones especificada» en el articulo 8» de la con- 
cesión, entregando el 5 por ciento de todas las entradas Iwuta* 
v construyendo los tres metros de afirmado en toda la extensión 
de la línea. El Gobierno demandado contestó desestimando la 
acción porque, de acuerdo precisamente con el articulo M de 
la concesión de 1902. la construcción por la empresa debía ha- 
cerse recién "cuando se resuelva adoquinar la calle" y no an- 
tes, siendo por lo tanto, inválida esa construcción, de acuerdo 
con d articulo 625 del Código Civil (fojas 14 > ; y esa defensa 
es aceptada por los falk» de ¿rimen y »egunda instancias (fojas 
67 y 82). 

Que. como surge claro del precedente resumen, la cues- 
tión fundamental que se debate en estos amos es la de saber 
si la Empresa del Tranway Ciudad y Puerto de Buenos Aires, 
antecesora de la demandante, cumpho en debida forma con la 
obligación que le imponía el artículo 8* de la concesión que 
en copia corre a fojas 38 y que dice asi: "De la entrada bruta 
que por cualquier concep t o perciba la empresa constructora, en- 
tregará al Gobierno el 5 por ciento por intermedio de la Ofi- 
cina «le Movimiento, quedando además obligada a, construir y 
conservar en perfecto estado el pavimento que debe hacerse 
entre los ríeles y a cada lado de eUos hasta completar una rom» 
de tres metros de ancho cuando se resuelva adoquinar la calle", 
o si en caso contrario, el Gobierno Nacional, por si y ame si. 
pudo hacer o rehacer el afirmado a que se obligara ta empresa 
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concesionaria del "tranway" cargando a ésta el importe de la 
obra realizada. 

Que un lugar a dudas, el citado articulo » contiene dos 
obligaciones de naturaleza diversa : a ) la de entregar d 5 \*w cien* 
to de las entradas brutas — que es una obligación de dar sumas 
de dinero prevista en los capítulos I y ¡V, del titilo VII. sec- 
ción I, libro II del Código Civil — ; jty la de ' construir y con- 
servar" el afirmado en una zona de tres metros y en todo d 
largo de sus vías, que es una "obligación de hacer" Revista en 
el titulo VIII de la misma sección y libro del Código citado, 
desde que se compromete a efectuar por otro bajo su respon- 
sabilidad, una obra determinada. Solamente esta última se dis- 
cute, pues ni en el juicio ejecutivo se redamó por el Fisco el 
importe del 5 por ciento de las entradas del "tranway". ni en 
la actual demanda pretende la empresa la repetición de lo pa- 
gado por ese conce p to. 

Que d articulo 625 dd Código Civil, invocado en la con- 
testación a la demanda, preceptúa que la obligación de hacer debe 
cumplise en un tiempo propio y dd modo en que fué la in- 
tención de las partes que el hecho se ejecutara. Si de otra ma- 
nera lo hiciere se tendrá por no hecho o podrá destruirse ki 
que fuera mal hecho y, según lo dispone el articulo 630. "el 
acreedor podrá ser autorizado a ejecutarlo por cuenta dd deu- 
dor, por si o por un tercero, o solicitar los perjixck» e intere- 
ses por la inejecución de la obligación"; pero en ningún caso, 
d acreedor, que es sólo una de las partes comprome ti das, pue- 
de por si y ante si declarar que la obligación está mal cum- 
plida por el deudor, otra parte, ni destruir la obra realizada, 
ni ejecutarla o hacerla ejecutar por otro que el obligado; de- 
de acudir a la justicia para que, previa audiencia de la contra- 
par^Sf ae decida?, el ptmso declarando d deracho pex&issuss sHa 
es la que puede dar al acreedor la autorización que menciona 
d articulo 630, y ella es la que puede ordenar la destrucción <|e 
la obra mal ejecutada, como lo expresa Mairadé. tomo 4\ página 
443; el articulo 1143 dd Código Cmi Fraocrfs; Frdtaa, m d 
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tomo 1». página 360. articulo 954, inciso 2\ y Machado, tomo 
II. página 348 a 350. En el caao de obras públicas, d asunto 
se ckcide por arbitros, articulo* 38 y 39. ley número 775. 

Que la parte demandada no ha desconocido, no ha negado 
la ejecución del afirmado por parte de la empresa concesionaria 
fiel •tramvay", en toda b superficie que le imponía el articulo 
8" «le la concesión de 1902. y por otra parte, los documentos 
oficiales de fojas 50 y 51, suscripto» por G. Alean en agosto 
10 de 1910 y J. Molina Civit en maneo 18 de 1913, siendo am- 
bos jefes de Vias y Obras del Ministerio de Obras Públicas 
de la Nación — hacen constar que ten» construido el pavi- 
mento a que se obligó "con la base de hormigón reglamentaria, 
cuando se inició el adoquinado total de la Avenida Oeste", pero 
— dice Molina Civit — al efectuarse el desmonte a ambos cos- 
tados de b vb para b formación de la caja del nuevo adoqui- 
nado, se comprobó que el hormigón se haWa roto, "pero b 
empresa abonó a los contratistas del afirmado el suplemento que 
hubo de agregar al hormigón roto y que elb había construido 
en forma reglamentaria". Es decir, pues, que aun en este as- 
pecto que puede considerarse de "conservación o renovación" 
a los fines del articulo 8» de la concesión, la actora cumple con 
su compromiso sin fas observaciones que b ley de obras pú- 
blicas número 775 menciona en los ya recordados artículos 38. 
39 y concordantes. 

Oue no es eficaz b defensa fundada en la ejecución extem- 
poránea del afirmado que le correspondía a la empresa actora. 
en prñner término porque, conforme a la recordada ley de obras 
públicas, de fecha muy anterior a b concesión del Tranway Ciu- 
dad y Puerto de Buenos Aires, ninguna obra de esa naturaleza 
puede iniciarse ni seguirse sino en loa plazos y condiciones que 
surjan del contrato o concesión (artículos 27, 29 y 30) y no 
puede suponerse nunca que el Estado, por medio <fe sus orga- 
nismos y empleados respectivo, admita b ejecución de una obra 
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taró al margen de tu normas expresa» del derecho adminis- 
trativo y de la seriedad y garantías de justicia que. más que 
nadie, el Estado debe ofrecer siempre, sea que actúe en fundón 
del "impertían" del poder público o como persona jurídica. La 
lógica presanción es que se estimó conveniente la ejecución del 
afirmado por la empresa del "tranway", a medida que iba ten- 
diendo sus vías, porque asi consolidaba éstas en beneficio del 
público, de su comodidad y seguridad, que son fines fundamenta- 
les en un servicio de esa naturaleza. 

Que, por otra parte, aun desde el jHtnto <le vista del de- 
recho privado, es inobjetable — sobre todo, "ex post fado** — 
la ejecución del afirmado correspondiente a la obligación de la 
empresa, antes de que esa obra con carácter total, se decidiera 
para las calles que el "tranway" recorría. Es cierto que el plazo, 
en general, se concqitúa establecido para ambas partes (art. 570 
del Código Civil), pero, por el objeto de la obligación rt por 
otras circunstancias, puede resultar establecido en favor del acree- 
dor o del deudor y es lógico presumir aquí que el pfczo fué 
fijado en favor del deudor, porque no parece justo ni equita- 
tivo que a una empresa de transportes urbanos por las calles 
de pura tierra o arena o piedras, o de todas esas condiciones 
juntas, se la obligara de inmediato a construir una estrecha faja 
de afirmado, parte mínima de la vía general, de difícil con- 
servación por la falta de base de consolidación lateral; pero si 
la obligada se avenía a ello, ningún interés público podía oponér- 
sele, salvo — como es justo — su obligación de ajustarse luego 
a las condiciones del afirmado general en cuanto a materiales, 
niveles, de, reformando, rehaciendo o ampliando la obra hecha. 
"El pago no podrá hacerse antes del plazo, sino de común acuer- 
do" — concluye d articulo 570 — y, como queda demostrado 
que la empresa construyó el afirmado con pleno conocimiento del 
Gobierno y de conformidad con los planos, especificaciones, etc.. 
que sus oficinas le darían, según la ley de obras públicas, de- 
be entenderse como un pago o cumplimiento anticipado hecho 
de común acuerdo de partes interesadas. 
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Que la ley número 4391. de 16 de septiembre ele 1904. 
que autorizaba la pavimentación de la Capital dando a la Mu- 
nicipalidad las norma» orgánicas para el electo, autoriza en sti 
articulo 21 al Pbder Ejecutivo de la Nación para acogen* a 
ut» disposiciones a los fines del afirmado del puerto y a ese 
precepto se acogió el P. E. por decreto de junio 19 de 1908 
y la ley número 513f> de 10 de septiembre de 1907. "autoriza al 
Poder Ejecutivo a contratar \wr licitación la construcción de 
nuevos depósitos, ampliación de los existentes, vías férreas, pro» 
longación de las defensas de la Dársena Norte e insolaciones 
de aparatos para carga y descarga de mercaderías, pudiendo in- 
vertir hasta la suma «le 8 500.000 pesos oro sellado": pero ni 
la primera — posterior a la número 2371 y a la concesión del 
"tranway" en litigio que en ella se funda — , ni el decreto sobre 
afirmad», de fecha septiembre 10 de 1912 (fojas 46). hacen 
referencia a las concesiones anteriormente decretadas; ni la nú- 
mero 5126 hace alusión ninguna a afirmados; ni el Fisco invoca 
otra defensa que el articulo 8* de la concesión de fojas 38; ni. 
en e4 caso de haberse creído el Gobierno autorizado para mo- 
dificar las obligaciones del concesionario de 1902. a hase de esas 
leyes de 1904 y 1907. pudo darlo por resuelto en forma tacha, 
sin notificación a la empresa con pleno derecho de ésta para 
disconformarse y reclamar el pronunciamiento del articulo 38 
de la ley número 775 o el directo judicial según el caso. Y no 
solamente no ¡mede |>rcsumirae que el P. E. se creyera auto- 
rizado por las cttaflas kyes 4391 y 512f> para modificar las con- 
diciones en que, de acuerdo con la concesión «le 1902 debía cons- 
truir la empresa su faja de afirmad», sino que. ante una pre- 
sentación de ésta — fojas 27 y 34 — ofreciendo construir ella 
«•I afirmailo de toda la calle, en vista de los retardos que la obra 
sufría, se le contestó negativamente, pero que "debía construir 
sus linea* sujetándose a las esripuiackmes de su respectivo con- 
traía"; en el decreto aludido de junio 19 de 1908 en que se acoge 
a la ley citada número 4391. se alude sólo a "los propietarios 
de finca* y terrinos" como afectados por la obligación de ]»- 
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gar el afirmado; y en el informe ya citado del señor Molina 
CMt de mano 18 de 1913 se dice: "al hacerte é cómputo mé- 
trico de las tonas III, IV y V de la 5» sección de las calle» 
de acceso y circulación del Puerto de la Capital, cuyas obra» d¡r 
pavimentación fueron autorizadas a llevarse a cabo por decreto 
de 5 de septiembre próximo pasado, no* se computó el adoqui- 
nado entre las vías del Tranway del Puerto y Ciudad de Buenos 
Aires , Aebtáo a f*r éste existía y había skh consimído pot 
dUha empresa con la base de hormigón reglamentario", y k> mis- 
mo repite más adelante respecto de las fajas de 0.75 m. a am- 
bos costados de las vías : es decir, todo de conformidad con el 
articulo 8* de la concesión de febrero 19 de 1902 (fojas 38). 

Que si bien es cierto que el Estado concédeme de una obra 
de servicio público — como es lo que informa el pleito de autos 

las circunstancias que en el curso de la misma se presenten, pa- 
ra asegurar plenamente la prestación de ese servicio de lo cual 
él sigue siendo la garantía frente a la universalidad de los ciu- 
dadanos feonf. Azcárate y Flores, "La intervención administra- 
tiva del Estado en los ferrocarriles 9 ', páginas 172 y 173) : tam- 
bién es verdad que ello no puede hacerse sin justificación de las 
nuevas necesidades, sin notificación al concesionario de las nue- 
vas exigencias y sin el resguardo de las garandas constitución 
nales previstas en los artículos 14 y 17 de nuestra Carta Fun- 
damental, como lo ha declarado esta Corte en su constante ju- 
risprudencia (Fallos, tomo 145, página 307; tomo 158. página 
268 y otros), y en consecuencia, la empr -sa del Tramvay Ciudad 
y Puerto de Buenos Aires, hoy la "Buenos Aires Town and 
Docks Tranways Limited, S. A.", no pudo ser obligada a pagar 
afirmados que ella había construido en cumplimiento de su obli- 
gación de hacer del articulo 8* de la concesión de 1902. 

Que de las sumas pagadas por la actora como consecuencia 
del juicio ejecutivo, sólo procede que se devuelvan las que se 
referían al capital ejecutado — $ 232.749.34 — más los inte- 
reses hasta 1919 como se explica a fojas 5. pero no los in- 
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tercscs ele las letras que ta empresa firmó por concesión del 
Fisco ejecutante, porque ésto» son la retribución de una libe- 
ralidad y no una consecuencia forzosa de la ejecución; asimismo 
es improcedente la devolución de las costas del juicio ejecutivo, 
porque fueron desestimadas en ambas instancias las excepefo- 
nes opuestas pur la ejecutada lo que significa que en el pleito 
aquél, careció de derecho la vencida; y por no prosperar la ac- 
tual demanda en todos sus términos, las costas deben ir por 
su orden. 

En su mérito, se revoca la resolución recurrida y se con- 
dena al Gobierno Nacional a devolver a la actora, en el placa 
de sesenta días después de notificada la presente, la suma de 
doscientos ochenta y dos mil quinientos sesenta y cuatro pesos 
con ocho centavos moneda nacional de curso legal. Sin costas. 
X'otifiquese y en su oportunidad devuélvanse los autos al tribunal 
de procedencia. 

Roberto Repetto (en disidencia). — 
R. Grioo Lavallk. — Antonio 

Sagarna. — JixiAx V. Pera (en 
disidencia). — Luis Linares. 



DISIDENCIA 

Los del recurso ordinario concedido contra la sentencia de 
la Cámara Federal de Apelación de la Capital en los autos ca- 
r;itula<los Buenos Aires Town and Docks Tranways Soc. anó- 
nima, omtra el Fisco Nacional, sobre repetición; y 

Considerando: 



Ouc se |*ersiguc en este juicio la devolución de la suma |ier- 
cflikta |W el Fisco Nacional en la ejecución que promoviera 
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sobre la avenida Oeste del Puerto de la Capital, en la faja dp 
terreno correspondiente a las vias y costado de las mismas, cuyo 
¡rn|N>rtr es de trescientos cincuenta y ocho mil doscientos cua- 
renta y nueve petios moneda nacional con más sus intereses y 
costa». Se afirma al efecto por la demandante que la obligación 
impuesta en el articulo 8* del decreto de concesión en lo que 
toca al adoquinado fué cumplida por ella en forma reglamenta- 
ria con anterioridad a las obras de pavimentación realizadas por 
el Gobierno de la Nación y que además el cobro de dichas obras 
mi se encuentra autoriiado |*>r la ley número 5136 haju cuyo 
imperio se ejeutaron. ni |ior los decretos del P. E. que al au- 
torizar el gasto y aprobar la licitación, declararon respectiva- 
mente que tal gasto se imputaría a la mencionada ley o a la 
partida respectiva del presupuesto. Sostiene en síntesis !a ac- 
tofa que cumplida la obligación que le imponía su concesión y 
a falta de ley que autorice el cobro, no existe causa legitima del 

la devolución reclamada. 

es necesario dejar bien establecido ante todo que se tra- 
ta en el caso de un servicio general para cuya prestación se uti- 
liza un bien del dominio público del Estado, el cual ha procedido, 
como poder público al otorgar la concesión en uso de la facultad 
que le confiriera la ley 237!. y especialmente al exigir al 
concesionario ta obligación de pavimentar que es motivo de este 
juicio y que sólo |>mcediendo en tal carácter pudo ser fijada. Es 
obvio, en consecuencia, que todo lo relativo al régimen de la con- 
cesión, a las relaciones entre la empresa y el gobierno y a los 
derechos y obligaciones que atribuye o impone al concesionario, 
debe ser resuelto por las disposiciones del derecho público cons- 
tituidas en el caso por las leyes y decretos relativos a la con- 
cesión y por los generales de orden administrativo que rigen 
actos de esa naturaleza. 

Que es entonces dentro de dichos preceptos y de su tnter- 
y reglamentación pertinentes, qoe debe estudiarte y 
la cuestión relativa al ompBmiento o no de la oW- 
contenida en d artículo 8* del decreto de concesión, fe- 
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cha 19 ele fdwero de 1902, de "construir y conservar eii \wr- 
fccto esta«lo d pavimento que debe hacerse entre los rieles y 
a cada lado de dio», hasta completar una zona de tres metros 
de ancho, cuando se resuelva adoquinar ta calle". Esta obligación 
es independiente de la entrega del 5 por ciento de ta entrada bru- 
ta a que se refiere el articulo 8», mantenida en vigencia por d 
decreto de enero 15 de 1909 como resulta del artículo 13 del 
mismo. Es ella, |»r otra |mrte. anterior tamicen a la ley N* 4391 
de fedia setiembre 16 de 1904. cuya aplicación al caso sólo 
podría ser considerada a falta de c stípulacióo en el contrato. 

Que «lidia obligación piulo ser cumplida y su ejecución 
a|iarece autorizóla o al menos consentida por la administración 
en autos, según decreto de fojas 34. informe de fojas 50 y dada 
la exclusión dd adoquinado entre las vías del "tranway", de 
la licitación decretada para la pavimentación total de la calle, fo- 
jas SI. Pero no se ha acompañado pruetia alguna de que las 
obras se hirieran con intervención de las oficinas correspondien- 
tes, cuya aprobación importara desligar a la empresa de toda 
responsalwlidad al respecto, según lo previsto en las leyes y de- 
cretos que regían su concesión y particularmnte para ella, en 
cuanto a los materiales, el artículo 5« del decreto de 1909. 

Que tam(ioco se ha justificado en forma alguna que el j»- 
vimento si* encontrara en perfecto estado de conservación en el 
momento de efectuarse la ejecución del adoquinado de la calle 
como lo establece la cláusula, cuyo significado interpretativo pue- 
de no importar un obstáculo para su cumplimiento anterior, pero 
que no cabe desconocer, significa que la obra deMa ser utilizahle 
para el tráfico general en el momento en que se hiciera aquella 
lamentación con lo cual sería innecesario reconstruirla. 

Qtu* por el contrario existen constancias expresas de que 
hulx> necesidad de deshacer el pavimento construido por la ado- 
ra en razón de que al efectuarse el desmonte a ambos costados 
de la vía para la formación de la caja del nuevo adoquinado; se 
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había salido de nivel, según lo establece textualmente el informe 
de la Dirección de Puentes y Caminos a fs. 51. Aún aplicando 
entonces el art. 625 del Código Ovil como lo sostiene la adora, 
se trataría de una obligación no cumplida, porque la obra ejecu- 
tada lejos de estar en el perfecto estado que el contrato prevé, 
con relación al pavimento total, ni siquiera consultaba las exigen- 
cias de nivelación y seguridad para las vías y podría entonces te- 
nerse por no hecha o destruirse lo mal hecho con arreglo a los 
términos expresos de aquella disposición legal. 

Que corroborando tales conclusiones y aparte de que no es 
dable suponer que la reconstrucción del adoquinado respondiera 
a una exigencia arbitraria» es de tener en cuenta que como queda 
expresado no se licitó al principio la obra del adoquinado con 
referencia a las vías, la que sólo fué adjudicada a los contratistas 
después de que se encontrara el defecto substancial que hada no 
pudiera utilizarse y es de considerar también que la propia em- 
presa actora pagó la reconstrucción del hormigón con un mayor 
espesor, lo que además de hacer necesaria la previa remoción del 
pavimento confirma el mal estado en que éste se encontraba an- 
teriormente. 

Que en cuanto a lo que se manifiesta a fs. 76 vta. según lo 
cual dentro de los términos de la cláusula 8, debió exigirse antes 
de realizar la obra, la ejecución del afirmado a la empresa con- 
cesionaria, cabe observar que tal cuestión ha sido planteada en 
-> instancia y no en la demanda, que ta obra fué consentida por 
la empresa mediante los actos ya señalados y a mayor abunda- 
miento que en todos los casos debería desestimarse la objeción, 
porque dadas las leyes y ordenanzas de pavimentación que rigen 
la concesión por el art. 2* de la ley número 2371 y los arts. I) 
del decreto de fs. 13 y 38 del de fs. 43, cabe comprender en la 
cláusula cuestionada tanto la ejecución de las obras como la con* 
triburión al pago de las mismas según resulta entre otras disposi- 
ciones del art. 13 de la ley número 4391 reproducido en la pos- 
terior número 7091. 

Que en cuanto al aprovechamiento de los adoquines existen- 
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tes invocado a fs. 77 y 91, no se ha hetho tampoco capítulo es- 
pecial en la demanda que sólo menciona el enriquecimiento sin 
causa y pago de lo indebido con referencia a la ilegalidad del co- 
bro de un pavimento que según la actora no podía reclamarse ni 
por el contrato ni por las leyes vigentes. Es de tener especial- 
mente en cuenta además, que atento el informe de K SI esos ma- 
teriales fueron entregados a la empresa del "tramway" bajo re- 
cibo, afirmación que no ha si<lu contestada, ni ha motivado prueba 
alguna en su contra. 

Que eii lo que tora a la partida de $ $Mf$3 consignada en 
la cuenta l»jo el rubro de cordón «le granito de 81 refugios, su 
pago un encuadra dentro de los términos de la cláusula 8 del con- 
trato y debe por lo tanto devolverse su importe con intereses des- 
de su reclamación en esta demanda. En lo relativo a ta partida 
de remoción de afirmados no corresponde su devolución por tra- 
tarse de trabajos que la empresa misma ocasionó y de los cuales 
se benefició mediante la entrega que le fuera hecha según lo an- 
teriormente expresado. 

Por estas consideraciones, se confirma en lo principal la 
sentencia a|)clada. se la reforma en cuanto a la suma de $ 3.270.73 
ctvs. a cuya devolución ¡*e condena al demandado en el término de 
diez dias con sus intereses desde la contestación de la demanda. 
Declárame por su orden las costas en todas las instancias atenta 
la naturaleza de los cuestiones planteadas. Notifiques* y devuél- 
vanse. 

Roberto Repetto - . JcmAn V. 
Pera. 



Compañía de Electricidad de la Provincia de Buenos Aires, con- 
tra la Mumapatidad del Ashí sobre repetición de pago. 

Sumario : La Ordenanza Municipal del Azul, afio 1925. que exi- 
ge determinada contribución a empresas que explotan ser- 
vicio» públicos, (electricidad, en el caso), por espacios ocu- 
ltados en las calles, no es atentatoria de los principios con- 



de impuesto, y porqu? los privilegios o monopolios estable- 
cidos en favor de tales empresas, no menoscaban Uw dere- 
chos civiles que reglamentan los Códigos. 

Caso: La explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Bahía Blanca, Diciembre 3 de 192». 

Autos y Vist«»s: 

Resultando: t> Oiw a fs. 117 se presenta don Adriano Pi- 
llado en representación de la Comjwñía de Electricidad de la Pro- 
vincia de Buenos Aires Limitada, demandando a b Municipali- 
dad del Azul, por repetteién de pago de la suma de $ 12.000 m|n. 
con sus intereses y costas del juicio, pagados bajo protesta en 
forma por su representada a ta Municipalidad, en virtud de lo 
dispuesto en el art. 8\ inciso 15 de la Ordenanza de Impuesto de 
dicha Comuna. Hace una exposición de antecedentes para ilustrar 
al Juzgado resfiecto a la forma en que habían nacido y continua- 
do las relaciones entre la actora y la demandada ; critica luego la 
conducta de los municipales de la ciudad del Azul, que siendo 
accionistas de otra sociedad competidora de la demandante han 
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suscripto con ella e! contrato de alumbrado público de la locali- 
dad sin llamar a licitación ; agrega, que la propia Municipalidad 
c* accionista y sostiene que no le corresponde pagar el impuesto 
en cuestión porque está eximida de él en virtud de un contrato 



F. Sala», como representante de la Comuna demandada, en la 
época en que éste era Comisionado Municipal «leí Azul ; que en 
dicho contrato realizado después de halier vencido el primitivo se 
hicieron algunas modificaciones <Ie precio, manteniéndose inalte- 
rables las demás cláusulas del anterior, estableciéndose que la 
com]»n¡a demandante "continuaría prestando el servicio público 
fie alumbrado hasta que la Munící|>alúlad resolviera sacarlo n li- 
citación, o formular un contrato definitivo, quedando facultadas 
sin emliargo. amias (artes, para interrumpir este servicio si así 
hs conviniese, con un aviso previo dado con tres meses de anti- 
cqtacióii. que no obstante todos los esfuerzos hechos |»or su re» 
presentada «o le lia sido posible obtener que la Munici|>a1idad una 
vez constituida legalmente, cumpliera dichas obligaciones : que 
con el fin de lograr tal propósito, su mandante, presentó st. . pro- 
testas sucesivas rebajando en todas ellas en forma notable sus 
tarifas, a la vez que procurando mejorar en todo lo posible sus 
servicios. 

Indica las fechas en que fueron formuladas las pro|Hiestas y 
agrega que ninguna de ellas fué aceptada, ni determinaron a la 
Muntciivüidad a hacer el servicio a licitación, precediéndose en 
cambio a intervenir en la constitución de una nueva Compróla de 
Electricidad, a la que se le acordó sin licitación dicho contrato. 
Miscr ¡hiendo además acciones por valor de $ 100.000; que por or- 
denan/a promulgada el 25 de Octubre de 1923, declaró oficializa- 
dos los servicios de la nueva empresa denominada Compañía de 
Klcctricidad del Azul, obligándose a consumirle toda la corriente 
necesaria para el alumbrado público y dependencias municipales. 
Ataca dicho contrato como repugnante a la Ley Orgánica de las 
Municipalidades, porque muchos de los funcionarios de dicha 
Comuna figuran como accionistas de la Compañía, además de 
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serlo h propia MunkípaSkted. Y agrega, que con el objeto «le 
perseguir a su representada, al sancionar b Ordenanza de Im- 
puestos del afto 1925, estableció en su art. fr. inciso 15. que "toda 
compañía telefónica o telegráfica de electricidad o de alumbrado, 
pagará un arrendamiento anual por d uso y ocupación de las ca- 
lles del Municipio con postes, ménsulas, cables, redes y cañerías 
de desagúes cuando no estén por ley u ordenanza exceptuadas de 
los impuestos municipales, de $ 12.000. Toda ampliación o de- 
rivación de lineas que se cambie previa solicitud y presentación 
de planos pagará cada uno un derécho fijo de $ 10 m|n. Atribuye 
dicha Ordenanza al propósito de impedir que b compañía con- 
tinúe prestando servicios en la Comuna, por su evidente despro- 
porción con los ingresos de la misma, lo que la hace confiscatorso 
y añade que el derecho fijo de $ 10 m|n. responde al deseo de 
obstaculizar su acción demorándole el despacho de los planos. 
Hace notar que además de los Concejales accionistas, hay una 
cantidad de mayores contrib u yentes que han votado la Ordenanza 
y tienen la misma inhabilidad. Fundando su pedido hace una ex- 
posición de derecho; invoca el artículo 792 dd Código Ovil, y 
agrega que el inciso impugnado de la Ordenanza es nulo e incons- 
titucional : k» primero de acuerdo a lo prescripto por el art. 94 
de la Ley Orgánica de las Municipalidades, sancionada el 28 de 
Octubre de 1890, y lo segundo, en virtud de lo dispuesto por el 
art. 16 de la Constitución Nacional que exige "que la igualdad 
sea la base de loa impuestos y de las cargas públicas". 

2» Que establecido legalmente el fuero se corre traslado de 
esta acción a la Municipalidad dd Azul, quien la contesta a fs. 
153 desconociendo los hechos que la fundan y manifestando que 
el derecho por día invocado no es d que rige la cuestión. Reco- 
noce la existencia de la Ordenanza de Impuestos, afirmando que 
el Concejo Deliberante de te dudad dd Azul había usado al san- 
cionarla, las facultades que le confiere h Constitución de la Pro- 
vincia en el art. 205. inc 4 f y art. 47. me. 23 y 36 de la Ley Or- 
gánica Municipal. Sostiene que el contrato celebrado por la Com- 
pañía demandante contra la Municipalidad del Azul en virtud dd 
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cual se k eximia de todcM los impuesto* vigentes y a crearse ven- 
ció el año 1913. no obstante lo cual se siguieron usando los ser- 
victos de la empresa sin gravarla con impuestos ; que el año 1918, 
la compañía exigió un aumento de ios precios vigentes, a lo que 
el Comisionado Municipal tuvo que allanarse por el carácter ur- 
gente e indispensable del servicio; que constituida la Municipali- 
dad popular, sus componentes, velando por los intereses comu- 
nales, procuraron obtener una disminución en los precios de la 
corriente eléctrica, haciendo gestiones que no tuvieron resultados, 
y como no era posible conformarse con los altos precios que 1&. 
compañía exigía, nació como una necesidad pública el deseo de 
crear mu compañía local de carácter cooperativo que resultara 
más económica. Afirma que con ello ejercitaron un derecho y que 
ia Municipalidad adquirió acciones y declaró de utilidad pública 
»us servicio*, eximiéndola de impuestos |*>r las razones expresa- 
das, con lo cual el precio de la corriente se ha rebajado de 0.60 
el kilowatt a 0. JO, que se paga actualmente. Que no es exacto 
que el impuesto de $ 12.000 tenga un carácter persecutorio, y 
que respecto de la exigencia de presentar planos para las amplia- 
ciones o derivaciones de lineas como del establecimiento del de- 
recho fijo de $ 10, por el estudio y aprobación de los mismo» 
no es verdad que sea aplicable a las conexiones para sus nuevos 
clientes, como lo prueba el hecho de que nunca se la haya exi- 
gido esta formalidad en tales casos; que la cliusua se refiere sola- 
mente a las ampliaciones de líneas, es decir, cuando se pasa a 
establecer los servicios a zonas nuevas; cjue la liberación de im- 
puestos que pretende no le ha sklo acordada |»r el Comisionado 
doctor Sala*. |iero que aunque esto fuera exacto, la Comuna no 
estaría oMigatla, ¡>urque en tal caso el representante del P. E. 
habría ralizado un acto nulo, extraño a sus facultades como tal. 

.V One abierta la causa a prucla, sólo la parte actora hace 
uso de este derecho, produciendo la que corre desde fojas 166 a 
.Wk alegaron sobre »u mérito, el actor a f s . 34* y el demandado 
a fs 358. con lo que se llamaron autos para sentencia a fs. 363 

vuelta : y 
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Considerando: 



r Que según ha sido expuesto en los resultados anteriores, 
le que toca al infrascripto resolver, es si procede o no la repeti- 
ción de la suma de $ 12.000 mjn. pagada bajo protesta a la Mu- 
nicipalidad del Azul por el mor en virtud de lo dispuesto por 
el inc. 15 del art. 8» de la Ordenanza de Impuestos del año 1925 
de dicha localidad. La adora apoya su pedido en un contrato que 
ella misma reconoce como provisorio, que celebró con el Comisio- 
nado del Azul, doctor Lnandro Salas, en el que se mantenía la 
cláusula establecida en el anterior, ya extinguido, liberándola de 
todo impuesto municipal creado o a crearse durante la vigencia 
del mismo; y en la nulidad de la Ordenanza de Impuestos en el 
inciso cuestionado por ser contraría a la ley y a la Constitución 
Nacional. I-a demandada sostiene, en cambio, la inconsistencia 
del pretendido contrato y la validez perfecta del gravamen. 

£■' Que a juicio del proveyente es indudable que los Comi- 
sionados del P. E. en los casos de acefalia municipal, no tienen fa- 
cultades {Ara prolongar su autoridad hasta después de restable- 
cido el gobierno normal de la Comuna. El régimen municipal 
que sale de la Constitución de la Provincia, como un imperativo 
mandato de la Constitución Nacional es por tales circunstancias 
autónomo dentro de la armonía indispensable del sistema federal . 
La acefalia es un caso de excepción que la ley ha remediado me- 
diante el envió de un agente <le1 P. E. para im|iedir el desorden 
administrativo de la Comuna. Pero este funcionario no tiene mas 
que una autoridad del momento y para las cosas urgentes que ter- 
mina con la instalación del nuevo gobierno municipal de origen 
electivo. El contrato, piles, invocado por la parte actnra no obli- 
ga al Municipio del Azul, aparte de que como lo hace notar la 
demandada se establecen en él cláusulas rescisorias para ambas 
lartes que han sido respetadas por la Comuna. 

& Que respecto de la ¡nconsthucionalidad invocada contra 
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cunstantias que señala con igual firmeza: 1*, de que el impuesto 
que se le cobra contraria el régimen de igualdad sancionado \ror 
la Constitución Nacional, como base de» mismo; y 2*. d - que es 
confiscatorio porque absorbe desproporcionalmente las utilidades 
de la compañía . Respecto de lo que debe entenderse por igualdad 
o proporcionalidad del impuesto, está harto repetido en los fallos 
de la Suprema Corte de la Nación la doctrina de que la cláusula 
constitucional sólo se refiere al carácter general que deben tener 
los impuestos, de manera que en condiciones iguales, tos gravá- 
menes sean idénticos, lo que importa decir que cuando varían liw 
antecedentes y las condiciones no son por lo tanto iguales, la 
cláusula invocada no es de aplicación. Por eso no seria viable la 
demanda que presentasen los representantes de una industria, bajo 
la pretensión de que se declarase la inconsthucionalidad de la ley 
que gravara su producción, por no ser ésta igual a la que pesa 
sobre otra industria diferente. La igualdad ordenada por la Carta 
Fundamental sólo tiene, pues, el objeto de evitar que mediante 
contribuciones |>ersecutorias expresamente establecidas para gra- 
var el |»trimonto de personas determinadas, se ¡Hieda originar un 
«laño al patrimonio de las mismas. Tal sería el caso, por ejemplo, 
si la ordenanza impugnada dijera: "I-a Compañía de Electrici- 
dad de la Provincia de Buenos Aires pagará...", en lugar de de- 
cir: -tocia compañía telegráfica, telefónica, de electricidad, etc.. 
pagará". 

El inciso atacado en el presente caso, tiene jjji carácter ge- 
neral, comprensivo de Unías las compañías actuales y futuras que 
ocupan las calles del municipio, y no basta para destruir el prin- 
cipio igualitario que lo sustenta la circunstancia de que -se establez- 
ca en el, como casos de excepción, a las empresas que estuvieran 
eximidas de todo impuesto municipal por ley o por ordenanza 
anteriores, porque crear una excepción o acordar un privilegio es 
un acto infectamente permitido, o por mejor decir, expresamen- 
te autorizado por la Constitución Nacional. (Art. 67, inc. 16 y 
art. 104). 

En estos autos no se ha demandado la nulidad del segundo 
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contrato y el reconocimiento del primero tojo la pretensión de 
un privilegio acordado a la actora para la instalación y explota- 
ción del alumbrado público y privado a luz eléctrica. Sólo se re- 
clama contra una ordenanza que impone un gravamen a todas las 
compañías que utilicen las calles públicas, argumentando que eso 
es inconstitucional porque a virtud de un contrato celebrado por 
la Municipalidad con otra empresa similar, ésta no paga dicha 
contribución quedando la actora como única contribuyente en el. 
expresado concepto; pero tampoco este argumento es valedero, 
porque ser único contribuyente dentro de una disposición impo- 
sitiva de carácter general» no es motivo para que se declare in- 
constitucional a la ley u ordenanza que establezca tal gravamen. 
De no ser asi. toda industria que fuera única en la localidad es- 
taría eximida de impuestos. 

I-a demandante tuvo durante años un verdadero monopolio 
que |)or fundarse en im motivo de interés público no resultaba 
ilegal mientras lo ejerció, es decir, mientras estuvo en vigencia 
la concesión que se le había acordado. Pero vencida ésta, no hay 
ninguna razón jurídica que la ampare en su pretensión de que 
no se le obligue a pagar jamás, impuestos municipales, o de que 
la Municipalidad del Azul, pierda su derecho a acordar franqui- 
cias a otra compañía que prometa y realice actos y servicios dé 
beneficio general. 

4* Que tampoco puede considerar procedente la objeción de 
que se trata de un impuesto confiscatorio, porque no sólo pueden 
tener ese carácter los que hallen en las condiciones de igualdad 
estudiadas en d considerando anterior. 

Por otra parte, el impuesto no puede considerarse confisca- 
torio porque absorba una parte más o menos considerable del 
producido de una industria o comercio, pues éste depende en 
gran parte de circunstancias difíciles de prever, como ser acti- 
vidad y capacidad de sos directores, capital empleado, métodos 
^trabajo, industrias awttliares, que permitan o no el aprove- 

ocspcnpoan . 
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En rl caso de ratos ta empresa actor* por su antigüedad ca 
la plaza debía estar en condiciones de luchar con éxito frente a 
<>tra naciente. Si esto no ocurre la razón de sus dificultades mi 
puede estar en la existencia de un impuesto que, proporcional- 
mente al capital de una gran empresa de lux eléctrica tan impor- 
tante, no debiera tener mayor significación. 

Por estos fundamentos fallo el presente juicio no haciendo 
lugar a la demanda entablada por la Compañía de Electricidad 
«k la Provincia de Buenos Aires, con costas. 

Dada y firmada en la Sata de Despacho del Juzgado Fede- 
ral de Bahía Blanca, en la fecha arriba indicada. Rep. las fojas. 
— Tetétmco Consoles. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

La Plata. Junio 22 d« 1931. 

Y Vistos: 

Los recurso de ablación y nulidad interpuesto contra la 
sentencia dictada a fs. 382 por el Juez Federal de Bahía Blanca 
en el juicio seguido por la Compañía de Electricidad de ta Pro- 
vincia de Buenos Aires contra la Municipalidad del Azul, por 
repetición de pago; y 

Considerando: 

V En cuanto a la nulidad, que el solo antecedente de no ha- 
ber sido notificada la providencia que hizo saher a las partes el 
Mu z que entraha a conocer en el juicio, sin alegarse la privación 
por ese motivo de algún derecho, no puede ser causal de nulidad ; 
como tampoco puede serlo la circunstancia de haberse prescindi- 
do en la sentencia de considerar algunos de los argumentos de las 
partes, pero sin dejar de pronunciarse sobre las cuestiones plan- 
teadas. Por tanto, no se sace lugar a la nulidad interpuesta. 
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2* Que por lo que hace a te apelación, corresponde estable- 
cer en primer termino, que sólo se discute en este juicio te valí* 
des del gravamen impuesto, entre otras compañías, a la de Elec- 
tricidad de la Provincia de Buenos Aires por el inciso 15* del art. 
8» de te Ordenanza General de Impuestos para el afio 1925 de la 
Municipalidad del Azul ; pues, las cuestiones referentes a los con- 
tratos sobre provisión de alumbrado público y privado entre esta 
Compañía y la Municipalidad de dicha ciudad, surgidas con mo- 
tivo del celebrado posteriormente con la Compañía de Electrici- 
dad del Azul, son ajenas a este juicio y están sometidas, como se 
dice a fs. 118 y fs. 118 vta. a la Corte Suprema de Justicia de 
la Provincia de Buenos Aires. 

3" Que las causales de invalidez contra el referido gravamen 
de las ordenanzas de impuestos del año 1925, son las siguientes: 
a) Que en virtud del convenio celebrado con el ex-comisionado 
municipal Dr. Salas, la Compañía de Electricidad de la Provin- 
cia de Buenos Aires se halla exenta del pago de todo impuesto 
municipal ; b) Haber intervenido en su sanción concejales y ma- 
yores contribuyentes que son accionistas de te Compañía de Elec- 
tricidad del Azul, beneficiada indirectamente con el gravamen 
impuesto a te compañía actora; c) Tratarse de un gravamen con- 
trario a la garantía establecida por el art. 16 de la Constitución 
Nacional, en el cual se exige que la igualdad sea la base de in * 
jHiestos y cargas públicas, no pudiendo reunir esta condición un 
impuesto cuyo propósito es justamente establecer una diferencia 
entre dos compañías dedicadas a ejercer una misma industria de 
las cítales una lo inga y te otra no; y d) Ser un impuesto confis- 
catorío |>or el monto extraordinario y abusivo en que se ha fijado. 

4 f Que por lo que hace a te nulidad hecha derivar de la 
circunstancia de haber sido sancionado aquel gravamen por con- 
cejales y contribuyentes que figuran como accionista» de te Cía. 
de Electricidad del Azul, cabe establecer que tas disposiciones dd 
art. 94 de te Ley Orgánica de loa Tribunales de te Provincia de 
Buenos Aires, que prohibe, bajo pena de nulidad del acto o con- 
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trato, a todo municipal estar directa o indirectamente interesado 
en contrato, obras o servicios efectuados por las municipalidades, 
no puede extenderse, aunque fuese susceptible de lata interpre- 
tación, al caso de una ordenanza de impuestos votada por muni- 
cipales y contribuyentes accionistas de una sociedad anónima 
exenta de esc gravamen. 



considerando 3\ no dependiese de la resolución que se diese en 
el juicio sometido a los Tribunales de la Provincia, están funda- 
dos en una indudable confusión sobre el concepto del immnsto 
propiamente dicho, con arreglo al sentido científico y constitu- 
cional de la palabra y el de contribución o "arrendamiento", co- 
mo lo llama aquella ordenanza, por ocupación o uso de la vía pú- 
blica, según lo revelan los propios términos del inc. 15 de su art. 
8*. que lo establece en la siguiente forma: Toda comparta tele- 
fónica, telegráfica, de electricidad o de alumbrado pagará un 
arrendamiento anual por el uso y ocupación de las calles del mu- 
nicipio, con postes, méndulas. cables, redes y cañerías de «Ies- 
agüe y que no estén por ley u ordenanza exceptuados de los im- 
puestos municipales. $ 12.000. Toda ampliación o derivación de 
linea que se cambie, previa solicitud y presentación de planos, 
logará cada una un derecho fijo de $ 10 mln. 

6 V Que dados estos antecedentes, debe declararse, como lo 
hiciera ía Corte Suprema de Justicia de la Nación, tomo 127. 
página 18. al resolver un caso análogo, que es evidente que la 
controversia ha versado sobre repetición de una suma pagada 
l>or la compañía actora y percibida por la Municipalidad a titulo 
remuneratorio, como locación o arriendo y no como un impuesto 
o carga pública, y que en tal situación el principio de igualdad 
que consagra para los impuestos y cargas públicas la cláusula in- 
vocóla del art. 16 de la Constitución Nacional, no puede haberse 
vulnerado, puesto que lo cobrado no tiene ese carácter, sino el 
o .mpematorío de una ocupación dt la vía pública ; resultando por 
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idéntica razón innecesario examinar sí el monto cobrado es o no 
excesivo. 

Por estos fundamentos: Se confirma ta sentencia apelada, 
con costas. Hágase saber y devuélvanse. — Jnlio fí. Eckegaray. 
— U, BcmL - L. C. Zervino. 
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Buenos Aires, Septiembre 16 de 193 1. 

La Compañía de Electricidad de la Provincia de Buenos Ai- 
res interpuso demanda contra la Municipalidad del Azul, a fin de 
que se la condenara a la devolución de una suma de dinero que 
habla satisfecho en concepto de impuesto municipal el cual, se- 
gún afirmó, estaba afectado, entre otros vicios, del de inconstitu- 
cionalidad por ser contrario a la garantía del art. 16 de la Cons- 
titución que exige que la igualdad sea la base del impuesto, y ser 
también confiscatorio por su monto extraordinario y abusivo. 
La sentencia de segunda instancia dictada por la Excma. Cámara 
Federal de La Plata, no ha hecho lugar a la demanda entablada 
y en mérito de ello se ha interpuesto para ante V. E. el recurso 
extraordinario que acuerdan los artículos 14, inc. 2" de ta ley 
número 48 y $* de la ley número 4055. 

El impuesto municipal a que se refiere el presente litigio, 
según resulta de la boleta de fs. 3, ha sido cobrado en concepto 
de arreglamiento de la ocupación de las calles del municipio con 
las redes de la comixmia actora, lo que ha dado pie a la conside- 
ración en que se funda la sentencia apelada para rechazar la de- 
manda en virtud de que la suma exigida por la municipalidad y 
abonada por la compañía actora, lo ha sido a título remunerato- 
rio de locación o arriendo, y no como un impuesto o carga pú- 
Idica. por lo cual carece de aplicación el art. 16 de la Constitución 
Nacional, según la doctrina sentada por esta Corte Suprema. 
(Fallos, tomo 127. página 18) . 
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Contra esta argumentación, el recurrente sostiene que no hay 
equivalencia entre las situaciones que tuvo en cuenta V. E. al 
resolver el caso invocado por la Exenta. Cámara Federal y la 
que se presenta en este litigio, dado que por los caracteres de la 
contribución exigida por la Municipalidad del Azul, se descubre 
que el propósito que se ha perseguido al sancionaríais el de crear 
un verdadero impuesto. 

Para llegar a una solución en la cuestión jurídica que se plan» 
tea. hav que determinar ante todo, si la contribución de que se 
trata está conforme con la denominación bajo la cual es exigida, 
y envuelve, propiamente, una locación por la ocupación de las 
calles del municipio, o si ella constituye un verdadero impuesto 
ajeno a toda idea de re mu neración por la utilitación de lugares 
de uso público. La necesidad de establecer la verdadera natura* 
leza del gravamen, responde a que sólo de esa manera se puede 
decidir átales son las reglas que lo rigen, con independencia de 
la designación empleada por la ordenanza, desde que, atenerse a 
sus propios términos para precisar su índole jurídica, importaría 
deferir a la misma autoridad que lo impone la interpretación que 
debe dársele a los efectos legales correspondientes. 

Es indudable que la contribución de que se trata no reviste 
los caracteres del impuesto, con arreglo al sentido científico y 
constitucional de la palabra, que se aplica exclusivamente a las 
sumas de dinero que todos los miembros d*- la comunidad dclien 
pagar |iara que pueda, |>or medio de sus órganos administrati- 
vos, favorecer el desenvolvimiento de la vüla colectiva del cuerpo 
social, y |wr el contrario, esta contrición representa la com- 
f»ensación fijada por la prestación Je un servicio del cual el con- 
tribuyente puede eximirse no haciendo uso de la vía pública en 
el destino señalado para el gravamen municipal. Esta es la in- 
teligencia atribuida por Vuestra Excelencia a la palabra impues- 
to, que aun cuando no tiene un sentido bien definido y unifor* 
mímente aceptado, se ha establecido que no comprende la retri- 
iHKÍón de servicios que no se exigen, general e indistintamente. 
:> todos los habitantes de un municipio, por el hecho de serlo o 
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dé |»*Wr propiedades en él. sino a los que reciben el servicio 
particular que se les cobra. (Fallos, tomo 120, página 372; to- 
mo 127. página 18; tomo 151. página 135). 




que corre a 

tatar que la contribución exigida no reúne los caracteres de un 
impuesto jior cuanto, en primer lugar, no es general y obliga- 
toria para todos los habitantes del municipio, sino para los que 
ocupan las calles públicas con instalaciones propias, y, en se- 
gundo lugar, que |niede cesar por la sola voluntad de la ¡>arte 
a quien se cobra, desde que sería suficiente que dejara de usar 
los espacios de que dispone. levantando los | Kistes y retirando los 
hilos, para que no tuviera que pagar el gravamen. Estas dos con- 
sideraciones son suficientes para dejar sentado cuál es la na- 
turaleza del gravamen puesto en tela de juicio, y con 
a ello Vuestra Excelencia debe juzgar la cuestión de 
tttcionaiidad suscitada, sin entrar al examen de cuáles 
haber sido los propósitos perseguidos al crearlo, dado que ello 
es ajeno a la función de esta Corte como intérprete final de la 
Constitución. 

Xo tratándose de un impuesto, es inoficioso examinar si la 
suma demandada es o no excesiva, desde que el principio de 
igualdad que consagra el articulo 16 
a los impuestos y cargas públicas, y no puede 
tamiento de aquel principio si lo cobrado no tiene ese carácter. 

Por ello, y en mérito de lo resuelto por Vuestra Exce- 
lencia en los fallos citados, solicito la confirmación de la senten- 
cia apelada. 

Horacio R. Larrcta. 
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FALLO DE LA 

Buenos Aires* Noviembre 28 de 1932. 

Y Vistos: 

Los del recurso extraordinario concedido contra la senten- 
cia de la Cámara Federal de Apelación de La Plata en los autos 
seguidos |Hir la Compañía «le Klectricklad de la Provincia de 
Buenos Aires contra la MnnicijKilidad «leí Azul, sobre repetición 
de pago: y 

Considerando: 

Que según se expresa por el propio recurrente en el es- 
crito de fojas 431 en el cual se interine el recurso, éste se 
funda en la inconstitueionalidad que se atribuye al artículo 8*. 
inciso 15 «le la ordenanza municipal dictada por la «lemamlada |>a- 
ra el año 1925. |>or considerar «pie aqüel inciso viola la garan- 
tí;», consagrada |*»r el artículo 16 «le la Constitución Nacional cu- 
yos conceptos «le iguaUtad ante la ley y «mi» tase del impuesto 
y de las cargas públicas se dicen contrariado*. 

. Que según resulta del texto de la disposición impugnada 
y «le la boleta «le fojas 3 que acredita el pago de la suma cuya 
repetición se reclama, esta última ha sido percibida en concept«> 
de arrendamiento «le ocupación «le las calles del Municipio con 
las re«Ies de la compañía actora. 

Que no se trata en consecuencia «le un impuesto, desde que 
uo es una contribución general ni obligatoria iK.ra todos los ha- 
bitantes del municipio y |Hiede cesar p«r la sola voluntad de la 
parte a quien se cobra y en el momento en que 
los espacios «le «pie «lispone. siendo. |H>r consiguiente, inoi 
examinar la cuestión taj«» «'I concedo «le igualdad a <|ue se re- 
fiere el art. 16 «le la Constitución, pues «licho precc|>to se re- 
fiere sólo a los impuestos o cargas públicas. (Fallos, tomo 117, 
Ingina 33: tomo 151. página 135». 
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Que se atribuye también desigualdad vilatoria de la Cons- 
titución a la cláusula impugnada, en razón de haberte exone- 
rado de contribución a otra empresa de la que la Municipalidad 
del Azul es accionista, creando asi a favor de esta última em- 
presa una situación de preferencia que limita o coarta el ejercicio 
de su industria al recurrente. 

Que tratándose en el caso de la explotación «le un servicio 
público, esta Corte tiene declarado al respecto que la Constitu- 
ción Nacional en su articulo 14 no ha podido referirse a de- 
rechos que están fuera de la esfeia propia de la ley común, 
porque requieren para su ejercicio el uso en cierto sentido exclu- 
sivo de bienes públicos y que en ules condiciones, según lo ex- 
presa Cootey, Const. Lim. 7* pág. 401, los privilegios o mo- 
nopolios no menoscalxui los derechos civiles que reglamentan los 
códigos, ni traban las ocupaciones ordinarias y necesarias de la 
vida, y finalmente que la conducción de luz |x>r conductos co- 
locados en las calles de una ciudad no es un negocio de carác- 
ter ordinario, sino público que interesa a los bienes, comodidad 
y seguridad de todos, como se ha resuelto por la Suprema Corte 
de los Estados Unidos — 115 U. S. 650 y otros — . Fallos, to- 
mo 122. página 90, y fallo mayo 28 |>pdo. Alacaferri c . Co- 
rrillos. 

Que no media, en consecuencia, violación al respecto del 
principio invocado ni de ningún otro que deba aplicar en último 
término esta Corte Suprema, a la cual no compete pronunciarse 
sobre las distintas cuestiones extrañas al recurso que se han 

Por estas consideraciones, y de conformidad con lo dicta- 
minado por el señor Procurador General, se confirma la sen- 
tencia apelada en cnanto ha podido ser materia del recurso. No- 
tifíquese, repóngase el papel y devuélvanse. 

Roberto Rbpstto. — R. Guido La- 
vaiae. — Antonio Sacar na. — 
Julián V. Pera. — Ktis l.i- 

KABES. 
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/(«í /Jj Mauro (su sucesión) contra ta Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, por 

uidcmnisacum. 

Sumario : l'rocede acordar los lienef icios instituidos |»or el ar- 
ticulo 46 de la ley número 10.650 a los herederos del cau- 
sante, en un caso rn que. si bien aquél no fórmala {paite 
del iKTsonal ferroviario de una empresa en el momento de 
mi (!*:es&. había sido serrado con anterioridad |>or razones 
ajenas a su voluntad. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



Que don Antonio De Mauro y doña ( amula Di Mauro de 
Di Mauro, solicitan la indemnización establecida |>or el artículo 
46 de la ley número 10.650. en su carácter de padres del ex 
empicado ferroviaria don José Di Mauro; y 



Que dé las constancias de autos se comprueba que el cau- 
sante a la techa de su deceso, ocurrido el 4 de septiembre de 
1930. no formaba jarte del personal ferroviario, habiendo dejado 
de ¡H-rtenectr «1 mismo con techa 16 de agosto de 1927; 

Qüc del texto m artículo 46 de la ley 10.650 se despren- 
de que i*ra que el causante deje a sus sucesores derecho a la 
indemnización, es necesario que a la focha de su fallecimiento 
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Buenon Aires. Marzo 29 de 1932. 



Visto: 
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forme izarte del personal de las empresas comprendidas en el 
régimen de la precitada ley, desde que textualmente dice el re- 
cordado articulo que tendrán derecho a tal beneficio los suce- 
sores del empleado u obrero que no deje derecho a pensión, es 
decir, cuyo tiempo «le servicios prestados no alcance el mínimo 
tfm establece ti ley 11.074. 

<¿ue siendo la indemnización del articulo 46 un beneficio 
<|iu- tiene el carácter de subsidio y es de naturaleza especial, 
no puede ser discernido a los deudos de una persona que. ha- 
biendo dejado de formar parte de la empresa con *Ttf»iftrvfri a 
su muerte, no revestía la condición de empleado u obrero reque- 
rida por esc precepto y estaba, por otra parte, desligado del 
régimen jubilatorio. doctrina ésta confirmada por la jurispruden- 
cia establecida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
al fallar el recurso extraordinario interpuesto por esta Caja en 
el caso de los sucesores de José Thiery (Exp. Pens. T. 225-928). 

Por estos fundamentos, atento lo dictaminado por la Ase- 
soría Legal, lo aconsejado por la Comisión de Hacienda y de 
conformidad con lo resuelto por el Directorio en su sesión de 
hoy. 

I Deniégase el pedido de indemnización del articulo 46 
de la ley número 10.650 formulado por don Antonio Di Mauro 
y doña Carmela Di Mauro de Di Mauro, en su carácter de pa- 
dres del ex empleado del ferrocarril del Sud, don José Di 
Mauro. 

É Molifiqúese y archívese. — H. González Iramain, 

SENTENCIA DE LA CAMAMA PEDEMAL 

Buenos Aires, Agosto 8 de 1932. 

V Vistos: 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte Suprema en el 
caso de Domingo A. Datmo, fallado el 11 de julio del corriente 
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ario, y fundamentos concordantes, se confirma la resolución ape- 
lada de foja» 18 que deniega la imlemnización del articulo 
4í) .solicitada por don Antonio Di Mauro y dofia Carmela Di 
Mauro dr Di Mauro en su carácaer de padres de don José Di 
Mauro. 

Devuélvase sin más trámite. — Carlos del Campillo. — fí. 
.4. Xacar Anchore*a, - José Marcó. ~ Rodolfo S. Fmer. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airen. Noviembre 1H de 1932. 
Suprema Corte: 

(¿i recurrente interpuso el recurso extraordinario que con- 
ívíU |<ara ame Vuestra Excelencia el articulo 14 de la ley nú- 
mero 48. fundada en que la sentencia de la Cámara Fulera! 
U desconoce el derecho acordado \*>r el articulo 46 de la ley 
numera 10.65U Siendo ello exacto, el mencionado recurro ha 
m<I<> liten concedido. 

IX- las constancias de autos se desprende que el causante, 
a la fecha de su fallecimiento, no formaba parte del personal 
ferroviario, habiendo sido separado del servicio por razónos de 
enfermedad, Kn tal situación es aplicable la doctrina establecida 
por Vuestra Excelencia reconociendo que, si bien el articulo 
-K» cíe la ley número 10.650 se refiere a los empleados u obreros 
qttt revi>tni ese carácter en el momento de producirse el fa- 
llecimiento, otras dis|)osiciones de la misma ley. consideradas 
en sti letra y en su espíritu, autorizan una excepción a aquella 
regla, cuando la cesantía se ha producido por misas ajenas a 
la voluntad o conducta del empleado, pues si ello no hubiera 
ocurrido, la muerte habría tomado al nlirero en el ejercicio de 
mi cargo (Fallos, tomo 154. pág. 421 ; tomo 1é0. pág. 30K: tomo 
162. pág. 21). 



n juina* os la nación 



4» 



luda en la 




nde revocar la sentencia ape- 
materia del recurso. 



Julián Pac. 
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Buenos Aire», Novitmbre 28 1938. 
Y Vistos; Considerando: 

Que careciendo el causante José Di Mauro de derechos 
a la jubilación, sus padres solicitan el beneficio que acuerda el 
articulo 46 de la ley número 10.650. Que en el caso actual se 
trata de un obrero que en la fecha de su deceso no formaba 
liarte del personal ferroviario. habiendo dejado de pertenecer al 
mismo por enfermedad, comprobada según asi resulta del certi- 
ficad» de fojas 1. 

Que ra consecuencia es de aplicación al sub-judke la doc- 
trina sustentada por esta Corte en casos análogos (entre otros, 
fallos tomo 162. pagina 21 ; tomo 160. página 308» etc.). por 
lo que procede revocar la semencia apelada en cuanto ha po- 
dido ser materia del recurso y declarar, de conformidad con lo 
precedentemente solicitado por el señor Procurador General, que 
corresponde a sus ladres la indemnización que solicitan. Y asi 
si- resuelve. 

Notifíquese y devuélvase. 



Roberto Rkpetto. — R. Guiso La- 
valle. — Antonio S agarra. — 
Julián V. Pera. — Luis Limares. 
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Don l'abío Echarle (su sucesión \ contra la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones Je Empleados Ferroviarios, ftw 
indemnización. 

Sutmtrio: Procede acordar los beneficios instituidos por el ar- 
ticulo 46 de la ley número 10.650. a los heredores del cau- 
sante, tu un case» en ifiie. si Metí aquél no formal* parte 
del personal ferroviario de una empresa en el momento del 
deceso, había sido separado con anterioridad, |>or razones 
ajenas a su voluntad. 

Caso: Lo explican las piezas si K uientcs: 



RESOLUCIÓN DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aire». Diciembre 23 de 1931. 

Visto: 

Que los sucesores del ex empleado ferroviario don Pablo 
[Reharte, solicitan la indemnización establecida por el articulo 46 
de la ley 10.650: y 

Considerando: 

yue de las constancias de autos se comproetia que el cau- 
sante a la fecha de su deceso, ocurrido el 29 de agosto de 1932. 
no formal» parte del personal ferroviario, habiendo dejado de 
l>erteneccr al mismo con fecha 29 de abril de 1921 : 

Que del texto <lel articulo 46 de la ley número HM»50 se 
desprende que para que el causante deje a sus sucesores de- 
recho a la indemnización, es necesario que a la fecha .le su 
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parte del personal de las empresas anu- 
de la precitada ley. desde que textual- 
«lente dice el recordada articulo que tendrán derecho a tal be- 
neficio los sucesores del empleado u obrero que no deje derecho 
a pensión, es decir, cuyo tiempo de servicios prestados no al- 
cance el mínimo que establece la ley 11.074. 

Que siendo la indemnización del articulo 46 un beneficio 
que tiene el carácter de subsidio y es de naturaleza especial, 
no puede ser discernido a los deudos de una persona que ha- 
biendo dejado de forrar parte de la empresa con antelación a 
su muerte, no revestía la condición de empleado u obrero re- 
querida por ese precepto y estaba, por otra parte, desligado del 
régimen jubtlatorio. doctrina ésta confirmada por la jurispru- 
dencia establecida por la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción, al fallar el recurso extraordinario interpuesto por este Cija 
en el caso de los sucesores de don José Thiery (Exp. Pfcns. 
T|225|928). 

Que, por otra parte, tampoco tienen derecho los recurrentes 
a ta indemnización prevista por el articulo 24 de la ley, por 
cuanto, de acuerdo con el fallo de la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación en el caso de don Miguel Opolko Lutycz. la 
cesantía del causante — por enfermedad — no es de faís pre- 
vistas por el recordado precepto legal, y la devolución por tal 
causa no es procedente. 

Por estos fundamentos, atento lo dictaminado por la Ase- 
soría Legal, lo aconsejado por la Comisión de Hacienda y de 
conformidad con lo resuelto por el Directorio en su sesión de 
ayer. * t 

1« Deniégase el pedido de indemnización del articulo 40 
de la ley 10.650, formulado por doña Manuela González de 
Echarte, por doña Juana y por doña Isabel Echarte, en su ca- 
rácter de viuda e hijas legitimas del ex empleado del ferrocarril 
del Sud, don Pablo Echarte. 

2» Notifiqttese y archívese. — Lucio V. López* 
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FALLOS DE LA CURTE SUPREMA 



SENTENCIA PK I.A CAMARA KEUERAI. 

Buenos Aim, Agosto 26 de t»32. 

Y Vistos: 

I>e acuerdo con lo resuelto por h Corte Suprema en el 
caso de Domingo A. Datino, fallado el 11 de julio del corriente 
ano. y fundamentos concordantes, se confirma la resolución ape- 
lada de fojas 71 que deniega la indemniaación del articulo 46 
solicitado por doña Manuela González de Echarte, por doña Jua- 
na y doña Isabel Echarte, en su carácter de viuda e hijaa legí- 
timas de don Pablo Bcharte. 

Devuélvase sin más trámite. — Carlos del Campillo. — B. 
A, Masar Anthorcna. — losé Marcó. — Rodolfo S. Fernr, — 
/?. rolar Palacio. 

DICTAMEN DEL PROCURADO* GENERA!. 

Buenos Airas, Noviembre 21 de 1932. 

Suprema Corte: 

ta recurrente interpuso el recurso extraordinario que con- 
cede el articule» 14 de la ley número 48, tn razón <le que la 
sentencia de la Cámara Federal le desconoce d derecho que ha 
invocado, fundado en el artículo 46 de la ley número 10.650. 
En su mérito, pienso < ( ue el mencionado recurso ha sklo hien 
concedido. 

De las constancias de auttw se desprende qtte el cau»atñV. 
;i la fecha de su fallecimiento, no formaba parte del pcrsonaJ 
ferroviario, habiendo sido separado del servicio por razones de 
enfermedad. En tal situación es aplicable la doctrina establecida 
l>or Vuestra Excelencia reconociendo que, si bien el artículo 46 
de la ley número I0.6S0 se refiere a los empleados u ol>reros 
qtte revisten esc carácter en el momento de producirse el falle- 
eimienitr. otras disposiciones de la misma ley. consideradas en 
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mi letra y »>n su espíritu, autoriun una excepción a aquella re- 
«la. cuando la cesantía se ha producido por causas ajenas a 
la voluntad o a la conducta del empleado, pues si ello no hu- 
biera ocurrido, la muerte habría tomado al obrero en el ejercicio 
de su cargo. (Fallos, tomo 154. página 421 ; tomo 160, 
«8; tomo 162. pagina 21). 

Por dio considero que corresponde revocar la 
apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 



PALLO Dt LA CORTE SUMEM A 

Boenoe Airn, Noviembre 18 de IMS. 

Y Vistos: Considerando: 



a 



Que careciendo el caúsame Pablo Echarte de derechos .. 
ta jubilación, la viuda c hijos solicitan el beneficio que acuerda 
el articulo 46 de la ley numero 10.650. Que en el caso actuaj 
se trata de un obrero que en la fecha de su deceso no formaba 
psrte del personal ferroviario, habiendo dejado de pertenecer al 
mismo por enfermedad comprobada según asi resulta del certi- 
ficado de fojas I. 

Que en consecuencia es de aplicación al sub jodice la doc- 
trina sustentada por esta Corte en casos análogos (entre otros. 
Fallos tomo 162. págraa 21 ; tomo 160, página 308, etcétera), 
por lo que corresponde revocar la sentencia apelada en cuanto 
ha podido sre materia del recurso, y declarar, de conformidad 
con lo precedentemente solicitado por el señor Procurador Ge- 
neral, que corresponde a h viuda e hijas la indemnización qne 
solicitan. Y asi se resuelve. 

Notifiquese y devuélvase, 

Roasarro Rspbtto. — R. Gumo La- 
valle. — Antón» Saoarma. — 
JuliAn V. Piba. — Luis Li- 



